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INTRODUCCIÓN. 


LA  filosofía  de  la  historia  nos  enseña,  que  en  las  Na- 
ciones, todo  obedece  á  la  ley  de  la  reciprocidad  y  de 
la -acción  internacional,  porque  el  idioma,  la  religión,  las 
costumbres,  la  legislación,  las  ideas,  las  preocupaciones, 
el  arte,  el  comercio  y  las  ciencias  finalmente,  son  facto- 
res que  en  todo  su  conjunto  nos  demuestran  la  manifes- 
tación más  concreta  de  la  actuación  del  ser  humano,  cu- 
yos factores  han  ejercido  en  la  humana  convivencia,  una 
acción  determinadamente  civilizadora,  bajo  el  incontras- 
table influjo  de  la  reciprocidad  internacional. 

Por  otra  parte,  si  tomamos  nuestras  miradas  hacia  la 
misma  historia,  en  cuyas  enseñanzas  hemos  nutrido  nues- 
tra inteligencia  y  nuestra  razón,  observamos  que  Roma, 
aunque  llegó  é,  ser  la  dominadora  del  mundo,  adoptó  ins- 
tituciones de  un  carácter  exótico  ó  extraño,  como  lo  de- 
muestran algunos  preceptos  de  la  Ley  de  las  Doce  Tablas 
y  la  Ley  Rodia;  sin  embargo,  aquel  gran  pueblo,  siguien- 
do la  ineludible  ley  de  la  evolución,  devolvía  en  nuevas 
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y  más  amplias  manifestaciones,  las  ideas  recibidas  de 
fuera;  así,  al  romper  el  estrecho  recinto  de  sus  siete  coli- 
nas, arrojaba  por  los  ámbitos  del  mundo,  hasta  entonces 
conocido,  la  universalidad  de  su  genio,  (\}iQíQ\jv^gmtiúm 
debía  realizar  en  las  relaciones  internacionales.  Pero  ¿á 
quién  se  debía  esta  revolución  social,  que  extendía  el  de- 
recho de  ciudad  hasta  á  los  mismos  extranjeros?  A  la 
democracia  romana,  la  cual,  en  abierta  lucha  con  el  pa- 
triciado,  preconizaba  la  igualdad,  con  un  espíritu  de  su- 
yo expansivo,  que  debía  proyectar  en  el  espacio  el  alma 
de  Roma;  á  los  plebeyos  que  luchaban  también  por  sus- 
tituir el  privilegio  con  la  igualdad,  las  tradiciones  con  la 
razén;  con  su  nocién,  en  fin,  de  un  derecho  universal,  sus 
simpatías  por  los  pueblos  vencidos,  y  la  idea,  si  no  indi- 
cada, por  lo  menos  presentida  de  la  humanidad*  que  ni 
los  griegos  habían  llegado  á  concebirá  pesar  de  sus  sis- 
temas filoséficos,  aunque  los  estoicos  enseñaban  en  sus 
escuelas,  en  época  posterior,  la  unidad  del  mundo,  y  por 
ende,  la  unidad  de  la  humanidad. 

Estas  ideas  determinaron  al  fin  la  revolución  social  que 
debía  destruir  las  prerrogativas  del  derecho  de  ciudad, 
porque  Eoma  era  entonces  para  el  galo,  para  el  germa- 
no, para  el  asirio  6  el  persa;  y  en  esta  nueva  fase  de  la 
vida  de  aquella  gran  nación,  el  proetor  peregrinus,  el  pre- 
tor de  los  extranjeros,  fué  el  centro  de  acción,  en  el  que 
se  manifestaba  la  actividad  intelectual  de  todos  los  pue- 
blos. Entonces,  bajo  el  influjo  del  cosmopolitismo  de  to- 
das las  razas  congregadas  en  Roma,  nació  el  derecho  de 
otras  gentes,  újtbs  gmtium^  que  hoy  mismo  en  los  albo- 
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res  del  siglo  XX,  sus  principios  fundamentales  son  ma- 
teria de  profundo  estudio,  pues  todas  las  naciones  al  con- 
sultarios  reciben  de  ellos  respuestas  de  eterna  verdad; 
porque  el  Derecho  romano  es  también  el  ideal  eterno,  en 
el  cual  se  han  inspirado  las  legislaciones  de  los  pueblos 
cultos;  es,  en  fin,  el  que  did  vida  á  un  nuevo  derecho,  al 
natural,  que  conforme  á  la  enérgica  expresión  del  juris- 
consulto Gayo,  710  puede  ser  destruido  jxyir  ningim  otro  de- 
recho; sentencia  en  la  cual  Uegd  á  resumirse  toda  una 
revolucidn,  bajo  cuya  poderosa  influencia,  el  extranjero 
asumía  el  carácter  de  ciudadano,  pasando  á  ser  la  ley  de 
Boma,  la  de  los  pueblos  vencidos;  de  ella,  que  había  sido 
la  debeladora  del  mundo.  El  pretor,  fundando  sus  fallos 
en  el  derecho  recibido  de  afuera,  ya  no  aplicaría  la  ley 
de  una  ciudad,  ni  de  una  clase  social,  sino  la  ley  de  la 
humanidad. 

Cierto  es  que  en  este  período,  el  fus  civile,  el  ftis  ipsum, 
predominaba  aún,  pero  á  él  se  sobreponía  la  equidad,  en 
vez  de  la  estricta  justicia,  el  vínculo  de  la  cognación,  so- 
bre la  agnación,  y  por  último  la  buena  fe  sobre  el  dere- 
cho escrito;  pero  al  fin,  el  derecho  civil  retrocedía  ante  la 
victoria  alcanzada  por  las  instituciones  del  derecho  de 
gentes.  El  desarrollo  de  este  derecho  llevó  á  los  romanos 
á  concluir  con  los  otros  pueblos  un  gran  número  de  tra- 
tados, que  tenían  por  base  ciertos  principios  fijos,  los 
cuales  informaban  entonces  la  incipiente  legislación  in- 
ternacional. Dichas  convenciones  tenían  dos  objetos:  1^, 
asegurar  á  los  subditos  del  Estado  romano  en  el  territo- 
rio extranjero,  y  recíprocamente,  el  efercicio  de  determinar 
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dos  derechos^  y  2r,  formar  un  pacto  de  asistencia  mutua; 
pero  este  doble  fin,  en  las  relaciones  internacionales,  an- 
tes indicadas,  podía  obtenerse  por  la  amicitia,  por  el  hos- 
püium,  6  por  el  establecimiento  de  una  alianza  propia- 
mente dicha,  foedvs;  aunque  Pomponio  distinguía  estas 
tres  formas:  (Ley  5,  párr.  2,  Dig.  49,  15);  y  es  indudable 
que  no  se  necesita  profundizar  esta  materia,  para  cono- 
cer con  notoria  evidencia,  las  tendencias  civilizadoras  del 
jtbs  geifdium,  que  destruyendo  en  Eoma  el  estrecho  recinto 
de  sus  siete  colinas,  propendía  á  la  unidad  de  la  especie 
humana.  Los  tratados  con  los  albanos  y  con  Cartago,  con- 
cluidos en  406  y  448,  confirman  las  apreciaciones  que 
anteceden;  sin  embargo,  al  ocuparme  de  la  condición  ju- 
rídica de  los  extranjeros  entre  los  romanos,  llevaré  más 
adelante  estos  estudios. 

Por  otra  parte,  el  desarrollo  del  derecho  de  gentes  en 
la  vida  jurídica  de  la  humanidad,  se  indica  desde  el  mo- 
mento en  que  apareció  el/ws  naturále.  Como  la  ley  de  las 
filiaciones  se  impone,  tanto  en  el  mundo  moral  como  en 
el  físico,  obsérvase  que  újmgerdium  dié  vida  al  derecho 
natural,  que  ha  venido  á  consagrar  los  que  por  inaliena- 
bles é  imprescriptibles  se  fundan  en  verdaderas  necesi- 
dades y  en  condiciones  que  son  indispensables  para  la 
conservación,  el  desenvolvimiento  y  el  respeto  de  la  per- 
sonalidad humana:  homo  homini  res  sacra. 

Sin  embargo,  necesario  es  fijar  la  línea  divisoria  que 
los  separa;  en  efecto,  la  autoridad  y  el  reconocimiento  del 
jus  genlium^  se  fundaba  en  el  consentimiento  común  de 
los  pueblos,  mientras  que  el  derecho  natural,  según  el  es- 


pirita  filosófico  que  se  manifestd  en  aquella  edad,  era 
considerado  como  la  razón  universal,  la  cual  los  estoicos 
designaban  con  el  nombre  de  ley  natural,  considerándola 
grabada  en  el  corazón  de  todos,  siendo  superior  á  las  le- 
yes positivas;  por  lo  tanto,  enseñaban  que  ella  se  deriva 
de  la  naturaleza  íntima  del  hombre,  cuya  personalidad, 
por  estar  dotada  de  razón,  es  sagrada.  Así  Epicteto,  con 
la  misma  frase  consagrada  por  el  Cristianismo,  en  un  pre- 
cepto, estableció  que  no  debemos  querer  para  los  otros 
hombres  lo  que  no  queramos  para  nosotros  mismos;  aun- 
que Aristóteles,  había  definido  antes,  la  justicia  natural, 
expresando:  "que  ella  tiene  en  todo  el  mundo  la  misma 
fuerza,  y  no  depende  de  las  opiniones  ni  de  los  decretos 
de  los  hombres." 

Al  influjo  de  la  filosofía  griega,  los  jurisconsultos  roma- 
nos aplicaron  el  concepto  del  derecho  natural  bajo  tres 
aspectos  distintos:  ülpiano  lo  fundaba  en  la  naturaleza 
física  del  hombre;  Gayo,  en  el  consentimiento  de  todos, 
porque  asimilaba  el  derecho  de  gentes  con  la  razón  na- 
tural; y  Paulo  le  daba  una  base  metafísica  é  ideal.  En 
resumen,  mientras  el  dei^echo  romano  se  fué  desarrollan- 
do, el  concepto  histórico  y  comparativo  del  jm  gentium 
se  consideró  bastante;  pero  desde  el  momento  en  que  se 
pretendió  dar  una  razón  filosófica  á  las  instituciones  ju- 
rídicas, el  consentimiento  de  los  pueblos  fué  insuficiente, 
y  entonces  el  derecho  natural  se  indicó;  sin  embargo,  los 
jurisconsultos,  á  pesar  de  sus  divergencias,  atribuyeron 
esencialmente  todas  las  instituciones  sociales  al  derecho 
de  gentes.  Finalmente,  no  puede  desconocerse  que  el  Cris- 
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tianismo  di<5  al  derecho  natural  vida  real,  separándolo 
del  dominio  de  las  especulaciones  científicas  en  que  lo  ha- 
bían encerrado  los  estoicos. 

La  irrupción  de  los  bárbaros  que  salieron  de  las  selvas 
de  la  Germania,  disgregando  el  Imperio  romano,  prepa- 
raron el  advenimiento  de  un  mundo  nuevo.  En  este  pe- 
ríodo de  la  historia,  la  fase  del  derecho  cambió  de  una 
manera  radical,  porque  los  conquistadores  llevaron  á  los 
pueblos  conquistados  sus  leyes,  sus  costumbres  y  sus  tra- 
diciones, destruyendo,  sin  dejar  vestigios  de  ella,  la  vi- 
gorosa organización  municipal  que  Roma  había  extendi- 
do por  el  mundo,  el  que  modeló  á  su  imagen  en  virtud  de 
aquella  admirable  institución. 

Los  germanos  llevaron  á  los  pueblos  conquistados  un 
principio  desconocido  antes,  el  individualismo,  cuya  na- 
tural consecuencia  era  el  sostenimiento  personal  de  sus 
propios  derechos;  por  lo  tanto,  en  los  juicios  fué  una  cos- 
tumbre originaria  entre  estos  bárbaros,  resolver  isus  cues- 
tiones por  medio  de  las  armas,  y  el  resultado  de  la  lucha 
era  proclamado  como  el  resultado  de  la  justicia;  entonces 
el  derecho  de  la  fuerza  triunfaba  siempre  sobre  la  fuerza 
del  derecho,  en  esa  luctuosa  época  que  con  tanta  ra- 
zón se  ha  llamado  la  edad  de  hierro  de  la  humanidad, 
que  determinó  en  la  historia,  la  caída  definitiva  del  más 
grande  de  los  imperios,  que  al  fin  acabó  descomponién- 
dose, dando  vida  á  innumerables  pequeños  señoríos  feu- 
dales, que  ni  el  genio  ni  el  poderoso  esfuerzo  de  Cario 
Magno  pudieron  contener.  Sin  embargo,  cansados  los 
hombres  de  tantas  luchas  y  de  tantos  conflictos,  comen- 
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zaron  á  encerrarse  en  sus  propios  dominios,  en  sus  cas- 
tillos feudales,  junto  á  los  cuales  comenzaron  á  formarse 
determinadas  agrupaciones,  llenas  de  energía  y  de  vita- 
lidad, que  tomaron  el  nombre  ya  conocido  de  municipios- 
Así,  los  que  antes  hacían  de  su  vida  errante  y  vagabun- 
da y  de  la  guerra  su  principal  ocupación,  radicaron  en 
la  tierra;  los  derechos  y  las  leyes  asumierou  un  carácter 
esencialmente  territorial  y  local,  proclamándose  un  prin- 
cipio desconocido  antes:  eadtra  terrüorium  jus  diceTUi  im- 
pune non  parétur,  convirtiéndose  el  hombre  en  un  acce- 
sorio del  suelo,  y  pudiendo,  por  ende,  ser  reivindicado 
lanquamjure  dominii.  Según  se  observa,  las  leyes  cam- 
biaron en  este  período,  transformándose  de  personales  en 
territoriales.  Con  este  motivo,  la  fusidn  de  la  soberanía 
y  la  propiedad,  ha  sido  considerada  en  el  feudalismo  co- 
mo uno  de  los  caracteres  fundamentales  de  la  organiza- 
ción social  de  aquella  época. 

Antes  he  manifestado,  que  á  las  turbulencias  feudales, 
siguié  la  inquieta  agitación  de  los  municipios,  y  al  aisla- 
miento, el  comercio,  que  determinaba  entre  los  pueblos 
cierta  comunión  de  ideas  y  de  intereses;  finalmente,  la 
noción  de  la  patria,  de  la  libertad  y  del  bien  público,  ya 
olvidadas,  si  no  desconocidas;  el  amor  á  la  verdad,  á  lo 
bello,  como  todo  lo  esencialmente  humano,  volvió  á  herir 
y  agitar  las  inteligencias,  iniciándose  la  regeneración  del 
mundo  social  y  los  aurora  de  una  nueva  época;  el  Bena- 
cimiento. 

Para  completar  esta  brevísima  síntesis,  preciso  es  no 
olvidar  que  la  época  que  vengo  historiando,  á  la  que  se 
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ha  dado  el  nombre  de.  Edad  Media,  contiene  en  resumen, 
la  historia  toda  del  género  humano,  porque  habiendo  re- 
cibido á  la  par  que  la  gran  herencia  jurídica  y  política 
de  Boma,  la  idea  cristiana,  como  un  nuevo  elemento  re- 
ligioso, ético  y  moral,  heredé,  por  último,  de  los  germa- 
nos, su  energía  y  su  vigor.  Sin  embargo,  no  debemos  de- 
tenemos en  estas  causales,  porque  otros  elementos  se 
combinan  también  para  integrar  dicha  edad;  es  decir,  el 
cosmopolitismo  propio  del  genio  romano  que  fundé  la  idea 
del  Estado;  el  principio  individualista  de  las  razas  de  la 
estirpe  germánica  en  las  que  se  indicaba  la  idea  de  liber- 
tad y  de  independencia  personal;  la  organizacién  muni- 
cipal heredada  de  Boma,  y  la  militar  de  las  tribus  bár- 
baras; la  Iglesia  y  el  Imperio,  la  filosofía  y  la  legislacién; 
la  idea  revelada  y  las  prerrogativas  de  larazén,  todos  es- 
tos factores,  nos  presentan  en  breve  enumeracién  los  an- 
tagonismos que  debían  conciliarse  al  influjo  de  la  revo- 
lucién  religiosa,  moral  y  social  que  determiné  el  Cristia- 
nismo; antagonismos  que,  confundidos  en  aquella  época, 
prepararon  en  la  humana  convivencia  el  advenimiento 
de  una  nueva  civilizacién;  porque  la  Edad  Media  se  ha 
considerado  en  la  historia  de  la  humanidad,  como  una 
época  de  transicién  en  la  que  habían  de  aparecer  los  pri- 
meros albores  de  un  mundo  nuevo,  en  el  que  los  pueblos 
debían  organizarse,  dando  vida  á  las  modernas  naciona- 
lidades con  tan  rica  variedad  como  cultura. 

Ocupándome  ahora  de  la  legislacién,  observo  que  en  la 
feudal  se  marcan  perfectamente  definidos  dos  periodos, 
en  los  cuales  el  derecho  presenta  dos  fases  también  dis- 
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brea  célebres,  y  los  que  han  entrado  como  agentes  prin- 
cipales en  los  acontecimientos  de  nuestra  propia  historia; 
las  instituciones  que  nos  rigen,  la  actitud  de  nuestros 
gobiernos  en  las  relaciones  y  en  los  conflictos  internacio- 
nales, y  por  último,  las  garantías  y  la  protección  acor- 
dadas á  los  extranjeros,  y  muy  particularmente  en  la 
ley  de  extranjería,  que  es  objeto  primordial  de  estos 
estudios.  En  resumen,  yo  creo,  que  aunque  la  expresada 
reseña  histórica  pudiera  conceptuarse,  ajena  á  esta  obm, 
no  huelga  en  ella,  porque  siendo  Méxiéo  un  pueblo  que 
nace,  pues  aún  no  cuenta  una  centuria  de  existencia,  bien 
puede  decirse  que  no  ha  sido  suficientemente  conocido, 
hasta  el  momento  en  que  el  Sr.  General  Porfirio  Díaz  as- 
cendió á  la  primera  magistratura  de  la  Nación. 

En  efecto,  removidos  por  él  con  mano  firme,  con  alteza 
de  miras  y  acertada  dirección,  los  inconvenientes  que  en- 
torpecían la  marcha  regular  de  la  administración  públi- 
ca, los  múltiples  elementos  de  progreso  que  en  México 
no  habían  podido  desarrollarse  desde  su  independencia, 
comenzaron  á  indicarse  en  todas  las  esferas  de  la  vida 
social,  creando  intereses  de  tal  naturaleza,  que  la  agri- 
cultura, la  industria,  la  minería  y  el  comercio  que  da  vida 
por  el  cambio  y  la  contratación  á  todas  estas  fuentes  de 
la  riqueza  pública,  determinaron  una  era  de  paz  y  de  bien- 
estar tan  íntimamente  ligados  con  los  patrióticos  propó- 
sitos del  señor  Presidente,  y  con  las  aspiraciones  del  pue- 
blo mexicano,  que  no  era  posible  retrogradar  á  la  luctuosa 
época  de  nuestros  desaciertos  políticos  y  á  la  lucha  pa- 
sional de  los  partidos. 
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Las  indicaciones  que  anteceden,  en  lo  que  se  refieren 
á  los  progresos  alcanzados  en  México  en  la  presente  épo- 
ca, no  son  hiperbólicas;  todos  hemos  presenciado  esos  pro- 
gresos, de  ellos  somos  testigos,  porque  sus  beneficios  se 
han  extendido  con  la  paz  á  nacionales  y  extranjeros;  sin 
embargo,  si  duda  alguna  pudiera  sui^ir,  hablará  en  con- 
firmacién  de  mi  relato,  la  estadística,  que  es  la  ciencia 
numérica  de  los  hechos  sociales.  A  'este  efecto,  en  los 
anexos  que  van  impresos  al  fin  de  la  presente  obra,  daré 
una  noticia  detallada  de  los  adelantos  de  nuestra  patria, 
en  los  principales  ramos  de  la  administracién,  desde 
1877,  en  que  ascendi<5  á  la  primera  magistratura  de  la 
Nación  el  Señor  General  Díaz;  y  por  consiguiente,  com- 
probaré con  hechos  y  con  números  mis  apreciaciones.  Así, 
recogidos  estos  datos,  pasarán  á  la  posteridad  como  la 
expresión  de  la  verdad  y  la  justicia,  que  es  el  homenaje 
que  la  historia  deberá  rendir  al  eminente  hombre  de  Es- 
tado, que  hoy  rige  los  destinos  de  México. 


CAPITULO  L 


Generalidades  sobre  la  historia.— Breve  resefta  histórica 

de  México. 

SUHASIO.— Concepto  más  general  de  la  historia. —  Dificaltad  para 
fijarlo  en  concreto. — El  hombre  desarrolla  nn  poder  de  persistente 
variación. — El  hombre  en  los  tiempos  primitivos. — Desarrollo  del  es- 
pirita humano  en  las  artes,  en  la  industria  y  en  las  ciencias. — La 
organización  política  y  social  en  los  orígenes  de  la  humanidad. — Las 
religiones. — ^Agentes  de  la  historia. — Los  hombres  célebres. — La  su- 
premacía de  éstos  sobre  las  muchedumbres. — Ellos  son  la  síntesis  de 
una  época. — Citas  históricas. — Homero  y  Xenofonte. — El  mismo  con- 
cepto en  los  publicistas  de  nuestra  época.— Cousin  y  Carlyle. — Ejem- 
plos: Alejandro,  César  y  Napoleón. — Mis  propósitos  al  ocuparme  en 
reseñar  la  historia  de  México. 


La  historia  es  la  voz  de  la  conciencia  y  el  intérprete  del 
pensamiento  moral  de  los  pueblos;  asi,  escribir  para  la  pos- 
i^eridad,  es  tarea  ardua  y  de  suyo  complicada,  porque  al  co- 
nocimiento intimo  de  los  hechos,  por  medio  de  una  paciente 
investigación,  debe  unirse  la  ingenuidad  en  los  juicios,  pues- 
to que,  la  historia  en  su  más  alta  concepción,  es  verdad  y  jus- 
ticia, es  ^'el  árbol  de  la  ciencia"  destinado  á  nutrir  y  á  ilumi- 
nar la  conciencia  de  la  humanidad. 

Diñcil  es  en  efecto  fijar,  por  complejo,  el  concepto  de  los 
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hechos  históricos;  la  especie  humana,  á  diferencia  de  los  se- 
res que  la  rodean,  en  los  que  se  observa  una  fijeza  caracte- 
rística, vive  en  condiciones  las  más  diversas  y  desarrolla  un 
poder  de  persistente  variación;  por  este  motivo  es  primordial 
atributo  de  la  actividad  del  hombre,  ser  multiforme  y  cam- 
biar sin  cesar  en  su  desenvolvimiento,  lo  cual  caracteriza  en 
él  la  ley  de  la  evolución;  ley  que  determina,  tanto  en  el  mun- 
do moral  como  en  el  ñsico,  una  indefinida  transformación. 
Bajo  este  aspecto,  la  humanidad  es  para  el  historiador  como 
el  antiguo  Proteo,  ella  se  escapa  ó  aparece  bajo  fases  de  fu- 
gitivas apariencias,  y  su  estudio  parece  desafiar  el  espíritu 
más  persistente  de  observación  y  de  análisis.  ¿Cómo  podrá 
juzgar  este  mundo  en  el  que  domina  lo  vario,  lo  contingen- 
tcf  y  el  contraste? 

Si  tornamos  nuestras  miradas  á  la  época  prehistórica,  en 
que  la  humanidad  comenzó  á  dar  sus  primeros  pasos  en  el 
planeta,  observamos  al  hombre  buscar,  vacilante,  los  medios 
de  subsistir;  pero  en  cambio,  qué  fecundidad  de  invención, 
qué  ingenio  para  proveerse  de  armas  y  de  útiles  y  para  ser- 
virse de  ellos;  en  efecto,  los  más  rudos  é  incultos,  explotan 
instintivamente  los  productos  naturales  que  arrancan  de  la 
tierra  para  alimentarse  con  ellos;  otros  viven  de  la  caza  y  de 
la  pesca;  por  último,  los  pastores  en  sus  emigraciones,  redu- 
cen las  diversas  especies  de  animales  al  estado  doméstico  y 
las  multiplican;  el  hombre,  en  fin,  se  sirve  de  todos  estos  ele- 
mentos para  su  conservación  y  su  vida,  porque  herbívoro  en 
el  Ecuador,  es  carnívoro  en  los  climas  fríos  y  omnívoro  en  los 
templados.  En  algunos  países  vive  desnudo,  en  otros  viste 
conforme  á  los  medios  más  apropiados  á  su  vigor  ó  á  su  fan- 
tasía; edifica  sus  habitaciones  según  el  clima,  desde  la  hu- 
milde y  rústica  choza  hasta  el  suntuoso  palacio  de  mármol  y 
de  pórfido.  En  la  orilla  de  los  ríos  y  en  las  costas  de  los  ma- 
res, construye  toscas  embarcaciones  que  le  comunican  con 
sus  semejantes;  y  así,  en  larga  y  trabajosa  peregrinación,  pe- 


ro  empujado  sin  cesar  por  la  ineludible  ley  del  progreso,  al 
pasar  por  sucesivas  civilizaciones,  va  recogiendo  de  ellas  el 
polen  fecundante,  del  que  deberán  brotar  nuevas  ideas  y  con 
ellas  una  nueva  y  más  adelantada  civilización  también. 

En  cambio,  cuántas  aspiraciones,  cuántos  inmoderados  de- 
seos, nacidos  al  calor  de  indomables  pasiones  que  fermentan- 
do en  el  corazón  del  hombre  le  animan  á  seguir  la  senda  del 
bien  á  donde  le  llaman  destinos  inmortales,  ó  precipitarse  en 
las  simas  del  mal  al  que  le  arrastra  su  calda  original,  su  con- 
cupiscente naturaleza;  por  otra  parte,  qué  afanes,  qué  inau- 
ditos esfuerzos  por  llegar  á  conocerse  y  penetrar  los  abismos 
en  que  su  corazón  se  hunde;  por  arrancar  á  la  naturaleza  sus 
secretos  y  llegar  por  último  á  la  noción  del  infinito.  Dios;  y 
bajo  la  acción  incontrastable  de  todos  estos  factores,  cada  uno 
tiene  su  manera  de  conocer,  de  sentir,  de  amar,  de  odiar  y  de 
ser  feliz  ó  desgraciado!  Sin  embargo,  á  pesar  de  tantos  con- 
trastes y  délo  vario  y  lo  complejo  de  aquellos  disímbolos  ele- 
mentos, la  humanidad  ha  llegado  al  fin  de  etapa  en  etapa  á 
su  más  alto  grado  de  cultura,  y  parece  desafiar  como  vidente, 
y  con  la  ciencia,  los  arcanos  del  porvenir. 

Bajo  la  impresión  de  estas  ideas,  no  es  posible  desconocer 
que  el  hombre,  dotado  por  la  naturaleza  de  un  organismo 
especial,  prepondera  en  el  orden  de  los  seres,  por  la  excelen- 
cia de  sus  facultades  anímicas,  y  entre  éstas,  por  la  razón 
que  le  hace  conocer  su  origen,  que  es  Dios,  y  su  fin  el  deber  y 
el  bien;  y  aun  así,  cuántas  divergencias  morales  dividen 
á  los  hombres;  en  sus  acciones  demuéstrase  el  abismo  que 
separa  el  bien  del  mal;  junto  á  los  vicios  y  á  la  deprava- 
ción más  repugnantes,  encuéntranse  las  virtudes  más  excel- 
sas y  la  más  sublime  santidad.  Tal  ha  sido  el  hombre  en  la 
sucesión  de  la  historia,  y  cuando  con  el  natural  instinto  que 
le  lleva  á  asociarse  con  sus  semejantes  ha^  formado  grupos, 
muchedumbres  ó  colectividades,  en  ellas  han  predominado, 
s^ún  las  circunstancias  y  la  ocasión,  los  mismos  defectos  ó 


idénticas  cualidades;  por  esta  razón,  se  observa  en  el  orden 
social,  que  la  humanidad  ha  pretendido  realizar  transforma- 
ciones, que  bajó  el  ideal  de  sistemas  encontrados  la  han  he- 
cho caer  ó  levantarse,  ensayando  desde  la  fi)rma  más  severa 
ó  inhumana  de  la  esclavitud,  hasta  la  de  la  libertad  más  ape- 
tecible; asi,  bajo  la  acción  de  estas  instituciones,  los  pueblos 
han  vivido  sometidos  al  régimen  despótico  de  un  jefe  ó  al  de 
privilegios  aristocráticos  ó  bajo  la  autonomía  democrática  de 
las  muchedumbres. 

En  la  constitución  de  la  familia,  base  incontrastable  de  to- 
da agrupación  social,  la  mujer  ha  sido  la  esclava  del  hombre 
ó  su  compañera,  según  haya  preponderado  la  promiscuidad 
en  estas  relaciones,  con  la  poligamia,  la  poliandria  ó  la  mo- 
nogamia, esta  última  bajo  la  acción  eminentemente  civiliza- 
dora del  cristianismo,  que  proclamando  la  unidad  y  la  igual- 
dad de  la  especie  humana,  dignificó  á  la  mujer,  que  de  escla- 
va que  era,  la  elevó  á  la  condición  de  compañera  del  hombre. 
Finalmente,  en  las  religiones,  cuánta  variedad  de  concepción 
y  cuánta  multiplicidad  de  símbolos  y  dogmas,  dividiendo  las 
conciencias  de  fetichistas,  politeistas,  panteistas  y  monoteís- 
tas, y  para  cada  uno  de  estos  sistemas  de  creencias,  cuántos 
cultos  y  sectas,  variando  hasta  lo  infinito. 

Tal  es  la  historia  de  la  humanidad;  en  ella  predomina,  se- 
gún sn  observa,  la  ley  de  la  contradicción,  porque  siendo  su 
primordial  objeto  el  hombre,  es  decir,  el  desarrollo  en  todas 
sus  fases  del  espíritu  humano,  él  deberá  manifestarse  en  di- 
cho estudio,  con  la  universalidad  de  los  hechos  que  la  razón 
dirige;  y  aunque  ésta  como  el  pensamiento  parecen  encade- 
nados á  la  ley  de  las  contradicciones  y  á  lo  antitético,  llega 
al  fin  á  fijarse  la  verdad,  porque  así  como  en  la  naturaleza 
dos  fuerzas  contrarias  determinan  el  estado  de  los  cuerpos  y 
hacen  girar  los  orbes  al  través  de  los  espacios  estelares,  sin 
desviarse  de  sus  órbitas  inconmensurables,  asi,  las  antino- 
mias del  espíritu  humano  se  resuelven  en  ideas,  que  son  la 


suprema  síntesis  de  la  razón,  matriz  en  la  que  se  funden  y  se 
realizan  todos  los  hechos.  Hemos  llegado  á  decir  la  última 
palabra  en  estas  generalidades  de  la  historia,  que  es,  en  su 
más  concreta  expresión,  el  conocimiento  de  la  humanidad,  y 
por  ende,  el  estudio  de  la  razón  y  del  espíritu  humano. 

Descendiendo  á  particularizar  dicho  estudio,  me  ocuparé 
en  breves  frases  de  los  agentes  de  la  historia:  de  los  hombres 
célebres  y  de  las  muchedumbres.  Cierto  es  que  han  predomi- 
nado los  primeros  en  las  investigaciones  de  los  historiadores, 
pero  yo  creo  que  se  ha  procedido  de  esta  manera,  bajo  la  in- 
fluencia de  la  necesidad,  pues  diñcil  sería  seguir  ala  inmensa 
muchedumbre  de  los  seres  desconocidos,  que  por  lo  común 
permanecen  ignorados  ó  en  la  sombra;  por  otra  parte,  las 
multitudes  producen  los  hombres  célebres,  los  hombres  ilus- 
tres, quienes  las  dirigen,  porque  salen  de  su  seno,  y  se  for- 
man bajo  la  acción  del  sentimiento  y  de  las  ideas  que  en  ellas 
predominan;  á  este  efecto,  podemos  referirnos  á  un  fenómeno 
de  psicología  social  que  no  debe  pasar  desapercibido;  el  indi- 
viduo tiene  siempre  la  conciencia  de  sus  necesidades  instin- 
tivas, las  muchedumbres  las  de  sus  necesidades  racionales; 
en  el  uno  predomina  el  sentimiento,  en  las  otras  la  razón;  y 
sin  embargo,  el  conjunto  de  las  necesidades  individuales  es 
el  que  impone  á  las  colectividades  sus  resoluciones,  que  al  fin 
se  reflejan  en  el  modo  de  ser  y  de  actuar  de  los  hombres  cé- 
lebres; así  nos  lo  demuestra  con  meridiana  luz  la  filosofía  de 
la  historia,  si  nos  remontamos  á  la  época  en  que  Homero 
escribió  su  inmortal  poema,  á  los  tiempos  de  Alejandro,  y 
llegamos,  en  descendente  gradación,  á  la  edad  moderna. 

Basta  á  mi  objeto  algunas  citas.  Homero,  refiriéndose  en 
la  Iliada,  al  ejército  de  los  griegos,  y  en  la  imposibilidad  de 
determinar  su  número  y  sus  hechos,  evoca  á  las  Musas  y  las 
llama  en  su  ayuda:  '^"Oh  Musas,  dice,  que  salváis  del  olvido 
el  recuerdo  de  los  acontecimientos,  decidme  quiénes  fueron 
los  jefes  y  los  reyes;  á  los  soldados  no  los  podré  jamás  nom- 


brar,  seria  necesario  diez  lenguas,  diez  bocas  y  un  pecho  de 
bronce.  Yo  me  ocuparé  solamente  de  los  jefes,"  y  Xenofon- 
te  exclamaba:  ''se  tiene  el  brazo  bastante  largo  cuando  se  pue* 
de  disponer  de  los  de  todo  un  pueblo." 

Cierto  es  que  no  faltaron  en  la  antigüedad  enérgicas  pro- 
testas contra  esta  supremacía  de  los  hombres  célebres  sobre 
las  muchedumbres,  pero  esas  mismas  manifestaciones  afir- 
man nuestra  convicción;  los  hombres  ilustres  son  hijos  de  su 
época  y  se  forman  bajo  la  acción  del  sentimiento  y  de  las 
ideas  de  las  masas.  Entre  aquellas  protestas,  puedo  refe- 
rir el  haberse  negado  á  Milciades  los  honores  del  triunfo, 
después  de  la  batalla  de  Maratón;  un  ciudadano  le  dijo: 
''cuando  tú  solo  hayas  vencido  á  los  bárbaros,  tú  solo  tendrás 
también  el  honor  de  la  victoria."  Clito,  compañero  y  amigo 
de  Alejandro,  pereció  á  manos  de  este  Gran  Capitán,  por  ha- 
ber recitado  en  un  festín  los  versos  de  Eurípides  en  su  An- 
drómaca:  "¡Qué  injusticia,  ay  de  mí,  se  hace  á  la  Grecia!" 
cuyo  sentido  era  éste;  "Los  griegos  han  debido  ordenar  que 
en  las  inscripciones  de  los  trofeos,  no  se  mencione  solamente 
el  nombre  de  los  reyes,  porque  esto  sería  amenguar  la  gloria 
de  los  que  la  habían  adquirido  con  el  precio  de  su  sangre." 
Entonces  Alejandro,  lleno  de  furia,  se  arroja  sobre  Clito  y  le 
mata;  sin  embargo,  estas  citas  ameritan  la  excepción  en  los 
conceptos  antes  emitidos. 

En  nuestra  época,  no  ha  sido  menos  reconocida  la  supre- 
macía de  los  hombres  célebres,  como  agentes  principales  de 
la  historia.  Cousin  en  su  Ourso  de  historia  de  la  filosofía  mo- 
derna^ la  proclama,  expresando:  "Un  pueblo  entero  se  refleja 
en  sus  grandes  hombres.  Abrid  los  libros  de  la  historia  y  en 
ellos  no  veréis  más  que  nombres  propios,  porque  es  imposi- 
ble otra  cosa.  Las  masas  obran  bajo  la  dirección  de  sus  Jefes, 
y  los  historiadores  tienen  razón  al  ocuparse  de  los  grandes 
hombres,  porque  en  ellos  se  resume  la  humanidad  á  quien 
representan." 


Finalmente,  Carlyle  no  ve  otra  cosa  en  la  historia,  que  la 
influencia  de  los  héroes;  en  efecto,  expresa:  "La  historia  uni- 
versal, es  decir,  lo  que  el  hombre  ha  hecho  en  el  mundo,  es 
la  historia  de  los  hombres  célebres;  ellos  han  sido  los  conduc- 
tores de  la  humanidad,  los  creadores  de  todo  lo  que  la  masa 
de  los  hombres  se  ha  esforzado  en  hacer  ó  alcanzar.  Todos 
los  acontecimientos  que  vemos  realizados  en  el  mundo,  son 
propiamente  el  resultado  material  exterior,  la  realización 
práctica  y  la  encarnación  de  los  pensamientos  que  agitan  el 
cerebro  de  los  grandes  hombres." 

Multiplicadas  pruebas  de  la  verdad  de  estos  conceptos,  nos 
suministra  la  misma  historia;  sin  embargo,  bastará  á  mi  in- 
tento, referirme  á  Alejandro  Magno,  á  César  y  á  Napoleón. 

Alejandro,  discípulo  de  Aristóteles,  inspirado  en  la  uni- 
versalidad del  genio  del  gran  filósofo  y  en  la  Iliada,  su  lec- 
tura favorita,  tomaba  por  modelo  á  Áquiles.  Su  reinado  co- 
mienza! 336  años  antes  de  la  Era  Cristiana,  decidiendo  en  Que- 
ronea,  la  victoria,  con  la  derrota  del  batallón  sagrado  de  los 
tebanos;  pero  no  conformes  los  griegos  con  la  hegemonia  de  un 
macedonio,  se  rebelan,  él  marcha  sobre  ellos  y  avasalla  por 
el  terror  á  Tebas  y  Atenas.  Antes  habla  sometido  á  los  tesa- 
lios;  sin  embargo,  los  pueblos  del  Norte  y  del  Occidente  le 
atacan,  Alejandro  los  bate  y  logra  vencer  á  los  Tracios,  los 
Tribales,  los  Antasiates,  los  Taulencianos,  los  Peonios,  los  Ge- 
tos  y  los  Celtas.  Prepara  luego  su  gran  expedición  al  Asia, 
y  sus  nuevas  conquistas;  atraviesa  con  su  ejército  el  Heles- 
ponto,  y  en  las  llanuras  de  Troya  ofrece  sacrificios  á  Miner- 
va y  á  Aqüiles;  marcha  contra  los  sátrapas  del  Asia  Menor 
y  somete  la  Caria  y  la  Pisidia,  corta  el  nudo  gordiano  en  Fri- 
gia, y  alcanza  en  fin  contra  Darío  una  completa  victoria  en 
las  gargantas  del  Issos.  Penetra  en  Siria,  se  apodera  de  Da- 
masco, de  Sidonia,  Tiro  y  Gaza  y  se  dirige  á  Jerusalem;  pero 
sus  sacerdotes  desarmaron  sus  iras,  rinde  ahí  culto  al  Dios 
único  de  los  judíos,  admira  las  profesías  de  Daniel  que  anun- 


cian  sus  victorias,  y  permite  á  la  Judea  gobernarse  por  sus 
propias  leyes.  Somete  con  facilidad  el  Egipto  y  funda  la  gran 
ciudad  de  Alejandría,  que  debía  servir  de  lazo  de  unión  en- 
tre el  Mediterráneo  y  las  comarcas  lejanas  del  extremo 
Oriente. 

Darío,  repuesto  de  su  primer  derrota,  acampa  en  las  lla- 
nuras cercanas  al  Eufratres  y  al  Tigris;  pero  Alejandro  mar- 
cha sobre  él  alcanzando  una  victoria  decisiva  en  Arbelia;  en 
seguida  se  apodera  de  Babilonia,  Suza,  Ecbatana  y  Persépo- 
lis.  No  termina  aquí  el  afán  de  sus  conquistas,  y  se  resuelve 
á  obtener  las  de  la  India;  toma  á  Mazaga,  la  roca  Aornos, 
recibe  la  sumisión  de  Taxilo,  triunfa  de  Poro  á  orillas  del 
Hidaspes,  construye  por  donde  pasa  caminos  y  fortalezas, 
funda  ciudades  como  Inicia  y  Bucefalia;  recorre  el  Yndo  con 
una  flota  de  2,000  buques,  y  vuelve  á  Babilonia  en  donde  re- 
cibe á  los  diputados  de  las  más  lejanas  naciones,  que  llegaban 
á  tributar  su  homenaje  al  vencedor  del  Asia. 

El  genio  de  Alejandro  no  debía  permanecer  inactivo  des- 
pués de  tantos  triunfos;  desde  luego  se  ocupó  en  organizar 
activamente  sus  conquistas.  Separó  en  tres  distintos  depar- 
tamentos las  atribuciones  del  gobierno;  la  autoridad  civil,  el 
mando  militar  y  la  administración  de  la  hacienda;  además, 
cruzó  aquellas  fértiles  comarcas  con  numerosas  vías  de  co- 
municación, haciendo  navegables  los  ríos.  Si  admirables  son 
sus  conquistas  y  el  espíritu  civilizador  en  que  se  inspiró,  no 
son  menos  dignas  de  mensión  las  tendencias  de  aquel  genio 
superior,  pretendiendo  unificar  todas  las  naciones  bajo  la  ac- 
ción c'  '  ^  mismas  ideas  y  de  los  mismos  intereses,  dando 
nubsra  vida  á  los  envejecidos  pueblos  del  Oriente,  é  infun- 
diendo en  ellos  la  civilización  griega,  que  debía  reanimarlos 
y  alumbrar  su  conciencia  adormecida  ó  petrificada  por  las  cas- 
tas y  el  panteísmo.  Desgraciadamente  estos  proyectos,  que 
.  en  aquella  época  hubieran  cambiado  la  faz  del  mundo,  se  des- 
vanecieron con  ía  temprana  muerte  de  aquel  gran  conquista- 


dor,  de  aquel  genio  inmortal,  quien  á  los  32  años  de  edad  su* 
cumbió  en  Babilonia. — Amano,  Quinto  Curcio  y  Plutarco, 
escribieron  los  hechos  y  la  vida  de  Alejandro. 

Voy  á  ocuparme  de  César,  de  esa  colosal  figura,  que  ilu- 
minando con  sus  ideas  y  sus  gloriosos  hechos  una  época,  ini- 
cia en  Roma  la  revolución  social  que  debía  dar  á  la  huma- 
nidad y  al  mundo,  la  unidad  con  el  Imperio,  abriendo  las 
puertas  del  Capitolio  á  todas  las  gentes.  César  quería  ade- 
más la  unidad  del  derecho  y  la  unidad  religiosa,  levantando 
un  templo  en  el  Campo  de  Marte  á  todos  los  dioses;  preten* 
dio  romper  el  istmo  de  Corinto  para  unir  dos  Continentes 
con  las  ondas  de  sus  mares  y  renovar,  por  último,  las  con* 
quistas  de  Alejandro  para  despertar  á  la  vida  las  dormidas 
generaciones,  petrificadas  en  Asia  al  pie  de  sus  dioses.  Al 
contemplar  estos  hechos,  y  su  inmensa  trascendencia  en  la 
historia,  no  puedo  menos  que  creer,  maravillado,  que  cada 
hombre  es  un  símbolo,  que  oculta  una  idea,  como  las  cení* 
zas  ocultan  el  fuego,  y  la  tierra  la  savia  que  ha  de  fecundar 
la  simiente  y  dar  su  follaje  al  árbol. 

En  efecto,  la  revolución  social  que  se  indicó  con  la  lucha  en* 
tre  el  patriciado  y  los  plebeyos,  comienza  con  Servio,  quien  le- 
vanta un  templo  en  el  monte  Aventino,  la  montaña  de  las  tem- 
pestades, y  en  cuya  cima,  el  pueblo,  que  hasta  entonces  había 
sido  solamente  objeto  del  derecho,  pretendió  ser  también  su- 
jeto del  derecho;  pero  esta  revolución  debía  engendrar  á  los 
Gracos,  de  cuya  sangre,  inútil  sacrificio,  debían  brotar  á  su 
vez  los  Mario  y  César.  Este  último  es  el  pensamiento  4e  la 
revolución,  Augusto  su' organización,  y  Tiberio  la  ^  />teza, 
la  atroz  y  terrible  venganza  contra  el  pasado.  Yo  creo  ^úé 
el  genio  político  de  César  que  le  llevó  á  consumar  la  revolu- ' 
ción  social  que  acabo  de  historiar,  es  superior  por  su  trascen- 
dencia, á  su  genio  militar,  por  más  que  como  guerrero,  su 
espada  haya  disciplinado  todas  las  razas  para  preparar  la 
unidad  del  mundo;  en  efecto,  como  político,  es  el  defensor 
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del  plebeyo  contra  el  patrick»,  y  en  la  historia  es  el  represen- 
tante de  la  humanidad  contra  el  esclusivismo  de  la  ciudad 
romana;  tal  es  César  considerado  como  guerrero  y  como  re- 
público, referir  sus  hechos,  es  hacer  la  apología  de  este  hom- 
bre inmortal. 

Llego  al  fin  á  la  moderna  edad,  ó  para  mejor  expresarme, 
á  nuestra  época,  en  laque  Napoleón,  este  genio  de  Titán,  pre- 
tendió escalar  el  cielo.  Cuántos  espacios  no  llenó  su  fama, 
qué  existencia  ha  sido  más  vasta,  más  agitada,  ni  más  colosal; 
hijo  de  la  gran  revolución,  este  hombre  extraordinario,  reci- 
be de  la  Francia,  después  de  diez  años  de  horrible  anarquía, 
un  ejército  incomparable,  por  su  valor  y  por  su  patriotismo, 
al  que  debía  conducir,  lleno  de  gloria,  á  la  conquista  del  mun- 
do; y  después  de  numerosas  victorias,  que  son  contadas  por 
las  etapas  que  recorre,  borra  con  la  punta  de  su  espada,  en 
el  mapa  de  la  Europa,  los  límites  territoriales  de  seculares 
naciones;  destruye  cuatro  coaliciones  de  aquel  Continente  con- 
gregado, y  derrota  y  desbarata  sus  ejércitos. 

Como  Alejandro  y  César,  lleva  también  sus  huestes  vence- 
doras al  Egipto  y  al  Asia;  se  apodera  de  Alejandría,  y  bate  y 
destroza  á  los  mamelucos  en  la  célebre  batalla  de  las  Pirámi- 
des. Rechaza  en  Siria  á  Ibrahim-Bey,  toma  á  Gasa  y  á  Jaffa, 
sitia  á  San  Juan  de  Acre,  y  después  de  los  brillantes  hechos 
de  armas  de  Nazareth  y  del  monte  Tabor,  vuelve  al  Cairo, 
en  donde  sabiendo  la  complicada  situación  en  que  se  encon- 
traba Francia,  contra  la  cual  había  excitado  la  Inglaterra  á 
todos  los  gabinetes  de  la  Europa,  sale  del  Egipto,  solo,  en  un 
buque  y  á  la  vista  de  la  escuadra  eifemiga;  llega  á  Faris,  y 
encuentra  á  su  patria  abatida  en  el  exterior  y  agobiada  en  el 
interior  por  toda  clase  de  males.  Da  el  golpe  de  estado  del 
18  del  Brumario,  calma  los  partidos  y  establece  el  orden  en 
lugar  de  la  anarquía  que  reinaba;  hizo  adoptar  la  Constitución 
del  año  VIII,  habiendo  sido  nombrado  conforme  á  ella  pri- 
mer Cónsul,  teniendo  por  colegas  á  Cambaceres  y  á  Lebrun. 
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En  seguida  se  ocupa  en  desvanecer  en  el  exterior  los  peligros 
conjurados  contra  la  Francia,  imponiendo  la  paz  con  sus  vic- 
torias; en  efecto,  flanquea  los  Alpes  por  el  gran  San  Bernar- 
do, y  entre  Marengo  y  San  Juliano,  es  completamente  derro- 
tado Melas  después  de  una  sangrienta  batalla;  el  resulta^ 
do  de  esta  victoria,  es  la  paz  de  Amiens,  que  determina  la 
época  más  gloriosa  de  la  carrera  militar  de  Bonaparte,  y  la 
era  de  sus  más  importantes  reformas  en  el  interior;  pero  ro- 
ta la  paz  por  Inglaterra,  vuelve  la  Europa  á  reunirse  en  una 
nueva  coalición,  y  esta  gigantesca  lucha,  es  sostenida  doce 
años  por  la  Francia. 

Napoleón,  nombrado  Emperador,  se  apresta  á  combatir,  y 
en  los  momentos  en  que  por  la  impericia  de  Yilleneuve,  la 
marina  francesa  y  su  aliada  la  española  son  destrozadas  en 
Trafalgar,  pasa  el  Bhin,  bate  al  enemigo  en  Donawerth,  Wer- 
tíngen,  Guntzburgo  y  Echingen,  y  después  de  una  habilísi- 
ma evolución,  hace  capitular  al  ejército  contrario  en  Ulm, 
tomándole  30,000  prisioneros;  sigue  su  marcha  triunfa!,  to- 
ma á  Viena,  y  por  último,  derrota  al  ejétcito  prusiano  en 
Austerlitz.  Entra  en  Alemania  y  alcanza  también  la  victo- 
ria en  Jena  y  en  Averstaed,  firma  en  Berlín  el  decreto  del 
bloqueo  continental,  al  que  se  adhieren  España,  Holanda^ 
Frusia,  Dinamarca  y  Rusia,  y  después  de  las  sangrientas  ba- 
tallas de  Eylau  y  Fñedland,  impone  la  paz  en  Tilsit,  firma- 
da por  Alejandro  en  1807.  Da  el  reino  de  España  á  su  her- 
mano José,  pero  esta  nación  y  Portugal,  ayudadas  por  los 
ingleses,  sacuden  el  yugo  napoleónieo. 

La  invasión  de  Rusia  y  el  fracaso  de  esta  memorable  cam- 
paña, porque  no  encontraba  enemigo  á  quien  cot]nbatir,  de- 
terminó su  regreso  á  París,  dejando  al  cuidado  de  sus  hábi-^ 
les  y  denodados  generales,  ordenar  la  retirada,  en  laque  per- 
seguidos los  franceses,  sucumben  á  manos  de  los  rusos,  ó  son 
victimas  de  la  inclemencia  de  los  hielos;  y  el  desastre  del  Be* 
resina,  acaba  con  los  restos  del  Grande  Ejército. 
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La  última  coalición  amenaza  á  la  Francia,  pero  el  IBmpe- 
rador,  después  de  haber  organizado  un  nuevo  ejército,  sa- 
biendo que  los  aliados  habían  pasado  el  Bhin,  principia  una 
campafia  en  que  su  talento  militar  brilló  con  el  esplendor  de 
un  astro  que  no  debió  tener  nunca  ocaso;  alcanza  victorias 
sucesivas  en  Dizier,  Brienne  y  Bothiere,  y  mientras  conti- 
nuaba en  esta  admirable  senda  de  sus  triunfos  en  Ghampau- 
bert,  Montmirail  y  Ghateau-Thierry,  sabe  la  inexplicable  ca- 
pitulación de  Paris,  y  abdica  en  Fontainebleau  el  14  de  Abril 
de  1814,  yendo  á  tomar  posesión  de  la  Isla  de  Elba,  cuya  so- 
beranía le  acordaron  los  aliados;  pero  en  Marzo  de  1815, 
vuelve  á  presentarse  en  Francia;  las  naciones  coaligadas  se 
preparan  á  combatirlo,  y  sucumbe  al  fin  en  Waterloo,  entre- 
gándose  á  la  generosidad  de  los  ingleses,  quienes  descono- 
ciendo este  acto  de  confianza,  le  envían  prisionero  á  Santa 
Elena,  árida  y  desapacible  isla  situada  en  las  costas  del  Áfri- 
ca meridional,  en  donde  muere  en  el  cautiverio  á  los  61  años 
de  eTlad,  víctima  de  cruenta  enfermedad  contraída  en  aquel 
tórrido  é  insalubre  clima. 

Este  hombre  extraordinario,  después  de  diez  años  de  ho- 
rrible anarquía,  en  la  que  Francia  parecía  próxima  á  sucum- 
bir, se  presenta  lleno  de  gloría  y  rodeado  del  prestigio  ad- 
quirido en  sus  prímeras  victorias;  pero  entonces,  hollando 
las  leyes  de  su  país,  llega  al  fin  al  poder  supremo,  en  el 
que  por  su  sabiduría  y  por  su  prudencia,  hace  de  la  Fran- 
cia una  nación  llena  de  vigor  y  bienestar,  atrayendo  hacia 
ella  la  admiración  del  mundo.  Desgraciadamente  sus  mismas 
victorias,  las  que  le  habían  hecho  invencible,  le  trastornan; 
porque  invadiendo  á  la  Europa,  la  oprime  y  la  somete;  y  lle- 
vando con  el  estruendo  de  sus  armas  ideas  nuevas,  esparce 
la  simiente  de  ellas  en  los  mismos  pueblos  adonde  le  condu- 
cen sus  conquistas;  pero  la  Europa  coaligada  se  defiende,  le 
vence  al  fin  en  gigantesca  lucha,  y  aunque  rodeado  del  es- 
plendor de  incomparable  gloria,  cae  en  el  aUsmo  en  4ue 
también  había  sumido  á  la  Francia. 
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Ante  esta  brevisima  enumeración,  que  no  por  limitada,  de- 
ja de  ser  significativa,  y  en  la  que  figuran  los  nombres  de 
Alejandro,  de  César  y  de  Napoleón,  ¿cómo  no  proclamar  la 
supremacía  de  los  hombres  célebres,  como  agentes  principa- 
les de  la  historia? 

Las  generalidades  que  anteceden,  servirán  á  mis  propósi- 
tos, al  ocuparme  en  reseñar  la  historia  de  México,  en  la  cual 
observo  que  Hidalgo,  Juárez  y  el  General  Díaz,  han  marca- 
do en  ella  una  época  determinada. 


CAPITULO  II. 
Breve  res^Ut  histárica  de  México, 

(Continúa.) 

SUMARIO. — Las  generalidaden  sobre  la  historia,  base  de  la  presente  re* 
sefia. — Hidalgo,  Juárez  y  Díaz  marcan  cada  uno  determinada  época 
en  la  historia  de  México. — Breve  reseña  histórica  del  país,  desde  la 
conquista.— La  insün*ección. — Hidalgo,  Morelos,  Jiménez,  Galeana, 
Matamoros,  Bravo,  Guerrero,  Victoria  y  otros  patriotas. — ^^Bstado  po- 
lítico y  social  de  la  Nueva  Bspafia  al  iniciarse  la  guerra  de  independen • 
cía.— Triunfo  definitivo  de  los  mexicanos  y  autonomía  de  México. — 
Periodo  de  luchas  intestinas. — Política  pasional  de  los  partidos. — ^Be- 
volución  de  Ayutla  y  sus  tendencias  progresistas. — ^La  Constitución 
de  1857. — Declaración  de  los  derechos  del  hombre. — Regeneración  po- 
lítica y  social  de  México,  debida  á  dicha  ley  fundamental,  que  estable- 
ció las  instituciones  democráticas  que  nos  rigen.-^Las  leyes  de  refor- 
ma y  su  radicalismo. — ^Todas  estas  conquistas  se  deben  al  partido 
liberal. — ^La  guerra  de  tres  afios  sostenida  por  el  mismo  partido,  pa- 
ra defender  aquellas  conquistas  en  los  campos  de  batalla. 

* 

Las  generalidades  que  sobre  la  historia  han  ocupado  mi 
ateución  en  el  capitulo  que  antecede,  sirven  á  mi  propósito, 
precisamente  en  el  momento  en  que  voy  á  reseñar  en  breve 
sinopsis,  la  historia  de  México  y  sus  hechos  más  salientes,  en 
los  que  aparecen  en  primer  término  como  agentes  de  ella, 
Hidalgo,  Juárez  y  Díaz. 

Hidalgo,  en  quien  encarnó  la  idea  de  la  patria,  derrama 
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por  ella  su  sangre  generosa  en  un  patíbulo,  aunque  fué  éste 
para  sus  verdugos  inútil  sacrificio,  porque  con  ella  debía  bro- 
tar una  pléyade  de  héroes:  Matamoros,  Morolos,  Jiménez,  Ga- 
leana,  Bravo,  Aldama,  Guerrero,  Victoria  y  otros  patriotas, 
quienes  habían  de  consumar  la  independencia  de  México,  des- 
ligándolo de  la  antigua  Metrópoli,  después  de  tres  siglos  de 
dominación  y  vasallaje. 

Entregado  nuestro  país  en  su  incipiente  vida  nacional  á 
la  lucha  pasional  de  los  partidos,  y  habiendo  heredado  en 
todos  los  ramos  de  la  administración  las  leyes  de  sus  antiguos 
dominadores,  su  derecho  público  y  aun  su  forma  de  gobierno 
con  el  efímero  Imperio  de  Iturbida,  los  mexicanos  en  su  ma- 
yor parte,  propendieron  desde  entonces  á  desligarse  de  natu- 
rales atavismos  y  de  un  pasado  que  debía  hundirse  para  siem- 
pre al  embate  de  las  nuevas  ideas,  en  las  cuales  se  encerraba 
la  simiente  de  la  Federación  y  la  Reforma,  de  la  que  debía 
brotar  lleno  de  vida  el  árbol  de  la  libertad  con  Juárez,  Gómez 
Farias,  Ocampo,  Doblado,  Degollado,  Miguel  Lerdo  de  Te- 
jada, Llave  y  otros  genios  inmortales,  que  como  Porfirio  Díaz, 
derramaron  su  sangre  en  la  revolución  de  Ayutla  por  el  triun- 
fo de  esas  mismas  ideas. 

En  realidad,  Juárez  marca  en  nuestra  historia  una  época 
precisa,  porque  abriendo  infranqueable  abismo  entre  el  pa- 
sado y  el  presente,  ilumina  los  horizontes  del  porvenir  con 
el  resplandor  de  las  nuevas  ideas,  condensándolas  en  las  ra- 
dicales leyes  de  reforma,  que  debían  germinar  en  la  concien- 
cia de  nuestro  pueblo,  arraigando  en  él  su  amor  á  la  patria 
y  á  las  instituciones  democráticas.  Así  lo  demostró  en  la  gue- 
rra de  tres  años,  combatiendo  por  la  reforma,  y  después  por 
la  integridad  de  México,  amenazada  por  la  injustificable  in- 
tervención extranjera  y  por  el  Imperio. 

El  Sr.  Juárez,  al  arribar  á  la  Capital  de  la  República,  que 
antes  había  capitulado,  rindiéndose  al  Sr.  General  Porfirio 
Díaz,  se  dedicó  á  organizar  la  administración  pública,  pero 
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fué  sorprendido  por  muerte  súbita  y  entró  á  sustituirlo  en  el 
gobierno  el  Sr.  Lerdo  de  Tejada,  hombre  de  Estado,  al  cual 
me  referiré  después. 

La  revolución  de  Tuxtepec  yictoriosa,  y  la  mayoría  del 
pueblo  mexicano,  llevaron  á  la  primera  Magistratura  de  la 
Nación  al  8r.  General  Porfirio  Díaz  en  1877,  después  de  res- 
tablecido el  orden  constitucional,  el  que,  desde  entonces  has- 
ta hoy  1902,  veinticinco  años,  no  se  ha  interrumpido,  fun- 
cionando con  la  debida  regularidad  los  Poderes  de  la  Na- 
ción y  los  de  los  Estados,  en  la  órbita  de  sus  atribuciones 
legales. 

Paso  á  ocuparme  de  la  gestión  administrativa  del  Sr.  Ge- 
neral Porfirio  Díaz. 

Es  difícil  escribir  la  historia  de  utia  época,  cuando  el 
principal  agente  dé  ella,  le  imprime  todavía  con  sus  hechos, 
marcada  fisonomía,  precisando  con  el  carácter  peculiar  de  los 
hombres  célebres,  una  nueva  evolución,  en  la  que,  ensanchan- 
do los  horizontes  del  progreso,  velados  antes  por  circunstan- 
cias dadas,  redime  á  su  patria  de  un  luctuoso  pasado  y  la 
hace  entrar  con  reguladora  mano  por  la  senda  antes  descono- 
cida de  la  paz,  atrayendo  hacia  ella  la  admiración  de  otras 
gentes,  á  quienes  congrega  en  México,  allanando  sus  fron- 
teras bajo  el  influjo  civilizador  de  la  ley  de  la  reciproci- 
dad y  de  la  acción  internacional?  Hé  ahí  al  Sr.  General 
Díaz. 

Si  para  otros  es  tarea  ardua,  asumir  en  casos  análogos  el 
papel  de  historiador,  según  he  manifestado,  en  cuanto  á  mí, 
abona  este  relato,  el  testimonio  de  mi  patria  y  otro  más 
significativo  aún,  el  del  mundo  culto  en  ambos  Continentes, 
que  ha  rendido  al  Sr.  General  Díaz,  el  justo  y  merecido  ho- 
menaje á  que  es  acreedor,  pues  conforme  á  nuestras  leyes,  á 
él  debidas,  y  á  nuestro  carácter  expansivo,  pudiera  decirse, 
sin  hipérbole,  que  para  los  mexicanos  no  hay  extranjeros. 


18 

porque  todos  los  que  transponen  nuestras  fronteras  y  vienen 
á  nosotros,  son  nuestros  hermanos. 

Resumo:  Hidalgo  es  el  verbo,  la  encarnación  de  la  patria; 
Juárez,  el  de  la  reforma  y  el  sostenedor  de  la  integridad  na- 
cional amenazada;  Díaz,  combatiendo  también  por  la  refor- 
ma y  por  la  integridad  de  México  en  gloriosos  hechos  de  ar- 
mas, como  luego  relataré,  hasta  la  capitulación  de  la  Capital 
de  la  República,  que  se  rindió  á  él,  asciende  por  sus  méritos 
á  la  primera  Magistratura,  y  con  una  gobernación  prudente, 
ilustrada  y  progresista,  determina  la  actual  era  de  paz,  inu- 
sitada en  nuestra  patria,  atrayendo  hacia  ella  la  atención  del 
mundo  en  el  que  han  sido  mejor  conocidas  nuestras  institu- 
ciones, los  cuantiosos  elementos  de  la  riqueza  de  nuestro  sue- 
lo productor  y  la  sabiduría  de  sus  leyes  debidas  al  eminente 
hombre  de  Estado  que  hoy  rige  los  destinos  de  México. 

En  comprobación  de  lo  que  acabo  de  exponer,  bástame 
citar  un  solo  hecho:  la  culta,  la  adelantada  Francia,  en  laque 
los  problemas  económicos  ocupan  á  diario  á  sus  sabios,  se 
preocupa  cada  vez  más  del  déficit  de  sus  presupuestos  y 
vuelve  sus  ojos  á  otros  países  como  México,  cuya  prosperi- 
dad llama  justamente  la  atención  de  los  demás  pueblos;  á  es- 
te efecto,  uno  de  sus  economistas  más  notables,  M.  Grousset, 
se  expresa  así,  con  toda  verdad,  del  estado  bonancible  de  las 
finanzas  en  México: 

'^El  impuesto  del  Timbre,  de  origen  norte-americano,  es 
uno  de  los  principales  recursos  del  Tesoro  mexicano.  Se  cau- 
sa en  todas  las  transacciones  de  cualquiera  clase  que  sean, 
grandes  ó  pequeñas,  desde  la  venta  de  una  hacienda,  hasta 
la  de  un  boleto  de  teatro.  Los  timbres  especiales  y  los  tim- 
bres proporcionales  son  de  uso  común  y  de  rendimiento  se- 
guro. Los  comerciantes  al  menudeo,  para  las  ventas  que  no 
pasen  de  veinte  pesos,  pueden  contratar  su  contribución  por 
igualas;  para  las  ventas  que  excedan  de  esa  cantidad,  el  co- 
merciante entrega  al  comprador  una  factura,  separada  de  un 
libro  talonario  numerado. 


10 


'^Tenemos  á  la  vista  un  resum&n  del  presupuestx)  de  gastos 
federales  en  México,  para  el  ejercicio  de  1901-1902.  Sobre 
un  total  de  gastos  evaluado  en  1 61. 964,000,  los  productos  del 
Timbre  en  toda  la  Federación,  se  calculan  en  1 24.630,000. 
Las  Aduanas  interiores  han  sido  suprimidas;  el  presupuesto 
ha  recobrado  su  equilibrio,  los  gastos  de  percepción  de  im- 
puestos han  disminuido,  y  la  era  de  los  superabits,  que  se  creía 
desaparecida,  se  abre  de  nuevo,  gracias  en  gran  parte  á  ese 
elástico  y  fructuoso  impuesto  del  Timbre  que  pretende  insti- 
tuirse en  Francia." 

Debo  hacer  aquí  mensión  especialisima  de  los  Señores  Se- 
cretarios de  Estado,  quienes  han  prestado  al  Señor  Presiden- 
te de  la  República,  el  valioso  contingente  de  su  reconocido 
saber  y  patriotismo,  cooperando  bajo  la  acción  administra- 
tiva del  mismo  Supremo  Magistrado,  al  inusitado  progreso 
que  hoy  se  advierte  en  nuestra  patria,  el  cual  ha  elevado  á 
una  altura  no  conocida  antes,  el  crédito  de  que  goza  México 
entre  propios  y  extraños. 


BREVE  RESEftA  HISTÓRICA  DE  MÉXICO. 


Voy  á  ocuparme  desde  luego,  de  la  historia  de  nuestra 
patria. 

La  conquista  de  México  efectuada  por  Hernán  Cortés, 
arrebató  á  Moctezuma  el  Imperio  de  los  aztecas  que  le  es- 
taba sometido;  sin  embargo,  no  es  de  extrañar  el  éxito  que 
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aquel  afortunado  capitán  alcanzara  en  su  empresa,  si  se  tiene 
presente  que  al  pisar,  esta  para  ellos  nueva  tierra  de  promi- 
sión, encontró  dividido  el  Imperio  entre  diferentes  bandos;  y 
porque,  no  teniendo  sus  moradores  la  noción  más  sencilla  ó 
rudimental  de  sus  derechos,  calan  frecuentemente  sojuzgados 
bajo  el  mando  de  despóticos  reyes. 

La  dominación  española  después  de  la  conquista,  modificó 
de  alguna  manera  el  ser  político  y  social  de  estos  pueblos, 
una  civilización  no  conocida  hasta  entonces  y  que  había  na- 
cido en  el  viejo  continente  á  la  luz  del  cristianismo,  suavizó 
las  costumbres,  dulcificando,  aunque  lentamente,  el  sistema 
de  opresión  que  desde  el  principio  desplegaron  los  conquis- 
tadores. Más  tarde,  el  abuso  de  éstos  vino  á  determinar  la 
promulgación  de  ciertas  disposiciones  dictadas  por  el  Sobe- 
rano para  poner  á  cubierto  de  aquellos  desmanes  á  la  raza 
conquistada:  Leyes  l^  tít.  P,  lib.  6^,  1^  lib.  6^,  tít.  6^  de  la 
Recopilación  de  Indias.  Desgraciadamente,  la  acción  benéfi- 
ca que  dichas  leyes  entrañaban,  y  la  sabiduría  que  las  había 
inspirado,  eran  enervadas  por  los  mismos  que  estaban  encar- 
gados de  su  aplicación  en  México. 

Las  apreciaciones  que  anteceden,  quedan  suficientemente 
comprobadas  con  la  siguiente  comunicación  del  Ayuntamien- 
to de  Veracruz,  dirigida  en  Marzo  19  de  1814,  al  Gobierno 
español,  iniciada  ya  la  insurrección. 


^'Serenísimo  Señor: 

*'Ya  es  tiempo  que  el  ayuntamiento  constitucional  de  Ve- 
racruz rasgue  el  velo  que  cubre  las  misteriosas  operaciones 
de  este  gobierno,  y  presente  original  á  V.  A.  8.  el  desgracia- 
do cuadro  político  de  Nueva  España.  Ya  es  tiempo  que  rom- 
pa el  silencio  que  le  impuso  su  misma  delicadeza,  y  que,  to- 
mando la  energía  propia  de  su  representación,  use  del  lea- 
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guaje  de  la  verdad  con  todo  el  decoro  y  dignidad  que  corres- 
ponde al  nombre  español. 

^'Cuatro  años  de  horrores,  sangre  y  desolación  ofrecen  á 
los  pueblos  de  la  monarquía  una  lección  triste  de  los  funes- 
tos efectos  del  estravio  de  la  razón;  presentan  á  Y.  A.  S.  el 
doloroso  desengaño  de  la  impotencia  de  los  medios  adopta- 
dos en  estas  regiones,  y  autorizan  á  este  cuerpo  á  cumplir 
con  los  deberes  que  le  imponen  las  leyes  y  la  constitución. 

^^La  sangre  española  (dice  un  escritor  de  nuestro  seno)  se 
ha  derramado  con  profusión,  no  sólo  para  evitar  la  tiranía 
extranjera,  sino  también  para  recobrar  nuestros  legítimos 
derechos.  Tantos  trabajos,  privaciones  y  sacrificios,  serían 
inútiles,  si  al  terminar  la  guerra  más  reñida  y  justa,  no  ha- 
llásemos una  patria  bien  constituida  que  asegurase  nuestra 
libertad.  En  efecto  señor,  Nueva  España  desgraciadamente 
no  halla  esa  patria  bien  constituida  que  disfrutan  los  pue- 
blos de  la  Metrópoli.  Nueva  España  desconoce  contra  sus 
deseos  los  principios  de  la  constitución  liberal  que  dictaron 
sus  hermanos  y  sus  hijos,  y  el  imperio  antiguo  de  Moctezu- 
ma debe  recordar  la  pasada  dominación,  cuando  ve  reprodu- 
cirse los  tiempos  de  la  esclavitud,  de  los  sacrificios  y  de  los 
inciensos  consagrados  á  una  efímera  y  fabulosa  deidad. 

"Cuando  V.  A.  S.  extienda  su  vista  paternal  y  majestuosa 
á  los  últimos  extremos  de  la  Península,  complaciéndose  y  re- 
gocijándose en  la  común  felicidad  de  sus  habitantes,  estos  in- 
felices subditos  de  la  América  septentrional  clavan  sus  lán- 
guidas miradas  en  los  campamentos  de  Bidasoa,  como  si  des- 
de allí  esperasen  su  salvación. 

"Si  el  sistema  pasivo  de  opresiones  por  el  dilatado  tiempo 
de  siete  meses;  si  la  vergonzosa  ocupación  de  la  rica  Provin- 
cia de  Oaxaca  después  de  año  y  medio;  si  el  poco  tino  en  la 
elección  de  mandos;  si  el  desprecio  y  olvido  de  los  más  im- 
portantes servicios  de  los  que  tanto  se  distinguieron  en  esta 
ominosa  lucha,  y  si  el  insulto  hecho  á  la  opinión  pública  sos* 
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teniendo  en  favor  los  que  tenían  perdida  la  suya  desde  el  pri- 
mer grito  revolucionario,  no  fueren  motivos  bastantes  para 
legitimar  los  temores  de  los  patriotas,  la  imponente  actitud 
que  ha  recobrado  el  gobierno  después  de  los  acontecimientos 
de  Victoria,  decidirán  la  cuestión,  sin  necesidad  de  presentar 
á  la  delicadeza  de  Y.  A.  S.  la  multitud  de  fundadas  conse- 
cuencias que  se  deducen  en  una  sana  lógica. 

"No  vea  V.  A.  S.  en  estos  preliminares  otro  objeto  que  el 
de  la  salvación  de  la  patria,  ni  le  sorprenda  una  exposición 
tan  franca,  porque  el  ayuntamiento  va  á  limitarse  á  hechos 
públicos,  de  tan  constante  notoriedad,  que  le  libran  de  la  no- 
ta de  parcial,  y  le  ponen  á  cubierto  de  las  asechanzas  del  en- 
cono y  del  resentimiento. 

"Ocho  millones  de  pesos  pertenecientes  al  comercio  de  uno 
y  otro  mundo,  salidos  de  México  en  Junio  último,  por  las 
continuadas  reclamaciones  de  aquel  consulado,  pudieron  ador- 
mecer el  patriotismo  de  las  almas  débiles  y  excesivamente 
confiadas;  pero  los  hombres  de  penetración  y  de  política  se 
admiraron  al  observar  la  discordancia  en  las  providencias, 
y  la  absoluta  falta  de  un  sistema  de  operaciones  político-mi- 
litares, mil  veces  ofrecido,  mil  veces  anunciado  y  nunca  cum- 
plido. 

"Si  por  abstracción  hecha  de  los  estragos  de  esta  guerra 
civil,  fuera  posible  retroceder  á  los  dichosos  y  tranquilos  dias 
de  los  Horcasitas,  si  aquel  genio  sublime  pudiese  por  un  solo 
instante  separarse  de  los  principios  de  su  profunda  política, 
y  si  en  tal  caso  los  arduos  y  complicados  negocios  del  gobier- 
no se  reglasen  por  el  sistema  de  confusión  que  dirige  hoy  las 
operaciones  del  virreinato,  la  obra  de  tres  siglos  sería  perdi- 
da en  el  transcurso  de  tres  años,  y  el  edificio  social  de  Nue- 
va España  se  desplomaría  cuando  debiera  quedar  más  con- 
solidado. El  desorden  de  la  administración  gubernativa  es 
un  mal  de  mayor  y  más  activa  trascendencia  que  la  insurrec- 
ción misma,  y  el  ayuntamiento  constitucional  de  Veracruz, 


conyencido  de  la  importancia  de  esta  máxima,  no  puede  me^ 
nos  que  pedir  la  reforma  necesaria,  y  significar  los  insopor- 
tables vicios  que,  á  favor  de  la  distancia  y  escudados  en  el 
trastorno  civil  de  estos  pueblos,  van  clara  y  ejecutivamente 
disponiendo  la  irremediable  ruina  de  la  América  septentrio- 
nal. 

''Una  política  contraria  á  los  intereses  de  la  monarquía, 
confirió  el  mando  de  las  mejores  tropas  á  un  jefe  desacredi- 
tado y  proscrito  por  la  opinión  pública;  mas  cuando  voz  tan 
respetable  acababa  de  ser  atendida,  la  ciudad  de  Puebla  tuvo 
el  dolor  de  sufrir  nuevamente  la  presencia  de  un  opresor  re- 
sentido, y  tolerar  las  opresiones  y  tropelías  que  le  dictaba  el 
orgullo  y  le  garantía  el  favor. 

''Cuando  las  tropas  americanas,  llenas  de  una  santa  emu- 
lación, se  disputaban  los  laureles;  cuando  todas  merecían  el 
respeto  y  la  consideración  de  sus  conciudadanos;  cuando  el* 
valor,  la  firmeza  y  lealtad  estaban  escritas  con  la  sangre  de 
tantos  defensores  de  la  patria;  cuando  las  más  pequeñas  di- 
visiones balanceaban  las  glorias  del  grande  ejército,  y  algu- 
nas veces  eclipsaron  sus  brillos,  y  cuando,  por  fin,  ocho  mil 
peninsulares  aumentaron  la  fuerza  armada,  hicieron  más  res- 
petable la  superior  autoridad  y  despejaron  el  horizonte  polí- 
tico de  este  Continente,  hasta  el  punto  de  esperar  el  iris  de 
una  calma  inconcebible,  debilitó  la  constancia  patriótica  feliz- 
mente recobrada  por  el  resultado  de  Praga  y  por  los  triunfos 
de  Victoria. 

"Puesta  la  capital  en  comunicación  con  las  Provincias  del 
interior:  tranquila  y  opulenta  la  de  Nueva  Galicia:  libre  de 
gavillas  el  Bajío:  obrando  con  una  energía  tan  activa  como 
feliz  la  siempre  victoriosa  división  de  Arredondo,  en  los  in- 
mensos desiertos  de  la  colonia  de  Santander:  reunido  el  an- 
tiguo ejército  del  centro  á  las  orillas  de  México,  y  sobre  las 
inmediaciones  de  Puebla,  sólo  llamaban  la  atención  del  nue- 
vo jefe  los  caminos  de  Yeracruz  y  la  reconquista  de  Oaxaca, 
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Si  bien  era  de  poco  momento  lo  primero,  por  ser  desprecia- 
bles las  reuniones  que  interceptaban  el  paso,  lo  segundo  ofre- 
ció sin  duda  dificultades  tan  arduas,  delicadas  y  graves,  que 
no  ban  podido  vencerse  hasta  ahora,  aun  cuando  haya  brin- 
dado la  estación  del  tiempo,  aun  cuando  son  más  que  sufi- 
cientes las  fuerzas  disponibles  que  mantiene  el  gobierno  des- 
cansadas para  aquel  remoto  caso,  y  cuando  es  constante  la  dé- 
bil guarnición  que  oprime  á  los  oaxaqueños,  desde  que  con- 
vencido Morelos  de  la  pacifica  posesión  en  que  se  le  dejaba, 
emprendió  la  toma  de  Acapulco  con  su  fuerte  y  pueblos  de 
la  jurisdicción. 

"Ya  desde  entonces  crecieron  los  males,  y  se  hizo  más  las- 
timosa la  situación  política  de  este  Continente;  nuevas  gavi- 
llas se  han  derramado  por  los  campos;  nuevos  revoluciona- 
rios se  han  presentado  en  el  teatro  de  la  insurrección.  La 
rica  Provincia  de  Valladolid  talada,  y  hubiera  sido  sorpren- 
dida la  ciudad,  si  la  actividad  prodigiosa  de  un  jefe  injusta- 
mente despreciado  no  la  hubiese  salvado,  derrotando  al  eñe- 
migo  y  afirmando  el  honor  nacional. 

"La  opinión  pública  está  enteramente  perdida;  el  valiente 
batallón  de  Asturias  y  su  digno  comandante  fueron  victimas 
del  furor  de  los  rebeldes.  Veracruz  está  en  una  absoluta  in- 
comunicación con  la  superioridad,  sin  relaciones  políticas  ni 
comerciales  con  las  Provincias  del  interior,  ni  con  las  limí- 
trofes, ni  aun  con  los  pueblos  del  partido:  abandonada  á  la 
suerte,  privada  de  los  auxilios  necesarios  á  su  conservación  y 
defensa,  sobrecargada  de  atenciones  en  los  distintos  y  varia- 
dos puntos  de  sus  costas  laterales,  y  agobiada  con  los  empe- 
ños de  la  hacienda  pública,  está  precisada  á  contar  con  sus 
recursos  marítimos,  y  á  regirse  por  si  misma,  cual  si  fuese 
un  establecimiento  anseático. 

"Si  pues  el  sistema  militar  está  desconcertado,  el  gobierno 
político  que  descansa  en  la  arbitrariedad  y  en  el  capricho,  es 
el  violador  de  las  leyes  constitucionales  y  el  instrumento  de  la 
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Opinión  que  abruma  á  los  fíeles  subditos  de  esta  interesante 
parte  de  la  monarquía  española. 

^'Mientras  que  la  infracción  de  una  ley  fundamental  excita 
justamente  la  indignación  pública,  reclama  la  responsabili- 
dad de  los  funcionarios,  é  induce  acción  popular,  en  Nueva 
España  se  ven  desobedecidas  y  holladas,  y  el  sagrado  Código 
de  nuestra  libertad  civil  es  una  obra  de  ostentación  y  gusto 
que  enriquece  las  bibliotecas  de  los  literatos,  ó  una  hermo- 
sura pintada  cuyo  fino  pincel  encanta  y  seduce. 

"No  espere  V.  A.  S.  que  el  ayuntamiento  esprese  las  leyes 
fundamentales  ó  reglamentarias  que  han  sido  desobedecidas, 
porque  no  siendo  la  Constitución  en  estos  dominios  otra  cosa 
que  un  ente  de  razón,  sólo  debe  ceñirse  á  clamar  por  la  ob- 
servancia del  juramento  prestado  en  su  reconocimiento  y  pu- 
blicación. No  es  esta,  señor,  una  paradoja  ni  una  exaltación 
de  celo  patriótico  que  anima  á  los  representantes  del  pueblo 
de  Veracruz.  El  bando  adjunto,  publicado  el  15  de  Noviem- 
bre para  contener  el  contrabando  del  tabaco,  que  hizo  renacer 
después  de  muchos  años  el  escandaloso  impuesto  de  un  50 
por  100,  justifica  la  queja  y  acredita  la  verdad  de  esta  expo- 
sición; él  es  una  pieza  acabada  del  despotismo,  y  una  obra 
maestra  de  arbitrariedad. 

"Es  asimismo  el  único  instrumento  capaz  de  derrocar  el 
edificio  augusto  de  la  libertad  española  en  ambos  mundos; 
el  medio  más  eficaz  de  frustrar  los  desvelos  de  Y.  A.  S.  y  el 
camino  más  seguro  de  aherreojar  un  pueblo,  cuyas  cadenas 
rompieron  bajo  las  columnas  de  Hércules  los  hijos  de  Pelayo 
y  de  Moctezuma. 

"El  general  de  Acúleo,  Guanajuato  y  Calderón,  pudo  ven- 
cer las  hordas  enemigas  y  reducir  á  cenizas  los  pueblos  de 
Zitácuaro  y  Cuantía  Amilpas;  pero  sus  armas  no  triunfan 
de  la  extraviada  opinión.  La  antigua  Roma  nunca  ciñó  la 
espada  al  ciudadano  á  quien  concedió  la  toga;  desde  la  gran 
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guardia  al  dosel  hay  una  distancia  tan  inmensa  y  complica- 
da, que  no  es  dado  á  todos  correrla  y  allanarla. 

"Una  sola  autoridad  superior  tiene  nombrada  V.  A.  8.  pa- 
ra dirigir  la  grande  obra  de  la  pacificación  y  felicidad  de  es- 
tos pueblos,  y  ¿ellos  han  de  rendir  holocausto  auna  segunda, 
á  quien  reconoce  y  acaso  obedece  la  primera?  ¿Qué  destino 
fatal  pudo,  señor,  reproducir  en  este  reino  las  desgraciadas 
épocas  que  afligieron  á  la  metrópoli?  ¿Qué  hado  cruel  levan- 
ta, señor,  sobre  nuestra  cerviz  el  trono  infame  del  despotis- 
mo, derribado  en  Madrid  á  costa  de  tanta  sangre  española? 
¿Ni  qué  causas  justificarán  la  decidida  protección  á  un  favo- 
rito orgulloso?  Su  voluntad  insinuada  es  un  mundato;  pero 
si  llega  á  expresarse,  es  una  ley  sagrada,  augusta  é  irrevoca- 
ble. Las  cicatrices  del  soldado,  los  sacrificios  del  empleado, 
el  patriotismo  de  un  ciudadano,  la  integridad  de  los  magis- 
trados y  la  sangre  de  nuestros  hermanos,  desaparecen  á  la 
vista  del  oráculo,  y  la  triste  voz  de  una  patria  desfallecida  y 
moribunda,  es  un  eco  lejano  y  cavernoso  que  no  penetra  en 
el  Yersalles  mexicano. 

"Allí  arden  las  teas  de  la  antigua  idolatría;  allí  se  espar- 
cen las  coronas  de  la  adulación,  y  la  combustión  constante 
del  incienso  político  trastorna  y  ofende  las  cabezas  más  fir- 
mes; allí,  en  el  silencio  tenebroso  de  la  noche,  una  comisión 
particular  nombrada  al  efecto,  glosa  é  interpreta  las  leyes 
fundamentales,  consultando  siempre  la  voluntad  superior,  y 
allí  una  fría  indiferencia  anuncia  al  público,  por  medio  de 
boletines  franceses,  el  importante  aviso  de  la  declaración  del 
Austria  y  rompimiento  del  armisticio,  sin  la  menor  demos- 
tración de  gratitud  y  de  júbilo,  como  se  advierte  en  la  bace- 
ta del  13  de  Enero  último,  publicada  ocho  días  después  del 
recibo  de  las  de  Y.  A.  S. 

''Suprimido  el  negro  y  execrable  tribunal  llamado  de  la  fe, 
se  ha  establecido  una  inquisición  política  y  literaria,  no  ya 
continuando  la  supresión  de  la  libertad  de  imprenta,  ofrecida 
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en  el  manifiesto  del  jefe  á  su  ingreso  en  el  mando,  sino  estan- 
cando los  periódicos  en  determinada  mesa  de  la  secretaria, 
sujetando  á  un  acuerdo  formal  los  puntos  que  en  ellos  se  ver- 
sen, y  oonsagrándolos  á  elogios  del  gobierno,  tan  indebidos 
como  fastidiosos. 

** Arrancados  de  la  secretaria  de  cámara  los  negocios  de  su 
pertenencia,  para  radicarlos  en  la  particular  que  manda  y  di- 
rige el  favorito;  constituida  en  subalterna  la  primera  oficina 
del  gobierno  político  y  militar  del  reino;  deprimida  la  autori- 
dad del  jefe  de  ella;  despreciados,  abatidos  y  ociosos  los  ofi- 
ciales que  pasaron  su  vida  y  ganaron  su  carrera  en  el  exacto 
y  fiel  desempeño  de  sus  respectivas  mesas;  disminuidas  ó  cer- 
cenadas sus  asignaciones,  mientras  que  se  pagan  con  exceso  y 
puntualidad  el  asombroso  número  de  empleados  en  un  des- 
pacho que  nunca  admitió  más  que  un  amanuense,  y  puesto 
al  frente  quien  desconoce  los  principios  de  tales  establecimien- 
tos, es  consiguiente  el  trastorno,  el  disgusto  y  vejaciones  que 
se  advierten  y  sufren  los  habitantes  de  la  capital  y  sus  pro- 
vincias. De  aquí  el  entorpecimiento  de  los  expedientes;  la 
confusión  en  los  negocios  y  el  perjuicio  en  los  particulares; 
de  aquí  el  escandaloso  retardo  de  las  órdenes,  su  encontrado 
sentido  y  el  mal  que  se  infiere  &  la  patria;  y  de  aquí  el  des- 
crédito del  gobierno,  la  violencia  para  hacerse  obedecer,  y  el 
insufrible  despotismo  violador  de  nuestras  leyes  benignas  y 
liberales,  con  ofensa  de  la  representación  soberana. 

^'Cuando  el  ayuntamiento  constitucional  de  Yeracruz  aca- 
ba en  este  instante  mismo  de  rendir  al  pie  de  los  altares  los 
más  religiosos  homenajes  del  reconocimiento  debido  al  Autor 
de  las  sociedades,  y  cuando  el  cañón,  las  campanas  y  los  ins- 
trumentos marciales  anuncian  con  agradable  disonancia  el 
feliz  aniversario  de  la  libertad  civil  de  los  españoles,  el  pue- 
blo admira  con  entusiasmo  patriótico  la  grandeza  del  cere- 
monial; pero  recuerda  con  triste  pavura  los  triunfos  ro* 
manos. 
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^^Faralizado  el  comercio,  arruinada  la  agricultura  y  des- 
truida la  industria  por  un  forzoso  resultado  del  trastorno  so- 
cial que  causó  la  revolución,  sólo  un  gobierno  ilustrado  pue- 
de darles  la  actividad  y  reacción  que  necesitan  y  señala  la 
constitución;  sólo  ésta,  cumplida  exacta  é  inviolablemente, 
puede  volver  á  estos  países  la  tranquilidad  perdida,  y  ella  es 
la  única  capaz  de  proporcionar  los  beneficios  que  contiene  y 
arrancó  una  mano  traidora,  que  sembró  la  zizaña  é  introdu- 
jo la  discordia  en  el  lugar  do  moraban  la  paz  y  la  frater- 
nidad. 

"Libertad  y  protección  son  los  polos  que  fijan  la  esperanza 
del  comercio  y  de  la  agricultura;  los  impuestos,  las  exaccio- 
nes y  los  estancos,  son  las  trabas  que  retardan  su  preciso 
movimiento,  inducen  el  desaliento  de  los  comerciantes  y  la- 
bradores, protegen  el  monopolio  y  autorizan  las  tropelías  y 
usurpaciones  de  los  gobiernos  despóticos.  En  tanto  se  afirma 
la  riqueza  pública,  en  cuanto  son  mayores  los  progresos  del 
cultivo  y  es  más  expedita  la  circulación  de  los  frutos.  Este 
axioma  de  economía  política  ha  sido  por  desgracia  el  menos 
conocido,  ó  el  más  descuidado  en  Nueva  España,  y  cuando 
la  obstrucción  de  los  canales  de  pública  felicidad  se  manifes- 
tó en  los  terribles  efectos  de  pobreza,  escasez,  carestía  y  epi- 
demia, el  sistema  fiscal  hizo  más  gravosa  la  situación  desgra- 
ciada de  las  clases  productoras,  proporcionando  los  ingresos 
de  la  hacienda  con  respecto  á  sus  necesidades,  y  sin  conside- 
ración á  las  que  ya  sufrían  los  particulares. 

"A  las  disposiciones  políticas  de  protección  que  habrían 
reanimado  las  labores  y  dado  impulso  al  comercio  interior, 
se  sucedieron  las  órdenes  más  bien  combinadas  para  su  en- 
tera ruina,  mientras  que  las  tropas  nacionales,  siguiendo  el 
escandaloso  ejemplo  de  Zitácuaro  y  Cuantía,  reducían  á  ceni- 
zas las  fincas  rústicas  y  urbanas  que  una  vez  fueron  domina- 
das por  los  enemigos;  y  mientras  que  nuestras  divisiones  con- 
ducidas de  la  necesidad  ó  entregadas  al  desorden,  atrepella- 
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ban  los  sagrados  derechos  de  propiedad,  el  palacio  de  México 
tomaba  las  medidas  que  debían  sepultar  para  siempre  la  pa- 
sada felicidad. 

^Terpetnar  los  impuestos  temporales  que  extendían  la  in- 
sufrible lista  de  antiguas  contribuciones,  y  arrancar  ejecuti- 
vamente dos  millones  de  pesos  para  socorro  de  las  necesida- 
des del  Estado,  cada  vez  más  aumentadas,  fué  el  primer  paso 
de  sublime  economía  que  dio  este  gobierno.  No  atacada  la 
enfermedad  en  su  origen,  ni  rastreada  la  causa,  fueron  siem- 
pre perjudiciales  los  remedios;  los  progresos  del  mal  han  co- 
rrespondido á  la  torpeza  de  la<;uraci6n,  y  caminando  de  error 
en  error,  de  precipicio  en  precipicio  y  de  abuso  en  abuso,  se 
han  tocado  los  extremos  de  la  violencia  y  de  la  opresión.  Ol- 
vidándose que  no  puede  ser  rico  el  erario  de  una  potencia 
pobre,  se  han  dirigido  las  miras  del  gobierno  á  proporcionar 
los  ingresos,  sin  cuidar  del  fomento  de  las  clases  industriosas 
que  antes  bien  han  sido  víctimas  de  las  circunstancias  y  del 
olvido  en  que  yacen  sumergidas.  Sobre  ellas  singular  y  ex- 
clusivamente han  obrado  y  están  gravitando  las  gabelas,  que 
bajo  variadas  denominaciones  absorben  la  sangre  de  estos 
fieles  y  distantes  subditos  de  la  monarquía  española.  Las  se- 
millas, los  caldos,  el  pan,  las  carnes,  el  café  y  el  cacao,  el  ta- 
baco y  la  cera;  las  casas  y  los  campos;  las  producciones  de  la 
tierra  y  las  combinaciones  de  la  industria;  los  artículos  de 
comodidad,  de  recreo  ó  de  necesidad;  el  movimiento,  la  res- 
piración lenta,  y  hasta  la  vida  misma  (si  es  posible  usar  de 
la  fuerza  de  la  hipérbole),  todo  ¡oh  señor!  está  sujeto  á  gra- 
vosas contribuciones,  y  al  destructor  sistema  de  reglamen- 
tos. 

^'Asi  desquiciada  la  administración  económica,  es  indis- 
pensable que  crezcan  las  necesidades,  y  aumente  el  exorbi- 
tante descubierto  en  que  se  encuentra  la  hacienda  pública, 
ínterin  que  continúen  agotados  los  recursos  del  comercio, 
mientras  que  esté  entorpecida  la  agricultura  y  en  absoluta 
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inacción  el  laborío  de  las  minas  y  el  beneficio  de  los  metales. 
Cuando  V.  A.  S.  se  complacía  en  comunicar  á  estas  regiones 
la  multitud  de  soberanos  decretos  que  declaran  la  libertad 
de  comprar,  vender,  cultivar,  establecer  cerramientos,  abolir 
los  feudos,  proporcionar  terrenos  y  cuanto  pudiese  facilitar 
la  libre  vv»luntad  de  los  españoles,  el  gobierno  de  México  pu- 
blicaba en  contraposición  el  tirano  y  anti-constitucional  ban- 
do de  4  de  Julio  de  1813;  bando  que,  habiendo  conseguido 
la  ruina  eterna  de  los  cosecheros  y  vecinos  de  Orizava  y  Cór- 
doba, ha  perjudicado  á  la  renta  en  dos  millones  de  pesos,  se- 
gún el  juicioso  y  moderado  cálculo  que  tiene  á  la  vista  el 
ayuntamiento. 

'*La  absoluta  libertad  de  este  fruto,  hubiera  sido  una  me- 
dida más  conforme  con  los  principios  constitucionales  de 
nuestro  sistema  político,  y  más  conveniente  á  los  ingresos 
del  erario.  Ni  la  repetición  de  impuestos,  ni  la  violencia 'de 
las  exacciones  ofrecen  los  aumentos  que  proporciona  una  sa- 
bia administración:  no  moderar  ó  suprimir  los  gastos  super- 
finos, termina  siempre  en  una  detestable  lapidación;  sin  es- 
casear lo  necesario  al  infeliz  soldado,  y  á  los  que  se  ocupan 
con  utilidad  é  interés  en  el  servicio  de  la  nación,  es  el  arbi- 
trio más  productivo  y  constante  que  enriquece  los  tesoros 
públicos. 

'^Entonces  los  donativos  llevan  expresada  la  voluntad  y  el 
patriotismo;  entonces  los  ciudadanos  hacen  gustosos  los  ser- 
vicios que  reclama  un  gobierno  paternal  y  justo,  y  entonces 
el  deseo  de  la  salvación  de  la  patria  y  la  seguridad  personal, 
confunden  al  infame  egoísmo;  mas  cuando  con  asombro  y  es- 
cándalo se  invierten  ochenta  mil  pesos  en  vestir  una  escolta 
capaz  de  competir  con  la  de  los  primeros  príncipes  de  Euro- 
pa, para  que  aumente  la  ostentación  y  pompa  del  jefe  de  Mé- 
xico; cuando  los  sacrificios  del  pueblo  no  remedian  las  nece- 
sidades de  nuestros  ilustres  defensores;  cuando  la  recaudación 
del  nuevo  é  ilimitado  empréstito  está  cometida  á  las  bayone- 
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tas,  con  infracción  del  articulo  306  de  la  constitución;  y  cuan- 
do, por  último,  una  contribución  directa  acaba  de  redoblar 
las  cadenas  que  arrastran  los  habitantes  de  Nueva  España, 
es  preciso  que  la  desesperación  y  la  rabia  aumenten  el  nú* 
mero  de  los  oprimidos,  y  que  el  descontento  general  avive  la 
llama  de  la  insurrección. 

^'La  contribución  directa,  establecida  sobre  las  bases  de 
equidad  y  de  justicia,  arreglada  á  los  principios  políticos  de 
la  ciencia  económica,  metodizada  para  su  más  fácil  ejecución 
y  que  obre  con  la  igualdad  debida  sobre  todas  las  clases  del 
Estado,  sin  perjuicio  notable  de  los  individuos  que  las  com- 
ponen, es  la  más  útil  y  conveniente  entre  los  impuestos  que 
se  conocen;  empero  una  contribución  directa,  arbitraria  é  im- 
practicable, fundada  en  la  ignorancia  de  los  elementos  econó- 
micos, dictada  sin  conocimiento  de  las  circunstancias  de  las 
respectivas  provincias,  sin  la  consulta  de  la  diputación  pro- 
vincial (que  no  se  quiere  instalar),  sin  oir  el  dictamen  délos 
ayuntamientos;  que  deja  subsistentes  las  gabelas,  derechos  é 
impuestos  ordinarios  y  extraordinarios,  tan  multiplicados 
como  onerosos;  y  una  contribución,  al  fin,  decretada  traspa- 
sando las  facultades  del  virreinato,  y  sin  arreglarse  á  los  prin- 
cipios constitucionales,  es  una  infracción  terminante  de  la 
octava  restricción  del  rey;  es  un  abuso  de  la  libertad  civil, 
un  desenfreno  del  poder,  una  ofensa  á  las  augustas  resolucio- 
nes del  cuerpo  soberano,  y  un  insulto  hecho  á  la  nobleza  y 
dignidad  del  carácter  español. 

"El  ayuntamiento  constitucional  espera  de  la  sabiduría  y 
penetración  de  Y.  A.  S.,  que  confirmará  el  debido  concepto 
que  se  merece  este  nuevo  documento  del  despotismo,  luego 
que  lo  reciba  original  con  la  respetuosa  y  separada  represen- 
tación que  le  dirige  al  efecto,  reservando  su  cumplimiento 
para  cuando  Y.  A.  S.,  con  presencia  de  los  fundamentos  en 
que  se  apoya  la  resistencia,  se  digne  resolver  lo  que  halle 
más  conforme  á  justicia,  y  más  conveniente  á  la  libertad  é 
interés  de  la  monarquía. 
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^'Hé  aquí.  Serenísimo  Señor,  el  lastimoso  estado  político 
de  la  Nueva  España,  pintado  con  los  vivos  colores  de  la  ver- 
dad, y  animado  por  el  pincel  del  patriotismo  más  puro,  que 
alienta  á  este  cuerpo,  representante  de  los  derechos  del  siem- 
pre fiel,  leal  y  sufrido  pueblo  de  Veracruz.  Sólo  el  naufragio 
que  amenaza  á  esta  bella  nave,  sólo  el  inminente  riesgo  que 
corre  sin  piloto  diestro  que  la  salve,  y  sólo  las  elevadas  rocas 
al  frente  para  estrellarse,  pudieron  vencer  el  silencio  que  ca- 
si individualmente  guardó  por  muchos  meses.  Aún  es  tiem- 
po de  librarla  de  tan  horrible  tempestad;  aún  es  tiempo  de 
conservarla  cual  ella  se  merece.  V.  A.  es  la  áncora  fuerte 
de  esperanza  destinada  al  sagrado  objeto  de  asegurarla,  y  el 
náutico  hábil  que  debe  conducirla  á  puerto  de  dichosa  sal- 
vación. 

^'El  conseguirlo  es  obra  de  la  sabiduría,  más  que  del  po- 
der; el  imperio  de  la  razón  domina  las  pasiones  con  una  su- 
perioridad y  rapidez  que  no  tiene  el  cañón;  éste  está  jugando 
sin  ventaja  conocida,  y  aquel  yace  en  el  más  profundo  letar- 
go; alternen,  pues,  cuando  lo  exijan  las  circunstancias,  pero 

acordémonos  de  que  en  iguales  aflicciones  decía  Cicerón 

^'Al  estruendo  de  las  armas  sucede  la  consoladora  quietud  y 
triunfa  la  moral  de  la  entramada  opinión^ 

''La  religiosa  observancia  de  las  leyes  fundamentales,  epi- 
logadas en  ese  sagrado  libro  de  la  libertad  de  los  españoles, 
es  la  arma  más  poderosa  para  vencer  á  los  enemigos  de  la 
tranquilidad  interior,  y  la  que  está  sin  ejercicio,  á  pesar  de 
los  repetidos  clamores  de  los  del  uno  y  del  otro  partido.  Re- 
conocerla, publicarla  y  prestar  el  juramento  prevenido  para 
obedecerla,  no  es  obedecerla;  ni  las  órdenes  más  severas  ful- 
minadas á  dos  mil  leguas  de  distancia,  vencen  jamás  una  na- 
tural y  conocida  repugnancia. 

''Si  los  intereses  de  los  ejecutores  de  la  ley  están  en  con- 
tradicción con  ella  misma;  si  plantear  el  nuevo  sistema  se 
encarga  á  los  avezados  al  antiguo  orden  de  cosas;  si  la  ambi- 
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ción  de  honores  y  de  mandos,  ó  las  especulaciones  mercanti- 
les de  los  que  debieran  contenerse  en  los  limites  de  las  ope- 
raciones militares,  se  fundan  en  las  desgracias  de  nuestros 
hermanos,  la  pacificación  de  estos  dominios  será  tan  remota 
como  lo  esté  la  voluntad  de  los  que  procuran  retardarla.  Es 
menos  malo  regirse  por  un  sistema  despótico,  que  truncar  la 
constitución:  lo  primero  seria  una  tiranía  sistemada,  pero  lo 
segundo  dará  tantos  tiranos  cuantos  sean  los  gobernadores,  y 
las  violencias  se  contarán  por  el  número  de  sus  caprichos 
y  arbitrariedades.  Nunca  podrán  cumplirse  los  paternales 
deseos  de  S.  M.,  ni  tendrán  feliz  resultado  los  desvelos  de 
y.  A.  S.  si  no  se  digna  pasar  la  dirección  á  españoles  tan 
constitucionales,  tan  amantes  del  congreso,  tan  adictos  á  la 
regencia,  y  tan  idólatras  de  las  santas  innovaciones  hechas, 
que  sepan  sacrificar  su  honor,  su  gloria  y  su  vida,  antes  que 
consentir  la  menor  violación  de  las  leyes,  ni  permitir  el  me- 
nor grado  de  opresión  á  los  beneméritos  españoles  ameri- 
canos. 

^La  división  de  poderes,  si  bien  es  el  alma  de  la  constitu- 
ción política,  y  la  piedra  angular  del  edificio  de  la  libertad 
española,  en  la  América  septentrional  es  absolutamente  ne- 
cesaria para  establecer  el  orden  y  asegurar  la  tranquilidad. 
La  reunión  de  mandos  es  un  obstáculo  que  sé  presenta  á  ca- 
da momento,  y  un  escollo  invencible  para  dar  el  importante 
paso  de  organizar  los  diferentes  ramos  de  la  administración 
gubernativa;  las  autoridades  militares,  civiles,  políticas  y 
económicas,  deben  obrar  con  independencia  y  libertad,  para 
que  la  máquina  del  Estado  no  sufra  los  choques  de  las  dife- 
rentes piezas  que  la  componen  y  mantienen  en  continuo  mo- 
vimiento. 

^^La  responsabilidad  de  unos  y  otros  exigida  en  la  Penín- 
sula, es  una  nube  hinchada  que  descarga  á  grandes  distan- 
cias, sin  aterrar  á  los  que  la  observan  de  lejos.  Una  comisión 
del  seno  del  congreso  ó  compuesta  de  personas  de  tan  califi- 
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cada  sabiduría,  de  tan  probado  patriotismo  y  de  tan  conoci- 
do desprendimiento,  que  mereciese  la  alta  confianza  de  S.  M. 
ó  de  y.  A.  S.,  podía  llenar  el  espacio  que  ocasionan  las  aguas 
del  Océano,  y  estrechar  más  y  más  los  sagrados  vínculos  de 
religión,  sangre  y  leyes  que  unen  la  metrópoli  con  los  pue- 
blos del  nuevo  continente.  En  la  España  europea  ha  sido 
preciso  carácter  y  firmeza  para  separar  del  trigo  la  zizaña 
que  le  dañaba;  ¿y  en  la  España  americana  tendremos  malea- 
da esta  preciosa  semilla,  porque  no  hay  decisión  y  energía 
para  limpiarla  con  esmero  y  oportunidad?  La  mano  bienhe- 
chora que  vela  por  aquella,  cuidará  también  de  la  que  con- 
serva bajo  la  zona  tórrida.  Persuadido  V.  A.  S.  de  esta  in- 
dispensable necesidad,  establecerá  las  reformas  que  exige  la 
misma  constitución;  para  que  fije  su  trono  donde  aún  perma- 
nece el  despotismo  que  por  tantos  años  triunfó  del  sufrimien- 
to español. 

^'Estos  son,  Serenísimo  Señor,  los  clamores  que  desde  la 
última  parte  del  globo  dirigen  á  V.  A.  S.  los  habitantes  de 
Veracruz.  Su  ayuntamiento,  al  hacerlos  resonar  bajo  el  solio 
augusto  del  amado  y  perseguido  Fernando^  corresponde  á  la 
confianza  de  sus  representados,  y  cumple  con  las  obligacio- 
nes que  imponen  las  leyes,  pidiendo  á  Y.  A.  S.  se  sirva  dic- 
tar fuertes  ejecutivas  providencias,  capaces  de  salvar  estos 
establecimientos  del  incendio  que  los  devora,  esperando  de 
la  rectitud  y  justificación  de  V.  A.  S.  tenga  la  bondad  de  tras- 
ladar á  S.  M.  soberana  esta  reverente  solicitud,  dictada  por 
el  amor  á  la  patria,  por  la  felicidad  de  estos  pueblos  y  por  la 
gloria  de  la  nación. 

"Dios  guarde  la  importante  vida  de  V.  A.  S.  muchos  años. 
—Veracruz,  Marzo  19  de  1814." 
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Creo  oportuno  manifestar  en  este  lugar,  que  la  historia 
de  la  conquista  y  de  la  dominación  española  en  nuestro 
suelo,  no  es  objeto  de  estos  apuntes,  y.  por  lo  tanto,  no  de- 
bo juzgarla  en  presencia  de  los  hechos  que  en  ellas  se  desa- 
rrollaron en  tres  centurias;  aunque  es  indudable  que  si  las 
examinamos  á  la  luz  de  los  principios  más  rudimentales 
que  en  semejante  estudio  aportaría  la  filosofía  de  la  his- 
toria, difícil  será  que  la  memoria  de  los  conquistadores  pu- 
diera soportar  los  cargos  que  la  posteridad  les  hace.  Sin  em- 
bargo, á  fuer  de  escritores  imparciales,  preciso  es  tener  en 
cuenta  la  época  en  que  aquellos  hechos  se  consumaron:  la 
edad  de  hierro  de  la  humanidad;  por  otra  parte,  las  conquis- 
tas llevan  siempre  tras  si  el  derecho  de  la  fuerza^  la  violencia 
y  hasta  el  exterminio;  bastando  á  mi  intento,  referir  un  solo 
ejemplo:  la  irrupción  de  los  germanos  en  Europa,  quienes 
destruyeron  el  poderoso  Imperio  romano,  convirtiéndolo  en 
campos  de  desolación  y  de  muerte,  y  en  los  que  aparecieron 
las  aterradoras  figuras  de  Alarico,  G^enserico  y  Atila,  alum- 
bradas con  la  siniestra  luz  de  las  hogueras. 

Según  he  expresado  antes,  no  es  el  objeto  de  esta  reseña, 
la  historia  de  la  época  colonial;  en  cuya  virtud,  habiendo  re- 
producido en  lugar  oportuno  la  nota  del  Ayuntamiento  de 
Veracruz,  que  retrata  fielmente  el  deplorable  estado  de  la 
Nueva  España,  y  también  las  causales  que  determinaron  el 
movimiento  insurreccional,  debo  fijar  aquí  una  fecha  memo- 
rable, el  16  de  Septiembre  de  1810,  en  que  el  inmortal  Cura 
de  Dolores,  D.  Miguel  Hidalgo  y  Costilla,  proclamó  nuestra 
independencia,  pidiendo  la  libertad  del  pueblo  oprimido  con- 
tra el  opresor;  y  no  fué  este  un  plan  vulgar  y  sin  consecuen- 
cias, fué  la  expresión  del  padre  de  la  patria,  quien  al  darnos 
nueva  vida,  **quería  mantener  nuestra  religión,  nuestra  ley, 
y  la  pureza  de  costumbres,  ofreciendo  observitr  inviolable- 
mente las  leyes  de  la  guerra  y  el  derecho  de  gentes  ^ara  to- 
dos.'' 
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Uno  de  los  acontecimientos  más  notables  de  esa  época  de 
imperecederos  recuerdos,  fué  la  reunión  del  Congreso  en 
Apatzingán  y  la  proclamación  de  la  Constitución  de  1814; 
documento  que  debemos  al  genio  inmortal  de  Morolos.  En- 
tre sus  preceptos  se  encuentra  ya  claramente  indicada  la  de- 
claración de  los  derechos  del  hombre,  y  como  base  funda- 
mental de  aquella  memorable  ley,  la  más  pura  democracia, 
puesto  que  en  ella  se  consignaba,  que  la  soberanía  residía 
originariamente  en  el  pueblo,  notándose  además  una  marca- 
da tendencia  á  la  descentralización  administrativa. 

Acaudillada  la  insurrección  por  Hidalgo,  Morolos,  Jimé- 
nez, Guerrero,  Bravo  y  otros  patriotas  dignos  de  especial  re- 
cordación, y  consumada  al  fin  la  independencia,  después  de 
luchas  sangrientas  y  de  episodios  verdaderamente  heroicos, 
en  los  cuales  no  es  posible  detenernos  para  no  hacer  más  di- 
fusa esta  brevísima  reseña,  nuestra  Patria  entró  á  la  vida 
de  nación  soberana  é  independiente  bajo  los  auspicios  del 
Plan  de  Iguala,  que  venía  á  desnaturalizar  los  principios 
políticos  consignados  en  la  Constitución  expedida  el  22  de 
Octubre  de  1814  en  Apatzingán.  En  aquel  Plan  se  reconoció 
la  autoridad  de  Fernando  VII,  constituyéndose  la  Nación 
bajo  la  forma  monárquica;  y  aunque  en  Córdoba  se  hicieron 
algunas  modificaciones,  nada  se  adelantó  en  el  sendero  que 
nos  habían  trazado  con  su  sangre  generosa  nuestros  proge- 
nitores. 

En  consecuencia,  descendiendo  por  la  tortuosa  pendiente 
señalada  ya  «n  el  Plan  de  Iguala,  fué  proclamado  Don  Agus- 
tín de  Iturbide,  Emperador  de  México.  Sin  embargo,  no  era 
posible  mantener  un  estado  de  cosas  tal,  que  no  se  avenía  con 
las  aspiraciones  de  un  pueblo  que  nacía  á  la  vida,  y  que,  nu- 
trido con  las  nuevas  ideas,  repugnaba  la  forma  monárquica;  y 
como  era  de  esperarse,  aquella  eñmera  situación  cayó  á  los  em- 
bates de  la  revolución  iniciada  en  Veracruz  por  D.  Antonio 
López  de  Santa-Anna,  modificada  por  el  Plan  de  Casa-Ma- 
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ta,  y  condensada  en  el  acta  constitutiva  de  3  de  Febrero  de 
1824,  en  la  que  se  indicaba  el  establecimiento  de  la  Federa- 
ción, constituyéndose  el  país  bajo  la  forma  de  una  república 
representativa  popular  federal,  con  todas  las  consecuencias 
que  eran  inherentes  á  estas  bases  fundamentales;  proclamán- 
dose desde  entonces  para  honra  nuestra  y  gloria  muy  espe- 
cial del  patriótico  Estado  de  Veracruz,  cuna  de  la  República, 
algunos  principios  políticos  que  ailn  hoy  mismo  forman  par- 
te del  derecho  público  de  la  Nación,  y  que  fueron  consigna- 
dos en  la  Constitución  de  4  de  Octubre  de  1824,  que  dio  el 
carácter  de  ley  suprema  al  acta  constitutiva  expedida  en 
Febrero  del  mismo  año,  pero  resintiéndose  aún  de  las  añejas 
preocupaciones  de  aquella  época,  por  haber  quedado  sancio- 
nada la  subsistencia  de  los  fueros,  la  intolerancia  religiosa  y 
la  falta  de  independencia  en  el  poder  judicial. 

Trascendentales  errores  fueron  éstos,  que  prepararon  en 
nuestra  patria  la  serie  de  sangrientas  revoluciones  que  des- 
pués se  sucedieron,  porque  no  era  posible,  que  en  las  condi- 
ciones de  virilidad  en  que  la  Nación  se  hallaba  y  llamada  á 
figurar  después  con  notoria  importancia  entre  las  que  forman 
el  Nuevo  Continente,  no  germinaran  las  avanzadas  ideas  na- 
cidas al  calor  de  la  Revolución  francesa  que  tanto  habían 
conmovido  al  mundo,  vigorizadas  con  las  nuevas  enseñanzas 
aportadas  á  nuestra  patria  con  el  estudio  de  la  Constitución 
de  la  República  del  Norte  de  América,  fundada  por  Wa- 
shington y  otros  genios  inmortales  que  dieron  vida  á  ese  gran 
pueblo. 

Esta  situación  no  podía  convenir  á  cierta  clase  social,  que 
pretendía  ejercer  por  derecho  divino  una  especie  de  patro- 
nato sobre  el  país,  y  el  24  de  Abril  de  1834  se  efectuó  en 
Córdoba  y  Orizaba  un  pronunciamiento  con  el  que  terminó 
el  gobierno  federal.  El  20  de  Diciembre  de  1836  se  publica- 
ron y  sancionaron  al  fin  las  leyes  del  centralismo  como  con- 
secuencia natural  é  inevitable  de  los  principios  proclamados 
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dos  años  antes.  El  país  continuó  por  la  tortuosa  senda  de  las 
revoluciones  y  de  las  ambiciones  personales,  iniciada  por 
Iturbide  al  consumar  la  independencia;  y  los  generales  Pa- 
redes, Valencia  y  Santa-Anna,  fundados  en  el  acta  llamada 
Bases  de  Tacubaya,  pretendieron  erigir  en  gobierno  el  régi- 
men militar.  El  2  de  Enero  de  1843,  una  nueva  revolución 
instigada  por  algunas  personalidades  del  alto  clero  concluyó 
con  el  anterior  estado  de  cosas.  El  13  de  Junio  siguiente  se  ex- 
pidieron las  nuevas  ''Bases  de  organización  política  de  la  Re- 
pública," y  como  es  consiguiente,  volvieron  los  fueros  y  los 
privilegios,  la  intolerancia  religiosa  y  demás  principios  anexos 
al  centralismo,  conculcadores  del  progreso  y  de  la  libertad  de 
los  pueblos;  y  aunque  se  indicaron  algunas  modificaciones, 
ni  aun  asi  pudieron  encubrirse  los  propósitos  de  un  partido 
que  se  había  puesto  en  abierto  antagonismo  con  el  partido  na- 
cional, que  al  fin,  el  6  de  Diciembre  de  1844,  sacudió  el  yugo 
que  le  había  impuesto  el  que  entonces  dominaba,  consiguien- 
do el  triunfo  de  sus  principios. 

Hay  un  hecho  importantísimo,  que  la  historia  no  ha  olvi- 
dado y  que,  en  la  de  aquel  partido,  es  una  de  sus  páginas  más 
afrentosas.  Cuando  la  patria  se  veía  amenazada  por  los  Es- 
tados Unidos  con  una  guerra  inminente,  desvía  al  ejército  de 
sus  más  sagrados  deberes  y  le  hace  pronunciar  según  los  tér- 
minos del  acta  subscrita  el  2  de  Enero  de  1846  por  los  princi- 
pales jefes  y  oficiales  que  lo  mandaban,  acentuándose  de  una 
manera  más  terminante  sus  tendencias  con  la  revolución  ve- 
rificada en  Guadalajara  el  20  de  Mayo  de  1846,  movimiento 
que  fué  secundado  en  la  Capital  de  la  República  conforme  al 
acta  de  4  de  Agosto  del  mismo  año,  en  que  se  ordenaba  la 
reunión  de  un  Congreso  para  constituir  á  la  Nación,  tratar 
de  todo  lo  relativo  á  la  guerra  con  los  Estados  Unidos  y  la 
cuestión  de  Texas,  quedando  excluida  del  gobierno  la  forma 
monárquica. 

Sin  embargo,  con  la  vigencia  de  la  Constitución  de  1824  y 
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debiendo  abrirse  paso  las  ideas  liberales  que  germinaban  en 
el  país  á  pesar  de  los  esfuerzos  de  sus  contrarios,  se  signifi- 
caba ya  la  necesidad  de  la  independencia  entre  la  Iglesia  y 
el  Estado^  procurándose  desde  entonces  que  los  derechos  del 
hombre  fueran  una  verdad  práctica;  avances  fueron  éstos  que 
se  debieron  al  ejército,  que  habla  desnaturalizado  las  aspira- 
ciones del  partido  que  lo  lanzara  á  la  revolución  en  Enero 
de  1846. 

Era  natural  que  la  nueva  situación  descontentara  al  par- 
tido del  retroceso,  quien  á  pesar  de  la  guerra  sostenida  con- 
tra los  Estados  Unidos,  no  dejó  de  combatir  al  gobierno,  has- 
ta qué  el  20  de  Octubre  de  1852  expidió  el  Plan  político  de 
Gruadalajara,  en  que  se  hacían  promesas  más  ó  menos  enga- 
ñosas al  pueblo,  se  nombró  á  D.  Antonio  López  de  Santa- 
Anna  general  en  jefe,  y  después,  en  22  de  Abril  de  1853,  Pre- 
sidente de  la  República,  comenzando  para  el  país  una  de  las 
épocas  más  luctuosas  por  las  que  ha  atravesado  durante  su 
vida  política.  Las  cárceles  se  abrían  á  cada  momento  para 
recibir  á  los  patriotas,  quienes  salían  de  allí  para  el  destierro 
á  climas  mortíferos  ó  eran  inmolados  en  los  patíbulos;  por 
último,  la  venta  de  una  gran  parte  del  territorio  nacional, 
puso  el  estigma  de  la  reprobación  universal  á  esa  desastrosa 
situación. 

Pero  el  pueblo,  cansado  al  fin  de  sufrir  tanta  opresión,  hu- 
bo de  sacudir  este  ominoso  yugo,  y  el  Plan  proclamado  en 
Ayutla  el  P  de  Marzo  de  1854  y  reformado  después  en  Aca- 
pulco,  derrocó  definitivamente  aquel  gobierno.  Dicho  plan 
fimdábase  en  el  estado  deplorable  en  que  se  hallaba  la  Na- 
ción, declarando  haber  cesado  en  el  ejercicio  del  poder  el  ge- 
neral Santa-Anna  con  el  personal  de  aquella  administración: 
que  se  eligiera  por  los  representantes  de  los  Estados  un  Pre- 
sidente interino,  quien  á  los  quince  días  después  de  haberse 
encargado  del  gobierno  debería  convocar  un  Congreso  extraor- 
dinario, el  que  conforme  á  las  bases  de  la  ley  expedida  en  1841, 


40 

había  de  reunirse  para  constituir  á  la  Nación  bajo  la  forma  de 
República  representativa  popular,  recomendando  al  Presiden- 
te interino,  procurase  proteger  la  libertad  del  comercio,  expi- 
diendo desde  luego  los  aranceles  respectivos,  y  cesando  final- 
mente las  leyes  sobre  sorteo  y  pasaportes  y  la  gabela  impues- 
ta á  los  pueblos  con  el  nombre  de  capitación. 

Tales  fueron  en  resumen  las  bases  fundamentales  de  este 
importante  plan,  que  abriendo  nuevos  horizontes  á  la  Patria, 
determinó  la  reunión  del  Congreso  constituyente,  que  nos  le- 
gó como  un  monumento  imperecedero,  por  las  ideas  progre- 
sistas que  lo  inspiraron,  la  Constitución  de  1867,  y  con  ella 
la  declaración  de  los  derechos  del  hombre.  El  estudio  deta- 
llado de  esta  suprema  ley,  nos  convencerá  de  aquella  verdad; 
y  aunque  no  eran  nuevos  para  el  país  algunos  principios  en 
ella  consignados,  quedó  establecida  de  una  manera  perma- 
nente la  abolición  de  los  fueros,  la  desamortización  de  los 
bienes  de  comunidades  que  estancaba  y  hacia  improductiva 
la  propiedad  raíz,  la  libertad  civil  en  lo  que  se  reñere  á  los 
votos  monásticos;  y  finalmente,  que  la  autoridad  no  presta- 
ría su  apoyo  para  la  exacción  de  diezmos;  pero  fué  más  ade- 
lante aún,  estableció  la  libertad  de  enseñanza  y  la  libertad 
religiosa,  principios  fundamentales  que  entrañaban  las  ideas 
progresistas  que  más  tarde  debían  germinar  é  implantarse 
con  las  leyes  de  reforma;  por  último,  en  la  célebre  declara- 
ción de  derechos,  equiparó  al  extranjero  con  el  nacional,  cuan- 
do en  la  culta  Europa  dominaba  aún  en  aquella  fecha,  el 
principio  de  la  territorialidad  del  derecho. 

No  era  posible  que  el  partido  reaccionario,  inspirado  por 
determinadas  personalidades  del  alto  clero  y  eficazmente  ayu- 
dado con  los  poderosos  elementos  de  que  disponían,  per- 
maneciera impasible  ante  los  rudos  golpes  que  la  Ley  funda- 
mental asestaba  á  sus  aspiraciones,  nacidas  al  calor  de  las  ran- 
cias preocupaciones  del  pasado;  y  la  reacción  en  Puebla,  el 
golpe  de  Estado  de  Gomonfort  y  el  Plan  de  Tacubaya,  nos 
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demuestran  la  tenaz  y  obstinada  resistencia  que  se  oponía  á 
la  Constitución  naciente. 

Promulgada  la  Constitución  de  1857,  el  Presidente  cons- 
titucional, General  D.  Ignacio  Comonfort,  después  de  haber 
jurado  sostenerla,  dio  el  golpe  de  Estado,  trastornando  asi 
el  orden  legal.  El  Sr.  Juárez,  Presidente  de  la  Suprema  Cor- 
te de  Justicia,  en  quien  debía  recaer  el  Supremo  poder  de  la 
Nación,  se  dirigió  al  interior,  en  el  que  los  Estados  máa  im- 
portantes, coaligados,  reconocieron  su  alta  investidura,  obli- 
gándose con  él  á  sostener  la  Constitución  emanada  del  plan 
de  Ayutla. 

Sin  embargo,  el  partido  reaccionario  que  estaba  siempre 
en  pie  para  luchar  contra  las  libertades  otorgadas  por  la  Ley 
fundamental,  persiguieron  activamente  al  Sr.  Juárez,  quien 
en  Guadalajara  estuvo  á  punto  de  ser  fusilado  con  sus  Mi- 
nistros en  el  motín  acaudillado  por  la  guardia  misma  del 
Palacio.  En  consecuencia,  conociendo  lo  violento  é  insoste- 
nible de  aquella  situación,  marchó  para  la  costa  del  Pacífico, 
venciendo  toda  clase  de  obstáculos,  porque  era  perseguido  á 
muerte  por  sus  enemigos;  al  fin  llegó  al  Manzanillo  y  en  es- 
te punto  se  embarcó  para  el  extranjero. 

Entonces  comenzó  una  de  las  épocas  más  sangrientas,  pero 
también  una  de  las  más  gloriosas,  en  la  que  el  partido  libe- 
ral luchó  heroicamente  para  sostener  sus  principios,  consa- 
grados en  la  Constitución  de  1857,  y  por  las  avanzadas  y  ra- 
dicales ideas  que  debían  tener  plena  confirmación  al  expedir- 
se las  leyes  de  reforma  en  la  H.  Ciudad  de  Veracruz,  adonde 
Juárez  se  dirigió  desde  el  extranjero,  porque  él  era  la  perso- 
nificación del  Gobierno  legal  de  la  República. 

En  esa  época,  los  veracruzanos  combatieron  siempre  por 
las  ideas  progresistas  y  por  la  causa  de  la  libertad;  en  efecto, 
no  puede  olvidarse,  que  cuando  la  reacción  se  había  enseño 
reado  de  todo  el  país,  el  Gobierno  legítimo  representado  por 
el  Sr.  Juárez,  halló  en  la  heroica  ciudad  de  Veracruz,  el  apo- 
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yo  y  el  concurso  de  sus  hijos,  que  con  su  sangre,  su  vida  y  sus 
intereses,  le  ayudaron  á  destruir  la  facción  enemiga  del  orden 
constitucional.  En  tan  angustiada  situación,  y  mientras  que 
los  cañones  de  las  tropas  sitiadoras  al  mando  del  general  Mi- 
ramón,  arrojaban  con  sus  proyectiles  la  desolación  y  la  muer- 
te sobre  aquella  ciudad,  Juárez  y  los  veracruzanos  contesta- 
ron á  las  tropas  enemigas,  lanzándoles  sobre  las  destrozadas 
murallas,  las  Leyes  de  Reforma,  en  las  que  se  condensaba 
el  credo  de  la  democracia  y  las  aspiraciones  del  partido  libe- 
ral. Miramón  al  fin  levantó  el  sitio,  dirigiéndose  al  interior 
de  la  República,  siendo  definitivamente  derrv>tado  en  unión 
de  sus  generales  Zuluaga  y  Márquez;  en  consecuencia,  que- 
dó restaurado  el  orden  constitucional,  y  ocupada  la  Capital 
de  la  República  por  el  Sr.  Juárez  y  los  demás  Poderes  Su- 
premos déla  Nación.  Estos  resultados,  llévanme  á  concluir, 
que  no  son  las  armas  ni  las  batallas  las  que  dan  el  triunfo  á 
una  causa,  son  las  ideas  que,  hiriendo  con  vivísima  luz  la 
conciencia  de  los  pueblos,  los  conducen  al  fin  por  la  senda  de 
la  libertad  y  del  progreso,  determinando  en  ellos  su  perfecti- 
bilidad, á  la  que  constantemente  aspira  la  humanidad. 

Natural  era  que  dados  los  principios  consignados  en  el 
Código  político  expresado,  que  eran  la  condensación  del  es- 
píritu progiesista  y  avanzado  del  pueblo  mexicano,  las  resis- 
tencias que  contra  aquél  se  levantaron,  ensangrentando  in- 
fructuosamente el  suelo  patrio,  se  esforzaran  en  hacerlo  desa- 
parecer; y  sin  embargo,  impotentes  fueron  aquellos  postreros 
esfuerzos,  porque  el  partido  nacional,  después  de  la  lucha 
formidable  que  sostuvo  durante  tres  años  contra  la  reacción, 
triunfó  definitivamente,  y  la  Constitución  de  1857,  sellada 
con  la  sangre  de  tantos  patriotas,  ha  permanecido  inconmo- 
vible, como  la  base  fundamental  de  nuestras  instituciones; 
elevándose  después  al  rango  de  preceptos  constitucionales, 
las  Leyes  de  Reforma,  debidas  al  genio  inmortal  de  Juárez, 
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Ocampo,  Degollado,  Doblado,  M.  Lerdo  de  Tejada,  Llave  y 
otros  esclarecidos  patriotas,  cuyo  recuerdo  vive  imperecede- 
ro en  el  corazón  de  los  buenos  mexicanos. 


CAPITULO  IIL 
Breve  reseña  histórica  de  México. 

(Continúa.) 

SÜMABIO. — ^La  interveoción  francesa. — ^Bl  Imperio  de  Maximiliano. — 
Actitud  del  Dueblo  mexicano  en  esta  seganda  guerra  de  independen- 
cia.— El  Sr.  Juárez  como  personificación  de  la  autoridad  constituida. 
•^Bl  ejército  de  Oriente. — ^General  en  Jefe  el  Sr.  General  Porfirio 
Píaz. — Sus  triunfos  contra  los  invasores  y  contra  el  Imperio. — ^Sus 
victorias  más  importantes. — Miahuatlán,  la  Carbonera. — ^La  ocupa- 
ción de  Oaxaca.— Sitio  y  asalto  de  Puebla  el  2  de  Abril  de  1867. — 
Sitio  de  la  Capital  de  la  Bepública  v  su  capitulación,  rindiéndose  al 
Sr.  General  Díaz. — ^Los  ejércitos  del  Centro,  Occidente  y  Norte  al 
mando  de  los  Generales  Bégules,  Corona,  Bscobedo  v  otros  patriotas, 
sitian  á  Querétaro. — Maximiliano  se  defiende  en  dicha  plaza. — El  Sr. 
Creneral  Díaz  envía  á  los  sitiadores  recursos  y  fuerzas,  después  de 
la  capitulación  de  México. — Maximiliano  se  entrega  al  General  Es- 
cobeao  en  Querétaro,  y  es  fusilado  en  unión  de  sus  generales  Mira- 
món  y  Mexía. — El  Sr.  Juárez,  como  Presidente  de  la  Bepública,  en- 
tra á  la  Capital. — Comienza  el  periodo  de  reorganización  adminis- 
trativa.— Su  muerte  casi  repentina. — ^Asciende  á  la  Primera  Magis- 
tratura Don  S.  Lerdo  de  T^ada. — Sus  desaciertos  determinan  la 
revolución  de  Tuxtepec. — Popularidad  de  este  movimiento  político, 
y  su  triunfo.— Beanudado  el  orden  constitucional,  es  elegido  en  1877 
Presidente  de  la  Bepública  el  Sr.  General  Porfirio  Díaz,  Caudillo  de 
aquella  revolución. — El  Sr.  General  Díaz  consolida  la  paz  y  comienza 
para  el  país  un  periodo  de  verdadera  reconstrucción  administrativa. 
— Se  rodea  con  este  fin  de  todos  los  mexicanos  aptos,  sin  distinción  de 
partidos. — Como  resultado  de  tan  acertada  gestión  gubernativa, 
entra  México  en  una  senda,  antes  desconocida,  de  paz,  de  progreso 
y  de  bienestar. — ^Por  último,  el  Sr.  General  Díaz  consolida  al  crédito 
nacional. 

Las  causales  que  trajeron  á  nuestra  patria  la  intervención 
extranjera,  son  bastante  conocidas.  El  partido  conservador 
no  podia  avenirse  con  sus  últimas  derrotas,  y  no  encontrando 


46 

apoyo  en  el  pueblo  mexicano,  en  el  que  radicaban  las  avan- 
zadas ideas  consignadas  en  nuestra  Ley  fundamental,  por  la 
cual  había  derramado  su  sangre  en  los  campos  de  batalla, 
aquel  partido  dirigió  sus  miradas  al  antiguo  continente,  pro- 
curando en  sus  cortes  y  con  sus  monarcas,  una  protección  que 
debía  al  fin  prevalecer  con  la  sola  intervención  francesa,  por- 
que la  Convención  tripartita  de  Londres,  quedó  rota  en  nues- 
tro país  con  el  regreso  á  España  é  Inglaterra  de  las  fuerzas 
de  mar  y  tierra  de  dichas  naciones  que  vinieron  á  México 
con  el  ejército  francés. 

La  intervención  extranjera  y  el  eñmero  Imperio  de  Maxi- 
miliano, pasaron  presto  al  dominio  de  la  historia,  como  una 
empresa  injustificable  contra  un  pueblo  que  luchaba  por  cons- 
tituirse y  por  alcanzar  su  estabilidad;  y  aunque  se  presenta- 
ran en  México  con  aparatosa  ostentación  de  poder  y  de  fuer- 
za, nunca  hallaron  eco  en  el  territorio  mexicano,  el  cual  se 
enrojeció  con  la  sangre  de  sus  hijos,  prodigada  en  los  cam- 
pos de  batalla. 

Los  Estados  de  Oriente  combatieron  sin  tregua  bajo  el 
mando  del  Sr.  General  Porfirio  Díaz,  en  Jefe  del  ejército  de 
aquellos  Estados,  quien  después  de  las  victorias  alcanzadas 
en  Miahuatlán  y  la  Carbonera,  y  la  ocupación  de  Oaxaca,  el 
asedio  y  asalto  de  Puebla  y  su  entrada  triunfal  en  la  Capital 
de  la  República,  auxilió  poderosamente  á  los  patriotas  que, 
al  mando  de  los  Grenérales  Escobedo,  Corona,  Regules  y 
otros,  sitiaban  á  Querétaro,  último  baluarte  del  Imperio  de 
Maximiliano,  quien  al  fin  entregó  su  espada  al  Sr.  General 
Escobedo,  rindiéndose  á  discreción  con  todas  las  fuerzas  que 
le  habían  seguido.  Juzgado  por  un  Consejo  de  guerra  en 
unión  de  los  Generales  Miramón  y  Mexia,  Maximiliano  fué 
ejecutado  en  el  Cerro  de  las  Campanas,  situado  á  la  salida  de 
la  misma  ciudad  de  Querétaro.  Tal  fué  el  sangriento  epilogo 
de  la  injustificada  intervención  extranjera. 

Asi  terminó  la  segunda  guerra  de  independencia,  con  el 
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sacrificio  de  incontables  vidas  de  los  mexicanos,  quienes  su- 
cumbieron en  los  campos  de  batalla  por  conservar  incólumes 
la  existencia  de  México  como  nación  soberana  é  independien- 
te, y  las  instituciones  democráticas  que  nos  rigen.  La  histo- 
ria de  nuestra  patria  siempre  consignará  con  gratitud  sus 
nombres,  por  lo  menos,  los  que  han  figurado  en  aquella  glo- 
riosa época  en  el  Ejército  de  Oriente,  al  mando  del  8r.  Gene- 
ral Porfirio  Diaz,  y  en  los  del  Centro,  Occidente  y  Norte,  al 
de  los  generales  Regules,  Corona  y  Escobedo. 

Ocupada  la  Capital  de  la  República  por  el  Sr,  General 
Porfirio  Diaz,  Jefe  del  Ejercito  de  Oriente,  y  muerto  Maxi- 
miliano en  el  Cerro  de  las  Campanas,  volvió  el  Sr.  Juárez  á 
la  Capital,  y  organizados  de  nuevo  los  poderes  de  la  nación 
por  medio  del  sufragio  popular,  conforme  á  nuestro  sistema, 
fué  electo  Presidente  de  la  República,  como  premio  á  su  pa- 
triotismo y  á  su  perseverancia  por  la  causa  de  la  patria.  En- 
tonces entró  el  país  en  un  periodo  relativo  de  reconstrucción 
como  consecuencia  del  d^astroso  estado  en  que  se  hallaba, 
después  de  tantos  años  de  continua  guerra. 

En  1873  falleció  el  Sr.  Juárez,  entrando  á  sustituirlo  con 
arreglo  á  la  ley,  el  Sr.  Don  Sebastián  Lerdo  de  Tejada,  quien 
después  de  su  primer  periodo  constitucional  pretendió  reele- 
girse, siendo  este  hecho  y  otros  que  no  son  del  caso  referir, 
los  que  predominando  en  los  ánimos,  desarrollaron  el  des- 
contento general  en  todo  el  pais.  Estas  causales,  determina- 
ron la  revolución  deTuxtepec,  que  triunfante  por  sus  patrió- 
ticos propósitos,  llevó  á  su  Caudillo,  al  Sr.  General  Porfirio 
Diaz,  á  la  Primera  Magistratura  de  la  Nación,  quien  en  las 
elecciones  anteriores  había  sido  el  candidato  más  popular 
para  aquel  elevado  puesto;  pero  ahogado  por  el  poder  el  su- 
fragio público,  el  pueblo  tuvo  que  ocurrir  á  la  fuerza  de  las 
armas  para  hacer  triunfar  sus  aspiraciones,  vinculadas  en  la 
alta  personalidad  del  Sr.  General  Diaz,  cuyo  preclaro  nom- 
bre, rodeado  del  prestigio  de  sus  innumerables  hechos  de 
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armas,  desde  la  revolución  de  Ayutla  hasta  que  ocupó  la 
Capital  de  la  República  el  21  de  Junio  de  1867,  combatiendo 
al  invasor  extranjero  y  al  Imperio  de  Maximiliano,  no  era 
posible  que  el  país  olvidara  servicios  de  tanta  magnitud,  com- 
prendiendo al  mismo  tiempo  que  tras  el  caudillo  de  nuestra 
segunda  independencia,  se  revelaba  el  entendido  hombre  de 
Estado  que  debía  darnos  paz,  progreso  y  crédito  nacional. 

Voy  á  permitirme  una  digresión  que  se  relaciona  con  la 
época  que  vengo  historiando. 

Si  el  Estado  es  un  organismo,  si  en  su  esfera  de  acción  vi- 
.ve  y  se  desarrolla  para  los  fines  que  está  llamado  á  realizar, 
necesario  es  que  obedezca,  como  todo  organismo,  á  determi- 
nadas leyes.  Asi  es  en  efecto,  porque  la  noción  que  lo  ex- 
plica, determina  su  naturaleza  y  sus  caracteres  esenciales, 
aunque  la  especulación  filosófica  al  darnos  la  idea  de  él, 
no^  muestra  con  un  brillo  de  perfección  ideal  el  modelo  del 
Estado,  no  realizado  todavía,  pero  con  tendencias  á  realizar- 
se; sin  embargo,  en  la  historia  se  nos  presenta  en  su  concep- 
to más  general,  y  ella  nos  demuestra  las  leyes  que  presiden 
su  existencia  y  su  desenvolvimiento.  De  estas  enseñanzas  se 
deriva  la  noción  fundamental  del  Estado,  que  como  base  de 
un  criterio  racional,  permite  discernir  lo  que  en  él  es  esen- 
cial, puesto  que  la  historia  se  ocupa  de  lo  fenomenal  positivo, 
mientras  que  la  especulación  filosófica  determina  el  concep- 
to posible  en  un  porvenir  que  puede  alguna  vez  efectuarse; 
pero  descendiendo  á  lo  real  y  apartándonos  de  lucubraciones 
que  pudieran  entrar  en  el  terreno  de  la  metafísica,  al  referir- 
nos al  Estado,  en  lo  que  se  relaciona  con  la  política,  puede 
sintetizarse  su  definición,  en  breve  frase:  "es  la  manera  de  ser 
ó  de  estar  de  la  colectividad  humana  considerada  bajo  una 
forma  determinada." 

Descendiendo  á  la  ciencia  administrativa,  que  por  nuestros 
antecedentes  politicos  y  demás  causales  referidas,  no  había 
sido  considerada  como  ciencia  en  nuestro  país,  ni  conocidos, 


ni  Mtudiadof  loi  problemM  que  de  ella  surgen  y  m  presen- 
tan  á  la  consideración  del  hombre  público  y  del  estadista, 
quienes  por  otra  parte,  no  procuraban  investigar  lo  que  es 
realmente  la  administración  ó  lo  que  debe  ser,  era  natural 
que  la  vida  del  Estado  se  desarrollara  en  México,  bajo  un 
empirismo  muy  poco  apropiado  al  adelanto  de  nuestras  ins- 
tituciones, y  que  sin  continuidad  ni  tradición,  sin  cohesión 
orgánica,  viviendo  bajo  la  acción  de  acontecimientos  del  mo- 
mento y  sufriendo  los  embates  de  violenta  situación  política, 
sin  ideales,  en  fin,  qne  pudieran  oponer  un  prindpio  técnico 
frente  á  lo  violento  y  variable  de  la .  política  pasional  de  los 
partidos,  no  era  posible,  repito,  que  la  ciencia  de  la  admi* 
nistración  radicara  entre  nosotros. 

Por  otra  parte,  el  concepto  de  la  administración  no  hi^bía 
podido  desenvolverse,  sino  hasta  el  momento  en  que  las  na- 
ciones adoptaron  el  sistema  constitucional,  puesto  que,  ante* 
riormente,  es  decir,  en  la  época  de  los  gobiernos  absolutos  y 
bajo  el  dominio  de  las  antiguas  constituciones  de  las  ciuda- 
des, el  monarca  estaba  investido  del  poder  legislativo,  siendo 
al  mismo  tiempo  el  centro  de  toda  la  administración,  y  por 
lo  tanto,  podía  derogar  los  mandatos  que  de  su  autoridad 
emanaran,  ó  suspender  en  caso  dado  su  aplicación;  pero  este 
estado  de  cosas  cambió  radicalmente  con  la  introducción  del 
régimen  constitucional,  en  el  que  el  derecho  administrativo 
comenzó  á  ser  regulado  por  leyes,  dejándose  al  individuo 
una  esfera  de  acción  subjetiva  dentro  de  la  cual  podía  mo- 
verse libremente,  derecho  desconocido  antes  y  que  hoy  no 
puede  ser  conculcado  por  los  órganos  de  la  administración, 
porque  esta  es  '4a  actividad  política  dirigida  á  promover  los 
intereses  del  Estado  y  los  individuales."  Las  anteriores  in- 
dicaciones sobre  derecho  administrativo,  nos  llevan  ineludi- 
blemente á  estudiar,  bajo  sus  múltiples  manifestaciones,  la 
época  presente,  en  la  que  México  ha  entrado  de  lleno  y  sin 
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yacilación  por  el  sendero  no  conocido  antes,  de  una  admi- 
nistración sabia  y  prudentemente  regulada. 

Se  ha  creído  que  el  estado  actual  de  engrandecimiento  y 
progreso  de  México,  que  pasando  rápidamente  de  la  política 
pasional  de  los  partidos,  entró  de  lleno  á  un  período  de  paz 
y  de  reconstrucción,  no  obedece  á  ningún  antecedente  cono- 
cido, ni  tampoco  era  lógico  esperarlo;  pero  los  que  así  pien- 
san, los  que  esto  creen,  ó  no  saben  ú  olvidan  que  en  la  natu- 
raleza, los  organismos  evolucionan  y  viven,  no  bajo  la  acción 
de  circunstancias  dadas,  sino  bajo  el  imperio  de  leyes  inmu- 
tables nacidas  con  la  creación  al  omnipotente  impulso  de  la 
Providencia;  y  si  este  hecho  innegable,  que  está  reconocido 
por  la  ciencia,  nos  lleva  al  conocimiento  íntimo  de  la  natura- 
leza en  todas  sus  manifestaciones,  desde  el  protoplasma,  pri- 
mera indicación  de  la  vida  embrionaria,  hasta  el  astro  que 
recorre  órbitas  inconmensurables  á  través  de  los  espacios 
estelares,  ¿cómo  es  posible  que,  las  sociedades,  los  pueblos, 
la  humanidad,  en  fin,  pudieran  substraerse  á  las  leyes  que 
presiden  todo  lo  creado?  la  humanidad  ó  el  hombre  que  no 
vive  bajo  el  impulso  de  leyes  fatales,  sino  que,  por  las  exce- 
lencias de  su  ser  moral,  por  esas  alboradas  de  luz  que  ilumi- 
nan su  conciencia  y  su  razón,  se  acerca  cada  vez  más  á  la 
sabiduría  increada,  no  es  posible,  repetimos,  que  pudieran 
escapar  á  ese  orden  preconstituído,  que  en  la  creación  se  ex- 
plica por  la  mano  reguladora  dé  la  Providencia. 

Bajo  la  impresión  de  estas  ideas,  nacidas  á  la  luz  de  la  filo- 
sofía de  la  historia,  nuestra  convicción,  en  lo  que  se  refiere  á 
nuestra  patria,  surge  y  se  presenta  iluminada  con  el  esplen- 
dor de  la  verdad.  Creemos  que  México,  como  todas  las  na- 
ciones, ha  pasado  por  las  naturales  vicisitudes  de  una  vida 
incipiente;  pero  es  un  hecho  innegable,  que  el  partido  nacio- 
nal luchó  patrióticamente  y  sin  tregua  por  constituirnos;  com- 
bate que  comenzó  en  Ayutla  y  terminó  triunfante  el  6  de  Fe- 
brero ,de  1857  con  la  promulgación  de  nuestra  Constitución 
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política,  la  cual,  con  la  sola  declaración  de  '4os  derechos  del 
hombre,"  la  división  de  poderes  y  las  leyes  de  reforma,  cam- 
bió radicalmente  nuestro  ser  político  y  social. 

Desgraciadamente,  añejas  preocupaciones  retardaron  el 
triunfo  de  estas  ideas,  que  por  lo  avanzadas  eran  el  ideal  del 
partido  nacional.  La  intervención  extranjera  y  el  Imperio 
de  Maximiliano,  vinieron  después;  sin  embargo,  cuando  en 
virtud  del  patriotismo  de  los  buenos  mexicanos  desapareció 
aquella  injustificable  empresa  contra  un  pueblo  libre,  y  nues- 
tra patria  volvió  llena  de  vida  á  su  normal  existencia,  espe- 
rábase con  la  paz  alcanzada,  una  era  de  progreso  y  de  pros- 
peridad; pero  habiendo  pasado  presto  la  administración  del 
inmortal  Juárez,  los  desaciertos  del  Gobierno  del  Sr.  Lerdo 
de  Tejada,  determinaron  la  revolución  que  derrocó  á  aquel 
Gobierno,  elevando  á  la  Primera  Magistratura  de  la  Nación 
al  actual  Jefe  de  ella;  estos  hechos,  aunque  antes  los  hemos 
referido,  preciso  es  repetirlos  para  sentar  nuestras  conclusio- 
nes, que  no  son  aventuradas,  sino  el  resultado  de  profundo 
examen  y  de  madura  reflexión. 

Nosotros  creemos  que  el  éxito  de  la  gestión  administrativa 
del  Sr.  General  Díaz,  desde  que  en  1877  entró  constitucio- 
nal mente  á  regir  los  destinos  de  nuestro  país,  íio  tiene  en 
realidad  precedente  en  nuestra  historia  patria;  pero  atribuir 
este  resultado  á  causas  desconocidas,  á  circunstancias  del  mo- 
mento ó  accidentales,  es  desconocer  la  marcha  regular  de  los 
pueblos  cuando  se  dirigen  al  cumplimiento  de  sus  destinos; 
y  aunque  es  innegable  que  las  naciones  y  los  imperios  decaen 
y  mueren,  porque  ha  llegado  para  ellos  el  momento  provi- 
dencial en  que  su  misión  en  la  vida  de  la  humanidad  ha  ter- 
minado; sin  embargo,  las  conquistas  alcanzadas  en  el  orden 
moral,  en  las  ciencias  y  en  esas  manifestaciones  del  sentimien- 
to, en  el  arte,  permanecen  inconmovibles  y  pasan  á  la  histo- 
ria, á  la  posteridad,  como  los  fragmentos  de  una  civilización 
más  ó  menos  adelantada,  fragmentos  que  resisten  incólumes 


lofl  embates  del  tíempo,  porque  son  monumentos  perdurables 
del  humano  saber. 

No  habían  faltado  á  Méxieo  sabias  leyes,  ni  adelantadas  y 
libérrimas  instituciones;  tenia  también  hijos  preclaros,  pa- 
triotas y  de  buena  voluntad;  pero  faltaba  un  hombre  que, 
nacido  y  formado  en  las  luchas  por  la  libertad  y  por  la  in- 
dependencia amenazadas,  hubiera  comprendido  con  elevado 
espíritu,  al  través  de  los  azares  de  la  guerra,  la  angustiosa 
situación  por  la  que  atravesaba  la  patria,  á  la  que  había  que 
ocurrir  para  salvarla  de  nuevos  desastres,  y  después,  con  ma- 
no firme  empuñar  las  riendas  del  gobierno,  con  el  fin  de  re- 
mover obstáculos  é  iniciar  el  movimiento  de  regeneración  y 
progreso  que  debía  con  la  paz  engrandecernos  á  los  ojos  de 
propios  y  extraños;  y  por  último,  sin  ese  estrecho  exclusivis- 
mo de  los  partidos  de  otras  épocas,  llamar  á  su  lado  á  todos 
los  mexicanos  para  buscar  en  ellos  aptitudes  en  la  patriótica 
tarea  de  la  regeneración  administrativa  de  México,  cuya  evo- 
lución nos  debería  dar,  como  en  efecto  nos  ha  dado,  paz,  cré- 
dito y  progreso  en  todas  sus  múltiples  manifestaciones.  Este 
hombre,  es  el  Sr.  General  Porfirio  Díaz,  quien  por  sus  virtu- 
des cívicas  y  por  sus  eminentes  dotes  de  hombre  de  Estado, 
ha  obtenido  en  favor  de  nuestra  patria,  aquellos  beneficios, 
que  son  de  universal  renombre  y  que  para  nosotros  no  tie- 
nen precedente  en  la  luctuosa  historia  de  nuestros  desacier- 
tos políticos. 


CAPITULO  IV. 


De  la  oondidtfn  jnridioa  de  los  extranjeros  en  la  antigüedad 
7  principalmente  en  Soma. 

SUHABIO. — Los  Egipcioü. — ^Lob  Escitas. — Los  LacedemoDÍos.— Los 
Atenienses. — ^La  naturalización  entre  ellos. — ^Los  Griegos. — Boma. 
— ^Los  Latinos  veterüf  coloniariij  juniani  y  los  peregrinos. — ^Derechos 
de  familia. — 'Eijus  connvbú — Bl  matrimonio  entre  los  extranjeros  se 
regía  por  sus  propias  leyes. — Esta  condición  es  la  misma  determina- 
da siglos  después  por  el  Estatuto  personal. — Matrimonios  entre  un 
extranjero  y  una  mujer  romana. — Efectos  legales  de  estas  uniones. 
— ^Naturaliaación  consiguiente  del  marido  y  Jos  infantes,  quienes  ad- 
quirían el  derecho  de  ciudadanía  romana. — Derechos  reales. — Su  ba- 
se el  ju8  commerciij  por  el  cual  se  adquiría  el  dominio. — Sólo  estaba 
acordado  á  los  latinos  veteris  y  coloniarii. — Los  peregrinos  sólo  podían 
adquirir  la  posesión. — Sin  embargo,  por  el  derecho  de  gentes  dicha 
posesión  llegó  á  asumir  el  carácter  del  derecho  de  propiedad. — ^En 
efecto,  concedíase  por  ella  al  extranjero,  eljus  utendi^  fruendiy  el  abu- 
tendi. 

No  solamente  los  romanos  consideraban  á  los  extranjeros 
como  enemigos  en  la  antigüedad,  el  mismo  hecho  lo  halla- 
mos consignado  en  la  historia  délos  demás  pueblos,  en  aque- 
lla remota  edad;  por  manera  que,  la  condición  jurídica  de  los 
extranjeros  era  entonces  nula,  no  existia,  como  natural  con- 
seeuenoia  del  abismo  que  separaba  á  unas  naciones  de  las 
otnuiy  dividiéndose  en  lo  que  pudieran  llamarse  sus  rolado- 
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nes  externas  en  nacionales  y  enemigos,  hostis^  cuyo  anómalo 
estado  de  cosas  preponderó,  con  muy  limitadas  excepciones, 
hasta  que  por  lo  menos  en  Roma  comenzaron  á  modificarse 
aquellas  condiciones,  por  medio  de  los  tratados,  ó  bien  bajo 
el  influjo  del  desarrollo  que  adquirió  el  jns  gentiunij  que  fué 
uno  de  los  factores  en  los  cuales  se  inspiró  la  memorable 
Constitución  de  Caracalla,  que  extendió  el  jus  civile  á  todos 
los  subditos  del  Gran  Imperio  Romano. 

Comenzando  por  los  egipcios,  bien  sabemos  que  cuando 
los  extranjeros  llegaban  á  pedirles  auxilio  ú  hospitalidad,  los 
reducían  á  la  máa  cruel  esclavitud,  ocupándolos  en  las  obras 
públicas  y  en  construir  y  embellecer  los  mejores  edificios  de 
su  nación. 

Los  escitas  degollaban  á  los  extranjeros,  ofreciéndolos  en 
sacrificio  ante  los  altares  de  Diana. 

Los  lacedemonios  hablan  cerrado  completamente  sus  puer- 
tas á  los  extranjeros,  prohibiendo  Licurgo  toda  sociedad,  el 
lazo  matrimonial  con  ellos,  y  aun  el  comercio,  según  refiere 
Plutarco. 

En  Atenas,  los  extranjeros  eran  considerados  como  enemi- 
gos; sin  embargo,  para  que  alguno  pudiera  obtener  el  titulo 
de  ciudadano,  se  necesitaba  el  voto  de  seis  mil  personas,  ó 
haber  prestado  grandes  y  señalados  servicios  á  la  república; 
finalmente.  Solón  añadía  á  la  naturalización  una  nueva  con- 
dición: el  que  la  pretendía*  debía  separarse  para  siempre  de 
su  patria,  estableciéndose  en  Atenas  con  toda  su  familia:  So- 

lonem vetume  gueniquam  ex  peregrínis  civitate  donari  nisi 

gui  perpetuo  a  patria  exularet  guigue  cumpenatibus  et  universa 
familia  Athenas  cammigrcísset Además,  los  atenienses  da- 
ban á  las  prerrogativas  de  ciudadanía  una  gran  importancia, 
porque  conforme  á  una  ley  de  Feríeles,  solamente  tenían 
aquel  carácter  los  nacidos  de  padre  y  madre  atenienses;  hay 
más  todavía,  los  extranjeros  que  por  sus  negocios  debían  per- 
manecer en  la  ciudad,  eran  relegados  á  un  cuartel  lejano, 
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para  separarlos  de  los  nativos  de  Atenas.  Estas  indicaciones 
históricas,  están  confirmadas  con  el  hecho  de  haber  ofrecido 
los  griegos  el  titulo  de  ciudadano  á  Alejandro,  pero  habien- 
do oido  el  gran  conquistador  con  desprecio  semejante  ofreci- 
miento, los  embajadores  le  respondieron:  líulli  tmguam  jtis 
civiiatenec  obtulerant  neo  donaverant  prceterqtiam  illi  et  Hercu- 
li;  porque  en  efecto,  sólo  á  Hércules  habían  discernido  este 
alto  honor. 

Basta  lo  expuesto  á  mi  intento,  y  desde  luego  paso  á  ocu- 
parme en  delinear  en  brevísima  síntesis,  cuál  fué  la  condición 
jurídica  de  los  extranjeros  en  Roma,  conocidos  bajo  la  deno- 
minación de  peregrinos  y  latinos;  á  cuyo  efecto,  estudiaré  es- 
ta materia  en  lo  que  se  refiere  á  los  derechos  de  familia,  á  los 
reales,  á  las  obligaciones  y  á  las  acciones,  conforme  á  la  divi- 
sión establecida  en  el  mismo  derecho  romano,  en  personasf, 
cosas  y  acciones;  aunque  es  indispensable  advertir  previa- 
mente, que  entre  la  condición  de  los  peregrinos  propiamente 
dichos,  y  la  del  ciudadano  romano,  existía  una  intermedia- 
ria, la  de  los  latinos,  entre  los  cuales  se  distinguían  tres  clases: 
los  latinos  veterísy  los  coloniarii  y  los  juniant  Los  latinos  ve- 
terU  eran  los  pueblos  del  antiguo  Latium^  unidos  por  medio 
de  una  Confederación,  á  la  cual  perteneció  Roma  el"^fio  de 
260,  y  por  este  motivo  varias  ciudades  latinas  obtuvieron  el 
jus  cimiate^  según  leemos  en  Tito-Livío;  después  de  la  gue- 
rra social  en  664,  una  ley  Julia  confirmó  aquel  derecho  á 
todos  los  pueblos  del  Lacio;  por  manera  que,  en  la  época 
del  derecho  clásico,  ya  no  existían  los  veterisj  pero  servían 
de  tipo  á  los  coloniarii;  pues  bien  sabido  es  que  Roma,  pa- 
ra extender  su  influencia  por  todo  el  mundo,  estableció,  hasta 
en  las  más  lejanas  comarcas,  innumerables  establecimientos 
coloniales,  los  cuales  gozaban,  por  lo  menos  en  su  origen,  de 
los  mismos  derechos  acordados  á  los  habitantes  de  la  Metró- 
poli. Cierto  es  que  más  adelante  fueron  restringidos  estos 
privilegios,  porque  los  romanos  procuraban  conservar  para 


si  el  de  ciudad,  como  se  observa  en  la  época  de  la  Bepil!tt)lica, 
puesto  que  sólo  por  concesión  del  principe  se  acordaba  el^M 
latii  á  individuos  ó  á  determinadas  ciudades.  Plinio  refiere 
que  Yespasiano  díó  aquel  derecho  á  los  habitantes  de  Espa- 
ña. Finalmente,  los  latinos  juniani  no  llegaron  á  adquirir  el 
derecho  de  ciudad. 

Hechas  las  anteriores  indicaciones  históricas,  ramos  á  con- 
cretar nuestro  estudio  á  estas  dos  clases:  á  los  peregrinos  y 
á  los  latinos,  quienes  no  pueden  abstraerse  del  conjunto  que 
entonces  se  llamó  el  mundo  romano,  y  cuya  condición  exa- 
minaremos á  la  luz  de  aquella  notable  legislación.  Refirién- 
donos al  Derecho  público,  del  que  se  derivan  los  derechos  po- 
líticos, muy  poco  puede  decirse  respecto  de  los  extranjeros! 
sin  embargo,  se  lee  en  un  texto  de  Tito-Livio,  que  los  latini 
veteris  gozaban  del  ju8  sufragio  aunque  otros  historiadores 
expresan  que  esta  prerrogativa  era  de  especial  concesión  á  de- 
terminados habitantes  del  Lacio.  Es  indispensable  ocuparse 
de  los  derechos  privados,  y  por  lo  tanto,  de  los  de  familia, 
base  de  los  demás,  en  este  sintético  estudio. 

Todos  sabemos,  al  menos  los  que  hemos  nutrido  nuestra 
inteligencia  y  nuestra  razón  en  las  Universidades,  al  dedi- 
carnos á  la  carrera  de  las  leyes,  que  el  fundamento  de  los 
derechos  de  familia  fué  en  Roma  el  ju8  eonnvhi^  esto  es,  el  de 
contratar  jtfsto  nuptioe^  del  que  se  derivaban  la  patria  potes- 
tad y  la  agnatio.  En  la  Institüta  leemos:  Justas  nuptias  autem 
Ínter  se  cives  ramani  contrahunt;  y  el  jurisconsulto  Gayo,  ha- 
blando de  la  misma  materia,  agregaba:  Quod  jus  praprium 
civium  rovMnorum^  etc.  Sin  embargo,  á  pesar  de  la  autentici- 
dad de  estos  textos,  lo  cierto  es  que  los  laüni  veteris  tenían  el 
€(mnubium^  porque  la  hermana  de  Horacio  aparece  desposada 
con  un  albano;  por  otra  parte,  los  veteranos  podían  obtener 
del  Emperador,  ctmnuMum  cum  latínis  peregrinis  ve  quas  pri- 
mos post  missianem  uxores  duxerintj  lo  que  hace  suponer  que 
el  latino,  menos  aún  que  el  peregrino,  no  tenia  de  pleno  de- 
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recho  el  oonntibium;  pero  es  lo  cierto,  qué  ambos  lo  adquirían 
por  una  concesión  especial,  aunque  aquella  prohibición  no  les 
impedia  casarse,  y  su  matrimonio  regíase  por  el  derecho  par- 
ticular de  cada  uno;  por  manera  que,  la  incapacidad  indica- 
da, era  relativa  en  lo  que  se  refería  á  ejercer  los  derechos 
conforme  á  la  legislación  romana;  aunque  dada  la  superiori* 
dad  de  esta  legislación  sobre  las  de  los  demás  pueblos,  aque- 
lla incapacidad  constituía  una  superioridad  de  condición  real; 
y  no  temo  aventurar  que  esta  situación  del  extranjero  en  Ro- 
ma, es  la  misma  que  nosotros  conocemos  en  nuestra  época, 
determinada  por  el  Estatuto  personal,  el  cual  quiere  en  la 
materia  que  estudio,  se  aplique  á  cada  uno  su  propio  dere- 
cho. 

Pero  no  estaba  en  lo  expuesto,  la  dificultad;  ella  se  pre- 
sentaba cuando  un  latino  contraía  matrimonio  con  una  mu- 
jer  romana,  ó  viceversa,  porque  entonces  necesario  era  saber 
qué  ley  debería  regir  los  efectos  de  esta  unión.  En  nuestra 
época,  fácil  es  la  solución,  pues  nadie  ignora  que  la  mujer  si- 
gue la  condición  legal  del  marido,  regla  que  fué  desconocida 
en  el  derecho  romano;  sin  embargo,  aquella  unión  no  era  nula 
conforme  á  dicha  legislación,  puesto  que,  en  ella  se  encuentran 
determinadas  disposiciones,  encaminadas  precisamente,  áque 
el  matrimonio  produjera  efectos  civiles;  en  consecuencia,  si 
an  latino,  casado  con  una  mujer  romana  tenía  un  hijo,  pasa- 
do un  ano,  el  padre  podía  presentarse  ante  el  pretor  ó  el  pre- 
sidente de  la  provincia  y  probar  se  uxorem  duxisse  Uberorum 
causa;  y  conforme  á  la  ley  Aelia-Sentia  y  á  un  senado-con-  • 
sulto  dado  bajo  el  gobierno  imperial  de  Yespasiano,  se  con- 
cedía el  derecho  de  ciudad  al  latino,  á  su  esposa  la  mujer  ro- 
mana y  á  su  hijo,  en  lo  cual  observo  en  el  marido  y  en  el  in- 
fante un  medio  legal  para  adquirir  la  naturalización.  Por  lo 
expuesto,  los  matrimonios  efectuados  entre  romanos  y  ex- 
tranjeros y  viceversa,  no  eran  nulos;  pero  ¿qué  leyes  debían 
regir  estas  uniones?  Cierto  es  que  en  esta  materia  no  encon- 
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tramos  leyes  expresas  aplicables,  como  se  observa  en  otras 
análogas;  sin  embargo,  los  romanos,  con  la  alteza  de  su  ge- 
nio y  su  reconocida  sabiduría,  recurrían  al  jt$s  gentium^  que 
pudiéramos  considerar  como  la  equidad  y  la  razón  escrita; 
pero  en  el  mismo  derecho  de  gentes  faltaba  algo  concreto  que 
viniera  á  dar  una  solución  satisfactoria  á  estas  cuestiones, 
las  que  podemos  hallar  resueltas  en  los  textos  siguientes: 

P  Los  deberes  de  la  fidelidad  se  imponían  á  los  esposos, 
secundumjiM  gentium^  del  mismo  modo  que  conforme  al  dere- 
cho civil:  Ley  Julia  de  adulteríis  ad  omma  matrimonia  jperti- 
net,  Ley  13,  párr.  1;  D,  48,  5. 

Conforme  á  esta  ley,  la  infidelidad  conyugal,  aun  entre  loa 
extranjeros,  era  considerada  como  adulterio  y  castigada  con 
la  pena  establecida  para  este  delito,  porque  los  esposos  ex- 
tranjeros se  debían  también  recíproca  fidelidad,  como  cual- 
quier ciudadano  romano  que  había  contraído  jtistce  nu^tice. 
Este  deber,  base  fundamental  de  la  familia  y  de  la  sociedad, 
ha  sido  impuesto  á  todos  por  la  ley  moral,  cualquiera  quesea 
la  nacionalidad  del  hombre;  y  así  lo  comprendieron  los  ro- 
manos, entre  los  cuales,  el  jurisconsulto  Ulpiano  decía:  Plañe 
sive  justa  uxarfuitj  sive  injusta^  acmationem  instituere  vir  po- 
terit;  Jubc  lex  ad  omnia  matrimonia  pertinet.  Por  último,  el 
gran  poeta  de  la  antigüedad,  Homero,  decía:  líec  soU  cives 
Bomani  usares  suos  amant 

2^  El  hijo,  en  estos  matrimonios  seguía  la  condición  legal 
de  la  madre,  según  el  principio  general  establecido  en  las  re-, 
glas  del  jurisconsulto  Ulpiano,  salvo  el  caso  de  tratarse  de 
un  matrimonio  entre  un  peregrino  y  una  mujer  romana,  por- 
que entonces  una  ley  Mensia  imponía  al  infante  deteriarem 
conditionem. 

3r  Los  latinos  podían  ser  tutores  y  aun  excusarse  del  car- 
go, invocando  el  jus  lihercrum^  y 

4^  El  matrimonio  secundumjus  gentium  establecía  entre  el 
infante  y  sus  padres  relaciones  de  cognación^  y  por  consiguien- 
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te,  de  sucesión;  por  lo  menos  asi  lo  hace  suponer  el  siguiente 
texto  del  jurisconsulto  Gayo:  Procónsul  naturali  cequitate  mo- 
tus  ómnibus  cognatis  promittit  honorumpossesionemquossangui- 
ms  ratio  vocat  ad  hereditatem  licetjure  dvile  defidant 

En  cuanto  á  la  patria  potestad  sobre  la  persona  y  bienes 
de  los  hijos,  por  más  que  se  han  consultado  los  textos  de  aque- 
lla época,  ninguno  parece  referirse  á  ella,  y  esto  es  natural, 
si  se  atiende  á  la  poderosa  organización  que  los  romanos  ha- 
bían dado  á  este  poder  doméstico,  al  que  Gayo  se  refiere  en 
esta  significativa  frase:  feri  nulU  álii  svmt  homines  gui  talem 
mfiUos  suos  hahen  potestatem  gtialem  nos  hahemus. 

Me  he  detenido  en  estos  textos  y  en  su  interpretación  en 
lo  que  á  los  derechos  de  familia  se  refiere,  al  tratar  de  la 
condición  jurídica  de  los  extranjeros  en  Roma,  porque  no  so- 
lamente tienen  un  interés  histórico,  sino  también  legislativo, 
pues  siempre  he  manifestado,  porque  así  lo  creo  con  profun- 
da convicción,  que  en  el  Derecho  romano  paréceme  hallar  el 
génesis  de  las  instituciones  jurídicas  que  nos  rigen. 

Voy  á  ocuparme  de  los  derechos  reales,  es  decir,  cuál  haya 
sido  la  condición  jurídica  de  los  extranjeros  en  Roma  en  pre- 
sencia de  aquellos  derechos.  Así  como  el  jw  conntMum  re- 
glaba los  de  familia,  según  acabo  de  exponer,  el  jus  commer- 
di  dominaba  toda  esta  materia  de  los  derechos  reales;  sin 
embargo,  es  preciso  establecer  una  distinción  fundamental, 
á  saber,  los  latinos  coloniari  ó  veteris^  podían  ejercer  el  co- 
mercio, los  peregrinos  no,  y  por  consiguiente,  los  primeros 
adquirían  el  dominio,  pero  no  los  últimos;  en  cuanto  á  los 
bienes  muebles,  ellos  los  podían  adquirir  sujetándose  á  la 
legislación  local  que  reglamentaba  este  derecho  de  propiedad; 
aunque  por  regla  general  se  acordaba  á  los.  peregrinos  el  de- 
recho-de posesión.  Debo  advertir,  además,  que  las  nociones 
que  acabo  de  exponer  sobre  esta  materia,  se  refieren  á  la  pri- 
mitiva época  del  derecho  romano;  porque  después,  cuándo  los 
principios  del  jusgentium  comenzaron  á  desarrollarse  en  aquel 
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gran  pueblo,  el  pretor  de  los  peregrinos  tomó  bajo  su  podero- 
sa protección  aquel  derecho  de  posesión,  débil  é  insignificante 
concesión  hecha  al  extranjero,  quien  obtuvo  más  tarde  al  am- 
paro del  pretor,  todas  las  ventajas  del  derecho  de  propiedad. 
En  cuanto  á  los  modos  originarios  de  adquirir  la  posesión, 
no  habla  diferencia  alguna  entre  romanos  y  extranjeros  si 
llevamos  nuestro  estudio  hasta  la  ocupación,  res  nulUus.  Te- 
rrae  igitur  lesUce^  maul  dtyue  ab  áliquo  capta  fiAerint  jure  gen- 
Uum  statim  illius  esse  incipiunt 

Sin  embargo,  otros  son  los  principios  que  presiden  esta 
materia  en  los  modos  de  adquirir  la  propiedad  por  deriva- 
ción. Para  los  romanos  y  los  latinos  que  gozaban  del  jus  com- 
mercüj  existia  la  emancipación,  la  usucapión,  IsLÍnjurecesiony 
la  adjudicación  y  la  ley;  mientras  que  todos  estos  privilegios 
estaban  prohibidos  al  peregrino,  á  quien  se  concedía  la  tra- 
dición; pero  tal  incapacidad,  era  una  consecuencia  natural 
de  las  prerrogativas  del  derecho  de  dominio  que  estaba  veda- 
do al  extranjero. 

Apartándonos  de  las  sutilezas  jurídicas  con  las  que  rodea- 
ban los  romanos  la  forma  de  sus  contratos,  y  muy  particu- 
larmente el  de  propiedad,  al  que  daban  excesiva  importan- 
cia, lo  cierto  es,  que  los  efectos  de  aquella  tradición  conforme 
b\ju8  gentiumy  llegaba  á  asumir  las  condiciones  del  dominio; 
á  este  efecto,  preciso  es  tener  presente,  que  conforme  al  dere- 
cho romano,  se  distinguían  las  cosas  en  mancipi  y  no  mancipi; 
pero  cuando  la  res  mancipi  no  era  transmitida  con  las  debi- 
das solemnidades,  no  se  adquiría  el  justo  dominio;  aunque  se 
le  consideraba  in  bonis^  y  el  que  así  obtenía  una  cosa,  era  más 
que  poseedor,  era  de  cierta  manera  propietario,  pues  se  le 
concedía  éljw  utendi^  Jruendij  et  abutendij  que  son  los  princi- 
pales atributos  del  derecho  de  propiedad;  por  lo  demás,  el  ex- 
tranjero no  tenía  el  dominium  ex  jure  QuiriUumj  porque  su 
derecho  estaba  restringido  conforme  antes  he  expresado.  Las 
consecuencias  de  estad  restricciones  no  entra  en  mis  propó- 
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sitos  estudiarlas;  basta  lo  expuesto  para  indicar  brevemente 
la  extensión  de  los  derechos  reales  de  que  gozaban  los  pere- 
grinos en  Roma,  aunque  no  debo  olvidar  para  concluir,  sin- 
tetizando toda  esta  materia,  que  la  propiedad  in  bonis  entre 
los  romanos,  era  de  derecho  natural,  el  que  amparaba  á  los 
extranjeros,  lo  mismo  que  el  derecho  de  gentes. 


CAPITULO  V. 
De  la  oondicién  jnridica  de  los  extraiqeroB  eiiBoma. 

(OoDtíDÚa.) 

8UMABI0.— Obligaciones. — Base  de  ellas  la  stipulatio. — Obligaciones  ex 
lege,  qua^  ex  contractUy  quasi  ex  delicto.—'En  estos  últimos  se  aplicaba 
el  derecho  pretoríano. — Bl  prastor  peregrinus. — Magistratura  institui- 
da en  Boma  en  607. — ^Desarrollo  del  derecho  de  gentes. — Bste  dere- 
cho, la  jurisprudencia  y  las  decisiones  del  pretor  garantizaban  los 
derechos  del  extranjero. — Acciones  ficticias;  civitas  romana^fingitur pe- 
regrino.— Los  itálicos. — ^La  Constitución  de  Caracalla. — Blla  dio  á  los 
subditos  del  Imperio  la  ciudadanía  romana. — Dicha  Constitución  es 
el  complemento  de  la  revolución  social  iniciada  por  Servio,  los  Gra- 
cos  7  Mario,  personificada  después  en  César. — Bsta  revolución  pro> 
pendía  á  destruir  los  privilegios  de  la  ciudad  romana,  pretendiendo 
la  unidad  del  mundo  y  por  ende  la  de  la  humanidad. 

Voy  á  ocuparme  ahora  de  las  obligaciones.  C!omo  prece- 
dente debo  recordar  aquí,  que  lo8  peregrinos  no  gozaban  del 
ju8  cimle  por  no  ser  ciudadanos;  sin  embargo,  sus  obligacio- 
nes se  reglan  por  determinadas  acciones,  que  si  bien  tenían 
el  carácter  de  ficticias,  estaban  modeladas  por  las  que  el  de- 
recho romano  reconocía.  ^    . 

Según  sabemos,  en  este  derecho  la  stípiUaiio  era  el  verda- 
dero modo  de  obligarse,  siendo  también  concedida  al  extran- 
jero, aunque  los  romanos  se  reserraban  para  sí  la  fórmula 
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^andes-'^ne  spondeo;  por  consiguiente,  con  esta  sola  excepción, 
los  peregrinos  tenían  todas  las  modalidades  de  las  obligacio- 
nes, bajo  el  re  consenm^  pero  algo  restringidas  en  el  contrato 
literal;  á  este  efecto,  ellos  podían  contratar  válidamente  en- 
tre si  y  con  los  romanos,  bien  fuera  á  término  fijo,  bajo  con- 
dición ó  solidariamente. 

En  las  obligaciones  ex  lege  y  en  los  quasi  ex  cantractu  los 
extranjeros  estaban  sujetos  á  las  limitaciones  del  derecho  de 
familia,  establecido  con  motivo  de  su  condición;  y  en  los  de- 
litos y  cuasi  delitos  seguían  las  prescripciones  del  derecho 
pretoriano.  Finalmente,  como  el  extranjero  podía  obligarse, 
también  le  estaba  permitido  alegar  la  extinción  de  sus  obli- 
gaciones, aunque  el  pago  imaginario  conocido  en  aquel  dere- 
cho j?^  ees  et  librara^  al  que  se  refiere  el  jurisconsulto  Gayo, 
estaba  prohibido  á  los  peregrinos,  y  la  litis  contestación  sólo 
podían  alegarla  por  medio  de  la  excepción  reijudicata. 

Refiriéndome  á  las  acciones,  que  son  los  recursos  por  me- 
dio de  los  cuales  hacemos  valer  ante  la  justicia  nuestros  de- 
rechos, también  eran  acordadas  álos  extranjeros,  aunque  con 
las  limitaciones  consiguientes  á  su  condición;  pero  ¿ante  quién 
hacían  valer  estos  derechos?  Ante  el  prtBtor  peregrinus^  ma- 
gistratura sabiamente  establecida,  que  el  año  de  607  nació 
con  el  desenvolvimiento  del  derecho  de  gentes,  cuya  institu- 
ción hizo  sentir  su  benéfica  inñuencia  al  indicarse  las  nue- 
vas exigencias  sociales,  puesto  que  siendo  más  frecuentes  las 
relaciones  entre  los  romanos  y  los  extranjeros,  necesario  era 
que  una  magistratura  determinada,  especial,  se  encargara  de 
administrarles  la  justicia.  Admirable  institución  filé  ésta,  por- 
que cuando  la  ley  romana,  tan  restringida  para  el  peregrino, 
era  dudosa  ó  deficiente,  el  pretor  aplicaba  en  sus  decisiones 
el  jus  gentium^  la  equidad  y  por  ende  el  derecho  natural,  que 
es  el  derecho  universal  de  la  humanidad.  . 

En  efecto,  en  la  constante  lucha  con  las  estrechas  teorías 
del  jus  civüej  el  pretor  y  la  jurisprudencia  adoptaron,  como 
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un  medio  para  garantizar  á  los  extranjeros  sus  derechos,  las 
acciones  ficticias:  civitas  romana  fingitur  peregrinOj  acciones 
con  todas  las  modalidades  del  mismo  derecho  civil.  Estos 
avances  fueron  el  resultado  de  aquella  lucha  en  la  que  al  fin 
preponderó  el  derecho  de  gentes,  porque  él  se  sobreponía  á 
las  sutilezas  del  jiis  civile^j  recargado  de  formas  solemnes  que 
solamente  herían  la  imaginación  del  pueblo;  por  esta  razón, 
Cicerón  definía  el  derecho  de  gentes  con  elevado  criterio:  gpiod 
naiuralis  ratio  inter  amnes  Aomines  consUtuit 

QucKlaría  incompleto  el  presente  estudio,  si  no  me  refirie- 
ra á  los  italicij  los  cuales  ocupaban  entre  los  romanos  el 
primer  rango,  por  su  proximidad  á  Roma;  y  en  cuanto  á  su 
condición  jurídica,  podía  considerarse  como  intermediaria 
entre  la  de  los  latinos  y  los  peregrinos,  del  mismo  modo  que 
el  jus  laUi  la  constituía  entre  los  ches  y  los  peregríni. 

Las  ciudades  de  Italia,  habían  asegurado  su  libertad  y  su 
independencia,  por  medio  de  tratados,  ayudando  eficazmente 
á  los  romanos  en  las  guerras  que  tuvieron  que  soportar  en  el 
siglo  Y;  con  este  motivo,  fueron  considerados  como  aliados 
de  Roma,  civitates  fcederaUy  y  se  les  recompensó  con  el  jas 
commerciij  que  les  daba  el  dominio  ex  jure  QuiriHum  sobre 
sus  tierras,  eximiéndoles  de  todo  impuesto  con  relación  á  di- 
cha propiedad.  Sin  embargo,  el  jiis  italicum  tenía  en  su  ori- 
gen un  carácter  puramente  territorial,  aunque  se  ha  puesto 
en  duda  si  este  carácter  se  extendía  también  á  la  condición 
de  las  personas. 

Dos  sistemas  contrarios  resuelven  entre  los  expositores  del 
derecho  esta  cuestión;  el  primer  sistema  considera  el  jus  ita- 
licum como  un  privilegio  que  se  refiere  al  estado  de  las  per- 
sonas, igual  al  civitas  y  al  jus  latii;  así  opina  Ortolán,  de  acuer- 
do con  los  estudios  de  Beaufort,  Heineccio  y  Sigonio,  de  gran 
renombre  como  el  escritor  más  notable  del  siglo  XYI,  por 
haber  expuesto  metódicamente,  mejor  que  otros  publicistas, 
el  conjunto  de  las  instituciones  políticas  de  los  romanos. 
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En  el  segundo  sistema,  diametralroente  opuesto  al  ante* 
rior,  se  establece  que  el  jus  italicum  era  un  privilegio  acorda- 
do á  los  ciudadanos  y  no  á  los  particulares;  apóyanse  los  que 
asi  opinan  en  un  titulo  del  Digesto,  de  Censihus^  el  único 
que  se  refiere  al  jus  italicum^  y  en  el  que  se  dice  que  sola- 
mente  existían  tres  condiciones  ó  estados  de  las  personas,  á 
saber:  civeSy  latini  y  peregrini;  por  lo  tanto,  debe  concluirse, 
tal  es  mi  opinión,  que  el  jus  italicum  era  un  estatuto  real  y 
no  personal;  ¿pero  en  qué  consistía  este  derecho?  es  induda- 
ble que  los  elementos  que  lo  constituían  eran  tres:  la  libertad 
política,  la  dispensa  de  derechos,  y  la  capacidad  de  adquirir 
la  propiedad  quiritaria  sobre  el  suelo.  En  cuanto  á  la  liber- 
tad política,  nadie  se  había  ocupado  de  este  derecho  antes 
que  M.  de  Savigny  y  M.  Giraud,  fundando  su  opinión  estos 
publicistas  en  un  texto  de  XJlpiano,  quien  designa  con  el  nom- 
bre de  república,  una  de  estas  colonias  itálicas,  las  cuales  te- 
nían una  magistratura  de  jurisdicción  propia.  Por  otra  par- 
te, la  numismática  ha  suministrado  á  estos  autores  otro  ar- 
gumento, porque  en  las  medallas  de  las  ciudades  itálicas  se 
encontraba  grabado  un  sileno  de  pie,  con  la  mano  levantada, 
y  segúta  Servio  y  Eckel  este  signo,  idéntico  al  de  Marsyas, 
era  el  emblema  de  las  ciudades  independientes:  Libertatís  in- 
dicium  est,  gui  erecta  manu  testatur  níhil  urhi  deesse. 

Además,  ciertas  leyes  de  Honorio,  relativas  á  la  Galla, 
que  se  encuentran  en  el  Código  de  Teodosiano,  nos  indican, 
según  una  Constitución  de  409,  que  algunas  ciudades  de  aque- 
lla provincia  gozaban  del  jus  italicum^  y  tenían  magistrados 
municipales  llamados  principales,  siendo  éstos  los  que  presi- 
dían la  curia;  primus  curiam  rexerit.  En  confirmación  de  lo 
anteriormente  expuesto,  paréceme  oportuno  insertar  aquí  los 
términos  de  dicha  Constitución,  en  la  parte  conducente:  Pía- 
cuit  principales  viros  e  curia  in  Gallias  non  ante  dicedere^  quam 
quindecemvirum  in  ordinis  sui  administratione  compleverintj  per 
qwB  anncrum  moderata  curricula  impleant  patriae  gratiam 
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NeGquemquam  convenit  constituía  salubrit^  annorum  spatia 
recusare^  guando^  expletis  omniJms  spUndoris  et  honoris  orna- 
menta succedunt.  Sane^  quoniam^principalem  locum^  et  gtiber- 
nacida  urbium  probatos  administrare,  ipsa  magnitude  deposcit 
sine  ordinis  prcejtcdiciSj  consensu  curice  eligendos  esse  censemus^ 
qui  contemplatione  actunm^  omnium  possint  responderé  judicio^ 
etc.,  etc. 

El  segundo  elemento  sobre  dispensa  de  impuestos,  que 
acordaba  el  ji^  itálicum^  era  de  una  importancia  notoria,  por- 
que todos  los  que  habitaban  las  provincias  del  Imperio,  si 
eran  dueños  de  algún  predio  ó  de  inmuebles,  pagaban  el  im- 
puesto \[Bia2Áo  possessores^  ó  un  impuesto  personal  denomi- 
nado tributara  si  no  poseían  aquellos  bienes;  en  consecuen- 
cia, este  privilegio  se  derivaba  del  jus  italicum^  que  llevaba 
en  si  la  dispensa  de  esta  contribución. 

Finalmente,  el  tercer  elemento  que  constituía  aquel  dere- 
cho, fué  que  el  suelo  itálico  era  entonces  susceptible  de  pro- 
piedad, conforme  al  Derecho  romano,  porque  los  demás  po- 
seedores de  tierras  provinciales  no  eran  propietarios,  sino 
simples  poseedores,  pues  bien  se  sabe,  que  el  pueblo  romano 
como  vencedor,  tenía  el  daminium;  aunque  sólo  las  tierras 
itálicas  gozaban  de  aquellos  privilegios. 

En  la  brevísima  síntesis  que  antecede,  he  procurado  expo- 
ner, cuál  era  en  sus  rasgos  más  salientes  la  condición  jurídi- 
ca de  los  extranjeros  en  los  pueblos  de  la  antigüedad,  es  de- 
cir, entre  los  egipcios,  los  escitas,  los  atenienses  y  los  corin- 
tios, deteniéndome  en  Roma  para  estudiar  aquella  condición, 
bajo  el  punto  de  vista  de  su  admirable  legislación,  que  depu- 
rada por  la  posteridad,  se  la  ha  considerado,  sin  embargo, 
como  la  razón  escrita;  pero  no  puede  olvidarse  que  hubo  un^t 
época  entre  los  romanos  en  la  que,  el  que  no  era  ciudadano 
no  tenía  ningún  derecho.  Bajo  este  aspecto,  se  observa  eu 
ellos  aquel  orgullo  nacional,  ó  para  mejor  expresarme,  ese 
egoísmo  ó  fiereza  que  caracteriza  al  pueblo  romano  y  que  I9 
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llevó  á  la  conquista  del  mundo:  cives  Bomanus  sum,  era  el 
gran  título  con  que  ellos  se  envanecían,  prefiriendo  la  muer- 
te antes  que  perderlo;  por  último,  el  mismo  pueblo  tenia  por 
divisa  la  siguiente  frase  de  Virgilio'  en  su  Eneida:  Venceré 
urbes^  parcere  subjectü  et  debellare  superbos! 

Hemos  indicado,  que  antes  de  la  época  del  derecho  cl&sico 
y  aun  en  dicha  época,  los  extranjeros  no  tenían  derechos  ci- 
viles ni  políticos,  y  por  lo  tanto,  atribuirse  el  título  de  ciuda* 
daño  romano,  era  un  crimen  capital,  castigado  con  la  pena 
de  muerte,  según  refiere  Seutonio.  Qui  falso  se  pro  cive  Ro- 
mano gerebat civitate  qui  Bomanam  usurpantes^  securi  per- 

cutiebantur;  sin  embargo,  sus  conquistas  los  acercaron  á  otros 
pueblos,  y  la  sumisión  de  los  itálicos  determinó  hacia  Roma 
una  corriente  de  inmigración  extranjera;  en  efecto,  Pomponio 
decía:  Multa  turba  peregrinorum  in  civitatem  venerat. 

En  consecuencia,  los  extranjeros  se  avecindaban  en  Roma 
para  ejercer  el  comercio,  las  industrias  y  las  artes,  profesio- 
nes comunmente  despreciadas  en  aquella  ciudad,  en  la  que 
preponderaban  los  instintos  guerreros  y  el  afán  de  las  con- 
quistas. Con  este  motivo,  la  presencia  de  los  peregrinos  daba 
ocasión  á  innumerables  controversias  entre  ellos  mismos  y 
aun  con  los  romanos;  de  tal  estado  nació  la  necesidad  de 
instituir  una  Magistratura,  el  pretor  de  los  peregrinos,  quien 
debía  resolver  aquellas  controversias,  conforme  á  la  condi- 
ción legal  acordada  en  Roma  á  los  extranjeros,  en  los  térmi- 
nos que  acabo  de  expresar,  y  en  todo  lo  que  se  referia  á  los 
derechos  de  familia,  á  los  reales,  á  las  obligaciones  y  á  las 
acciones.  Sin  embargo,  como  el  jus  gentium  y  el  jus  naturale 
se  desarrollaban  con  toda  la  alteza  de  sus  humanitarios  prin- 
cipios, el  pretor  extendía  al  extranjero  la  universalidad  de 
estos  beneficios,  constituyendo  una  jurisprudencia  especial  y 
determinada,  cuyo  fin  tendía  á  conceder  al  peregrino,  aun- 
que ficticio,  el  derecho  de  ciudad:  Civilas  romana  fingilur  pe- 
regrino. 


Continuando  en  la  sucesión  de  los  tiempos  los  memora- 
bles hechos  que  siguieron  á  esta  época,  debo  expresar  aquí, 
para  resumir,  que  la  revolución  social  iniciada  por  Servio 
por  los  Gracos  y  por  Mario,  de  la  que  César  fué  el  alma, 
pretendiendo  unificar  el  derecho,  y  con  él  el  Imperio,  tuvo  al 
fin  plena  confirmación  en  la  célebre  Constitución  de  Caraca- 
lia,  porque  en  virtud  de  ella,  todos  los  subditos  del  Gran  Im- 
perio recibieron  la  investidura  de  la  burguesía  romana;  aun- 
que habia  perdido  de  tal  manera  su  prestigio  aquel  privile- 
gio, que  el  mismo  Justiniano  olvidó  en  su  Novela  78,  desig- 
nar al  autor  de  tan  renombrada  Constitución;  en  efecto,  dice 

asi:  Sicut  enim  Antoninua  Piu8  cognominaiur jua  romance 

civitaiis  prius  ab  unoquogue  subjectarum  petiturj  et  taliter  ex  iis 

qui  vocantur  peregrini  ad  Bamanam  ingenuitatem  deducen» 

S^ún  se  observa,  aquel  Emperador  padeció  lamentable  equi- 
vocación, atribuyendo  dicha  Constitución  á  Antonino  Fio, 
porque  hoy  nadie  duda,  que  ella  se  debe  á  Antonino  Caraca* 
Ha,  quien  reinó  en  la  época  en  que  vivía  el  jurisconsulto  XJl- 
piano. 

Créese,  sin  embargo,  que  esta  extensión  del  derecho  de  ciu- 
dad á  todos  los  subditos  del  Imperio,  tuvo  un  fin  determina- 
damente fiscal,  porque  asi  quedaba  sin  efecto  la  dispensa  de 
impuestos  de  que  gozaban  los  extranjeros.  Respetando  esta 
opinión,  sustentada  por  notables  publicistas,  juzgo  que  no  es 
necesario  un  atento  espíritu  de  observación  para  hallar  el 
génesis  de  la  Constitución  de  Caracalla  en  la  revolución  so- 
cial, de  la  cual  César  fué  el  pensamiento,  permaneciendo  ella 
en  pie  á  pesar  de  haber  regado  el  suelo  de  Roma  con  su  san- 
gre, antes  que  él.  Servio,  los  Gracos  y  Mario.  En  esta  gran 
revolución  resplandecía  el  genio  de  la  idea  expansiva,  que 
era  de  suyo  plebeya,  y  que  al  fin,  después  de  sangrienta  lu- 
cha, había  de  triunfar  con  el  Imperio,  que  al  dar  al  mundo 
su  unidad,  debía  igualar  á  todos  los  pueblos,  bajo  la  univer- 
salidad de  un  solo  derecho,  el  Derecho  Romano,  que  hoy 
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mismo,  en  los  albores  del  siglo  XX,  es  el  verbo  de  nuestra 
actual  adelantada  legislación,  y  el  numen  que  preside  núes* 
tros  Tribunales  en  la  administración  de  la  justicia. 

No  me  es  posible  detenerme  en  la  enumeración  de  los  ina- 
preciables, de  los  grandes  beneficios  que  la  unidad  del  Impe- 
rio  aportó  al  mundo  en  aquella  edad,  y  su  trascendencia  en 
la  historia  de  la  humanidad;  bastará  á  mi  intento  apuntar 
aquellos  que  por  su  importancia  no  deben  olvidarse,  por  lo 
menos  en  la  esfera  del  derecho. 

En  la  época  de  la  República,  éljus  Quirítiumj  el  exiguo  y 
privilegiado  derecho  de  ciudad,  preponderó,  en  él  se  refleja* 
ba  el  estrecho  recinto  de  las  siete  colinas  de  Roma;  y  la  idea 
exclusivista  de  ciudadanía,  no  podía  llegar  á  la  concepción 
de  una  noción  más  elevada,  á  la  del  hombre;  pero  como  la 
indefectible  ley  del  progreso  se  impone  en  la  historia  con  po- 
der incontrastable,  aquella  idea  tuvo  plena  confirmación,  por- 
que  al  advenimiento  del  Imperio,  el  derecho  se  humanizó,  y 
la  legislación  romana  fué  en  dicha  época  la  carta  de  ciudada- 
nía de  toda  la  humanidad;  el  extranjero  llegó  á  ser  ciudada- 
no, y  la  ley  de  otras  gentes  pasó  á  ser  también  el  derecho  de 
Roma,  porque  el  pretor,  distinguiendo,  separando  y  estudian- 
do, pronunciaba  sus  sentencias  conforme  á  las  leyes  venidas  de 
fuera,  puesto  que,  ellas  representaban  el  derecho  de  la  humani- 
dad, que  en  su  concepto  más  concreto  se  llamó  el  jusgentium^ 
del  que  nació  después,  con  los  estoicos  y  con  los  jurisconsul- 
tos, el  derecho  natural,  es  decir,  la  filosoña  del  derecho  en 
todas  sus  manifestaciones.  En  consecuencia,  Roma,  que  antes 
había  considerado  á  los  extranjeros  como  enemigos  ó  como 
huéspedes,  elevaba  sin  embargo,  al  trono  del  Imperio,  al  es- 
pañol Trajano,  al  godo  Máximo  ó  al  oriental  Heliogábalo,  y 
merced  á  esta  universalidad  del  genio  de  aquella  edad,  que 
llamaba  á  todos  los  pueblos  á  gozar  en  Roma  del  derecho  de 
ciudad,  llegaron  á  ella  Séneca,  Lucano,  Marcial,  Petronio  y 
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otros  ingenios  no  menos  renombrados,  cuyo  elevado  espíritu 
debía  dar  nuera  vida  á  la  literatura  latina. 

Basta  lo  expuesto,  y  voy  á  resumir.  El  pensamiento  de  la 
revolución  social  fué  César;  su  organización  Augusto;  Tibe- 
rio, la  venganza  contra  el  pasado,  y  por  último,  la  fiebre,  el 
delirio  de  aquella  revolución  fué  Caligula;  cierto  es,  que  el 
Imperio  á  quien  ella  dio  vida  se  levantó  entre  la  devastación 
y  se  anegó  en  arroyos  de  sangre,  pero  tal  es  la  ley  de  la  his- 
toria, porque  la  humanidad  ha  pasado  siempre  por  estos 
amarguísimos  trances.  En  efecto,  el  mundo  parecía  entonces 
inmenso  panteón  en  donde  yacían  muertas  las  antiguas  ins- 
tituciones de  los  romanos,  sus  magistraturas,  sus  gloriosas 
conquistas,  la  vencida  aristocracia,  los  tribunos,  los  censores, 
y  por  último,  sus  dioses  paganos  y  sus  sacerdotes;  y  sobre 
todas  estas  ruinas,  levantábase  airada  la  aterradora  y  fe- 
roz figura  de  los  Emperadores.  Sin  embargo,  Tiberio  consu- 
ma la  revolución  iniciada  por  los  Gracos  estableciendo  el 
crédito  territorial  sin  interés;  Nerón,  el  asesino  de  su  propia 
madre,  declara  gratuita  la  administración  de  justicia;  Clau- 
dio, el  marido  de  Mesalina,  proscribe  la  tortura  y  hace  in- 
violable la  vida  del  esclavo;  Domiciano  nivela  al  caballero  y 
al  plebeyo;  Cómmodo  ampara  con  una  ley  á  la  esclava  con- 
tra los  desmanes  de  sus  señores;  y  finalmente,  para  coronar 
la  obra  de  la  gran  revolución  scfcial,  Caracalla,  el  torpe,  el 
asesino,  concede  á  todos  los  subditos  del  Imperio  el  derecho 
de  ciudadanía.   Por  último,  resplandece  en  aquella  época  un 
hecho  más  duradero,  más  glorioso  aún,  que  todas  las  innume- 
rables conquistas  de  aquel  gran  pueblo,  el  Derecho  romano, 
que  en  su  dualidad  con  la  idea  cristiana,  es  el  fundamento  de 
la  adelantada  y  humanitaria  legislación  de  la  moderna  edad. 

Bajo  la  impresión  de  estas  ideas,  ¿podrá  afirmarse  que  la 
célebre  Constitución  de  Caracalla  tuvo  por  objeto  llenar  las 
arcas  del  Erario  del  Imperio,  cuando  ella  llegó  al  fin  á  con- 
sumar la  radical  revolución  social,  encarnada  en  la  idea  de 
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la  unidad  del  mundo,  ingente  necesidad  vinculada  en  la  mis- 
ma naturaleza  humana?  Yo  no  puedo  subscribir  aquella 
opinión,  y  por  las  razones  históricas  y  filosóficas  expresadas, 
me  declaro  contrario  á  ella.  Tal  es  mi  sentir. 


CAPITULO  VI. 


La  teoría  de  los  Estatutos  y  su  evolución  histórica  hasta  la 
promulgadón  del  Código  de  Napoleón. 

STTHAEIO. — ^La  teoría  de  los  estatutos  apareció  con  el  renacimiento  del 
Derecho  romano. — La  escuela  italiana,  fundada  por  Bartolo,  A.  de 
Bosate  y  Baldo,  dio  nacimiento  á  dicha  teoría. — Ella  fué  modifica- 
da en  Francia  por  D' Argén tré,  á  quien  siguieron  otros  jurisconsultos, 
fundándose  la  escuela  francesa. — Pablo  y  Juan  Yoet  y  Huber,  con- 
tinuaron  en  los  Países  Bajos  aquellas  modificaciones. — Esto  did  lu- 
gar á  la  nueva  escuela  que  se  llamó  holandesa,  seguida  principal- 
mente en  Inglaterra. — Concepto  histórico  de  la  teoría. — Sus  vicios 
radicales. — Sin  embargo,  ella  pasó  á  la  legislación  moderna  con  el 
Código  de  Napoleón. — Los  adelantos  de  las  ciencias  jurídicas  hacen 
inaceptable  la  teoría,  por  lo  menos  en  todas  sus  consecuencias. — El 
Derecho  internacional  privado  tiende  á  renovarla. 

Habiéndome  ocupado  en  los  capítulos  que  anteceden  de  la 
condición  jurídica  de  los  extranjeros  en  la  antigüedad  y  prin- 
cipalmente en  Roma,  se  impone  como  complemento  de  dichos 
estudios  el  que  nos  lleva  á  conocer  la  t^eoria  de  los  estatutos, 
que  apareció  en  la  Edad  Media  con  el  renacimiento  del  De- 
recho romano,  y  á  la  cual  dio  vida  la  escuela  italiana  de  los 
post  glosadores,  fundada  en  el  siglo  XIV  por  Bartolo,  Baldo 
y  Alberico  de  Rósate. 

Escaso  espíritu  de  observación  sería  necesario  para  desco- 
nocer que  aquella  teoría,  si  no  en  sus  rasgos  generales,  ha  si- 
lo 
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do,  por  lo  menos  en  sus  detalles,  un  verdadero  caos;  su  con- 
cepto histórico  y  el  desenvolvimiento  de  dicha  doctrina,  asi 
nos  lo  demuestran;  por  cuyo  motivo,  en  el  estado  actual  de  la 
ciencia,  ella  va  decayendo  por  deficiente,  debiendo  ser  reem- 
plazada conforme  álos  principios  en  que  pretende  informarse 
el  Derecho  internacional  privado,  en  nuestra  época. 

En  efecto,  y  concretando  toda  esta  materia  en  breve  sín- 
tesis, no  debe  olvidarse  que  la  teoría  de  los  estatutos  se  for- 
mó con  el  conjunto  de  reglas  doctrinales  fijadas  por  los  ex- 
positores del  derecho,  desde  los  albores  del  siglo  XIV,  con 
el  objeto  de  resolver:  1^,  los  conflictos  de  las  leyes  locales  de 
cada  país,  y  2^,  el  de  las  leyes  nacionales,  dado  el  estado  so- 
cial de  aquella  edad,  habiendo  llegado  á  formar  jurispru- 
dencia algunas  de  estas  reglas;  sin  embargo,  si  sometemos  á 
razonada  crítica  aquella  teoría,  observamos  desde  luego  en 
ella  la  falta  de  unidad  que  era  tan  natural  en  aquella  remota 
época,  por  la  diversidad  del  medio  en  que  se  desarrolló,  lle- 
gando así  hasta  fines  del  siglo  XVIII;  aunque  no  puede  des- 
conocerse, á  pesar  de  la  extrema  movilidad  de  la  doctrina  es- 
tatutaria, que  sus  principios  fundamentales  son  la  base  en  la 
que  se  ha  inspirado  todo  el  estudio  en  esta  materia,  fijándose 
la  división  de  las  leyes  en  reales,  personales  y  mixtas,  con  la 
escuela  italiana,  surgiendo  de  ella  después  la  francesa  y  la  ho- 
landesa. 

La  escuela  italiana  débese  á  Bartolo,  el  gran  jurisconsulto 
del  siglo  XIV;  su  doctrina  se  caracteriza  por  el  espíritu  de 
justicia  en  que  se  inspiró,  y  por  su  método.  Gomo  en  Italia 
las  ciudades  eran  independientes,  también  lo  fueron  sus  esta- 
tutos; por  lo  tanto  los  autores,  en  aquella  nación,  aunque  sin 
un  sistema  preconcebido,  se  aplicaron  á  estudiar  los  conflic- 
tos suscitados  entre  los  estatutos,  para  encontrar  las  solucio- 
nes que  fueran  más  convenientes,  limitándose  á  distinguir 
las  leyes  en  reales,  en  personales  y  en  mixtas. 

Lur  doctrina  de  los  jurisconsultos  italianos,  se  ej^tendió  á 
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Francia,  Bélgica  y  Alemania,  pero  modificada  en  Francia, 
dio  lugar  á  una  nueva  escuela  que  nació  con  los  estudios 
d'Argentré;  á  este  efecto,  no  debe  olvidarse  que  el  principio 
de  la  territorialidad  estricto  y  absoluto  de  las  leyes,  se  debe 
á  la  época  feudal;  entonces  las  costumbres  rivales  eran  sobe- 
ranas, y  por  esta  razón  las  concesiones  mutuas  consagradas 
en  los  estatutos  de  Italia  no  pudieron  extenderse  á  los  países 
en  que  preponderaba  el  feudalismo;  en  consecuencia,  bajo  la 
influencia  del  medio  social  en  que  vivía  aquella  sociedad, 
d'Argentre,  ñindado  en  la  soberanía  de  las  costumbres,  esta- 
bleció la  escuela  francesa  sobre  la  base  de  la  territorialidad 
estricta  y  absoluta  de  las  leyes,  aunque  atenuada  en  parte, 
con  el  respeto  á  las  leyes  extranjeras  concernientes  al  estado 
y  capacidad  de  las  personas,  doctrina  inspirada  en  la  «teoría 
bartolista.  Así  se  constituyó  la  escuela  francesa,  á  la  cual  se 
adhirieron  los  más  notables  publicistas  de  los  Países  Bajos 
y  de  Alemania,  prevaleciendo  en  Francia  sus  enseñanzas 
hasta  la  promulgación  del  Código  de  Napoleón. 

Los  Voet  y  Huber  fundaron  en  el  siglo  XVII  la  escuela 
holandesa,  separándose  de  las  doctrinas  d'Argentre.  En  aquel 
país  el  espíritu  feudal  no  había  desaparecido,  y  bajo  su  in- 
fluencia el  derecho  se  aplicaba  teniendo  en  cuenta  la  estricta 
territorialidad  de  las  costumbres,  concediéndose  la  extrate- 
rritorialidad como  una  gracia;  en  resumen,  la  teoría  de  los 
estatutos,  en  la  escuela  holandesa,  puede  condensarse  en  la 
siguiente  frase:  'Ma  independencia  soberana  de  las  leyes,  era 
atenuada  en  determinados  casos  por  la  cortesía  internacio- 
nal." 

Ocupándome  ahora  del  origen  de  la  teoría  de  los  estatutos, 
por  más  que  se  pretenda  desconocer  su  filiación,  la  cual  ob- 
servo en  el  Derecho  romano,  asegurándose  que  ha  nacido  ba- 
jo la  influencia  de  la  feudalidad,  formada  de  pequeños  Esta- 
dos, cuyos  subditos  encontraban  en  sus  relaciones  jurídicas 
el  inconveniente  de  la  diversidad  de  sus  ,leyes  y  costumbres 
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locales,  por  cuyo  motivo  se  estableció  en  este  medio  social, 
como  un  principio  ineludible,  la  territorialidad  del  derecho, 
lo  cierto  es,  que  dicha  teoría  la  hallamos  indicada  en  la  com- 
binación de  la  territorialidad  del  derecho,  principio  que  na- 
ció con  el  individualismo  de  las  razas  germánicas,  cuando 
comenzaron  á  radicar  en  el  suelo,  y  la  idea  de  justicia  inspi- 
rada por  el  derecho  romano,  unidos  ambos  elementos  á  las 
tendencias,  á  la  equidad,  consagradas  en  las  obras  de  los  ju- 
risconsultos, quienes  procuraban  reaccionar  contra  la  misma 
territorialidad  del  derecho. 

Bajo  la  impresión  de  estas  ideas,  ha  escrito  M.  Yoigt  un 
profundo  y  acabado  estudio  sobre  la  ''Colisión  de  derechos 
según  los  principios  jurídicos  romanos,"  obra  notabilísima 
que  afirma  mis  convicciones,  las  antes  enunciadas.  Por  otra 
parte,  no  debe  olvidarse  que  en  España,  el  Fuero  Juzgo  que 
apareció  en  el  siglo  VII  y  el  Código  de  las  Partidas  en  el  XIII,' 
notables  monumentos  ambos,  de  adelantada  legislación,  aun 
bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  de  gentes,  contenían  algu- 
nas disposiciones  relativas  á  estos  conflictos,  y  no  es  posible 
desconocer  que  en  su  texto  y  en  su  razón  filosófica,  predomi- 
nó el  derecho  romano;  pues  bien,  en  aquellos  siglos  aún  no  na- 
cía la  teoría  de  los  estatutos,  que  apareció  en  Italia  con  Bar- 
tolo, Rósate  y  Baldo,  en  la  primera  mitad  del  siglo  XIV. 

Cómo  se  desarrollaron  estas  teorías  desde  que  la  escuela 
italiana  las  presentó  en  un  cuerpo  de  doctrina  en  el  siglo 
XIV,  dando  nacimiento  después  á  las  escuelas  francesa  y 
holandesa,  ya  lo  hemos  indicado,  aunque  limitando  nuestro 
estudio  á  las  consideraciones  más  generales  de  los  juristas 
que  han  dado  distintas  direcciones  á  la  teoría,  según  que  ha- 
yan pertenecido  á  alguna  de  las  tres  escuelas,  representadas 
por  Bartolo  en  Italia,  D'Argentré  en  Francia,  y  Voety 
Huber,  estos  últimos,  fundadores  de  la  escuela  holandesa, 
adoptada  en  Inglaterra,  en  cuya  nación  nunca  prosperó  el 
estudio  del  derecho  romano,  preponderando  en  ella  el  siste- 
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ma  feudal,  precisamente  en  la  época  en  que  se  controvertía 
en  el  Continente  la  teoría  de  los  estatutos. 

Sintetizado  el  concepto  histórico  de  esta  doctrina,  se  im- 
pone como  consecuencia  el  estudio  critico  de  ella,  si  como  se 
asegura,  dicha  teoría  informó  el  artículo  3^  del  Código  de  Na- 
poleón y  también  las  legislaciones  que  le  siguieron  en  el 
siglo  XIX. 

Aquella  teoría,  sometida  á  razonado  criterio,  aunque  con- 
tenia una  parte  muy  estimable  por  cierto,  de  verdad  jurídi- 
ca, entrañaba,  sin  embargo,  vicios  radicales  que  la  alteraron 
profundamente.  En  efecto,  para  precisar  éstos,  basta  á  mi 
propósito  indicar  dos  que  son  fundamentales:  el  primero  se 
refiere  á  la  extensión  que  se  dio  á  dicha  doctrina,  la  que 
filé  más  allá  de  los  limites  de  su  propio  dominio,  y  el  segun- 
do defecto  proviene  de  los  mismos  jurisconsultos  que  la 
desarrollaron,  quienes  preocupados,  se  dejaron  dominar  de 
la  idea  de  que  la  soberanía  territorial  entrañaba  la  reali- 
dad de  las  leyes,  como  una  consecuencia  necesaria;  por  lo  es- 
puesto, y  bajo  estos  dos  aspectos,  es  indudable  que,  desde  su 
nacimiento  y  en  sus  transformaciones,  estaba  herida  de  vi- 
cios radicales,  que  reconocidos  en  el  derecho  moderno,  la  ha- 
cen inaceptable,  por  lo  menos  en  sus  consecuencias  jurídicas; 
por  cuyo  motivo,  hay  en  nuestra  época  ingente  necesidad  de 
reemplazar  la  indicada  teoría  con  las  nuevas  que  hoy  se  im- 
ponen con  los  adelantos  de  las  ciencias  jurídicas. 

De  esta  evolución  paso  á  ocuparme  en  el  capítulo  siguien- 
te, aunque  tan  brevemente  como  me  lo  permita  ln  índole  de 
estos  estudios. 


CAPITULO  VIL 


La  teoría  de  los  Estatutos  en  el  siglo  XIX.— Su  influeneia 
sobre  el  Dereeho  intemaeional  privado. 

(Continúa.) 

SUMABIO. — La  revolución  francesa  preparó  el  advenimiento  de  la  Co- 
dificacíÓD  del  siglo  XIX. — Sin  embargo,  la  teoría  de  los  estatutos 
prevaleció  en  el  Código  civil  de  Napoleón  en  materia  de  extranjería. 
— Sa  art.  3?  prueba  esta  afirmación. — Dicha  teoría  está  herida  de 
vicios  radicales. — En  consecuencia,  con  las  nuevas  doctrinas  preten- 
de darse  distinta  orientación  á  estos  estudios,  ñindándose  en  ellas  la 
solución  del  conflicto  de  leyes. —  Autores  que  la  han  sustentado 
y aechter  y  Savigni. — No  debe  aceptarse  la  nueva  teoría  en  todas  sus 
consecuencias. — Príncipios  en  que  se  ha  pretendido  ñindar  el  Dere- 
cho  internacional  privado  en  el  siglo  XIX,  y  publicistas  más  renom- 
brados.— Bn  los  Estados  Unidos  de  América,  Inglaterra  y  Alemania. 
— ^Francia,  Bélgica,  Holanda,  Suiza,  España. — América  del  Sur,  la 
Argentina. — México. — Italia  establece  una  nueva  escuela. — Su  fun- 
dador, el  ilustre  Mancini,  levanta  la  base  del  Derecho  internacional 
privado  en  la  nacionalidad  del  individuo. — Es  el  principio  de  la  per- 
sonalidad de  las  leyes. 

Acabo  de  resefiar,  aunque  sintéticamente,  el  nacimiento  de 
la  teoría  de  los  Estatutos  con  la  escuela  italiana  del  siglo 
XlVy  después  sus  transformaciones  en  Francia  con  las  doc- 
trinas d'Argentré,  Dumoulin,  Gui  Coquille  y  otros  juriscon- 
sultos, y  por  último  me  referí  á  la  escuela  holandesa  del 
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siglo  XVII,  á  la  cual  dieron  vida  Pablo  y  Juan  Voet  y  Hu- 
ber;  en  consecuencia,  debo  ocuparme  del  estudio  de  dicha 
teoría  en  el  siglo  XIX,  que  acaba  de  pasar,  dejando  al  siglo 
actual  como  inviolable  herencia,  un  espíritu  eminentemente 
científico,  que  los  que  hoy  vivimos,  debemos  recibir  como  al- 
boradas de  luz  que,  iluminando  nuestra  razón  y  nuestra  con- 
ciencia, deberá  guiarnos  por  los  senderos  de  la  verdad. 

A  fines  del  siglo  XVIII,  la  revolución  francesa  conmovió 
los  cimientos  del  viejo  edificio  social,  que  cayó  destrozado  al 
influjo  de  las  nuevas  ideas,  y  ^^a  declaración  de  los  derechos 
del  hombre,"  que  cambió  radicalmente  el  Derecho  público  de 
aquella  época,  dio  nueva  orientación  al  derecho  y  por  ende  á 
la  legislación  y  á  las  ciencias  jurídicas;  pero  la  Francia  fué 
más  allá  con  su  gran  revolución,  porque  la  Asamblea  Cons- 
tituyente, su  órgano  más  poderoso,  compuesto  de  un  grupo 
de  titanes,  exclamaba  en  un  día  de  entusiasmo:  "todos  los 
pueblos  de  la  tierra  deben  gozar  de  los  sagrados  é  inviolables 
derechos  de  la  humanidad  en  el  seno  de  la  Francia  libre;" 
y  sin  embargo,  cien  años  después,  hemos  oído  en  el  Parla- 
mento francés  á  los  descendientes  de  los  Convencionales  pe- 
dir, como  medida  económica,  la  expulsión  de  los  extranjeros 
de  Francia. 

La  codificación  imperial  unificó  en  esta  nación  toda  su  le- 
gislación, Jinspirada,  por  lo  menos  en  la  parte  penal,  en  las 
ideas  utilitarias  de  Benthan.  Su  Código  civil  se  ocupó  de  los 
extranjeros  en  el  artículo  3^,  observándose  en  este  precepto, 
por  más  que  se  pretenda  dudarlo,  que  su  filiación  debe  ha- 
llarse en  la  teoría  de  los  estatutos,  en  la  cual  se  inspiraron 
también  las  legislaciones  que  siguieron  en  ambos  Continen- 
tes la  codificación  francesa.  Para  evitar  dudas  y  en  confir- 
mación de  las  ideas  que  anteceden,  basta  dirigir  nuestras 
miradas  á  los  textos  coetáneos  del  Código  civil,  para  conocer 
con  la  debida  precisión,  la  mente  del  legislador.  Portalis  se 
expresa  asi:  ^'Siempre  se  han  distinguido  las  leyes  relativas 
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al  estado  y  á  la  capacidad  de  las  personas,  y  aquellas  que  ri- 
gen la  disposición  de  los  bienes;  las  primeras  son  llamadas 
personales  y  las  segundas  reales;^^  pero  si  se  quiere  obtener 
un  dato  irrecusable,  oigamos  al  tribuno  Faure:  ''El  articu- 
lo 3^y  decía,  contiene  las  principales  bases  de  una  materia 
conocida  en  el  derecho,  bajo  el  titulo  de  estatuto  personal  y  es- 
tatuto reaV^  Sin  embargo,  no  creo  que  la  teoría  indicada  sea 
exclusivamente  la  que  haya  fundamentado  el  precepto,  por- 
que sus  aplicaciones  y  la  jurisprudencia  establecida,  van  se- 
parándose de  ella  constantemente,  por  los  vicios  radicales  que 
la  hacen  inaceptable;  pues  hoy  mismo,  en  el  Continente  y  aun 
en  Francia,  se  discute  entre  los  publicistas  y  en  los  tribuna- 
les el  carácter  personal  ó  real  de  este  ó  aquel  estatuto. 

Siguiendo  en  el  pasado  siglo  XIX  aquella  teoría,  observa- 
mos que  en  Alemania  la  ciencia  ha  pretendido  demostrar  su 
fragilidad  y  las  contradicciones  á  que  su  interpretación  se 
presta;  á  cuyo  efecto,  con  las  teorías  de  sus  más  ilustres  pu- 
blicistas, Vaechter  y  Savigni,  parece  darse  distinta  orienta- 
ción á  estos  estudios,  fundándose  en  ellas  la  solución  del  con- 
flicto de  leyes;  el  último  jurisconsulto  establece  en  toda  esta 
materia  como  principio  inconcuso,  que  es  preciso  determinar 
previamente,  en  cada  relación  jurídica,  el  dominio  del  dere- 
cho, que  sea  más  conforme  á  la  naturaleza  propia  y  esencial 
de  esta  relación  para  aplicar  la  ley  del  lugar  en  donde  se  ha 
reconocido  que  dicha  relación  jurídica  tiene  su  asiento.  Yo 
creo  que  á  pesar  de  la  reconocida  autoridad  del  ilustre  fun- 
dador de  la  teoría,  ella  no  debe  ser  generalmente  adoptada, 
aunque  no  hay  duda  de  que,  en  casos  dados,  conducirá  á  re- 
sultados satisfactorios. 

Antes  de  ocuparme  de  la  doctrina  de  la  nueva  escuela  ita- 
liana, y  procurando  seguir  la  evolución  de  los  principios  en 
que  se  ha  pretendido  fundar  el  derecho  internacional  priva- 
do en  el  siglo  pasado,  debo  detenerme  en  la  tesis  sostenida 

por  los  jurisconsultos  de  los  Estados  Unidos  de  América  y 
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de  Inglaterra.  Bastante  conocida  es  la  organización  política 
y  social  de  aquella  República,  en  la  que  los  Estados  de  la 
Unión  han  conservado  siempre  su  autonomía  en  las  cuestio- 
nes que  se  relacionan  con  el  derecho  internacional  privado; 
aunque  no  han  sido  desconocidas  por  sus  jurisconsultos  las 
teorías  que  en  el  Continente  europeo  resolvían  comunmente 
los  conflictos  de  leyes;  sin  embargo,  no  existían  en  aquellos 
Estados,  determinados  principios,  ni  preceptos  conducentes 
en  su  legislación,  ni  aún  la  ciencia  se  había  dedicado  á  esta 
clase  de  estudios.  Con  tal  motivo,  no  es  posible  olvidar  los 
naturales  atavismos  á  que  se  haya  sometido  dicho  país,  ori- 
ginario de  la  raza  anglo-sajona,  es  decir,  de  Inglaterra,  na- 
ción que  siempre  ha  vivido  alejada  del  Continente,  poseyendo 
hace  varios  siglos  la  ventaja  de  contar  con  una  legislación  uni- 
forme, habiendo  sido  extraña  á  la  teoría  de  los  estatutos,  tan 
debatida  en  el  resto  de  la  Europa,  desde  que  nació  con  la  es- 
cuela italiana  del  siglo  XIV,  con  Bartolo,  A.  de  Biosate  y  Bal- 
do; por  lo  tanto,  en  la  República  del  Norte  de  América,  la  ju- 
risprudencia ha  sido  la  única  llamada  á  resolver  aquellos 
conflictos,  hasta  el  momento  en  que  el  ilustre  jurisconsulto  y 
publicista  Story,  hijo  de  esa  gran  nación,  publicó  su  notable 
libro,  titulado:  '*Comentaris  on  the  conflict  of  laws,"  que  tuvo 
por  objeto  dar  á  conocer  en  los  Estados  Unidos  las  doctrinas 
adoptadas  en  Europa  por  los  autores  que  escribieron  desde  el 
siglo  XIV  al  XYIIl,  relacionando  dichas  teorías  con  las  de« 
cisiones  pronunciadas  sobre  esta  materia  por  las  Cortes  ame- 
ricanas é  inglesas. 

No  puede  desconocerse  que  la  obra  de  Story  dio  el  movi- 
miento inicial  en  la  segunda  mitad  del  siglo  XIX,  á  estos 
estudios,  tan  íntimamente  ligados  con  el  Derecho  internacio- 
nal privado,  cuyo  renacimiento  se  imponía  con  la  paz  de  que 
disfrutaba  la  Europa,  determinando  creciente  actividad  en 
sus  industrias,  en  el  comercio  y  en  la  activa  circulación  de 
los  habitantes  de  aquel  Continente.   Como  prueba  del  rena- 
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cimiento  indicado,  podemos  convertir  nuestras  miradas  á  la 
bibliografía  jurídica  de  aquel  siglo,  en  la  que  hallamos  un 
conjunto  de  obras  de  tan  notoria  celebridad,  como  son  las 
que  se  deben,  entre  otras,  á  la  docta  pluma  de  los  renombra* 
dos  publicistas  y  jurisconsultos  Boceo  en  Italia,  Burge  en 
Inglaterra,  Fcelix,  Massé,  Mailher  de  Ghassat  y  Demangeat 
en  Francia;  en  Alemania  Vaechter,  Schaeffner  y  el  ilustre 
Savigny. 
Sin  embargo,  este  movimiento  científico  no  se  detuvo  ahí, 

porque  hasta  hoy  mismo,  la  literatura  jurídica  de  este  ramo 
importantísimo  del  Derecho  internacional,  se  ha  enriquecido 
con  libros  tan  notables  como  los  que  debemos  á  Bar,  quien 
desarrolló  en  Alemania  el  sistema  de  Savigny,  y  á  Schaífnef ; 
á  Phyllimore  Burge  y  Westlake  en  Inglaterra;  á  Story  Law- 
rence,  Warton  y  Field  en  los  Estados  Unidos  de  América;  á 
Boceo,  Fiore  y  Lamonaco  en  Italia;  á  Brocher  en  Suiza;  á  Lau- 
rent  y  Haus  en  Bélgica;  Asser  en  Holanda;  en  España  á 
Torres  Campos,  Prida  y  Conde  Luque;  en  la  América  del 
Sur,  al  ilustre  Calvo,  Alcorta,  Pimenta,  Bueno,  Segovia  y  Fa- 
vres,  y  en  México  á  Azpiroz,  Algara,  Zavala  y  al  que  esto  es- 
cribe, según  puede  verse  en  los  estudios  que  publicó  en  "El 
Foro;"  finalmente,  en  Francia,  en  cuya  nación,  más  que  en 
ninguna  otra,  se  han  escrito  notables  monografías  y  extensos 
tratados  sobre  el  Derecho  internacional  privado,  registramos 
obras  de  tanta  notoriedad  en  la  ciencia,  como  las  de  Barde, 
Durand,  Weiss,  Bar,  Despagnet,  Lainé,  Surville,  Arthuys, 
Cogordan  y  de  otros  ilustres  publicistas  que  sería  por  demás 
enumerar.  Son  muy  notables  además,  los  estudios  que  á  dia- 
rio se  publican  sobre  esta  materia  en  la  importantísima  re- 
vista de  Paris,  titulada  Journal  du  Droit  International  Privéj 
fundada  por  Mr.  E.  Clunet,  que  tanto  ha  difundido  en  el  mun- 
do los  principios  de  este  ramo  de  la  ciencia  jurídica;  por  lo 
tanto,  no  temo  afirmar  que  la  Francia  ha  sido  una  de  las  na- 
ciones que  más  se  han  preocupado  con  la  solución  de  las  cues- 
tiones que  se  relacionan  con  el  Derecho  internacional  privado. 


Por  último,  Italia,  bajo  la  acción  siempre  persistente  de 
los  atavismos  que  én  las  ciencias  jurídicas  colocan  á  sus  le- 
gistas de  la  época  actual  al  nivel  de  los  grandes  jurisconsul- 
tos que  levantaron  en  Roma  sobre  inconmovible  base,  el  de- 
recho en  todas  sus  múltiples  manifestaciones,  la  Italia,  repi- 
to, no  debía  permanecer  inactiva  en  presencia  de  esta  evolu- 
ción, y  el  ilustre  Mancini,  uno  de  los  fundadores  déla  nueva 
'  escuela  en  esta  tierra  clásica  del  Derecho,  establece  el  prin- 
cipio de  la  nacionalidad  del  individuo  como  base  del  Derecho 
internacional  privado.  A  Mancini  siguió  Fiore  y  Lomonaco, 
y  aun  en  la  misma  Francia  halló  eco  dicha  teoría,  haciendo 
numerosos  prosélitos,  pudiendo  contarse  entre  otros  á  Lau- 
rent,  Weiss,  Esperson,  Durand,  Surville  y  Despagnet. 

De  la  personalidad  de  las  leyes  me  ocuparé  en  el  siguiente 
capítulo,  ya  que  los  adelantos  de  la  civilización  señalan  aquel 
principio,  como  la  base  fundamental  en  que  debe  levantarse 
todo  el  estudio  del  Derecho  internacional  privado  en  la  épo- 
ca actual. 


CAPITULO  VIH. 
De  la  personalidad  del  individuo  y  de  las  leyes. 


SUMAAIO. — Antagonismos  entre  el  principio  de  ]a  territorialidad  y  la 
personalidad  de  las  leyes. — El  principio  de  la  territorialidad  prepon- 
deró en  la  época  feudal. — La  reacción  contra  él  se  indicó  con  el  re- 
nacimiento del  Derecho  romano. — En  el  siglo  XVIII  ñié  más  enér- 
gica.— En  nuestra  época  subsiste  el  mismo  antagonismo. — La  perso- 
nalidad adoptada  por  la  nueva  escuela  italiana. — La  territorialidad 
por  las  naciones  en  que  predomina  la  legislación  feudal,  aunque  ate- 
nuado el  principio  con  el  cemitas  gentium. — Ejemplo. — Inglaterra  y 
los  Estados  Unidos  de  América. — La  justicia  y  la  razón  consagran 
el  principio  de  la  personalidad  de  las  leyes. — Las  objeciones  que  lo 
impugnan  descansan  en  supuestos. — Un  tercer  sistema,  el  del  domi- 
cilio, establecido  por  Savigny,  no  es  fundamental,  y  solamente  es 
subsidiario. — Limitaciones  del  principio  de  la  personalidad. — ^La  ju- 
risprudencia ha  establecido  tres  reglas  que  son  fundamentales  para 
decidir  los  conflictos  de  leyes. — Finalmente,  el  principio  de  la  perso- 
nalidad, es  la  base  en  que  descansa  el  Derecho  internacional  privado, 
conforme  á  los  adelantos  de  la  ciencia. 

No  es  posible  desconocer  que  la  realidad  de  las  leyes  y  la 
personalidad  del  derecho,  han  determinado  antagonismos  de 
tal  naturaleza  desde  que  nació  en  Italia  la  teoría  de  los  esta- 
tutos, que  fácilmente  pueden  fijarse  las  épocas  en  que  cada  uno 
de  aquellos  sistemas  ha  preponderado  en  la  solución  délos  con- 
flictos de  las  leyes.  En  el  siglo  XVI,  es  decir,  bajo  la  influencia 


del  feudalismo,  ^^todas  las  costumbres  eran  reales;"  esta  filé  la 
regla,  la  personalidad  era  la  excepción;  pero  en  el  siglo  XYIII 
la  reacción  se  indica,  y  Bouhier,  en  su  notable  libro  titulado: 
"Coutume  Bourgogne"  establece  lo  siguiente:  "El  estatuto 
debe  ser  más  bien  personal  que  real,  porque  las  leyes  son 
hechas  principalmente  para  las  personas."  Conforme  al  cri- 
terio de  aquel  jurisconsulto,  el  principio  de  la  personalidad 
de  las  leyes  era  la  base  en  que  descansaba  toda  su  doctrina, 
la  realidad  fué  la  excepción;  sin  embargo,  el  antagonismo 
entre  ambos  sistemas  parece  hoy  mismo  en  pie,  entre  las  teo- 
rías de  la  nueva  escuela  italiana,  que  consagra  la  personali- 
dad del  individuo  como  base  del  Derecho  internacional  pri- 
vado, y  la  tesis  sustentada  en  los  Estados  Unidos  de  América 
y  en  Inglaterra  por  sus  más  notables  jurisconsultos,  quienes 
sostienen  que  las  leyes  son  territoriales,  como  consecuencia 
de  la  soberanía  de  la  nación  en  que  ellas  han  sido  promulga- 
das, aunque  establecen  que  de  conformidad  con  el  actual  es- 
tado de  progreso,  determinado  por  la  frecuencia  de  las  rela- 
ciones internacionales,  puede  atenuarse  aquel  principio,  para 
ellos  fundamental,  por  motivos  de  interés  y  de  cortesía;  cuyo 
sistema,  á  mi  entender,  por  los  vicios  atávicos  que  entraña, 
y  por  estéril,  no  podrá  obtener  en  el  concierto  de  las  nacio- 
nes la  supremacía  que  reclama,  pretendiendo  dar  á  la  reali- 
dad de  las  leyes  decisiva  influencia  en  los  conflictos  que  so- 
bre ellas  surjan.  Refiriéndome  al  origen  de  esta  última  doc- 
trina, ella  ha  nacido  bajo  el  influjo  de  elementos  determina- 
dos, que  pueden  precisarse,  entre  otros,  los  siguientes: 

"1^  Habiendo  estado  sometida  la  Gran  Bretaña  muy  breve 
tiempo  á  la  dominación  romana,  la  influencia  legislativa  de 
ésta  fué  casi  nula,  mientras  que  lo  contrario  acontecía  en  el 
Continente,  cuyas  naciones  tenían  entre  sí  puntos  de  contac- 
to en  lo  que  se  refería  á  sus  legislaciones. 

"2^  Desde  la  conquista  de  Inglaterra  por  los  normandos, 
llevada  á  cabo  en  1066  por  Guillermo  el  Conquistador,  el 
sistema  feudal  ha  preponderado  en  dicha  nación. 
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^'3^  Habiéndose  reconocido  en  Inglaterra  la  unidad  de  su 
legislación,  obligatoria  en  toda  la  extensión  del  país,  no  tuvo 
necesidad  de  recurrir  á  una  teoría  análoga  á  la  de  los  esta- 
tutos." 

Los  Estados  Unidos  de  América,  por  naturales  atavismos, 
han  seguido  en  esta  materia  el  derecho  y  la  jurisprudencia 
de  los  ingleses;  siendo  una  necesidad  seguir  en  dicha  Repú- 
blica aquel  sistema,  dada  la  corriente  siempre  creciente  de  la 
inmigración,  que  es  una  de  las  causales  que  ha  determinado 
la  grandeza  y  el  poder  de  aquella  nación. 

En  la  tesis  sostenida  por  los  publicistas  de  Inglaterra  y 
Norte  América,  la  cual  han  pretendido  atenuar  por  motivos 
de  cortesía  ó  de  interés,  obsérvase  que  se  admite  en  ella  la 
aplicación  de  la  ley  extranjera,  ex  comitate  et  ob  reciprocam 
utílitatem;  pero  dicha  teoría,  por  más  que  se  pretenda  velar 
bajo  el  concepto  antes  indicado,  es  indudable  que  ella  se  ha 
inspirado  netamente  en  el  interés  ó  en  la  arbitrariedad;  y  ni 
la  utilidad  ni  el  capricho,  pueden  ser  nunca  el  fundamento 
de  un  derecho,  aunque  éste  pretenda  ampararse  en  el  princi- 
pio de  la  soberanía  de  los  Estados,  porque  pugnaría  siempre 
con  la  razón,  con  la  humanidad  y  la  justicia.  ¿No  es  un  acto 
de  tiranía  imponer  al  extranjero,  en  lo  que  á  sus  derechos 
personales  se  refiere,  las  leyes  del  país  en  que  vive,  cuando 
sus  propias  leyes  en  nada  afectan  la  soberanía  del  Estado  en 
que  reside,  ni  pugnan  con  las  del  orden  público?  En  efecto, 
¿no  es  un  hecho  execrable  aplicar  á  una  familia  extranjera  en 
la  cual  la  constitución  del  estado  de  las  personas  es  distinta 
de  la  del  país  en  que  reside,  aplicar,  repito,  la  ley  de  este  país, 
cuando  por  otra  parte  no  ha  sido  promulgada  para  regir  sus 
relaciones  jurídicas? 

En  consecuencia,  yo  creo,  después  de  madura  reflexión  y 
de  profundo  estudio,  que  el  principio  de  la  personalidad  es  la 
base  en  la  que  se  levanta  toda  la  ciencia  en  este  ramo  impor- 
tantísimo del  derecho,  aunque  es  indispensable  tener  presen- 
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te,  que  aun  siendo  distintas  las  legislaciones  de  los  diversos 
países,  esta  circunstancia  no  es  un  obstáculo  para  que  en 
las  relaciones  de  los  Estados  entre  si,  prepondere  el  derecho 
y  su  eterna  manifestación,  que  es  la  justicia.  Bajo  la  impre- 
sión de  estas  ideas,  debe  concluirse,  que  el  principio  funda- 
mental, es  decir,  la  personalidad  de  las  leyes,  que  domina 
toda  esta  ciencia  del  Derecho  internacional  privado,  dándole 
la  necesaria  extensión,  consiste  en  aplicar  á  las  personas 
hasta  cierto  limite,  las  leyes  del  Estado  de  que  dependan, 
respetando,  por  otra  parte,  las  manifestaciones  de  la  libre 
voluntad,  en  cualquier  lugar,  ó  en  el  país  en  donde  el  acto 
deba  producir  sus  efectos.  Sin  embargo,  el  principio  indica- 
do, tiene  sus  limitaciones,  que  tienden  á  reafirmarlo  hacién- 
dolo más  eficaz;  la  primera  se  refiere  al  caso  en  que  una  re- 
lación jurídica  deba  regirse  por  la  ley  personal,  pero  los  in- 
teresados se  hallan  sometidos  á  distintas  y  contradictorias 
leyes  personales.  Entonces,  ¿cuál  será  la  solución  más  conve- 
niente en  el  conñicto  de  estas  leyes?  Aplicar  una  de  ellas  con 
preferencia  á  la  otra,  sería  prejuzgar  la  cuestión,  procediendo 
ápriori;  ahora  bien,  ¿deberán  tenerse  en  consideración  am- 
bas leyes,  aplicándolas  acumulativamente?  esta  solución  es- 
taría aún  más  lejos  de  lo  racional  y  del  principio  de  justicia, 
bajo  cuyo  imperio  debe  resolverse  toda  controversia.  Yo  creo 
que  el  conñicto  en  este  caso  puede  resolverse  conforme  á  la 
teoría  establecida  por  Savigny,  de  la  que  me  ocupé  en  el  ca- 
pítulo anterior;  á  cuyo  efecto,  preciso  es  analizar  minuciosa- 
mente y  en  su  naturaleza  íntima  la  relación  jurídica  de  que 
se  trate,  porque  dicho  estudio  nos  la  hará  conocer  propia  y 
esencialmente,  indicándonos  qué  ley  deberá  seguirse.  Seme- 
jante solución  es  lógica  y  natural,  ella  se  impone  como  ex- 
cepción al  principio  de  la  personalidad  de  las  leyes,  puesto 
que  toda  relación  jurídica  pertenece  por  su  misma  naturale- 
za, á  un  principio  positivo  del  derecho,  que  debe  investigarse 
para  su  conveniente  aplicación. 
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La  segunda  y  última  limitación,  es  la  que  se  refiere  á  que 
la  ley  personal  no  deberá  considerarse,  siempre  que  de  su 
aplicación  resulte  perturbado  algún  órgano  esencial  del  Es- 
tado. Según  se  observa,  el  enunciado  que  antecede  se  funda 
en  la  incontestable  soberanía  del  país  en  que  el  extranjero 
reside,  y  la  razón  es  que  entre  el  interés  de  éste  y  el  del  Es- 
tado, cuando  son  inconciliables,  preciso  es  que  prepondere  el 
último,  como  necesario  á  la  vida  y  conservación  de  la  socie- 
dad, aun  en  detrimento  del  individuo.  El  artículo  3^  del  Có- 
digo civil  de  Napoleón,  siguiendo  el  principio  antes  invocado, 
declara:  '^que  las  leyes  de  policía  y  de  seguridad  pública,  obli- 
gan á  todos  los  que  habitan  el  territorio,"  precepto  que  viene 
á  completar  el  artículo  6^,  que  expresa:  ^^que  no  pueden  dero- 
garse por  convenciones  particulares  las  leyes  que  interesan 
al  orden  público  y  á  las  buenas  costumbres."  ^ 

La  legislación  civil  de  nuestra  época,  ha  seguido  en  esta 
materia  il  Código  francés,  porque  el  italiano  declara  territo- 
riales y  absolutas  las  leyes  que  interesen  al  orden  público  y 
á  las  buenas  costumbres,  é  igualmente  las  prohibitivas.  El 
proyecto  de  Código  civil  belga  parece  más  explícito,  se  ex- 
presa así:  ^^no  pueden  ser  tomadas  en  consideración  las  leyes 
extranjeras  en  el  caso  en  que  por  su  aplicación  resulte  un 
atentado  á  las  leyes  del  reino  que  consagran  ó  garantizan 
un  derecho  ó  un  interés  social."  Sin  embargo,  el  precepto  en 
estas  legislaciones  y  en  las  demás  que  las  siguen,  adolece  de 
notable  vaguedad  éincertidumbre,  lo  cual  es  deplorable,  por- 
que el  principio  establecido,  obligando  á  nacionales  y  extran- 
jeros, tiene  una  influencia  decisiva  en  su  aplicación  práctica, 
que  tan  íntimamente  ligada  está  coa  el  Derecho  internacio- 
nal privado.  Yo  creo,  siguiendo  las  opiniones  de  un  notable 
jurisconsulto  de  nuestra  época,  y  en  vista  de  encontradas  opi- 

1  Los  artículos  7  y  15  del  Código  civil  mexicano,  establecen  las  mis- 
mas disposiciones. 
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niones,  que  la  noción  del  orden  público,  abraza  en  conjunto 
las  leyes  que  tienen  por  objeto  asegurar  el  buen  orden  y  la 
salubridad  pública,  y  las  que  se  refieren  á  la  seguridad  de  las 
personas  y  de  las  propiedades;  en  consecuencia,  dicha  noción 
comprende,  en  primer  lugar,  todo  lo  que  se  relaciona  con  el 
derecho  penal,  es  decir,  las  leyes  represivas  y  las  de  policía 
que  tienen  un  carácter  preventivo.  Por  otra  parte,  abraza 
también  los  procedimientos  para  la  ejecución  de  los  actos  y 
las  sentencias,  porque  la  intervención  del  poder  público  en 
estos  casos,  se  impone  para  hacer  reinar  el  orden  é  impedir 
que  cada  uno  se  haga  justicia  por  su  mano. 

Además,  en  materia  civil,  nuestros  Códigos  establecen 
numerosas  disposiciones  que  también  se  relacionan  con  el 
orden  público,  de  las  cuales  paso  á  indicar  las  que  me  pare- 
cen de  mayor  importancia;  entre  éstas  observo  las  que  rigen 
los  derechos  que  se  derivan  de  la  patria  potestad  ó  del  poder 
marital,  las  de  los  registros  del  estado  civil  que  tienen  por  ob- 
jeto asegurar  la  conservación  de  la  prueba  del  estado  de  las 
personas;  aquellas  que  reglamentan  la  organización  de  la  pro- 
piedad y  la  condición  de  los  bienes  y  los  derechos;  las  que  fijan 
el  orden  de  las  sucesiones  estableciendo  las  debidas  reservas  en 
favor  de  ciertos  herederos,  las  que  prohiben  los  mayorazgos 
y  las  sustituciones  fideicomisarias,  las  que  restringen  la  li» 
bertad  de  las  partes  en  lo  relativo  al  contrato  de  matrimo- 
nio; y  otras  finalmente  que  seria  difuso  enumerar.  De  lo  ex- 
puesto resulta,  que  no  es  posible  encontrar  una  fórmula  que 
en  conjunto  nos  dé  la  noción  de  lo  que  es  en  esta  materia  el 
orden  público,  y  á  mayor  abundamiento  cuándo  las  leyes 
que  á  este  se  refieren,  unas  obligan  á  nacionales  y  extranjeros, 
y  otras  á  sólo  nacionales.  Para  evitar  tales  conflictos,  y  á  fal- 
ta de  textos  precisos,  los  tribunales  que  deben  decidir. dichas 
controversias,  están  en  la  obligación  de  estudiar  cuidadosa- 
mente el  caso,  estableciendo  las  debidas  distinciones  para 
declarar  si  tal  ó  cual  ley  de  orden  público  es  ó  no  de  orden 
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público  internacional;  por  lo  expussto,  la  resolución  versa 
solamente  sobre  una  cuestión  de  hecho.  Sin  embargo,  obser- 
vamos con  natural  desagrado,  que  siendo  por  lo  común  mal 
definida  la  noción  del  orden  público,  pretende  darse  en  estos 
casos  á  la  territorialidad  del  derecho  una  extensión  que  no 
es  racional  ni  conveniente. 

Después  de  un  minucioso  examen  y  de  profundo  estudio 
en  esta  tan  debatida  cuestión,  es  indudable  que  el  principio 
de  la  personalidad,  es  la  base  fundamental  en  la  que  se  le- 
vanta toda  la  ciencia  en  este  importantísimo  ramo  del  dere- 
cho internacional,  aunque  el  indicado  principio  tenga  deter- 
minadas limitaciones,  según  antes  hemos  expresado: 

En  comprobación  de  las  conclusiones  que  anteceden,  debe 
considerarse  además,  que  si  el  derecho  en  abstracto,  es  decir, 
en  su  esencia  y  en  sus  manifestaciones,  es  uno,  y  él  se  impo- 
ne en  las  relaciones  de  los  hombres  entre  si  bajo  el  punto  de 
vista  de  lo  útil,  de  lo  justo  y  de  lo  moral,  no  es  posible  descono- 
cer que  también  se  impone  á  las  naciones  en  sus  relaciones 
mutuas  á  pesar  de  la  diversidad  de  sus  legislaciones;  por  cuyo 
motivo  la  ciencia,  bajo  el  nombre  de  Derecho  internacional 
privado,  quiere  que  en  los  eternos  é  inmutables  dictados  de 
la  justicia,  se  inspire  aquel  derecho;  porque  ni  la  cortesía, 
ni  la  utilidad,  ni  el  capricho,  serán  jamás  el  fundamento  de 
ningún  derecho.  Por  lo  expuesto,  debe  concluirse  con  los  pu- 
blicistas que  en  el  Continente  europeo  y  en  América  adop- 
tan la  teoría  de  la  nueva  escuela  italiana,  que  el  principio 
fundamental  en  esta  tan  vasta  como  compleja  materia,  debe 
ser  la  personalidad  del  individuo,  al  que  deberá  aplicarse  las 
leyes  del  Estado  de  que  dependa. 

Los  antagonismos  de  los  dos  sistemas,  el  de  la  territoria- 
lidad y  el  de  la  pei^onalidad,  y  los  de  las  mismas  legisla- 
ciones, se  han  pretendido  atenuar,  estableciendo  un  criterio 
determinado  que,  haciendo  abstracción  de  la  nacionalidad, 
se  llegue  á  salvar  la3  dificultaden,  aplicando  la  ley  del  domi- 
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cilio.  Esta  doctrina  se  debe  al  ilustre  Savigny,  pero  ella  no 
ha  sido  adoptada  sino  como  subsidiaría,  aunque  siguen  di- 
cha doctrina  Story  y  otros  publicistas  americanos,  ingleses  y 
alemanes. 

Como  el  principio  de  la  nacionalidad  de  las  leyes,  consa- 
grado por  el  Código  de  Napoleón  y  por  las  legislaciones  que 
lo  han  adoptado,  asi  como  por  la  escuela  italiana  moderna, 
obedece  aun  plan  determinado,  es  indispensable  fijar  sus  tér- 
minos; á  cuyo  efecto  los  expositores  del  Derecho  internacional 
privado  establecen  las  reglas  siguientes,  que  se  inspiran,  á  mi 
entender,  en  un  elevado  criterio,  justo  y  racional,  visto  el  es- 
tado actual  de  la  ciencia. 

1^  Las  leyes  de  cada  Estado  deben,  en  principio,  aplicar- 
se á  las  personas  para  las  cuales  han  sido  promulgadas,  y  se- 
guirlas por  donde  vayan. 

2^  Toda  manifestación  de  la  voluntad,  emitida  por  una  per- 
sona capaz  de  obligarse  conforme  á  su  ley  personal,  debe  ser 
respetada  y  sancionada  por  las  leyes  de  todos  los  países,  y 

3^  Todo  acto  es  válido  en  la  forma,  cuando  se  ha  cumpli- 
do con  las  formalidades  prescritas  por  la  ley  del  lugar  en 
que  el  acto  se  ha  efectuado:  loctis  regit  actum. 

Estas  reglas  que  son  fundamentales,  dominan  el  conjunto 
de  las  decisiones  que  se  relacionan  con  el  Derecho  interna- 
cional privado,  por  lo  menos  en  su  aplicación  práctica,  en 
los  países  que,  como  la  Francia,  siguen  el  principio  de  la  per- 
sonalidad de  las  leyes. 

Quedaría  incompleto  el  estudio  del  mismo  principio,  si  ol- 
vidara ocuparme  de  las  objeciones  de  sus  impugnadores,  los 
cuales  proceden  de  las  naciones  en  que  preponderan  aún 
los  atavismos  feudales,  aunque  los  publicistas  que  defienden 
el  sistema  pretenden  atenuar  la  territorialidad  del  derecho 
con  la  ley  del  domicilio.  Para  concretar  toda  esta  controver- 
sia, y  después  de  haber  estudiado  con  el  debido  detenimiento 
aquellas  opiniones,  paréceme  que  el  autor  que  mejor  las  ex- 
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pone,  es  Mr.  Jitta,  expresando  que  no  es  aventurado  decir,  que 
las  mismas  causas  históricas  que  destruyeron  el  sistema  ger- 
mano de  las  leyes  personales,  acabarán,  en  no  remoto  porvenir, 
con  la  aparente  armonía  que  resulta  del  principio  de  la  na- 
cionalidad, y  agrega,  que  con  el  ñn  de  que  la  personalidad  de 
las  leyes  nacionales  pueda  servir  de  base  á  las  relaciones  jurí- 
dicas en  una  sociedad  cosmopolita,  es  preciso  que  las  personas 
regidas  por  leyes  diferentes,  puedan  fácilmente  distinguirse 
unas  do  otras;  pero  en  las  sociedades  europeas,  y  en  general, 
en  las  regiones  habitadas  principalmente  por  la  raza  blanca, 
las  diferencias  carActerísticas  de  las  diversas  nacionalidades 
tienden  á  desaparecer;  el  color .  del  rostro  6  de  los  ojos,  la 
estatura,  el  lenguaje,  el  vestir,  son  circunstancias  engañosas; 
y  hasta  el  mismo  género  de  vida  ha  llegado  á  ser  igual  en  to- 
dos los  países. 

Por  otra  parte  agrega,  á  medida  que  las  diferencias  entre 
las  nacionalidades  vayan  borrándose,  el  sistema  de  las  leyes 
personales,  en  vez  de  favorecer  el  desenvolvimiento  regular 
de  las  relaciones  jurídicas,  constituirá  de  día  en  día  un  ma- 
yor peligro,  á  causa  de  la  creciente  dificultad  de  conocer  y, 
sobre  todo,  de  probar  la  nacionalidad  de  las  personas  con  quie- 
nes se  entablen  relaciones  jurídicas;  también  es  fácil  pre- 
ver que  aunque  no  sea  más  que  por  el  estudio  de  la  legisla- 
ción comparada,  irá  en  aumento  la  semejanza  de  los  códigos 
civiles.  A  consecuencia  de  la  fusión  de  las  razas,  las  diferen- 
cias, hijas  de  la  sangre  ó  del  nacimiento,  se  debilitarán  cada 
vez  más,  hasta  que  del  todo  desaparezcan;  mientras  que  pre- 
valecerán las  que  reconocen  por  origen  la  naturaleza  del  sue- 
lo y  del  clima,  las  profesiones  dominantes  é  intereses  econó- 
micos con  ellas  enlazados  y  demás  causas  territoriales.  Por 
lo  cual,  el  lugar  que  las  personas  habiten,  si  la  residencia  en 
él  se  prolonga,  será  un  punto  de  partida  para  determinar  las 
diferencias  jurídicas,  más  seguro  y  racional  que  la  nacionali- 
dad.   W  principio  del  domicilio  recobrará  así  sobre  su  rival 
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la  perdida  ventaja,  tanto  más  fácilmente  cuanto  que,  desapa- 
reciendo de  día  en  día  de  las  leyes  nacionales,  divergencias 
arbitrarias  y  egoistas,  irá  también  desapareciendo  el  temor 
de  que  el  ciudadano  cambie  de  domicilio  sólo  para  eludirlas. 
De  esta  manera,  y  por  una  evolución  análoga  á  la  que  nos  pre- 
senta la  historia  del  Derecho  internacional  privado,  pasada 
una  era  de  personalismo,  volverá  á  ser  predominante  la  te- 
rritorialidad  del  derecho. 

Aparte  de  que  toda  la  anterior  argumentación  se  basa  en 
presunciones  ó  en  supuestos,  la  prodición  del  ilustrado  autor 
á  quien  me  refiero,  asegurando  que  en  la  evolución  del  De- 
recho internacional  privado,  la  personalidad  de  las  leyes  pa- 
sará, para  dar  lugar  al  predominio  de  la  territorialidad,  creo 
en  efecto,  que  pudiera  realizarse  aquella  predicción,  pero  este 
es  un  problema  histórico  remoto,  cuya  solución  está  muy  lejos 
de  la  dirección  que  sigue  hoy  la  ciencia  y  con  ella  las  legisla- 
ciones de  la  época.  Por  otra  parte,  basta  á  mi  propósito  refe- 
rirme á  la  ley  de  12  de  Mayo  de  1870,  en  que  la  misma 
Inglaterra,  tan  refractaria  á  cambiar  sus  leyes,  nolumus  le- 
ges  anglicB  mutari,  y  cuyo  origen  feudal  se  observa  en  su  cam- 
monlaWj  nacido  con  el  desarrollo  de  su  misma  jurispruden- 
cia, rebíM  ipsisdictantibuset  necesítate  exigente^  tiende  á  seguir, 
conforme  á  la  nueva  ley,  aunque  atenuado,  el  principio  déla 
nacionalidad,  cambiando  de  una  manera  expresa  su  antiguo 
sistema,  el  de  la  perpetual  aUegiance^  establecido  en  la  com- 
man  laWj  y  ha  optado  por  el  principio  de  la  filiación  para  fijar 
la  nacionalidad;  como  se  observa,  el  jt^  soliy  es  decir,  la  terri- 
torialidad vino  á  desaparecer  en  esta  materia,  conforme  á  la 
ley  inglesa. 

Finalmente,  no  es  posible  olvidar  que  la  teoría  de  la  per- 
sonalidad de  la  ley  tiene  un  carácter  liberal  y  humanitario, 
que  lá  recomienda  y  la  eleva  sobre  toda  otra  consideración; 
ella  ha  luchado  sin  tregua  desde  la  Edad  Media,  amparada 
con  el  principio  consagrado  en  el  estatuto  personal,  contra  el 
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sistema  estrecho  y  utilitario  de  la  territorialidad;  además, 
á  ella  se  debe  el  nacimiento  del  Derecho  internacional  priva- 
do,  y  en  nuestra  época,  el  desarrollo  de  esta  misma  ciencia. 
Por  último  y  para  cerrar  el  debate,  ¿no  constituía  la  regla  en 
Roma  el  jw  originisj  tratándose  del  derecho  personal  del  in- 
dividuo? A  la  anterior  interrogación  contestarán  por  mi  las 
decisiones  del  pretor. 

Resumo:  el  principio  de  la  personalidad  de  las  leyes,  se 
inspira  en  la  razón  y  en  la  justicia,  y  con  semejante  funda- 
mento, es  inconmovible;  por  este  motivo,  yo  creo  que  la  patria 
debe  proyectarse  con  el  hombre  donde  quiera  que  él  asiente 
su  planta  sobre  el  planeta. 


CAPITULO  IX. 


Síntesis  del  Derecho  internacional  privado. 


SUMABIO. — ^La  noción  de  la  patria. — ^Bl  hombre,  sin  embargo,  tiene  el 
derecho  de  expatriarse. — Bn  consecuencia,  ha  sido  indispensable  re- 
conocer determinados  derechos  al  extranjero. — Así  se  ha  constituido 
su  personalidad  jurídica. — Esta  ha  dado  nacimiento  al  Derecho  in- 
ternacional privado. — Bntre  otros  objetos  tiene  el  de  resolver  los 
conflictos  de  las  legislaciones. — Génesis  del  Derecho  internacional 
privado. — Su  concepto  histórico. — Creo  hallarlo  en  algunos  textos  del 
Digesto  y  en  determinadas  sentencias  de  los  jurísconsultos  romanos. 
— Dichos  precedentes  tratan  de  la  interpretación  de  la  voltintad  en  los 
actos,  conforme  al  uso  de  cada  país. — Principalmente  se  refieren  á  las 
relaciones  entre  los  romanos  y  las  civitates  peregrinoe, — El  concepto 
histórico  expresado,  entre  las  rasas  de  la  estirpe  germánica. — Las 
professiones  juris  se  apoyan  en  una  Constitución  de  Clotario  del  año 
de  824. — ^El  principio  de  la  personalidad  de  las  leyes  ñié  seguido  por 
loe  germanos. — Cuando  dichas  rasas  radicaron  en  el  suelo  y  comen- 
zó el  período  feudal,  siguióse  el  principio  de  la  territorialidad  de  las 
leyes. — Renacimiento  del  Derecho  romano. — Como  consecuencia,  na- 
•ce  en  Italia  la  teoría  de  los  Estatutos,  en  el  siglo  XIY. — Sus  funda- 
doree^Soeate,  Bartolo  y  Baldo. — Dicha  teoría  fué  estudiada  y  comen- 
tada hasta  el  siglo  XYIII  por  los  publicistas  más  ilustres  de  Francia, 
Bélgica,  Holanda  y  Alemania. 

El  hombre^  bajo  el  punto  de  rista  de  sus  relamones  socia* 
les,  políticas  y  jurídicas,  debe  tener  una  patria  para  obte* 
ner  el  pleno  goc^  de  sus  legítimas  aspiraciones,  porque  la 
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misma  ley  de  la  naturaleza,,  le  hace  formar  parte  de  deter- 
minado grupo  social,  en  cuyo  seno  debe  desenvolver  su  per- 
sonalidad y  ejercer  las  facultades  que  á  ella  son  inherentes; 
sin  embargo,  á  pesar  de  esta  condición,  no  puede  descono- 
cerse, sino  en  casos  muy  limitados  de  excepción,  el  derecho 
que  tiene  á  expatriarse,  como  consecuencia  del  ejercicio  de 
una  facultad  inherente  también  á  su  propia  naturaleza,  su 
libertad,  consagrada  igualmente  por  la  ciencia,  que  abjuran- 
do pasados  errores,  ha  redimido  al  hombre  de  la  gleva  y  de 
la  servidumbre  feudal,  para  ampararlo  con  el  reconocimien- 
to de  sus  derechos  naturales  que  son  inalienables  é  impres- 
criptibles, y  que  en  las  ciencias  sociales  aparecen  como  inevi- 
tables proyecciones  de  la  humana  personalidad,  que  reco- 
nocidas en  el  espacio,  han  dado  vida  entre  las  naciones  á  una 
rama  del  derecho,  bajo  la  denominación  de  Derecho  interna- 
cional privado,  porque  conforme  á  él,  un  Estado  se  halla 
obligado  á  aplicar  en  ciertas  condiciones,  á  una  relación  ju- 
rídica determinada,  las  prescripciones  de  una  ley  extranjera, 
en  lugar  de  su  propia  legislación;  por  lo  tanto,  el  Derecho 
internacional  privado,  ocúpase  de  las  reglas  relativas  á  la 
aplicación  de  las  leyes  civiles  de  un  Estado,  en  el  territorio 
de  otro. 

Tal  es  en  su  más  gráfica  expresión,  el  objeto  de  aquel  de- 
recho, que  abraza  en  todo  su  conjunto  materias  tan  impor- 
tantes como  son  las  que  se  refieren  á  la  nacionalidad,  á  la 
naturalización,  á  la  condición  del  extranjero  bajo  el  punto 
de  vista  del  goce  de  sus  derechos  privados,  á  la  competencia 
judicial,  al  derecho  marítimo,  y  finalmente,  á  la  extradición, 
según  expresan  algunos  autores;  aunque  á  mi  entender,  es- 
ta se  relaciona  con  el  Derecho  internacional  público,  porque 
la  persona  que  ha  violado  una  ley  penal,  debe  responder  de  la 
infracción,  no  á  un  particular,  sino  al  Estado  en  cuyo  territo- 
rio ha  transgredido  la  ley. 

Al  ocuparme  en  este  libro  de  la  condición  jurídica  de  los 
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extranjeros  en  México,  y  por  consiguiente  de  la  ley  de  extran* 
jeria,  que  tal  vez  sea  una  de  las  más  Ubérrimas  de  nuestra 
época,  por  haberse  inspirado  en  los  adelantos  de  la  ciencia, 
deberé  tratar  en  materia  tan  vasta  como  compleja,  de  los 
principios  y  las  fuentes  en  que  el  Derecho  internacional  pri- 
vado  pretende  informarse,  para  explicar  el  alcance  de  la  mis- 
ma ley  y  sus  excelencias,  si  la  .comparamos  con  las  que  rigen 
en  los  demás  Estados  en  la  presente  edad;  sin  embargo,  para 
que  mi  labor  sea  fructífera,  no  creo  que  huelga  en  estos  estu- 
dios reseñar,  aunque  sea  brevemente,  el  génesis  de  este  dere- 
cho, es  decir,  su  concepto  histórico,  el  que  nos  llevara  á  co- 
nocer y  á  penetrar  mejor  su  espíritu  y  su  desarrollo  cientí- 
fico. 

Yo  siempre  he  creído,  y  aquí  lo  repito  con  profunda  con- 
vicción, que  las  instituciones  jurídicas  que  rigen  en  el  mun- 
do actual,  traen  su  origen  del  Derecho  romano,  en  el  que, 
por  esta  razón,  debe  investigarse  su  génesis;  así  es  en  efec- 
to, si  penetramos  el  espíritu  de  aquel  derecho,  sujetando  nues- 
tra observación  á  los  principios  de  un^  razonada  y  sana  críti- 
ca; rae  expreso  así,  porque  se  cree  que  entre  los  romanos  no 
fué  conocido  el  Derecho  internacional  privado,  cuya  afirma- 
ción, tomada  en  un  sentido  absoluto,  carece  de  verdad  his- 
tórica. Cierto  es,  que  en  la  época  de  la  República  y  en  los 
comienzos  del  Imperio,  aquel  estado  social  no  podía  dar  na- 
cimiento á  este  derecho,  bajo  los  dictados  dé  la  ciencia  que 
hoy  conocemos  con  aquel  nombre;  pero  cuando  el  jus  gentium 
se  ocupó  del  derecho  de  otras  gentes,  (tpud  emanes  gentes  ferm- 
que  custoditurj  y  el  pretor  de  los  peregrinos  aplicaba  al  ex- 
tranjero su  propia  ley,  aunque  solamente  en  sus  relaciones 
mercantiles,  obsérvase  desde  luego,  que  á  pesar  del  incon- 
trastable poder  de  Roma,  la  ley  del  extranjero  era  reconoci- 
da y  aplicada  en  el  territorio  del  Gran  Imperio. 

€!omo  consecuencia  de  estos  avances  del  derecho  pretoria- 
no,  se  indicaba  ya  en  el  seno  mismo  de  Roma  el  triunfo  de 
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la  gran  revolución  iniciada  por  Servio,  los  Gracos  y  Ma- 
rio, y  que  se  significó  de  una  manera  más  concreta  en  el  rei* 
nado  de  Anix)nino  Caracalla,  quien  concedió  el  libre  goce  del 
privilegiado  derecho  de  ciudad  á  todos  los  habitantes  del  Im- 
perio, heridos  en  su  condición  jurídica  con  innumerables  in- 
capacidades, y  cuyo  derecho,  encerrado  antes  en  el  estrecho 
perímetro  de  la  ciudad  romana,  debía  nivelar  á  los  nativos 
de  ella  con  el  extranjero,  amparando  á  éste,  bajo  la  egida  de 
una  misma  ley,  es  decir,  con  el  jt$s  civiles  antes  monopoliza- 
do, si  asi  puede  decirse,  por  las  prerrogativas  concedidas  so- 
lamente al  ciudadano  romano. 

Al  influjo  de  esta  revolución  social,  se  dejó  cierta  aátonomia 
á  las  ciudades  ó  repúblicas  originariamente  libres,  aunque  se 
hallaban  sometidas  á  la  dominación  romana,  concediéndose- 
les su  antigua  jurisdicción  municipal  y  sus  leyes,  que  los  ro- 
manos con  notable  alteza  de  miras  respetaban.  Sin  embargo, 
aunque  la  unificación  de  la  legislación  imperial  obligaba  en 
Boma  antes  de  la  invasión  de  los  bárbaros  á  todos  los  habi- 
tantes de  aquel  vasto  territorio,  su  derecho  no  podía  suminis- 
trar las  reglas  concernientes  á  la  aplicación  de  los  diferentes 
derechos  locales,  aunque  encuéntranse  en  él  determinados 
precedentes  que  se  refieren  á  la  interpretación  de  las  volun* 
tades,  conforme  al  uso  de  este  ó  aquel  país:  Ley  34  del  Dig. 
De  reg.  jur.  60^  L.  6  del  Dig.^  De  eviciiambtis  Sly  ^,  /,  Ipr.  De 
usuris  22 y  /,  /.  SO.  De  jurisdictíane  ^,  /,  /.  IP,  /.  66.  De  jtédidü 
6y  /,  /.  35.  De  hwredihus  instituendis  28^  6;  asi  como  tres  res- 
criptos: /,  9.  O.  De  testamentis.  Quemadmodum  apeHentuTy  y 
finalmente.  De  emancipationibus. 

Por  otra  parte,  los  jurisconsultos  de  aquella  época,  en  que 
eran  frecuentes  las  relaciones  entre  los  romanos  y  las  cimta* 
tes  peregHfUBy  nos  dicen  en  varios  textos,  cómo  debían  resol- 
verse los  conflictos,  que  pueden  considerarse  en  cierta  mane- 
ra análogos  á  los  que  hoy  decide  el  Derecho  internacional 
privado.    Entre  los  más  notables,  citaremos  uno  del  jurís^ 
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consulto  Gayo,,  quien  en  el  párrafo  120  de  su  comentario 
se  expresa  asi:  PfmUra  spansoris  et  Jideprondssoris  heres  non 
tmeturj  msi  si  de  peregrino  fidepromissore  gucer  amus^  et  alio 
jure  civiias  ejus  utalur  fidej/ussoris  etiam  heres  tenetur.  Gomo 
se  observa,  se  establece  en  el  texto  anterior,  en  principio,  la 
obligación  del  fidepromissar^  al  contrario  de  la  áe\  fidejussor^ 
que  no  pasa  á  los  herederos;  sin  embargo,  dicha  obligación 
podía  ser  transmisible  si  el  ^depramissor  era  un  peregrino, 
originario  de  una  ciudad  en  donde  el  derecho  diferia  del  apli- 
cado en  la  ciudad  romana. 

Sin  hacer  mención  de  algún  otro  texto  de  Tito-Livio,  Lab. 
XXXY,  cap.  Vil;  nos  dice  además,  lo  siguiente,  el  juriscon- 
sulto Ulpiano: 

Latinus  junianus,  üem  ü  qm  deditUiorum  numero  est  testa- 
mentan faceré  non  potest;  latinus  quidem  quoniam  lege  Junia 
prokiMtus  est;  is  autem  qui  dedititiorum  numero  esty  quoniam 
nec  quasi  civis  romanas  testare  potest  cum  sit  peregrinas^  nec 
quasi  peregrinas  quoniam  nulUus  certoí  civitatís  civis  est  ut  ad- 
versas leges  civitatís  sum  testatur.  El  texto  anterior  es  el  pá- 
.  rrafo  14  del  titulo  XX  de  las  Begulce  de  aquel  jurisconsulto. 

En  resumen,  en  la  doctrina  expuesta  por  Ulpiano,  se  reco- 
noce en  concreto  al  peregrino,  el  derecho  de  testar^  según  la  ley 
de  su  ciudad^  del  mismo  modo  que  el  romano  podía  hacer  tes- 
tamento en  las  condiciones  del  jus  cimlcj  ¿y  no  es  aquel  dere- 
cho, el  reconocido  hoy  en-el  estatuto  personal? 

En  consecuencia,  afirmar  en  lo  absoluto  que  no  hay  vesti- 
dos en  el  Derecho  romano  del  Derecho  internacional  priva- 
do, me  parece  inexacto,  porque  los  textos  anteriormente  cita- 
dos y  aun  la  misma  aplicación  del  jus  gentium  á  los  extranje- 
ros; prueban  en  aquella  remota  edad,  el  homenaje  rendido  á 
la  ley  del  extranjero,  en  el  territorio  mismo  del  Imperio; 
aunque  en  los  casos  indicados,  no  se  trate  expresamente  del 
conflicto  de  leyes,  lo  cual  era  diñcil,  dado  el  estado  político  y 
social  de  la  época. 
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Siguiendo  el  mismo  concepto  histórico,  en  la  materia  que  me 
ocupa,  no  debe  olvidarse,  que  inmediatamente  después  de  la 
invasión  de  los  bárbaros,  por  lo  menos  entre  los  Francos,  se 
observaba  el  principio  de  la  personalidad  del  derecho,  es  de- 
cir, la  aplicación  de  su  ley  á  cada  uno,  teniendo  en  cuenta  el 
grupo  social  al  cual  pertenecía;  y  este  principio  era  el  mismo 
en  que  se  fundaba  el  pretor  de  los  peregrinos  para  aplicar  en 
Boma  la  ley  civitas  del  extranjero,  que  áélocurriaendeman* 
da  de  sus  derechos.  Además,  los  legistas  de  la  Edad  Media, 
pretendieron  hallar  el  concepto  jurídico  de  esta  misma  mate- 
ria en  algunos  textos  del  Derecho  romano,  lo  cual  no  debe 
sorprendernos,  porque  la  tendencia  á  respetar  en  determina- 
dos casos  en  cada  país  las  leyes  extranjeras,  que  es  condición 
esencial  en  el  Derecho  internacional  privado,  procede  del  sen- 
timiento universal  de  la  justicia,  consagrada  en  la  ciencia  y 
en  la  natural  comunidad  de  derechos  entre  los  pueblos,  lo 
cual  se  observa  en  las  múltiples  manifestaciones  del  Derecho 
romano;  por  consiguiente,  no  puede  desconocerse,  en  vista  de 
estas  causales,  la  influencia  que  ha  ejercido  el  mismo  dere- 
cho, en  la  teoría  de  los  estatutos. 

Finalmente,  la  nueva  escuela  nacida  en  Italia,  y  también 
la  ciencia  ¿no  pretenden  fundar  las  bases  del  Derecho  ínter* 
nacional  privado  en  la  nacionalidad  del  individuo?  Yo  no 
extraño  esta  evolución,  porque  los  jurisconsultos  italianos  de 
hoy,  se  encuentran  por  atávica  reversión  inspirados  en  el  es- 
píritu jurídico  de  los  fundadores  del  Derecho  romano  y  de  sus 
memorables  é  ilustres  expositores,  quienes  los  han  precedido 
en  esa  tierra  clásica  del  derecho;  por  último,  no  temo  afirmar, 
como  he  dicho  otra  vez,  que  en  el  principio  de  la  nacionali- 
dad del  individuo,  se  observa  la  proyección  de  la  patria,  don- 
de quiera  que  el  hombre  asiente  su  planta  sobre  el  planeta. 

Reanudando  en  esta  materia  el  concepto  histórico,  no  pue- 
de olvidarse  que  entre  las  razas  de  la  estirpe  germánica,  la 
ley  de  la  tribu  regía  las  relaciones  jurídicas  entre  sus  miem- 
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bros,  en  las  sucesiones,  en  la  manera  de  adquirir  y  disponer 
de  los  bienes  y  en  las  obligaciones;  por  lo  tanto,  el  lugar  de 
su  habitación  ó  su  domicilio,  no  tenia  entonces  importancia 
alguna;  en  consecuencia,  el  priqcipio  de  la  personalidad  de 
las  leyes  estaba  adoptado  entre  aquellos  bárbaros,  mientras 
no  radicaron  en  el  suelo;  sin  embargo,  su  aplicación  á  los  mul- 
tiplicados actos  de  la  vida  civil,  debía  determinar  serias  difi- 
cultades que  para  prevenirlas,  se  hacreido  por  los  expositores 
del  derecho,  en  la  existencia  de  una  costumbre,  bajo  el  nom* 
bre  de  professiones  juriSj  por  la  cual  las  partes  declaraban,  al 
obligarse,  la  ley  que  debía  ser  aplicable,  cuya  tesis  histórica 
DO  está  generalmente  reconocida,  á  pesar  de  que  se  alega  en 
su  apoyo  una  Constitución  de  Clotario,  expedida  en  824,  en  la 
que  se  invitaba  al  pueblo  romano  á  designar  el  derecho  bajo 
el  cual  debería  vivir.  Hé  aquí  el  texto  de  aquella  Constitu- 
ción: 

Volumus  étiam  mt  omms  senatus  et  popultis  romanus  interra" 
getur  ^^quali  vult  Uge  vivere;  ut  stib  ea  vivai;^^  eisgue  denuntie- 
twr  guodprocul  dvMoy  si  qffmderini  contra  eamdemy  eidem  Ugi 
quam  profUehantur  dioposiiione  Domni  Fontificis  et  nastra  om* 
nimodis  subfaoebtmi. 

Por  otra  parte,  este  respeto  á  la  personalidad  de  las  leyes 
en  las  razas  indicadas,  lo  hallamos  confirmado  entre  los  visi- 
godos después  de  la  conquista  de  España.  En  efecto,  el  he- 
cho legal  predominante  en  el  primer  período  de  la  monar- 
quía goda,  ó  el  más  característico,  es  el  de  su  legislación  do- 
ble ó  de  castas,  en  la  que  subsistieron  para  el  pueblo  español 
las  leyes  romanas,  conservando  sus  dominadores  para  sí  las 
r^las  y  costumbres  que  hasta  entonces  habían  normado  su 
incipiente  vida  social.  Semejante  sistema  prevaleció  en  el 
ánimo  de  aquellos  bárbaros,  porque  no  pudieron  menos  que 
reconocer  la  superioridad  científica  del  pueblo  conquistado, 
y  porque  estaban  animados  también  de  un  espíritu  verdade- 
ramente conciliador,  que  les  hizo  dueños,  aunque  paulatina- 
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mente,  del  suelo  español.  Estos  hechos  originaron  la  forma- 
ción de  dos  cuerpos  de  leyes:  el  Código  de  Eurico  ó  de  To- 
losa  y  el  Código  de  Alarico  ó  Breviario  de  Aniano,  el  prime- 
ro obligatorio  para  los  godps,  y  el  segundo  para  los  españo- 
les ó  romanos. 

Al  finalizar  la  Edad  Media,  un  sistema  nuevo,  rival  del 
anterior,  comenzó  á  preponderar;  el  de  la  territorialidad  del 
derecho,  que  en  aquella  época  fué  universalmente  adoptado 
y  consagrado  también  en  las  obras  de  los  legistas,  fundándo- 
lo en  la  voluntaria  sumisión  del  individuo  con  su  persona  y 
bienes  á  las  reglas  establecidas  por  la  soberanía  feudal;  en 
consecuencia,  ya  no  debería  aplicarse  el  derecho  conforme  á 
la  ley  de  cada  uno,  sino  según  la  ley  del  domicilio,  es  decir, 
en  virtud  de  un  derecho  local,  determinado.  Natural  era  es- 
ta evolución,  porque  habiéndose  mezclado  entre  si  las  dife- 
rentes razas,  al  grado  de  no  poderse  distinguir  f&cilmente 
unas  de  otras,  las  leyes,  en  virtud  de  aquel  estado  social,  de- 
jaron de  ser  personales,  por  cuyo  motivo,  habiéndose  altera- 
do, tendieron  á  unificarse  para  todos  los  habitantes  de  un  mis- 
mo territorio;  por  lo  tanto,  preponderaron  ^i  el  periodo  feu- 
dal, una  multitud  de  soberanías  independientes,  conocidas 
con  el  nombre  genérico  de  señoríos^  teniendo  cada  uno  de 
éstos  su  costumbre  propia  y  su  ley  obligatoria,  en  toda  la 
extensión  del  territorio  de  cada  sefíoríOj  pero  nunca  fuera  de 
él;  á  este  efecto,  si  consultamos  las  doctrinas  de  los  juriscon- 
sultos de  aquella  edad,  en  ellas  encontraremos  el  conocido 
principio  de  que  todas  las  costumbres  eran-  reales;  por  consi- 
guiente, el  periodo  feudal,  por  su  misma  condición  política  y 
social,  dio  nacimiento  á  determinadas  doctrinas,  que  han  en- 
trado en  el  Derecho,  internacional  privado,  cuya  incipiente 
vida  observamos  en  Italia,  aunque  se  ha  desarrollado  lenta* 
mente  en  la  sucesión  de  los  siglos,  dando  lugar  á  la  teoría 
de  los  estatutos,  que  comenzó  á  significarse  en  el  siglo  XIY, 
y  que  fué  estudiada  y  adoptada  después  por  los  jurisconsul- 


107 

tos  franceses,  holandeses  y  íiun  por  los  de  Alemnnía,  y  no 
es  posible  desconocer  que  en  dicha  época  fué  indispensable 
convertir  las  miradas  hacia  la  Italia,  para  investigar  entre 
los  expositores  del  derecho,  el  Origen  de  las  reglas  destina- 
das á  resolver  los  conflictos  de  las  legislaciones. 

En  efecto,  según  he  expresado  en  la  introducción  de  esta 
obra,  hubo  un  periodo  en  la  historia,  que  se  indicó  en  Italia 
con  el  movimiento  comunal  de  sus  ciudades,  que  apartándo- 
se de  las  antiguas  formas  de  los  viejos  municipios,  adoptaron 
las  de  una  verdadera  democracia,  aunque  en  ellas  predomi- 
naba la  ley  lombarda;  sin  embargo,  habiendo  comenzado  des- 
de el  siglo  XI  el  estudio  del  Derecho  romano,  difundiéndo- 
se en  el  XIII,  entró  dicha  ciencia,  como  un  nuevo  elemen- 
to en  los  Estatutos  de  las  ciudades  más  importantes  de  aque- 
lla nación.  Semejante  evolución  determinó  á  tal  grado  en 
aquellos  pueblos  su  mejoramiento  social,  que  de  ello  nos  dan 
evidentes  pruebas  en  lo  que  al  Derecho  pilblico  se  refiere,  las 
Repúblicas  de  Bolonia  y  de  Florencia,  que  adelantándose  cin- 
co siglos  á  la  célebre  proclamación  en  Francia  de  'los  dere- 
chos del  hombre,"  decretan  la  abolición  de  la  esclavitud,  es- 
forzándose en  hacerla  desaparecer  hasta  en  sus  últimos  ves- 
tigios. 

Como  consecuencia  de  su  autonomía,  las  ciudades  italianas 
desarrollaron  más  ampliamente  sus  relaciones  mercantiles, 
observando  que  era  perjudicial  á  sus  intereses  la  limitación 
de  cada  ley  á  determinado  territorio;  en  tal  virtud,  y  con  el 
fin  de  favorecer  el  desenvolvimiento  del  comercio,  fué  nece- 
sario establecer  que  ciertos  estatutos  locales,  conservaran  su 
autoridad  sobre  las  personas  fuera  del  territorio  en  que  eran 
obligatorios.  Bajo  la  impresión  de  estás  necesidades,  Albe- 
rico  de  Rósate,  Baldo,  y  principalmente  Bartolo,  que  fueron 
los  más  ilustres  expositores  del  derecho  en  el  siglo  XIV, 
quienes  procedían  de  la  escuela  de  los  Glosadores,  se  dedica- 
ron de  preferencia  á  establecer  ciertas  teorías  con  el  fin  de 
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aplicarlas  á  las  necesidades  prácticas  de  su  tiempo.  Para  dis- 
tinguirlos de  los  jurisconsultos  que  los  precedieron,  se  les  co- 
noce también  con  el  nombre  de  Postglosadores. 

Bartolo,  que  está  considerado  como  el  verdadero  fundador 
de  la  teoría  de  los  estatutos,  fijó  con  la  debida  precisión  los 
principios  ó  la  base  en  que  se  levanta  toda  aquella  doctrina, 
y  á  este  efecto  enseña,  que  es  preciso  examinar:  1^,  si  el  esta- 
tuto propio  de  una  circunscripción  territorial,  se  extiende  á 
las  personas  que  no  dependen  de  ésta,  y  2^,  si  el  efecto  del 
estatuto  se  prolonga  más  allá  del  territorio:  Comm.  in  Cod: 
L.  Cunctos  populas  núms.  13  y  siguientes.  De  estos  principios, 
nació  la  teoría  de  los  estatutos  personaliaj  realia  et  mixta^  en 
la  que  se  estableció  que  las  leyes  concernientes  á  las  perso- 
nas eran  determinadas  por  el  domicilio;  las  relativas  á  los 
inmuebles  por  su  situación,  y  finalmente,  las  que  se  referían 
á  los  actos,  por  el  lugar  en  que  ellos  pasaban,  hcus  regit  ac- 
tum;  aunque  propiamente  hablando,  la  teoría  del  estatuto 
mixto  comenzó  á  conocerse  mejor  en  el  siglo  XVI,  en  los  es- 
critos del  célebre  jurisconsulto  bretón,  d'Argentré,  designán- 
dose bajo  este  nombre  las  leyes  que  refiriéndose  principal- 
mente á  las  personas,  ejercen  sin  embargo  una  influencia 
considerable,  aunque  indirecta,  sobre  los  bienes.  En  conse- 
cuencia, conforme  á  la  doctrina  expresada,  los  estatutos  mix- 
tos, asi  como  los  reales,  regían  todos  los  bienes  situados  so- 
bre el  territorio  y  se  detenían  en  sus  límites;  aunque  ella  fué 
modificada,  estableciéndose  posteriormente,  que  si  bien  cier- 
tos estatutos  tenían  una  naturaleza  mixta,  pertenecían  sola- 
mente á  la  forma  .exterior  de  los  actos. 

Esta  teoría  de  los  estatutos  en  toda  su  extensión,  fué  estu- 
diada en  los  siglos  del  XVI  al  XVIII  en  Francia,  en  Bélgi- 
ca, en  Holanda  y  también  en  Alemania,  aunque  con  laincer- 
tidumbre  natural  de  los  principios  en  que  ella  se  fundaba, 
porque  rara  vez  podía  encontrarse  una  disposición  legal  que, 
refiriéndose  á  las  personas,  no  se  relacionara  igualmente  con 
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los  bienes  ó  con  los  actos  jurídicos;  pero  es  indudable,  y  para 
resumir,  que  el  conflicto  de  las  leyes  ha  sido  la  materia  de 
tan  célebre  teoría.  En  los  capítulos  anteriores  me  ocupé,  aun- 
que brevemente,  de  la  extensión  que  se  dio  á  ella  en  K»s  siglos 
antes  indicados,  y  las  escuelas  que  nacieron  bajo  su  influen- 
cia, cuyo  estudio  nos  hizo  conocer  al  mismo  tiempo  la  evolu- 
ción histórica  de  dicha  doctrina,  que  habiendo  tenido  por  ob- 
jeto la  conveniente  solución  en  el  conflicto  de  las  leyes,  nos 
lleva  indefectiblemente  á  estudiar  las  fuentes  y  el  objeto  del 
Derecho  internacional  privado,  conforme  á  los  adelantos  de 
la  ciencia,  estudio  que  haré  en  los  capítulos  siguientes. 


CAPITULO  X.  -  ^ 
Síntesis  del  Derecho  internacional  privado. 

(Continúa.) 

SUM^  filO. — El  hombre  es  la  proyección  de  la  patria  doDdé  quiera  que  él 
asiente  su  planta. — De  aquí  la  necesidad  de  aplicar  el  principio  de  la 
personalidad  de  las  leyes. — Sin  él  no  tendría  objeto  el  Derecho  inter- 
nacional privado. — En  el  conflicto  de  leyes,  debe  regir  la  relación 
jurídica,  la  ley  que  por  su  naturaleza  sea  la  más  competente. — Sin 
embargo,  la  solución  de  estos  conflictos  presenta  serios  inconvenien- 
tes.— Deben  evitarse,  estableciendo  una  doctrina  única  é  idéntica  pa- 
ra todos  los  países. — Dicha  doctrina  no  dede  inspirarse  en  la  conve- 
niencia ni  en  el  interés,  sino  en  principios  fllosóflcamente  justos. — Es- 
to no  basta,  porque  hay  que  recurrir  á  otros  recursos,  los  que  sumi- 
nistra al  juez  la  práctica. — Cuáles  son  los  elementos  de  las  decisiones 
del  juez-en  estos  conflictos. — ^Tendencias  de  los  tribunales  ingleses  y 
de  los  publicistas  alemanes  á  considerar  estas  doctrinas,  seguidas  en 
el  Continente  europeo  por  las  naciones  do  la  raza  latina.-r-Opinión 
del  ilustre  Savigny  en  esta  materia. — Bajo  los  conceptos  antes  enun- 
ciados, se  llegará  á  un  acuerdo  entre  la  ciencia  y  el  derecho  positivo 
en  este  ramo  do  la  enciclopedia  jurídica. — Sin  embargo,  algunos  pu- 
blicistas creen  lo  contrario  y  fundan  las  causas. — Estas  no  son  insu- 
perables.— Idénticos  obstáculos  se  opusieron  a\jus  gentium  entre  los 
romanos,  y  eso  derecho  es  universalmente  aplicado  aun  en  nuestra 
época. — El  Derecho  internacional  privado  tiene  una  misión  civiliza- 
dora, porque  tiende  á  cimentar  la  obra  de  la  conciliación  y  de  las 
mutuas  concesiones  entre  los  pueblos. 

Partidario  por  intima  convicción,  de  la  personalidad  de 
las  leyes,  siguiendo  en  esta  materia  los  principios  en  que  se 
funda  la  nueva  escuela  italiana,  seré  breve  al  reseñar  el  ob-. 
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jeto  y  las  aplicaciones  del  Derecho  internacional  privado,  que 
conforme  á  los  principios  antes  enunciados,  quiere,  salvo 
limitadas  excepciones,  que  al  individuo  se  le  aplique  su  ley 
personal  en  el  país  en  que  reside,  porque  el  hombre  es  la  pro- 
yección de  la  patria  en  su  peregrinación  por  la  tierra. 

En  concreto,  el  Derecho  internacional  privado,  tiene  poi  ob- 
jeto la  aplicación  de  las  leyes  civiles  de  un  Estado  en  el  terri- 
torio de  otro,  y  por  consiguiente  ocúpase  de  la  solución  del 
conflicto  de  las  leyes,  porque  la  idea  de  conflicto  se  conside- 
ra como  la  substancia  del  Derecho  internacional  privado;  y 
aunque  bajo  este  punto  de  vista  es  muy  difícil  y  complicada 
dicha  ciencia,  con  la  cual  se  pretende  atenuar  el  principio  de 
la  independencia  y  soberanía  de  los  Estados,  que  en  sus  exa- 
geraciones nos  conducirían  á  los  prejuicios  heredados  del  sis- 
tema feudal,  sin  embargo,  la  jurisprudencia  de  los  tribunales 
y  los  publicistas,  tiende  á  afirmar  los  sanos  y  civilizadores 
principios  en  que  la  misma  ciencia  se  funda  y  se  levanta,  la 
cual  se  ocupa  primordial  mente  en  constituir  la  personalidad 
jurídica  del  extranjero;  tal  es  la  nota  característica  de  esta 
rama  importantísima  del  derecho. 

Por  otra  parte,  para  evitar  dudas  y  complicaciones  en  este 
mismo  estudio,  es  preciso  establecer  que  la  colisión  de  las  le- 
yes se  considera  esencial  en  el  desarrollo  del  Derecho  inter- 
nacional privado,  porque  dicha  noción,  además  de  ser  tradi- 
cional, no  determina  choque  alguno  entre  leyes  concurrentes, 
ni  el  triunfo  de  la  una  sobre  la  otra;  significa  simplemente, 
''que  una  misma  relación  jurídica,  se  halla  sometida  al  impe- 
rio de  distintas  legislaciones,  y  que  sólo  debe  regirla  la  ley 
que  por  su  naturaleza  sea  más  competente."  Además,  no 
debe  olvidarse,  que  en  el  derecho  común  conocemos  también 
los  conflictos  de  jurisdicción,  y  aunque  la  ley  nacional  ocurra 
á  dar  la  debida  solución  á  estas  cuestiones  de  competencia, 
siempre  se  trata  en  ellas  de  una  colisión  ó  de  un  conflicto. 

Debo  ser  muy  breve  al  compendiar  en  sólo  dos  ó  tres  oa- 
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pítalos, toda  esta  materia,  porque  no  puedo  extenderme  en 
más  amplias  consideraciones,  que  me  desviarían  del  primor- 
dial objeto  de  esta  obra;  sin  embargo,  tratando  del  conflicto 
de  leyes,  que  es  substancial  en  Derecho  internacional  priva- 
do, paréceme  hoy  mismo  estar  en  presencia  de  las  gravísi- 
mas dificultades  que  se  presentaban  en  la  época  en  que  los 
'postglosadores  se  ocuparon  de  la  solución  de  estas  colisiones 
de  las  leyes,  y  también  de  las  doctrinas  de  los  escritores  que 
siguieron  dicha  escuela  nacida  en  Italia,  según  antes  he  ex- 
presado; en  efecto,  en  vista  de  la  falta  de  acuerdo  entre  la 
ciencia  y  la  práctica,  podríamos  exclamar  con  uno  de  los  ju- 
risconsultos más  notables  del  siglo  XVI,  indefit  ut  incerti 
magistri  incertiares  lectores  dimittant.  Sin  embargo,  para  evi- 
tar tan  serios  inconvenientes,  no  es  posible  desconocer,  que  la 
ciencia  tiende  á  establecer  en  nuestra  época,  fundada  en  la 
idea  de  justicia  que  es  universal,  los  principios  que  por  inva- 
riables y  por  su  generalidad,  forman  un  derecho  verdadera- 
mente internacional,  que  suministrará  de  una  manera  unifor- 
me los  medios  de  resolver  los  conflictos  de  las  leyes  en  cual- 
quier país  en  que  ellos  se  presenten,  por  i^ás  que  se  crea,  que 
la  independencia  de  los  Estados  se  opone  á  la  integración  dé 
una  doctrina  general,  y  común  en  este  orden  de  ideas.  Con 
tal  motivo,  debo  recordar  aquí,  la  incontestable  autoridad  del 
ilustre  Mancini,  quien  expresaba,  que  era  una  necesidad  ab- 
soluta, la  existencia  de  una  doctrina  única  é  idéntica  para  to- 
dos los  países,  indicando  además  que  ella  debía  formarse,  no 
bajo  la  impresión  de  la  conveniencia  ó  del  interés,  sino  con- 
forme á  principios  filosóficamente  justos. 

Esta  es,  por  lo  menos,  la  tendencia  que  observamos  en  el 
Continente  europeo,  y  muy  particularmente  en  los  países  en 
que  prepondera  la  raza  latina.  Además,  hay  un  hecho  muy 
significativo  que  viene  en  apoyo  de  la  tesis  antes  sustentada, 
la  marcada  tendencia  que  se  muestra  en  los  tribunales  ingle- 
ses á  tener  en  cuenta  en  sus  decisiones  las  doctrinas  admití- 
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das  en  dicho  Continente,  y  por  otra  parte,  los  progresos  rea- 
lizados en  Alemania  por  la  idea  de  nacionalidad,  que  consti- 
tuye cierta  comunidad  de  ideas  entre  las  teorías  adoptadas 
por  los  alemanes  y  la  doctrina  italiana  fundada  en  la  univer- 
salidad de  los  principios  que  deben  informar  esta  ciencia;  y  no 
es  de  extrañarse  las  aproximaciones  de  estas  razas  en  que  su 
individualismo  originario  ha  preponderado  tanto  aun  en 
nuestra  misma  edad,  si  se  tiene  en  cuenta  que  uno  de  sus 
más  ilustres  publicistas,  el  memorable  Savigny,  enseña  que 
una  doctrina  única,  es  necesaria  para  realizar  en  su  forma 
más  perfecta,  la  idea  de  igualdad  del  nacional  y  del  extranjero; 
y  agrega,  la  unidad  no  es  aquí  una  cualidad  arbitraria,  ella 
es  indispensable  y  se  impone  para  el  objeto  de  nuestra  cien- 
cia. 

Tal  es  la  situación  actual,  en  lo  que  se  refiere  á  la  ciencia 
pura,,  la  cual  no  basta,  sin  embargo,  por  si  sola,  si  no  recurri- 
mos además  á  otras  fuentes,  las  que  la  práctica  suministra  al 
juez  en  cada  país,  como  elementos  constitutivos  de  sus  deci- 
siones. ¿Cuáles  serán  estos  elementos?  fácil  es  enumerarlos,  co- 
menzando por  el  e8|;udio  del  texto  de  cada  legislación  positi- 
va en  lo  que  se  refiere  á  la  solución  de  los  conflictos  más  di- 
ficultosos; asi  como  procurar  penetrarse  del  espíritu  de  las 
convenciones  que  sean  relativas  al  punto  de  que  se  trate;  y 
finalmente,  ocurrir  á  la  tradición  que  en  algunos  puntos  á  dis- 
cusión ha  hecho  prevalecer  determinadas  reglas,  que  han  ad- 
quirido la  autoridad  délas  leyes  positivas  y  que  tienen  sobre 
éstas  la  ventaja  de  poder  extender  más  ampliamente  su  esfe- 
ra de  aplicación. 

En  resumen,  y  bajo  este  orden  de  ideas,  se  Ijegará  á  un 
acuerdo  entre  la  ciencia  y  el  derecho  positivo,  pues  aunque 
parecen  opuestos,  al  fin  llegarán  á  combinarse  en  bien  de  es- 
te ramo  importante  del  Derecho  internacional.  En  efecto,  ¿de 
cuántos  adelantos,  de  cuántos  progresos  no  será  deudora  es- 
ta ciencia  si  una  doctrina  teóricamente  constituida,  llega  á  pe- 
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netrar  en  la  vida  jurídica  por  las  múltiples  manifestaciones  de 
la  jurisprudencia  de  los  tribunales?  Las  consecuencias  de  la 
tesis  sustentada,  suben  en  importancia  si  descendemos  al 
terreno  de  la  práctica,  en  el  que  el  juez  está  llamado  á  deci- 
dir, y  que  no  encontrando  ley  apropiada  en  su  legislación 
nacional  que  pueda  guiarlo  en  la  solución  del  conflicto,  se 
encontrará  siempre  perplejo  é  indeciso  en  la  resolución  de 
dichas  cuestiones,  que  son  del  dominio  del  derecho;  por  este 
motivo,  debe  dejársele  entera  libertad  de  apreciación,  con  el 
fin  de  que,  fundándose  en  la  razón  y  en  los  conocimientos 
generales  adquiridos  por  él  en  la  ciencia  del  derecho,  pueda 
aplicar  los  principios  que  sean  más  adaptables  á  la  contro- 
versia debatida.  En  este  caso,  la  teoría,  la  doctrina  general 
sustentada  por  la  ciencia,  vendrá  en  su  apoyo,  porque  en  ella 
encontrará,  entre  otras  enseñanzas,  las  condiciones  sociales 
del  medio  en  que  ejerce  su  magisterio,  y  no  es  posible  desco- 
nocer que  bajo  la  acción  de  los  factores  antes  indicados,  se 
formará  un  derecho  consuetudinario  en  tan  importante  ra- 
mo del  Derecho  internacional,  que  influirá  por  manera  deci- 
siva en  la  legislación  de  los  Estados,  dando  en  esta  materia 
la  debida  orientación  á  dicha  ciencia,  aquella  que  reclama  la 
razón,  los  adelantos  de  nuestra  actual  adelantada  civilización 
y  el  sentimiento  de  lo  justo,  que  es  la  intrínseca  manifesta- 
ción del  derecho  en  la  humana  convivencia. 

Sin  embargo,  tan  deseada  unidad  parece  imposible  en  nues- 
tra época,  por  las  causales  que  paso  á  enumerar,  indicadas  por 
algunos  publicistas  franceses,  hoy  mismo,  al  principiar  el  si- 
glo XX: 

1^  La  necesidad  en  que  está  todo  país  de  improvisar  sepa- 
radamente las  reglas  reclamadas  por  las  necesidades  del  mo- 
mento. 

2^  La  data  muy  reciente  del  método  nuevo,  que  consiste  en 
proceder  sobre  un  interés  común,  por  deliberaciones  también 
comunes. 

16 
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3^  La  notable  diferencia  y  antinomias  que  separan  entre 
si  determinadas  legislaciones,  lo  cual  se  opone  &  un  acuerdo 
conveniente  entre  ellas,  y 

4^  La  desigualdad  de  preparación  de  diversos  pueblos  pa- 
ra adoptar  los  principios  de  este  derecho. 

A  nuestro  modo  de  ver,  es  indudable  que  todas  estas  cau- 
sales opónense  á  la  deseada  unidad,  pero  ellas  mismas  no  son 
insuperables,  porque  los  esfuerzos  y  las  tendencias  que  obser- 
vamos para  constituir  una  doctrina  cienÜfica  única  y  general 
en  que  se  levante  todo  este  ramo  de  la  enciclopedia  jurídica, 
aunque  lentos,  avanzan  con  paso  seguro  hacia  la  debida  uni- 
dad, sin  preocuparse  por  obstáculos  que  no  son  invencibles. 
£n  efecto,  no  es  posible  predecir  nada  estable  en  el  vasto 
campo  de  una  ciencia  en  formación,  como  es  esta  en  que  me 
ocupo,  sino  hasta  que  ella  haya  llegado  á  un  estado  de  per- 
fecta madurez;  en  comprobación  de  estas  ideas,  no  puede  ol- 
vidarse que  aun  entre  los  romanos,  las  numerosas  controver- 
sias suscitadas  entre  Sabineos  y  Frocúleos  que  duraron  más 
de  un  siglo,  determinaban  entonces  cambios  en  la  administra- 
ción de  la  justicia,  cuando  el  magistrado  pertenecía  á  una  ú 
otra  escuela;  por  último,  los  jurisconsultos  de  la  época  del 
derecho  pretoriano  ¿no  predecían  que  este  derecho  no  enseña- 
ba nada  útil  ni  provechoso  y  que  debía  desaparecer?  y  sin 
embargo,  ¿no  es  en  nuestra  época  el  jtts  gentium  el  que  se  apli- 
ca entre  las  naciones  civilizadas,  en  sus  relaciones  internacio- 
nales? La  discusión  hace  la  luz  en  los  dominios  de  las  cien- 
cias, pero  en  cambio,  los  principios  son  la  base  inconmovible 
en  que  ellas  se  levantan  después. 

Por  esta  razón,  el  derecho  pretoriano,  tan  susceptible  en 
Roma  de  querellosas  controversias,  ha  pasado  á  la  posteri- 
dad, aun  resistiendo  los  embates  de  los  tiempos;  y  su  univer- 
sal aplicación  nos  demuestra  la  unidad  de  su  doctrina,  funda- 
da en  la  equidad,  que  es  también  inmutable;  siendo  su  uni- 
versalidad, consecuencia  ineludible  de  la  unidad  de  la  especie 
humana. 
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Bajo  la  impresión  de  estas  consideraciones  históricas,  que 
también  son  de  actualidad,  no  creemos  aventurado  predecir 
el  importantísimo  papel  que  el  Derecho  internacional  priva- 
do representará  en  las  relaciones  sociales  de  nuestra  edad,  y 
la  grandeza  de  miras  con  que  se  presenta  en  el  porvenir,  á 
mayor  abundamiento,  cuando  es  considerada  esta  ciencia  en 
los  albores  de  una  vida  incipiente,  aunque  desde  ahora  tien- 
de á  cimentar  la  obra  civilizadora  de  la  conciliación  y  de  las 
mutuas  concesiones,  que  es  el  fin  supremo  del  Derecho  inter- 
nacional privado. 

En  el  capitulo  siguiente,  me  dedicaré  á  tratar  del  objeto 
práctico  de  este  ramo  de  la  ciencia  del  derecho,  refiriéndome 
en  concreto  á  la  personalidad  jurídica  del  extranjero,  y  por 
ende  á  sus  derechos  civiles  y  aun  á  los  políticos  en  determi- 
nados casos;  finalmente,  á  la  ley  que  deberá  regir  las  relacio- 
nes privadas  internacionales,  es  decir,  las  teorías  que  se  re- 
fieren al  conflicto  de  las  leyes. 


CAPITULO  XL 
Sintesis  del  Derecho  internacional  privado. 

(Continua.) 

SUMARIO.— La  noción  de  la  patria. — La  noción  del  Estado.— Opinión 
respecto  de  la  primera,  del  publicista  francés  Mr.  Fustel  de  Coulan- 
ges. — La  noción  actual  del  Estado,  enseña  que  las  naciones  no  se  com- 
ponen de  un  todo  homogéneo. — Como  uno  de  tantos  elementos,  en- 
tran en  los  Estados,  los  extranjeros. — En  consecuencia,  las  legislacio- 
nes len  acuerdan,  por  lo  menos,  los  derechos  que  consagra  el^t^  gen- 
tium.— Por  lo  tanto,  en  el  derecho  positivo  actual,  se  constituye  la 
personalidad  jurídica  del  extranjt-ro. — ^Tendencia  civilizadora  en  la 
presente  edad  á  nivelar  en  sus  derechos  civiles  al  extranjero  con  el 
nacional. — Esta  evolución  se  comprende  por  la  incontestable  unidad 
de  la  especie  humana. — Bajo  la  impresión  de  estas  ideas,  se  observan 
determinadas  tendencias  á  la  unidad  de  las  legislaciones. — Tal  es  la 
nobilísima  labor  del  Derecho  internacional  privado. — Opiniones  á  es- 
te respecto  de  los  notables  publicistas  Westlake  y  W hartón. — La  teo- 
ría  del  comitas  gentium. — Está  desautorízada  por  la  ciencia,  por  fun- 
darse en  la  utilidad  ó  el  interés,  y} por  lo  tanto,  en  la  arbitraríedad. 
— Bn  consecuencia,  se  impone  la  ooligación  de  aplicar  al  extranjero 
su  propia  ley,  bajo  las  condiciones  establecidas  en  el  Derecho  inter- 
nacional prívado. — De  aquí  resulta  el  estudio  del  conflicto  de  leyes. 
— Bn  resumen,  el  objeto  del  Derecho  internacional  privado,  se  redu- 
ce en  su  concepto  práctico. — 1?  A  constituir  la  personalidad  jurídica 
del  extranjero. — 29  A  atribuirle  los  derechos  civiles,  y— 39  A  deter- 
minar qué  ley  debe  regir  sus  relaciones  privadas  internacionales. — 
Tal  es  la  síntesis  de  esta  rama  de  la  enciclopedia  jurídica. 

La  historia  nos  enseña  que  la  humanidad,  no  muy  lejos  de 
su  origen,  se  dividió,  por  razones  etnográficas,  en  determina- 
das entidades  sociales,  de  carácter  político  y  al  mismo  tiem- 
po independientes,  formándose  en  grupos  ó  asociaciones  liga- 
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das  por  idénticas  aspiraciones,  deberes  y  derechos,  cuyo  con- 
junto jurídico  y  moral  nos  lleva  á  conocer,  en  su  concepto  más 
concreto,  la  idea  de  la  patria. 

El  concepto  de  la  patria  en  la  antigüedad,  está  gráficamen- 
te explicado  por  un  notable  publicista  francés,  Mr.  Pustel 
de  Goulanges,  quien  expresa,  que  ella  significaba  entre  los 
antiguos,  tierra  de  los  padres;  siendo  la  de  cada  individuo,  la 
parte  del  suelo  que  había  santificado  su  religión  doméstica  ó 
nacional,  la  tierra  en  que  descansaban  los  huesos  de  sus  ma- 
yores y  que  ocupaban  sus  almas.  Así  se  explica  el  patriotis- 
mo de  los  antiguos;  sentimiento  enérgico^  que  era  para  ellos 
la  suprema  virtud  y  en  el  que  venían  á  refundirse  todos  los 
demás.  Cuanto  había  de  más  caro  para  el  hombre  se  refería 
á  la  patria,  en  la  cual  hallaba  su  propiedad,  su  seguridad, 
su  derecho,  su  fe  y  su  Diqs.  Perdiéndola,  lo  perdía  todo,  y 
era  casi  imposible  que  su  interés  privado  se  encontrase  nun*^ 
ca  en  oposición  con  el  público.  Patria  semejante  no  podía  ser 
únicamente  el  domicilio  del  individuo;  si  abandonaba  sus  san- 
tas murallas,  si  traspasaba  los  límites  sagrados  del  territorio, 
no  había  ya  para  él  ni  religión,  ni  lazo  social  de  ninguna  es- 
pecie. Fuera  de  su  patria,  se  encontraba  fuera  de  la  vida  re- 
gular y  del  derecho,  teniendo  únicamente  en  ella  su  dignidad 
de  hombre  y  sus  deberes;  no  era  sino  casi  hombre  cuando  la 
abandonaba. 

La  noción  del  Estado,  en  su  concepción  primitiva,  y  en  épo- 
cas en  que  la  civilización  aún  no  había  difundido  por  el 
mundo,  su  benéfica  influencia,  adolece  de  vicios  radicales  que 
la  separan  con  mucho  de  su  actual  concepto,  que  ve  en  el  Es- 
tado un  organismo  viviente  que  se  desarrolla  para  obtener 
los  fines  que  está  llamado  á  realizar  en  el  espacio.  Sin  em- 
bargo, no  basta  que  el  Estado  llene  las  condiciones  de  su  pro- 
pia existencia  y  prosiga  su  marcha  impasible  á  través  de  las 
edades,  porque  la  ley  de  la  historia  y  con  ella  la  civilización 
que  se  acrecienta  con  ios  tiempos,  le  seftala  sus  deberos  en  li^ 
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humana  convivencia.  Por  esta  razón,  la  idea  del  Estado  no 
86  explica  hoy  como  un  todo  homogéneo;  y  aunque  libre  de 
extraños  elementos,  en  ella  entran  también  diversos  factores, 
los  ciudadanos  de  otros  países,  porque  ya  los  extranjeros  no  son 
considerados  como  en  la  antigüedad,  Aostis  6  enemigos;  sus  de- 
rechos están  perfectamente  definidos  á  la  par  que  los  del  na- 
cional, en  las  legislaciones  de  nuestra  actual  adelantada  edad, 
en  que  la  ley  de  la  reciprocidad  y  la  acción  internacional  tien- 
den á  consagrar  la  universalidad  del  derecho,  en  el  que  entra 
como  sujeto  primordial  de  él,  el  hombre  sin  distinción  de  na- 
cionalidades. 

Por  esta  razón,  se  han  preocupado  tanto  y  á  diario  los  le- 
gisladores, con  el  fin  de  constituir  en  sus  Códigos,  la  condi- 
ción jurídica  del  extranjero,  y  con  ella  sus  derechos  civiles, 
así  como  la  manera  deocurrir  á  la  solución  más  conveniente, 
más  justa  y  equitativa  en  el  conñicto  de  las  leyes  de  los  di- 
versos Estados,  cuando  haya  necesidad  de  juzgar  una  relación 
jurídica  que  afecte  los  derechos  del  extranjero. 

En  consecuencia,  constituida  la  personalidad  jurídica  del 
extranjero,  bajo  los  dictados  de  sentimientos  más  conformes 
á  la  naturaleza  humana,  la  idea  de  la  unidad  de  la  especie, 
al  germinar  en  el  espacio,  produjo  la  aspiración  de  una  pa- 
tria común,  que  nos  ha  llevado  en  ¡aprésente  edad,  á inapre- 
ciable conquista,  aquella  en  que  la  igualdad  ha  venido  anive- 
lar al  nacional  y  al  extranjero.  Y  esta  evolución  se  imponía 
ya,  porque  dada  la  naturaleza  del  hombre,  tan  compleja  en  sus 
facultades  y  tan  varia  de  suyo,  no  era  posible  el  conveniente 
desarrollo  de  aquellas  facultades  y  que  llegara  á  alcanzar  sus 
fines,  si  no  se  le  concedían  los  medios  más  necesarios,  los  que 
fueran  indispensables,  y  más  conformes  á  su  propia  naturale- 
za. Estos  medios  no  son  otros  que  los  que  le  acuerdan  deter- 
minados derechos  como  ser  social;  con  este  motivo,  los  Esta- 
dos tienen  hoy  la  obligación  de  velar  por  la  vida  y  por  la 
satisfacción  de  las  naturales  aspiraciones  de  todo  aquel  que 
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habite  en  su  territorio,  sin  distinción  de  nacionales  y  extran- 
jeros; porque  teniendo  el  hombre  por  su  instinto  nómada  ó  cos- 
mopolita, la  tendencia  á  radicar  indistintamente  en  cualquiera 
zona  del  planeta,  nunca  las  legislaciones  podrían  negarle  las 
condiciones  más  apropiadas  á  su  desenvolvimiento,  á  su  con- 
servación y  á  su  vida,  como  persona  social  y  por  ende  como 
ser  humano. 

Bajo  la  impresión  de  estas  ideas,  no  es  de  extrañar  la  cons- 
tante y  común  aspiración  que  tiende  hoy  á  realizar,  en  esta 
materia,  la  unidad  de  las  legislaciones,  obtenida  ya  en  la  ma- 
yoría de  ellas,  por  medio  de  la  cual,  se  ha  nivelado  al  nacio- 
nal con  el  extranjero  en  sus  derechos  civiles,  lucha  en  que 
ha  triunfado  la  civilizadora  labor  del  Derecho  de  gentes.  Sin 
embargo,  es  preciso  no  desmayar  en  semejante  tarea,  á  la 
que  con  tan  noble  afán  se  dedica  en  nuestra  época  el  Derecho 
internacional  privado,  porque  no  puede  desconocerse  que  en 
algunos  Estados,  sometidos  aún  á  determinados  prejuicios  y 
á  los  atavismos  propios  de  la  época  feudal,  y  en  el  mismo 
Código  de  Napoleón,  que  ha  servido  de  tipo  y  de  modelo  á  la 
codificación  civil  de  nuestra  edad,  hallamos  todavía  resisten- 
cias en  esta  materia  de  los  derechos  concedidos  al  extranjero, 
aunque  atenuados  con  los  principios  de  la  ciencia  y  con  la 
jurisprudencia  de  los  tribunales,  que  tienden  á  equiparar  á 
nacionales  y  á  extranjeros,  pues  en  realidad,  aún  no  se  ha 
obtenido  la  conveniente  y  deseada  igualdad. 

Constituida,  según  hemos  expresado  antes,  la  personalidad 
jurídica  del  extranjero,  como  sujeto  del  derecho,  acordándole 
los  que  se  derivan  de  su  misma  personalidad,  se  impone  co- 
mo indispensable  el  estudio  que  nos  lleva  á  procurar  la  con- 
veniente solución  del  conflicto  de  las  leyes  de  los  distintos 
Estados,  cuando  se  trate  de  una  relación  privada  del  orden 
internacional,  estudio  de  suyo  arduo  y  complicado,  en  el  que 
la  mayoría  de  los  autores  que  se  dedican  á  este  ramo  impor- 
tantísimo de  la  enciclopedia  jurídica,  creen  que  está  compen- 
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diada  toda  la  materia  de  esta  eíencia;  y  aunque  á  primera 
vista  asi  lo  parece,  la  solución  del  conflicto  de  las  leyes  es 
consecuencia  indeclinable,  á  mi  modo  de  ver,  de  los  prece- 
dentes que  antes  hemos  estudiado;  es  decir,  la  constitución 
de  la  personalidad  jurídica  del  extranjero  y  su  reconocimien- 
to como  sujeto  del  derecho;  tales  son  las  premisas,  y  la  con- 
clusión se  impone,  al  tratarse  de  la  solución  del  conflicto  de 
las  leyes,  que  es  obligado  corolario  en  el  Derecho  interna- 
cional privado;  aunque  es  muy  difícil  por  cierto,  pudiendo 
invocarse  en  nuestro  apoyo,  la  célebre  frase  d'Argentré,  que 
en  nuestros  tiempos  no  carece  de  aplicación:  In  is  definiendis 
mirum  est  quam  sudant  doctores. 

Para  completar  la  síntesis  en  que  me  ocupo,  creo  indispen- 
sable tratar,  brevemente,  de  la  razón  jurídica  de  la  aplica- 
ción de  las  leyes  extranjeras  y  del  carácter  obligatorio  que 
éstas  tienen,  y  finalmente,  de  qué  manera  deberá  aplicarlas 
el  juez. 

El  principio  de  la  territorialidad  de  las  leyes,  debido  al 
feudalismo,  ha  pretendido  aparecer,  atenuado  después,  aún  eu 
nuestra  época,  salvo  el  caso  de  convención  internacional,  ó 
por  disposición  expresa  de  la  ley,  con  la  teoría,  conUtas  gen^ 
üum^  por  medio  de  la  cual  se  aplica  en  un  Estado  la  ley  ex- 
tranjera como  un  acto  de  benevolencia,  de  conveniencia  ó  de 
cortesía  internacional;  pero  este  principio  conduciría  frecuen- 
temente, en  el  conflicto  de  leyes,  á  la  arbitrariedad,  porque 
dejaría  al  juez  la  elección  de  la  ley,  y  esto  sin  inspirarse  en 
un  criterio  racional  y  seguro.  Los  autores  que  sustentan  la 
teoría  indicada  y  los  Estados  que  la  adoptan,  están  muy  le- 
jos de  conocer  las  verdaderas  tendencias  del  Derecho  interna- 
cional privado  que,  como  todo  derecho,  debe  tener  una  apli- 
cación práctica  en  que  á  la  par  que  la  utilidad,  impere  tam- 
bién la  idea  fundamental  de  la  justicia. 

A  este  efecto,  aquel  Derecho,  como  expresa  Savigny,  se  pro- 
pene indagar,  respecto  á  cada  hecho  jurídico,  la  ley  que  lo 
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rige,  atendida  su  propia  naturaleza,  y  aplicar  esta  ley,  sin 
distinguir  si  es  nacional  6  extranjera.  Expresa,  además,  que 
el  principal  punto  de  vista  de  la  cuestión,  es  el  de  una  comu- 
nidad de  Derecho  internacional  entre  las  naciones  que  sostie- 
nen relaciones  mutuas,  punto  de  vista  que  con  el  transcurso 
de  los  tiempos  ha  sido  más  generalmente  aceptado,  como  con- 
secuencia del  progreso  de  las  sociedades,  bajo  el  poderoso  in- 
flujo de  la  civilización  cristiana;  en  consecuencia,  teniéndose 
en  cuenta  lo  expuesto,  podrá  juzgarse  en  lo  esencial  el  con- 
flicto entre  las  leyes  territoriales  de  Estados  independientes, 
según  los  principios  que  rigen  el  conflicto  entre  los  derechos 
particulares  ó  locales  dentro  de  un  solo  Estado,  puesto  que» 
para  ambas  clases  de  conflicto,  la  tarea  es  la  misma.  Final- 
mente, Westlakeestá  de  acuerdo  con  las  ideas  antes  enuncia- 
das, que  se  condensan  en  la  definición  que  da  al  Derecho 
internacional  privado,  expresando  ^^que  es  una  rama  del 
Derecho  nacional,  nacida  de  existir  en  el  mundo  diversas  ju- 
risdicciones territoriales,  que  poseen  diferentes  leyes;"  por 
último,  el  mismo  Wharton,  hablando  de  esta  rama  importan- 
tísima de  la  enciclopedia  jurídica,  dice:  es  un  Derecho^  y  por 
consiguiente  obligatorio. 

La  autorizada  voz  de  los  ilustres  publicistas  á  que  acaba- 
mos de  referirnos,  lleva  nuestra  convicción  á  rechazar  por  ar- 
bitraria é  injusta  esta  idea  del  comitas  gentium. 

En  comprobación  de  lo  expuesto,  hay  autores  que  opinan 
que  el  juez  debe  aplicar  de  oficio  la  ley  extranjera,  porque  la 
misión  de  él  consiste  en  juzgar  todo  litigio  según  el  derecho 
que  lo  rige;  aunque  otros  expositores  creen  que  es  potestati- 
vo en  él  aplicarla  ó  no;  pero  todas  estas  disquisiciones,  nos 
llevan  á  concluir:  que  la  aplicación  de  la  ley  extranjera  en 
otro  Estado,  es  una  necesidad  que  se  impone,  asi  como  la  so- 
lución de  los  conflictos,  que  es  el  obligado  corolario  del  estu- 
dio del  Derecho  internacional  privado,  que  en  este  punto  es 
en  donde  alcanza  su  mayor  estera  de  aplicación  práctica. 
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Las  cuestiones  que  suscita,  es  decir,  si  debe  ó  no  aplicarse 
la  ley  extranjera,  la  prueba  de  ella,  qué  es  lo  que  deberá  ha- 
cer el  juez  cuando  haya  duda  ó  contradicción  respecto  á  dicha 
ley,  cómo  se  regirá  la  relación  jurídica  traída  al  debate  si  las 
partes  no  probasen  la  existencia  de  la  ley  extranjera,  por 
último,  si  la  casación  procede  por  quebrantamiento  ó  aplica- 
ción errónea  de  dicha  ley;  todas  estas  cuestiones,  serán  trata- 
das en  el  curso  de  esta  obra,  según  se  vayan  presentando. 

Para  terminar  esta  brevísima  síntesis  del  Derecho  inter- 
nacional privado,  debo  resumir  expresando,  que  él  tiene  por 
objeto,  constituir  la  personalidad  jurídica  del  extranjero;  con- 
cederle por  consiguiente  los  necesarios  derechos,  aquellos  que 
son  indispensables  al  desenvolvimiento  y  conservación  de  su 
existencia  como  ser  social  y  humano,  y  por  último,  para  que 
todas  estas  prerrogativas  tengan  una  aplicación  práctica,  ra- 
cional y  conveniente,  rendir  el  debido  respeto  á  su  propio  de- 
recho en  una  relación  jurídica  dada,  salvo  determinadas  limi- 
taciones. Tal  es  la  base  en  que  se  levanta  todo  este  estudio, 
que  ha  dado  lugar  á  teorías  que  parecen  irreconciliables  por 
sus  divergencias,  y  que  á  nuestro  modo  de  ver  deberá  resol- 
ver el  Derecho  internacional  privado,  porque  tal  es  su  misión, 
tal  es  su  objeto,  aunque  tiene  además  la  indiscutible  ventaja 
de  hacernos  distinguir,  en  los  dominios  de  la  ciencia,  lo  que 
es  el  Derecho  de  gentes  propiamente  dicho,  que  rige  las  re- 
laciones de  los  Estados  como  seres  colectivos  ó  copio  perso- 
nas morales,  mientras  que  el  primero  se  ocupa  de  las  relacio- 
nes del  orden  privado  que  puedan  existir  entre  nacionales  de 
diversos  Estados. 

Para  resumir  la  presente  síntesis  sobre  el  Derecho  inter- 
nacional privado,  creo  necesario  referirme,  por  la  elevación 
de  conceptos,  al  notabilísimo  discurso  pronunciado  por  Mr. 
Du  Buit,  eminente  abogado  de  la  Corte  de  Faris,  al  tomar 
posesión  del  cargo  de  Presidente  de  la  Sociedad  de  legisla- 
ción comparada. 
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La  importancia  de  nuestros  estudios,  dice,  es  la  de  sumi- 
nistrar un  contingente  indispensable  de  saber  á  uno  de  los 
ramos  más  recientes  y  más  importantes  del  derecho  moder- 
no, al  Derecho  internacional  privado. 

Nada  atrae  tanto,  como  las  primeras  luces  arrojadas  con 
brillantez,  en  las  cuales  también  se  observa  incertidumbre  é 
intermitencias;  este  mismo  fenómeno  se  advierte  en  una  cien- 
cia en  sus  albores,  cuando  está  destinada  á  representar  un  pa- 
pel decisivo  en  las  relaciones  sociales,  y  aun  pudiera  decirse,, 
en  las  políticas  de  las  nadónos;  en  efecto,  ¿cuántos  progresos 
no  ha  alcanzado  en  poco  tiempo  el  Derecho  internacional  pri- 
vado? Hace  treinta  años  apenas,  que  algunas  decisiones  ais* 
ladas,  entreviendo  cuestiones  que  han  venido  á  ser  despué» 
las  más  conocidas,  se  resolvían  en  el  sentido  más  restrictivo  y 
particularista,  porque  con  excepción  de  determinadas  con-^ 
venciones  diplomáticas  muy  restringidas,  también,  el  Dere- 
cho internacional  privado  se  reducía  á  un  pequeño  número* 
de  principios  sobre  el  estatuto  real,  el  estatuto  personal  y  so* 
bre  la  forma  de  los  actos. 

En  nuestros  dias  todo  ha  cambiado,  porque,  en  efecto,  iur 
numerables  cuestiones  nacen  de  la  facilidad  de  los  viajes,  de 
las  tendencias  nómadas  de  muchos  extranjeros,  de  la  exten* 
sión  casi  indefinida  de  las  relaciones  comerciales,  civiles  y  de 
familia  que  transforman  insensiblemente  en  ciudadanos  del 
mundo  civilizado  á  los  nacionales  de  los  países  más  diversosv 
Aquella  ciencia  se  ha  venido  separando  paulatinamente  de 
anteriores  prejuicios,  bajo  los  esfuerzos  autorizados  de  sabio» 
jurisconsultos,  animados  en  todas  partes  de  un  mismo  senti- 
miento de  justicia  general  y  de  solidaridad  humana;  la  juris- 
prudencia les  sigue,  aunque  más  remisa,  retenida  por  las 
preocupaciones  de  un  nacionalismo  exclusivista  y  por  el  te- 
mor de  abandonar  los  viejos  principios;  por  lo  tanto,  obsér- 
vase en  esta  nueva  senda,  que  si  alguna  vez  se  adelanta  con 
ardimiento  en  ella,  luego  se  retrocede  como  si  pudiera  exis- 
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tir  algún  peligfo;  en  consecuencia,  los  progreíon,  atttiqtte  son 
palpables,  no  se  presentan  bajo  el  mismo  aspecto  en  todos  loe 
países,  cuyo  temperamento  se  revela  por  las  tendencias  de 
sus  magistrados  y  de  sus  tribunales. 

Gomo  un  elemento  apreciable,  podemos  convertir  nuestras 
miradas  al  espíritu  liberal  y  cosmopolita  de  la  legislación 
romana,  por  lo  menos  al  finalizar  el  Imperio,  porque  aquel 
derecho  puede  servir  de  guía  á  las  razas  que  gobierna  aún  el 
genio  latino,  puesto  que,  en  dicha  legislación,  no  es  posible 
desconocer  cierto  espíritu  también  de  tolerancia  utilitaria  y 
benevolencia  general,  que  puede  tomar  nuevos  vuelos,  despo- 
jándose de  las  condiciones  que  haga  temer  su  origen;  tenien- 
do en  cuenta  todas  estas  consideraciones,  corresponde  á  los 
maestros  en  la  ciencia,  derivar,  como  de  una  fuente  fecunda, 
todas  las  consecuencias  que  de  aquel  estudio  se  desprenden. 

La  noción  de  lo  útil  y  de  lo  justo,  puede  elevarse  hasta 
constituir  un  cuerpo  de  Derecho  internacional  privado,  acep- 
tado por  todos  los  Estados,  aplicándose  con  un  mismo  Bspí- 
ritu  de  imparcial  equidad  por  los  tribunales  de  todos  los  paí- 
ses, y  asegurar  en  ellos  una  protección  eficaz  á  todas  las  ne- 
cesidades legítimas;  debiendo  apartarse,  con  este  motivo,  de 
las  teorías  abstractas  de  la  soberanía  territorial,  para  rendir 
el  merecido  homenaje  á  la  soberanía  real  de  la  justicia  y  del 
derecho.  Bajo  la  impresión  de  estas  ideas,  y  sin  hacerse  ilu- 
siones, no  es  aventurado  predecir,  que  llegará  un  día  en  que 
por  medio  de  un  acuerdo  tácito  entre  los  grandes  poderes  ju- 
diciales de  los  países  más  ligados  por  su  origen  y  por  sus 
intereses,  se  establecerá  una  jurisprudencia  internacional  so- 
bre cuestiones  de  tanta  importancia,  como  las  de  competen- 
cia, de  domicilio,  de  sucesión,  de  quiebras,  de  letras  de  cam- 
bio y  de  ejecución  de  las  sentencias. 

Finalmente^  para  alcanzar  este  fin,  el  primer  elemento  de 
éxito,  la  condición  más  importante  é  indispensable,  es  el  co- 
nocimiento de  las  leyes  extranjeras  y  el  espíritu  que  las  ani- 
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tna,  la  jurisprudencia  que  las  aplica,  y  la  práctica  que  las 
pone  en  relación  con  los  hechos.  Y  Mr.  Du  Buit  concluye  su 
admirable  y  luminoso  discurso,  con  la  siguiente  interroga- 
ción: ¿Cómo  podríamos  llegar  á  este  resultado  sin  tener  en 
cuenta  las  preocupaciones,  las  necesidades  y  las  costumbres 
de  nuestros  vecinos,  en  la  obra  de  la  conciliación  y  de  las 
concesiones  reciprocas,  que  es  el  fin  supremo  del  Derecho 
internacional  privado? 


CAPITULO  XIL 
De  los  extranjeros  en  México  desde  su  emancipación  política. 


SUMARIO. — Hésjco  no  cuenta  un  siglo  de  existencia. — Sus  desaciertos 
determinadoB  por  la  política  pasional  de  los  partidos. — Tendencias  del 
partido  liberal  para  constituir  la  nación  bajo  el  sistema  representativo 
popular  federal. — Dichas  tendencias  se  condensaron  en  la  Constitu- 
ción de  1867,  que  nos  rige  actualmente. — Sin  embarco,  en  algunos 
asuntos  se  aplicaban  las  leyes  españolas,  como  heredadas  de  nuestros 
progenitores. — ^En  materia  de  extranjería,  dichas  leyes  reconocieron 
primero  la  personalidad  del  Derecho,  aunque  después  el  sistema  terri- 
torial.— El  Fuero  Juzgo,  el  Fuero  Real  y  las  Siete  Partidas. — En  este 
Código  parecen  indicados  algunos  principios  del  Derecho  internacio- 
nal privado. — Después  de  la  conquista  de  los  árabes  se  procuró,  entre 
conquistadores  y  vencidos,  resolver  convenientemente  sus  contien- 
das.— Bn  España,  como  en  el  resto  del  Continente,  en  la  Edad  Me- 
dia, comenzó  á  indicarse,  aunque  vacamente,  el  estudio  del  Derecho 
internacional  privado  con  la  teoría  oe  los  estatutos,  bajo  la  influen- 
cia de  los  intereses  mercantiles  y  el  cristianismo. — En  comprobación, 
se  registran  dos  textos  de  la  Sagrada  Escritura  que  se  refieren  á  los 
extranjeros;  uno  del  Éxodo  y  el  otro  de  la  Profecía  de  E£equiel.--= 
Dichos  textos  pasaron  á  la  legislación  de  aquella  época,  amparando 
al  extranjero. — Capitulares  de  Cario  Magno,  siguiendo  los  mismos 
principios. — Influencia  civilizadora  del  Derecho  romano. — La  ley  del 
domicilio  atenuando  el  principio  territorial. — El  dorecho  de  aubana 
y  su  derogación  en  Francia  por  la  Asamblea  Constituyente. — Final- 
mente, la  legislación  española  sobre  extranjeria,  se  fundaba  en  la  2f 
mitad  del  siglo  XIX,  en  el  mismo  sistema  adoptado  en  el  Continente 
europeo. — Es  decir,  en  la  conveniencia  mutua  y  la  cortesía. — ^Ten- 
dencia en  dicha  nación  á  seguir  la  personalidad  de  las  leyes.— Su 
adopción  definitiva. — México  modificó  la  legislación  española  lenta- 
mente.— Posteriormente  niveló  en  su  ley  íbndamental,  al  extranjero  y 
al  nacional.— Los  mismos  preceptos,  convenientemente  reglamentados, 
se  establecen  en  nuestra  ley  de  extranjería  de  28  de  Mayo  de  1886. 

México  68  una  nación  que  no  contando  un  siglo  de  existen- 
cía,  bien  puede  decirse  que  hoy  nace  á  la  vida;  sin  embargo. 
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si  convertimos  nuestras  miradas  á  la  época  de  su  emancipa- 
ción política,  siguiéndola  en  esa  vía  dolorosa  de  sus  constantes 
revoluciones,  no  es  posible  desconocer  que  en  aquel  periodo 
anómalo  de  su  existencia,  hubiera  podido  seguir  las  corrien- 
tes del  progreso  moral  que  en  el  mundo  se  abría  paso  en  la 
primera  mitad  del  siglo  pasado.  Los  partidos  políticos  dis- 
putábanse el  poder,  y  la  guerra  intestina  era  la  vida  normal 
de  esta  infortunada  nación,  que  al  fin,  después  de  cruentos 
sacrificios,  logró  constituirse  bajo  la  forma  de  República  de- 
mocrática representativa  popular,  conforme  al  Pacto  federal 
promulgado  el  5  de  Febrero  de  1857;  y  esta  Constitución, 
inspirada  en  el  principio  democrático  de  ''el  gobierno  del 
pueblo  por  el  pueblo"  fué  el  resultado  trabajosamente  alcan- 
zado por  el  partido  nacional.  Dicha  ley  cambió  radicalmente 
nuestro  ser  político  y  social,  y  rompiendo  para  siempre  con 
el  antiguo  sistema,  con  añejas  preocupaciones,  elevó  á  nues- 
tra patria,  con  sólo  la  declaración  de  ^^los  derechos  del  hom- 
bre," al  nivel  de  los  pueblos  más  cultos. 

Consumada  nuestra  independencia  y  ocupados  preferente- 
mente en  constituirnos  bajo  lo  forma  política  más  adaptable 
á  las  condiciones  de  nuestra  naciente  existencia,  como  nación 
libre  y  soberana,  y  habituados  los  mexicanos  por  sus  costum- 
bres, por  su  educación  y  por  el  atavismo  de  su  raza,  á  las  le- 
yes españolas,  natural  era  que  con  excepción  de  las  funda- 
mentales del  país,  se  continuaran  observando  aun  sin  dis- 
posición expresa,  las  de  la  antigua  metrópoli,  que  á  decir 
verdad,  habían  llegado  á  determinar  el  caos  en  nuestra  le- 
gislación por  su  multiplicidad,  por  la  manía  de  la  regla- 
mentación, y  lo  que  es  más  grave  aún,  porque  sus  precep- 
tos estaban  muy  lejos  de  llenar  las  exigencias  de  una  época 
en  la  que  las  legislaciones  se  habían  modificado  radicalmen- 
te, inspirándose  en  el  derecho  público  moderno,  fundado  en 
los  principios  filosóficos  que  en  Europa  y  en  América  se  di- 
fundieron con  la  célebre  '^declaracióa  de  derechos,"  <}ue  U 
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Francia  republicana  lanzó  al  mundo  en  1791,  como  el  desi- 
derátum de  la  regeneración  política  y  social  de  los  pueblos. 

En  consecuencia,  era  lógico  esperar,  que  bajo  los  principios 
de  alta  filosofía  social  que  entrañaba  la  declaración  de  dere- 
chos á  que  antes  me  he  referido,  nuestra  legislación  en  sus 
más  importantes  manifestaciones  siguiera  una  nueva  orien- 
tación, porque  las  leyes  españolas  que  nos  regían  bajo  la  do- 
minación de  los  conquistadores,  por  más  adelantadas  que 
fueran  en  su  época,  no  se  avenían  con  nuestras  propias  ins- 
tituciones, pues  en  la  misma  España  fueron  sustituidas  con 
su  actual  codificación,  inspirada,  en  sus  principios  fundamen- 
tales, en  la  legislación  francesa,  bajo  cuya  influencia  se  redac- 
taron igualmente  los  Códigos  de  México  y  los  de  las  naciones 
más  cultas  del  siglo  XIX. 

Sin  embargo,  como  la  legislación  española  fué  obligatoria 
en  México  por  voluntad  de  sus  gobiernos,  aún  después  de  su 
autonomía,  hasta  el  momento  en  que  el  Sr.  Juárez  inició  la 
reforma,  que  ha  venido  á  consumar  el  Sr.  General  Díaz,  en 
su  actual  progresista  administración,  es  deber  mío,  en  lo  que 
al  Derecho  internacional  privado  se  refiere,  ocuparme  de  las 
leyes  de  nuestros  progenitores,  que  hasta  determinada  época 
fueron  las  nuestras,  aunque  completadas  con  nuestra  adelanta- 
da jurisprudencia,  ya  ^ue  la  carencia  de  disposiciones  apro- 
piadas á  dicha  materia,  hacía  tan  deficiente  este  ramo  impor- 
tantísimo del  derecho,  cuyo  círculo  de  acción  estaba  limitado 
á  cierto  número  de  circulares  expedidas  por  la  Secretaría  de 
Relaciones  Exteriores  y  á  la  dudosa  vigencia  de  la  ley  de  30 
de  Enero  de  1864. 

En  la  Nueva  España,  si  bien  fueron  promulgadas  leyes  es- 
peciales compiladas  en  el  Gedulario  de  Fuga,  en  la  Recopila- 
ción de  Indias  y  en  la  de  Montemayor  y  Beleña,  á  la  cual  no 
se  daba  un  carácter  obligatorio,  sin  embargo,  en  nuestros  tri- 
bunales se  administraba  la  justicia,  después  de  consumada 
la  independencia  de  la  antigua  Metrópoli,  conforme  á  las  le- 
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yes  del  Fuero  Juzgo,  del  Fuero  Real  de  las  Partidas  y  las 
Recopilaciones  sucesivas,  hasta  la  Novísima;  en  consecuen- 
cia, se  impone  el  estudio  de  aquellos  notables  monumentos 
de  legislación,  en'  lo  que  á  la  materia  de  extranjería  se  refie- 
re, que  es  primordial  objeto  en  el  Derecho  internacional  pri- 
vado. 

Haciendo  abstracción  de  la  época  en  que  la  dominación  ro- 
mana preponderó  en  España,  porque  esta  nación  había  per- 
dido entonces  su  autonomía,  y  comenzando  nuestro  estudio 
con  la  monarquía  goda,  después  de  la  irrupción  de  los  bár- 
baros, es  indudable  que  el  hecho  preponderante  en  el  primer 
período  de  dicha  monarquía,  ó  el  más  característico,  fué  el 
de  sus  leyes  dobles  ó  de  castas,  en  las  que  subsistían  para  el 
pueblo  español  las  leyes  romanas,  conservando  sus  domina- 
dores para  sí  las  reglas  y  costumbres  que  hasta  entonces  ha- 
bían normado  su  incipiente  vida  social.  Semejante  sistema 
prevaleció  en  el  ánimo  dé  aquellos  bárbaros,  porque  no  pu- 
dieron menos  que  reconocer  la  superioridad  científica  del 
pueblo  conquistado,  y  porque  estaban  animados  también  de 
un  espíritu  verdaderamente  conciliador,  que  los  hizo  dueños, 
aunque  paulatinamente,  del  suelo  español.  Estos  hechos  die- 
ron origen  á  la  formación  de  dos  cuerpos  de  leyes:  el  Código 
de  Eurico  ó  de  Tolosa  y  el  Código  de  Alarico  ó  Breviario  de 
Aniano;  el  primero  obligatorio  para  los  godos,  y  el  segundo 
para  los  españoles  ó  romanos. 

Creo  ajeno  á  este  estudio  detenerme  en  dichos  Códigos,  aun- 
que no  está  de  más  indicar  aquí  la  filiación  del  Breviario  de 
Aniano,  inspirado  en  los  preceptos  del  Derecho  romano,  en 
el  que  á  su  vez  se  inspiró  también  el  Fuero  Juzgo,  que  in- 
cuestionablemente es  el  más  notable  monumento  de  legisla- 
ción de  aquella  época,  legado  á  la  posteridad. 

El  Fuero  Juzgo,  al  que  acabo  de  referirme,  nació  en  la  le- 
gislación visigoda  de  esta  manera:  Habiendo  abjurado  Reca- 
redo  el  arrianismo,  se  convirtió  al  cristianismo  en  el  célebre 
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Concilio  de  Toledo  de  589,  y  desde  entonces  conquistadores  y 
vencidos  no  tuvieron  más  que  una  religión.  Este  aconteci- 
miento influyó  notablemente  en  toda  la  legislación  españo- 
la, la  cual  hasta  esa  fecha  se  hallaba  dividida  en  las  le- 
yes de  los  godos  que  se  deben  á  Euríco,  y  el  Breviario  de 
Aniano,  del  que  acabo  de  ocuparme  y  que  sólo  el  pueblo  con- 
quistado observaba.  Terminadas  las  luchas  religiosas,  la  fu- 
sión entre  ambos  pueblos  se  impuso,  y  á  Recaredo  siguieron 
en  esta  obra  de  paz  y  de  concordia  Chindasvinto  y  Beces- 
vinto,  quienes  legaron  á  ia  posterid/id  el  Fuero  Juzgo,  que  se 
levantó  sobre  los  restos  desacordes  de  la  legislación  bárbara 
y  del  Derecho  romano,  debiéndose  la  unidad  de  la  nación  es- 
pañola á  aquel  célebre  Ordenamiento,  que  puede  considerarse 
como  el  génesis  de  las  instituciones  políticas  y  judiciales  de 
Castilla. 

Según  hemos  expresado  antes,  establecido  en  España  des- 
pués de  la  conquista  de  los  visigodos,  el  sistema  de  la  legisla- 
ción doble  ó  de  castas,  los  vencidos  continuaban  observando 
sus  leyes  personales,  de  cuyo  régimen  encontramos  vestigios 
en  la  ley  2^,  tit.  3,  lib.  XI  del  Fuero  Juzgo,  en  que  se  dispo- 
nía que  los  mercaderes  extranjeros  fueran  juzgados  por  sus 
jueces  y  por  sus  leyes;  sin  embargo,  otra  ley  del  mismo  fue- 
ro, la  8,  tít.  P,  lib.  11^  permitía  el  estudio,  como  instrucción, 
de  las  leyes  extranjeras,  aunque  no  debían  fundarse  en  ellas 
los  fallos,  al  decidirse  los  pleitos. 

En  el  Fuero  Real  se  observa  más  netamente,  según  la  ley 
5^  tít.  e^,  líb.  I,  la  territorialidad  del  derecho,  de  la  época 
feudal,  porque  prohibe  la  aplicación  de  las  leyes  extranjeras 
en  los  juicios,  mandando  á  todos  sujetarse  k  dicho  Fuero, 
bajo  la  pena  de  una  fuerte  multa  en  caso  contrario;  pero  lle- 
gamos á  la  época  del  notable  Ordenamiento  de  las  Partidas, 
en  el  cual  se  advierte  la  tendencia  de  poner  un  valladar  en 
la  Monarquía  española  al  Derecho  romano,  á  las  leyes  ex- 
tranjeras y  aun  á  las  distintas  nacionales,  pretendiendo  con 
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alteza  de  miraB  la  unificación  de  la  legislación  de  aquel  rei- 
no;  á  cuyo  efecto,  la  ley  15,  tit.  14,  Fart.  P,  preceptúa  la  ob- 
servancia de  las  mismas  leyes  de  Partida,  haciéndolas  obli- 
gatorias á  nacionales  y  á  extranjeros;  en  consecuencia,  la  ley 
6,  tit.  4^,  Part.  3^,  ordena  4  los  jueces  decidan  los  pleitos  por 
las  leyes  del  citado  Código. 

Estos  mismos  preceptos  pasaron  sucesivamente  4  la  ley  2^ 
de  Toro,  que  es  la 5^,  tit.  2^,  lib.  3?  déla  Novísima  Recopila- 
ción, es  decir,  hasta  principios  del  siglo  XIX;  sin  embargo, 
en  el  Código  de  las  Partidas,  en  el  que  se  condensó  todo  el 
saber  jurídico  de  aquella  época,  se  indican,  aunque  remota- 
mente, algunos  principios  que  hoy  informan  el  Derecho  in- 
ternacional privado;  y  no  son  de  extrañarse  estos  avances,  por- 
que en  aquel  Ordenamiento  preponderaba  cierto  espíritu 
ecléctico,  como  nos  lo  demuestra  en  todo  su  conjunto,  confusa 
mezcla  de  legislación  eclesi4stíca,  profana,  feudal,  foral  y 
real,  y  aun  en  el  mismo  texto  predominó  el  Derecho  romano; 
lo  prueba,  tanta  copia  de  razonamientos  doctrinales,  de  h4bi- 
les  distinciones  y  de  sabia  nomenclatura,  inspirada  en  el  Có- 
digo de  Justiniano,  en  el  que  al  mismo  tiempo  halló  D.  Alon- 
so el  prestigio  de  la  realeza,  lo  cual  sirvió  de  gran  valía  al 
mismo  rey. 

Entre  las  disposiciones  de  las  Partidas,  que  aunque  vaga- 
mente se  refieren  al  Derecho  internacional  privado,  podemos 
citar  la  que  dispone,  consagrando  la  personalidad  del  dere- 
cho, "que  los  que  son  del  señorío  del  legislador  deben  obede- 
cer sus  leyes"  y  también  los  de  otro  que  pleitiasen,  contrata- 
sen ó  delinquiesen  en  él.  Otra  ley  previene  que  no  tenga  fuer- 
za de  prueba  la  ley  ó  fuero  de  otra  tierra,  sino  en  cuestiones 
de  hombres  de  ella,  sobre  pleito  ó  contrato  que  hubiese  teni- 
do lugar  allí,  ó  en  razón  á  cosa  mueble  ó  inmueble  en  dicho 
lugar  situado;  finalmente,  y  esta  es  una  ley  importantísima 
si  se  atiende  4  la  época  en  que  se  promulgó  el  Código  de  las 
Partidas;  en  ella  se  dispone,  que  en  el  régimen  de  los  bienes 
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del  matrimonio,  se  prefiera  la  costumbre  del  lugar  donde  se 
contrajo,  4  la  de  la  tierra  á  que  se  hayan  trasladado  después 
los  cónyuges;  esta  disposición  parece  llevamos  directamen- 
te á  una  de  las  manifestaciones  del  estatuto  personal,  teoría 
fundada  un  siglo  después  por  la  escuela  de  los  postglosado- 
res, iniciada  en  Italia  por  Bartolo,  Rósate  y  Baldo. 

Por  otra  parte,  convirtiendo  nuestras  miradas  á  la  época 
en  que  la  Monarquía  goda  concluyó,  y  haciendo  mías  las 
ideas  de  un  notable  jurisconsulto  y  publicista  español  de 
nuestra  época,  porque  ellas  compendían  la  verdad  histórica, 
observamos  que  invadida  la  España  por  los  árabes,  y  dueños 
de  su  suelo,  hubo  cristianos  que  se  sometieron  á  los  moros  y 
fueron  conocidos  con  el  nombre  de  mozárabes^  y  por  el  con- 
trario moros  que  se  sometieron  á  los  cristianos,  llamados  mu- 
dejares. 

En  efecto,  relacionados  conquistadores  y  cristianos,  el  co- 
mercio se  desarrolló  de  una  manera  notable,  y  las  relaciones 
de  unos  y  otros  llegaron  4  ser  tan  estrechas,  que  hubo  seño- 
ras cristianas,  de  alto  linaje,  que  se  desposaron  con  moros» 
Las  leyes  determinaban  la  manera  de  resolver  las  contiendas 
entre  conquistadores  y  vencidos,  y  Don  Sancho  el  Bravo  in- 
dicó el  establecimiento  de  un  tribunal  internacional  para  en- 
tender en  las  contiendas  entre  los  fronterizos  castellanos  y 
los  granadinos  de  Murcia,  pretendiendo  nombrar,  de  acuerdo 
con  eV monarca  muslín,  el  alcalde  ó  juez  que  debía  conocer 
en  esta  clase  de  litigios.  Hasta  aquí  el  estudio  histórico  de 
las  leyes  españolas  que  rigieron  en  nuestra  patria,  después 
de  consumada  la  independencia. 

Si  con  atento  espíritu  de  observación  estudiamos  los  he- 
chos antes  relatados,  no  puede  desconocerse,  que  tanteen  Es- 
paña durante  la  Edad  Media,  como  en  el  resto  del  Continen- 
te europeo,  el  Derecho  internacional  privado  comenzó  4  in- 
dicarse bajo  el  influjo  de  los  intereses  mercantiles  y  el  de  la 
civilización  cristiana.   En  el  antiguo  derecho,  la  desigual- 


186 

dad  originaria  de  las  castas  y  de  las  razas  preponderaba; 
por  otra  parte,  el  Estado  era  todo  y  el  indiyiduo  nada;  pe- 
ro al  advenimiento  del  cristianismo,  apareció  un  principio 
nuevo,  desconocido  antes,  el  de  la  igualdad  de  todos  los  hom- 
bres, y  por  ende,  la  unidad  del  género  humano.  Bajo  este 
concepto,  podemos  remontarnos  á  un  texto  de  la  Sagrada  Es- 
critura, en  cuyo  libro  hallamos  la  filiación  de  la  idea  cristia 
na;  en  el  capitulo  XXII,  versículo  XXI  del  Éxodo,  leemos 
el  siguiente  precepto:  Peregrinum  et  advenam  non  cantrütabis 
,in  suis  rehus;  por  último,  en  el  capítulo  47  de  la  profecía  de 
Ezequiel,  el  versículo  23  nos  dice:  Advmae  qni  aocesserunt  ad 
vos  qui  genuerunt  filias  in  medio  vestri  ertmi  vobis  sicut  indigir 
nae;  es  decir,  no  contristarás  ni  oprimirás  al  extranjero,  ya 
que  también  vosotros  fuisteis  extranjeros  en  tierra  de  Egip- 
to. El  versículo  de  la  profecía  de  Ezequiel,  preceptúa  que  en 
cualquiera  tribu  en  que  se  halle  el  extranjero  agregado^  en  ella 
se  le  dará  su  heredad  ó  f  arción  de  tierra^  dice  el  Señor  Dios. 

Los  textos  anteriores,  pasaron  como  preceptos  á  ciertas  le- 
gislaciones de  la  misma  Europa,  antes  del  advenimiento  del 
Código  de  las  Partidas,  porque  en  el  siglo  VII  existía  entre 
los  bávaros  una  ley  que,  invocando  el  texto  del  Éxodo,  cas- 
tigaba con  multa  al  que  fuese  convencido  de  haber  despoja- 
do, vendido,  herido  ó  matado  á  un  extranjero.  La  citada  ley 
se  expresaba  así:  Nema  au  sus  sit  inquietare  vel  naceré  pere- 
grinosy  guia  alüpropter  Deum,  aUiprapter  necessitatem  discur- 
runt;  tomen  tma  pax  ómnibus  necessaria  est. 

Análogas  disposiciones  se  registran  en  las  Capitulares  de 
Cario  Magno,  cuyas  fechas  podemos  precisar;  una  de  803  di- 
ce asi:  Valumus  ut  intra  regna^  Ckrista  prapitionositra^  ómnibus 
iterantíbus  nullus  kospiiiam  deneget  mansionem  et  focum  tan- 
tum.  La  tercera  Capitular  del  año  de  813  imponía  una  multa 
de  600  soles  al  que  matase  á  un  extranjero.  Además,  había  en 
el  imperio  de  los  Francos,  establecimientos  destinados  á  dar 
hospitalidad  á  los  extranjeros,  los  cuales  se  llamaban  scots^ 


Í87 

en  efecto,  se  hace  mensión  de  ellos  en  una  caria  dirigida  pot^ 
los  obispos  de  Beims  y  de  Rouen  á  Luis  el  Germánico:  has- 
pitia  pereffrinarum  sicut  srnit  scotorum. 

Sin  embargo,  estas  instituciones  debían  desaparecer  bajo 
la  acción  persistente  de  las  leyes  y  de  las  costumbres  de  los 
bárbaros;  pero  cuando  aquellos  conquistadores  se  convirtie- 
ron al  Cristianismo,  volvieron  á  aparecer  dichas  institucio- 
nes, que  siglos  después  suministraron  humanitarios  principios 
aun  derecho  de  gentes  nuevo,  que  se  aplicaba  indistintamen- 
te á  todos  los  extranjeros;  aunque  debemos  hacer  notar,  rin- 
diendo justo  tributo  á  la  verdad,  que  en  esta  evolución  influ- 
yó también  el  renacimiento  del  Derecho  romano;  por  mane- 
ra que,  combinado  este  derecho  con  la  idea  cristiana,  comen* 
2Ó  á  darse  duraderas  garantías  de  seguridad  á  los  extranjeros, 
asimilando  su  condición  á  la  de  los  regnícolas.  En  aquella 
época,  según  he  indicado  anteriormente,  y  bajo  el  influjo  del 
feudalismo,  el  principio  territorial  preponderaba,  y  las  leyes 
del  lugar  eran  las  que  regían  á  nacionales  y  extranjeros;  no 
obstante,  comenzó  á  indicarse  una  distinción  respecto  de  és- 
tos, debido  indudablemente,  al  estudio  del  Derecho  romano 
y  á  la  acción  civilizadora  del  Cristianismo,  porque  en  lo 
que  se  refiere  á  las  personas,  su  estado  y  su  condición,  asi 
como  respecto  á  los  derechos  y  obligaciones,  todas  estas  re- 
laciones jurídicas  debían  regirse  conforme  á  la  ley  del  domi- 
cilio, según  los  principios  siguientes:  Quoties  de  hábüitate 
aut  capacitóte  persanarum  guaeritur,  danUciln  leges  et  statuta 
spectantwr;  statuta  municipalia  nunquam  disponunt  mper  capa* 
cítate  aut  hahilitate  earum  qui  non  9unt  in  potestate  statuti. 
Tota  einm  personae  conditio  et  status  regUwr  a  legibus  loci  cui 
ipsa  seseper  domicilium  subjedt.  Statutum  valiturum  extra  ter* 
ritorium  est  conditio  statutorum  personalium. 

Como  se  observa,  esta  última  regla  derogaba  los  principios 
generales  conforme  á  los  cuales  todo  individuo  que  se  encon- 
traba en  un  territorio  dado,  estaba  obligado  á  obedecer  la  ley 


188 


del  mismo;  pero  en  dicha  época,  existía  un  derecho  de  re« 
galla  llamado  aubana,  por  medio  del  cual  el  rey  heredaba 
los  bienes  situados  en  su  territorio  y  que  pertenecían  á  los 
extranjeros,  á  quienes  les  estaba  prohibido  testar  en  perjui- 
cio del  rey;  según  este  derecho,  el  extranjero  vivía  como  hom- 
bre libre  y  moría  como  siervo. 

En  los  capítulos  anteriores  he  trazado,  aunque  4  grandes 
rasgos,  el  desenvolvimiento  de  las  instituciones  que  al  ex- 
tranjero SQ  referían,  al  ocuparme  de  la  teoría  de  los  estatu- 
tos, reservándome  hablar  aquí  del  derecho  de  aubana,  que 
fué  derogado  por  la  Asamblea  Constituyente  en  Francia,  en 
la  época  de  su  gran  Revolución;  en  efecto,  el  6  de  Agosto  de 
1796,  decretó  lo  siguiente: 

^'Considerando:  que  el  derecho  de  aubana  es  contrario  á  los 
principios  de  fraternidad  que  deben  ligar  á  todos  los  hombres, 
cualquiera  que  sea  su  país  y  su  gobierno:  que  establecido  es- 
te derecho  en  los  tiempos  de  barbarie,  debe  ser  proscrito  en 
un  pueblo  que  ha  fundado  su  Constitución  en  los  derechos 
del  hombre  y  del  ciudadano,  y  que  la  Francia  Ubre  debe 
abrir  sus  fronteras  á  todos  los  pueblos  de  la  tierra,  invitán- 
dolos á  gozar  bajo  un  gobierno  libre  de  los  derechos  sagrados 
é  inviolables  de  la  humanidad " 

Otro  decreto  de  la  misma  Asamblea,  acordó  á  los  extran- 
jeros el  derecho  de  disponer  de  sus.  bienes  por  todos  los  me- 
dios autorizados  por  la  ley,  permitiéndoles  recoger  las  heren- 
cias dejadas  en  Francia  por  sus  padres  extranjeros;  pero 
no  puede  olvidarse  que  entre  los  bárbaros  y  bajo  la  influen- 
cia del  clero,  este  derecho  de  aubana  había  sido  profunda- 
mente modificado,  y  en  algunos  países  totalmente  supri- 
mido. 

Reanudando  mi  estudio  sobre  la  legislación  española,  la 
cual  en  este  mismo  capítulo  he  pretendido  comparar  con  las 
doctrinas  y  las  legislaciones  adoptadas  en  Europa  en  igual 
época,  debo  expresar  aquí  para  concluir,  que  España  siguió 
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posteriormente,  en  cuestiones  internacionales,  el  sistema  adop- 
tado en  aquel  Continente,  fundado  en  la  conveniencia  mutua 
y  sostenido  generalmente  por  la  cortesía  de  las  demás  nació- 
nes.  En  la  última  mitad  del  siglo  XIX,  las  leyes  relativas  al 
ejercicio  de  los  derechos  civiles,  han  ido  asimilando,  con  ele- 
vado espíritu,  los  extranjeros  con  los  españoles,  dictándose 
nuevas  disposiciones,  que  bajo  la  influencia  civilizadora  de 
las  ideas  dominantes,  deberán  regir  las  relaciones  jurídicas 
entre  nacionales  y  extranjeros. 

En  México  se  adoptó  la  misma  legislación  en  el  primer 
periodo  de  su  existencia  política,  aunque  modificándose  len- 
tamente, hasta  llegar  á  la  época  en  que  fué  promulgada  la 
Constitución  de  1857,  y  luego  nuestra  ley  de  extranjería,  Or- 
denamientos que  nivelaron  al  extranjero  y  al  nacional  en  sus 
derechos  civiles,  siendo  nuestra  patria  en  esta  materia  de  la 
personalidad  de  las  leyes,  una  de  las  primeras  que  han  con- 
sagrado el  principio  en  América. 

En  los  dos  capítulos  siguientes  me  ocuparé  detenidamente 
de  todas  nuestras  leyes  sobre  extranjería,  es  decir,  desde  el 
año  de  1821  hasta  la  fecha  actual. 
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CAPITULO  XIII. 
Los  extranjeros  en  Héxioo  desde  su  emancipación  política. 

(Continúa.) 

SUMAfilO.-T-Consumada  la  independencia  de  ñf  éxico  en  1821,  el  país  se 
ocupó  de  preferencia  en  constituirse. — En  materia  de  extranjería,  pa- 
reció inútil  ocuparse  de  ella  del  momento,  porque  no  existían  en  Mé- 
xico extranjeros. — Bsta  situación  débese  á  que  los  monarcas  españo- 
les aislaron  á  la  Nueva  Espafia  de  las  demás  naciones.— La  primera  ley 
sobre  extranjeros  de  1823,  se  refiere  á  las  cartas  de  naturalisación. 
—La  de  7  de  Octubre  del  minmo  afio,  les  concedió  franquicias  en  la 
adquisición  de  propiedades  mineras,  derogando  las  leyes  españolas 
que  eran  contrarías. — ^üna  ley  de  18  de  Agosto  de  1824  sobre  coloni- 
zación, ofreció  á  los  extranjeros  que  vinieran  á  México,  toda  clase  de 
farantias  en  sus  personas  y  propiedades. — La  ley  de  12  de  Marzo 
e  1828  acordó  á  los  extranjeros  el  goce  de  los  derechos  civiles. — En 
Europa  misma,  actualmente  estos  derechos  son  muy  restringidos. 
— Italia  los  reconoció  en  1866. — Nuestra  patria  se  adelantó  á  Italia 
en  38  afioe. — La  Constitución  de  1857  que  nos  rige,  declaró  ñinda- 
mentales  aquellos  derechos,  ampliándolos  en  su  sección  de  derechos 
del  hombre. — Trabas  j  requisitos  establecidos  en  Francia  respecto  á 
la  libre  circulación  del  extranjero  conforme  á  su  ley  de  1893. — Decre- 
to expedido  en  México,  el  10  de  Septiembre  de  1846,  sobre  naturali- 
zación, dando  nuevas  franquicias.— La  ley  más  completa  sobre  ex- 
tranjería es  la  de  30  de  Enero  de  1854;  su  videncia  fué  dudosa  des- 
pués del  triunfo  de  la  revolución  de  Ayutla.— En  cambio,  la  Consti- 
tución de  1857  equiparó  á  los  extranjeros  con  los  nacionales  en  el 
goce  de  sus  derechos  civiles. — Declaración  de  los  derechos  del  hombre, 
inserta  en  la  misma  Constitución. — Para  hacer  respetar  estas  garan- 
tías, se  ha  establecido  el  juicio  de  amparo:  artículos  101  y  102  de  ia 
Constitución. — Este  recurso  por  su  alcance  y  por  sus  miras  es  supe- 
rior al  habeas  corptts  de  la  legislación  inglesa.— Se  insertan  íntegros 
los  preceptos  constitucionales  relativos  i  los  derechos  del  hombre, 
así  como  los  artículos  101  y  102  de  la  ley  fundamental. — Se  rinde  el 
debido  homenaje  de  admiración  y  de  respeto  á  nuestros  ilustres  cons- 
tituyentes. 

El  afio  de  1821,  México  entró  como  país  autónomo  al  con- 
cierto de  las  naciones,  siendo  desde  entonces  una  entidad  po- 
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lítica  libre,  soberana  é  independiente;  y  aunque  la  resistencia 
armada  de  nuestros  dominadores  continuó,  oponiéndose  á 
abandonar  el  territorio  mexicano,  á  cuyo  efecto  sus  fuerzas 
se  retiraron  á  la  fortaleza  de  Ulúa,  situada  en  una  pequeña 
isla  frente  á  Yeracruz,  al  fin  fué  ocupada  dicha  fortaleza  el 
21  de  Octubre  de  1825,  por  tropas  nacionales  al  mando  del 
General  Barragán.  Tal  fué  el  epilogo  de  la  conquista,  que 
habiendo  radicado  el  22  de  Abril  de  1519  en  suelo  veracru- 
zano,  en  él  terminó  también  con  la  capitulación  de  Ulúa,  en 
la  fecha  antes  indicada;  en  consecuencia,  laB  leyes  promulga- 
das en  nuestro  país  desde  el  año  de  1821  al  de  1825,  tendie- 
ron á  consolidar  nuestra  autonomía  y  á  constituirnos  bajo  la 
forma  más  adaptable  á  nuestra  propia  índole,  aunque  bajo 
la  acción  siempre  persistente  de  Iks  continuas  turbulencias 
de  los  partidos,  inevitables  en  una  nación  que  apenas  nacía 
á  la  vida,  entrando  á  ella  con  la  inexperiencia  consiguiente. 

Es  un  hecho  incuestionable,  demostrado  en  la  historia  mis- 
ma de  la  conquista,  que  los  monarcas  españoles,  por  lo  me- 
nos en  los  siglos  XYII  y  XYIII,  procuraron  aislar  sus  colo- 
nias de  América,  de  las  demás  naciones,  aun  con  perjuicio  de 
sus  intereses  mercantiles,  aparte  de  otros  de  distinta  índole; 
por  consiguiente  en  dichas  colonias,  el  elemento  extranjero 
no  existía  ó  se  hallaba  en  una  minoría  tan  insignificante,  que 
nunca  pudo  apreciarse  como  un  elemento  social.  Esta  situa- 
ción continuó  en  la  Nueva  España  hasta  el  año  de  1821,  en 
que  se  emancipó  de  la  antigua  Metrópoli,  por  manera  que, 
nuestros  gobiernos,  poco  se  preocuparon  de  las  leyes  de  ex- 
tranjería en  los  primeros  años  que  siguieron  á  la  indepen- 
dencia de  México,  aunque  vamos  á  señalar  desde  luego  por 
orden  cronológico,  las  leyes  que  sobre  extranjeros  se  expidie- 
ron, por  lo  menos  las  más  importantes. 

El  16  de  Mayo  de  1823  mandó  promulgar  el  Congreso 
Constituyente  un  decreto  autorizando  al  Ejecutivo  para  ex- 
pedir cartas  de  naturalización  en  favor  de  los  extranjeros  que 
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lo  solicitaran,  bajo  la  forma  y  requisitos  indicados  en  el  refe- 
rido decreto. 

En  7  de  Octubre  del  año  expresado,  el  mismo  Congreso 
autorizó  4  los  extranjeros  para  poder  adquirir  en  negociacio- 
nes mineras,  lo  cual  les  estaba  prohibido  por  la  legislación 
española,  vigente  antes  de  la  independencia,  y  aun  después 
de  consumada  ésta,  á  cuyo  efecto,  quedaron  insubsistentes  los 
preceptos  relativos  de  la  ley  12,  tít.  10,  lib.  6  y  la  ley  6^  tít. 
18,  lib.  6  de  la  Recopilación  de  Castilla;  asi  como  la  ley  P, 
tít  10,  lib.  8  y  las  comprendidas  en  el  tít.  27,  lib.  9  de  la  Re- 
copilación de  Indias;  y  finalmente,  el  art.  P,  tít.  7  de  las  Or- 
denanzas de  minería,  en  cuyas  leyes  se  exigía  á  los  extranje- 
ros, estar  naturalizados  ó  tener  permiso  especial  para  adquirir 
y  trabajar  minas  propias.  Como  se  observa,  la  nueva  nación, 
apenas  tenía  dos  años  de  existencia,  y  ya  comenzaba  á  conce- 
der franquicias  4  los  extranjeros,  derogando  la  restrictiva  le- 
gislació)!  de  nuestros  antiguos  dominadores. 

El  decreto  de  18  de  Agosto  de  1824,  sobre  colonización, 
ofreció  4  los  extranjeros  que  vinieran  4  establecerse  en  Méxi- 
co, toda  clase  de  garantías  en  sus  personas  y  en  sus  propie- 
dades; por  manera  que,  conforme  4  esta  ley,  el  extranjero  co- 
menzaba 4  tener  en  suelo  mexicano  los  mismos  derechos  que 
los  nacionales  en  lo  relativo  4  sus  personas  é  intereses. 

En  el  decreto  de  12  de  Marzo  de  1828,  se  significó  m4s  ne- 
tamente la  protección  al  extranjero,'  en  el  modo  de  adquirir 
propiedades,  ocup4ndose  también  del  requisito  de  los  pasa- 
portes, los  cuales  han  suprimido  nuestras  leyes  posteriores, 
en  cuya  virtud,  él  puede  transitar  libremente  en  nuestro 
país,  sin  aquel  documento,  mientras  que  actualmente,  en 
la  adelantada  Europa,  es  indispensable;  como  ejemplo,  se- 
ñalaremos 4  la  Francia;  en  esta  nación,  conforme  al  art.  1^ 
de  su  ley  de  8  de  Agosto  de  1893,  todo  extranjero  no  domi- 
ciliado, deber4  hacer  una  declaración  de  residencia  y  justifi- 
car su  identidad  dentro  de  los  ocho  días  siguientes  al  de  su 
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arribo,  declaración  que  deberá  ser  inscrita  en  el  libro  de 
matriculas,  dándose  al  interesado  copia  sucinta  d«l  regis- 
tro, previo  el  pago  de  derechos;  pero  la  ley  va  más  allá,  por- 
que siempre  que  haya  cambio  de  residencia,  deberá  proce- 
derse  á  nueva  matricula;  además,  la  ley  expresada  tiene  su 
sanción,  pues  castiga  con  multa  de  20  á  200  francos  al  extran- 
jero que  no  haga  dicha  declaración.  En  caso  de  falsedad,  se 
le  prohibe  residir  temporal  6  indefinidamente  en  el  territorio 
francés,  también  se  le  impone  una  multa  de  100  á  300  francos; 
el  art.  463  del  Código  penal,  completa  la  sanción  en  los  casos 
previstos  en  la  ley  citada;  por  último,  se  castiga  en  Francia 
con  penas  de  simple  policia  á  todo  el  que  emplee  á  un  ex- 
tranjero que  no  haya  cumplido  con  el  requisito  delainmatri- 
culación.  Basta  lo  expuesto,  para  presentar  de  relieve  en  esta 
materia,  la  dureza  de  aquella  legislación,  con  las  franquicias 
y  garantías  concedidas  en  México  al  extranjero,  á  quien  na- 
die pregunta  de  dónde  viene  ni  adonde  va;  en  efecto,  el  art. 
11  de  la  Constitución  establece  lo  siguiente:  ^^Todo  hombre 
es  libre  para  entrar  y  salir  de  la  República." 

En  cuanto  á  la  adquisición  de  propiedades,  la  expresada 
ley  del  año  de  1828,  dispuso  lo  siguiente: 

^'Art.  6.  Los  extranjeros  introducidos  y  establecidos  con- 
forme á  las  reglas  prescritas  ó  que  se  prescribieren  en  lo  de 
adelante,  están  bajo  la  protección  de  las  leyes,  y  gozan  de  los 
derechos  civiles  que  eUos  conceden  á  los  mexicanos^  á  excepción 
de  adquirir  propiedad  territorial  rústica  que,  conforme  á  las 
leyes  vigentes,  no  pueden  obtener  los  no  naturalizados." 

Sin  embargo,  quedaron  exceptuadas  de  la  prohibición,  las 
propiedades  mineras  que  podían  adquirir  los  extranjeros  con- 
forme á  la  ley  de  7  de  Octubre  de  1823;  también  se  declaró 
la  vigencia  de  la  ley  de  18  de  Agosto  de  1824,  sobre  coloni- 
zación. 

Según  se  observa,  en  México  fué  equiparado  desde  el  año 
de  1828  el  extranjero  con  el  nacional  en  el  pleno  goce  de  sus 
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derechos  civileSi  cuandi»  en  la  culta  Europa,  eran  tan  res- 
tringidos esos  mismos  derechos,  hasta  que  el  ilustre  Man- 
dni  los  hizo  reconocer  en  1866  en  el  art.  3r  del  Código  civil 
de  Italia,  es  decir,  treinta  y  ocho  años  después  que  en  nues- 
tra patria  se  hizo  aquella  notable  declaración,  la  cual,  en  1857 
fué  elevada  al  rango  de  precepto  constitucional  en  la  sección 
de  los  derechos  del  hombre;  y  no  debemos  extrafiar  estos 
avances  en  tan  delicada  materia,  si  recordamos  las  enseñan- 
zas del  inmortal  Hidalgo,  del  padre  de  la  patria,  quien  en  el 
plan  de  insurrección  ofreció  '^observar  inviolablemente  las 
leyes  de  la  guerra  y  el  derecho  de  gentes  para  todasJ^ 

El  decreto  de  10  de  Septiembre  de  1846,  se  ocupó  de  )a 
naturalización  de  los  extranjeros,  el  cual  tuvo  por  objeto  pro- 
mover el  aumento  de  {^oblación  en  la  República,  facilitando 
á  los  extranjeros  la  naturalización  en  nuestra  patria,  remo- 
viéndose asi  los  obstáculos  que  las  leyes  heredadas  de  nues- 
tros antiguos  dominadores  hablan  opuesto  al  fin  indicado. 

La  primera  ley  sobre  extranjería  y  nacionalidad  fué  expe- 
dida el  30  de  Enero  de  1864,  siendo  la  más  completa  que  en 
aquella  época  se  expidió  sobre  tan  importante  materia,  aun- 
que resintiéndose  de  las  preocupaciones  consiguientes  ¿  nues- 
tro anterior  estado  social;  pero  no  puede  desconocerse,  que 
ella  se  hallaba  á  la  altura  de  las  legislaciones  más  adelanta- 
das del  antiguo  Continente,  en  el  que  predominaba  un  siste- 
ma determinadamente  restrictivo,  que  heiria  al  extranjero  con 
innumerables  incapacidades;  por  consiguiente,  el  estudio  de 
los  conflictos  de  las  leyes,  no  era  aún  objeto  de  la  ciencia,  es- 
tudio que  comenzó  á  indicarse  en  la  segunda  mitad  ddi  siglo 
XIX,  en  el  que  se  procuró  establecer  los  principios  en  que 
hoy  se  levanta  un  ramo  importantísimo  de  la  enciclopedia 
jurídica,  el  Derecho  internacional  privado. 

La  vigencia  de  la  ley  de  1864,  sobre  extranjería,  es  dudo- 
sa, porque  la  revolución  triunfante  de  Ayutla,  que  derrocó  la 
administración  del  General  Santa-Anna,  derogó  todas  las  le- 
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yes  y  disposiciones  expedidas  por  el  Dictador;  sin  embargo, 
la  ley  expresada,  á  falta  de  otra  y  aunque  sin  citarla,  fué  res- 
petada por  nuestros  tribunales,  formándose  con  ella  nuestra 
incipiente  jurisprudencia  en  dicha  materia.  Fúndase  esta 
opinión,  entre  otros  motivos,  en  la  circular  de  20  de  Febrero 
de  1861,  expedida  por  la  Secretaria  de  Estado  y  del  Despa- 
cho de  Justicia;^  asi  como  en  una  declaración  hecha  por  el 
Sr.  Lerdo  de  Tejada,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  al 
contestar  el  8  de  Noviembre  de  1870  la  consulta  dirigida  por 
el  Grobernador  de  Veracruz  sobre  extranjeros.* 

Destruida  la  administración  del  Greneral  Santa-Anna,  fun- 
dada en  la  arbitrariedad  y  en  los  elementos  retrógrados  que 
entonces  existían  en  el  país,  los  cuales  habían  paralizado  el 
progreso  de  México,  el  partido  liberal,  al  que  bien  podemos 
designar  con  el  nombre  de  partido  nacional,  se  ocupó  desde 
luego  de  la  regeneración  política  y  social  de  la  nación,  expi- 
diendo el  Congreso  constituyente  en  1857  la  ley  fundamental 
del  país,  la  cual  con  las  necesarias  reformas  rige  hoy  en  la 
República  mexicana,  que  desde  entonces  se  constituyó  ba- 

1  Febrero  20  de  1861. — Circular  de  la  Secretaria  de  Justicia. — Se  declara 

insubsistente  el  art.  16  de  la  ley  de  30  de  Enero  de  1864. 

El  Ezcmo.  Sr.  Presidente  interino  constitacional  se  ha  servido  acordar, 
quo  teniendo  los  extranjeros  las  mismas  garantías  que  la  Constitución 
concede  á  los  mexicanos,  con  la  sola  excepción  de  que  habla  el  art.  33  de 
(a  sección  3?,  se  considera  insubsistente  el  art.  16  de  la  ley  de  30  de  Ene- 
ro de  1854. 

Lo  digo  á  vd.  para  su  conocimiento  y  efectos  correspondientes. 

Dios,  Libertad  y  Beforma.  México,  etc. — Bamirez. 

2  He  recibido  la  comunicación  de  vd.  fecha  26  del  próximo  pasado,  en 
que  transcribe  la  que  dirigió  á  ese  gobierno  el  jefe  político  del  cantón  de 
los  Tuxtlas,  consultando  cómo  deben  ser  considerados  en  la  Aepública  los 
hijos  de  extranjeros. 

En  respuesta,  tengo  la  honra  de  decir  á  vd.,  que  conforme  á  la  Consti- 
tución y  al  espíritu  y  letra  de  la  ley  sobre  extranjería  y  nacionalidad  de 
los  habitantes  de  la  Bepública,  de  30  de  Enero  de  1854,  los  hijos  de  ex- 
tranjeros siguen  por  regla  general  \^  nacionalidad  de  si^s  padres;  más  loa 
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jo  la  forma  de  República  democrática  representativa  popU'* 
lar.  De  las  excelencias  de  nuestra  Constitución  me  he  ocu- 
pado en  capítulos  anteriores,  dejando  para  este  lugar  exami- 
narla en  lo  que  á  los  derechos  del  extranjero  se  refiere,  no 
sin  hacer  constar  para  honra  de  nuestra  patria  y  de  nuestros 
ilustres  constituyentes,  que  la  disposición  dictada  en  el  de- 
creto de  1828,  nivelando  al  extranjero  con  el  nacional  en  sus 
derechos  civiles,  cuyo  texto  acabo  de  insertar,  fué  elevada  al 
rango  de  precepto  constitucional,  para  darle  vida  permanen- 
te en  nuestras  instituciones,  apartándola  de  lo  inestable  de 
nuestra  legislación,  en  la  época  de  la  lucha  pasional  de  los 
partidos,  que  por  fortuna  ha  pasado  al  dominio  de  la  historia, 
bajo  la  acción  reguladora  y  progresista  de  la  administración 
del  Sr.  General  Díaz. 

México,  en  su  notable  declaración  de  los  derechos  del  hom- 
bre, inserta  en  la  Constitución  de  1857,  concedió  idénticos 
derechos  al  nacional  y  al  extranjero,  porque  los  del  hombre 
son  la  base  de  nuestras  instituciones  sociales.  Los  preceptos 
indicados  entrañan  tanta  sabiduría,  tan  elevados  principios 

nacidos  dentro  del  territorio  nacional  de  padres  extranjeros,  conservan 
la  nacionalidad  de  éstos  durante  su  menor  edad,  manteniéndose  bajo  la 
patria  potestad,  y  un  afio  después  de  su  emancipación;  de  donde  se  pae- 
den  deducir  estas  tres  reglas: 

1?  Los  hijos  de  extranjeros  nacidos  fliera  del  territorio  mexicano,  son 
extranjeros  mientras  no  adquieren  la  naturalización  mexicana  por  un  ac- 
to positivo,  conforme  á  las  leyes. 

2?  Los  hijos  de  extranjeros  nacidos  dentro  del  territorio  mexicano,  son 
extranjeros  durante  su  menor  edad,  si  se  mantienen  bajo  la  patria  po- 
testad. 

3?  Los  hijos  de  extranjeros  nacidos  dentro  del  territorio  mexicano,  ad- 
quieren la  calidad  de  mexicanos  llegando  á  la  mayor  edad,  por  la  sola 
omisión  de  declarar  ante  la  autoridad  política  del  lugar  de  su  residencia 
que  quieren  continuar  con  la  calidad  de  extranjeros;  y  cuando  son  eman- 
cipados antes  de  la  mayor  edad,  por  la  misma  sola  omisión,  durante  un 
afio  después  de  su  emancipación. 

Independencia  y  Libertad.  México,  Noviembre  8  de  1870. — Lerdo  de 
Tgada. — Ciudadano  Gobernndor  del  Estado  de  Veracruz, 
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de  filosofía  social,  que  los  mismos  extranjeros  no  han  podido 
menos  de  reconocer,  acogiéndose  en  casos  dados  á  los  recur- 
sos que  las  leyes  secundarias  les  conceden,  como  el  juicio  de 
amparo  de  garantías,  con  el  fin  de  hacer  efectivos  en  todas 
sus  manifestaciones  los  derechos  del  hombre  que  la  Consti- 
tución les  acuerda.  En  el  capitulo  respectivo  insertaré  inte- 
gra la  parte  de  nuestra  ley  fundamental  que  se  refiere  á  los 
extranjeros,  y  entonces  me  ocuparé  de  su  comentario,  pero  co- 
mo es  indispensable  conocer  los  que  la  Constitución  estable- 
ce en  calidad  de  derechos  del  hombre,  los  copiaré  al  fin  del 
presente  estudio. 

Finalmente,  en  el  capitulo  siguiente,  ine  detendré  en  nues- 
tra ley  de  extranjería,  expedida  en  28  de  Mayo  de  1886  por 
el  Sr.  General  Díaz,  cuya  ley  será  el  primordial  objeto  de 
esta  obra,  en  la  que  debo  estudiar  los  problemas  que  en  tan 
delicada  materia  pretende  resolver  la  ciencia,  indicando  en 
brevísima  síntesis,  cómo  han  sido  resueltos  en  la  mayoría  de 
las  legislaciones,  y  es  seguro  que,  como  resultado  de  esta  la- 
bor de  legislación  comparada,  llegaremos  á  conocer  las  exce- 
lencias de  nuestra  ley  de  extranjería,  citada  con  encomio  por 
notables  publicistas  de  la  culta  Europa. 

CoQstitociéD  pok'tica  de  U  Repübliea  lexicaiia,  sobre  la  iodestructiUe  base  de  so  fitina  illd^ 
peadeacia,  proelamada  el  16  de  Septiembre  de  1810,  y  consimiada  el  27  de  Septienibre  de 
1821. 

TÍTULO  PRIMERO. 

SECCIÓN  I. 

DE  LOS  DERECHOS  DEL  HOMBRE. 

Art.  1^  El  pueblo  mexicano  reconoce  que  los  derechos  del 
hombre  son  la  base  y  el  objeto  de  las  instituciones  sociales. 
En  consecuencia,  declara  que  todas  las  leyes  y  todas  las  au- 
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toridades  del  país  deben  respetar  y  sostener  las  garantías  que 
otorga  la  presente  Constitución. 

Art.  2^  En  la  República  todos  nacen  libres.  Los  esclavos 
que  pisen  el  territorio  nacional,  recobran  por  sólo  ese  hecho 
su  libertad  y  tienen  derecho  á  la  protección  de  las  leyes. 

Art.  3^  La  enseñanza  es  libre.  La  ley  determinará  qué 
profesiones  necesitan  titulo  para  su  ejercicio,  y  con  qué  requi- 
sitos se  deben  expedir. 

Art.  4r  Todo  hombre  es  libre  para  abrazar  la  profesión 
industria  ó  trabajo  que  le  acomode,  siendo  útil  y  honesto,  y 
para  aprovecharse  de  sus  productos.  Ni  uno  ni  otro  se  le  po- 
drá impedir  sino  por  sentencia  judicial,  cuando  ataque  los 
derechos  de  tercero,  ó  por  resolución  gubernativa,  dictada  en 
los  términos  que  marque  la  ley,  cuando  ofenda  los  de  la  so- 
ciedad. 

Art.  6"^  Nadie  puede  ser  obligado  á  prestar  trabajos  per- 
sonales sin  la  justa  retribución  y  sin  su  pleno  consentimien- 
to. La  ley  no  puede  autorizar  ningún  contrato  que  tenga  por 
objeto  la  pérdida  ó  el  irrevocable  sacrificio  de  la  libertad  del 
hombre,  ya  sea  por  causa  de  trabajo,  de  educación  ó  de  voto 
religioso.  Tampoco  puede  autorizar  convenios  en  que  el  hom- 
bre pacte  su  proscripción  ó  su  destierro.^ 

Art.  6^  La  manifestación  de  las  ideas  no  puede  ser  objeto 
de  ninguna  inquisición  judicial  ó  administrativa,  sino  en  el 
caso  4e  que  ataque  la  moral,  los  derechos  de  tercero,  provo- 
que algún  crimen  ó  delito  ó  perturbe  el  orden  público. 

Art.  7°  Es  inviolable  la  libertad  de  escribir  y  publicar  es- 
critos sobre  cualquiera  materia.  Ninguna  ley  ni  autoridad 
puede  establecer  la  previa  censura,  ni  exigir  fianza  á  los  au- 
tores ó  impresores,  ni  coartar  la  libertad  de  imprenta,  que  no 
tiene  más  limites  que  el  respeto  á  la  vida  privada,  á  la  mo- 


1  B»te  artículo  fué  reformado,  haciendo  obligatorio  el  servicio  militar 
para  los  mexicanos. 
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ral  y  á  la  paz  pública.  Los  delitos  de  imprenta  serán  juzga- 
dos por  un  jurado  que  califique  el  hecho  y  por  otro  que  apli- 
que la  ley  y  designe  la  pena.^ 

Art.  8^  Es  inviolable  el  derecho  de  petición  ejercido  por 
escrito,  de  una  manera  pacifica  y  respetuosa;  pero  en  mate- 
rias políticas  sólo  pueden  ejercerlo  los  ciudadanos  de  la  Re- 
pública. A  toda  petición  debe  recaer  un  acuerdo  escrito  de  la 
autoridad  á  quien  se  haya  dirigido,  y  ésta  tiene  obligación  de 
hacer  conocer  el  resultado  al  peticionario. 

Art.  9^  A  nadie  se  le  puede  coartar  el  derecho  de  asociar- 
se ó  de  reunirse  pacificamente  con  cualquier  objeto  licito;  pe- 
ro solamente  los  ciudadanos  de  la  República  pueden  hacerlo 
para  tomar  parte  en  los  asuntos  políticos  del  país.  Ninguna 
reunión  armada  tiene  derecho  de  deliberar. 

Art.  10.  Todo  hombre  tiene  derecho  de  poseer  y  portar 
armas  para  su  seguridad  y  legitima  defensa.  La  ley  señalará 
cuáles  son  las  prohibidas  y  la  pena  en  que  incurren  los  que 
las  portaren. 

Art.  11.  Todo  hombre  tiene  derecho  para  entrar  y  salir  de 
la  República,  viajar  por  el  territorio  y  mudar  de  residencia 
sin  necesidad  de  carta  de  seguridad,  pasaporte,  salvoconduc- 
tiO  ú  otro  requisito  semejante.  El  ejercicio  de  este  derecho  no 
perjudica  las  legitimas  facultades  de  la  autoridad  judicial  ó 
administrativa,  en  los  casos  de  responsabilidad  criminal  ó  ci- 
vil. 

Art.  12.  No  hay,  ni  se  reconocen  en  la  República,  títulos  de 
nobleza,  ni  prerrogativas,  ni  honores  hereditarios.  Sólo  el 
pueblo,  legítimamente  representado,  puede  decretar  recom- 
pensas en  honor  de  los  que  hayan  prestado  ó  prestaren  ser- 
vicios eminentes  á  la  patria  ó  á  la  humanidad. 


1  Este  artículo  fiié  reformado  aboliendo  el  jurado  y  dando  competen- 
cia á  los  tribuiialeB  del  orden  común  para  conocer  de  los  delitos  do  im* 
prenta. 
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Art.  13.  En  la  República  Mexicana  nadie  puede  ser  juz- 
gado por  leyes  privativas,  ni  por  tribunales  especiales.  Nin- 
guna persona  ni  corporación  puede  tener  fueros,  ni  gozar 
emolumentos  que  no  sean  compensación  de  un  servicio  pú- 
blico y  estén  fijados  por  la  ley.  Subsiste  el  fuero  de  guerra 
solamente  para  los  delitos  y  faltas  que  tengan  exacta  conexión 
con  la  disciplina  militar.  La  ley  fijará  con  toda  claridad  los 
casos  de  esta  excepción. 

Art.  14.  No  se  podrá  expedir  ninguna  ley  retroactiva.  Na- 
die puede  ser  juzgado  ni  sentenciado  sino  por  leyes  dadas  con 
anterioridad  al  hecho  y  exactamente  aplicadas  á  él,  por  el 
tribunal  que  previamente  haya  establecido  la  ley. 

Art.  15.  Nunca  se  celebrarán  tratados  para  la  extradición 
de  reos  políticos,  ni  para  la  de  aquellos  delincuentes  del  or- 
den común  que  hayan  tenido  en  el  país  en  donde  cometieron 
el  delito,  la  condición  de  esclavos;  ni  convenios  ó  tratados  en 
virtud  de  los  que  se  alteren  las  garantías  y  derechos  que  es- 
ta Constitución  otorga  al  hombre  y  al  ciudadano. 

Art.  16.  Nadie  puede  ser  molestado  en  su  persona,  fami- 
lia, domicilio,  papeles  y  posesiones,  sjno  en  virtud  de  manda- 
miento escrito  de  la  autoridad  competente,  que  funde  y  mo- 
tive la  causa  legal  del  procedimiento.  En  el  caso  de  delito 
infraganti,  toda  persona  puede  aprehender  al  delincuente  y 
á  sus  cómplices,  poniéndolos  sin  demora  á  disposición  de  la 
autoridad  inmediata. 

Art.  17.  Nadie  puede  ser  preso  por  deudas  de  un  carácter 
puramente  civil.  Nadie  puede  ejercer  violencia  para  recla- 
mar su  derecho.  Los  tribunales  estarán  siempre  expeditos 
para  administrar  justicia.  Esta  será  gratuita,  quedando  en 
consecuencia  abolidas  las  costas  judiciales. 

Art.  18.  Sólo  habrá  lugar  á  prisión  por  delito  que  merez- 
ca pena  corporal.  En  cualquier  estado  del  proceso  en  que 
aparezca  que  al  acusado  no  se  le  puede  imponer  tal  pena,  se 
pondrá  en  libertad  bajo  de  fianza.  En  ningún  caso  podrá  pro- 
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longarse  la  prisión  ó  detención  por  falta  de  pago  de  honora- 
rios ó  de  cualquiera  otra  ministración  de  dinero. 

Art.  19.  Ninguna  detención  podrá  exceder  del  término  de 
tres  días,  sin  que  se  justifique  con  un  auto  motivado  de  pri- 
sión y  los  demás  requisitos  que  establezca  la  ley.  El  solo  lap- 
so de  este  término  constituye  responsables  á  la  autoridad  que 
la  ordena  ó  consiente,  y  á  los  agentes,  ministros,  alcaides  ó  car- 
celeros que  la  ejecutan.  Todo  maltratamiento  en  la  aprehen- 
sión ó  en  las  prisiones,  toda  molestia  que  se  infiera  sin  mo- 
tivo legal,  toda  gabela  ó  contribución  en  las  cárceles,  es  un 
abuso  que  deben  corregir  las  leyes  y  castigar  severamente 
las  autoridades. 

Art.  20.  En  todo  juicio  criminal  el  acusado  tendrá  las  si- 
guientes garantías: 

I.  Que  se  le  haga  saber  el  motivo  del  procedimiento  y  el 
nombre  del  acusador,  si  lo  hubiere. 

II.  Que  se  le  tome  su  declaración  preparatoria  dentro  de 
cuarenta  y  ocho  horas,  contadas  desde  que  esté  á  disposición 
de  su  juez. 

III.  Que  se  le  caree  pon  los  testigos  que  depongan  en  su 
contra. 

lY.  Que  sé  le  faciliten  los  datos  que  necesite  y  consten  en 
el  proceso,  para  preparar  sus  descargos. 

y.  Que  se  le  oiga  en  defensa  por  sí  ó  por  persona  de  su 
confianza,  ó  por  ambos,  según  su  voluntad.  En  caso  de  no 
tener  quien  lo  defienda,  se  le  presentará  lista  de  los  defenso- 
res de  oficio,  para  que  elija  el  que  ó  los  que  le  convengan. 

Art.  21.  La  aplicación  de  las  penas,  propiamente  tales,  es 
exclusiva  de  la  autoridad  judicial.  La  política  y  administra- 
tiva sólo  podrá  imponer,  como  corrección,  hasta  quinientos 
pesos  de  multa  ó  hasta  un  mes  de  reclusión,  en  los  casos  y 
modo  que  expresamente  determine  la  ley. 

Art.  22.  Quedan  para  siempre  prohibidas  las  penas  de  mu- 
tilación y  de  infamia,  la  marca,  los  azotes,  los  palos,  el  tor- 


mentó  de  cualquiera  especie,  la  multa  excesiva,  la  conñsca- 
ción  de  bienes  y  cualesquiera  otras  penas  inusitadas  ó  tras- 
cendentales. 

Art  23.  Para  la  abolición  de  la  pena  de  muerte,  queda  ¿ 
cargo  del  poder  administrativo  el  establecer,  á  la  mayor  bre- 
vedad, el  régimen  penitenciario.  Entretanto,  queda  abolida 
para  los  delitos  políticos,  y  no  podrá  extenderse  á  otros  casos 
más  que  al  traidor  á  la  patria  en  guerra  extranjera,  al  sal- 
teador de  caminos,  al  incendiario,  al  parricida,  al  homicida 
con  alevosía,  premeditación  ó  ventaja,  á  los  delitos  graves 
del  orden  militar  y  á  los  de  piratería  que  definiere  la  ley.^ 

Art.  24.  Ningún  juicio  criminal  puede  tener  más  de  tres 
instancias.  Nadie  puede  ser  juzgado  dos  veces  por  el  mismo 
delito,  ya  sea  que  en  el  juicio  se  le  absuelva  ó  se  le  condene. 
Queda  abolida  la  práctica  de  absolver  de  la  instancia. 

Art.  26.  La  correspondencia  que  bajo  cubierta  circule  por 
las  estafetas  está  libre  de  todo  registro.  La  violación  de  esta 
garantía  es  un  atentado  que  la  ley  castigará  severamente. 

Art.  26.  En  tiempo  de  paz  ningún  militar  puede  exigir 
alojamiento,  bagaje,  ni  otro  servicio  real  ó  personal,  sin  el 
consentimiento  del  propietario.  En  tiempo  de  guerra  sólo  po- 
drá hacerlo  en  los  términos  que  establezca  la  ley. 

Art.  27.  La  propiedad  de  las  personas  no  puede  ser  ocu- 
pada sin  su  consentimiento,  sino  por  causa  de  utilidad  públi- 
ca y  previa  indemnización.  La  ley  determinará  la  autoridad 
que  debe  hacer  la  expropiación  y  los  requisitos  con  que  ésta 
haya  de  verificarse. 

Ninguna  corporación  civil  ó  elesiástica,  cualquiera  que  sea 

1  Bete  articalo  ñié  reformado  en  Iob  términos  Nguientes: 
*<Art.  23.  Queda  abolida  la  peua  de  muerte  para  los  delitos  políticos. 
En  cuanto  á  los  demás,  sólo  podrá  imponerse  al  traidor  á  la  patria  en 
guerra  extranjera,  al  parricida,  al  homicida  con  alevosía,  premeditación 
ó  ventaja,  al  incendiario,  al  plagiario,  al  salteador  de  caminos,  al  pirata 
y  á  los  reos  de  delitos  graves  del  orden  militar/^ 


su  carácter,  denominación  ú  objeto,  tendrá  capacidad  legal 
para  adquirir  en  propiedad  6  administrar  por  sí  bienes  raí- 
ces, con  la  única  excepción  de  los  edificios  destinados  inme- 
diata y  directamente  al  servicio  ú  objeto  de  la  institución.^ 

Art.  28.  No  habrá  monopolios  ni  estancos  de  ninguna  cla- 
se, ni  prohibiciones  á  título  de  protección  á  la  industria.  Ex- 
ceptúanse  únicamente  los  relativos  á  la  acuñación  de  mone- 
da, á  los  correos  y  á  los  privilegios  que,  por  tiempo  limitado, 
conceda  la  ley  á  los  inventores  ó  perfeccionadores  de  alguna 
mejora. 

Art.  29.  En  los  casos  de  invasión,  perturbación  grave  de 
la  paz  pública  ó  cualesquiera  otros  que  pongan  á  la  sociedad 
en  grande  peligro  ó  conflicto,  solamente  el  Presidente  de  la 
República,  de  acuerdo  con  el  consejo  de  Ministros  y  con  apro- 
bación del  Congreso  de  la  Unión,  y  en  los  recesos  de  éste,  de 
la  Diputación  permanente,  puede  suspender  las  garantías 
otorgadas  en  esta  Constitución,  con  excepción  de  las  que  ase- 
guran la  vida  del  hombre;  pero  deberá  hacerlo  por  un  tiem- 
po limitado,  por  medio  de  prevenciones  generales  y  sin  que 
la  suspensión  pueda  contraerse  á  determinado  individuo. 

Si  la  suspensión  tuviere  lugar  hallándose  el  Congreso  reu- 

1  Este  articnlo  faé  reformado  en  los  términos  siguientes: 
"Art.  27.  Las  corporaciones  é  instituciones  religiosas,  cualesquiera  que 
sea  su  carácter,  denominación,  duración  ú  objeto,  y  las  civiles  cuando  es- 
tén bajo  el  patronato,  dirección  ó  administración  de  aquéllas  ó  de  minis- 
tros de  algún  culto,  no  tendrán  capacidad  legal  para  adquirir  en  propie- 
dad ó  administrar  más  bienes  raíces  que  los  edificios  que  se  destinen  in< 
mediata  y  directamente  al  servicio  ú  objeto  de  dichas  corporaciones  é 
instituciooes.  Tampoco  la  tendrán  para  adquirir  ó  administrar  capitales 
impuestos  sobre  bienes  raíces. 

*'Las  corporaciones  é  instituciones  civiles,  que  no  se  encuentren  en  el  ca- 
so expresado,  podrán  adquirir  y  administrar,  además  de  los  referidos  edi- 
ficios, los  bienes  inmuebles  y  capitales  impuestos  sobre  ellos,  que  se  requie- 
ran para  el  sostenimiento  y  fin  de  las  mismas,  pero  con  sujeción  á  los  re- 
quisitos y  limitaciones  que  establezca  la  ley  federal  que  al  efecto  expida 
^1  Congreso  de  la  Unión." 
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nido,  éste  concederá  las  autorizaciones  que  estime  necesarias 
para  que  el  Ejecutivo  haga  frente  á  la  situación.  Si  la  sjüis- 
pensión  se  verificare  en  tiempo  de  receso,  la  Diputación  per- 
manente convocará  sin  demora  al  Congreso  para  que  las 
acuerde." 

Para  hacer  efectivas  las  garantías  otorgadas  al  hombre  en 
los  preceptos  fundamentales  que  anteceden,  la  misma  Cons- 
titución ha  establecido  el  recurso  de  amparo,  por  medio  del 
cual,  la  autoridad  federal  resuelve  la  controversia,  y  decla- 
ra si  ha  violado  alguna  autoridad,  cualquiera  que  sea  su 
categoría,  la  garantía  ó  garantías  acusadas  por  el  quejoso, 
sea  mexicano  ó  extranjero,  á  quien  en  caso  afirmativo  am- 
para y  protege  en  nombre  de  la  justicia  federal,  porque  los 
derechos  consagrados  en  la  sección  inserta,  son  inalienables  é 
imprescriptibles,  puesto  que,  la  libertad  y  la  igualdad,  de  la 
cual  los  demás  no  son  sino  obligadas  proyecciones,  se  refieren 
á  un  orden  primitivo  de  naturaleza,  como  enseñaban  los  juris- 
consultos romanos:  Jure  enim  naturali  omnis  homine  ab  initio 
Uberi  nascebantur.  Qaod  adjus  naturale  attinet  omnes  homines 
aequales  svmt 

Los  preceptos  que  establecen  el  recurso  de  amparo,  son  in* 
dudablemente  superiores  en  su  alcance  y  resultados  al  habeos 
Corpus  de  la  legislación  inglesa,  según  se  observa  en  el  texto 
de  la  ley: 

"Art.  101.  Los  tribunales  de  la  Federación  resolverán  to- 
da controversia  que  se  suscite. 

"I.  Por  leyes  ó  actos  de  cualquiera  autoridad  que  violen 
las  garantías  individuales. 

"II.  Por  leyes  ó  actos  de  la  autoridad  federal  que  vulneren 
6  restrinjan  la  soberanía  de  los  Estados. 

"III.  Por  leyes  ó  actos  de  las  autoridades  de  éstos,  que  in- 
vadan la  esfera  de  la  autoridad  federal. 

"Art.  102.  Todos  los  juicios  de  que  habla  el  artículo  ante- 
rior, se  seguirán  á  petición  de  la  parte  agraviada,^  por  medio 

20 
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de  procedimientos  y  formas  del  orden  jurídico,  que  determi- 
nará una  ley.  La  sentencia  será  siempre  tal,  que  sólo  se  ocu- 
pe de  individuos  particulares,  limitándose  á  protegerlos  y  am- 
pararlos en  el  caso  especial  sobre  que  verse  el  proceso,  sin 
hacer  ninguna  declaración  general  respecto  de  la  ley  ó  acto 
que  la  motivare." 

Yoy  á  terminar,  rindiendo  el  debido  homenaje  de  respeto 
á  la  memoria  de  nuestros  ilustres  constituyentes,  de  los  cua- 
les solamente  sobreviven: 

El  Sr.  Lie.  Ignacio  Mariscal,  Secretario  de  Estado  y  del 
Despacho  de  Relaciones  Exteriores. 

El  Sr.  Lie.  Justino  Fernández,  Secretario  de  Estado  y  del 
Despacho  de  Justicia  é  Instrucción  Pública. 

El  Sr.  Lie.  Félix  Romero,  Presidente  que  ha  sido  de  la 
Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación  y  actualmente  Ma- 
gistrado de  la  misma  Corte,  y 

El  Sr.  Benito  Gómez  Farias,  Senador  al  Congreso  de  la 
Unión,  y  anteriormente  Ministro  de  Hacienda  y  Crédito  pú- 
blico. 


CAPITULO  XIV. 


La  condición  jurídica  de  Iob  extranjeros  en  México  en  la 
administración  del  Sr.  General  Porfirfo  Díaz. 


8UMAEIO.— La  ley  de  28  de  Mayo  de  1886,  fué  expedida  por  el  Congre- 
so de  la  Unión,  á  iniciativa  del  Sr.  Presidente  de  la  Bepúbliea,  Ge- 
neral Porfirio  Díaz.  —Intervinieron  en  su  redacción,  el  Sr.  Lie.  Ig- 
nacio Biariscal,  Ministro  de  Eelaciones  Exteriores,  y  el  Sr.  Lie. 
Ignacio  L.  Vallarta. — Dicha  ley  reglamenta  convenientemente  los 
ai*ticulos  30,  31,  32  y  33  de  nuesti*a  Constitución  política. — ^Trata  de 
los  mexicanos  y  extranjeros,  de  la  expatriación,  de  la  naturalización 
y  de  los  derechos  y  obligaciones  de  los  extranjeros. — ^Al  ocuparse  de 
la  nacionalidad,  sigue  el  sistema  de  la  filiación,  adoptado  en  el  Códi. 
go  francés  y  generalmente  aceptado  en  las  legislaciones. — La  expa- 
triación está  considerada  en  dicha  ley,  asi  como  en  la  Constitución, 
art.  11,  como  de  derecho  natural. — Por  lo  tanto,  el  hombre  no  está 
conceptuado  en  México,  como  un  accesorio  del  suelo,  según  era  en  la 
época  feudal. — Este  derecho  tiene  determinadas  limitaciones. — ^Los 
extranjeros  gozan  en  la  Hepública  de  les  derechos  que  competen  á 
los  mexicanos  y  de  las  garantías  otorgadas  en  la  Constitución,  bajo 
la  denominación  de  derechos  del  hombre. — Nuestra  patria  se  adelan- 
tó en  38  años  á  Italia,  que  es  la  única  nación  que  en  Europa  nivela 
al  nacional  con  el  extranjero,  pues  en  la  mayor  parte  de  las  de  dicho 
Continente,  se  conceden  á  aquel  los  derechos  del  ju8  gentium, — Final- 
mente, nuestra  ley  de  extranjería  pudiera  ser  una  de  las  más  avan- 
zadas de  la  época  presente. 

La  ley  de  28  de  Mayo  de  1886,  fué  expedida  por  el  Con- 
greso de  la  Unión,  coiiforme  á  la  iniciativa  remitida  á  las  Cá- 
maras por  el  Sr.  General  Porfirio  Píaz,  Presidente  de  la  Re- 
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pública.  El  proyecto  fué  redaxstado  bajo  las  indicaciones  del 
mismo  Señor  Presidente,  eminente  hombre  de  Estado,  y  del 
Sr.  Lie.  Ignacio  Mariscal,  Secretario  de  Estado  y  del  Despa- 
cho de  Relaciones  Exteriores,  quien  á  su  reconocido  talento, 
reúne  un  saber  jurídico  incontestable,  que  lo  elevan  entre  no- 
sotros á  la  altura  de  los  más  notables  jurisconsultos  de  nues- 
tra época.  Además,  el  Sr.  Lie.  Vallarta,  publicista  y  juris- 
consulto de  tanto  renombre  en  nuestro  país,  colaboró  eficaz- 
mente en  el  proyecto  citado,  según  se  observa  en  la  exposición 
de  motivos  del  proyecto  de  ley. 

La  filiación  de  la  expresada  ley  de  extranjería,  debemos 
hallarla  en  nuestra  Constitución  política,  que  habiendo  esta- 
blecido en  los  artículos  30,  31,  32  y  33  las  bases  referentes  á 
la  nacionalidad,  aquellos  preceptos  parecían  deficientes  por 
falta  de  reglamentación,  hasta  que  al  fin  la  que  me  ocupa  ha 
venido  á  llenar  esta  necesidad,  tan  justamente  reclamada 
desde  el  año  de  1857,  en  que  se  promulgó  la  Constitución. 

Para  comprender  la  extensión  é  importancia  de  aquel  Or- 
denamiento, basta  indicar  las  materias  de  que  trata,  las  cua- 
les se  imponen  en  esta  clase  dé  leyes,  son  las  siguientes: 

1*  De  los  mexicanos  y  extranjeros. 

2^  De  la  expatriación. 

3^  De  la  naturalización. 

4^  De  los  derechos  y  obligaciones  de  los  extranjeros,  y 

5^  De  las  disposiciones  transitorias. 

Al  referirnos  á  las  materias  indicadas,  seguiremos  deter- 
minado método,  el  que  se  impone  en  estudios  jurídicos  de  es- 
ta naturaleza.  En  primer  lugair,  trataremos  de  las  personas, 
después  de  los  bienes,  y  finalmente  de  las  acciones,  recordan- 
do al  proceder  así,  que  esta  es  la  senda  que  nos  trazó  el  Dere- 
cho romano,  desde  que  abrió  á  nuestras  inteligencias  en  nues- 
tra juventud,  los  vastos  horizontes,  de  las  ciencias  jurídicas; 
además,  es  el  mismo  método  adoptado  en  las  legislaciones 
que  se  ocupan  del  derecho  civil. 
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Nuestra  ley  comienza  estableciendo  los  preceptos  sobre  la 
nacionalidad  al  ocuparse  de  los  mexicanos  y  de  los  extranje- 
ros, que  no  es  otra  cosa  que  el  lazo  que  une  al  individuo  al 
Estado,  es  decir,  á  un  grupo  social  independiente;  en  dicho 
estudio  se  presentan  á  nuestra  consideración  dos  cuestiones, 
de  suyo  complicadas,  que  son  fundamentales.  En  efecto,  des- 
de que  una  persona  nace,  existe  una  relación  personal  de 
filiación  entre  ella  y  sus  padres,  y  en  segundo  lugar,  se  pro- 
duce también  otra  de  carácter  distinto  entre  el  infante  y  el 
territorio  del  país  en  que  nació;  si  el  nacimiento  tiene  lugar 
en  el  que  el  padre  es  nacional,  ambas  relaciones  concurren  á 
concederle  la  misma  nacionalidad  del  autor  de  sus  días;  pero 
si  ha  nacido  de  padre  extranjero,  ¿cuál  será  en  este  caso  la 
relación  jurídica  de  las  dos  enunciadas,  que  debe  determinar 
la  nacionalidad  de  la  persona  nacida? 

Desde  luego  se  comprenden  varias  soluciones  que  han  da- 
do vida  á  distintos  sistemas. 

En  el  primero,  la  nacionalidad  la  determina  el  lazo  terri- 
torial, teniendo  en  cuenta  solamente  el  lugar  del  nacimiento, 
haciendo  abstracción  del  lazo  de  filiación. 

El  segundo,  menos  absoluto,  facilita  al  infante,  al  llegar  á 
la  mayor  edad,  la  adquisición  de  la  nacionalidad  de  sus  pa- 
dres, desligándose  de  la  del  lugar  de  su  nacimiento. 

En  otro  sistema  se  determina  la  nacionalidad  solamente 
por  el  lazo  de  filiación,  no  teniéndose  en  cuenta  sino  la  de  los 
padres,  cualquiera  que  sea  el  lugar  en  que  el  infante  ha  na- 
cido. 

Finalmente,  hay  otro  que,  refiriéndose  al  lazó  de  la  filia- 
ción para  determinar  la  nacionalidad  del  infante,  facilita,  sin 
embargo  á  éste,  la  adquisición  de  la  nacionalidad  del  país  en 
que  ha  nacido. 

Oon  la  sola  enumeración  de  los  sistemas  antes  indicados, 
se  comprenderá  que  es  preferible  el  que  da  lá  nacionalidad 
de  los  padres  al  infante  nacido,  porque  el  nacimiento  en  un 
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lugar  dado,  es  á  veces,  ó  por  lo  general  accidental,  mientras 
que  con  los  lazos  de  la  sangre,  se  transmite  siempre  el  senti- 
miento nacional,  la  comunidad  de  ideas,  las  mismas  tenden- 
cias y  aspiraciones;  aunque  para  atenuar  el  principio,  las  le- 
gislaciones que  siguen  este  sistema,  facilitan  al  infante  la  ad- 
quisición de  la  nacionalidad  del  país  en  que  nació.  Francia 
y  otras  naciones  á  las  cuales  me  referiré  después,  lo  han  adop- 
tado, según  se  observa  en  el  Código  civil  de  Napoleón,  que 
ha  sufrido  á  este  respecto  sucesivas  reformas,  en  las  leyes  de 
1811,  1831,  1849,  1861,  la  de  16  de  Diciembre  de  1874  y  por 
último  en  la  de  26  de  Junio  de  1889,  qué  trata  de  la  naciona- 
lidad francesa  de  origen  y  de  la  adquisición  y  de  la  pérdida 
de  la  calidad  de  francés;  sin  embargo,  el  régimen  antes  enun- 
ciado, es  decir,  el  lazo  de  filiación,  es  el  que  prepondera  co- 
mo principio. 

En  México,  nuestra  ley  de  extranjería,  sigue  el  de  la  filia- 
ción, adoptado  en  la  legislación  francesa,  aunque  la  fracción 
11  del  articulo  2,  establece  que  el  infante  nacido  en  nuestro 
país  de  padres  extranjeros,  si  al  llegar  á  la  mayor  edad  deja 
transcurrir  un  año  sin  hacer  la  declaración  en  que  opte  por 
la  nacionalidad  de  sus  padres,  se  considerará  como  mexicano. 

En  los  capítulos  siguientes  sobre  nacionalidad,  me  ocupa- 
ré de  los  diferentes  sistemas  á  que  antes  me  he  referido  y  de 
las  naciones  que  han  optado  por  el  ^'t»  ariginisó  eljíis  soH^  con 
las  atenuaciones  adoptadas  en  sus  respectivas  legislaciones. 

Nuestra  ley  de  extranjería,  bajo  el  punto  de  vista  de  la  na- 
cionalidad, forma  en  el  grupo  de  las  legislaciones  más  avan- 
zadas, ya  que  en  algunos  países  lo  que  determina  aquel  ca- 
rácter es  el  lugar  del  nacimiento,  haciendo  punto  omiso  de  la 
filiación.  En  México,  por  el  .contrario,  seguimos  el  sistema  de 
la  nacionalidad  de  origen  por  la  filiación,  conforme  alas  frac- 
ciones I,  II,  III  y  IV  del  art.  1^,  y  las  fracciones  I  y  II  del 
artículo  2  de  lá  citada  ley;  debiendo  tenerse  en  cuenta  que  aun 
las  naciones  que  no  lo  aceptan,  tienden  á  aproximarse  á  él, 
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atenuando  el  principio  del  lazo  territorial  con  el  de  la  iSliación, 
aunque  acumulativamente,  según  se  observa  en  Portugal,  In- 
glaterra, los  Estados  Unidos  de  América,  el  Brasil  y  Colom- 
bia. Esta  evolución  se  comprende,  porque  si  bien  Inglaterra 
y  los  Estados  Unidos  conservan  todavía  las  tradiciones  de  la 
época  feudal,  no  puede  desconocerse  que  el  lazo  que  uñe  al 
hijo  con  sus  padres,  es  más  íntimo  y  más  duradero  que  el  que 
pueda  ligarlo  con  el  suelo  en  que  accidentalmente  ha  nacido; 
y  bajo  este  concepto,  no  temo  repetir  que  nuestra  ley  de  ex- 
tranjería tal  vez  sea  una  de  las  más  adelantadas  de  nuestros 
tiempos. 

Los  preceptos  que  en  la  misma  ley  se  ocupan  de  la  expa- 
triación, que  es  un  derecho  universalmente  reconocido,  son 
la  natural  consecuencia  del  principio  fundamental,  estableci- 
do en  el  art.  11  de  nuestra  Constitución -política,  que  no  pue- 
de ser  más  avanzado  ni  más  explícito,  dice  así: 

^'Art.  11.  Todo  hombre  tiene  derecho  para  entrar  y  salir 
de  la  República,  viajar  por  su  territorio  y  mudar  de  residen- 
cia sin  necesidad  de  carta  de  seguridad,  pasaporte,  salvo  con- 
ducto ú  otro  requisito  semejante.  El  ejercicio  de  este  derecho 
no  perjudica  las  legítimas  facultades  de  la  autoridad  judicial 
6  administrativa  en  los  casos  de  responsabilidad  criminal  ó 
civil." 

Conforme  á  este  precepto,  y  los  que  le  reglamentan  en  nues- 
tra adelantada  ley  de  extranjería,  el  individuo  no  está  de  tal 
manera  subordinado  al  Estado,  que  sea  el  hombre  de  la  tie- 
rra ó  un  accesorio  del  suelo,  como  en  la  época  feudal;  hoy 
puede  romper  los  vínculos  que  le  unen  á  su  patria  y  adqui- 
rir una  nueva  nacionalidad;  así,  bajo  el  influjo  de  este  prin- 
cipio nacido  al  calor  de  nuestra  actual  civilización,  el  hom- 
bre podrá  tener  por  patria  el  mundo  entero,  tendiendo  de 
esta  manera  á  la  unidad  y  á  la  confraternidad  de  la  especie 
humana. 

Los  principios  indicados,  dominan  en  nuestra  ley  de  extran- 
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jeria  en  todo  lo  que  se  refiere  al  derecho  de  expatriación,  aun- 
que con  las  debidas  é  indispensables  limitaciones,  porque  las 
naciones,  no  han  podido  prescindir  de  ellas  sin  abjurar  su  so- 
beranía. Reconocido  el  derecho  de  expatriación,  debe  estable- 
cerse, en  consecuencia,  que  los  subditos  4^  un  Estado  pueden 
romper  el  lazo  que  los  une  á  su  nacionalidad  de  origen  y  ser 
extranjeros  con  relación  al  mismo  Estado.  Los  principios  an- 
tes enunciados,  que  han  entrado  en  calidad  de  preceptos  en  la 
mayor  parte  de  las  legislaciones,  tienen  una  aplicación  prác- 
tica cuando  ellos  se  ocupan  de  la  naturalización,  bien  sea  por 
beneficio  de  la  ley,  ó  como  resultado  de  una  concesión  expre- 
sa de  parte  de  un  gobierno,  que  puede  acordarla  ó  denegarla. 
Los  mismos  principios  presiden  las  disposiciones  de  nuestra 
ley  al  referirse  á  la  naturalización  de  los  extranjeros  en  nues- 
tra patria,  derivándose  de  aquellos,  determinadas  reglas  que 
son  de  orden  público  internacional,  en  el  sentido  de  que  las 
prescripciones  en  que  difieran  las  demás  legislaciones,  no  po- 
drán prevalecer  en  nuestro  territorio,  aunque  las  condiciones 
requeridas  para  la  adquisición  y  pérdida  de  la  nacionalidad, 
son  del  dominio  del  derecho  público  del  Estado. 

Finalmente,  en  esta  materia  dicha  ley  establece  algunas 
limitaciones,  muy  pocas  por  cierto,  por  las  cuales  se  requiere 
la  nacionalidad  mexicana  de  origen  para  desempeñar  deter- 
minados cargos  ó  empleos  públicos,  artículos  77  y  93  de  la 
Constitución;  fuera  de  estas  excepciones,  tanto  esta  misma 
ley  como  la  de  extranjería,  fijan  como  un  principio  funda- 
mental, que  el  principal  objeto  de  la  naturalización,  su  in- 
mediata consecuencia,  es  la  completa  asimilación  del  extran- 
jero con  el  nacional  en  el  goce  de  toda  clase  de  derechos. 

En  el  capítulo  IV,  la  expresada  ley  establece,  en  su  artícu- 
lo 90,  el  siguiente  avanzado  precepto: 

^'Los  extranjeros  gozan  en  la  República'  de  los  derechos 
civiles  que  competen  á  los  mexicanos  y  de  las  garantías  otor- 
gadas en  la  sección  I,  tít.  I  de  la  Constitución  (los.  derechos 
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del  hombre),  salva  la  facultad  que  tiene  el  Gobierno  para  ex- 
peler al  extranjero  pernicioso." 

Pasa  en  seguida  á  ocuparse  de  la  reglamentación  del  pre- 
ceptOy  completándolo,  como  es  lógico,  con  las  disposiciones 
del  derecho  civil  común;  puesto  que  en  esta  materia,  se  trata 
de  los  derechos  privados,  que  competen  tanto  al  nacional  co- 
mo al  extranjero,  y  que  se  refieren  precisamente  al  goce  de 
los  que  son  indispensables  al  hombre  en  su  existencia  ñsica, 
intelectual  y  moral;  por  lo  tanto,  aquellos  derechos  no  son 
una  creación  de  las  legislaciones,  son  inmanentes  en  la  perso- 
nalidad humana,  aunque  la  ley  puede  r^ularlos,  porque  en 
el  orden  civil,  asumen  un  carácter  puramente  privado,  pues 
se  refieren  á  la  familia  ó  á  la  propiedad;  los  primeros  son  los 
que  se  derivan  del  estado  y  de  la  capacidad  de  las  personas; 
y  en  las  relaciones  de  familia,  al  matrimonio,  filiación,  legi- 
timación, adopción,  patria  potestad,  tutela  y  otros  análogos; 
finalmente,  el  derecho  de  adquirir,  poseer  y  disponer  libre- 
mente de  los  bienes  entre  vivos  ó  por  testamento. 

Basta  lo  expuesto  para  comprender  las  excelencias  de  núes* 
tra  ley,  que  comparada  con  otras  de  la  época,  tal  vez  sea  uña- 
do las  más  progresistas,  porque  se  funda  en  los  más  avanza- 
dos principios  de  la  ciencia,  pues  que  en  estos  la  justicia  y 
la  razón  se  manifiestan;  por  último,  será  bastante,  en  confir- 
mación del  juicio  anterior,  consignar  un  solo  hecho:  dicha  ley 
consagra  también  en  favoi^del  extranjero  el  reconocimiento 
de  todos  los  derechos  civiles  que  acuerda  al  nacional,^  cuando 
precisamente,  hoy  mismo,  se  hallan  tan  restringidas  estas 
concesiones  en  países  que,  como  Francia  y  Portugal,  cuentan 
con  legislaciones  tan  adelantadas  en  otras  materias,  y  cuan- 
do por  otra  parte,  en  pueblos  tan  refractarios  á  cambiar  sus 
leyes,  como  Inglaterra,  en  que  el  feudalismo  se  ha  arraigado, 
tanto,  como  ños  lo  demuestra  su  common  lawj  hasta  el  grado 
de  prohibir  al  extranjero  adquirir  y  poseer  bienes  raices,  ob- 
sérvase marcadas  tendencias  á  seguir  distinta  senda,  si  se  ad- 
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vierte  que  la  ley  de  12  de  Mayo  de  1870,  equipara  al  extran- 
jero con  el  nacional  en  la  adquisición  de  bienes  raices. 

Bajo  la  impresión  de  estas  ideas,  y  convirtiendo  nuestras 
miradas  á  nuestra  patria,  podríamos  afirmar  con  verdad, 
^^que  es  para  ella  titulo  de  imperecedera  gloria,  haber  rendi- 
do la  primera  (desde  1828),  el  debido  homenaje  al  principio 
de  la  solidaridad  entre  los  pueblos,  principio  que  tiende  á 
consolidarse  en  el  mismo  Derecho  de  gentes,  y  que  conforme 
á  la  ley  cristiana,  hace  hermanos  á  todos  los  hombres,  for- 
mados á  semejanza  de  Dios.''  Pero  estas  frases  de  encomio, 
fueron  dirigidas  al  Gobierno  italiano  con  motivo  del  precep- 
to contenido  en  el  artículo  3  de  su  Código  civil  de  1866,  en 
el  que  se  concede  al  extranjero  el  goce  de  los  derechos  civi- 
les, cuyas  frases  creo  corresponden  más  justamente  á  Méxi- 
co, porque  aquel  precepto  se  halla  vigente  en  nuestra  patria 
con  notoria  antelación,  á  Italia,  en  la  ley  de  12  de  Marzo  de 
1828,  en  nuestra  ley  fundamental  de  1857,  y  finalmente,  en 
nuestra  actual  adelantada  ley  de  extranjería,  debida  al  pro- 
gresista Gobierno  del  Sr.  General  Díaz. 

Gomo  dicha  ley  es  el  obíeto  primordial  de  estos  estudios, 
con  tal  motivo,  en  el  comentario  que  de  ella  se  impone,  ten- 
dremos ocasión  de  señalar  sus  avances,  comparándola  con 
otras  de.  nuestra  época. 


CAPITULO  XV, 
De  la  nacionalidad. 


SUMABIO. — ^La  nacionalidad  es  el  bínenlo  que  une  al  hombre  con  su 
patria. — Esta  ó  el  Estado  es  un  grupo  social  supremo  é  independien- 
te.— Sin  embargo,  no  puede  desconocerse  la  solidaridad  humana. — 
Concepto  histórico  de  la  naturalización  en  la  antigüedad  y  principal- 
mente en  Boma. — Era  negativo  y  sólo  se  concedía  colectivamente  á 
algunas  ciudades. — Dfspués,  en  la  época  de  Servio  Tu  lio  la  adelectio, 
se  concedía  individualmente. — En  la  República  era  votada  por  los 
comicios. — En  el  Imperio  la  consagraba  la  ley  Apuleya. — Se  acorda- 

'  ba  á  los  que  habían  prestado  servicios  militares  á  la  Eepública. — 
Ejemplo,  Cometió  Baibo. — Con  este  motivo  Cicerón  pronunció  su 
memorable  discurso  relativo  á  la  naturalización,  cuyas  enseñanzas 
son  dignas  de  estudio. — También  se  concedía  á  las  mujeres. — Ejem- 
plos, las  sacerdotisas  griegas  del  templo  de  Ceres  y  Calífana,  de  Ye- 
lia.*— En  el  Imperio,  los  emperadores  la  acordaban  individualmente. 
— En  ei  Código  se  resgistran  á  este  respecto  dos  constituciones,  una 
de  Diocleciano  y  otra  de  Maximiano. — Bequisitos  para  obtener  la 
naturalización  entre  los  romanos. — Ella  era  netamente  individual, 
porque  no  pasaba  ni  á  los  hijos  ni  á  la  mujer;  sin  embargo,  podía  pe- 
dirse para  éstos. — Como  resultado  de  la  guerra  social,  se  expidieron 
en  esta  materia  las  leyes  Julia  de  civitate  sociis  y  Plautia  de  civitate. 
— Finalmente,  el  Emperador  Antonino  Caracalla,  en  su  célebre  Cons- 
titución, acordó  á  todos  los  subditos  del  Imperio  la  ciudadanía  ro- 
mana.— Entonces,  peregrinos,  latinos,  itálicos,  colonos,  etc.,  etc.,  reci- 
bieron la  carta  de  naturalización  de  la  ciudad  de  Boma. — Modalida- 
des de  la  naturalización, — Por  último,  el  postliminium  era  el  medio 
de  recuperar  entre  los  romanos  la  nacionalidad,  según  la  Ley  16  del 
Digesto  de  captivis  et  postliminio. 

La  nacionalidad  es  el  vinculo  que  une  a)  individuo  con  su 
patria,  es  decir,  con  un  grupo  social  supremo  é  independien- 
te, vinculo  que  le  obliga  á  someterse  á  las  leyes  y  á  las  auto- 
ridades que  de  ella  emanen. 
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Como  el  hombre  es  por  su  naturaleza  un  ser  eminentemen- 
te sociable,  necesita  de  la  asistencia  y  del  concurso  de  sus 
semejantes  para  alcanzar  los  fines  de  su  existencia.  Por  otra 
parte,  y  bajo  otro  orden  de  ideas,  dotado  de  libre  acción  y  de 
vida  intelectual,  que  es  lo  que  determina  la  responsabilidad 
de  sus  actos,  esos  mismos  principios,  constitutivos  de  su  ser 
moral,  le  acuerdan  derechos,  imponiéndole  también  obliga- 
ciones y  deberes  particulares  para  consigo  mismo,  que  debe 
cumplir  conforme  á  su  propia  naturaleza;  por  esto  es  que,  co- 
mo ser  inteligente  y  teniendo  además  voluntad  propia,  puede 
juzgar  del  bien  y  del  mal  y  conocer  su  destino,  desenvolvien- 
do, para  alcanzarlo,  sus  facultades  naturales  por  el  conoci- 
miento y  la  práctica  del  bien. 

El  hombre,  sin  embargo,  no  se  encuentra  aislado  en  el 
mundo,  y  en  consecuencia,  no  podría  desconocer  en  sus  se- 
mejantes su  propia  especie,  su  tipo,  á  sus  hermanos,  final- 
mente. Esta  notable  analogía,  le  hace  comprender  que  todos 
se  dirigen  á  un  mismo  fin,  y  que  el  destino  de  uno,  es  él  desr 
tino  de  los  demás,  que  el  deber  le  obliga  á  cumplir,  trabajan- 
do incesantemente  en  aproximarse  á  esas  alturas  morales,  á 
ese  bien  humano  que  la  conciencia  le  hace  presentir  y  la  ra- 
zón le  señala;  pero  el  bien,  en  lo  que  tiene  de  humano,  al  des- 
componerse en  sus  aspectos  esenciales,  nos  conduee  á  la  idea 
de  lo  útil,  de  lo  justo  y  lo  moral.  En  lo  útil  se  dirige  á  la 
parte  sensible  del  hombre,  es  el  vínculo  que  lo  enlaza  con 
la  naturaleza  exterior;  lo  justo,  corresponde  esencialmente  á 
un  noble  y  natural  sentimiento,  la^sociabilidad,  que  ligando 
al  hombre  con  el  hombre  por  relaciones  humanas,  es  al  mis- 
mo tiempo  para  él  un  medio  de  perfeccionamiento;  por  últi- 
mo, la  mora),  que  separándose  de  los  dos  aspectos  anteriores, 
es  considerada  por  todos  como  el  verdadero  bien,  porque  ella 
corresponde  á  la  parte  espiritual  del  hombre  y  se  manifiesta 
como  una  aspiración  del  ser  finito  hacia  el  Infinito. 

Bajo  este  punto  de  vista  fundamental,  se  observan  las  re- 
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laciones  de  fraternidad  y  de  igualdad  de  derechos  del  hom- 
bre con  el  hombre,  y  la  necesidad  de  la  ley  que  los  gobierna. 
Generalizando  la  idea  y  tomando  por  punto  de  partida  la  tri- 
bu, como  el  embrión  de  la  unión  social,  nos  hallamos  en:  pre- 
sencia del  individuo,  de  la  familia,  de  las  naciones,  de  la  hu- 
manidad, en  fin;  admirable  conjunto  que  forma,  por  decirlo 
asi,  el  sistema  humano.  El  individuo  y  la  sociedad,  en  el  es- 
tado actual  de  la  ciencia,  parece  que  mutuamente  se  reflejan, 
porque  mientras  la  una  encuentra  en  el  otro  su  elemento 
constitutivo  ó  primordial,  el  individuo  á  su  vez  encuentra  en 
la  sociedad  su  propio  desarrollo  y  complemento,  porque  en- 
tre ambos  términos,  individuo  y  sociedad,  median  vínculos 
de  relación  que  abrazan  al  hombre  en  toda  la  integridad  de 
su  naturaleza. 

Indicada  la  necesidad  de  que  el  hombre  reconozca  una  pa- 
tria para  alcanzar  los  fines  antes,  expresados,  é  igualmente  la 
existida  del  poder  social  como  fuerza  directriz  de  la  colec- 
tividad, denominada  Estado,  y  por  último,  establecida  la  no- 
ción de  la  nacionalidad,  se  impone  el  estudio  de  ésta  cuando 
es  originaria,  el  de  la  naturalización,  el  de  la  pérdida  de  la 
nacionalidad  y  la  manera  de  recobrarla  para  aquellos  que 
han  perdido  la  primitiva;  sin  embargo,  debo  ocuparme  pre- 
viamente de  estas  modalidades  de  la  nacionalidad,  en  su  fase 
histórica,  es  decir,  por  las  que  ha  pasado  esta  institución,  pa- 
ra penetrar  mejor  su  espíritu  y  conocer  su  desarrollo  hasta 
el  momento  en  que  se  ha  fijado  en  nuestro  derecho  moderno; 
á  este  efecto,  comenzaré  dicho  estudio  convirtiendo  mi  aten- 
ción á  la  legislación  romana,  luego  al  derecho  germánico  que 
sustituyó  al  romano  á  la  caída  del  Imperio,  expondré  tam- 
bién la  noción  de  la  nacionalidad  en  la  época  feudal,  después 
me  detendré  en  esta  noción  al  advenimiento  de  la  doctrina 
de  los  estatutos,  y  así  ll^aremes,  finalmente,  á  nuestra  épo- 
ca, que  data  de  la  Revolución  francesa;  por  último,  trataré  de 
'  la  ley  mexicana,  que  se  ha  inspirado  en  los  principios  más 
adelantados  de  la  ciencia. 
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En  los  primitivos  tiempos  de  Boma,  y  aun  en  la  Repúbli- 
ca,  no  se  concedía  la  naturalización  al  extranjero,  por  lo  me- 
nos como  la  conocemos  hoy  en  nuestro  derecho,  siendo  esta 
una  consecuencia  de  aquel  estado  social,  porque  el  mundo  es* 
taba  dividido  en  cives  y  no  cives.  La  conocida  frase  de  dicha 
época:  cives  romamis  sum^  que  en  su  laconismo  significaba  tan- 
tos privilegios,  nos  explican  netamente  la  imposibilidad  de 
conceder  el  derecho  de  ciudadanía  á  un  extranjero,  que  es  el 
que  hoy  conocemos  bajo  el  nombre  de  naturalización.  Por  otra 
parte,  en  la  Ley  de  las  Doce  Tablas,  hallamos  una  extraña 
fórmula,  que  si  bien  consagraba  la  igualdad  ante  la  ley,  no 
respondía  á  la  igualdad  en  la  ley:  privilegia  neirrogantOj  fór- 
mula originaria  de  la  triple  condición  de  eives^  peregrinus  y 
servus^  división  que  determinaba  la  desigualdad  jurídica,  que 
prohibía  el  privilegio  de  las  leyes  personales.  Con  tal  moti- 
vo, estas  concesiones  eran  colectivas  á  toda  una  ciudad,  y 
fueron  acordadas  á  los  albanos,  á  los  itálicos  y  á  otros  pue- 
blos á  quienes  se  concedía  la  civitasy  pero  en  virtud  dei  una 
ley  votada  en  los  comicios.  Posteriormente,  y  hasta  la  épo- 
ca de  Servio  Tulio,  el  derecho  de  naturalización  adeUctío  asu- 
mía la  calidad  de  patricio  que  llevaba  igualmente  el  plenum 
ju8  QiUntíum.  En  la  República,  la  naturalización  era  votada 
por  los  comicios  centuriales,  y  luego  por  los  comicios  tribu- 
tes; tanta  era  la  dificultad  para  llegar  á  obtener  el  título  de 
ciudadano  romano. 

A  pesar  de  los  serios  inconvenientes  que  existían  para  al- 
canzar individualmente  aquel  título,  los  romanos  lo  prodiga- 
ban á  las  ciudades  4  las  que  se  aliaban,  con  el  fin  de  que  les 
ayudaran  en  su  afán  de  conquistas  que^  siendo  peligrosa»  co- 
munmente, algunos  pueblos  establecían  en  sus  tratados  no  ob- 
tener Iñ  civitas:  líe  quis  earumanobis  civisrecipiatur.  Cicerón, 
Pro.  Balbo,  párr.  14.  A  Mario,  4  este  gran  tribuno,  inicia- 
dor con  Servio  y  los  Gracos,  de  la  trascendental  revolución 
consumada  en  Boma  en  la  época  del  Imperio,  se  debe,  en 


^    169 

virtud  de  la  ley  Apuleya,  la  concesión  individual  del  dere- 
cho de  naturalización;  sin  embargo,  este  avance  civilizador 
fué  rudamente  combatido,  aunque  prevaleció  al  fin,  por  interés 
de  la  República.  Cicerón,  en  su  notable  discurso  en  el  asunto 
Cornelio  Balbo,  defendió  con  alteza  de  miras  acuellas  conce- 
siones, porque  decía  que  era  necesario  honrar  con  el  titulo  de 
ciudadanos  á  los  extranjeros  que  habían  defendido  con  valor 
&  la  República. 

Después  de  Mario  y  Creso,  Sila  continuó  en  la  senda 
trazada  por  aquel  gran  tribuno,  porque  concedió  el  título  de 
ciudadano  4  determinados  habitantes  de  Cádiz  y  á  un  mar- 
selles  apellidado  Aristón;  por  último,  Pompeyo  acordonen- 
tre  otros,  aquel  privilegio,  4  Cornelio  Balbo;  habiendo  pro- 
nunciado Cicerón  con  este  motivo,  su  más  elocuente  y  memo- 
rable oración  relativa  á  la  naturalización,  en  la  que  hoy 
mismo  hallamos  provechosas  enseñanzas  en  las  teorías  jurí- 
dicas que  estableció,  las  cuales  son  dignas  de  estudio.  Ade- 
más, no  solamente  se  concedía  el  derecho  de  ciudadanía  álos 
extranjeros  que  prestaban  señalados  servicios  militares  á  la 
República,  sino  también  á  los  que  se  distinguían  por  su  sa- 
ber, por  su  talento  y  su  elocuencia:  linffua  et  ingenio  patefieri 
aditus  ad  civitatem  potuit.  Por  último,  la  ciudadanía  se  con- 
fería á  las  mujeres;  cuyo  hecho  histórico  está  comprobado, 
por  haberse  acordado  aquel  título  á  las  sacerdotizas  griegas 
que  llegaron  á  Roma  para  dedicarse  al  culto  de  Ceres.  Tam- 
bién lo  fué,  por  indicación  del  pretor  Valerio  Flacco,  á  Calí- 
fana,  de  Yelia,  favor  que  ningún  habitante  de  esta  ciudad  ha- 
bía obtenido. 

En  la  época  del  Imperio,  los  emperadores  acordaban  la  na- 
turalización á  individuos  determinados  y  á  las  ciudades.  En 
el  Código  hallamos  dos  Constituciones  de  Diocleciano  y  de 

Maximiano,  que  comienzan  así:  Jus  ingenuitates nohis 

peti  potuit — Ingenui  nostro  constituuntur  beneficio;  leyes  1  y  24 
de  jure  aurearum  annulorum  et  de  natiWms  restituendis.  Cód. 
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VI,  8.  César  fué  el  primer  emperador  que  se  atribuyó  esta 
facultad  de  conferir  la  naturalización,  la  cual  usaba  con  cau- 
tela: civitatem  romanam  parcissime  dedit  También  concedió 
este  derecho  á  la  Galia  en  recompensa  de  los  servicios  pres- 
tados á  Yinddx. 

Las  formalidades  que  debían  preceder  para  alcanzar  aquel 
derecho,  no  eran  en  realidad  muy  complicadas,  porque  sólo 
bastaba  inscribirse  en  un  registro  público:  indicant  publiccB 
iabulcBj  como  expresa  Cicerón  en  su  oración  Pro.  Balbo,  párr. 
8;  pero  en  la  época  de  Augusto,  se  exigió  una  nueva  condición, 
que  se  consideraba  indispensable:  la  abjuración  del  culto  pro- 
fesado, por  el  que  solicitaba  el  derecho  de  ciudadanía. 

Ocupándome  ahora  de  los  efectos  legales  producidos  por 
esta  prerrogativa,  debo  observar  desde  luego,  que  era  neta- 
mente individual;  porque  los  efectos  de  la  naturalización  no 
se  extendían  ni  4  la  mujer  ni  4  los  hijos  del  extranjero  que 
la  había  obtenido,  aunque  podían  pedirla  para  los  mismos  y 
concederse  especialmente:  Civitatem  síbi  et  uxori  imperatare 
petii;  pero  si  la  mujer  estaba  en  cinta  y  el  padre  quería  ejer- 
cer la  patria  potestad,  debía  pedir  al  mismo  tiempo  esta  con- 
cesión: Dum  civitatem  petit  simul  oh  eoden  {imperatore)  pet<ere 
débety  ut  eum  qui  natus  erit  in  potestatssua  habet;  asi  lo  expre- 
sa el  jurisconsulto  Gayo  en  su  obra,  de  Com.  I,  p4rr.  96.  Sin 
embargo,  es  preciso  tener  presente,  que  los  emperadores  usa- 
ban muy  poco  del  derecho  de  conceder  la  naturalización,  por 
lo  menos  en  todas  siis  consecuencias  legales,  pues  por  lo  ge- 
neral estas  concesiones  eran  parciales,  porque  4  unos  se  con- 
cedía el  cammercium  y  4  otros  el  connubium  solamente,  atri- 
butos aislados,  que  no  constituían  el  título  de  ciudadano. 

Posteriormente,  cuando  los  romanos  acrecentaron  el  nú- 
mero de  sus  conquistas,  hecho  que  determinó  la  frecuencia  de 
sus  relaciones  con  los  extranjeros,  comenzó  cierta  política 
de  asimilación,  que  tendía  4  la  unidad  del  mundo,  que  se  in- 
4icó,  primero  en  las  leyes  Julia  y  Plautia^  y  consumada  des- 
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pues  por  la  célebre  Coiislitución  de  Caracalla.  Las  leyes  ex- 
presadas fueron  expedidas  como  resultado  del  triunfo  de  la 
revolución  social,  dándose  en  ellas  el  derecho  de  ciudad  *á 
todos  los  habitantes  de  la  Italia,  cuyos  pueblos  habían  con- 
tribuido poderosamente  á  la  grandeza  y  preponderancia  de 
Boma;  sin  embargo,  como  se  les  negaba  obstinadamente  el 
premio  de  sus  servicios,  los  italianos  mostraron  desde  luego 
su  descontento,  haciéndose  intérpretes  de  ellos,  los  jefes  del 
partido  democrático  de  Boma,  y  aunque  se  les  prometió  ex- 
pedir una  ley  que  reparara  estas  injusticias,  no  se  les  cum- 
plió lo  prometido,  por  lo  que  considerándose  burlados  recu* 
rrieron  á  las  armas.  En  esta  guerra  desastrosa,  que  duró  dos 
años,  perecieron  cónsules,  legiones  romanas  y  aliados,  y  fué 
conocida  con  el  nombre  'de  guerra  social,  costando  más  de 
trescientas  mil  vidas.  Como  resultado,  y  después  de  tan  san- 
grientos hechos,  se  expidió  la  ley  Julia  de  civitate  sociiSj  pro- 
mulgada el  año  de  622,  en  la  cual  se  acordaba  el  derecho  de 
ciudadanía  á  las  ciudades  sometidas,  para  asegurar  su  fide- 
lidad; la  ley  Plautia  de  civitate,  se  concedió  á  los  que  resistían 
aún,  con  el  fin  de  atraerlos  á  una  pacificación  que  era  tan  ne- 
cesaria á  los  romanos.  Estas  concesiones  obtenidas  por  los 
italianos  con  el  precio  de  su  sangre,  les  dio  ocho  votos  en  las 
deliberaciones  públicas,  porque  fueron  clasificados  en  ocho 
tribus,  aunque  después  quedaron  refundidos  en  las  treinta  y 
cinco  tribus  romanas.  Sin  embargo,  dichas  concesiones  no  lle- 
gaban á  la  perfecta  igualdad  en  los  derechos,  porque  Boma 
se  creía  siempre  superior,  reservándose  el  primer  rango  en- 
tre las  ciudades,  según  lo  había  proclamado  Augusto  en  la 
siguiente  frase:  Etiam  jure  ac  dignitate  Urbi  quodainodo  etpro 
parte  aliqua  ada^quavit. 

Los  sucesores  de  Augusto  fueron  menos  exigentes,  y  con- 
cedieron esta  cla$e  de  naturalización  con  más' facilidad.  Clau- 
dio, nacido  en  Lyon,  la  acordó  á  gran  número  de  habitantes 
de  la  Galia;  por  último,  en  tiempo  de  Marco  Aurelio,  la  ob- 
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tenía  todo  aquel  que  la  solicitaba  y  podía  pagar  el  impuesto: 
Data  cunctü  promiscué  civitas  romana.  En  resumen,  los  ita- 
lianos habían  recibido  el  derecho  de  ciudad  en  conjunto,  y 
los  demás  habitantes  de  las  provincias,  individualmente,  cuan- 
do lo  pedían;  tal  era  la  práctica  que  en  esta  materia  se  ob- 
servaba en  los  momentos  en  que  ascendió  al  trono  Antonino 
Garacalla,  á  quien  se  debe  la  célebre  Constitución  que  lleva 
su  nombre,  la  cual  dio  á  todos  los  subditos  del  Imperio  el 
título  de  ciudadanos,  consumándose  así,  la  revolución  social 
iniciada  por  Servio  y  continuada  por  los  Gracos  y  Mario,  de 
la  cual  fué  el  alma  César.  Un  fragmento  de  aquella  memo- 
rable ley  dice  así: 

In  orbe  Bomano  qui  sunt  ex  Consütutione  vnperaioris  Anto- 
nini  ^^dvis  romxini  effecti  sunt^ 

Por  lo  tanto,  en  virtud  de  esta  Constitución,  que  procla- 
maba la  igualdad  de  derechos  de  toda  la  humanidad,  porque 
ella  estaba  en  aquella  época  agrupada  en  el  Imperio,  desde 
entonces,  peregrinos,  latinos,  itálicos,  colonos,  es  decir,  los 
habitantes  todos  del  Gran  Imperio  Romano,  recibieron  con 
aquella  Constitución,  la  carta  de  naturalización  de  la  privi- 
legiada ciudad  romana;  en  consecuencia,  si  antes  fueron  ob- 
jeto del  derecho,  por  ella  serian  en  adelante,  sugetos  del  de- 
recho, en  sus  más  fundamentales  manifestaciones. 

Finalmente,  para  completar  esta  breve  reseña  histórica, 
voy  á  enumerar  las  modalidades  acordadas  á  los  latinos  pa- 
ra obtener  la  ciudadanía  romana,  antes  de  que  Caracalla  la 
concediera  á  todos  los  subditos  del  Imperio,  aunque  debo  pre- 
cisarlos refiriéndome  á  la  época  clásica,  son  los  siguientes: 
Beneficium  principales  liberi^  iteratio,  militiaj  navis^  aedificiumj 
pistrinum  y  triplex  enixus.  Por  último,  la  manumimo^  era  el 
medio  de  adquirir  los  esclavos  la  ciudadanía. 

Debo  decir  para  terminar  el  presente  estudio,  que  el  pos- 
tliminiuMy  era  el  modo  de  recuperar  entre  los  romanos  la  na- 
cionalidad perdida;  generalmente  se  acordaba  al  que  en  el 
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servicio  de  la  patria  había  perdido  su  libertad,  cayendo  en 
estado  de  esclavitud  entre  el  enemigo;  con  este  motivo,  el 
postliminiOy  tenía  un  efecto  retroactivo,  pues  al  regreso  del 
cautiverio,  se  consideraba  como  si  no  hubiese  perdido  el  de- 
recho de  ciudadanía;  así  lo  consagraba  la  Ley  16  del  Diges- 
to,  de  captivis  et  postliminio:  Metro  creditur  in  civitate  fuisse 
qui  ab  hostibus  advenit 

No  creo  conveniente  extenderme  en  esta  materia,  porque 
la  síntesis  histórica  qne  antecede,  basta  para  dar  una  idea 
sucinta  de  la  naturalización  entre  los  romanos,  y  porque  lo 
limitado  de  la  presente  obra,  no  se  presta  á  mayor  estudio. 


CAPITULO  XVL 
De  la  nacionalidad, 

(Continúa.) 

SUMAEIO. — Condición  del  extranjero  entre  los  germanos  á  raíz  de  la 
conquista. —  Incipiente  estado  social  de  e^tas  razas. —  Entre  ellas 
los  Warganei  ó  Gargangi,  extranjeros,  estaban  fuera  de  la  ley  y  eran 
reducidos  á  dura  esclavitud. — Sin  embargo,  si  encontraba  un  protec- 
tor que  respondiera  por  él,  gomaba  de  determinados  derechos. — Para 
adquirir  la  naturalización  entre  los  germanos,  era  necesario  el  asen- 
timiento  de  toda  la  asocfación.— Las  Capitulares  hacían  menos  pre- 
caria la  condición  del  extranjero. — Eesumen  de  las  incapacidades 
que  le  herían. — Comienza  un  nueve  periodo,  la  época  feudal,  en  que 
dichad  razas  comenzaron  á  radicar  en  el  suelo. — Entonces  la  condi- 
ción de  los  extranjeron  estaba  reducida  á  la  de  colonos  ó  á  la  de  sier- 
vos de  la  gleva. — ^ror  lo  tanto,  no  podía  portar  armas,  ni  tenía  re- 
presentación en  el  campo  de  mayo,  ni  el  derecho  á  Xo&placita, — Ade- 
más, estaba  herido  con  numerosas  incapacidades,  sobre  las  cuales  se 
levantó  el  odioso  derecho  de  aubana. — Constituido  el  Estado  franco, 
el  único  media  para  obtener  la  naturalización,  era  laconcenión  hecha 
por  el  monarca. — Las  professiones  legis,  fueron  Consideradas  también 
como  medio  de  naturalización;  pero  este  es  un  error  histórico. — ^Ha- 
bían sin  embargo,  dos  modalidades  para  adquirir  la  naturalización. 
— ^Derecho  coutumier,  no  escrito  ó  foral. — En  esta  época  los  extranje- 
ros estaban  heridos  con  las  mismas  incapacidades. — En  prueba  de 
ello  se  acentuaron  las  consecuencias  del  odioso  derecho  de  aubana. 
— Excepciones  en  favor  de  los  extranjeros  que  traficaban  en  el  co¿ 
meTcloy  de  los  que  implantaban  en  el  reino  determinadas  industrias. 
— ^También  fueron  exceptuados  los  estudiantes  extranjeros  que  cur- 
saban en  las  Universidades,  lo  cual  honca  á  la  Francia  de  aquella 
ép<»ca. — Finalmente,  quienes  eran  los  aubains  en  dicha  monarquía. — 
Lpysel  los  define,  dándoles  tres  acepciones  distintas. — Conforme  al 
derecho  de  aquella  edad,  los  extranjeros  podían  ejercer  actos  jurídi- 
cos entre  vivos,  pero  no  por  causa  de  muerte. — ^Por  último,  eran  ca- 
paces para  ejercer  los  concedidos  por  el  derecho  de  gentes,  y  por  lo 
tanto,  su  condición  era  análoga  á  la  de  los  peregrini  en  Boma,  en  la 
época  del  derecho  pretoriano. 

En  el  siglo  IV,  la  irrupción  de  los  bárbaros  se  extendió 
por  todo  el  Imperio  romano,  y  entonces  un  elemento  nuevo 
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entró  en  la  vida  del  derecho,  el  elemento  germánico.  En  efec- 
to, cuando  aquel  vasto  Imperio  se  desplomó  con  el  peso  de 
su  propia  inmensidad,  los  bárbaros  que  salieron  de  las  selvas 
de  la  Germania  y  consumaron  la  conquista,  encontraron  en 
los  pueblos  que  invadieron  una  civilización  envejecida  y  per- 
didas aquellas  virtudes  varoniles  que  habían  determinado  la 
*  grandeza  de  Boma;  pero  con  la  transfusión  de  su  sangre  y 
con  sus  costumbres  primitivas,  prepararon  la  nueva  evolu- 
ción, de  la  cual  debía  nacer  y  levantarse  el  mundo  moderno. 
El  derecho  en  las  razas  de  la  estirpe  germánica  es  poder  y 
fuerza,  es  una  facultad  peculiar  del  individuo^  que  tiene  altí- 
simo sentido  de  su  personalidad,  no  es  como  entre  los  grie- 
gos un  orden  ó  una  proporción,  ni  como  en  Boma  un  vinculo 
social;  por  aquel  motivo,  el  germano  se  acogía  á  la  pignora- 
ción privada  contra  el  deudor,  y  ála/at^ía  ó  venganza  contra 
su  ofensor.  En  el  estado  social  aparece  como  una  fuerza  in- 
disciplinada, más  dispuesto  á  destruir  que  á  edificar,  aunque 
después  llega  á  asimilarse  los  elementos  del  pueblo  conquis- 
tado; así,  bajo  la  influencia  de  la  legislación  romana,  se  hace 
más  civil,  y  bajo  el  influjo  de  la  idea  cristiana,  más  moral. 

Beanudando  el  presente  estudio  histórico  sobre  la  naciona- 
lidad, es  indispensable,  para  conocer  debidamente  cuál  era  la 
condición  jurídica  de  los  extranjeros  entre  los  germanos,  re- 
montarnos al  incipiente  estado  social  de  aquellas  razas,  en  las 
que  su  organización  la  constituía  una  reunión  de  determina- 
das asociaciones,  en  que  sus  miembros  estaban  ligados  por 
obligaciones  de  garantías  mutuas,  bajo  los  aspectos  siguien- 
tes: Is  para  la  seguridad  de  la  vida  y  de  las  propiedades;  2^, 
para  el  mantenimiento  de  la  paz  pública,  y  3^,  para  el  pro- 
cedimiento en  materia  penal,  denominado  Wehrgeld,  que  se 
reducía  á  una  condenación  pecuniaria  debida  á  la  familia  del 
ofendido.  Este  sistema  de  composición,  bastaba  para  borrar  la 
idea  del  crimen.  Semejantes  garantías,  que  eran  mutuas,  por 
medio  de  las  cuales  se  constituían  estas  agrupaciones,  se  im- 
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ponían  en  aquel  naciente  estado  social,  porque  siendo  des- 
conocida la  noción  del  poder  público  y  de  su  autoridad,  era 
necesario  aumentar  la  fuerza  individual  por  medio  de  es- 
tas asociaciones  parciales,  compuestas  de  hombres  libres! 
por  consiguiente  llamaban  Warganei  ó  Qarg<mgi  á  todos  los 
que,  no  siebdo  siervos,  no  pertenecían  á  la  comunidad;  tales 
eran  los  extranjeros,  quienes  no  gozaban  de  protección  algu- 
na y  estaban  considerados  fuera  de  la  ley  para  evitar  sus 
maldades. 

Estos  hechos  están  comprobados  en  numerosos  textos,  que 
nos  refieren,  que  en  semejantes  casos  los  germanos  redu- 
cían á  dura  esclavitud  á  los  extranjeros;  sin  embargo,  4  pe- 
sar de  estas  referencias  históricas,  Tácito  encarece  la  vir- 
tud de  la  hospitalidad  entre  aquellas  razas:  (Jonvictíbm  pág, 
38,  W.;  aunque  debemos  aceptar  con  ciertas  reservas  estos 
últimos  datos,  porque  bien  sabemos  que  Tácito,  pretendiendo 
moralizar  al  pueblo  romano,  que  en  su  época  se  descompo- 
nía enmedio  de  la  más  repugnante  corrupción,  no  temió  exa- 
gerar las  supuestas  virtudes  de  los  germanos,  para  contrapo- 
nerlas á  los  vicios  de  Roma;  pero  la  verdad  es,  que  entre 
aquellos  bárbaros,  la  regla  general  era  reducir  al  extranjero 
á  la  esclavitud;  cierto  es  que  la  ley  de  los  Burgundos  casti- 
gaba con  una  multa  al  que  negaba  la  hospitalidad  á  un  ex- 
tranjero, lo  cual  determinaba  la  excepción;  aunque  no  falta- 
ban facilidades  al  extranjero  para  eximirse  de  estas  inicuas 
medidas,  porque  si  encontraba  un  protector  que  respondiera 
por  él,  haciéndose  solidario  de  sus  obligaciones,  ya  no  se  le 
consideraba  fuera  de  la  ley;  de  lo  contrario,  se  le  reducía  á 
la  esclavitud:  Peregrinum  qui  patranum  non  habebat  vendebant 
Saxones. 

Para  adquirir  la  naturalización  entre  lols  germanos,  era 
necesario  el  asentimiento  de  todos  los  miembros  de  la  asocia- 
ción; entonces  el  extranjero  gozaba  de  todos  los  derechos,  so- 
metiéndose también  á  todas  las  obligaciones;  además,  j^odia 
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portar  armas,  que  era  el  signo  ó  el  distintivo  honorífico  por 
el  cual  se  conocía  á  los  mienabros  de  la  comunidad.  Tácito 
asi  lo  expresa  en  el  siguiente  texto:  Arma  sumere  non  ante 
Cííiquam  morís  guam  civitas  suffecfurímprobaberít:  Demoríbus 
Qermanj  cap.  XIII.  En  consecuencia,  todos  los  que  habían 
llegado  á  la  pubertad  y  no  pertenecían  á  ninguna  asociación 
de  hombres  libres,  eran  considerados  como  extranjeros,  y  ni 
el  nacimiento,  ni  el  domicilio  ó  vecindad  influían  en  su  con- 
dición, la  cual,  según  he  indicado  antes,  se  hallaba  frecuen- 
temente rodeada  de  peligros,  entre  aquellos  bárbaros;  aun- 
que por  excepción,  en  algunos  pueblos  de  estas  razas,  era 
menos  precaria,  como  se  observa  en  las  Capitulares,  y  en 
otras  leyes,  pues  conforme  á  ellas,  se  castigaba  al  que  hería 
ó  mataba  algún  extranjero,  imponiendo  al  agresor  una  mul- 
ta, que  percibía  el  fisco  bajo  el  nombre  de  fredum.  Pero  lo 
cierto  es  que  el  extranjero  no  podía  vengar  las  injurias  he- 
.chas  á  él  ó  á  su  familia,  ni  tenía  derecho  á  la  composición} 
wehrgeld;  por  último,  en  cuanto  á  la  propiedad,  como  ésta  se 
adquiría  por  equitativa  partición  entre  los  miembros  de  la 
asociación,  el  extranjero  no  podía  obtenerla,  ni  transmitirlai 
ni  disponer  de  ella  por  testamento* 

En  resumen,  el  estado  social  entre  las  primitivas  razas 
germánicas  era  muy  poco  estable,  si  se  atiende  á  que  se  deri- 
vaba de  la  imperfecta  constitución  de  la  tribu  nómada;  y  por 
lo  tanto,  el  que  á  ella  no  pertenecía,  era  extranjero  y  tratado 
como  tal;  sin  embargo,  cuando  estas  razas  llegaron  á  confun- 
dirse de  cierta  manera  con  los  pueblos  conquistados  y  radi- 
caron en  el  suelo,  entonces,  en  este  incipiente  estado  social,  la 
tribu  desapareció  para  dar  paso  á  determinada  reunión  de 
hombres  ó  colectividad,  establecida  sobre  un  territorio  deter- 
minado, en  cuya  época  comenzó  á  indicarse  el  feudalismo; 
pero  la  condición  del  extranjero  siempre  fué  la  misma  aun  en 
la  monarquía  franca;  y  es  indudable  que  su  historia  nos  ser- 
virá^de  base  en  est»  materia  para  exponer  en  la  época  feuda} 
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la  condición  jurídica  de  los  extranjeros  y  la  manera  de  ad- 
quirir, en  aquella  monarquía,  la  naturalización;  á  este  efecto, 
comenzaremos  por  los  orígenes  merovingios  y  carlovingios. 
En  esta  edad,  la  condición  de  los  extranjeros  estaba  reducida 
á  la  de  colonos  ó  á  la  de  siervos  de  la  gleva,  aunque  las  Capi- 
tulares, según  he  referido  antes,  contenían  determinadas  pres- 
cripciones encaminadas  á  protejer  á  los  extraños,  pero  estas 
mismas  disposiciones  ameritan  la  excepción  de  la  regla  ge- 
neral contraria. 

Pero  ¿cuál  era  la  condición  de  los  extranjeros  en  sus  dere- 
chos públicos  y  privados,  substituida  la  tribu  nómada  de  ori- 
gen germánico,  con  la  estabilidad  del  Estado  franco?  En 
aquella  época  no  se  habían  delineado  aún  los  límites  que  hoy 
separan  los  derechos  políticos  de  los  derechos  civiles,  los  cua- 
les entonces  se  confundían;  por  lo  tanto,  el  extranjero  estaba 
herido  con  numerosas  incapacidades,  pues  no  podía  portar  ar- 
mas para  defender  una  patria  que  no  era  la  suya,  no  tenía  el' 
derecho  de  representación  en  el  campo  de  mayo;  ni  á  los  pía- 
cita,  por  intereses  que  no  eran  los  propios,  no  le  era  dado 
adquirir  la  propiedad  del  suelo,  la  tierra  sálica,  que  no  ha- 
bía conquistado;  tampoco  podía  contraer  matrimonio  confor- 
me á  la  ley  francesa,  ni  adquirir  por  testamento  ni  menos 
transmitir  por  este  medio  la  propiedad,  prohibición  funda- 
mental sobre  la  que  se  levantó  el  odioso  derecho  de  aubana, 
con  todo  aquel  cortejo  de  rigurosas  leyes  que  tanto  herían  al 
extrnjero,  derecho  que  fué  por  varios  siglos  aplicado  por  los 
monarcas,  hasta  que  fué  abolido  á  fines  del  sigp  XVIII,  por 
la  Revolución  francesa. 

Sin  embargo,  constituido  el  Estado  franco,  las  leyes  de  los 
bárbaros  y  sus  tradiciones  tuvieron  determinada  influencia  en 
la  manera  de  ser  de  aquella  nación;  porque  terminada  la  con- 
quista y  establecida  dicha  raza  en  las  Galias,  en  donde  radi- 
có; dividiéndose  este  país,  entonces  el  lazo  del  nacimiento,  el 
jus  sanguinis,  volvió  á  aparecer,  por  cuyo  motivo  se  llegó  á 
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considerar  como  extranjero  al  que  no  había  nacido  de  padres 
franceses  y  en  el  territorio  del  mismo  Estado.  En  cuanto  á 
la  naturalizHción,  el  único  medio  establecido  para  obtenerla, 
era  la  concesión  hecha  por  el  Gobierno,  aunque  se  sostenía, 
por  lo  menos  entre  los  escritores  del  siglo  XVIII,  que  exis- 
tia otro,  derivado  de  las  professiones  legis;  en  efecto,  la  diver- 
sidad de  pueblos  que  formaban  las  nacionalidades,  y  entre 
éstas  el  reino  franco,  daban  lugar  comunmente  á  la  confu- 
sión en  materia  de  nacionalidad;  y  como  en  dicha  época  to- 
davía predominaba  el  principio  de  la  personalidad  de  las  le- 
yes, el  primer  cuidado  de  los  justicias  al  iniciarse  un  litigio,* 
era  fijar  la  ley  en  la  cual  debían  fundar  sus  sentencias;  por 
esta  razón  el  .tribunal  inquiría  previamente  cuál  era  la  ley 
bajo  cuyo  imperio  vivían  los  litigantes:  ¿Qua  lege  vivis9  A 
este  acto  se  llamaba  professio  legis,  ó  interrogatorio. 

En  realidad  yo  no  creo  que  esta  práctica  fuera  una  modali- 
dad de  la  naturalización,  porque  no  se  preguntaba  alas  partes 
bajo  qué  ley  querían  vivir  y  ampararse,  sitio  en  cuál  vivían^ 
puesto  que,  estando  obligados  á  inquirirla  los  jueces,  debían  fa- 
llar conforme  á  la  ley  del  demandado,  en  virtud  del  principio 
reconocido  entonces  de  la  personalidad  de  las  leyes.  Para  fun- 
dar la  opinión  contraria,  se  ha  pretendido  que  esta  especie  de 
naturalización,  se  encontraba  expresamente  establecida  en  una 
Constitución  de  Lotario:  volumus  ut  omnis  senatus  et  populus 
Roinanus  interrogetur  qualivult  lege  vivere  et  mb  ea  vivat;  pe- 
ro dicha  Constitución,  dada  únicamente  para  Italia,  se  refe- 
ría á  una  designación  colectiva  entre  el  derecho  franco  y  el 
lombardo,  determinado  por  circunstancias  especiales;  por 
manera  que,  esta  ley  no  tenía  un  carácter  general  obligato- 
rio en  la  época  que  vengo  historiando,  y  menos  aún  se  le 
puede  dar  el  alcance  que  se  pretende  en  materia  de  naturali- 
zación bajo  el  nombre  de  professiones  legis;  aunque  debo  in- 
dicar que  en  este  período  de  la  monarquía  franca,  existían 
dos  modalidades^  en  la  nianera  de  adquirir  la  naturalización, 
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es  la  primera,  cuando  por  el  matrimonio  la  mujer  seguía  la 
nacionalidad  del  marido,  porque  si  ella  era  extranjera,  el 
vinculo  matrimonial  operaba  el  cambio  de  su  nacionalidad. 
Según  se. observa,  este  principio  fué  adoptado  después  en  el 
Código  de  líapoleón,  siendo  el  que  prepondera  en  la  legisla- 
ción de  los  pueblos  más  cultos  de  la  presente  edad.  La  se- 
gunda era  el  ingreso  á  las  órdenes  eclesiásticas,  porque  la 
Iglesia  siempre  vivió  bajo  el  imperio  de  la  ley  romana. 

Paso  á  ocuparme  ahora  del  derecho  no  escrito  ó  foral,  cou- 
tumier^  como  se  le  conoce  entre  los  expositores  y  en  la  historia, 
deteniéndonie  en  el  periodo  transcurrido  desde  que  aquel  de- 
recho se  fijó,  hasta  la  revolución  francesa  en  1789.  En  este 
largo  periodo,  afecta  el  derecho  igual  carácter  y  asume  para 
el  extranjero  las  mismas  consecuencias  en  su  condición;  por 
lo  tanto,  muy  poco  pudiera  decirse  en  esta  materia,  de  aque- 
lla época,  que  heredó  todos  los  prejuicios  y  los  ataviamos  de 
la  anterior,  como  originarios  de  las  razas  germánicas;  y  aun- 
que en  el  mismo  estado  social  se  habiaíf  operado  profundas 
modificaciones,  ni  aun  con  el  renacimiento  del  Derecho  ro- 
mano, estudio  iniciado  en  las  escuelas  de  Boloña,  había  cam- 
biado la  situación  del  extranjero,  porque  los  que  antes  eran 
conocidos  en  Roma  con  el  nombre  de  peregrini  ó  advence^  en- 
tre los  germanos  y  los  francos  se  llamaban  warganei^  y  final- 
mente aubains  en  el  derecho  contumier.  Haciendo  punto  omi- 
so de  la  etimología  He  esta  palabra,  sobre  la  cual  se  hallan 
en  desacuerdo  los  expositores,  lo  cierto  es,  que  el  derecho  de 
aubana  fué  la  medida  de  la  más  cruel  explotación  del  extran- 
jero, por  lo  menos  desde  el  siglo  IX  hastdi  fines  del  siglo 
XVIII.  Sin  embargo,  debo  referirme  á  determinadas  excep- 
ciones. 

Los  extranjeros  que  se  dedicaban  al  comercio  estaban,  ex- 
ceptuados del  derecho  expresado,  aunque  este  privilegio,  so- 
lamente se  extendía  á  los  bienes  muebles;  además;  en  las 
ferias  de  Champagne  y  de  Lyon,  se  les  perdonaban  los  im- 
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)>uestos  por  la  introducción  de  sus  mercancías;  así  lo  dispo- 
nía una  Ordenanza  de  Felipe  de  Valois,  de  Julio  de  1344,  y 
otra  de  Luis  VII,  de  1443.  En  el  siglo  XVI  se  concedió  igual 
excepción  á  los  que  establecían  en  Francia  determinadas  in* 
dustrias,  y  por  último,  á  los  estudiantes  extranjeros  que  se*- 
guían  sus  cursos  en  las  Universidades  del  reino,  hecho  que 
honra  y  enaltece  á  aquella  nación,  que  abría  las  puertas  del 
saber  y  de  las  ciencias  á  la  juventud  de  fuera,  para  desarrollar 
su  talento  y  cultivar  su  inteligencia. 

En  concreto,  ¿qué  eran  los  aubains?  Loysel  en  sus  Institu- 
tos Coutumieres,  dice:  Aubains  son  extranjeros  que  han  ve- 
nido á  habitar  este  reino,  ó  que  siendo  nativos  de  él  se  han 
hecho  voluntariamente  extranjeros.  El  derecho  de  aubana 
tenía  tres  acepciones  diferentes;  la  más  general  designaba  el 
conjunto  de  las  reglas  concernientes  á  aquel  derecho;  otra  se 
refería  á  las  incapacidades  de  los  extranjeros,  los  cuales  no 
podían  transmitir  sus  bienes  por  sucesión;  y  finalmente,  la 
acepción  más  usual^era  la  que  designaba  el  mismo  derecho, 
por  la  cual  el  rey  sucedía  al  extranjero;  por  último,  además 
de  los  aubains^  había  otra  clase  de  extranjeros  llamados  epa* 
ves^  que  eran  4os  nacidos  en  Estados  muy  lejanos  de  la  Fran- 
cia ó  poco  conocidos  en  ella;  sin  embargo,  esta  distinción  no 
tenía  ninguna  importancia  real,  porque  tanto  los  unos  como 
los  otros  estaban  heridos  con  las  mismas  incapacidades;  aun- 
que es  indispensable  hacer  conocer  una  iniportante  distinción, 
la  que  dividía  á  los  aubains  en  franceses  y  no  franceses;  los 
primeros  eran  los  que  nacidos  en  una  diócesis,  iban  á  estable- 
cerse en  otra;  la  segunda  clase  era  la  de  los  extranjeros  pro- 
piamente dichos.  Los  aubains  no  podían  ejercer  derechos  pú- 
blicos de  cualquiera  naturaleza  que  fuesen,  y  en  cuanto  á  los 
priva^Jos,  estaban  incapacitados  para  adquirir  y  disponer  por 
testamento  y  también  por  vía  de  sucesión  ab  intestato;  aun- 
que el  hijo  de  un  avhain  nacido  en  Francia  ó  naturalizado  y 
residiendo  en  ella,  sucedía  á  su  padre  con  exclusión  del  rey; 
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ésta  excepción  iba  más  lejos  aún,  porque  los  hijos  legítimos 
del  aubain  residentes  en  el  extranjero,  tenían  derecho  á  divi- 
dir la  herencia  con  el  regnícola  residente  en  la  misma  Fran- 
cia. 

Para  terminar  esta  brevísima  reseña,  debo  resumir  la  an- 
terior exposición,  fijando  la  siguiente  regla:  '4os  extranjeros 
tenían  la  necesaria  capacidad  para  ejercer  actos  jurídicos  en- 
tre vivos,  pero  carecían  de  ella  por  causa  de  muerte."  Sin 
embargo,  podían  ejercer  los  acordados  en  el  derecho  civil  en 
el  sentido  extricto  de  la  frase,  por  lo  tanto,  eran  capaces  para 
ejercer  los  concedidos  por  el  derecho  de  gentes.  Según  se  ob- 
serva, esta  condición  del  extranjero  en  el  derecho  no  escrito, 
parece  la  misma  de  los  peregrini  en  Roma  en  la  época  del  de- 
recho pretoriano. 

En  el  capítulo  siguiente,  me  ocuparé  de  la  naturalización 
que  era  el  medio  directo  de  impedir  el  odioso  derecho  de  au- 
bana  en  el  período  de  la  historia  en  que  preponderó  el  dere- 
cho ccntumier. 


\ 


CAPITULO  XVII. 


De  la  nacionalidad  en  el  Derecho  Contnmier. 
Cartas  de  naturalización. 

(Continúa.) 

SUBÍ  ARIO. — En  la  época  del  derecho  cotUumier,  como  faltaba  la  unidad 
política,  se  carecía  de  anidad  legislativa. — División  de  la  Monarquía 
franca,  en  países  del  derecho  escrito  y  en  países  del  derecho  no  escri- 
to.— En  los  primeros,  situados  al  Sur,  preponderaba  el  Derecho  ro- 
mano.— En  los  segundos,  que  se  ext«*ndían  al  ^orte,  las  costumbres 
germánicas,  ó  derecho  no  escrito. — El  Derecho  romano,  modificado 
por  la  invasión  germánica  y  el  cristianismo,  son  los  dos  principales 
elementos  en  que  se  ha  inspirado  el  derecho  moderno,  es  decir,  el  Có> 
digo  de  Napoleón. — Conformo  al  derecho  coutumier^  comenzaron  á  ex- 
pedirse las  cartas  de  naturalización. — Era  el  único  medio  por  el  cual 
el  extranjero  se  substraía  á  las  numerosas  incapacidades  de  su  pre- 
caria situación. — La  palabra  naturalización,  comenzó  á  usarse  en  la 
Ordenanza  de  23  de  Mayo  de  1302. — Primera  carta  de  naturaliza- 
ción expedida  en  1397;  su  fórmula. — Eran  extendidas  por  la  Gran 
Cancillería  y  registradas  en  el  Tribunal  de  cuentas  y  en  el  Parla- 
mento.— Efectos  de  la  naturalización  y  prohibiciones. — Además,  la 
producía  el  matrimonio,  los  tratados  y  la  anexión  de  un  territorio 
extranjero  á  la  Francia. — Comienza  el  período  del  derecho  interme- 
diario con  lá  Hevi'lución  fitincesa. — Abolición  del  derecho  de  aubanay 
de  df  tracción  'por  la  Asamblea  Constituyente. — ^Tendencias  sociales 
y  económicas  de  dicha  revolución  en  lo  que  al  derecho  de  propiedad 
se  refiere. — Se  desligó  la  propiedad  de  las  trabas  impuestan  por  el  ré- 

fimen  feudal,  facilitando  la  división  y  transmisión  ael  suelo,  abolíen- 
o  el  sistema  de  feudos  y  de  censos. — Promulgación  del  Código  de 
Napoleón. — Su  estudio,  en  el  siguiente  capítulo. 

Antes  de  comenzar  el  presente  estudio  en  este  periodo  de 
la  historia,  parécenne  conveniente  exponer  cuál  era  en  él  la 
situación  política  de  los  pueblos,  en  los  que  preponderaba 
la  falta  de  unidad  en  su  legislación.    En  efecto,  formados 
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los  grandes  Estados  ó  las  monarquías  á  expensas  del  feuda- 
lismo,y  obedeciendo  solamente  al  monarca  como  soberano 
del  territorio,  cada  uno  de  aquellos  señoríos^  incorporados 
al  reino,  se-  reservaba  .  el  uso  de  sus  costumbres,  sus  insti- 
tuciones y  sus  leyes,  estipulando  por  consiguiente  la  con- 
servación de  su  propio  derecho;  con  tal  motivo,  los  Parla- 
mentos eran  el  principal  guardián  y  el  defensor  más  eficaz 
de  estas  óapitulaciones,  rechazando  toda  innovación  que  ten- 
diera á  violarlas.  Por  estas  causales  la  legislación  carecía  de 
la  debida  unidad,  cuya  circunstancia  se  explica  por  la  diver- 
sidad de  pueblos  de  que  se  formó  la  monarquía  Franca,  á  la 
cual  nos  referidlos. 

Este  origen  histórico,  nos  lleva  á  indicar  que  aquella  monar- 
quía se  dividió,  desde  su  integración,  en  países  del  derecho 
escrito,  que  se  regían  por  el  derecho  romano;  estos  eran  los 
que  se  hallaban  situados  al  Sur  de  la  Galia,  en  donde  las  ins- 
tituciones y  las  costumbres  romanas  habían  radicado  por  tan- 
tos siglos,  como  en  la  Guiena,  el  Languedoc,  la  Provenza,  el 
Delfinado,  el  Leonés,  el  Beaujolais,  el  Forez  y  la  Auvernia. 
Por  el  contrario,  en  las  provincias  del  Norte,  la  civilización 
romana  había  perecido  á  los  embates  de  la  barbarie,  prepon- 
derando en  ellas  las  costuníibres  germánicas,  es  decir,  el  de- 
recho no  escrito.  Semejante  estado  de  cosas  lo  hallamos  con- 
firmado en  las  cartas  patentes  de  aquella  época,  expedidas 
por  el  rey  Luis  IX,  quien  refiriéndose  á  las  provincias  del 
Mediodía  se  expresaba  asi:  '^Esta  tierra  se  rige  desde  tiempo 
inmemorial  y  rígese  ahora,  por  el  derecho  escrito;"  y  es  in- 
dudable que  en  dichos  países  se  consideró  como  un  derecho 
foral  ó  privilegiado  el  Derecho  romano,  esto  es,  el  Código 
Teodosiano  y  las  sentencias  y  escritos  de  los  jurisconsultos; 
posteriormente,  es  decir,  en  el  siglo  XI,  comenzó  á  conocer- 
se en  la  Galia  el  Digesto,  y  con  el  renacimiento  de  aquel  de- 
recho, iniciado  en  las  escuelas  de  Bolonia  y  otras  de  Italia,  se 
esparcieron  las  compilaciones  de  Jnstiniano,  <|ue  prepon4^? 
raron  en  la  práctica  judicial. 
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Finalmente,  preciso  es  advertir,  que  el  Derecho  romano, 
en  ]a  época  que  vengo  historiando,  no  se  observaba  en  todo 
su  vigor,  era  él  un  privilegio  en  vez  de  ser  una  ley,  y  los  pri* 
vilegios  por  conculcadores  de  la  igualdad,  tienden  siempre  á 
desaparecer  combatidos  por  la  acción  de  los  tiempos  y  por  el 
adelanto  de  los  pueblos;  en  consecuencia,  el  rigor  y  el  for- 
mulismo de  aquel  derecho,  comenzó  á  decaer,  modificándose 
con  la  invasión  germánica,  y  con  el  Cristianismo  que  inaugu- 
raba una  nueva  era  y  una  nueva  civilización  también,  bajo 
la  acción  eminentemente  moralizadora  de  sus  humanitarias 
ideas;  por  manera  que  de  estas  dos  fuentes,  de  estos  impor- 
tantísimos elementos  ha  surgido  el  derecho  moderno,  y  con 
ellos  el  Código  de  Napoleón. 

Hecha  la  anterior  brevísima  exposición  histórica,  comen- 
zamos á  observar  en  el  derecho  coutumier^  las  cartas  de  natu- 
ralización que,  según  manifiestan  Bacquet,  Loysel  y  Pothier, 
eran  el  único  medio  acordado  á  los  extranjeros  para  subs- 
traerse de  las  numerosas  incapacidades  de  que  estaban  heri- 
dos en  su  precaria  condición  jurídica;  sin  embargo,  preciso 
es  admitir,  con  las  debidas  reservas,  esta  opinión,  porque  en 
aquel  derecho  existían  otras  modalidades,  por  cuyo  medio  po- 
dían los  extranjeros  obtener  el  derecho  de  regnícolas;  tales 
eran  el  matrimonio,  los  tratados  y  la  anexión  de  un  territo- 
rio á  la  Francia. 

Desde  aquella  época,  los  expositores  del  derecho  han  defi- 
nido la  naturalización,  expresando  "que  es  el  medio  por  el 
cual  el  extranjero  obtiene  los  mismos  derechos  y  privilegios, 
como  si  hubiera  nacido  en  el  país  al  que  pretende  asociarse." 
La  concesión  se  hacía  con  las  llamadas  lettres  de  naturalité^ 
que  solamente  podía  librar  el  monarca,  porque  este  era  un 
acto  coercido  por  el  poder  soberano,  que  estaba  depositado 
en  él;  para  obtener  las  indicadas  concesiones,  el  extranjero 
estaba  obligado  á  pagar  determinado  impuesto  que  pertene- 
cía al  rey.   Parece  que  desde  el  siglo  XI  se  conocían  estos 
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privilegios,  aunque  con  el  nombre  de  derecho  de  burguesía, 
pero  la  palabra  naturalización  comenzó  á  emplearse  en  una 
Ordenanza  de  23  de  Mayo  de  1302;  sin  embargo,  en  la  histo* 
ria  del  derecho  cautumier^  hallamos  la  primera  carta  de  natu- 
ralización expedida  en  favor  de  un  genovés,  el  año  de  1397, 
y  por  lo  tanto,  parece  ésta  la  primera  aplicación  de  la  Orde- 
nanza de  1302.  Como  documento  histórico,  insertaremos  una 
de  dichas  cartas,  que  no  carecen  de  interés,  ya  que  en  ellas 
se  ha  inspirado  el  formulismo  de  las  que  conocimos  en  época 
posterior. 

'^Enrique,  por  la  gracia  de  Dios  rey  de  Francia  y  de  Polo- 
nia, á  todos  los  presentes  y  por  venir,  salud;  habiendo  recibi- 
do la  humilde  súplica  de  nuestro  bien  amado na- 
tural  expresando  que  desde  hace  tiempo  reside 

en  nuestro  reino  con  intención  de  servir  á  nuestros  predece- 
sores y  á  nosotros  tanto  en  caso  de  guerra  como  de  cualquie- 
ra otra  manera  y  obedecer  nuestras  leyes;  siendo  su  intención 
acabar  el  resto  de  sus  días  bajo  nuestra  obediencia  y  como 
nuestro  verdadero  y  leal  subdito;  sin  embargo,  como  es  ex- 
tranjero no  nativo  ni  originario  de  los  reinos,  países,  tierras 
y  sefioríos  de  nuestra  obediencia,  teme  que  nuestros  oficiales 
ú  otros  pretendan  impedirle  el  goce  de  los  bienes  y  derechos 
que  le  puedan  pertenecer  en  nuestro  país,  tierras  y  sefioríos 
y  que  de  éstos  y  de  otros  que  él  pudiera  adquirir  en  el  por- 
venir no  podría  disponer  libremente  entre  vivos  ó  por  testa- 
mento   por  lo  que  nosotros  habiendo  considerado  estas 

cosas  y  por  otras  buenas,  justas  y  razonables  causas 

le  hemos  permitido,  acordado  y  otorgado  de  nuestra  ciencia 
cierta,  gracia  especial,  pleno  poder  y  autoridad  real,  á  fin  de 
que  pueda  escoger,  permanecer,  residir  y  habitar  en  estos 
nuestros  reinos,  países,  tierras  y  señoríos  de  nuestra  obedien- 
cia, gozar  de  los  privilegios,  franquicias  y  libertades,  inmu- 
nidades y  derechos,  de  los  cuales  gozan  nuestros  verdaderos 
subditos  y  originarios  de  nuestro  reino " 
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Gomo  se  observa,  estas  curtas  se  obtenían  con  la  condición 
de  vivir  siempre  bajo  la  obediencia  del  rey,  á  quien  se  pagaba 
determinada  suma;  siendo  extendidas  por  la  Gran  Cancille- 
ría y  registradas  en  el  Tribunal  de  cuentas  y  en  el  Parla- 
mento; 8Ín  este  requisito  no  tenían  valor  legal,  aunque  en  el 
edicto  de  Diciembre  de  1703,  se  prescribía  la  insinuación,  pe- 
ro el  Parlamento  había  decidido  en  varios  casos,  que  la  falta 
de  esta  última  formalidad  no  anul:aba  los  privilegios  adqui- 
ridos por  medio  de  las  cartas  de  naturalización;  aunque  an- 
tes de  acordarlas,  preciso  era  probar  que  el  solicitante  era 
católico. 

Finalmente,  ¿cuáles  eran  los  efectos  de  la  naturalización? 
los  de  gozar  de  casi  todos  los  derechos  de  ciudadanos,  con 
algunas  restricciones,  que  por  su  importancia  vamos  á  ex- 
poner.  La  primera  que  se  registra  en  el  art.  4^  de  la  Orde- 
nanza de  Blois  de  1679,  prohibía  á  los  naturalizados  obtener 
las  dignidades  de  Arzobispo,  Obispo  y  Abad;  además,  esta- 
ban obligados  por  las  Ordenanzas  de  16  de  Enero  de  1639  y 
de  22  de  Julio  de  1697  á  pagar  el  derecho  exigido  á  los  ex- 
tranjeros con  motivo  del  comercio  que  hacían  con  la  Francia; 
por  otra  parte,  el  naturalizado  no  podía  suceder  á  su  padre 
naturalizado,  si  éste  dejaba  parientes  nacidos^  en  la  misma 
Francia,  aun  en  grado  más  lejano,  á  no  ser  el  caso  en  que  el 
extranjero  fuera  el.  hijo  legítimo  del  de  cu^;  aunque,  por 
regla  general,  el  extranjero  naturalizado,  no  podía  testar  ni 
transmitir  sus  bienes,  sino  á  favor  de  sus  parientes  nacidos 
en  el  reino  ó  naturalizados;  algunas  de  estas  incapacidades 
no  las  encontramos  en  el  derecho  coiUumier  de  aquella  épo- 
ca, que  era  más  liberal  con  el  extranjero  naturalizado,  que 
la  ley  francesa;  para  resumir  debo  expresar,  que  deseando 
uniformar  el  derecho  en  esta  materia,  el  Parlamento  en  sus 
decisiones,  y  principalmente  en  la  de  8  de  Junio  de  1660,  dio 
á  las  cartas  de  naturalización  el  alcance  y  extensión  que  ellas 
l^nían  en  su  contexto;  porque  en  efecto,  el  rey  decía:  ^^^o^ 
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place  que  él  pueda  y  le  sea  permitido  permanecer,  residir  y 
habitar  en  nuestro  reino  .y  gozar  de  los  privilegios,  liberta- 
des,- inmunidades  y  derechos  de  los  cuales  gozan  nuestros 
verdaderos  subditos." 

Gomo  antes  he  expresado  que  el  matrimonio,  los  tratados 
y  la  anexión  de  un  territorio  extranjero  á  la  Francia  opera- 
ban en  la  condición  de  los  extranjeros  el  mismo  cambio  de 
nacionalidad  que  las  letras  de  naturalización,  voy  á  ocupar- 
me de  la  primera  modalidad.  El  matrimonio  no  tenia  ningu- 
na influencia  sobre  la  nacionalidad  del  marido,  pero  si  en  la 
de  la  mujer,  que  siempre  seguía  la  de  aquél,  cuyo  principio 
se  encuentra  ligado  en  Francia  con  las  tradiciones  de  su  más 
antiguo  derecho,  pues  lo  hallamos  también  expresamente  pro- 
clamado en  el  derecho  consuetudinario,  porque  en  el  deBour- 
gogne  observamos  consignado  el  mismo  principio  en  estos  tér- 
minos: Lafemme  de  mairir-morie  fui  se  mane  a  hommejrane^ 
estfranche.  Antigua  Ooutume  de  Bourgogne,  tit.  XI,  art.  7; 
finalmente,  el  Código  de  Napoleón,  establece  igual  precepto, 
que  ha  llegado  á  ser  universal  en  nuestra  época. 

Los  tratados,  traen  su  origen  de  la  misma  antigüedad  y 
principalmente  de  Boma,  la  que,  en  su  política  de  absorción, 
dirigida  á  la  conquista  del  mundo,  servíase  de  aquellas  con- 
venciones como  de  un  medio  apropiado  para  conseguir  sus  am- 
biciosos propósitos;  también  fueron  conocidos  en  época  poste- 
rior, fijándose  su  vigencia  en  la  época  del  Derecho  couiumier. 
Sin  embargo,  preciso  es  no  confundir  la  naturalización,  con 
los  privilegios  especiales  acordados  á  los  extranjeros,  excep- 
tuándolos del  derecho  de  aubana^  el  cual,  por  otra  parte,  se- 
gún expresé  en  el  capítulo  anterior,  no  se  conocía  en  el  Lan- 
guedoc  ni  estaba  en  vigor  en  otras  ciudades,  por  expreso  man- 
dato del  rey,  como  en  León,  Tolosa,  Burdeos  y  Marsella;  aun- 
que la  excepción  indicada,  no  producía  los  efectos  de  la  na- 
turalización. 

Los  tratados  propiamente  dichos,  eran  los  que  asimilaban 
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al  extranjero  con  el  nacional,  produciendo  los  mismos  efectos 
de  las  cartas  de  naturalización;  algunos  de  ellos  fueron  cono* 
cidos  bajo  el  nombre  de  cartas  patentes,  qué  comenzaron  á 
conocerse  én  el  siglo  XVI,  siendo  expedidas  las  últimas  en 
1770.  Sin  embargo,  en  caso  de  guerra,  aquellas  convenciones 
eran  nulas,  y  por  lo  tanto,  sin  valor  ni  efecto,  y  los  naciona* 
les  que  habían  adquirido  los  privilegios  en  ellas  concedidos, 
quedaban  respectivamente  en  su  primitiva  calidad  de  extran- 
jeros y  sujetos  á  la  precaria  condición  jurídica  de  aquella 
época. 

La  anexión  de  un  territorio  extranjero,  también  producía 
los  efectos  de  la  naturalización,  bien  fuera  por  la  conquista, 
por  la  cesión  ó  por  fusión  voluntaria  de  un  Estado  en  otro, 
ó  cuando  un  soberano  llegaba  á  obtener  la  corona  de  otro 
reino.  A  este  efecto  Demoart  expresa:  ^4os  extranjeros,  cuyo 
país  ha  sido  conquistado,  son  de  derecho  considerados  como 
naturalizados,"  y  Pothier  agregaba:  "cuando  una  provincia 
ó  paSs  ha  sido  reunido  á  la  Corona,  sus  habitantes  deben  ser 
considerados  como  franceses  naturales."  Cuánta  diferencia  se 
observa  entre  esta  época,  en  que  la  civilización  comenzaba  á 
hacer  sentir  su  benéfica  influencia,  y  la  antigüedad,  en  que 
las  conquistas  reducían  á  dura  esclavitud  á  los  pueblos  ven- 
cidos. 

Basta  lo  expuesto  para  conocer  lo  que  fué  la  naturalización 
hasta  el  día  en  que  la  Asamblea  nacional  abolió  para  siem- 
pre el  odioso  derecho  de  avhana.  De  esta  fecha  data  el  dere- 
cho intermediario,  bajo  cuyos  principios  fundamentales  paso 
á  examinar  la  nacionalidad  y  su  principal  modalidad,  la  natu- 
ralización. 

La  Asamblea  Constituyente  votó  en  la  sesión  del  6  de  Agos- 
to de  1790,  la  siguiente  ley: 

^'Considerando:  que  el  derecho  de  aubana  es  contrario  á  los 
principios  de  fraternidad  que  deben  ligar  á  todos  los  hom- 
bres cualquiera  que  sea  su  país  y  su  gobierno;  que  establecí- 
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do  este  derecho  en  los  tiempos  bárbaros,  debe  ser  proscrito 
en  un  pueblo  que  ha  fundado  su  Constitución  sobre  los  dere- 
chos del  hombre  y  del  ciudadano,  y  que  la  Francia  libre  de- 
be abrir  su  seno  á  todos  los  pueblos  de  la  tierra,  invitándolos 
á  goaar  bajo  un  gobierno  libre  de  los  derechos  sagrados  é  in* 
violables  de  la  humanidad,  ha  decretado:  El  derecho  de  auba- 
na  y  el  de  detracción  quedan  abolidos  para  siempre." 

Esta  ley  no  puede  considerarse  solamente  como  una  medi- 
da de  utilidad  práctica,  porque  ella  proclamaba  además,  un 
principio  de  derecho  social  y  de  fraternidad  universal.  Leyes 
posteriores  vinieron  á  precisar  el  alcance  de  aquella  célebre 
.  declaración;;  entre  ellas,  la  de  8  de  Abril  de  1791,  por  la  cual 
los  extranjeros  podían  suceder  ab  intestato  y  disponer  y  ad- 
quirir por  cualquier  título;  para  dar  un  carácter  inviolable 
á  estas  humanitarias  reformas,  ellas  pasaron  al  rango  de  pre- 
ceptos constitucionales,  como  se  observa  en  el  tít.  VI  de  la 
Constitución  de  3  de  Septiembre  de  1791,  y  en  el  art.  356  de 
la  de  6  frucüdor  año  III,  1795;  sin  embargo,  las  incapacida- 
des políticas  subsistieron,  porque  no  era  posible  llevar  más 
adelante  dichas  reformas,  sin  conmover  las  instituciones  de 
aquella  nación,  comprometiendo  su  propia  existencia,  preci- 
samente en  los  momentos  en  que  la  Europa  monárquica  coa- 
ligada, se  armaba  para  contener  los  avances  de  aquel  pueblo, 
y  oponer  una  barrera  infranqueable  á  las  nuevas  ideas,  naci- 
das con  su  gran  revolución. 

Para  precisar  esta  exposición  histórica  en  materia  de  na- 
turalización, debe  fijarse  que  para  adquirirla  en  este  período 
del  derecho  intermediario,  era  necesario  que  el  extranjero 
hubiese  estado  domiciliado  en  Francia  ó  se  hubiese  casado 
con  mujer  francesa  ó  creado  un  establecimiento  comercial  ó 
haber  recibido  carta  de  naturalización;  agregándose  deepués, 
que  pagara  determinada  contribución  ó  que  poseyera  algún 
bien  inmueble.  Finalmente,  la  Constitución  de  22  frimaire, 
afto  Vm,  13  de  Dicjeuibre  de  1799,  redujo  todas  estas  coi^- 
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diciones  ai  siguiente  enunciado  del  art.  3^  ^^El  extranjero  ob« 
tiene  la  calidad  de  francés,  cuando  después  de  haber  cumplid 
do  21  años  de  edad,  ha  declarado  &u  intención  de  fijarse  en 
Francia,  habiendo  residido  en  ella  diez  años."  Para  terminar, 
debo  expresar  aquí,  que  conforme  á  todas  estas  leyes,  el  ex- 
tranjero quedaba  sometido  á  su  ley  personal;  aunque  en  el 
ejercicio  de  los  derechos,  estaba  obligado  á  conformarse  con 
las  leyes  referentes  al  estatuto  real. 

Si  estudiamos  con  la  debida  atención  las  tendencias  de  la 
revolución  francesa,  por  lo  menos  en  lo  que  al  derecho  de 
propiedad  se  refiere,  el  cual  asumía  el  carácter.de  un  proble- 
ma á  la  vez  que  social  económico,  observamos  que  su  objeto 
fué  libertar  el  suelo  de  las  trabas  impuestas  por  el  régimen 
feudal,  dividir  aquel  y  facilitar  su  transmisión,  aboliendo  por 
consiguiente  el  sistema  de  feudos  y  de  censos;  de  esta  manera, 
la  propiedad  volvió  á  adquirir  sus  primitivos  elementos,  que 
habían  perecido  con  el  feudalismo;  y  el  principio  libre  del  De- 
recho romano,  conculcado  en  el  espacio  de  tantos  siglos,  apa- 
reció de  nuevo  y  fué  la  base  en  que  debía  levantarse  después 
todo  el  derecho  de  propiedad;  en  consecuencia,  bajo  la  impre- 
sión de  estas  ideas,  me  inclino  á  creer,  que  las  franquicias  y 
privilegios  acordados  á  los  extranjeros  por  la  Asamblea  Na- 
cional y  la  Constituyente,  se.inspiraron  en  aquellas  tenden- 
cias, que  fueron  las  mismas  en  que  se  fundaron  los  redactores 
del  Código  de  Napoleón. 

La  anterior  exposición  histórica  nos  ha  hecho  conocer  toda 
la  materia  de  naturalización,  hasta  el  momento  en  que  fué 
promulgado  en  Francia  el  Código  Civil.  De  este  notable  Or- 
denamiento nos  ocuparemos  al  comentar  la  ley  mexicana  so- 
bre extranjería,  la  cual  debo  estudiar  conforme  á  los  adelan- 
tos de  la  legislación  contemporánea. 


CAPITULO  XVIII. 
De  la  nacionalidad  en  el  siglo  XIX. 


SUMAKIO. — Prejuicios  heredados  del  Código  de  Napoleón  en  materia 
de  extranjería, — Es  menos  liberal  que  el  derecho  intermecliario. — 
Los  preceptos  de  dicho  Código  se  explican  por  el  estado  de  continuas 
guerras  en  que  Francia  se  hallaba  con  la  Europa  coaligada,  á  prin- 
cipios del  siglo  XIX. — Sin  embargo,  aquel  Ordenamiento  es  el  tipo  y 
el  modelo  de  la  legislación  actual. — Sus  deficiencias  en  materia  de  ex- 
tranjería.— ^Aunque  México  heredó  aquellos  prejuicios,  han  sido  ate- 
nuados en  su  Constitución  política  y  en  nuestra  actual  ley  de  extran- 
jería.— Estudio  crítico  é  histórico  de  la  noción  de  la  nacionalidad. — 
Con  la  Bevolución  francesa  comenzó  á  indicarse  la  noción  de  la  pa- 
tria y  la  idea  de  nacionalidad,  t^omo  se  acepta  hoy  en  el  derecho  in- 
ternacional.— La  nacionalidad  es  un  contrato  sinalagmático,  en  que 
entra  el  Estado  y  el  ciudadano  que  á  él  pertenece. — Se  funda  en  la 
libre  voluntad.^Por  lo  tanto,  si  el  hombre  debe  tener  una  naciona- 
lidad, también  puede  cambiarla. — Requisitos  para  obtener  una  nue- 
va.— La  nacionalidad  conforme  á  los  principios  jus  sanguinis  y  jus 
8olú — Concepto  histórico  de  estos  principios. — El  jus  satiguinis  pre 
pondera  en  el  Código  de  Napoleón  y  en  la  mayor  parte  de  las  legis- 
laciones de  la  época. — Un  nuevo  sistema  tiende  á  combinar  el  jus 
sanguinis  con  e\jus  soli, — ^De  esta  evolución  trataré  en  el  capítulo  si- 
guiente. 

En  los  capítulos  anteriores  me  referí,  aunque  brevementey 
á  los  principios  que  en  el  espacio  han  fundamentado  toda  es- 
ta materia  de  la  nacionalidad,  deteniéndome  por  último  en 
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el  siglo  XIX,  al  aparecer  el  Código  de  Napoleón,  que  si  bien 
parece  haber  retrogradado,  restringiendo  las  garantías  acor- 
dadas al  extranjero  en  el  derecho  intermediario  que  se  inició 
con  la  Revolución  francesa,  lo  cierto  es  que  aquel  Ordena- 
miento, por  su  método  y  por  las  fuentes  del  derecho  en  que 
se  ha  inspirado,  es  hasta  hoy  el  espécimen  de  la  adelantada 
legislación  contemporánea;  sin  embargo,  no  deben  olvidar- 
se las  circunstancias  en  que  el  Código  expresado  fué  pro- 
mulgado, es  decir,  en  los  momentos  en  que  Napoleón  soste- 
nía con  la  Europa  tantas  veces  coaligada,  las  desastrosas 
guerras  que  tan  funestas  fueron  para  la  Francia  y  para  aquel 
gran  conquistador,  quien  vencido,  murió  al  fin  encadenado 
en  la  Isla  de  Santa  Elena,  en  las  áridas  y  desapacibles  cos- 
tas del  AMca  meridional.  Por  las  causales  antes  indicadas, 
el  Código  de  Napoleón  se  muestra  tan  vacilante,  ó  para  me- 
jor expresarme,  tan  deficiente  en  materia  de  nacionalidad  y 
extranjería;  estas  dificultades  se  presentan  de  continuo  y  ca- 
da vez  más  irreconciliables  en  el  texto;  de  aquí  procede  que 
los  intérpretes  de  la  ley,  se  hayan  convertido  en  legisladores, 
lo  cual  ha  dado  lugar  á  la  diversidad  de  opiniones  y  de  teo- 
rías que  vemos  sustentadas  hasta  en  los  comienzos  del  siglo 
XX,  en  un  ramo  tan  importante  de  la  enciclopedia  jurídica, 
el  Derecho  internacional  privado. 

El  Código  civil  francés,  según  acabo  de  expresar,  ha  pasa- 
do en  toda  su  integridad  á  la  legislación  de  los  pueblos  más 
cultos  de  la  edad  moderna;  y  aunque  en  tesis  general  su  mé- 
rito es  indiscutible,  no  lo  es  en  materia  de  extranjería,  por- 
que él  no  satisface,  siendo  de  lamentar  que  sus  prejuicios  los 
hayamos  recibido  como  una  herencia,  que  hasta  hoy  la  he- 
mos conservado  inviolable;  aunque  los  progresos  de  la  cien- 
cia y  nuestra  actuaK  adelantada  civilización,  determinada 
por  la  ley  de  la  reciprocidad  y  la  acción  internacional,  nos 
llevan  á  concluir,  que  el  Código  de  Napoleón,  en  vez  de  in- 
violable herencia,  ha  sido  para  los  pueblos  una  gravosa  carga, 
en  la  debatida  materia  de  extranjería. 
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El  Código  civil  de  México,  heredó  también,  en  algunos  de 
sus  preceptos,  aquellos  prejuicios;  sin  enibargo,  como  es  tan 
libérrima  nuestra  Constitución  política  é  igualmente  nuestra 
ley  de  extranjería,  cuyos  Ordenamientos  han  nivelado  en  sus 
derechos  civiles  al  nacional  y  al  extranjero,  los  defectos  capi- 
tales antes  indicados,  han  sido  atenuados  de  una  manera  con- 
veniente,  por  medio  de  las  leyes  expresadas,  pero  si  así  no 
fuese,  y  los  tribunales  del  país  llegaran  á  vulnerar  las  garan- 
tías acordadas  en  la  ley  fundamental  á  los  extranjeros,  pue- 
den éstos,  del  mismo  modo  que  los  mexicanos,  ocurrir  al  sal- 
vador recurso  de  amparo  en  el  correspondiente  juicio  de  ga- 
rantías, conforme  á  los  arts.  101  y  102  de  la  Constitución,^ 
para  hacer  valer  sus  derechos,  los  del  hombre,  que  se  refieren 
ala  humana  naturaleza,  inaAeretpersoruByyqne  van  más  lejos 
aún  que  los  concedidos  en  el  derecho  de  gentes. 

Antes  de  ocuparme  de  la  nacionalidad,  conforme  á  nuestras 
leyes,  creo  indispeneable  detenerme  en  el  estudio  crítico  de 
la  indicada  materia.  La  idea  de  la  nacionalidad  y  aun  el  mis- 

1.  "Art.  101.  Ijos  tribuDaies  de  la  Federación  resolverán  toda  oontro- 
versia  que  se  suscite: 

<*I.  Por  leyes  ó  actos  de  cualquiera  autoridad  que  violen  las  garantías 
individuales. 

"II.  Por  leyes  ó  actos  de  la  autoridad  federal  que  vulneren  ó  restrinjan 
la  soberanía  de  los  Estados. 

"III.  Por  leyes  ó  actos  de  las  autoridades  de  éstos,  que  invadan  la  es 
fera  de  la  autoridad  federal. 

"Art.  102.  Todos  los  juicios  de  que  habla  el  articulo  anterior  se  segui- 
rán, á  petición  de  la  parte  agraviada,  por. medio  de  procedimientos  y  for- 
mas del  orden  jurídico,  que  determinará  una  ley.  La  sentencia  será  siem- 
pre tal,  que  sólo  se  ocupe  de  individuos  particulares,  limitándose  á  pro- 
tegerlos y  ampararlos  en  el  caso  especial  sobre  que  verse  el  proceso,  sin 
hacer  ninguna  declaración  general  respecto  de  la  ley  ó  acto  que  la  moti- 
vare." 

Las  garantías  á  que  se  refieren  los  artículos  que  anteceden,  están  con- 
signadas en  los  artículos  del  1?  al  28  de  nuestra  Constitución  política, 
bajo  la  denominación  de  "derechos  del  hombre,"  que  amparan  tanto  á  los 
nacionales  como  á  los  extranjeros. 
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mo  vocablo  que  la  explica,  parece  nuevo,  aunque  hallamos 
su  concepto  en  la  historia,  en  la  que  se  manifiesta,  cuando 
al  influjo  de  la  civilización,  fueron  sucesivamente  desapa- 
reciendo los  imperios  de  Oriente,  en  que  preponderaban  con 
la  Constitución  Brahmánica,  las  castas,  después  el  Imperio 
romano  con  su  cortejo  de  pueblos  conquistados,  seguidamen- 
te las  razas  germánicas  con  su  barbarie,  y  por  último  la  Edad 
Media  con  sus  tendencias  al  principio  monárquico  y  autori- 
tario, y  en  cuya  edad  la  idea  de  la  patria  ó  del  Estado  vincu- 
laba en  la  soberanía,  con  su  estrecho  sistema  de  vasallaje. 

En  esta  brevísima  síntesis,  tal  vez  deficiente  por  su  conci- 
sión, se  observa,  en  el  Oriente,  la  noción  del  derecho,  nacien- 
do con  ella  las  instituciones  jurídicas,  en  la  incipiente  vida 
social  aportada  á  la  península  del  Ganges  por  la  primera 
emigración  del  grupo  patriarcal  ario;  luego,  con  un  espíritu 
más  libre,  aparece  entre  los  griegos,  y  después,  en  su  com- 
pleto desarrollo,  en  el  Derecho  romano,  que  con  sobrada  jus- 
ticia se  le  ha  llamado  la  razón  escrita;  pero  es  indudable  que 
el  individuo  fué  absorbido,  primeramente  por  el  Estado  an- 
tiguo, y  subyugado  después  por  la  potestad  imperial,  más 
tarde  por  la  monarquía  absoluta,  de  cuyo  último  período  no 
he  creído  conveniente  ocuparme,  porque  no  hay  quien  no  re- 
cuerde que  se  afirmó  en  la  Edad  Media  á  expensas  del  feu- 
dalismo, alcanzando  con  Luis  XIY  su  mayor  grado  de  es- 
plendor y  de  poder;  pero  llega  un  momento  en  que  el  indivi- 
duo, como  acabo  de  expresar,  observa  en  este  largo  período 
de  la  historia,  la  completa  negación  de  su  personalidad,  por- 
que se  halla  solo,  encontrando  en  torno  de  sí  inmenso  vacio; 
y  por  medio  de  la  abstracción,  reacciona  contra  aquel  con- 
cepto histórico,  y  se  afirma  como  principio  y  fin  del  mundo 
moral,  sintiendo  en  sí  mismo  derechos  innatos,  cuyo  recono- 
cimiento se  imponía  como  poderes  del  hombre  en  el  estado 
de  naturaleza. 

De  este  principio,  desarrollado  por  la  filosofía  del  siglo 
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XVIII,  bajo  el  concepto  de  la  bondad  nativa  del  individuo, 
de  su  .originaria  libertad  hereditaria  y  de  un  derecho  natu- 
ral primitivo,  emana  toda  esta  dirección  abstracta,  cuyo  pun- 
to de  partida  se  observa  en  la  Revolución  francesa,  y  que 
luego  se  condensa  en  el  preámbulo  de  la  Cionstitución  de 
1791,  en  la  célebre  "Declaración  de  derechos;"  revolución 
que  determinó  la  caída  del  mundo  antiguo  con  todos  sus 
errores,  con  toda  su  barbarie,  con  todas  las  vejaciones  de  que 
habían  sido  victimas  los  pueblos  y  por  ende  el  individuo,  ab- 
sorbido como  medio  para  los  fines  del  Estado. 

La  libertad,  y  la  igualdad  que  es  lógica  consecuencia  de 
aquella  noble  facultad,  que  radica  en  la  humana  personalidad, 
dieron  nacimiento  ambas,  con  la  Revolución  francesa,  á  un 
concepto  antes  desconocido,  en  el  que  se  amparaba  la  unidad 
política  y  social  bajo  el  nombre  de  nacionalidad,  por  medio 
de  la  cual  se  consideraba  al  ciudadano,  como  perteneciendo 
¿  una  gran  colectividad  política  independiente  y  al  mismo 
tiempo  soberana;  en  cons^cuencia,  al  influjo  de  estas  ideas, 
comenzó  á  indicarse  la  noción  de  la  patria,  en  la  cual  apa- 
rece la  secular  convivencia,  la  identidad  del  habla,  de  cos- 
tumbres, de  aspiraciones,  de  preocupaciones,  de  atavismos  y 
aun  de  prejuicios;  sin  embargo,  no  es  esta  la  noción  de  la  na- 
cionalidad conocida  hoy  en  el  concierto  de  las  naciones  y  co- 
mo la  define  el  derecho  internacional,  puesto  que  ella  signi- 
fica actualmente,  la  realidad  de  un  contrato  sinalagmático 
establecido  entre  el  individuo  y  el  Estado;  por  este  motivo, 
siendo  los  contratantes  dos  entidades  y  al  mismo  tiempo  la 
materia  del  contrato^  es  indudable  que  no  pueden  encadenar 
perpetuamente  su  libertad,  quedando  por  consiguiente  al  ar- 
bitrio de  la  voluntad,  la  subsistencia  de  la  obligación  jurídi- 
ca. Bajo  este  concepto,  si  todos  deben  tener  una  nacionali- 
dad, también  el  hombre  puede  cambiarla. 

La  «ciencia,  sin  embargo,  no  está  conforme  con  la  teoría 
de  las  nacionalidades,  porque  expresa  que  ésta  solamente  s§ 
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ha  manifestado  benéfica,  cuando  su  noción  ha  entrado  al  or- 
den internacional  privado,  en  que  el  individuo  aparece  más 
favorecido  que  el  Estado,  teoría  que  por  otra  parte  está  con- 
denada en  el  derecho  de  gentes,  porque  ella  tiende  á  crear  na- 
cionalidades inclinadas  á  la  ambición  y  á  la  conquista.  Esta 
institución  como  la  comprende  y  acepta  la  ciencia  y  la  expo- 
ne el  Derecho  internacional  privado,  es  en  nuestros  días  de 
importancia  notoria,  si  se  la  considera  bajo  el  punto  de  vista 
del  conflicto  de  diferentes  leyes  en  el  orden  civil,  es  decir, 
cuando  es  indispensable  fijar  la  nacionalidad  del  extranjero 
impugnada  en  un  juicio.  Semejante  situación  es  de  suyo  gra- 
ve y  complicada,  porque  como  los  Estados  legislan  conforme 
á  sus  propias  necesidades  y  para  si,  muy  poco  se  preocupan 
de  los  intereses  de  la  gran  familia  humana,  lo  cual  determina 
comunmente  perturbaciones  internacionales  y  conflictos  jurí- 
dicos, por  cuyo  motivo,  la  ciencia  se  preocupa  y  se  afana  con 
el  fin  de  llegar  á  un  acuerdo  conveniente,  por  lo  menos  en 
materia  de  nacionalidad,  para  evitar  aquellas  perturbaciones 
y  conflictos. 

Ya  he  manifestado  en  otro  lugar,  que  en  la  época  del  de- 
recho coutumier^  se  observa  una  situación  análoga  entre  los 
pueblos,  la  cual  dio  lugar  á  relaciones  jurídicas  semejantes  á 
las  que  hoy  se  observan  en  el  concierto  de  las  naciones;  por- 
que los  conflictos  del  derecho  consuetudinario  de  entonces, 
los  conocemos  hoy  bajo  el  nombre  de  conflictos  de  ley^s,  que 
los  juristas  de  aquella  edad,  desde  el  siglo  XIY,  pretendie- 
ron resolver  estableciendo  determinadas  reglas  que  los  Par- 
lamentos aceptaban,  por  lo  menos  en  Francia;  de  cuya  doc- 
trina nació  la  teoría  de  los  estatutos,  que  informó,  aun  des- 
pués de  la  promulgación  del  Código  de  Napoleón,  los  prin- 
cipios del  Derecho  internacional  privado,  según  he  indicado 
en  el  curso  de  estos  estudios,  al  ocuparme  de  su  génesis  y  de 
sus  fuentes;  así  como  de  los  progresos  alcanzados  en  su  desa- 
rrollo científico  en  las  postrimerías  del  pasado  siglo  XIX. 
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Y  no  es  avetíturado  afirmar,  que  la  razón  filosófica  de  estas 
tendencias,  radica  en  la  consideración  de  que  al  honábre  no  le 
bastan  solamente  las  relaciones  de  familia,  las  que  lo  ligan 
al  municipio,  á  la  ciudad  ó  finalmente  al  Estado,  necesita  al- 
guna vez,  como  ser  eminentemente  sociable,  otros  horizontes 
y  transponer  por  ende  las  fronteras  de  su  patria,  porque  ya 
no  es  el  siervo  de  la  gleva,  ni  un  accesorio  del  suelo,  como  en 
la  edad  de  hierro  de  la  humanidad,  puesto  que  es  en  él  un 
derecho  natural,  indheret  personas^  la  expatriación,  pudiendo, 
al  ejercitarlo,  satisfacer  exigencias  en  él  ingénitas  que  le  con- 
ducen á  buscar  en  otras  sociedades  y  en  lejanos  países,  la  sa- 
tisfacción de  aquellas  necesidades. 

Bajo  la  impresión  de  estas  ideas,  puedo  asegurar  que  la 
ciencia,  y  con  ella  las  legislaciones  de  nuestra  época^  han  fija- 
do como  fundamentales  los  principios  siguientes: 

P  El  hombre  tiene  derecho  á  cambiar  de  nacionalidad,  y 

2^  Todo  hombre  debe  tener  una  nacionalidad. 

En  ambos  casos  se  observa  un  contrato  perfecto  entre  el 
individuo  y  el  Estado,  teniendo  recíprocos  derechos  y  obliga- 
ciones, es  decir,  desde  el  momento  en  que  una  persona  nace 
ó  se  naturaliza  en  determinado  territorio.  En  este  concep- 
to, dicho  contrato  tiene  el  carácter  de  sinalagmático,  porque 
el  Estado,  por  su  parte,  es  el  guardián  de  la  vida,  de  los  in- 
terese» y  del  bienestar  del  ciudadano;  obligándose  además  á 
dispensarle  estos  beneficios  aun  más  allá  de  las  fronteras  de 
su  patria,  por  medio  de  la  acción  diplomática  ó  consular:  art. 
"9  de  nuestra  ley  de  extranjería,  sin  que  dicha  protección  sea 
motivo  para  impedirle  el  cambio  de  su  nacionalidad  y  la 
expatriación  como  consecuencia  del  principio  de  la  libertad 
personal,  que  es  una  facultad  inherente  á  la  naturaleza  hu- 
mana, porque  el  hombre,  conforme  acabo  de  expresar,  ya  no 
radica  en  el  suelo  ni  es  un  accesorio  de  él  como  en  la  época 
feudal. 

Por  otra  parte,  para  que  aquel  contrato  se  perfeccione, 
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es  necesario  que  el  ciudadano  preste  al  Estado  el  contin- 
gente de  su  sangre  y  haga  en  aras  de  su  patria,  en  determi- 
nado caso,  el  sacrificio  de  su  existencia,  contribuyendo,  igual- 
mente, con  sus  bienes,  á  los  gastos  que  sean  indispensables 
para  el  sostenimiento  y  la  conservación  de  la  vida  política 
y  social  de  la  nación  á  que  pertenece;  sin  embargo,  confor- 
me al  derecho  de  expatriación,  entre  ambas  entidades,  es 
más  ventajosa  la  del  ciudadano,  quien  puede  separarse  vo- 
luntariamente de  su  patria,  y  aun  cambiar  de  nacionalidad, 
cumpliendo  previamente  con  los  deberes  que  á  ella  le  obli- 
gan. El  estudio  que  antecede,  nos  lleva  en  consecuencia,  á 
concluir,  que  "el  hombre  debe  tener  una  nacionalidad,"  por- 
que en  caso  contrario,  seria  un  ser  jurídico  imperfecto,  pues- 
to que  carecería  de  los  derechos  políticos  y  civiles  en  sus 
más  importantes  manifestaciones,  aunque  en  ningún  país  po- 
drían negársele  los  naturales,  que  por  su  universalidad  son 
inalienables  é  imprescriptibles  pues  radican  en  la  humana 
personalidad;  finalmente,  un  individuo  sin  patria,  sería  un 
elemento  perturbador  de  la  vida  internacional. 

Agrégase,  sin  embargo,  en  esta  materia,  un  nuevo  princi- 
pio: "que  la  nacionalidad  es  única;"  pretendiéndose  desli- 
garnos así  de  los  prejuicios  que  nos  legaran  antiguas  legis- 
laciones. En  efecto,  en  Roma  era  legal  la  doble  ciudadanía, 
que  en  la  Edad  Media  fué  necesario  conceder  también,  co- 
mo se  observa  en  la  múltiple  nacionalidad  de  los  nobles  y  la 
de  los  caballeros  andantes,  que  por  doquiera  iban  desfacieido 
agravios  y  enderezando  entuertos.  El  ilustre  Savigny,  en  con- 
firmación de  lo  que  acabo  de  exponer,  expresa  que  con  fre- 
cuencia una  persona  podía  tener  al  mismo  tiempo  el  de- 
recho de  ciudadanía  en  varias  ciudades  del  Imperio  romano, 
y  por  consiguiente,  ejercitar  los  derechos  y  soportar  las  car- 
gas inherentes  al  título  expresado,  en  cada  una  de  ellas.  Así, 
al  derecho  de  ciudad  conferido  por  el  nacimiento,  podía  aña- 
dirse más  tarde  otro,  resultante  de  la  adopción  ó  delaadmi- 


sión.  De  igual  manera  un  esclavo  emancipado,  podía  adqui« 
rir  por  la  manumisión  varios  derechos  de  ciudad;  y  añade, 
esto  parece  contradicho  por  Cicerón,  Pro.  Balbo,  cap.  II. 
Duarum  civitatum  cives  esse  nostrojure  cimle  nema  potest;  pe- 
ro aquí  se  habla  de  ciudades  que  no  estaban  comprendidas 
en  el  Estado  romano,  puesto  que  ten!an  el  carácter  de  Esta- 
dos independientes. 

También  en  nuestra  época,  en  algunas  naciones,  por  excep- 
ción, fieles  al  principio  de  la  perpetual  aUegiance^  se  adúiite 
la  doble  nacionalidad,  es  decir,  que  el  naturalizado  en  otro 
pais  no  pierde  su  nacionalidad  de  origen;  por  el  contrario, 
otros  Estados  establecen  en  sus  legislaciones,  que  solamente 
puede  concederse  la  nacionalidad  al  extranjero,  cuando  éste 
ha  perdido  la  propia  ú  obtenido  autorización  de  su  gobierno 
para  cambiarla;  como  ejemplo  podemos  citar  á  Italia,  Espa- 
ña, Suiza,  Bélgica,  Suecia,  Inglaterra,  Alemania  y  Holanda, 
y  aun  parece  que  la  ciencia  se  inclina  igualmente  á  consagrar 
este  último  sistema.  En  México,  conforme  á  los  artículos  13 
y  14  de  la  ley  de  extranjería,  no  ha  llegado  á  adoptarse  la 
regla  expresada. 

Siguiendo  la  presente  exposición,  preciso  es  referirnos  en 
este  estudio  á  los  principios  que  se  han  disputado  en  el  espa- 
cio, la  supremacía  en  materia  de  nacionalidad,  es  decir,  al 
jus  sanguinis  y  al  jus  soüj  aunque  en  la  combinación  de  am- 
bos, ha  resultado  un  sistema  mixto,  del  que  también  nos  ocu- 
paremos. 

No  puede  afirmarse  con  verdad,  que  el  jus  sanguinis  haya 
preponderado  en  la  antigüedad,  como  principio  exclusivo,  se- 
gún lo  expresan  reputados  expositores  del  derecho;  porque 
conforme  á  la  autorizada  opinión  de  Gastellani,  en  su  notable 
Tratado  de  Derecho  internacional  privado  y  sus  recientes  pro- 
gresos, en  la  sociedad  homérica,  como  en  todas  las  primiti- 
vas, en  que  los  vínculos  nacionales  no  se  concebían  con  cla- 
ridad, el  extranjero  sin  patria  era  recibido  fácilmente  én  la 
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sociedad  doméstica  á  la  que  muy  pronto  se  asimilaba;  y  este 
mismo  fenómeno  se  ha  reproducido  en  nuestra  época  en  pue- 
blos nacientes,  como  los  de  América,  de  escasa  población,  en 
cuyos  países  acogen  y  facilitan  al  extranjero  su  naturaliza- 
ción. Entre  los  griegos  en  la  edad  homérica,  según  antes  he 
expresado,  no  solamente  admitían  al  extranjero,  sino  lo  adop- 
taban. 

Bajo  este  mismo  orden  de  ideas.  Sales  y  Ferré  expresa,  que 
la  ciudad  primitiva  constaba  no  de  individuos,  sino  de  cor- 
poraciones. Su  elemento,  ó  empleando  el  lenguaje  de  los  fisió- 
logos, su  célula,  era  la  geris^  compuesta  á  su  vez  de  familias. 
En  rigor,  nadie  que  no  fuese  individuo  de  Mñagens^  podía  per- 
tenecer 4  una  ciudad,  pero  esta  regla  no  se  observaba.  Así^ 
como  se  ha  visto  en  la  familia,  que  debajo  de  los  padres  y 
los  hijos  estaban  los  sirvientes;  que  en  la  gens^  debajo  de  las 
familias  que  se  ufanaban  con  descender  del  fundador,  se  ha- 
llaban los  clientes,  que  no  podían  alegar  semejante  prosapia; 
que  en  la  tribu  había  una  clase  mercenaria  formada  de  ex- 
gentiles y  de  prófugos,  de  la  propia  manera  la  ciudad  contu- 
vo desde  su  fundación,  fuera  de  las  tribus,  fratrías  y  gentes 
que  la  componían,  una  población  extraña,  advenediza,  no  cla- 
sificada, que  en  Atenas  llevó  el  nombre  de  these  y  en  Roma 
BXáepUhe.  De  estas  dos  corrientes  de  inmigración,  interna 
la  una  y  la  otra  externa,  se  formó,  asi  en  Roma  como  en  las 
demás  ciudades,  una  población  de  expulsos  y  de  prófugos, 
que  no  gozaban  de  derecho  alguno  ni  político  ni  civil,  peroá 
quienes  se  consideraba  como  ciudadanos,  aunque  no  pertene- 
cían á  ninguna  de  las  corporaciones  que  formaban  el  nuevo 
Ifcstado. 

Sin  embargo,  organizadas  las  sociedades  y  fijados  los  lími- 
tes de  cada  agrupación,  bajo  el  nombre  de  ciudad,  que  aperci- 
bida en  este  incipiente  período  social,  bien  fuera  para  la  de- 
fensa ó  para  la  conquista,  entonces  fué  cuando  se  indicó  el 
jus  sanguinis,  con  un  carácter  privilegiado,  que  afectaba  la 
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vida  civil  interna,  lo  cual  vino  á  determinar  la  ruptura  de 
la  anterior  unidad  social,  porque  en  las  categorías  estableci- 
das, el  extranjero  estaba  considerado  en  la  última  y  más  pre- 
caria clasificación;  por  consiguiente,  se  le  negaba  aquel  dere- 
cho, que  solamente  se  acordaba  á  la  estirpe  de  los  fundadores 
de  la  patria;  pero  es  un  hecho  reconocido,  que  aquel  princi- 
pio por  su  universalidad,  se  funda  en  la  naturaleza  humana, 
j  es  proclamado  hoy  en  las  naciones  más  cultas  de  la  moder- 
na edad. 

Continuando  la  anterior  exposición  histórica,  no  puede  ol- 
vidarse que  en  Atenas  y  en  Roma  fué  conocido  el  jtis  san- 
guinisj  si  se  tiene  en  cuenta  que  entre  los  romanos  el  Estado 
era  considerado  como  una  reunión  de  familias,  preponderan- 
do después  en  el  Imperio,  la  universalidad  de  la  soberanía 
única  y  la  universalidad  también  de  la  ciudadanía  concedida 
en  la  célebre  Constitución  de  Caracalla,  instituciones  ambas 
que  perecieron  al  emHate  de  los  bárbaros  vencedores,  quienes 
no  radicando  en  el  suelo  en  sus  primeras  invasiones,  desco- 
nocían tanto  el  jus  sanguinis  como  el  jvs  soli;  siendo  la  afilia- 
ción en  la  tribu  la  que  determinaba  en  ella  la  condición  del 
nacional. 

En  la  Edad  Media,  es  decir,  en  la  época  feudal,  en  que  el 
hombre  era  una  dependencia  del  suelo  y  de  la  soberanía  te- 
rritorial, el  lugar  del  nacimiento  fijó  entonces  la  nacionali- 
dad, apareciendo  el  jtis  sol%  que  por  espacio  de  tantos  siglos 
ha  regido  las  relaciones  internacionales;  aunque  este  princi- 
pio se  combinó  formando  un  tercer  sistema,  por  medio  del 
cual  se  concedía  á  los  hijos  la  nacionalidad  del  padre,  regla 
que  fué  consignada  en  el  derecho  intermediario,  después  de 
la  Revolución  francesa,  surgiendo  de  aquel,  el  jm  mngui- 
nisj  que  pasó  al  Código  de  Napoleón,  según  se  observa  en  los 
artículos  9  y  10,  cuyos  preceptos  han  sufrido  una  verdadera 
evolución  en  las  leyes  de  1849,  1851,  1874,  hasta  las  últimas 
de  1889  y  1893,  que  incorporadas  en  el  Código  civil  actual. 
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han  modificado  este  Ordenamiento,  desde  el  art.  7  al  21,  con 
excepción  del  14, 15  y  16,  cuyas  disposiciones  legales,  es  de- 
cir, las  modificadas,  tratan  de  la  nacionalidad  de  origen  y  de 
la  adquisición  y  pérdida  de  la  calidad  de  francés. 

Hemos  llegado  al  fin  á  nuestra  época,  esto  es,  á  la  legisla- 
ción del  siglo  XIX,  vigente  en  los  albores  del  actual,  y  en 
coisecuencia,  en  lugar  oportuno  indicaremos  qué  países  adop- 
tan el  jm  sanguinisj  cuáles  el  jus  solij  y  finalmente,  aquellos 
en  que  se  combinan  ambos  principios.  En  el  capitulo  siguien- 
te continuaremos  el  presente  estudio,  concluyendo  con  él  la 
evolución  que  dichos  sistemas  han  venido  determinando  en 
esta  materia  de  la  nacionalidad,  hasta  el  momento  actual. 


•CAPITULO  XIX. 
De  la  nacionalidad  en  el  siglo  XIX,  hasta  el  actual. 

(Continúa.) 

SUMARIO. — Objeciones  que  Be  hacen  eAjus  sanguinis, — Se  contestan  sa- 
tisfactoriamente.— Bl  ju8  soli  debe  considerarse  como  un  principio 
anti-jnrídico. — Se  funda  en  la  arbitrariedad  y  en  la  conveniencia  de 
la^  soberanía  territorial.— XJn  tercer  sistema,  es  el  aceptado  por  la 
ciencia  y  por  la  mayor  parte  de  las  legislaciones. — En  él  se  con^bi- 
nan  los  dos  principios  antagónicos,  dando  á  estas  cuestiones  la  debi- 
da solución. — Bl  sistema  mixto  expresado,  se  funda  en  la  libertad  de 
opción. — ^Las  naciones,  en  esta  materia,  se  dividen  ^n  cuatro  grupos, 
por  las  diferencias  de  sus  legislaciones. — Enumeración  de  los  Esta- 
dos  que  pertenecen  á  cada  grupo. — Conflictos  á  que  dan  lugar  dichas 
antinomias  en  las  legislaciones  indicadas. — Como  ejemplo  se  cita  el 
caso  en  que  alguna  persona  pueda  tener  dos  nacionalidades. — ^Difi- 
cultades que  determinan  esta  situación  en  lo  que  se  refiere  al  estado 
y  á  la  capacidad  jurídica  del  infante. — Dichos  conflictos  pueden  ate- 
nuarse bajo  la  acción  de  la  reciprocidad  internacional. — De  esta  ma- 
nera, cada  Estado  reoonocería  la  legitimidad  de  las  leyes  análogas  á 
las  propias. — ^Los  tratados  son  también  un  medio  de  prevenir  estas 
gravísimas  dificultades  en  materia  de  nacionalidad.— Sin  embargo, 
aquellos  conflictos  permanecen  en  pie. 

La  libertad  aplicada  á  la  adquisición  de  la  nacionalidad, 
es  el  principio  fundamental  de  la  teoría  en  dicha  cuestión,  y 
bajo  este  punto  de  vista,  es  indudable  que  el  sistema  del  jus 
sanguinis  ha  obtenido  la  supremacía  en  nuestra  época  con  el 
adelanto  de  la  civilización;  aunque  pudiera  decirse,  que  la 
naturaleza  y  la  ley  positiva,  niegan  al  menor  el  derecho  de 
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optar  en  semejante  materia;  sin  embargo,  su  personalidad 
jurídica  está  integrada  con  la  de  su  padre,  que  completa  las 
deficiencias  antes  indicadas.  Por  otra  parte,  nada  se  encuen- 
tra de  anómalo  en  esta  situación,  puesto  que,  racionalmente 
se  presume,  que  el  menor  aceptaría  por  los  vínculos  natura- 
les que  le  unen  con  su  progenitor  y  por  inevitables  atavismos, 
su  nacionalidad. 

En  cambio,  el  jtts  soli^  en  el  que  prepondera  la  arbitrarie- 
dad, porque  hace  contra  su  voluntad  nacionales  á  los  extran- 
jeros, dominando  en  este  sistema  la  conveniencia  de  la  sobe- 
ranía, no  puede  sostenerse  en  nuestra  época,  porque  los  ade- 
lantos de  la  ciencia  le  condenan  y  también  los  avances  de 
nuestra  actual  civilización;  y  cuando,  por  otra  parte,  ni  en  la 
Edad  Media  se  concedía  al  sistema  indicado  los  avances  que 
después  alcanzó,  porque  si  bien  es  cierto  que  en  aquella  edad 
se  declaraba  regnícola  al  que  nacía  en  determinado  territorio, 
de  padres  extranjeros,  sin  embargo,  no  quedaba  sometido  á 
la  soberanía,  sino  después  de  transcurrido  el  tiempo  que  se  le 
concedía  para  6ptar,  prestando  ó  no  voluntario  vasalli^e  al  Se- 
ñor. De  estas  consideraciones  no  debe  deducirse,  si  se  entra  en 
el  presente  estudio  con  el  necesario  espíritu  de  observación, 
que  la  consanguinidad  deba  prevalecer,  por  considerarse  anti- 
jurídico el  jus  solij  porque  en  la  combinación  de  ambos  siste- 
mas se  halla  la  debida  solución;  así  perderá  el  jtts  soU  el 
carácter  de  imposición  que  asume  en  algunos  Estados,  y  se 
confundirá  con  el  jus  sanguinis  en  la  suprema  síntesis  de  la 
libertad. 

Bajo  la  impresión  de  estas  ideas,  observo  un  tercer  siste- 
ma que  combina  los  dos,  que  por  lo  general  se  han  conside- 
rado antagónicos,  y  que,  como  acabo  de  expresar,  viene  á  ate- 
nuar sus  oposiciones.  En  este  sistema  mixto,  aparece  el  fun- 
damento de  la  teoría  científica  en  materia  de  nacionalidad, 
la  libertad  de  opción:  en  efecto,  el  hijo  del  extranjero  tendrá 
igual  carácter  durante  su  menor  edad,  pero  á  medida  que 
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ésta  avance,  hasta  llegar  al  pleno  goce  de  sus  derechos,  pare- 
ce que  el  jus  soli  comienza  á  indicarse,  y  por  lo  general  se 
enseñorea  de  la  voluntad,  porque  la  sociedad  en  que  el  me- 
nor ha  vivido,  puede  llegar  á  influir  en  él  de  una  manera 
decisiva,  puesto  que  se  ha  formado  bajo  la  acción  social  siem- 
pre persistente  que  impera  en  el  lugar  de  su  nacimiento,  y 
de  tal  manera  se  arraigan  estos  sentimientos  en  su  ser,  que 
á  veces  amenguan  y  hacen  desaparecer  los  de  la  patria  de 
consanguinidad.  Semejante  situación  es  inevitable,  procede 
de  la  naturaleza  del  hombre,  por  cuyo  motivo  sirve  ella  de 
fundamento  á  la  generalidad  de  las  legislaciones  de  la  época 
actual,  las  que  acuerdan  una  nacionalidad  interina  á  los  hijos 
de  los  extranjeros,  respetando  en  su  menor  edad,  el  principio 
consignado  en  éljtis  sanguinis^  aunque  les  dejan  el  derecho  de 
opción  al  llegar  á  la  mayor  edad,  en  cuya  época  pueden  ad- 
quirir la  nacionalidad  del  lugar  de  su  nacimiento;  de  este 
modo  se  combinan  de  la  manera  más  racional  y  conveniente 
los  dos  sistemas  antagónicos. 

Creo  oportuno,  para  terminar  esta  brevísima  exposición, 
fijar  las  diferencias  que  en  esta  materia,  acercan  ó  separan  ac- 
tualmente á  los  diversos  países,  á  cuyo  efecto  pueden  divi* 
dirse  en  cuatro  grupos,  en  los  cuales  se  observa  una  fisono- 
mía determinada,  que  da  un  carácter  especial  á  las  legislacio- 
nes, según  sea  el  grupo  á  que  cada  una  pertenezca. 

El  jus  sanguinis^  en  los  términos  del  Código  civil  francés» 
reformado,  adoptado  por  la  ciencia,  y  también  por  las  nacio- 
nes más  cultas,  forma  el  primer  grupo  con  Francia,  es  decir: 

Bélgica,  que  había  seguido  en  esta  materia  el  Código  de 
Napoleón  de  1804,  pero  últimamente  la  ley  de  16  de  Julio 
de  1889  sobre  naturalización,  adoptó  las  reformas  de  la  ley 
francesa  con  ligeras  modificaciones  que  no  son  substanciales. 

Los  Países  Bajos,  conforme  al  art.  6,  frac.  2^  de  su  actual 
Código  civil. 

El  Gran  Ducado  de  Luxemburgo,  que  siguió  el  Código  de 
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iRapoleón,  aunque  completó  esta  materia  en  su  ley  de  28  de 
Junio  de  1878,  que  á  mi  modo  de  ver  es  más  precisa  que  la 
ley  actual  francesa  de  1889. 

Italia,  conforme  á  los  artículos  4,  6,  7  y  8  del  Código  civil 
de  1867,  existiendo,  por  lo  tanto,  notable  analogía  entre  es- 
tos preceptos  y  los  que  fundan  el  sistema  francés. 

España,  según  se  observa  en  los  arts.  17  y  19  de  su  Códi- 
go civil. 

El  Principado  de  Monaco:  art.  8  del  Código  civil  de  1880. 

Rusia,  art.  12  del  Ukase  de  6  de  Marzo  de  1864. 

Grecia,  arts.  14,  17  y  19  de  su  Código  civil. 

Bulgaria,  según  la  Constitución  de  dicho  país,  de  15  de 
Abril  de  1879,  art.  64. 

Costa  Rica,  conforme  á  la  ley  de  20  de  Diciembre  de  1886, 
y  finalmente, 

México:  la  fracción  P  del  art.  30  de  nuestra  Constitución 
política  declara  que  *^son  mexicanos  todos  los  nacidos  dentro 
ó  fuera  del  territorio  nacional,  de  padres  mexicanos;"  y  aun- 
que este  es  el  precepto  general,  la  ley  de  28  de  Mayo  de  1886, 
sobre  extranjería  y  naturalización,  expedida  por  el  Sr.  Grene- 
ral  Porfirio  Díaz,  Presidente  de  la  República,  organiza  el 
principio  indicado,  estableciendo  las  excepciones,  que  se  im- 
ponen como  necesarias  en  tan  delicada  materia,  y  de  las  cua- 
les nos  ocuparemos  al  estudiar  dicha  ley  en  los  capítulos  si- 
guientes. 

El  segundo  grupo,  en  el  que  se  advierte  determinada  dife- 
rencia comparado  su  sistema  con  el  de  Francia,  al  cual  aca- 
bamos de  referimos,  es  Alemania,  quien  parece  colocada  en 
primer  lugar,  pues  conforme  á  los  arts.  1,  2,  3  y  4de  su  Ley 
federal  de  1^  de  Junio  de  1870,  sobre  extranjería,  no  se  tiene 
en  cuenta  en  aquella  legislación  sino  del  lazo  de  filiación  pa- 
ra determinar  la  nacionalidad  de  origen. 

El  Austria  y  la  Hungría,  la  primera  conforme  á  los  arts. 
28  y  lOS^de  su  Código  civil,  y  Hungría,  según  sus  leyes 


211 

de  20  y  24  de  Diciembre  de  1879,  en  sus  artículos  2  y  si- 
guientes. 

Suecia,  Código  civil,  tratado  de  sucesiones,  cap.  XY,  art.  7, 
y  finalmente,  la 

Rumania,  según  el  art.  43  de  la  Constitución  federal,  de  29 
de  Mayo  de  1874. 

En  oposición,  hay  un  tercer  grupo  en  que  prevalece  el  prin- 
cipio que  fija  la  nacionalidad  de  origen  por  el  lugar  del  na- 
cimiento, salvo  el  caso  en  que  el  infante  pueda,  al  llegar  á  la 
mayor  edad,  repudiar  esta  nacionalidad  y  adoptar  la  de  sus 
padres:  dicho  sistema  está  en  vigor  en  algunas  Repúblicas 
de  la  América  del  Sur. 

El  último  grupo  de  los  cuatro  antes  indicados,  lo  forman 
las  naciones  que  aplican  acumulativamente  los  dos  princi- 
pios, declarando  nacionales  á  aquellos  que  nacen  de  nacio- 
nales aun  en  el  extranjero,  y  también  á  los  que  nacen  de  ex- 
tranjeros sobre  su  territorio.  Entre  estas  naciones  se  halla 
Inglaterra,  aunque  el  sistema  haya  sido  atenuado  conforme 
á  la  ley  de  12  de  Mayo  de  1870,  tendiendo  á  aproximarse  al 
grupo  que  sigue  á  Francia. 

En  el  mismo  grupo  en  que  forma  Inglaterra,  puede  con- 
tarse á  Dinamarca,  Portugal  y  algunos  Estados  de  la  Amé- 
rica del  Norte;  y  en  la  del  Sur,  el  Brasil  y  Colombia. 

Con  la  sola  enunciación  de  los  sistemas  adoptados  por  ca- 
da una  de  las  naciones,  según  que  pertenezcan  á  determina- 
do grupo  de  los  cuatro  enumerados,  se  comprenderán  los 
gravísimos  conflictos  que  se  presentan  con  motivo  de  estas 
antinomias  en  las  legislaciones;  á  mi  propósito  bastará  citar, 
entre  otros,  un  ejemplo,  que  pondrá  de  relieve  aquellos  con- 
flictos. Existen  países  que  declaran  nacionales  á  los  que  han 
nacido  en  el  extranjero  de  sus  mismos  nacionales;  pero  en 
cambio  en  el  país  del  nacimiento,  la  ley  naturaliza  al  hijo, 
aunque  sea  de  padres  extranjeros;  en  consecuencia,  es  indu- 
dable que  el  infante  tiene  entonces  dos  nacionalidades,  lo  cual 
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determina  dificultades  de  suma  trascendencia  en  lo  que  sé 
refiere  al  estado  y  capacidad  jurídica  del  infante^  que  se  agra- 
van todavía  más  en  el  caso  del  servicio  militar,  cuando  pu- 
dieran estar  en  guerra  las  dos  naciones  que  se  disputan  la 
nacionalidad  del  mismo. 

Estos  conflictos  varían  y  se  suceden  de  tal  manera,  que  se- 
ría por  demás  enumerarlos,  puesto  que  el  estudio  de  los  cua- 
tro sistemas  antes  indicados  bastará  para  conocer  su  magni- 
tud; sin  embargo,  yo  creo  que  los  males  indicados,  pudiera  ate- 
nuarlos prácticamente  la  acción  de  la  reciprocidad  internacio- 
nal, que  es  una  ley  eminentemente  civilizadora,  porque  asi 
cada  Estado  reconocería  la  legitimidad  de  las  leyes  análogas 
á  las  propias.  Por  otra  parte,  podría  llegarse  también  á  este 
acuerdo,  fijando  la  filiación  como  principio  déla  nacionalidad 
de  origen;  pero  combinándolo  con  el  hecho  del  nacimiento  en 
el  territorio;  estableciéndose  esta  regla  general,  bajo  la  acción 
de  la  reciprocidad  internacional;  aunque  observo  que  estas 
teorías  consagradas  por  la  ciencia,  no  han  llegado  aún  al  te- 
rreno de  los  hechos;  por  consiguiente,  aquellos  conflictos  per- 
manecen en  pie,  salvo  el  caso  de  las  convenciones  de  Estado 
á  Estado,  que  son  por  hoy  el  único  medio  de  prevenirlos. 

Con  lo  expuesto  en  éste  y  en  los  anteriores  capítulos,  pa- 
réceme  haber  dicho  lo  necesario  en  esta  materia  de  la  nacio- 
nalidad, siendo  oportuno  ocuparme  de  nuestras  leyes  de  ex- 
tranjería insertando  desde  luego  su  texto. 


CAPITULO  XX, 


FlreceptoB  constitucionales  sobre  nacionalidad.— Ley  de  Ex- 
tranjería de  28  de  Mayo  de  1886,  expedida  por  el  Sr.  General 
Porfirio  Diaz,  Presidente  de  los  Estados  unidos  Mexicanos. 
—Esta  ley  reglamenta  los  preceptos  constitucionales,  reía* 
tivos  á  nacionalidad  y  extrai\jerÜEt. 

CONSTITUCIÓN  POLÍTICA. 

DE  LOS  MEXICANOS. 

Art.  30.  Son  mexicanos: 

I.  Todos  los  nacidos  dentro  ó  fuera  del  territorio  de  la  Re- 
pública, de  padres  mexicanos. 

II.  Los  extranjeros  que  se  naturalicen  conforme  á  las  le- 
yes de  la  Federación. 

III.  Los  extranjeros  que  adquieran  bienes  raices  en  la  Re- 
pública ó  tengan  hijos  mexicanos,  siempre  que  no  manifiesten 
la  resolución  de  conservar  su  nacionalidad. 

Art.  31.  Es  obligación  de  todo  mexicano: 

I.  Defender  la  independencia,  el  territorio,  el  honor,  los 
derechos  é  intereses  de  su  patria. 

II.  Contribuir  para  los  gastos  públicos,  asi  de  la  Federa- 
ción como  del  Estado  y  municipio  en  que  resida,  de  la  ma- 
npr^  proporcional  y  eouit^tiva  oue  dispongan  las  leyes. 
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Art.  32.  Los  mexicanos  serán  preferidos  á  los  extranjeros, 
en  igualdad  de  circunstancias,  para  todos  los  empleos,  cargos 
ó  comisiones  de  nombramiento  de  las  autoridades,  en  que  no 
sea  indispensable  la  calidad  de  ciudadano.  Se  expedirán  le- 
yes para  mejorar  la  condición  de  los  mexicanos  laboriosos, 
premiando  á  los  que  se  distingan  en  cualquier  ciencia  ó  arte, 
estimulando  al  trabajo  ó  fundando  colegios  y  escuelas  prác- 
ticas de  artes  y  oficios. 

DE  LOS  EXTRANJEEOS. 

Art.  33.  Son  extranjeros  los  que  no  posean  las  calidades 
determinadas  en  el  articulo  30.  Tienen  derecho  á  las  garan- 
tías otorgadas  en  la  sección  1^,  título  1^  de  la  presente  Cons- 
titución,* salva  en  todo  caso  la  facultad  que  el  Gobierno  tiene 
para  expeler  al  extranjero  pernicioso.  Tienen  obligación  de 
contribuir  para  los  gastos  públicos,  de  la  manera  que  dispon- 
gan las  leyes,  y  de  obedecer  y  respetar  las  instituciones,  le- 
yes y  autoridades  del  país,  sujetándose  á  los  fallos  y  senten- 
cias de  los  tribunales,  sin  poder  intentar  otros  recursos  que 
los  que  las  leyes  conceden  á  los  mexicanos. 

DE  LOS  CIUDADANOS    MEXICANOS. 

Art.  37.  La  calidad  de  ciudadano  se  pierde: 

I.  Por  naturalización  en  país  extranjero. 

II.  Por  servir  oficialmente  al  Gobierno  de  otro  país,  6  ad- 
mitir de  él  condecoraciones,  títulos  ó  funciones,  sin  previa 
licencia  del  Congreso  federal.  Exceptúanse  los  títulos  litera- 
rios, científicos  y  humanitarios,  que  pueden  aceptarse  libre- 
mente. 


1  Artículos  del  1?  al  28. 
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LEY  DE  extranjería  Y  NATURALIZACIÓN. 

Secretaria  de  Estado  y  del  Despacho  de  Relaciones  Exte- 
riores.—Departamento  de  Cancillería. — México,  28  de  Mayo 
de  1886. — El  Presidente  de  la  República  se  ha  servido  diri- 
girme el  decreto  siguiente: 

''POBFIBIO  DÍAZ,  Presidente  de  los  Estados  Unidos  Mexi- 
canos, á  sus  habitantes,  sabed: 

"Que  el  Congreso  de  la  Unión  ha  decretado  lo  siguiente: 
"El  Congreso  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  decreta  la 
siguiente 

Ley  sobre  extranjería  y  naturalizacián. 


CAPITULO  PRIMERO. 
Be  los  mexicanas  y  de  los  extranjeros. 

Art*.  1^  Son  mexicanos: 

I.  Los  nacidos  en  el  territorio  nacional  de  padre  mexicano 
por  nacimiento  ó  por  naturalización. 

II.  Los  nacidos  en  el  mismo  territorio  nacional  de  madre 
mexicana  y  de  padre  que  no  sea  legalmente  conocido  según 
las  leyes  de  la  República.  En  igual  caso  se  considerarán  los 
que  nacen  de  padres  ignorados  ó  de  nacionalidad  descono- 
cida. 

III.  Los  nacidos  fuera  de  la  República  de  padre  mexicano 
que  no  haya  perdido  su  nacionalidad.  Si  esto  hubiere  suce- 
dido, los  hijos  se  reputarán  extranjeros;  pudiendo,  sin  em- 
bargo, optar  por  la  calidad  de  mexicanos  dentro  del  año  si- 
guiente al  día  en  que  hubieren  cumplido  veinte  años,  siem- 
pre que  hagan  la  declaración  respectiva  ante  los  agentes  di- 
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plomáticos  ó  consulares  de  la  República,  si  residiesen  fuera 
de  ella,  ó  ante  la  Secretaria  de  Relaciones  si  residiesen  en  el 
territorio  nacional. 

Si  los  hijos  de  que  trata  la  fracción  presente  residieren  en 
el  territorio  nacional,  y  al  llegar  á  la  mayor  edad  hubieren 
aceptado  algún  empleo  público  ó  servido  en  el  ejército,  ma- 
rina ó  guardia  nacional,  se  les  considerará  por  tales  actos  co- 
mo mexicanos,  sin  necesidad  de  más  formalidades. 

lY.  Los  nacidos  fuera  de  la  República,  de  madre  mexica- 
na, si  el  padre  fuere  desconocido  y  ella  no  hubiese  perdido  su 
nacionalidad  según  las  disposiciones  de  esta  ley.  Si  la  madre 
se  hubiere  naturalizado  en  país  extranjero,  sus  hijos  serán 
extranjeros;  pero  tendrán  el  derecho  de  optar  por  la  calidad 
de  mexicanos,  ejercido  en  los  mismos  términos  y  condiciones 
que  determina  la  fracción  anterior. 

y.  Los  mexicanos,  que  habiendo  perdido  su  carácter  na- 
cional conforme  á  los  prevenciones  de  esta  ley,  lo  recobren 
cumpliendo  los  requisitos  que  ella  establece,  según  los  diver- 
sos casos  de  que  se' trate. 

VI.  La  mujer  extranjera  que  contraiga  matrimonio  con 
mexicano;  conservando  la  nacionalidad  mexicana  aun  duran- 
te su  viudez. 

yil«  Los  nacidos  fuera  de  la  República,  pero  que,  estable- 
cidos en  ella  en  1821,  juraron  el  acta  de  independencia,  han 
continuado  su  residencia  en  el  territorio  nacional  y  no  han 
cambiado  de  nacionalidad, 

YIII.  Los  mexicanos  que,  establecidos  en  los  territorios 
cedidos  á  los  Estados  Unidos,  por  los  tratados  de  2  de  Febre- 
ro de  1848  y  30  de  Noviembre  de  1853,  llenaron  las  condi- 
ciones exigidas  por  esos  tratados  para  conservar  su  naciona- 
lidad mexicana.  Con  igual  carácter  se  considerará  á  los  me- 
xicanos que  continúen  residiendo  en  territorios  que  pertenez- 
can á  Guatemala,  y  á  los  ciudadanos  de  esta  República  que 
queden  ei^  los  oue  corresponden  á  México,  seg4^  el  tr^tadq 
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de  27  de  Septiembre  de  1882,  siempre  que  esos  ciudadanos 
cumplan  con  las  preyenciones  estipuladas  en  el  artículo  5^ 
del  mismo  tratado. 

IX.  Los  extranjeros  que  se  naturalicen  conforme  á  la  pre- 
sente ley. 

X.  Los  extranjeros  que  adquieran  bienes  raices  en  la  Re- 
pública siempre  que  no  manifiesten  la  resolución  de  conser- 
var su  nacionalidad.  En  el  acto  de  verificarse  la  adquisición, 
el  extranjero  manifestará  al  notario  ó  juez  receptor  respecti- 
vo, si  desea  ó  no  obtener  la  nacionalidad  mexicana  que  le 
otorga  la  fracción  III  del  artículo  30  de  la  Constitución,  ha- 
ciéndose constar  en  la  escritura  la  resolución  del  extranjero 
sobre  este  punto. 

Si  elige  la  nacionalidad  mexicana,  ú  omite  hacer  alguna 
manifestación  sobre  el  particular,  podrá  ocurrir  á  la  Secreta- 
ria de  Relaciones  dentro  de  un  año,  para  llenar  los  requisitos 
que  expresa  el  artículo  19  y  ser  tenido  como  mexicano. 

XI.  Los  extranjeros  que  tengan  hijos  nacidos  en  México, 
siempre  que  no  pretendan  conservar  su  carácter  de  extranje- 
ros. En  el  acto  de  hacer  la  inscripción  del  nacimiento,  el  pa- 
dre manifestará  ante  el  Juez  del  Registro  civil  su  voluntad 
respecto  de  este  punto,  lo  que  se  hará  constar  en  la  misma 
acta;  y  si  opta  por  la  nacionalidad  mexicana,  ú  omite  hacer 
alguna  manifestación  sobre  el  particular,  podrá  ocurrir  á  la 
Secretaría  de  Relaciones,  dentro  de  un  año,  para  llenar  los 
requisitos  que  expresa  el  articulo  19  y  ser  tenido  como  me- 
xicano. 

XII.  Los  extranjeros  que  sirvan  oficialmente  al  Grobierno 
Mexicano,  ó  que  acepten  de  él  títulos  ó  funciones  públicas, 
con  tal  que  dentro  de  un  año  de  haber  aceptado  los  títulos  ó 
funciones  públicas  que  se  les  hubieren  conferido,  ó  de  haber 
comenzado  á  servir  oficialmente  al  Gobierno  Mexicano,  ocu- 
rran á  la  Secretaría  de  Relaciones  para  llenar  los  requisitos 
que  expresa  el  articulo  19  y  ser  tenidos  como  mexicanos. 


Art.  2r  Son  extranjeros: 

I.  Los  nacidos  fuera  del  territorio  nacional,  que  sean  sub- 
ditos de  gobiernos  extranjeros  y  que  no  se  hayan  naturaliza- 
do en  México. 

II.  Los  hijos  de  padre  extranjero  6  de  madre  extranjera 
y  de  padre  desconocido,  nacidos  en  el  territorio  nacional,  has- 
ta llegar  á  la  edad  en  que  conforme  á  la  ley  de  la  nacionali- 
dad del  padre  ó  de  la  madre,  respectivamente,  fueren  mayo- 
res. Transcurrido  el  año  siguiente  á  esa  edad,  sin  que  ellos 
manifiesten  ante  la  autoridad  política  del  lugar  de  su  resi- 
dencia que  siguen  la  nacionalidad  de  sus  padres,  serán  con- 
siderados como  mexicanos. 

III.  Los  ausentes  de  la  República  sin  licencia  ni  comisión 
del  Gobierno,  ni  por  causa  de  estudios,  de  interés  público,  de 
establecimiento  de  comercio  ó  industria,  ó  de  ejercicio  de'  una 
profesión,  que  dejaren  pasar  diez  años  sin  pedir  permiso  pa- 
ra prorrogar  su  ausencia.  Este  permiso  no  excederá  de  cinco 
años  cada  vez  que  se  solicite;  necesitándose,  después  de  con- 
cedido el  primero,  justas  y  calificadas  causas  para  obtener 
cualquier  otro. 

IV.  Las  mexicanas  que  contrajeren  matrimonio  con  ex- 
tranjero, conservando  su  carácter  de  extranjeras  aun  duran- 
te su  viudez.  Disuelto  el  matrimonio,  la  mexicana  de  origen 
puede  recuperar  su  nacionalidad,  siempre  que,  además  de  es- 
tablecer su  residencia  en  la  República,  manifieste,  ante  el 
Juez  del  estado  civil  de  su  domicilio,  su  resolución  de  reco- 
brar esa  nacionalidad. 

La  mexicana  que  no  adquiera  por  el  matrimonio  la  nacio- 
nalidad de  su  marido,  según  las  leyes  del  país  de  éste,  con- 
servará la  suya. 

£1  cambio  de  nacionalidad  del  marido,  posterior  al  matri- 
monio, importa  el  cambio  de  la  misma  nacionalidad  en  la 
mujer  é  hijos  menores  sujetos  á  la  patria  potestad,  con  tal 
que  resida  en  el  país  de  la  naturalización  del  marido  ó  padre 
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respectivamente,  salva  la  excepción  establecida  en  el  inciso 
anterior  de  esta  fracción. 

y.  Los  mexicanos  que  se  naturalicen  en  otros  países. 

VI.  Los  que  sirvieren  oficialmente  á  gobiernos  extranjeros 
en  cualquier  empleo  político,  administrativo,  judicial,  militar 
ó  diplomático,  sin  licencia  del  Congreso. 

VII.  Los  que  acepten  condecoraciones,  títulos  6  funciones 
extranjeras  sin  previa  licencia  del  Congreso  federal,  excep- 
tuándose los  títulos  literarios,  científicos  y  humanitarios,  que 
pueden  aceptarse  libremente. 

Art.  3^  Para  el  efecto  de  determinar  el  lugar  del  nacimien- 
to, en  los  casos  de  los  artículos  anteriores,  se  declara  que  los 
buques  nacionales,  sin  distinción  alguna,  son  parte  del  terri- 
torio nacional,  y  que  los  que  nazcan  á  bordo  de  ellos  se  con- 
siderarán como  nacidos  dentro  de  la  República. 

Art.  4^  En  virtud  del  derecho  de  extraterritorialidad  de 
que  gozan  los  agentes  diplomáticos,  tampoco  se  podrán  repu- 
tar nunca  como  nacidos  fuera  del  país,  páralos  efectos  de  es- 
ta ley,  los  hijos  de  los  Ministros  y  empleados  de  las  Legacio^ 
nes  de  la  República. 

Art.  5^  La  nacionalidad  de  las  personas  ó  entidades  mora- 
les se  regula  por  la  ley  que  autoriza  su  formación:  en  conse- 
cuencia, todas  las  que  se  constituyan  conforme  á  las  leyes  de 
la  República,  serán  mexicanas,  siempre  que  además  tengan 
en  ella  su  domicilio  legal. 

Las  personas  morales  extranjeras  gozan  en  México  de  los 
derechos  que  les  conceden  las  leyes  del  país  de  su  domicilio, 
siempre  que  éstas  no  sean  contrarias  á  las  leyes  de  la  Na- 
ción. 

CAPITULO  SEGUNDO. 
De  la  expatriación. 
Art.  6^  La  República  Mexicana  reconoce  el  derecho  de  ex- 
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patriación  como  natural  é  inherente  á  todo  hombre,  y  cotno 
necesario  para  el  goce  de  la  libertad  individual:  en  conse- 
cuencia, asi  como  permite  á  sus  habitantes  ejercer  ese  dere- 
cho, pudiendo  ellos  salir  de  su  territorio  y  establecerse  en 
país  extranjero,  asi  también  protege  el  que  tienen  los  extran- 
jeros de  todas  nacionalidades  para  venir  á  radicarse  dentro 
de  su  jurisdicción.  La  República,  por  tanto,  recibe  á  los  sub- 
ditos ó  ciudadanos  de  otros  Estados  y  los  naturaliza  según 
las  prescripciones  de  esta  ley. 

Art.  7^  La  expatriación  y  la  naturalización  consiguiente 
obtenida  en  país  extranjero  no  eximen  al  criminal  de  la  ex- 
tradición, juicio  y  castigo,  á  que  está  sujeto,  según  los  trata- 
dos, las  prácticas  internacionales  y  las  leyes  del  país. 

Art.  8^  Los  ciudadanos  naturalizados  en .  México,  aunque 
se  encuentren  en  el  extranjero,  tienen  derecho  á  igual  protec- 
ción del  Gobierno  de  la  República,  que  los  mexicanos  por 
nacimiento,  ya  sea  que  se  trate  de  sus  personas  ó  de  sus  pro- 
piedades. Esto  no  impide  que,  si  regresan  á  su  pais  de  ori- 
gen, queden  sujetos  á  responsabilidades  en  que  hayan  incu- 
rrido, antes  de  su  naturalización,  conforme  á  las  leyes  de  ese 
país. 

Art.  9^  El  Gobierno  Mexicano  protegerá,  por  los  medios 
que  autoriza  el  derecho  internacional,  á.los  ciudadanos  mexi- 
canos en  el  extranjero.  El  Presidente,  según  lo  estime  con- 
veniente, usará  de  esos  medios,  siempre  que  no  constituyan 
actos  de  hostilidad;  pero  si  no  bastare  la  intervención  diplo- 
mática y  tales  medios  fuesen  insuficientes,  ó  si  los  agravios 
á  la  nacionalidad  mexicana  fuesen  tan  graves  que  demanda- 
ren medidas  más  severas,  el  Presidente  dará  luego  cuenta  al 
Congreso,  con  los  documentos  relativos,  para  los  efectos  cons- 
titucionales. 

Art.  10.  La  naturalización  de  un  extranjero  queda  sin  efec- 
to, por  su  residencia  en  el  país  de  su  origen  durante  dos  años, 
á  menos  que  sea  motivada  por  desempeño  de  una  comisión 
oficial  del  Gobierno  Mexicano  ó  con  permiso  de  éste. 
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CAPITULO  TERCERO. 
De  la  naturalización. 

Art.  11.  Puede  naturalizarse  en  la  República  todo  extran- 
jero que  cumpla  los  requisitos  establecidos  en  esta  ley. 

Art.  12.  Por  lo  menos  seis  meses  antes  de  solicitar  la  na- 
turalización, deberá  presentarse  por  escrito  al  Ayuntamien- 
to del  lugar  de  su  residencia,  manifestándole  el  designio  que 
tiene  de  ser  ciudadano  mexicano  y  de  renunciar  su  naciona- 
lidad extranjera.  El  Ayuntamiento  le  dará  copia  certificada 
de  esa  manifestación,  guardando  la  original  en  su  archivo. 

Art.  13.  Transcurridos  esos  seis  meses  y  cuando  el  extran- 
jero haya  cumplido  dos  años  de  residencia  en  la  República, 
podrá  pedir  al  Gobierno  federal  que  le  conceda  su  certificado 
de  naturalización.  Para  obtenerlo  deberá  antes  presentarse 
ante  el  Juez  de  Distrito  bajo  cuya  jurisdicción  se  encuentre, 
ofreciendo  probar  los  siguientes  hechos: 

I.  Que  según  la  ley  de  su  país  goza  de  la  plenitud  de  los 
derechos  civiles,  por  ser  mayor  de  edad. 

II.  Que  ha  residido  en  la  República,  por  lo  meno^  dos 
años,  observando  buena  conducta.    . 

III.  Que  tiene  giro,  industria,  profesión  ó  rentas  de  que 
vivir. 

Art.  14.  A  la  solicitud  que  presente  al  Juez  de  Distrito 
pidiendo  que  practique  esa  información,  agregará  la  copia 
certificada  expedida  por  el  Ayuntamiento,  de  que  habla  el 
art.  12;  acompañará  además  una  renuncia  expresa  de  toda 
sumisión,  obediencia  y  fidelidad  á  todo  gobierno  extranjero  y 
especialmente  á  aquel  de  quien  el  solicitante  haya  sido  sub- 
dito; á  toda  protección  extraña  á  las  leyes  y  autoridades  de 
México,  y  á  todo  derecho  que  los  tratados  ó  la  ley  internacio- 
nal concedan  á  los  extranjeros. 

Art.  15.  El  Juez  de  Distrito,  previa  la  ratificación  que  de 
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SU  solicitud  haga  el  interesado,  mandará  recibir,  con  audien- 
cia del  Promotor  fiscal,  información  de  testigos  sobre  los  pun- 
tos á  que  se  refiere  el  art.  13;  pudiendo  recabar,  si  lo  estima 
necesario,  el  informe  que  respecto  de  ellos  deberá  dar  el 
Ayuntamiento  y  de  que  habla  el  art.  12. 

El  Juez  admitirá  igualmente  las  demás  pruebas  que,  sobre 
los  puntos  indicados  en  el  art.  13,  presentare  el  interesado, 
y  pedirá  su  dictamen  al  Promotor  fiscal. 

Art.  16.  El  mismo  Juez,  en  el  caso  de  que  su  declaración 
sea  favorable  al  peticionario,  remitirá  el  expediente  original 
á  la  Secretaria  de  Relaciones  para  que  expida  el  certificado 
de  naturalización,  si  ajuicio  de  ella  no  hay  motivo  legal  que 
lo  impida.  Por  conducto  del  referido  Juez,  el  interesado  ele- 
vará una  solicitud  á  esa  Secretaria,  pidiéndole  el  certificado 
de  naturalización,  ratificando  su  renuncia  de  extranjería  y 
protestando  adhesión,  obediencia  y  sumisión  á  las  leyes  y  au- 
toridades de  la  República. 

Art.  17.  Los  extranjeros  que  sirvan  en  la  marina  nacional 
mercante  pueden  naturalizarse,  bastando  un  año  de  servicio 
á  bordo,  en  lugar  de  los  dos  que  requiere  el  art.  13.  Para 
practicar  las  diligencias  de  naturalización  será  competente  el 
Juez  de  Distrito  de  cualquiera  de  los  puertos  que  toque  el  bu- 
que, y  de  la  misma  manera  cualquiera  de  los  ayuntamientos 
de  ellos  podrá  recibir  la  manifestación  á  que  se  contrae  el 
art.  12. 

Art.  18.  Ko  están  comprendidos  en  las  disposiciones  de 
los  artículos  12,  13,  14,  15  y  16  los  extranjeros  que  se  natu- 
ralizan por  virtud  de  la  ley,  y  los  que  tienen  el  derecho  de 
optar  por  la  nacionalidad  mexicana:  en  consecuencia,  los  hi- 
jos de  mexicano  ó  mexicana  que  ha  perdido  su  ciudadanía,  á 
quienes  se  refieren  las  fracciones  III  y  lY  del  art.  P;  la  ex- 
tranjera que  se  case  con  mexicano,  de  que  habla  la  fracción 
VI  del  mismo  articulo;  los  hijos  de  padre  extranjero  ó  nía*» 
dre  e3(tranjera  y  padre  desconocidoi  nacidos  en  el  territorio 


nacional,  de  que  trata  la  fracción  II  del  art.  2^,  y  la  mexica- 
na viuda  de  extranjero,  de  que  habla  la  fracción  IV  de  ese 
mismo  articulo,  se  tendrán  como  naturalizados  para  todos  los 
efectos  legales,  con  sólo  cumplir  los  requisitos  establecidos  en 
estas  disposiciones  y  sin  necesidad  de  más  formalidades. 

Art.  19.  Los  extranjeros  que  se  encuentren  en  los  casos  de 
las  fracciones  X,  XI  y  XII  del  art.  1^,  podrán  ocurrir  á  la 
Secretaria  de  Relaciones  en  demanda  de  su  certificado  de  na- 
turalización, dentro  del  término  que  dichas  fracciones  expre- 
san. A  su  solicitud  acompañarán  el  documento  que  acredite 
que  han  adquirido  bienes  raices,  ó  tenido  hijos  en  México,  ó 
aceptado  algún  empleo  público,  según  los  casos.  Presentarán 
además  la  renuncia  y  protesta  que  para  la  naturalización  or- 
dinaria exigen  los  artículos  14  y  16. 

Art.  20.  La  ausencia  en  país  extranjero  con  permiso  del 
Gobierno  no  interrumpe  la  residencia  que  requiere  el  art.  13, 
siempre  que  no  exceda  de  seis  meses  durante  el  periodo  de 
dos  años. 

Art.  21.  No  se  concederán  certificados  de  naturalización  á 
los  subditos  ó  ciudadanos  de  nación  con  quien  la  República 
se  halle  en  estado  de  guerra. 

Art.  22.  Tampoco  se  darán  á  los  .reputados  y  declarados 
judicialmente  en  otros  países  piratas,  traficantes  de  esclavos, 
incendiarios,  monederos  falsos  ó  falsificadores  de  billetes  de 
banco  ó  de  otros  papeles  que  hagan  las  veces  de  moneda,  ni 
á  los  asesinos,  plagiarios  y  ladrones.  Es  nula  de  pleno  dere- 
cho la  naturalización  que  fraudulentamente  haya  obtenido  el 
extranjero  en  violación  de  la  ley. 

Art.  23.  Los  certificados  de  naturalización  se  expedirán 
gratuitamente,  sin  poder  cobrar  por  ellos  derecho  alguno  á 
titulo  de  costas,  registro,  sello,  ó  con  cualquier  nombre. 

Art.  24.  Siendo  personalisimo  el  acto  de  naturalización, 
sólo  con  poder  especial  y  bastante  para  ese  acto  y  que  con- 
tenga la  renuncia  y  protesta  <jue  debe  hfMJer  el  mismo  intere«< 
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sado  personalmente,  según  los  artículos  14  y  16,  podrá  ser 
éste  representado;  pero  en  ningún  caso  el  poder  suplirá  la 
falta  de  residencia  actual  del  extranjero  en  la  República. 

Art.  25.  La  calidad  de  nacional  ó  extranjero  es  intransmi- 
sible  á  terceras  personas:  en  consecuencia,  ni  el  nacional  pue- 
de gozar  de  los  derechos  de  extranjero,  ni  éste  de  las  prerro- 
gativas de  aquél  por  razón  de  una  y  otra  calidad. 

Art.  26.  El  cambio  de  nacionalidad  no  produce  efecto  re- 
troactivo. La  adquisición  y  rehabilitación  de  los  derechos  de 
mexicano  no  surten  sus  efectos,  sino  desde  el  día  siguiente  á 
aquel  en  que  se  han  cumplido  todas  las  condiciones  y  forma- 
lidades establecidas  en  esta  ley  para  obtener  la  naturaliza- 
ción. 

Art.  27.  Los  colonos  que  vengan  al  país,  en  virtud  de  con- 
tratos celebrados  por  el  Gobierno  y  cuyos  gastos  de  viaje  é 
instalación  sean  costeados  por  éste,  se  considerarán  como  me- 
xicanos. En  su  contrato  de  enganche  se  hará  constar  su  re- 
solución de  renunciar  su  primitiva  nacionalidad  y  de  adop- 
tar la  mexicana,  y,  al  establecerse  en  la  colonia,  extenderán 
ante  la  autoridad  competente  la  renuncia  y  protesta  que  exi- 
gen los  artículos  13  y  16;  ésta  se  remitirá  al  Ministerio  de 
Relaciones  para  que  expida  en  favor  del  interesado  el  certifi- 
cado de  naturalización. 

Art.  28  Los  colonos  que  lleguen  al  país  por  su  propia 
cuenta,  ó  por  la  de  compañías  ó  empresas  particulares  no 
subvencionadas  por  el  Gobierno,  asi  como  los  inmigrantes 
de  toda  clase,  pueden  naturalizarse,  en  su  caso,  según  las 
prescripciones  de  esta  ley.  Los  colonos  establecidos  hasta 
hoy  quedan  también  sujetos  á  ellas  en  todo  loquero  con- 
traríen los  derechos  que  han  adquirido,  según  sus  contratos. 

Art.  29.  El  extranjero  naturalizado  será  ciudadano  mexi- 
cano luego  que  reúna  las  condiciones  exigidas  por  el  art.  34 
de  la  Constitución,  quedando  equiparado  en  todos  sus  dere- 
chos y  obligaciones  con  los  mei^icanos;  pero  será  inhábil  para 


desempeñar  aquellos  cargos  ó  empleos  que,  conforme  á  las 
leyes,  exigen  la  nacionalidad  por  nacimiento,  á  no  ser  que 
hubiere  nacido  dentro  del  territorio  nacional  y  su  naturali- 
zación se  hubiere  efectuado  conforme  á  la  fracción  II  del 
art.  2^ 

CAPITULO  CUARTO. 
Be  los  derechos  y  obligaciones  de  los  extranjeros. 

Art.  30.  Los  extranjeros  gozan  en  la  República  de  los  de- 
rechos civiles  que  competen  á  los  mexicanos  y  de  las  garan- 
tías otorgadas  en  la  sección  I  del  titulo  I  de  la  Constitución, 
salva  la  facultad  que  el  Gobierno  tiene  para  expeler  al  ex- 
tranjero pernicioso. 

Art  31.  En  la  adquisición  de  terrenos  baldíos  nacionales, 
de  bienes  raices  y  buques,  los  extranjeros  no  tendrán  necesi- 
dad de  residir  en  la  República,  pero  quedarán  sujetos  á  las 
restricciones  que  les  imponen  las  leyes  vigentes;  bajo  el  con- 
cepto de  que  se  reputará  enajenación  todo  arrendamiento  de 
inmueble  hecho  á  un  extranjero,  siempre  que  el  término  del 
contrato  exceda  de  diez  años. 

Art.  32.  Sólo  la  ley  federal  puede  modificar  y  restringir 
los  derechos  civiles  de  que  gozan  los  extranjeros,  por  el  prin- 
cipio de  reciprocidad  internacional  y  para  que  asi  queden  su- 
jetos en  la  República  á  las  mismas  incapacidades  que  las  le- 
yes de  su  país  impongan  á  los  mexicanos  que  residan  en  él: 
en  consecuencia,  las  disposiciones  de  los  Códigos  civil  y  de 
procedimientos  del  Distrito  sobre  esta  materia,  tienen  el  ca- 
rácter de  federales  y  serán  obligatorias  en  toda  la  Unión. 

AH.  33.  Los  extranjeros,  sin  perder  su  nacionalidad,  pue- 
den domiciliarse  en  la  Repiíblica  para  todos  los  efectos  lega- 
íes.  La  adquisición,  cambio  ó  pérdida  del  domicilio  se  rigen 
por  las  leyes  de  México. 

Art.  34.  Declarada  la  suspensión  de  las  garantías  indivi- 
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duales  en  ]os  términos  que  lo  permite  el  art  29  de  la  Cons- 
titución, los  extranjeros  quedan,  como  los  mexicanos,  sujetos 
á  las  prevenciones  de  la  ley  que  decrete  la  suspensión,  salvas 
los  estipulaciones  de  los  tratados. 

Art.  35.  Los  extranjeros  tienen  obligación  de  contribuir 
para  los  gastos  públicos  de  la  manera  que  lo  dispongan  las 
leyes,  y  de  obedecer  y  respetarlas  instituciones,  leyes  y  auto- 
ridades del  país,  sujetándose  á  los  fallos  y  sentencias  de  los 
tribunales,  sin  poder  intentar  otros  recursos  que  los  que  las 
leyes  conceden  á  los  mexicanos.  Sólo  pueden  apelar  á  la  vía 
diplomática  en  el  caso  de  denegación  de  justicia  ó  retardo 
voluntario  en  su  administración,  después  de  agotar  inútil- 
mente los  recursos  comunes  creados  por  las  leyes,  y  de  la  ma- 
nera que  lo  determina  el  Derecho  internacional. 

Art.  36.  Los  extranjeros  no  gozan  de  los  derechos  políti- 
cos que  competen  á  los  ciudadanos  mexicanos:  por  tanto,  no 
pueden  votar  ni  ser  votados  para  cargo  alguno  de  elección 
popular,  ni  nombrados  para  cualquier  otro  empleo  ó  comi- 
sión propios  de  las  carreras  del  Estado;  ni  pertener  al  ejér- 
cito, marina  ó  guardia  nacional;  ni  asociarse  para  tratar  de 
los  asuntos  políticos  del  país;  ni  ejercer  el  derecho  de  peti- 
ción en  esta  clase  de  negocios.  Esto  se  entiende  sin  perjuicio 
de  lo  dispuesto  en  los  artículos  V  fracción  XII,  y  19  de  esta 
ley- 

Art.  37.  Los  extranjeros  están  exentos  del  servicio  militar. 
Los  domiciliados,  sin  embargo,  tienen  obligación  de  hacer  el 
de  policía,  cuando  se  trate  de  la  seguridad  de  las  propieda- 
des y  de  la  conservación  del  orden  de  la  misma  población  en 
que  estén  radicados. 

Art.  38.  Los  extranjeros  que  tomen  parte  en  las  disensio- 
nes civiles  del  país  podrán  ser  expulsados  de  su  territorio 
como  extranjeros  perniciosos,  quedando  sujetos  á  las  leyes  de 
la  República  por  los  delitos  que  contra  ella  cometan,  y  sin 
perjuicio  de  que  sus  derechos  y  obligaciones  durante  el  esta- 
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do  de  guerra  se  regulen  por  la  ley  internacional  y'  por  los 
tratados. 

Art.  39.  Se  derogan  las  leyes  que  establecieron  la, matricu- 
la de  extranjeros.  Sólo  el  Ministerio  de  Relaciones  puede  ex- 
pedir certificados  de  nacionalidad  determinada  en  favor  de 
los  extranjeros  que  los  soliciten.  Estos  certificad!^  constitu- 
yen la  presunción  legal  de  la  ciudadanía  extranjera,  pero  np 
excluyen  la  prueba  en  contrario.  La  comprobación  definitivit 
de  determinada  nacionalidad  se  hace  ante  los  tribunales,  com- 
petentes y  por  los  medios  que  establez<'an  las  leyes  ó  los  tra- 
tados. 

Art.  40.  Esta  ley  no  concede  á  los  extranjeros  los  derechos 
que  les  niega  la  ley  internacional,  los  tratados  ó  la  legblación 
vigente  de  la  República, 

CAPITULO  QUINTO. 

Disposiciones  transitorias. 

Art.  P  Los  extranjeros  que  hayan  adquirido  bienes  raíces, 
tenido  hijos  en  México,  ó  ejercido  algún  empleo  público  y  de 
quienes  hablan  las  fracciones  X,  XI  y  XII  del  art.  F.  de  es- 
ta ley,  quedan  obligados  á  manifestar,  dentro  de  seis  mésies 
de  su  publicación,^  siempre  que  no  lo  hayan  hecho  anterior- 

1  £8te  plazo  fué  ampliado  por  el  decreto  que  Mgue: 

Secretaría  de  Estado  j  del  Despacho  de  Relaciones  Exteriores.— «Seo- 
ción  4?— México,  30  de  Hayo  de  1887.~E1  Presidente  de  la  Eepúbliease 
ha  servido  dirígirme  el  siguiente  decreto: 

^^PORFIRIO  DÍAZ,  Presideíite  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  á  sus 
habitantes,  sabed: 

"QuQ  el  Congreso  de  la  Unión  ha  decretado  lo  que  sigue: 

<'£1  Congreso  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  decreta: 

'^Articulo  único.  Se  renueva  por  ocho  meses,  contados  desde  la  fecha 

del  presente  decreto,  el  término  fijado  el  articujo  1?  Capitulo  Y  de  la  ley* 

expedida  el  28  de  Mayo  de  1886,  para  que  los  extranjeros  que  antes  de 

esta  última  fecha  hubieren  adquirido  bienes  raices,  tenido  hijos  en  Méxi- 
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tnente  &  la  autoridad  política  del  lugar  de  su  residencia,  si 
desean  obtener  la  nacionalidad  mexicana,  ó  conservar  la  ex- 
tranjera. En  el  primer  caso,  deberán  luego  pedir  su  certifi- 
cado de  naturalización  en  la  forma  establecida  en  el  art.  19 
de  esta  ley.  Si  omitiesen  hacer  la  manifestación  de  que  se 
trata,  serán  considerados  como  mexicanos,  con  excepción  de 
los  casos  en  que  haya  habido  declaración  oficial  sobre  este 
punto. 

Art.  2r  Los  colonos  residentes  en  el  país,  á  quienes  ee  re- 
fiere el  inciso  final  del  art.  28  de  la  presente  ley,  manifesta- 
rán en  los  mismos  términos  fijados  en  el  articulo  anterior,  la 
nacionalidad  con  que  deben  ser  considerados,  pidiendo  tam- 
bién su  certificado  de  naturalización  como  en  ese  articulo  se 
ordena,  en  el  caso  de  que  fuese  la  mexicana. 

Art.  3^  Al  expedir  el  Ejecutivo  los  reglamentos  necesarios 
para  la  ejecución  de  esta  ley,  cuidará  de  dictar  las  disposicio- 
nes convenientes  á  fin  deque  las  autoridades  locales  le  den 
el  de  »ido  cumplimiento  en  la  parte  que  les  concierne. — (Fir- 
mado.)— Juan  J.  BaZj  Diputado  presidente. — (Firmado.) — 

co  ó  ejercido  algún  empleo  público,  á  quienes  Be  refieren  las  fracciones  • 
X,  XI  y  XII  del  articulo  19,  Capitulo  I  de  dicha  ley,  manifiesten  si  de- 
sean obtener  la  nacionalidad  mexicana  ó  conservar  la  extranjera." — (Fir- 
mado.)— Jesús  Fuentes  y  Muñiz,  Diputado  presidente. — (Firmado.) — Fé- 
lix JRamerOf  Senador  presidente.— (Firmado.) — Roberto  Núflez,  Diputado 
secretario. — (Firmado.) — Enrique  M.  Rubio,  Senador  secretario." 

'^Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  circule  y  se  le  dé  el  debido 
eumplimionto. 

''Dado  en  el  Palacio  Nacional  de  México,  á  treinta  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  siete. — (Firmado.) — Porfirio  Díaz. — Al  Secretario 
de  Bstado  y  del  Despacho  de  Relaciones  Exteriores," 

Lo  que  comunico  á  vd.  para  su  inteligencia,  en  el  concepto  de  que  los 
extranjeros  de  que  habla  el  decreto  anterior,  podrán  hacer  la  manifesta- 
ción en  él  referida  ante  este  Ministerio,  ó  bien  ante  la  autoridad  política 
del  lugar  de  su  residencia  ó  del  más  inmediato  á  ella,  á  fin  de  que  dicha 
autoridad  la  transmita  desde  luego  á  esta  Secretaría,  la  cual  les  expedi- 
rá el  documento  que  corresponda,  según  el  caso. 

Renuevo  á  vd,  mi  consideración. — Mariscal, — Señor 
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Pedro  Sánchez  Casíro^  Senador  pre8Ídente.-^(Firmado.) — R(h 
herto  NúñeZj  Diputado  secretario. — (Firmado^) — Grildardo  Gó- 
mez^ Senador  secretario." 

^Tor  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  circule  y  se  le 
dé  el  debido  cumplimiento. 

^^Dado  en  el  Palacio  Nacional  de  México,  á  veintiocho  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis. — (Firmado.) — Por- 
firio Díaz. — ^Al  Ciudadano  Lie,  Ignacio  Mariscal,  Secretario 
de  Estado  y  del  Despacho  de  Relaciones  Exteriores." 

Al  comunicarlo  á  vd.  para  su  conocimiento  y  fines  cons- 
guientes,  le  protesto  mi  atenta  consideración. — Mariscal. — 
Señor 


CAPITULO  XXL 


De  la  nacionalidad  conforme  á  las  leyOB  de  México. 
De  lo8  mexicanos. 

SÜMABIO. — En'México,  en  materia  de  nacionalidad  domina  el  princi- 
pio personal. — ^Trae  su  origen  del  Derecho  romano  cum  legitimce  fac- 
tm  liberipatrem  sequuntur» — Aun  las  razas  refractarias  á  dicho  prin- 
cipio  han  modificado  su  legislación,  adoptándolo  én  casos  dados,  ab- 
jurando de  ]ñ  perpetual  allegiance. — Nacionalidad  de  los  hijos  legiti- 
mados y  los  naturales. — La  jurisprudencia  había  dado  en  esta  materia 
la  siguiente  solución:  partusventrem  sequitur. — Sin  embargo,  las  legis- 
laciones en  su  mayor  parte  establecen  que  el  hijo  natural  reconocido 
por  su  padre,  sigue  la  nacionalidad  de  éste.-^La  Francia  ha  puesto 
un  limite  A  estas  controversias,  en  el  art.  8  reformado,  del  Código;' 
ciyil. — En  cuanto  á  los  hijos  espúreos  y  naturales,  las  legislaciones  y 
con  ellas  México,  han  adoptado  el  precepto  de  la  ley  19,  tit.  5?,  lib. 
1?  del  Digefto. — La  nacionalidad  se  fija  en  nuestra  ley  en  el  acto  del 
nacimiento,  y  no  en  el  de  la  concepción. — Se  establece  la  nacionali- 
dad de  los  expósitos  y  la  del  hijo  de  padres  no  /conocidos. — Bl  siste- 
ma de  la  filiación  para  la  nacionalidad  de  origen,  es  el  que  sigue  Mé- 
xico y  la  mayor  parte  de  las  legislaciones  de  la  época. — Leyes  de  26 
de  Junio  de  1889  y  22  de  Julio  de  1893,  expedidas  en  Francia,  en  las 
que  se  establece  la  nacionalidad. 

En  materia  de  nacionalidad,  todas  las  legislaciones  comien- 
zan fijando  el  carácter  de  sus  nacionales,  y  por  lo  tanto,  la 
Constitución  y  también  nuestra  ley  de  extranjería,  aquella 
como  precepto  fundamental,  y  esta  última,  reglamentando 
el  precepto,  se  ocupan  de  preferencia  de  la  citada  materia; 


la  Constitución  en  sus  artículos  90,  31,  32  y  37,  y  la  ley  de 
extranjería  en  su  art.  1^  El  art.  30  de  la  Ley  fundamental 
dice  así:  Son  mexicanos: 

I.  Todos  los  nacidos  dentro  ó  fuera  del  territorio  de  la  Re- 
pública, de  padres  mexicanos. 

II.  Los  extranjeros  que  se  naturalicen,  conforme  á  las  le- 
yes de  la  Federación. 

La  ley  de  extranjería  establece  en  la  frac.  1^  del  art.  1^,  lo 
siguiente:  Son  mexicanos: 

Los  nacidos  en  el  territorio  nacional  de  padre  mexicano 
por  nacimiento  ó  por  naturalización. 

Según  se  observa,  en  ambas  leyes  domina  el  principio  per- 
sonal, con  el  jvs  sanguinis^  que  hace  derivar  la  nacionalidad 
de  la  filiación,  cuyo  sistema  desapareció  por  espacio  de  tan- 
tos BÍglos  en  el  concierto  de  las  naciones,  debido  á  la  juris- 
prudencia sajona  que  nació  en  la  época  feudal;  sin  embargo, 
como  la  verdad  se  impone  en  los  conocimientos  y  en  las  ins- 
.  tituciones  humanas  y  se  abre  paso  á  través  de  los  tiempos, 
nuestra  época  con  su  actual  adelantadísima  civilización  y  ba- 
jo el  influjo  del  Derecho  romano,  en  el  que  nuestras  leyes 
tienen  por  lo  menos  su  génesis,  reivindicó  aquel  principio, 
reconocido  en  la  antigüedad  y  consagrado  en  Boina  en  la  ley 
19,  tit.  5,  lib.  1^  del  Digesto,  en  la  que  se  lee  el  precepto  si- 
guiente: cura  legiiinuB  factcB  liben  patrem  sequuntur. 

Bajo  la  impresión  de  estas  ideas,  las  mismas  razas  refrac- 
tarias al  principio  de  la  filiación,  como  originario  de  la  nacio- 
nalidad, se  han  visto  precisadas  á  modificar  su  sistema,  fun- 
dado en  el  jus  solij  es  decir,  en  la  soberanía  territorial,  pu- 
diendo  aducirse  como  prueba,  la  misma  Inglaterra,  cuya 
nación  expidió  la  ley  de  12  de  Mayo  de  1870,  en  la  que  se 
establece  que  ^^cuando  el  padre  ó  la  madre  viuda,  de  nacio- 
nalidad inglesa,  adquieran  otra  nacionalidad,  según  lá  pre- 
sente ley,  sus  hijos,  si  han  residido  desde  su  infancia  en  el 
país  en  que  sus  padres  se  han  naturalizado,  serán  conside- 


tados  ciudadanos  de  ese  pa!s  y  no  como  subditos  ingleses;" 
por  último,  los  más  ilustres  jurisconsultos  de  aquella  nación, 
afirman  ^^qne  la  nacionalidad  debe  ser  determinada  por  la 
filiación;'*  abjurando  de  esta  manera  la  conocida  doctrina 
denominada  perpetual  allegiancey  que  trae  su  origen  del  siste- 
ma feudal,  el  cual  afortunadamente,  ha  pasado  al  dominio  de 
la  historia,  como  institución  social. 

fin  los  Estados  Unidos  de  América,  subsisten  los  prejuicios 
que  les  legara  la  jurisprudencia  sajona,  aun  prescindiendo  de 
sus  avanzadas  instituciones,  aunque  se  ha  venido  atenuando 
aquel  estado  de  cosas,  «n  algunos  casos,  con  la  jurisprudencia 
establecida  después,  pero  acentuándose  de  una  manera  más 
concreta  «on  las  teorías  de  sus  máailustrados  publicistas,  con- 
densadas  en  la  siguiente  doctrina:  **Las  personas  nacidas  en 
los  Estados  Unidos,  y  que  conforme  á  las  leyes  de  un  país 
extranjero,  son  subditos  ó  ciudadanos  de  él,  deben  ser  repu- 
tados extranjeros.  Los  hijos  std>  potesíate  parentis^  siguen  la 
condición  del  padre,  y  si  no  le  hay,  la  de  la  madre." 

México,  para  honra  nuestra,  forma  entre  las  naciones  más 
cultas,  es  decir,  con  las  que  adoptan  el  jus  sanguinia^  conK> 
principio  fundamental  en  rnateria  de  nacionalidad,  que  es  á 
no  dudarlo,  una  de  las  grandes  conquistas  que  se  deben  á  la 
acción  civilizadora  de  la  reciprocidad  iiitemacional;  sin  em- 
bargo, nuestra  ley  establece  determinadas  exoepciones,  que 
el  mismo  principio  impone,  por  cuyo  motivo,  el  sistema  in- 
dicado ha  sido  atenuado  conforme  á  las  exigencias  de  la  épo- 
ca, formándose  otro  bajo  la  denominación  de  mixto,  según 
he  exfvresado  en  los  capítulos  anteriores. 

Ninguna  duda  cabe  en  nuestra  ley,  si  se  trata  de  hijos 
legítimos,  pero  no  sucede  lo  mismo  cuando  se  pone  en  tela 
de  juicio  la  de  los  legitimados  y  los  naturales  reconocidos. 
En  el  primer  caso,  predomina  el  lazo  de  la  filiación,  dán-> 
dése  al  hijo  la  nacionalidad  de  su  padre,  pero  alendo  natu- 
rales reconocidos,  puede  acaecer  que  el  padre  y  la  madre 
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pertenezcan  á  distintas  nacionafídadea,  y  entonces,  ¿cuál  se- 
rá la  nacionalidad  del  infante?  Divergencias  de  no  escasa  ini- 
portancia  han  surgido  para  resolver  esta  cuestión,  principal- 
mente  entre  los  jurisconsultos  franceses;  aunque  ha  prevaleci- 
do la  solución  siguiente: 

.  ^'El  hijo  nacido  fuera  de  matrimonio^  pero  reconocido  por 
su  padre  natural,  deberá  seguir  la  nacionalidad  de  éste." 

Hay  que  advertir  en  esta  misma  cuestión,  que  el  derecho 
civil  francés  se  inspiró  en  el  derecho  romano,  porque  el  Có- 
digo de  1804,  no  preveía  el  caso;  por  lo  tanto,  la  jurispru- 
dencia siguió  la  regla  siguiente:  parfus  ventrem  seguitur.  Sin 
embargo,  ha  existido  la  duda  que  genera  el  jurisconsulto  Ul- 
piano  cuando  expresa:  Connubio  interveniente  liberi  semp^r 
paírem  sequuntur^  non  interveniente  connubio  niatris  conditioni 
acceduntj  al  tratar  de  los  hijos  naturales,  duda  que  se  ha  re- 
suelto en  el  sentido  de  que  aquel  jurisconsulto  se  referia  á 
los  hijos  nacidos  del  concubinato  legal,  porque  el  reconoci- 
miento de  los  hijos  naturales  propiamente  dicho  no  se  cono- 
cía en  el  derecho  romano,  por  lo  menos  en  el  sentido  legal 
que  hoy  prevalece  en  las  legislaciones. 

La  Francia  ha  puesto  un  limite  á  todas  estas  disquisicio- 
nes de  la  jurisprudencia,  estableciendo  en  el  párrafo  P  del 
art.  8  reformado  de  su  Código  civil,  que  cuando  el  reconoci- 
miento ha  sido  simultáneo  por  el  padre  y  la  madre,  el  hijo 
seguirá  la  nacionalidad  del  primero,  puesto  que  también  le 
da  su  nombre;  en  caso  de  que  el  reconocimiento  no  haya  sido 
efectuado  en  un  mismo  acto,  el  infante  seguirá  la  nacionali- 
dad del  padre  que  lo  haya  reconocido  primero;  finalmente, 
la  misma  ley  fija  estas  reglas  para  sólo  el  caso  en  que  el  hijo 
sea  menor  de  edad  en  el  acto  del  reconocimiento,  porque  se- 
ria inconveniente  y  hasta  imposible  el  cambio  de  nacionali- 
dad cuando  se  trate  de  una  persona  mayor  de  ^ad. 

A  pesar  de  estas  consideraciones,  y  los  adelantos  de  la  ley 
francesa  en  esta  materia,  la  Alemania,  el  Austria,  Suiza  y 
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Noruega  siguen  todavía  la  regla  del  derecho  romano:  paríus 
Kíentrein  sequitur. 

Por  otra  parte,  el  Derecho  internacional  consagra,  por  re- 
gla general,  la  teoría  del  ^  sanguinisy  que  sabiamente  adopta 
la  ley  mexicana  al  tratar  de  padres  que  sean  nacionales,  se- 
gún se  observa  en  las  dos  primeras  fracciones  del  art.  1^  de 
nuestra  ley  de  extranjería,  que  trae  también  su  precedente 
de  la  ley  de  30  de  Enero  de  1854,  que  dice  textualmente: 

^'Art.  14.  Son  mexicanos  para  el  goce  de  los  mismos  dere- 
chos civiles:  I.  Los  nacidos  en  el  territorio  de  la  República, 
de  padre  mexicano  por  nacimiento  ó  naturalización." 

Nuestra  ley  actual,  al  tratar  de  los  hijos  espúreos  y  natura- 
les, cuyo  padre  no  sea  conocido,  sigue  como  la  mayor  parte  de 
las  legislaciones,  el  precepto  del  derecho  romano,  consignado 
en  la  ley  24,  tít.  6^,  lib.  P  del  Digesto,  que  se  expresa  así: 
Lex  naturcB  hcec  estj  ut  qui  nascitur  sine  legitimo  matrimonio 
sequuntur;  por  lo  tanto,  el  hijo  ilegitimo  en  los  términos  de 
dicha  ley,  adquiere  la  nacionalidad  de  la  madre,  é  igual- 
mente los  incestuosos  y  adulterinos;  por  más  que  en  algún 
caso  se  inquiera  judicialmente  la  paternidad,  porque  jamás 
el  delito  podrá  producir  el  caníbio  de  la  nacionalidad  del  in- 
fante. La  ley  de  Enero  de  1854,  había  establecido  desde  en- 
tonces el  mismo  precepto,  que  hoy  está  sancionado  en  la  ma- 
yor parte  de  las  legislaciones  y  también  por  la  ciencia. 

En  Francia,  con  motivo  de  los  abusos  cometidos  en  la  re- 
dacción de  las  actas  de  nacimiento  con  el  pretexto  de  dar 
mayor  claridad  á  las  fórmulas  establecidas  en-estos  casos  por 
la  ley,  se  han  expedido  últimamente  á  las  municipalidades  de 
París,  nuevas  instrucciones,  en  lo  que  á  los  hijos  naturales  se 
refiere;  la  P  previene  que  el  padre  y  la  madre  deben  ser 
nombrados  en  el  acta  de  nacimiento  de  un  hijo  natural, 
cuando  ellos  reconozcan  al  infante,  sea  por  ellos  midmos  ó  por 
poder  en  forma,  y  2^,  que  el  padre  natural  no  debe  jamás  ser 
designado,  cuando  él  no  hace  personalmente  la  declaración, 
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6  no  ha  dado  poder  auténtico  á  fin  de  hacer  el  reconocimien- 
to. Esta  formalidad  no  es  aplicable  á  la  madre,  cuyo  nombre 
puede  figurar  en  el  acta  aun  sin  su  confesión,  lo  cual  no  es  de 
estricta  justicia,  según  la  opinión  de  un  notable  jurisconsul- 
to francés,  pues  no  hay  motivo  para  acordar  al  hombre  lo 
que  á  la  mujer  se  niega;  en  consecuencia,  debía  establecerse 
que  el  nombre  de  la  mujer  no  debe  figurar  en  el  acta  de  na- 
cimiento de  un  hijo  de  ella,  nacido  fuera  de  matrimonio.  Cier- 
to es  que  la  ley  permite  inquirir  la  maternidad,  mientras  que 
está  prohibido  para  la  paternidad,  pero  en  este  caso,  no  se 
trata  de  inquirir  aquella,  cuyo  derecho  está  reservado  al  hijo, 
sino  de  la  redacción  del  acta  de  nacimiento,  y  no  es  justo  que 
sea  nombrada  la  madre,  si  ella  no  ha  dado  su  consentimiento. 

Tales  son  los  inconvenientes  de  la  ley  francesa  en  esta  ma- 
teria, los  cuales  salva  la  nuestra,  es  decir,  el  Código  civil  me- 
xicano, en  su  art.  75,  que  dice  así:  ''Cuando  el  hijo  no  fuere 
legitimo,  sólo  se  asentará  el  nombre  del  padre  ó  de  la  madre, 
si  éstos  lo  pidieren  por  sí  ó  por  apoderado  especial;  hacién- 
dose constar  en  todo  caso  la  petición." 

Por  otra  parte,  y  volviendo  á  nuestra  ley,  hay  casos  en  que 
no  sólo  la  paternidad  puede  ser  desconocida,  sino  también  la 
maternidad,  como  sucede  generalmente  con  los  expósitos,  por 
cuya  razón,  la  misma  provee  en  la  fracción  II  de  su  art.  P, 
de  la  nacionalidad  mexicana,  á  los  que  se  hallen  en  aquellas 
condiciones,  y  también  á  los  hijos  de  padres  de  nacionalidad 
desconocida;  estas  disposiciones  previenen  dificultades,  que 
no  carecen  de  importancia. 

Además,  nuestra  actual  ley  de  extranjería,  resuelve  en  las 
dos  primeras  fracciones  de  su  art.  1^,  otra  cuestión  antes  tan 
debatida,  es  decir,  si  debe  fijarse  la  nacionalidad  del  hijo  al 
tiempo  de  la  concepción  ó  en  el  acto  del  nacimiento.  Los  ju- 
risconsultos que  optan  por  la  del  momento  de  la  concepción, 
se  fundan  en  esta  regla  del  Derecho  romano:  infana  cancep- 
tus  pro  nato  habetur  quoties  de  commodo  ejus  agitur;  sin  em- 
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bargo,  como  las  legislaciones  tienen  en  cuenta  que  esta  regla 
se  limita  á  ciertos  derechos  de  familia,  que  se  reservan. al  que 
ha  sido  concebido,  hoy  establecen  como  precepto  invariable, 
que  la  nacionalidad  la  fija  el  acto  del  nacimiento;  y  por  lo 
tanto  aun  el  hijo  postumo,  sigue  la  de  su  padre,  que  al  le- 
garle su  nombre,  le  deja  también  su  fortuna  y  un  patrimo- 
nio. Finalmente,  k  parte  final  de  la  frac.  2^  del  art.  1^,  esta- 
blece la  nacionalidad  del  expósito  y  del  hijo  de  padres  des- 
conocidos, >conforme  he  expresado  antes. 

Natural  consecuencia  del  principio  personal,  que  fundán- 
dose en  el^  sanguims^  hace  derivar  la  nacionalidad  de  ori- 
gen de  la  filiación,  es  la  frac.  III  del  art.  1^  de  la  ley  ex- 
presaba, que  obedece  al  precepto  constitucional,  el  cual  de- 
clara, art.  30,  que  son  mexicanos  ^^todos  los  nacidos  dentro 
ó  fuera  del  territorio  de  la  República,  de  padres  mexicanos." 
Sin  embargo,  la  ley  quiere,  como  precisa  condición,  que  el 
padre  no  haya  perdido  su  nacionalidad,  porque  en  este  caso, 
el  hijo  seria  extranjero,  obedeciendo  al  principio  en  que  ella 
misma  se  funda,  aunque  da  á  aquél  el  derecho  de  optar  por 
la  calidad  de  mexicano,  un  año  después  de  haber  llegado 
á  la  mayor  edad,  21  años,  conforme  á  nuestra  Constitución, 
art.  34,  que  se  expresa  asi:  '^Son  ciudadanos  de  la  Repúbli- 
ca todos  los  que,  teniendo  la  calidad  de  mexicanos,  reúnan 
además  las  siguientes  condiciones:  I.  Haber  cumplido  diez 
y  ocho  años  siendo  casados,  ó  veintiuno  si  no  lo  son."  Este 
derecho  de  opción,  es  una  prerrogativa  acordada  al  que  lleva 
sangre  mexicana  en  sus  venas,  al  cual  se  le  abren  las  puer- 
tas de  la  patria  si  á  ella  quiere  acogerse. 

£1  sistema  que  sigue  la  ley  mexicana,  es  decir,  el  de  la 
filiación  para  fijar  la  nacionalidad  del  hijo,  salvo  el  caso  de 
opción  al  llegar  á  la  mayor  edad,  es  el  adoptado  en  la  mayor 
parte  de  las  legislaciones  de  la  época,  como  antes  he  expre- 
sado, el  cual  trae  su  origen  del  Código  civil  francés,  aunque 
esta  ley  ha  sii^o  reformada  en  las  de  26  de  Junio  de  1889  y 
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22  de  Julio  de  1893,  que  modificaron  los  artículos  7,  8,  9, 10, 
11,  12,  13,  17,  18,  19,  20  y  21  de  aquel  Ordenamiento.  Sin 
embargo,  nuestra  ley  de  extranjería,  difiere  de  estos  precep- 
tos, en  algunos  puntos,  según  haré  observar  en  lugar  opor- 
tuno, aunque  en  determinados  casos,  creo  que  se  halla  más 
adelantada  nuestra  ley,  aun  cuando  la  de  Francia  sea  pos- 
terior. 

Finalmente,  y  refiriéndome  á  la  frac.  1*  del  art.  1^  de  la 
ley  en  que  me  ocupo,  es  ineludible  que  ella  se  impone,  por- 
que establece  igual  precepto  respecto  del  extranjero,  art.  2 
frac.  1*,  y  es  al  mismo  tiempo  resultado  de  la  reciprocidad 
internacional.  Resumiendo,  para  terminar,  podemos  fijar  el 
siguiente  principio,  que  resulta  de  nuestras  leyes,  y  del  estu- 
dio que  antecede: 

*'Es  mexicano  todo  individuo  nabido  de  un  mexicano  en 
México  6  en  el  extranjero." 

Habiendo  seguido  en  nuestra  patria  el  sistema  de  la  ley 
francesa,  parécenos  oportuno  insertar  sus  prrceptos  para  con- 
cluir el  presente  capitulo,  ya  que  dicho  sistema* tiende  á  pre- 
valecer en  las  legislaciones  de  la  época. 

El  art.  8  del  Código  civil  de  Francia  reformado  en  la  ley 
de  26  de  Junio  de  1889,  dice  asi: 

Art.  8.  Todo  francés  gozará  de  los  derechos  civiles. 

Son  franceses: 

I.  Todo  individuo  nacido  de  un  francés  en  Francia,  ó  en 
el  extranjero. 

El  hijo  natural,  cuya  filiación  haya  sido  establecida  duran- 
te la  menor  edad,  por  reconocimiiento  ó  por  sentencia,  sigue 
la  nacionalidad  de  aquel  de  sus  padres  respecto  del  cual  se 
haya  establecido  primeramente  la  prueba.  Si  ella  resulta  en 
favor  del  padre  ó  de  la  madre  del  mismo  acto  ó  del  mismo 
juicio,  el  infante  seguirá  la  nacionalidad  del  padre. 

II.  Todo  individuo  nacido  en  Francia  de  padres  descono- 
cidos ó  cuya  nacionalidad  es  desconocida. 
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III.  (Esta  fracción  fué  reformada  en  los  términos  siguien- 
tes, por  la  ley  de  22  de  Julio  de  1893).  Todo  individuo  naci- 
do en  Francia  de  padres  extranjeros,  de  los  cuales  uno  haya 
nacido  en  ella,  salvo  la  facultad,  si  es  la  madre  la  que  ha  na- 
cido en  Francia,  de  declinar,  en  el  año  siguiente  á  su  mayo- 
ría, la  cualidad  de  francés,  conformándose  á  las  disposiciones 
del  párrafo  4  siguiente: 

El  hijo  natural  podrá,  en  las  mismas  condiciones  ^el  hijo 
legitfmo,  declinar  la  cualidad  de  francés,  .cuando  el  padre 
que  haya  nacido  en  Francia,  no  es  aquel  de  quien  debería 
seguir  la  nacionalidad. 

IV.  Todo  individuo  nacido  en  Francia  de  un  extranjero  y 
que  en  la  época  de  su  mayor  edad,  esté  domiciliado  en  Fran- 
cia, á  menos  que  en  el  año  que  sigue  á  su  mayor  edad,  tal 
como  está  establecido  en  la  ley  francesa,  haya  declinado  la 
cualidad  de  francés  y  conservado  la  nacionalidad  de  sus  pa- 
dres, lo  cual  probará  con  una  certificación  en  debida  forma 
de  su  gobierno,  la  cual  se  acompañará  á  la  declaración,  y 
también  que  ha  respondido  al  llamamiento  de  sus  banderas, 
conforme  á  la  ley  militar  de  su  país,  salvas  las  excepciones 
previstas  en  los  tratados. 

y.  Los  extranjeros  naturalizados. 

Los  preceptos  indicados,  establecen  en  Francia  la  cualidad 
del  nacional. 


CAPITULO  XXIL 


De  la  nacionalidad  conforme  á  las  leyes  de  México. 
De  los  mexicanos. 

(Continúa.) 

SXJMAfilO. — Continúa  el  comentario  del  art.  19  de  la  ley  de  extranjería 
en  que  se  establece  la  cualidad  de  nacionales.-^La  frac.  lY,  se  funda 
en  eljiis  sanguinis,  porque  declara  que  el  hijo  nacido  en  el  extranjero 
de  madre  mexicana  y  de  padre  desconocido,  es  mexicano. — Condicio- 
nes requeridas  para  que  el  mexicano  que  ha  perdido  su  nacionalidad 
de  origen,  la  recupere. — El  matrimonio  opera  ipsofacto,  en  la  mujer, 
el  cambio  de  nacionalidad. — Desacuerdo  de  las  legislaciones  en  el 
principio  indicado,  aunque  la  mayoría  de  ellas  lo  adopta. — El  pre- 
cepto trae  su  origen  del  Derecho  romano,  según  las  leyes  que  sé  ci- 
tan.— Como  precedentes,  en  nuestra  antigua  legislación  podemos  se- 
ñalar la  ley  32,  tít.  29  de  la  Partida  3?,  y  la  ley  3,  tít.  II,  lib.  69  de 
la  Novísima  Eecopilación. — Nacionalidad  mexicana,  acordada  á  los 
extranjeros  que  subscribieron  el  Acta  de  Independencia. — Naciona- 
lidad de  los  mexicanos  que  habitaban  los  territorios  cedidos  á  los 
Estados  Unidos  de  América  y  á  Guatemala  on  los  tratados  respecti- 
vos.— La  naturalización  es  el  medio  de  obtener  la  calidad  de  mexi- 
cano.— Los  extranjeros  que  adquieran  bienes  i  aices  en  la  República, 
tienen  la  calidad  de  mexicanos,  siempre  que  no  declaren  que  con- 
servan su  nacionalidad  de  origen. — El  mismo  derecho  de  opción  se 
deja  al  extranjero  que  tiene  hijos  nacidos  en  el  país. — Por  último, 
México  concede  la  nacionalidad  al  extranjero,  cuando  sirva  oficial- 
mente en  laEepública,  y  acepte  del  Gobierno,  títulos  ó  funciones  pú- 
blicas.—En  Boma  esta  era  una  modalidad  de  la  naturalización,  co- 
mo se  observa  en  el  caso  de  Cornelio  Saibó. 

Continuamos  el  presente  estudio,  con  la  ñracción  IV  del  ar- 
ticulo 1^  de  la  misma  ley  de  extranjería,  fracción  que,  por 
clara  y  explícita  no  necesita  comentarios.  Ella  se  funda  en 
el  principio  que  preside  toda  esta  materia,  es  decir,  en  el  jtis 
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sangninis^  porque  establece  que  los  que  hubiesen  nacido  fuera 
de  la  República,  de  madre  mexicana,  si  el  padre  fuere  desco- 
nocido y  ella  no  hubiese  perdido  su  nacionalidad,  serán  mexi- 
canos; sin  embargo,  si  la  madre  se  hubiese  naturalizado  en 
país  extranjero,  sus  hijos  serán  extranjeros,  salvo  el  derecho 
que  nuestra  ley  les  da  de  optar  por  la  nacionalidad  mexica- 
na en  los  términos  que  ella  expresa.  La  fracción  IV  de  que 
se  trata,  está  de  acuerdo  con^  el  precepto  establecido  en  la 
frac.  II  del  art.  7  del  Código  civil  italiano  y  lo  prevenido  en 
el  de  Portugal,  en  el  de  España  art.  17,  y  en  la  fracción  III 
del  art.  8  del  Código  civil  francés  reformado.  Entre  nosotros, 
la  ley  de  30  de  Enero  de  1854  se  ocupaba  de  este  incidente, 
aunque  la  ley  actual,  es  más*  clara  y  más  explícita. 

La  fracción  Y,  abre  las  puertas  de  la  patria  al  mexicano 
que  ha  perdido  su  nacionalidad  de  origen,  pero  sujetando 
esta  concesión,  como  es  natural,  á  determinadas  solemnida- 
des, puesto  que  ella  deberá  producir  relaciones  jurídicas  de 
no  escasa  importancia.  Al  terminar  el  comentario  del  art.  P 
de  la  ley  de  extranjería,  me  ocuparé  del  estudio  comparati- 
vo de  las  legislaciones  de  Europa  y  América  en  lo  que  se  re- 
fieren á  la  calidad  de  nacionales. 

En  el  cambio  de  nacionalidad,  el  matrimonio  de  la  mujer 
es  una  de  las  modalidades  que  se  ha  prestado  á  mayores  y 
más  frecuentes  controversias  en  la  materia  que  estudio;  por 
lo  tanto,  las  legislaciones  na  han  estado  acordes  en  sus  pre- 
ceptos, aunque  hoy  la  mayoría  de  ellas  ha  establecido,  de 
acuerdo  con  el  Derecho  romano,  leyes  22  y  38,  tít.  P,  lib. 
50  del  Digesto,  en  la  10,  título  4^,  lib.  5^,  y  en  la  ley  13, 
tít.  1^,  lib.  12  del  Código,  que  la  mujer  casada  sigue  la  na- 
cionalidad del  marido.  Cierto  es  que  en  época  anterior,  el 
matrimonio  del  extranjero  con  mujer  romana  daba  al  prime- 
ro la  ciudadanía  de  ésta,  y  también  al  infante  nacido,  pro- 
bando el  marido  se  tixarem  duxisse  Uberorum  causa^  conforme 
á  la  ley  Aelia-Sentia,  senado-consulto,  expedido  bajo  el  rei- 


248 

nado  del  Emperador  Vespasiano;  por  consiguiente,  el  precep* 
to  del  Código,  es  posterior  á  la  promulgación  de  la  ley  Aelia- 
Sentia,  ó  al  derecho  clásico,  en  el  que  era  desconocido  el 
principio  establecido  hoy,  el  cual  da  á  la  mujer  casada  la  na- 
cionalidad del  marido,  como  se  observa  en  el  articulo  19  del 
Código  civil  francés  reformado  por  la  ley  de  26  de  Junio  de 
1889,  los  artículos  9  y  14  del  Código  civil  italiano,  los  artícu- 
los 5  y  13  de  la  ley  federal  de  Alemania  de  1^  de  Junio  de 
1870,  la  ley  federal  suiza  de  3  de  Julio  de  1875,  artículos  3 
y  8;  Austria,  Bélgica,  Rusia,  España  art.  22  del  Código  ci- 
vil, y  hasta  Turquía  en  su  ley  de  19  de  Enero  de  1869,  y  por 
r^la  general  todos  los  países  en  los  que  se-  establece  como 
un  principio  legal,  '^que  la  familia  sigue  la  condición  del  pa- 
dre/* 

Nosotros  no  carecemos  de  precedentes  en  esta  cuestión,  si 
se  atiende  á  que  la  legislación  que  nos  rigió,  hasta  la  pro- 
mulgación de  nuestros  Códigos,  fué  la  española,  en  la  que 
registramos  el  siguiente  precepto  de  la  ley  3,  tít.  11,  lib.  6^ 
de  la  Novísima  Recopilación,  que  dice  así: 

'^Si  es  la  mujer  extranjera  que  casare  con  hombre  natural, 
por  el  mismo  hecho  se  hace  del  fuero  y  domicilio  del  ma- 
rido." 

La  Partida  3^  en  su  tít.  2^,  ley  32,  reconociendo  el  princi- 
pio promulgado  en  el  Derecho  romano,  fijaba  los  casos  de 
competencia  de  los  jueces  para  conocer  de  las  demandas, 
**por  razón  de  casamiento,  ca  la  mujer,  maguer  sea  de  otra 
tierra,  deve  responder  ante  aquel  judgador  que  ha  poderío 
sobre  su  marido." 

En  resumen,  en  esta  matería,  la  ley  establece  un  modo  es- 
pecial de  naturalización,  peculiar  á  la  mujer,  como  resultado 
del  matrimonio,  porque  ella  previene  que  la  mujer  casada 
sigue  la  condición  y  nacionalidad  de  su  marido;  precepto  que 
se  explica  fácilmente,  si  consideramos,  que  la  mujer  que  con- 
trae el  vinculo  indicado,  se  somete  al  marido,  de  quien  to- 
sí 
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ma  el  nombre,  siendo  el  jefe  de  la  comunidad  ó  de  la  asocia- 
ción conyugal.  Estas  razones,  por  su  reconocida  importan- 
cia, nos  convencen  de  que  la  dualidad  matrimonial  debe  te- 
ner una  misma  nacionalidad  y  el  mismo  domicilio,  en  vista  de 
los  intereses  mutuos  de  los  esposos  y  de  la  conveniente  di- 
rección de  los  hijos.  Por  último,  esta  naturalización  no  es  la 
ordinaria  á  que  se  refiere  el  art.  11  y  siguientes  de  nuestra 
ley  de  extranjería,  en  los  cuales  se  establecen  las  formalida- 
des necesarias  para  obtenerla;  ella  se  opera  ipsofacto  y  como 
consecuencia  inmediata  del  matrimonio. 

A  este  sistema  absoluto  que  sigue  la  ley  mexicana  y  otras 
legislaciones  de  la  época,  se  hacen  objeciones  &  las  que  de- 
bemos referirnos  en  estos  estudios.  La  incondicionalidad  en 
la  subordinación  de  la  mujer  al  marido,  como  jefe  de  la  fa- 
milia, se  cree  un  retroceso  á  la  época  clásica  del  Derecho  ro- 
mano, por  el  cual  las  justas  nupticB  hacían  caer  á  la  mujer  in 
manunij  es  decir,  bajo  la  potestad  del  marido.  Para  evitar 
estos  inconvenientes  que,  según  los  impugnadores  de  nues- 
tro sistema,  conculcan  el  principio  de  libertad,  que  preside 
toda  la  materia  de  nacionalidad,  debería  establecerse  que  la 
mujer  al  casarse  con  un  extranjero  adquiere  la  nacionalidad 
del  marido,  si  no  manifiesta  su  voluntad  contraria. 

Todas  estas  objeciones,  son  más  especiosas  qué  sólidas,  da- 
da la  constitución  de  la  familia  en  nuestra  época,  que  es  la 
base  en  que  descansa  y  se  levanta  toda  la  sociedad.  Por  otra 
parte,  si  el  Derecho  romano  constituía  en  estos  casos  una  po- 
testad en  favor  del  marido,  hoy  nuestra  adelantada  legisla- 
ción la  ha  modificado,  dándole  el  carácter  de  verdadera  pro- 
tección, amparando  además  á  la  mujer  casada  con  sabias  dis- 
posiciones que  la  ponen  á  ella  y  á  sus  intereses,  á  salvo  de 
los  peligros  consiguientes  á  una  inconveniente  dirección. 

En  Inglaterra,  el  matrimonio  de  la  mujer  no  ejercía  in- 
fluencia alguna  sobre  su  nacionalidad,  porque  había  seguido 
en  esta  materia  los  principios  consignados  en  el  eomman 
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law;  por  lo  tanto,  la  mujer  extranjera  que  se  casaba  con  un 
inglés  permanecía  extranjera,  y  reciprocamente,  la  inglesa  que 
se  casaba  con  extranjero,  conservaba  su  nacionalidad  britá- 
nica. El  bilí  de  6  de  Agosto  de  1844,  en  su  art.  16,  comenzó 
á  modificar  aquel  principio,  completando  la  reforma,  de  una 
manera  radical,  el  acta  de  12  de  Mayo  de  1870,  en  la  cual 
aquella  nación  establece  la  regla  seguida  por  la  mayor  parte 
de  las  legislaciones  de  Europa,  declarando  sin  restricción  al- 
guna, el  cambio  de  nacionalidad  de  la  mujer  que  se  casa  con 
extranjero. 

Refiriéndome  á  las  naciones  del  Continente  europeo,  debo 
expresar,  que  por  lo  general  han  adoptado  el  sistema  francés, 
puesto  que  dan  al  matrimonio  de  la  mujer  los  mismos  efec- 
tos de  la  naturalización,  es  decir,  consignan  en  sus  leyes  que 
la  mujer  sigue  con  aquel  motivo  la  nacionalidad  del  marido. 
Asi  se  observa  en  los  Códigos  de  Italia,  de  Austria,  de  Bél- 
gica, de  España,  de  Turquía  y  de  Rusia,  y  también  en  Ale- 
mania, conforme  á  la  ley  de  1^  de  Junio  de  1870. 

En  los  Estados  Unidos  de  América,  la  ley  de  10  de  Febre- 
ro de  1855,  reconocía  á  la  mujer  extranjera  casada  con  un 
americano  todos  los  derechos  de  la  nacionalidad  de  aquél; 
pero  dicha  ley  hacia  punto  omiso  del  caso  de  mujer  indíge- 
na casada  con  extranjero,  pues  entonces  conservaba  ella  su 
nacionalidad;  sin  embargo,  el  único  texto  que  en  la  legis- 
lación de  aquel  país  se  refiere,  aunque'de  una  manera  incom- 
pleta, á  esta  cuestión,  es  el  "Bill  of  Protection,"  porque  se 
aparta  del  conocido  principio:  nemo  potest  exuere  patrianij 
pues  sigue  el  sistema  que  proclama  la  pérdida  de  la  nacio- 
nalidad, cuando  la  mujer  indígena  se  casa  con  extranjero;  á 
pesar  de  estos  avances,  el  camman  law  prepondera,  puesto  que, 
el  Bill  de  que  acabo  de  ocuparme,  resuelve  implícitamente  la 
cuestión,  aunque  no  de  una  manera  terminante. 

En  algunas  legislaciones  de  América,  el  matrimonio  del 
extranjero  con  mujer  nacional,  determina  la  naturalización 
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del  marido  en  aquellos  países,  tal  era  el  sistema  adoptado  en 
Roma  en  la  época  del  derfecho  clásico,  y  después  en  el  dere- 
cho español.  Dichas  legislaciones  se  fundan  en  que  se  pre- 
sume que  el  marido  tiene  la  intención  de  fijarse  en  el  país  en 
donde  se  casó;  sin  embargo,  este  sistema  se  ha  ido  modifican- 
do, pues  en  la  actualidad  puede  referirse  como  una  excep- 
ción. 

México,  conforme  he  expresado  antes,  declara  que  el  ma- 
trimonio de  la  mujer  produce  el  cambio  de  la  nacionalidad 
de  ésta;  porque  ipsofacto  adquiere  la  de  su  marido:  frac.  VI 
del  art.  P  de  la  ley  de  extranjería. 

La  frac.  VII,  tiene  por  objeto  rendir  el  debido  tributo  de 
respeto  y  de  consideración  á  los  extranjeros  que  se  adhirie- 
ron á  nuestra  patria  subscribiendo,  el  año  de  1821,  el  Acta 
de  Independencia  de  México,  de  la  Metrópoli  española.  Di- 
cho precepto  es  tradicional  entre  nosotros,  porque  lo  vemos 
consignado  por  primera  vez  en  el  art.  12  del  Plan  de  Iguala 
y  en  leyes  sucesivas,  hasta  la  de  30  de  Enero  de  1854,  en  su 
art.  14.  Semejantes  declaraciones  no  son  exclusivas  de  nues- 
tra patria,  pues  por  análogas  causas  se  expidieron  en  los  Es- 
tados Unidos  de  América  las  leyes  de  18  de  Junio  de  1798, 
y  la  de  12  del  mismo  mes  en  1812. 

La  frac.  VIII  se  refiere  á  los  tratados  celebrados  con  la  Re- 
pública Norte-americana  en  2  de  Febrero  de  1848  y  el  de  30 
de  Diciembre  de  1853  Bobre  limites,  ratificando  lo  estipulado 
con  relación  á  la  nacionalidad  de  los  mexicanos  residentes  en 
la  parte  de  nuestro  territorio  cedido  á  dicha  nación;  también 
se  ocupa  aquella  fracción,  del  tratado  de  limites  celebrado 
con  Guatemala  el  1^  de  Mayo  de  1883,  en  lo  relativo  al  cum- 
plimiento del  art.  5.  En  los  casos  á  que  se  refiere  la  ley,  se 
establece  que  son  mexicanos,  los  que  siendo  habitantes  délos 
territorios  expresados  en  las  citadas  convenciones,  hubiesen 
llenado  las  condiciones  establecidas  en  los  tratados,  para  la 
conservación  ó  adquisición  de  la  nacionalidad  mexicana. 
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La  frac.  IX  de  nuestra  ley  de  extranjería,  es  la  frac.  II  del 
art.  30  de  la  Constitución,  que  por  explícita  no  necesita  co- 
mentario; para  comprender  su  alcance,  basta  insertarla.  Son 
mexicanos:  *'Los  extranjeros  que  se  naturalicen  conforme  á 
la  presente  ley."  De  la  naturalización  nos  ocuparemos  en  lu- 
gar oportuno. 

La  frac.  X  del  art.  1^  es  de  suma  importancia,  porque  vie- 
ne á  fijar  el  espíritu  dominante  en  el  precepto  constitucional, 
en  el  cual  se  establece  el  principio,  aunque  ha  dado  lugar  á 
muy  serias  controversias.  El  texto  de  la  Constitución  frac. 
III  del  art.  30,  declara  mexicanos  á  los  extranjeros  que  ad- 
quieran bienes  raices  en  la  República,  siempre  que  no  mani- 
fiesten estar  resueltos  á  conservar  su  nacionalidad.  Según  se 
observa,  la  generalidad  del  precepto  reclamaba  su  reglamen- 
tación, de  la  cual  se  ocupa  nuestra  ley  de  extranjería  en  los 
términos  de  la  fracción  indicada,  y  de  una  manera  convenien- 
te y  racional,  puesto  que  ella  fija  el  término  en  que  deba  ha- 
cerse la  respectiva  manifestación  y  su  forma,  á  fin  de  que  la 
ley  constitucional  pueda  surtir  sus  efectos,  los  que  el  legisla- 
dor había  previsto,  y  no  aquellos  que  indebidamente  se  le 
han  atribuido,  objetando  de  absurdas  sus  disposiciones,  pre- 
tendiéndose que  basta  que  el  extranjero  posea  determinado 
inmueble,  para  naturalizarlo  mexicano  contra  su  voluntad. 

Otra  es  la  interpretación  que  nuestros  más  renombrados 
jurisconsultos  han  dado  al  precepto  en  cuestión,  y  esto  aun 
antes  de  que  la  ley  de  extranjería  viniera  4  reglamentarlo, 
fijando  su  alcance  y  sus  términos.  En  efecto,  en  el  caso  ac- 
tual, la  concesión  de  nuestra  nacionalidad  al  extranjero  que 
adquiera  bienes  raíces  en  nuestra  patria,  es  una  muestra  de 
consideración  innegable  acordada  por  la  ley  fundamental 
puesto  que  se  le  ofrecen  las  ventajas  de  una  asimilación  com- 
pleta con  los  nacionales;  por  otra  parte,  la  disposición  legal 
indicada,  completada  en  nuestra  ley  de  extranjería,  no  obliga 
ni  impone  al  extranjero  contra  su  voluntad  la  nacionalidad 
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mexicana,  puesto  que  lo  deja  en  libertad  de  optar  ó  no  por 
ella,  en  tiempo  y  forma;  y  en  consecuencia,  toda  objeción  á 
este  respecto  carece  de  fundamento  racional. 

Finalmente,  la  frac.  XI,  contiene  disposiciones  reglamenta- 
rias que  se  refieren  á  la  misma  frac.  III  del  art.  30  de  la 
Constitución,  precepto  que  'también  ha  sido  objeto  de  injus- 
tificables censuras;  porque  también  se  deja  al  extranjero  el 
derecho  de  opción  de  la  nacionalidad  mexicana,  si  tienen  hi- 
jos nacidos  en  el  país;  y  por  lo  tanto  en  absoluta  libertad  pa- 
ra hacer  uso  de  aquel  derecho,  conforme  á  sus  intereses  ó  con- 
vicciones, puesto  que  en  toda  esta  materia  nuestra  ley  está 
inspirada  en  el  principio  proclamado  en  el  Derecho  romano, 
''que  nadie  sea  ciudadano  contra  su  voluntad,"  que  es  el  que 
hoy  informa,  en  cuestiones  de  nacionalidad,  las  legislaciones 
de  la  época  actual. 

La  frac.  XII  y  última  del  art.  1°,  reglamenta  uno  de  los 
medios  establecidos  en  México  para  la  naturalización,  moda- 
lidad que  está  aceptada  en  casi  todas  las  legislaciones  de 
nuestra  culta  edad,  y  que  lo  fué  también  en  la  antigüedad, 
de  lo  cual  nos  da  evidente  prueba  la  memorable  oración  de 
Cicerón,  en  favor  de  Cornelio  Balbo,  extranjero  en  Roma, 
que  había  prestado  importantísimos  servicios  á  la  Repúbli- 
ca en  las  guerras  púnicas.  Por  otra  parte,  si  la  frac.  II  del 
art.  37  de  nuestra  Constitución,  declara  como  causa  de  la  pér- 
dida de  la  nacionalidad  en  México  el  servir  oficialmente  al 
Gobierno  de  otro  país,  ó  admitir  de  él  títulos,  condecoracio- 
nes ó  funciones  sin  previo  permiso  del  Congreso  federal,  debe 
concederse  la  nacionalidad  al  extranjero  que  se  halla  en  nues- 
tra patria  en  idénticas  circunstancias,  como  justa  y  debida 
reciprocidad;  sin  embargo,  nuestra  ley  quiere  que  el  extran- 
jero que  se  encuentre  en  el  caso  indicado,  cumpla  con  los  re- 
quisitos previstos  en  el  art.  19. 

Con  la  frac.  XII  del  art.  1^,  concluye  toda  esta  materia  re- 
lativa á  la  calidad  de  mexicanos;  en  sus  preceptos,  ha  fijado 
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nuestra  ley  el  alcance  de  la  Constitución,  en  todo  lo  que  se 
relaciona  con  aquella,  y  según  se  observa,  la  ley  expresada 
se  ha  inspirado  en  los  principios  que  dominan  en  las  legisla- 
ciones más  adelantadas,  y  en  la  acción  civilizadora  de  la  re- 
ciprocidad internacional. 


CAPITULO  XXIIL 
De  los  extranjeros. 


8TTMABI0. — ^Terminado  el  comentario  de  nuestras  leyes,  referentes  álos 
mexicanos,  procede  ocuparse  de  los  extranjeros. — Bn  los  capítulos 
IV  y  Y,  se  relata  la  condición  jurídica  de  éstos  en  la  antigüedad,  y 
principalmente  en  Boma. — Constitución  del  Emperador  Antonino 
Pío  Caracalla,  que  concedió  á  todos  los  subditos  del  Imperio^  el  de- 
recho de  ciudadanía  romana. — El  elemento  aportado  al  derecho,  en 
esta  materia,  por  las  razas  de  la  estirpe  germánica. — Los  prejuicios 
heredados  de  estas  razas,  pasaron  á  la  época  feudal  y  á  la  Edad  Me- 
dia.— En  dicha  edad,  preponderaba  el  principio  de  la  territorialidad 
de]  derecho.— En  consecuencia,  el  homore  era  un  accesorio  del  sue- 
lo.— Al  formarse  las  grandes  monarquías,  apareció  el  inhumano  de- 
recho de  aubana.— Sin  embargo,  con  la  escuela  italiana  de  les  post- 
§losadoreB,  volvió  á  aparecer  la  personalidad  de  las  leyes. — Esta 
octrina  pasó  á  Francia,  á  Holanda  y  á  Alemania,  en  cuyos  países 
Bufrió  notable  transformación. — No  puede  desconocerse  que  á  la  doc- 
trina establecida  por  los  post^-glosadores,  se  debe  el  nacimiento  de  la 
teoría  de  los  estatutos. — Modificada,  informó,  en  materia  de  extran- 
jería, el  Código  de  Napoleón. — La  Bevolución  francesa  había  cam- 
biado radicalmente  todos  los  prejuicios  heredados  del  derecho  coutu- 
mier^  derogando  el  derecho  de  aubana  y  de  detracción. — Dicha  Bevo- 
lución se  fundó  en  tres  principios,  que  han  preponderado  hasta  nues- 
tros días:  libertad,  igualdad,  fraternidad. — Sin  embargo,  el  cristianis- 
mo había  atenuado  antes,  los  rigores  de  la  condición  del  extranjero. 
— rPara  ello,  fundábase  la  Iglesia  en  un  texto  del  Éxodo,  y  en  un  pa- 
saje de  la  profecía  de  Ezequiel. — En  materia  de  extranjería,  todavía 
la  Fi*aneia  se  resiente  de  los  inconvenientes  legados  por  el  Códi- 
go de  Napoleón. — En  comprobación  de  esta  verdad,  hace  muy  po- 
cos años  que  varios  diputados  al  Pai  lamento  francés,  presentaron 
distintas  proposiciones,  teniendo  por  objeto  la  expulsión  de  los  ex- 
tranjeros, como  medida  económica, — No  será  esta  la  manera  de  ate- 
nuar en  Francia  su  actual  situación,  porque  ella  debería  convertir  sus 
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mti'adas  al  Continente  amoricanOi  para  estudiar  las  causas  de  su  ac- 
tual prosperidad. — Esta  se  debe  á  la  inmigración,  como  se  observa 
en  la  República  de  la  América  del  Norte. — Una  ley  liberal  y  cuidado- 
samente combinada  sobre  naturalización,  es  la  aue  necesita  la  Fran- 
cia para  atenuar  la  situación  económica  á  que  los  diputados  propo- 
nentes se  refieren. — Gomo  ejemplo  de  las  libertades  y  garantías  otor- 
fadas  á  los  extranjeros  en  América,  señalamos  á  México. — En  efecto, 
esde  la  ley  de  12  de  Marco  de  1828,  es  decir,  siete  años  después  de 
BU  independencia,  concedió  á  los  extranjeros  el  pleno  goce  de  sus 
derechos  civiles. 


En  el  capitulo  XX,  inserté  íntegros  los  preceptos  consti- 
tucionales y  los  de  nuestra  ley  de  extranjería,  que  fijan  en 
México  la  calidad  del  extranjero;  por  consiguiente,  habién- 
dome ocupado  detenidamente  de  los  mexicanos,  se  impone  el 
presente  estudio,  conforme  á  la  división  adoptada  por  nues- 
tras leyes,  que  es  la  misma  que  nos  hemos  propuesto  seguir, 
comenzando  por  las  personas,  luego  trataremos  de  los  bienes, 
y  por  último  de  las  acciones,  adoptando  en  toda  esta  materia, 
el  método  seguido  en  el  Derecho  romano,  del  que  hemos 
aprendido  aquella  división,  en  nuestras  universidades. 

También  en  los  capítulos  lY  y  Y,  traté  extensamente  de 
la  condición  jurídica  de  los  extranjeros  en  la  antigüedad  y 
principalmente  en  Roma,  habiendo  indicado  en  aquel  estudio, 
cuan  precaria,  cuan  insostenible  era  entonces  la  situación  de 
los  extranjeros,  quienes  eran  considerados  como  enemigos, 
hostiSf  entre  los  Egipcios,  los  Escitas,  los  Lacedemonios,  los 
Atenienses,  los  Griegos,  y  finalmente,  entre  los  mismos  Ro- 
manos. También  expuse,  que  esta  condición  se  modificó  no- 
tablemente en  Roma  al  advenimiento  del  jw  gentium  y  del 
jus  naturales  en  cuyos  humanitarios  principios  fundaba  el 
prcetor  peregrinus  sus  decisiones,  concediendo  al  extranjero, 
aunque  ficticio,  el  privilegiado  derecho  de  ciudad,  ^^eivitas 
romana  jingitur  peregrino;^^  sin  embargo,  estas  exiguas  garan- 
tías no  bastaban,  porque  el  extranjero  estaba  herido  desde  la 
época  clásica  del  derecho,  con  innumerables  incapacidades, 
siendo  necesario  el  triunfo  déla  revolución  social,  laquepre- 
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paró  el  advenimiento  de  la  memorable  Constítución  de  Cata* 
calla,  para  que  el  extranjero  pudiera  gozar  ampliamente  de 
los  derechos  de  la  ciudadanía  romana,  '^/n  arbi  Bomano  qui 
8untj  es  eonstitutiane  imperataris  Ántonim  cives  Bamani  effeeti 

Eli  el  presente  estudio,  no  es  posible  dejar  de  considerar  un 
nuevo  elemento  que  entró  en  la  vida  del  derecho,  el  elemen- 
to germánico.  En  efecto,  cuando  el  Imperio  romano  se  des- 
plomó al  peso  de  su  propia  inmensidad,  los  bárbaros  que  sa- 
lieron de  las  selvas  de  la  Germania,  y  consumaron  la  conquis- 
ta, encontraron  en  los  pueblos  que  invadieron,  una  civiliza* 
ción  envejecida  y  perdidas  aquellas  virtudes  varoniles  que 
hablan  determinado  la  grandeza  de  Roma;  pero  con  la  trans- 
fusión de  su  sangre  y  con  sus  costumbres  primitivas,  prepa- 
raron la  nueva  evolución,  de  la  cual  debía  nacer  y  levantarse 
el  mundo  moderno.  El  derecho  en  las  razas  de  la  estirpe  ger- 
mánica es  poder  y  fuerza,  es  una  facultad  peculiar  del  indivi- 
duOj  que  tiene  altísimo  sentido  de  su  personalidad,  no  es  co- 
mo entre  los  griegos  un  orden  ó  una  proporción,  ni  como  en 
Boma  un  vínculo  social;  por  aquel  motivo,  el  germano  se 
acogía  á  la  pignoración  privada  contra  el  deudor,  y  á  Ib.  fal- 
da ó  venganza  contra  su  ofensor.  En  el  estado  social,  aparece 
como  una  fuerza  indisciplinada,  más  dispuesto  á  destruir  que 
á  edificar,  aunque  después  llega  á  asimilarse  los  elementos 
del  pueblo  conquistado;  así,  bajo  la  influencia  de  la  legisla- 
ción romana,  se  hace  más  civil,  y  bajo  el  influjo  de  la  idea 
cristiana,  más  moral. 

Sin  embargo,  los  mismos  prejuicios  que  contra  los  extran- 
jeros hemos  observado  en  épocas  anteriores,  los  hallamos  con- 
signados en  la  legislación  de  estas  razas,  prejuicios  que  tam* 
bien  pasaron  á  la  Edad  Media  y  al  feudalismo,  en  el  que  la 
territorialidad  del  derecho,  era  el  principio  en  que  se  fundaba 
la  Soberanía,  siendo  el  hombre,  en  consecuencia,  un  accesorio 
del  suelo. 


264 

Más  tarde,  cuando  á  expensas  de  la  feudalidad  se  funda* 
ron  las  grandes  monarquías,  el  odioso  derecho  de  aubana  con- 
sagró todas  las  incapacidades  con  que  la  ley  hería  al  extran- 
jero, aunque  al  renacimiento  del  Derecho  romano  en  las  es- 
cuelas de  Boloña  y  de  Florencia,  y  su  alianza  con  la  idea 
cristiana,  volvió  á  surgir  el  principio  de  la  personalidad  de 
las  leyes  con  la  escuela  italiana  de  los  post-glosadores,  Roscia- 
te,  Bartolo,  Baldo  y  varios  renombrados  jurisconsultos,  cuyas 
enseñanzas  se  extendieron  á  Francia,  Holanda,  Alemania  y  á 
otras  naciones  de  aquel  continente,  en  el  que  el  sistema  sufrió 
notable  transformación,  iniciándose  con  los  post-glosadores  y 
también  en  dichas  naciones  la  teoría  de  los  estatutos,  que  ha 
llegado  á  nuestra  época,  siendo  el  fundamento,  en  materia  de 
extranjería,  del  Código  de  Napoleón,  que  es  el  modelo  de  las 
legislaciones  más  cultas  del  mundo  moderno. 

Según  se  observa,  hemos  hecho  á  grandes  rasgos  una  sín- 
tesis de  nuestro  estudio  en  lo  que  al  extranjero  se  refiere,  lle- 
gando por  último,  á  la  época  actual,  en  la  que  nos  parece  ha- 
llar, tomando  por  base  la  Revolución  francesa,  determina- 
dos puntos  de  contacto,  por  sus  generosas  tendencias  y  sus 
avances  en  bien  de  la  humanidad,  entre  ella  y  la  revolu* 
ción  social  iniciada  por  Servio  en  Roma  en  el  monte  Aven- 
tino,  la  montaña  de  las  tempestades,  y  consumada  al  fin 
con  la  unidad  del  Imperio  romano,  que  otorgó  á  todos  los 
habitantes  de  su  inmenso  territorio,  es  decir,  á  los  peregri- 
nos, á  los  latinos,  á  los  itálicos  y  á  los  colonos,  el  antes  pri- 
vilegiado derecho  de  ciudad,  concediendo  á  todos  la  burgue- 
sía romana. 

En  comprobación  de  lo  expuesto  y  refiriéndome  á  la  legis- 
lación, debo  consignar  aquí  que  la  Francia  fué  la  continua- 
dora de  Roma  en  este  ramo  importantísimo  de  las  ciencias 
morales.  En  efecto,  no  existe  una  sola  institución  jurídica  á 
la  que  los  romanos  dieran  vida  incipiente,  que  la  Francia  no 
hubiese  desarrollado  y  robustecido  con  ese  espíritu  ominen- 
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iemente  oientifieOy  con  esa  acción  eminentemente  práctica  tam- 
bién^  que  hallamos  en  su  doctrina  jurídica,  y  en  su  docta  ju- 
risprudencia.  De  estas  causales  de  sujo  importantisimaSi  de 
estas  fuentes  de  inagotable  saber,  nació  primero  con  su  gran 
rerolución  y  definitivamente  en  el  primer  Imperio,  su  ad- 
mirable codificación,  que  concillando  el  pasado,  las  tradicio- 
nes del  Derecho  romano,  con  las  exigencias  del  presente,  su 
derecho  consuetudinario,  pero  sin  un  sistema  científico  dado, 
superó  á  todo  lo  existente  hasta  entonces  conocido,  dando  al 
mundo  actual  el  verbo  de  su  universal  legislación. 

Esta  evolución  era  muy  natural,  porque  la  revolución 
francesa  tuvo  por  objeto  reivindicar  los  derechos  del  hom- 
bre, absorbido  antes  por  el  Estado;  en  consecuencia,  ella 
se  imponía,  determinando  las  radicales  reformas  que  hemos 
alcanzado  en  las  instituciones  sociales  que  nos  rigen,  refor- 
mas que  destruyeron  al  fin,  hasta  en  sus  cimientos,  todo  el 
pasado,  para  reconstruir  sobre  sus  ruinas  la  nueva  sociedad, 
bajo  el  influjo  idealista  de  los  tres  grandes  principios  que  hoy 
preponderan  en  la  presente  cultísima  edad:  Libertad,  Igual- 
dad, Fraternidad. 

Preciso  es,  sin  embargo,  rindiendo  el  justo  tributo  debido 
á  la  verdad,  afirmar  aqui,  como  un  hecho  histórico  incontro- 
vertible, que  antes  de  esta  gran  revolución,  las  primeras  ten- 
tativas que  se  indicaron  para  atenuar  los  rigores  de  las  leyes 
del  pasado,  que  herían  á  los  extranjeros,  se  deben  al  cristia- 
nismo, el  cual  nunca  pudo  conciliar  el  odioso  derecho  de  au- 
baña  con  los  humanitarios  preceptos  que  predicaba,  en  los 
cuales  se  ha  fundado  una  religión  llena  de  abnegación  y  ca- 
ridad, enemiga  de  toda  desigualdad  entre  los  hombres.  Por 
último,  la  Iglesia  se  amparó  en  el  siguiente  texto  del  Éxodo: 
Peregrinum  et  advenam  non  contristahis  in  mis  rehus^  y  tam- 
bién en  la  profecía  de  Exequiel  que  se  expresa  así:  AdvencB 
qui  accessertmt  ad  vos^  qui  genuerunt  jiUos  in  medio  vestrij  erunt 
vobis  sicut  indigewBj  para  mejorar  la  precaria  y  angustiada 


condición  del  extranjero,  en  aquella  época  en  que  preponde- 
raba sobre  la  fuerza  del  derecho,  el  derecho  de  la  fuerza. 

No  puede  desconocerse,  por  otra  parte,  que  en  materia  de 
extranjería,  el  Código  de  Napoleón  nunca  estuvo  en  lo  justo, 
hecho  que  se  explica,  porque  en  la  fecha  de  su  promulgación 
se  hallaba  empeñado  el  Primer  Cónsul,  en  continua  guerra 
con  la  Europa  coaligada  contra  la  Francia. 

Reanudando  el  presente  estudio  sobre  extranjería,  debo 
consignar  aquí  que  los  Constituyentes,  al  derogar  en  su  de- 
creto de  6  de  Agosto  de  1796,  el  odioso  derecho  de  aubana  y 
el  de  detracción,  llamaron,  aunque  con  enfática  frase,  ^^á  to- 
dos los  pueblos  de  la  tierra  á  gozar  de  los  sagrados  é  invio- 
lables derechos  de  la  humanidad  en  el  seno  de  la  Francia 
libre;"  pero  cuánto  ha  cambiado  esta  misma  nación  en  la  ac- 
tualidad, cuan  lejos  está  su  legislación  del  generoso  pensa- 
miento de  sus  Convencionales,  que  allanando  aquellas  fronte- 
asr,  querían  que  todos  los  pueblos  de  la  tierra  llegaran  á  go- 
zar de  los  inviolables  derechos  de  la  humanidad;  porque  hoy 
mismo,  pasada  apenas  una  centuria,  los  descendientes  de  los 
Convencionales,  han  pretendido,  como  medida  económica^  la 
expulsión  de  todos  los  extranjeros  de  la  Francia;  y  el  Parla- 
mento ha  oído  leer  en  su  propio  seno,  las  proposiciones  de  Mr. 
Thiessé,  Mr.  Pally,  Mr.  Pradon  y  de  Mr.  Steenackers,  que 
tienden  á  detener  la  corriente  de  inmigración  que  se  acrecien- 
ta en  Francia,  y  4  procurar  la  salida  de  ella  de  los  extranjeros 
establecidos;  afortunadamente,  el  Parlamento  no  ha  tomado 
en  consideración  ninguna  de  aquellas  proposiciones,  que  no 
son  las  más  á  propósito  para  llegar  al  fin  económico  que  se 
pretende. 

La  Francia  para  resolver  estas  cuestiones,  debe  convertir 
sus  miradas  al  Continente  americano,  en  el  cual  observará, 
que  en  la  mayor  parte  de  las  naciones  que  lo  forman,  el  ex- 
tranjero está  equiparado  en  sus  derechos  civiles  con  el  nacio- 
nal; como  ejemplo,  basta  fijarse  en  la  Constitución  política 
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de  México  y  en  su  adelantada  ley  de  extranjería;  por  último, 
no  debe  olvidar,  que  la  grandeza  y  el  poder  de  los  Estados 
Unidos  de  América,  no  se  debe  únicamente  á  sus  propios 
hijos,  es  decir,  á  los  nativos  de  aquellos  Estados,  se  debe  al 
concurso  de  todos  los  extranjeros;  franceses,  ingleses,  alema- 
nes, belgas,  rusos,  españoles,  italianos  y  demás  inmigrantes 
que  han  llevado  á  dicha  nación  el  valioso  contingente  de  su 
trabajo  honrado  y  de  su  talento  é  inteligencia  en  todos  los 
ramos  del  saber  humano;  factores  importantísimos  que  han 
determinado,  precisamente,  el  admirable  estado  económico  y 
el  poder  y  la  grandeza  de  la  República  de  Norte  América, 
que  tan  justamente  llama  hoy  la  atención  del  antiguo  conti- 
nente, hasta  donde  llega  la  plétora  de  sus  productos  natura- 
les, de  sus  industrias  y  de  sus  fabulosos  capitales,  que  en  con- 
junto pudieran  causar  serias  perturbaciones  en  el  equilibrio 
económico  del  mismo  continente. 

Las  enseñanzas  de  la  historia,  vienen  también  en  mi  apoyo 
para  comprobar  las  ideas  antes  enunciadas;  en  efecto,  nunca 
fué  Roma  más  grande  que  en  la  época  del  Imperio,  el  que 
congregando  á  todos  los  pueblos  del  mundo  hasta  entonces 
conocido,  dio  á  éste  la  unidad  reclamada  por  las  necesidades 
inherentes  á  la  naturaleza  humana,  y  al  mismo  tiempo  la 
universalidad  de  su  derecho,  que  ha  perdurado  en  las  insti- 
tuciones jurídicas  de  todas  las  edades. 

La  Francia,  aprendiendo  en  estas  lecciones  de  la  expe- 
riencia, puede  atenuar  los  males  que  la  aquejan,  según  se  ex- 
presan los  diputados  proponentes,  si  estudia  una  ley  de  na- 
turalización amplia  y  liberal,  con  el  fin  de  que  el  extranjero 
establecido  en  aquel  país,  pueda  adquirir  fácilmente  la  na- 
cionalidad f^ancesl^  y  de  seguro,  muy  pocos  serían  los  que 
no  se  acogieran  á  los  beneficios  acordados  en  una  ley  expedi- 
da bajo  aquellas  condiciones,  porque  no  puede  olvidarse  que 
la  Francia  ha  sido  la  nación  que  más  se  ha  distinguido  en  el 
mundo  por  su  movimiento  intelectual,  y  cuando,  por  otra 


parte,  ha  gastado  siempre  sus  nobles  energías  en  bien  de  la 
humanidad. 

Para  finalizar  este  preámbulo  al  estudio  de  las  disposicio- 
nes de  nuestras  leyes,  en  las  que  se  fija  la  condición  jurídica 
del  extranjero  en  México,  preciso  es  tener  en  cuenta  que  ha- 
biendo sido  el  Código  de  Napoleón  el  modelo  y  el  tipo  de  la 
legislación  ciril  de  nuestra  época,  este  Ordenamiento  ha  pa- 
sado con  todos  sus  prejuicios  á  la  codificación  actual,  aunque 
se  ha  procurado  atenuar  dichos  rigores,  en  naciones  como 
Italia,  México,  la  Argentina  y  otras  de  este  mismo  continen- 
te, que  han  equiparado  incondicionalmente  al  extranjero  con 
el  nacional  en  el  goce  de  los  derechos  civiles. 

En  cuanto  á  México,  responden  á  esta  afirmación,  los  ar- 
tículos  1^  al  29  de  nuestra  Constitución  política,  y  el  art.  90 
de  nuestra  adelantada  ley  de  extranjería,  aunque  estos  avan- 
ces son  tradicionales  en  la  legislación  patria,  pues  aquel  pre- 
cepto lo  vemos  consignado  en  el  art.  8^  de  la  ley  de  12  de 
Manso  de  1828,  muy  pocos  años  después  de  consumada  la 
independencia  de  México  de  la  Metrópoli  española. 

En  los  capítulos  siguientes  me  ocuparé  de  los  preceptos  de 
nuestras  leyes  en  que  se  establece  la  calidad  del  extranjero 
en  la  República. 


CAPITULO  XXIV. 
De  los  extranjeros,  * 

(Continúa.) 

SUMABIO. — Cualidad  del  extranjero  en  México,  conforme  á  las  frac- 
ciones I  y  II  del  art.  2  de  la  ley  de  extranjería. — Su  concordancia, 
por  razón  de  reciprocidad  internacional,  con  las  fracciones  III  y  lY 
del  art.  1? — Sin  embarco,  en  el  caso  de  la  frac.  II  del  art.  2?,  los  hi- 
jos de  extranjeros  nacidos  en  México,  al  llegar  á  la  mayor  edad  pue- 
den optar  por  la  nacionalidad  de  sus  padres. — Transcurrido  un  afio 
después  de  su  mayoría,  sin  haber  optado,  se  consideran  mexicanos. 
— Esta  es  una  concesión  que  hace  nuestra  ley  al  jtis  solí, — Bazones 
en  que  el  precepto  se  íunda. — La  mayor  edad  ha  sido  considerada 
^ajo  distintos  aspectos. — Los  tribunales  de  Francia  han  estado  en 
desacuerdo,  se^ún  se  observa  en  sus  fallos.  —Como  prueba,  se  citan 
las  sentencias  de  un  Tribunal  de  París  de  fecha  1?  de  Diciembre  de 
1883  y  la  dictada  por  la  Corte  de  Casación  de  20  de  Junio  de  1888. 
— La  del  Tribunal  de  París  es  la  que  está  en  lo  justo,  porque  declara 
que  la  mayorídad  se  fija  conforme  á  la  ley  personal  del  solicitante. 
— Estas  controversias,  han  terminado  en  Francia  con  la  promulga- 
ción de  la  ley  de  27  de  Junio  de  1889.— Sin  embargo,  la  abrogación 
de  la  ley  anterior  no  salva  del  todo  las  dificultades. — Nuestra  ley  es 
más  explícita,  porque  declara  que  la  mayor  edad  será  la  señalada  en 
la  ley  de  la  nacionalidad  del  padre  ó  de  la  madre. — La  retroactivi- 
dad  es  otro  punto  en  que  ha  estado  muy  dividida  la  jurisprudencia 
francesa. — En  efecto,  combinando  los  artículos  9  y  20  del  Código 
civil,  algunos  tribunales  declaran  la  retroactividad  de  la  naciondui-r 
dad  en  estos  casos  de  opción. — Dichos  tribunales  han  olvidado  la  an- 
ti^a  jurisprudencia  de  la  Corte  de  Casación  francesa,  la  cual  en  sus 
fallos  de  6  de  Junio  de  1810  y  12  de  Junio  de  1815,  decide  lo  contra- 
rio.— Estas  sentencias  declaran,  que  las  leyes  que  rigen  el  estado  de 
las  personas,  no  tienen  ningún  efecto  retroactivo. — Este  es  el  prin- 
cipio adoptado  después  en  la  Francia  al  reformar  en  1889  los  artícu- 
los 9  y  20  del  Código  civil. — México  consignó  aquel  principio  con  an- 
telación á  la  misma  Francia,  desde  1857,  estableciendo  el' precepto, 
como  fundamental. 

Reanudando  el  presente  estudio  sobre  la  cualidad  del  extran- 
jero en  la  República,  debo  indicar,  que  la  frac.  X  del  art.  2  de 
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nuestra  ley  establece  '^que  son  extranjeros  los  nacidos  fuera  del 
territorio  nacional,  que  sean  subditos  de  Gobiernos  extran- 
jeros, y  que  no  se  hayan  naturalizado  en  México."  Gomo  se 
observa,  el  precepto  es  tan  claro  que  no  genera  duda  alguna, 
y  por  lo  tanto,  no  necesita  comentario,  ya  que  la  misma  ley 
prescribe  en  su  art.  1^,  fracs.  III  y  IV,  que  el  que  nace  fuera  de 
nuestro  país  de  padre  mexicano,  q¡ue  no  haya  perdido  su 
nacionalidad,  y  de  madre  mexicana  si  el  padre  fuere  des- 
conocido, es  mexicano;  cuyo  precepto  se  deduce  del  prin- 
cipio establecido  en  nuestra  legislación,  en  materia  de  na- 
cionalidad, la  cual  en  estos  casos  se  transmite  por  la  filia- 
ción, siguiendo  el  sistema  del  jus  sanguinis;  en  consecuencia, 
la  frac.  I  del  art.  2  y  las  III  y  lY  del  art.  1^  explican,  con- 
cordadas, su  alcance,  asi  como  también  lo  explica  la  frac.  II 
del  art.  2,  que  declara  extranjeros  á  los  hijos  de  extranjeros, 
aunque  éstos  hayan  nacido  y  residan  en  el  territorio  nacio- 
nal, porque  el  precepto  es  una  consecuencia  que  demanda  la 
reciprocidad;  por  este  motivo,  la  ley  declara  mexicanos  á  los 
hijos  de  nuestros  nacionales,  aunque  aquellos  nazcan  en  un 
país  extraño,  según  he  expresado  antes.  Tal  es  el  principio 
de  la  reciprocidad  internacional,  que  México  adopta  sin  res- 
tricciones, en  esta  materia,  y  lo  consigna  en  su  ley. 

Sin  embargo,  la  frac.  II,  expresada,  considera  extranjeros 
á  los  hijos  nacidos  en  el  territorio  nacional,  de  padre  y  ma- 
dre extranjeros  ó  de  padre  desconocido,  hasta  llegar  á  la  ma- 
yor edad,  conforme  á  la  ley  de  la  nacionalidad  del  padre  ó 
de  la  madre  respectivamente,  porque  transcurrido  el  año  si- 
guiente á  dicha  edad,  sin  que  hayan  hecho  ante  la  respectiva 
autoridad  política,  la  manifestación  de  seguir  la  nacionalidad 
de  sus  padres,  serán  considerados  como  mexicanos.  El  pre- 
cepto asi  concebido,  hace  aquí  una  señalada  concesión  al  jus 
solij  apartándose  en  cierta  manera,  del  sistema  contrario,  del 
jus  sarigumis^  lo  cual  .se  explica,  por  las  naturales  afecciones 
que  el  que  ha  nacido  en  México,  y  en  él  vive,  debe  tener  por 
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el  país  en  que  vio  por  primera  vez  la  luz;  con  este  procedió 
miento,  se  le  facilitan  los  medios  de  adquirir  la  nacionalidad 
mexicana,  sin  exigirle  los  requisitos,  que  por  regla  general, 
establece  la  ley  en  los  demás  casos  para  la  naturalización  de 
los  extranjer^is.  La  concesión  indicada,  se  funda,  además,  en 
que  el  hijo  de  un  extranjero  nacido  en  México,  habiendo  per- 
manecido en  el  país,  hablará  nuestro  idioma;  y  nuestros  há- 
bitos y  nuestras  costumbres  serán  las  suyas,  de  manera  que 
éi  será  mexicano  antes  de  haberse  naturalizado,  y  de  haber 
optado  por  dicha  nacionalidad. 

La  cuestión  de  la  mayor  edad,  para  la  opción  de  una  nue- 
va nacionalidad,  ha  sido  objeto  de  numerosas  controversias 
y  de  dudas,  que  también  se  han  significado  en  la  jurispru- 
dencia seguida  en  los  tribunales,  como  se  observa  en  la  sen* 
tencia  dictada  en  1^  de  Diciembre  de  1883  por  un  Tribunal 
de  Paris,  y  otra  pronunciada  por  la  Corte  de  Casación  de  la 
misma  Francia  en  20  de  Junio  de  1888,  siendo  ambas  con- 
tradictorias.  Sin  embargo,  teniéndose  en  cuenta  que  el  hijo 
de  extranjero,  nacido  en  deterniinado  país,  no  es  mayor  de 
edad  sino  desde  el  día  en  que  la  ley  de  su  origen  le  atribuye 
plena  y  entera  capacidad  para  obligarse,  porque  las  cuestio- 
nes  de  mayoridad  corresponden  y  se  deciden  conforme  al  es- 
tatuto personal,  creo  que  la  Corte  de  Casación,  en  el  caso  an- 
tes indicado,  no  está  en  lo  justo,  debiendo  seguirse  la  doctri- 
na establecida  por  el  Tribunal  de  Paris  de  1^  de  Diciembre 
de  1883,  que  dice  asi: 

^'Considerando  que  el  art.  9  del  Código  civil  acuerda  á  to- 
do individuo  nacido  en  Francia,  de  un  extranjero,  la  facul- 
tad de  reclamar  la  cualidad  de  francés  en  el  año  siguiente  á 
la  ópoca  de  su  mayoridad,  siempre  que  él  resida  en  Francia 
y  declare  que  su  intención  es  fijar  en  ella  su  domicilio:  Con-» 
siderando,  que  conforme  al  sentido  gramatical  de  esta  dispo- 
sición, la  mayoridad  á  que  se  refiere,  es  la  fijada  por  la  ley 
personal  del  solicitante,  es  decir,  la  sola  que  le  es  propicia  y 
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no  por  la  que  está  determinada  en  la  ley  francesa,  la  cual  no 
podrá  regir  su  estado  ni  su  capacidad,  sino  cuando  él  haya 
llegado  á  ser  definitivamente  francés:  que  en  este  caso  no  ha 
lugar  á  interpretar  el  art.  9  del  Código  civil  por  el  art.  3^  de 
la  Constitución  de  22 /rtmaír^,  año  XIII,  cuya  redacción  es 
taba  en  vigor  cuando  se  atribuía  la  cualidad  de  francés  á  to- 
do extranjero  que  habia  cumplido  21  años  de  edad  y  declara- 
do su  intención  de  fijarse  en  Francia,  habiendo  residido  en 
ella  diez  años  consecutivos:  Que  si  los  redactores  del  Código 
civil,  hubieran  pretendido  aplicar  esta  disposición  al  caso  es- 
pecial previsto  en  el  art.  9,  la  habrían  reproducido  expresa- 
mente, imponiendo  al  extranjero  la  obligación  de  hacer  la  de- 
claración en  el  año  siguiente  á  la  época  en  que  hubiese  llega- 
do á  la  edad  de  veinte  y  un  años:  Considerando  por  otra  parte, 
que  en  el  momento  en  que  reclamase  la  cualidad  de  francés 
un  individuo  nacido  en  Francia  de  un  extranjero,  sería  él 
mismo  extranjero  y  sometido  á  la  ley  que  rige  su  estado  y  su 
capacidad,  ley  extranjera  también:  Que  la  declaración  im- 
puesta por  el  art.  9  y  el  cambio  de  nacionalidad  que  á  ella 
seguirá,  toca  á  su  estatuto  personal,  y  por  lo  tanto  dicha  de- 
claración no  tiene  aptitud  para  modificar  su  condición  an- 
terior: Que  la  ficción  jurídica  que  atribuye  un  efecto  retroac. 
tivo  á  la  adquisición  de  la  nacionalidad  francesa  en  el  caso 
particular  previsto  en  el  art.  9  del  Código  civil,  no  es  aplica- 
ble en  el  presente,  porque  se  trata  no  de  determinar  una  con- 
secuencia de  la  declaración  por  el  tiempo  que  la  ha  precedido, 
sino  de  apreciar  si  ella  ha  sido  hecha  conforme  á  la  ley,  de 
manera  que  pueda  producir  los  efectos  consiguientes,  ó  si, 
por  el  contrario,  ella  es  nula  é  inoperante:  Considerando, 
finalmente,  que  ninguna  ley  posterior  á  la  promulgación  del 
Código  civil,  ha  modificado  expresa  ó  tácitamente  la  disposi- 
ción del  art.  9  sobre  el  punto  especial  que  se  litiga,  se  resuel- 
ve, etc.,  etc " 

Conforme  hemos  expresado  antes,  la  Corte  de  Casación  ha 
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seguido  la  doctrina  contraria  en  su  sentencia  de  20  de  Junio 
de  1888y  y  aquí  repetimos  que  no  ha  estado  en  lo  justo. 

Estas  controversias,  han  terminado  en  Francia  con  la  pro* 
mulgación  de  la  ley  de  27  de  Junio  de  1889,  que  abrogando 
en  esta  materia  el  Código  civil,  establece  la  edad  de  22  años 
para  la  opción  de  la  nacionalidad  francesa  á  los  nacidos  en 
aquel  país  de  padres  extranjeros;  bajo  este  concepto,  queda 
radicalmente  resuelta,  la  tan  debatida  cuestión  de  la  edad, 
aunque  según  se  observa  en  el  mismo  precepto,  el  que  voy  á 
insertar,  su  fundamento  puede  hallarse  en  el  principio  de  la 
territorialidad  de  la  ley,  en  la  Ux  domiciliij  porque  en  la  edad 
de  la  opción  no  será  la  ley  personal  la  que  rija;  dice  asi  el  pre- 
cepto, art.  9:  ^^Todo  individuo  nacido  en  Francia  de  un  extran* 
jero  y  que  no  esté  domiciliado  en  ella  en  la  época  de  su  ma- 
yoridad, podrá  después  de  haber  cumplido  22  años,  hacer  su 
sumisión  de  fijar  en  Francia  su  domicilio,  y  si  él  ha  estado 
establecido  en  ella  durante  un  año  á  contar  desde  el  acto  de 
la  sumisión,  podrá  reclamar  la  calidad  de  francés,  por  una 
declaración  que  será  registrada  en  el  Ministerio  de  Justicia." 

Por  más  que  esta  ley  haya  atenuado  los  inconvenientes  de 
la  anterior,  ¿qué  sucederá  en  el  caso  en  que  la  mayor  edad, 
conforme  á  la  nacionalidad  de  los  padres  del  infante,  sea  de 
24  ó  25  años?  Las  dificultades  quedarán  en  pié,  conforme  al 
precepto  de  la  ley  francesa,  que  sigue  en  esta  materia  la  lex 
damicilii.  Por  otra  parte,  si  la  misma  Francia  no  admite  que 
un  francés  pueda  cambiar  de  nacionaiidad  antes  de  su  mayo- 
ría. ¿Cómo  podrá  sostener  contra  un  país  extranjero,  la  na- 
cionalidad francesa  de  un  individuo  que  haya  hecho  á  los  21 
años  la  declaración  del  art.  9,  mientras  que  conforme  á  su 
ley  de  origen  él  será  capaz  de  obligarse  á  los  23  ó  más  años? 

Nuestra  ley,  por  el  contrario,  respetando  el  estatuto  perso- 
nal, establ^pe  en  la  firacción  II  del  art.  2,  que  la  mayor  edad 
será  la  señalada  en  la  ley  de  la  nacionalidad  del  padre  ó  de 
la  madre  extranjera,  respectivamente.    Finalmente,  nuestra 


misma  legislación  quiere,  en  esta  materia,  que  el  extranjero 
que  se  naturalice  en  el  paás,  esté  en  posesión  de  su  capacidad 
civil,  porque  sólo  asi  podrá  manifestar  válidamente  la  que 
tiene  para  obligarse  en  aquel  contrato,  que  por  su  naturale- 
za se  considera  con  el  carácter  de  sinalagmático. 

Varias  legislaciones,  apartándose  del  sistema  francés,  si- 
guen el  mismo  de  la  ley  mexicana,  como  se  observa  en  la  ley 
alemana  de  1^  de  Junio  de  1870,  art.  8,  que  exige  del  extran- 
jero que  solicite  la  naturalización  en  el  Imperio,  la  prueba 
de  que  tiene  la  necesaria  capacidad  conforme  á  su  estatuto 
personal. 

Existe  otro  punto  en  este  mismo  estudio,  que  también  ha 
sido  muy  controvertido,  la  retroactividad.  En  efecto,  se  ha 
pretendido,  por  lo  menos  en  Francia,  combinando  los  artícu- 
los 9  y  20  del  Código  civil,  antes  de  la  reforma  definitiva  de 
que  fué  objeto  en  las  leyes  de  1889  y  1893,  que  la  nacionali- 
dad en  estos  casos  de  opción,  debe  fijarse  desde  la  fecha 
del  nacimiento,  dando  á  dicha  elección  un  efecto  retroactivo, 
es  decir,  ut  ex  tune;  mientras  que  otros  jurisconsultos  opinan 
lo  contrario,  y  afirman  que  debe  considerarse  esta  privilegia- 
da naturalización,  solamente  para  el  porvenir,  esto  es,  ut  ex 
nu/nc. 

La  Corte  de  Casación,  y  algunos  notables  comentadores  del 
Código  de  JN^apoleón,  adoptan  el  primer  sistema^  entre  otros 
Mr.  Bufnoir,  posteriormente  Mr.  Demolombe,  Mr.  Aubry  y 
Rau  y  Mr.  Yalette.  El  tribuno  Gary,  en  su  discurso  dirigido 
al  Cuerpo  legislativo,  antes  de  expedirse  el  Código  y  bajo  el 
concepto  de  que  el  individuo  nacido  en  Francia  de  padres 
extranjeros,  conservaba  la  calidad  de  firancés,  con  la  condi- 
ción de  reclamarla,  expresaba:  ^4a  dicha  de  su  nacimiento  en 
suelo  francés,  no  es  perdida  para  él;  la  ley  le  ofrece  asegu- 
rarle el  beneficio  que  ha  recibido  de  la  naturalezaj"  en  esta 
virtud,  los  comentadores  á  que  me  he  referido  expresan,  co- 
mo idea  fundamental,  que  la  palabra  reclame  que  se  encuen- 
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tra  en  el  articulo  9,  prueba  evidentemente,  que  la  calidad  de 
francés  ha  sido  un  derecho  preexistente,  en  favor  de  aquel 
que  ha  nacido  en  Francia  de  padres  extranjeros,  y  por  lo  tan- 
to, al  reclamar  dicha  nacionalidad,  conforme  á  la  ley,  ésta  ha 
querido  consagrar  el  sistema  de  la  retroactividad. 

En  contraposición  hay  autores,  y  entre  estos,  Mr.  Duver- 
gier,  Mr.  Duranton,  Mr.  Mercadé  y  antes  Mr.  Demolombe, 
que  combaten  la  retroactividad,  porque  expresan  entre  otras 
muy  poderosas  razones,  que  no  es  posible  que  la  ley  haya 
dejado  en  suspenso  durante  22  afios  la  nacionalidad  del  indi- 
viduo que  se  halle  en  las  condiciones  indicadas,  y  también 
los  derechos  que  de  ella  puedan  depender.  Por  otra  parte,  la 
Corte  Suprema  de  Bélgica  sigue  en  sus  fallos  en  esta  tan  de- 
batida cuestión,  el  principio  de  la  no  retroactividad,  como 
puede  verse  en  su  sentencia  de  8  de  Enero  de  1872,  en  la 
cual  se  inspiraron  los  artículos  9  y  20  de  la  ley  francesa  de 
1889,  que  reformaron  el  Código  civil,  aunque  antes  fueron 
atenuados  los  efectos  de  sus  artículos  726  y  912  en  la  ley  de 
14  de  Julio  de  1819,  que  los  abrogó;  por  lo  tanto,  la  contro- 
versia indicada,  solamente  tiene  hoy  en  Francia  un  interés 
retrospectivo  ó  histórico,  puesto  que  la  ley  actual  se  declara 
por  la  no  retroactividad  en  estos  casos  de  naturalización  pri- 
vilegiada. 

Finalmente,  en  Francia  se  habían  olvidado  de  su  antigua 
jurisprudencia,  porque  la  Corte  de  Casación  en  sus  fallos 
de  6  de  Junio  de  1810  y  12  de  Junio  de  1815,  fijó  el  princi- 
pio que  rige  el  estado  personal,  declarando:  ^^Que  las  leyes 
que  arreglan  el  estado  de  las  personas,  se  aplican  al  indivi- 
duo en  el  momento  mismo  de  su  emisión,  y  le  hacen  capaz  en 
ese  momento  ó  incapaz;  por  lo  tanto,  dichas  leyes  no  tienen 
ningún  efecto  retroactivo." 

Tal  es  el  principio  adoptado  en  la  ley  mexicana,  según  se 
observará  en*  el  capitulo  siguiente,  haciendo  notar  que  des- 
de 1857,  lo  consignó  nuestra  Constitución  como  precepto  fun- 
damental. 


■  í. 


CAPITULO  XXV. 
De  los  extranjeros. 

(Continúa.) 

SUMARIO. — En  México,  la  no  retroaotividad  es  un  principio  fundamen- 
tal* — JiBtá  consignado  en  el  art.  14  de  la  Constitución. — Obedecien- 
do ol  precepto,  el  Código  civil  lo  consigna  en  su  art.  5? — La  ley  de 
extranjería  en  el  art.  26. — Comen  lario  de  la  frac.  III  del  art.  2?  de 
esta  ley. — ^No  pueden  vomperse  los  lazos  que  unen  al  individuo  con 
BU  patria,  sino  en  los  casos  establecidos  por  la  misma  ley. — Opinión 
á  este  respecto  de  uno  de  nuestros  más  renombrados  publicistas,  el 
Sr.  Gómez  Palacio. — La  frac.  lY  del  art.  2?  trata  del  cambio  de  na- 
cionalidad de  la  mujer  casada. — Es  una  consecuencia  de  su  matrimo- 
nio con  un  extranjero,  salvo  el  caso  de  que  en  la  ley  personal  de  és- 
te, no  sea  obligatorio  dicho  cambió. — En  la  mayor  parte  de  las  legisla^ 
clones  se  sigue  el  conocido  principio  sobre  la  individuam  vitce  consiíe- 
tudinem^  establecido  como  esencial  en  la  InstitiUa. — La  ley  francesa 
se  aparta  del  principio,  previniendo,  que  si  el  mando  cambia  de  na- 
cionalidad, su  mujer  no  está  obligada  á  seguir  ésta. — ^La  razón  filoso, 
fica  *del  precepto  contrario,  consignado  en  nuestra  ley,  se  concibe 
fácilmente. — Se  funda  en  <<que  la  familia  forma  un  todo  indivisible, 
bajo  el  punto  de  vista  de  la  nacionalidad." — Prácticas  seguidas  en 
esta  materia  en  los  Estados  unidos  de  Norte-américa  y  en  algunas 
Bepúblicas  de  esté  Continente.' — Los  hijos  menores  de  mexicanos 
que  hubiesen  perdido  su  nacionalidad,  residiendo  en  el  extranjero, 
tienen  el  derecho  de  opción  por  la  de  México. — Inconvenientes  de  la 
ley  francesa  en  esta  cuestión. — Legislación  comparada. 

En  este  capitulo,  sigue  el  estudio  de  la  fracción  II  del  ar- 
ticulo 2  de  nuestra  ley  de  extranjería,  de  cuya  fracción  me 
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ocupé  al  finalizar  el  anterior;  entre  nosotros  Ja  cuestión  de  la 
retroactividad  no  admite  discusión,  ella  está  resuelta  en  nues- 
tra ley  fundamental,  que  prescribe  en  la  sección  de  los  dere- 
chos del  hombre,  art.  14,  ^*que  no  se  podrá  expedir  ninguna 
ley  retroactiva,"  y  el  art.  5^  del  Código  civil,  reformado,  aca- 
tando este  precepto,  establece  ^^que  ninguna  ley  ni  disposi- 
ción gubernativa  tendrá  efecto  retroactivo.  Tal  es  el  principio 
establecido  en  nuestro  sistema;  sin  embargo,  aun  sin  ley  ex- 
presa, siendo  la  retroactividad  una  anomalía  en  dereho,  apli- 
cable muy  limitadamente  y  sólo  en  casos  de  excepción,  no  es 
posible  aceptarla  en  materia  de  naturalización,  en  presencia 
de  textos  tan  imperativos  como  los  que  acabamos  de  citar, 
siendo  en  materia  de  naturalización,  expreso  el  precepto,  por- 
que dice  asi:  ^^El  cambio  de  nacionalidad  no  produce  efecto 
retroactivo.  La  adquisición  y  rehabilitación  de  los  derechos 
de  mexicano,  no  surten  sus  efectos,  sino  desde  el  día  siguien- 
te á  aquel  en  que  se  han  cumplido  J;odas  las  condiciones  y 
formalidades  establecidas  en  esta  ley  para  obtener  la  natura- 
lización;" art.  26  de  la  ley  de  extranjería.  * 

La  frac.  III  del  art.  2r  de  la  ley  que  me  ocupa,  se  fun- 
da en  la  necesidad  de  que  la  nacionalidad,  en  el  caso  que  in- 
dica, está  claramente  definida,  porque  es  un  principio  reco- 
nocido en  la  mayoría  de  las  legislaciones,  que  el  hombre  de- 
be tener  una  nacionalidad  reconocida,  pues  si  bien  puede 
cambiarla,  la  idea  que  la  explica  nos  lleva  á  conocer  la  no- 
ción de  la  patria,  que  se  considera  como  un  grupo  determi- 
nado de  individuos  unidos  por  las  mismas  aspiraciones  é  in- 
tereses; de  lo  cual  resulta  tan  íntima  cohesión  y  un-  poder  de 
solidaridad  de  tal  naturaleza,  que  los  hace  vivir  bajo  las 
mismas  leyes,  y  dirigirse  en  conjunto  á  obtener  idénticos  des- 
tinos é  igual  finalidad.  En  consecuencia,'estos  lazos  no  pue- 
den romperse  arbitrariamente,  porque  ellos  ligan  al  hombre 
con  obligaciones  y  deberes  que  tiene  que  cumplir,  puesto  que 
el  vinculo  que  une  al  individuo  con  su  patria,  solamente 
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puede  romperse,  después  de  haber  llenado  sus  deberes;  ba- 
jo este  aspecto,  con  estas  condiciones,  podrá  el  hombre 
cambiar  de  nacionalidad,  porque  en  nuestra  edad,  no  es 
él  como  en  la  época  feudal,  un  accesorio  del  suelo;  hoy  se 
levanta  con  la  fuerza  y  el  poder  que  le  dan  sus  derechos,  y 
particularmente  su  libertad,  que  es  inherente  á  la  naturaleza 
y  personalidad  humanas.  Estas  consideraciones  no  obstan 
para  afirmar  en  este  lugar,  que  si  bien  el  hombre  puede  cam- 
biar de  nacipnalidad  ejerciendo  el  derecho  de  expatriación, 
como  una  de  tantas  proyecciones  de  su  libertad,  debe  reco- 
nocer una,  porque  sin  ella  no  tendría  existencia  jurídica,  y 
seria  un  elemento  perturbador  de  la  vida  internacional.  Hé 
aquí  el  fundamento  racional  que  explica,  aunque  brevemente, 
la  frac.  III  del  art.  2^  de  nuestra  ley  de  extranjería,  sirvién- 
donos también  de  apoyo  la  opinión  autorizada  de  uno  de 
nuestros  más  ilustres  jurisconsultos,  el  Sr.  Gómez  Palacio: 

^^La  razón  de  ser  y  condición  necesaria  de  la  relación  de 
ciudadanía  ó  nacionalidad,  es  la  subsistencia  entre  el  indivi- 
duo y  la  sociedad  á  que  pertenece,  de  concesiones  é  intereses 
mutuos,  que  tienen  una  existencia  y  una  importancia  real  y  no 
quimérica  para  el  individuo  y  para  la  sociedad.  Esas  rela- 
ciones y  esos  intereses  son,  por  lo  relativo  al  ciudadano,  la 
seguridad  de  su  persona  y  la  de  su  familia,  su  libertad  civil 
y  política,  la  posesión  y  goce  de  sus  bienes:  y  por  parte  de 
la  sociedad,  el  derecho  á  la  vida  y  á  la  sangre  del  ciudadano 
en  la  guerra,  á  su  voto  en  la  urna  electoral,  á  sus  servicios 
en  la  legislatura,  el  gobierno,  la  judicatura  y  la  administra- 
ción; por  último,  el  impuesto  que  le  toque  pagar  según  su 
propiedad.  Un  hombre  que  llega  á  ponerse  con  respecto  á  la 
sociedad  en  tal  situación,  que  no  necesite  ni  tenga  para  qué 
usar  de  sus  leyes  y  de  sus  autoridades,  ni  prestarle  tampoco 
el  auxilio  de  su  talento,  de  su  brazo,  de  su  bolsa;  un  hombre, 
digo,  en  tal  situación  para  con  una  sociedad,  no  es  de  hecho, 
ni  para  objeto  alguno  práctico,  ciudadano  de  ella." 
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La  frac.  IV  del  mismo  articulo  2,  trata  del  cambio  de  na- 
cionalidad de  la  mujer  casada,  como  consecuencia  de  su  ma- 
trimonio con  un  extranjero,  salvo  que  en  la  ley  personal  de 
éste  no  áea  obligatorio  aquel  cambio.  El  principio  es  general 
en  casi  todas  las  legislaciones  de  nuestra  época,  desde  que 
fué  consignado  en  el  Código  de  Napoleón,  según  se  observa 
en  sus  artículos  del  12  al  19,  que  han  sido  objeto  de  sucesi- 
vas reformas,  y  principalmente  en  materia  de  extranjería. 
Por  otra  parte,  naciones  tan  refractarias  á  cambiar  sus  leyes 
como  Inglaterra,  han  seguido  los  principios  más  conformes 
con  la  índole  y  naturaleza  del  contrato  de  matrimonio,  con- 
servando inviolable  el  lazo  que  une  á  los  dos  esposos,  y  man- 
teniendo la  individuam  víUb  consfuetudinem^  que  ya  la  Insütuta 
consideraba  como  esencial  en  el  matrimonio. 

Sin  embargo,  se  ha  pretendido  en  esta  misma  materia,  si- 
guiendo el  texto  de  la  ley  francesa,  romper  aquellas  tradicio- 
^  nes,  conforme  á  la  cita  que  acabamos  de  indicar  del  dere- 
cho justiniano,  porque  en  aquella  ley  se  establece  que  la 
mujer  casada,  si  el  marido  cambia  después  de  nacionalidad, 
no  está  obligada  á  seguir  ésta;  para  fundar  el  precepto,  se  ex- 
presa, que  siendo  necesaria  la  voluntad  para  determinar  la 
status  mutatiOy  se  comprende  que  aquella  es  manifiesta  en  la 
mujer,  por  el  solo  hecho  del  matrimonio,  puesto  que  ella  es 
libre  para  con  traerlo  ó  no;  por  el  contrario,  si  el  marido,  di- 
cen los  expositores,  cambia  de  nacionalidad,  no  puede  admi- 
tirse también  esta  mutación  en  la-mujer,  porque  faltaría  su 
voluntad,  que  es  la  base  en  que  se  levanta  toda  esta  materia 
sobre  nacionalidad,  en  la  cual  el  ejercicio  de  aquella  facultad 
debe  ser  siempre  expreso  y  manifiesto.  Además,  se  añade, 
cuando  una  mujer  se  casa  con  un  extranjero,  sabe  perfecta- 
mente que  por  sólo  este  hecho  se  convierte  también  en  ex- 
tranjera y  consiente  implícitamente  en  renunciar  su  propia 
nacionalidad  para  adquirir  la  de  su  marido;  pero  cuando  se 
casa  con  uno  de  su  misma  patria,  no  renuncia  á  ella  y  con- 
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serva  su  propia  nacionalidad;  en  consecuencia,  se  pregunta, 
¿con  qué  titulo  se  puede  pretender  que  la  mujer  se  naturalice 
á  Toluntad  del  marido,  cuando  éste  quiera  cambiar  de  na- 
cionalidad? 

Por  otra  parte,  recordamos  que  cuando  se  discutió  el  art. 
19  del  Código  civil,  en  el  Consejo  de  Estado  francés,  dicho  ar- 
ticulo decía  así:  "La  mujer  francesa  que  se  case  con  un  extran- 
jero, seguirá  la  suerte  de  su  marido."  Portalis  opinó  que  de- 
bía adicionarse  el  precepto  con  una  disposición  que  pusiese 
á  salvo  los  derechos  de  la  mujer  cuyo  marido  llegase  á  per- 
der la  cualidad  de  francés,  pero  esta  adición  fué  desechada, 
porque  el  Primer  Cónsul  hizo  observar  que  hay  una  dife- 
rencia notable  entre  la  francesa  que  se  casa  con  un  extranjero, 
y  otra  que,  habiéndose  casado  con  francés,  sigue  á  su  marido 
cuando  abandona  la  patria;  en  el  prinaer  caso  ella  renuncia 
voluntariamente  sus  derechos,  mientras  que  en  el  segundo 
no  hace  más  que  cumplir  con  un  deber. 

En  consecuencia,  no  deben  extrañarnos  los  conceptos  ante- 
riores de  los  comentadores  del  Código,  si  recordamos  los  de- 
bates de  que  fué  objeto  en  el  Consejo  de  Estado  el  art.  214 
del  proyecto,  que  decía  en  su  parte  final:  "Si  el  marido  qui- 
siere abandonar  el  suelo  de  la  República,  no  podrá  obligar  á 
su  mujer  á  que  le  siga,  á  no  ser  el  caso  en  que  el  Gobierno 
le  haya  encargado  una  misión  que  exija  su  residencia  en  el 
extranjero;"  pero  este  inciso  quedó  suprimido  en  el  texto  del 
Código,  porque  se  reconoció  en  la  discusión,  que  la  obligación 
de  la  mujer,  á  este  respecto,  es  absoluta  é  incondicional  y  no 
debe  admitir  modificaciones;  aunque  Regnauld  deSaint-Jean 
d'Angeli,  declaró  que  si  bien  no  puede  obligarse  al  marido  á 
separarse,  de  su  mujer,  cuando  tenga  que  alejarse  de  su  pa- 
tria, tampoco  tendrá  el  derecho  de  hacer  extranjera  á  su  mu- 
jer; por  lo  expuesto,  se  ve  claramente  de  dónde  procede  el 
precepto  de  la  ley  francesa  y  la  base  en  que  los  comentado- 
res fundan  su  doctrina. 
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No  puede  negarse,  por  otra  parte,  que  es  una  cuestión  muy 
grave  esta  de  que  se  trata,  es  decir,  que  la  naturaliasación  del 
marido  entraña  como  consecuencia  indeclinable  la  de  su  mu* 
jer;  y  por  lo  tanto  se  advierte,  que  ni  los  autores,  ni  el  dere- 
cho positivo,  están  de  acuerdo  al  resolverla.  En  nuestra  ley, 
conforme  al  inciso  final  de  la  frac.  IV  del  art.  2,  el  principio 
es  absoluto,  es  decir,  el  cambio  de  nacionalidad  del  marido 
posterior  al  matrimonio,  importa  el  cambio  de  la  nacionali- 
dad en  la  mujer  y  en  los  hijos  menores  sujetQS  á  la  patria 
potestad,  siendo  condición  expresa  que  residan,  en  el  país  del 
marido  ó  del  padre  respectivamente. 

La  legislación  francesa,  que  ha  sido  fundamental  en  la  ma- 
yor parte  de  las  legislaciones,  establecía  el  principio  de  una 
manera  expresa  é  incondicional  cuando  determinó  en  el  art. 
19  del  Código  civil,  lo  siguiente:  *'la  mujer  francesa  que  se 
case  con  un  extranjero  geguirá  la  condición  de  su  marido;" 
pero  según  se  observa,  se  incide  en  un  error  en  el  texto  indi- 
cado, porque  cuando  más,  la  ley  podría  declarar  no  francesa 
á  la  mujer  que  se  casaba  con  un  extranjero,  pues  en  este 
caso,  tocaba  á  la  del  marido  aceptar  ó  no  á  la  mujer  como 
subdito  del  Estado.  Estos  inconvenientes  se  han  subsana- 
do en  nuestra  legislación  desde  1886,  como  se  ve  en  el  in- 
ciso segundo  de  la  frac.  IV  del  art.  2r  de  la  ley  de  extranje- 
ría, tres  afios  antes  que  la  Francia  hubiera  reformado  el  pre- 
cepto á  que  me  ha  referido,  en  la  ley  de  27  de  Junio  de  1889, 
la  cual  expresa,  que  la  regla  establecida  en  el  art.  19,  *^no  se 
aplica  á  la  mujer,  si  su  matrimonio  no  le  confiere  la  naciona- 
lidad de  su  marido,  en  cuyo  caso  ella  permanece  francesa." 
El  art.  19  reformado,  íntegro,  dice  así: 

^^La  mujer  francesa  que  se  casa  con  un  extranjero,  sig^e  la 
condición  de  su  marido,  á  menos  que  su  matrimonio  no  le 
confiera  la  nacionalidad  de  su  marido,  en  cuyo  caso  ella 
permanece  francesa.  Si  su  matrimonio  es  disuelto  por  la 
muerte  del  marido  ó  por  el  divorcio,  ella  recobra  la  cualidad 
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de  francesa,  con  la  autorización  del  Oobierno,  si  ella  reside 
en  Francia  ó  que  vuelva,'  declarando  que  quiere  fijarse  en 
ella.'' 

^*En  el  caso  en  que  el  matrimonio  se  disuelva  por  la  muer- 
te del  marido,  la  cualidad  de  francés  puede  ser  acordada  en 
el  mismo  decreto  de  reintegración,  á  los  hijos  menores,  en 
vista  de  la  petición  de  la  madre  ó  por  un  decreto  ulterior,  si 
la  solicitud  es  hecha  por  el  tutor,  con  la  aprobación  del  con- 
sejo de  familia." 

Estos  principios  se  hallaban  consignados  en  nuestra  legis- 
lación, antes  de  que  la  Francia  reformara  el  art.  19  de  su 
Código  civil,  según  se  observa  en  la  frac.  IV  del  art.  2  de  la 
ley  de  extranjería  de  México. 

El  principio  incondicional  establecido  en  nuestra  ley,  cuyo 
génesis  hallamos  en  el  Derecho  romano,  es  para  nosotros  el 
más  racional  y  el  más  conveniente,  porque  con  aquel  precepto, 
salva  determinadtt  excepción,  se  evitan  serios  disturbios  en 
las  relaciones  ya  intimas,  ó  de  mutuo  interés  entre  los  cón- 
yuges, si  pudieran  á  voluntad  seguir  una  nacionalidad  dife- 
rente. En  efecto,  en  caso  de  pugna  entre  la  ley  personal  de 
cada  uno,  ¿cuál  será  la  que  deba  regir  para  decidir  el  confle- 
to? Cierto  es  que  los  autores  del  Derecho  internacional  pri- 
vado, al  estudiar  la  materia  del  matrimonio,  establecen  la 
manera  de  resolver  aquellos  conflictos,  aunque  por  lo  general 
no  están  de  acuerdo,  ni  en  algunos  casos  que  resuelven,  satis- 
fiíce  su  doctrina.  Estas  consideraciones  bastarán  para  com- 
prender toda  la  importancia  del  precepto  establecido  en  la 
frac.  IV  del  art.  2^  de  nuestra  ley  de  extranjería,  en  el  que 
con  otros  concordantes,  establece:  ^*que  la  familia  forma  un 
todo  indivisible,  bajo  el  punto  de  vista  de  la  nacionalidad." 

Ocupándome  ahora  de  la  legislación  extranjera,  es  indu- 
dable que  el  principio  adoptado  en  esta  materia  por  la  Fran- 
cia, lo  siguen  Suiza,  Bélgica,  Italia,  Austria,  Alemania,  Tur- 
quía y  Roma,  y  aun  la  misma  Inglaterra  conforme  al  biU  de 
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12  de  Mayo  de  1870;  por  lo  expuesto,  el  sistema  francés  está 
universalmente  adoptado,  en  principio,  en  toda  la  Europa. 

En  los  Estados  Unidos  de  América,  la  reforma  implantada 
en  el  Reino  Unido,  no  ha  sido  aceptada  en  todas  sus  conse- 
cuencias; porque  si  bien  la  ley  de  1855  acordaba  á  la  mujer 
extranjera  casada  con  un  americano,  la  nacionalidad  de  éste, 
el  common  law^  seguido  aún  en  dicha  materia,  en  aquella  na- 
ción, establece  que  la  mujer  indígena  casada  con  extranjero 
permanece  americana. 

En  algunas  Kepúblicas  de  la  raza  latina  del  continente 
americano,  se  ha  seguido  un  sistema  que  se  cree  heredado  de 
la  antigua  legislación  española  en  lo  relativo  á  la  vecindad, 
es  decir, 'que  el  extranjero  casado  con  una  mujer  indígena, 
adquiere  la  nacionalidad  de  ésta;  pero  yo  creo  que  esta  mo- 
dalidad de  la  naturalización,  la  hallamos  en  el  Derecho  ro- 
mano, conforme  se  observa  en  la  ley  Aelia-Sentia,  y  en  un 
senado-consulto,  dado  bajo  el  gobieno  imperial  de  Yespa- 
siano. 

Sin  embargo,  el  sistema  indicado  va  perdieudo  terreno  en 
la  legislación  de  aquellas  naciones,  en  las  cuales  se  ha.co- 
menzado  á  adoptar  el  francés,  que  según  he  manifestado  an- 
tes, está  universalmente  consagrado  en  las  legislaciones  de 
nuestra  época. 

En  cuanto  á  los  hijos  menores,  algunos  años  antes  de  la 
ley  de  26  de  Junio  de  1889,  expedida  en  Francia  sobre  nacio- 
nalidad, la  nuestra  sobre  extranjería,  había  establecido  el  der- 
rocho de  opción  para  los  hijos  de  los  mexicanos,  cuyo  padre 
hubiese  perdido  su  naqionalidad,  residiendo  en  el  extranjera, 
aunque  debían  ejercer  este  derecho  en  el  año  siguiente  al  día 
en  que  hubieran  óumplido  21  años,  haciendo  la  declaración 
de  optar  por  latsalidad  de  mexicanos,  ante  los  agentes  diplo- 
máticos ó  consulares  de  la  República  si  residieren  fuera  de 
ella^  ó  ante  la  Secretaria  de  Relaciones,  si  se  hallasen  en  el 
territorio  nacional. 
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Conforme  á  la  ley  francesa,  que  abrogó  el  Código  civil 
en  los  artículos  relativos,  se  observa  que  los  hijos  menores 
cambian  de  nacionalidad,  cuando  su  padre  es  extranjero 
y  obtiene  la  naturalización  en  Francia;  pero  no  sucede  lo 
mismo  con  el  menor  francés,  cuyo  padre  ha  obtenido  la  na- 
turalización en  el  extranjero,  á  los  cuales  no  se  les  conce- 
de en  la  ley  expresada  el  derecho  de  optar,  omisión  que 
no  carece  de  gravedad,  por  ser  rigurosa.  Un  ejemplo  bas- 
tará para  probar  nuestra  opinión  á  este  respecto;  supon- 
gamos un  francés,  emigrando  con  hijos  de  corta  edad  ó  te- 
niéndolos en  el  extranjero;  si  se  naturaliza  en  el  país  en  que 
reside,  sus  hijos  serán  llamados  á  Francia  á  la  edad  del  ser- 
vicio militar,  país  que  no  conocen,  ni  por  él  tienen  afecciones. 
Semejante  inconveniente,  podría  salvarse  si  la  ley  hubiese  dis- 
puesto que  los  hijos  de  un  francés  naturalizado  en  el  extran- 
jero podrían  optar  por  la  nacionalidad  extranjera;  pero  esta 
omisión  de  la  ley  francesa  ha  dado  lugar  á  repetidas  censu- 
ras por  los  mismos  comentadores  del  precepto. 

Las  demás  naciones  de  Europa,  tratándose  de  un  nacional, 
que  teniendo  hijos  menores  se  naturaliza  en  el  extranjero, 
admiten  con  la  Francia,  que  los  hijos  menores  del  naturali- 
zado conservan  su  nacionalidad  de  origen,  como  Bélgica,  £s- 
paña^  Italia,  Grecia,  Rusia,  Turquía  y  otros  países;  en  cam- 
bio en  Alemania  y  en  Inglaterra,  los  hijos  menores  del  natu- 
ralizado siguen  la  nueva  nacionalidad  de  su  padre,  si  ellos 
residen  en  aquel  país,  durante  su  menor  edad;  Portugal  adop- 
ta este  último  sistema,  pero  los  hijos  tienen  el  derecho  de 
optar  al  llegar  á  la  mayor  edad.  En  los  Estadas  Unidos  de 
América,  se  sigue  este  mismo  sistema,  acordándose  el  dere- 
cho de  opción,  manifestado  por  el  domicilio  en  que  se  fije  el 
menor  que  ha  llegado  á  la  mayor  edad. 

Conforme  á  nuestra  ley,  yo  opino  que  siendo  expreso  el 
precepto,  el  hijo  de  mexicano  nacido  en  nuestra  República, 
si  su  padre  se  naturaliza  en  el  extranjero,  aquel  sigue  su  na- 
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cionalidad  de  origen  conforme  al  sistema  francés;  y  me  fundo 
para  opinar  asi,  en  la  frac.  I  del  art.  1^  de  la  ley  en  que  me 
ocupo.  En  cambio,  el  que  naciere  en  el  extranjero  de  padre 
mexicano,  que  hubiese  perdido  su  nacionalidad,  seguirá  la  de 
éste,  salvo  el  derecho  de  optar  al  llegar  á  los  21  años,  en  los 
términos  de  la  frac.  III  del  art.  P  antes  citado. 

En  el  capitulo  siguiente,  continuaré  estudiando  la  calidad 
del  extranjero  en  México,  en  los  términos  de  nuestra  propia 
legislación. 


CAPITULO  XXVL 
De  los  extranjeros. 

(Continúa.) 

SUMAEIO.— Comentario  de  la  frac.  V  del  art.  2  de  la  ley  de  extranjería. 
— La  naturalización  no  tiene  gran  importancia  en  lc»8  países  en  que 
se  concede  al  extranjero  el  goce  de  los  derechos  civiles. — Las  frac- 
ciones YI  y  Vil  tratan  de  la  pérdida  de  la  calidad  de  mexicanos  á 
los  que  sirvan  oficialmente  á  Gobiernos  extranjeros,  sin  permiso  del 
Congreso. — Comentario  de  dichas  fraccienes,  y  estadio  comparativo 
con  la  ley  francesa. — Excepciones  establecidas  en  el  mismo  precep- 
to, en  las  que  se  incluye  el  servicio  consular. — La  pérdida  de  la  na- 
cionalidad, puede  decretarse  como  pena,  según  parece  observarse  en 
el  art.  21  del  Código  civil  francés. — Nuestra  legislación  es  contra- 
ria á  este  precepto,  conforme  se  ve  en  los  artículos  152  y  1089  del 
Código  penal  y  en  el  38  de  la  Constitución. — Comentario  de  los  ar- 
tículos 3, 4  y  5  de  la  ley  de  extranjería.  —Los  que  nacen  á  bordo  de  un 
buque  nacional,  se  reputan  nacidos  en  territorio  mexicano. — E\  ori- 
gen del  precepto,  aunque  remoto,  puede  hallarse  én  el  siguiente  axio- 
ma del  jurisconsulto  Ulpiano. — Mare  natura  ómnibus  patet. — Los  que 
nacen  en  las  Legaciones  que  el  país  sostiene  en  el  extranjero,  se  re- 
putan nacidos  en  el  territorio  de  la  Bepública. — Personas  morales; 
su  nacionalidad  se  regula  por  la  ley  que  autoriza  su  formación. — Las 
extranjeras  gozan  de  los  mismos  derechos  que  les  concede  la  ley  de 
su  domicilio,  no  siendo  contraria  á  las  l«yes  de  México.— Las  perso- 
nas moraies,  no  deben  permanecer  sin  personalidad  jurídica. — La  ley 
que  autoriza  su  formación  establece  dicha  personalidad. — En  el  es- 
tudio de  la  ley  de  20  de  Noviembre  de  J897  y  su  reforma,  nos  ocu- 
paremos de  las  sociedades  extranjeras. — Legislación  comparada. — 
El  art.  9  de  nuestra  Constitución  política,  establece  como  uno  de 
tantos  derechos  del  hombre,  la  libre  asociación. — El  art.  4,  con  el 
mismo  carácter,  declara,  que  todo  hombre  es  libre  para  abrazar  la 
profesión,  industria  ó  trabajo  que  le  acomode,  siendo  útil  y  honesto, 
y  aprovecharse  de  sus  productos. — Estos  preceptos  y  los  de  la  ley 
de  extranjería,  consagran  la  existencia  de  las  personas  morales. 

La  frac.  Y  del  art.  2  de  nuestra  ley  de  extranjería,  da  al 
mexicano  que  se  naturaliza  en  otras  países,  la  calidad  de  ex- 
tranjero, porque  también  admite,  por  ra^n  de  reciprocidad, 
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á  los  subditos  de  otras  naciones  con  carácter  de  mexicanos, 
cuando  cumplen  con  los  requisitos  de  la  naturalización,  con- 
forme á  nuestras  leyes.  El  precepto  indicado  es  fundamental 
en  nuestra  Constitución  política:  frac.  1^  art.  37,  y  la  ley  de 
extranjería,  está  obligada  á  consagrarlo,  acatando  aqitel  pre- 
cepto y  siguiendo  el  principio  en  él  consignado,  que  sancio- 
nan, casi  unánimemente,  todas  las  legislaciones  de  nuestra 
época. 

En  realidad,  en  esta  materia  de  naturalización,  dadas  las 
tendencias  que  se  observan  en  la  mayor  parte  de  los  Estados 
á  conceder  al  extranjero  el  completo  goce  de  los  derechos 
civiles,  aquella  condición  no  tiene,  á  mi  modo  de  ver,  sino 
un  carácter  puramente  político,  porque  el  civil,  como  acabo 
de  expresar,  habiéndose  concedido  en  todos  los  pueblos  cul- 
tos el  ejercicio  de  los  derechos  privados  al  extranjero,  queda 
éste  con  tal  motivo  equiparado  al  nacional,  y  la  naturaliza- 
ción no  tendría  ninguna  ventaja  á  este  respecto,  excepto  en 
lo  que  se  refiere  á  los  derechos  políticos,  que  son  los  que  se 
adquieren  ahora  por  medio  de  la  naturalización.  Bajo  la  im- 
presión de  estas  ideas  observo,  después  de  minucioso  examen 
en  las  estadísticas,  que  la  naturalización  adelanta  poco  en  las 
naciones  en  que  el  extranjero  y  el  nacional  están  equipara- 
dos en  el  goce  de  sus  derechos  civiles. 

Las  fracciones  VI  y  VII  de  nuestra  ley  de  extranjería,  re- 
glamentan el  precepto  constitucional  contenido  en  la  frac.  II 
del  art.  37;  trata  dicho  inciso,  de  la  pérdida  déla  calidad  de 
ciudadano,  en  caso  de  servir  oficialmente  al  Gobierno  de  otro 
país,  ó  admitir  de  él  condecoraciones,  títulos  ó  funciones  sin 
previa  licencia  del  Congreso;  exceptuándose  los  títulos  lite- 
rarios, científicos  y  humanitarios,  los  cuales  podrán  aceptar- 
se libremente.  En  consecuencia,  nuestra  ley  determina  los 
casos  á  que  se  refiere,  en  términos  generales,  la  ley  funda- 
mental, á  cuyo  efecto  establece,  que  pierden  su  calidad  de 
mexicanos  los  que  sirvieren  oficialmente  á  Gobiernos  extran- 
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jeros  en  cualquier  empleo  político,  administrativo,  judicial, 
militar  ó  diplomático  sin  licencia  del  Congreso,  y  los  que 
acepten  condecoraciones,  títulos  ó  funciones  extranjeras  sin 
previa  licencia  del  Congreso  federal,  exceptuándose  los  títulos 
literarios,  científicos  y  humanitarios,  que  pueden  aceptarse  li- 
bremente. 

Las  disposiciones  indicadas,  las  hallamos  consignadas  con 
ligeras  modificaciones,  en  las  legislaciones  que  proceden  del 
Código  de  Napoleón,  como  se  observa  en  el  de  Italia,  en  el 
de  Portugal,  y  aun  en  los  Códigos  de  las  demás  naciones  de 
la  Europa;  además,  están  de  acuerdo  estas  leyes,  con  la 
doctrina  sustentada  por  los  publicistas  más  renombrados  de 
la  época  actual.  Nuestro  Código  civil,  antes  de  su  reforma, 
establecía  preceptos  análogos  en  su  art.  40,  el  cual  fué  supri- 
mido al  expedirse  el  nuevo  Código  de  1884,  porque  a<]^uellos 
preceptos  deben  ser  objeto  de  las  leyes  federales,  puesto  que, 
en  materia  de  extranjería,  sólo  la  Federación  puede  legislar, 
con  lo  cual  se  evita  que  los  Estados,  que  conforme  al  Pacto 
federal  forman  la  nación,  puedan  lastimar,  en  sus  leyes  par- 
ticulares, determinados  intereses,  lo  cual  daría  lugar  á  con- 
flictos internacionales. 

Reglamentado  el  precepto  constitucional,  en  las  dos  frac- 
ciones antes  insertas,  podemos  estudiarlas  dividiéndolas  en 
dos  partes;  la  primera,  la  que  se  refiere  al  servicio  oficial  an- 
te Gobiernos  extranjeros  en  algún  empleo  político,  adminis- 
trativo, judicial  ó  militar,  y  la  segunda,  en  lo  relativo  á  los 
que  sirvan  un  empleo  diplomático,  ó  acepten  condecoracio- 
nes, títulos  ó  funciones  extranjeras,  sin  obtener  previamente 
licencia  del  Congreso  federal. 

En  el  primer  caso,  la  ley  es  explícita;  ya  se  sabe  que  el 
mexicano  que  sirva  los  puestos  indicados  en  la  frac.  VI,  sin 
permiso  del  Congreso,  pierde  su  nacionalidad,  aunque  pa- 
ra nosotros  se  genera  una  duda,  que  es  de  importancia  no- 
toria^  y  en  la  cual  nos  deja  el  silencio  del  precepto,  bajo  el 
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aspecto  que  yamos  á  indicar:  en  caso  de  renuncia  6  de  termi- 
nar las  funciones  públicas  que  producen  la  desnaturalización, 
¿continúa  ésta  para  el  que  ha  perdido  su  calidad  de  mexica- 
no? A  nuestro  modo  de  ver,  creemos  que  no,  fundándonos  en 
el  estudio  que  hemos  hecho  de  la  filiación  del  precepto,  que 
procede  directamente  del  art.  17  del  Código  de  Napoleón  de 
1804  y  de  los  decretos  de  1809  y  1811,  leyes  que  sirvieron 
de  modelo  á  nuestro  Código,  y  á  las  demás  legislaciones  de 
la  edad  moderna.  Sin  embargo,  como  el  art.  17  fué  modifi- 
cado en  Francia  en  las  leyes  de  1889  y  1893,  con  posteriori- 
dad á  las  reformas  hechas  á  nuestro  Código  civil  y  á  la  pro- 
mulgación de  nuestra  ley  de  extranjería  de  1886,  estas  cau- 
sales explican  el  silencio  de  nuestra  ley;  por  manera  que, 
conforme  á  la  reforma  del  art.  17  del  Código  francés,  que  pue- 
de servirnos  como  doctrina,  debe  resolverse  la  cuestión,  de- 
clarando ''que  el  mexicano  que  acepta  oficialmente  de  un  Go- 
bierno extranjero  empleos  de  un  carácter  público,  pierde  su 
calidad  de  nacional,  solamente  durante  el  ejercicio  de  aque- 
llas funciones."  El  rigor  del  art.  17,  antes  de  su  reforma,  se 
explica,  teniendo  en  cuenta  la  época  en  que  se  expidió  el  Có- 
digo civil,  en  la  que  Napoleón  se  hallaba  en  continua  guerra 
con  la  mayor  parte  de  las  naciones  de  Europa. 

En  Francia,  todas  estas  cuestiones,  en  caso  de  duda,  las  re- 
suelven los  tribunales,  quienes  declaran  en  definitiva,  si  se 
ha  perdido  en  el  caso  la  calidad  de  francés,  ya  que  la  frase 
fimciones  'públicas  empleada  por  la  ley,  no  está  netamente  de- 
finida. En  México,  si  se  presenta  con  este  motivo  la  contro- 
versia, deberán  resolverla  los  tribunales  del  orden  federal, 
únicos  competentes,  á  nuestro  modo  de  ver,  en  materia  de 
extranjería. 

Finalmente,  la  aceptación  no  autorizada  del  servicio  mili- 
tar en  una  nación  extranjera,  teniendo  una  fase  especial, 
bajo  el  punto  de  vista  del  patriotismo,  asume  un  carácter  de 
gravedad  peculiar;  por  lo  tanto,  es  nuestra  opinión,  que  sien- 
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do  fácil  recobrar  la  perdida  nacionalidad,  en  los  casos  de  ser- 
vir en  el  extranjero  funciones  públicas,  no  lo  seria  en  el  del 
servicio  militar.  A  este  efecto,  en  Francia  se  necesita  permi- 
so especial  del  Gobierno,  en  el  que  se  expresa  que  se  otorga 
bajo  la  condición  de  no  hacer  jamás  armas  contra  la  Francia, 
con  la  obligación  de  volver  á  ella  al  primer  llamamiento,  y 
de  separarse  inmediatamente  de  la  nación  en  que  se  sirve  en 
caso  de  guerra  entre  ésta  y  la  patria. 

Conforme  á  nuestra  ley,  basta  el  permiso  acordado  por  el 
Congreso,  aunque  creo  implícitas  en  ella,  por  cuestión  de  pa- 
triotismo, las  condiciones  establecidas  en  la  ley  francesa,  por- 
que aquel  sentimiento  no  se  impone,  es  innato  en  el  corazón 
del  hombre,  y  por  lo  tanto,  nuestra  ley  omitió  aquellas  con- 
diciones, y  con  razón. 

La  aceptación  de  condecoraciones,  titules  ó  funciones  ex- 
tranjeras, así  como  un  cargo  diplomático,  entraña  la  desna- 
turalización, si  no  se  obtiene  el  permiso  del  Congreso,  y  está 
asimilada  á  las  demás  prohibiciones;  aunque  antes,  por  lo 
menos  en  Francia,  por  el  decreto  de  26  de  Agosto  de  1811, 
la  prohibición  era  absoluta  para  cargos  diplomáticos;  entre 
otras  razones,  el  citado  decreto  se  fundaba  en  que  era  asaz 
inconveniente  que  un  francés  sostuviera  en  su  propio  pais 
negociaciones  contrarias  á  los  intereses  de  su  nación  de  ori- 
gen; pero  aquel  decreto  fué  derogado,  y  estas  prohibiciones 
entran  en  la  categoría  de  las  administrativas  ó  judiciales. 

En  la  misma  Francia,  y  en  las  demás  naciones  que  están 
en  su  caso,  se  pregunta  si  el  ejercicio  de  las  funciones  reli- 
giosas en  país  extranjero  determina  la  desnaturalización.  Es- 
ta cuestión  es  completamente  ociosa  en  nuestra  patria,  por  la 
absoluta  independencia  entre  el  Estado  y  la  Iglesia,  y  por  lo 
tanto,  los  mexicanos  pertenecientes  á  cualquier  culto,  perde- 
rán su  calidad  de  nacionales  en  los  casos  que  la  ley  determi- 
na, haciendo  abstracción  de  su  carácter  religioso. 

Como  mera  referencia,  manifestaré  aquí,  que  en  Francia 


necesitan  los  curas  y  obispos^  permiso  especial  para  servir  es- 
tas funciones  en  el  extranjero,  por  lo  menos  en  aquellas  nacio- 
nes en  que  deba  prestarse  el  juramento  civil;  esta  disposición 
se  funda  en  el  art.  17  del  Código  de  Napoleón  y  en  su  decreto 
de  7  de  Febrero  de  1808,  leyes  que  no  han  sido  abrogadas 
en  la  de  1889,  en  lo  que  á  este  punto  se  refiere. 

Ocupándome  ahora  de  las  excepciones  de  nuestra  ley,  era 
natural  hacerlas  en  lo  que  se  refiere  á  las  profesiones  y  artes 
liberales,  porque  ellas  están  fuera  de  toda  función  pública, 
de  carácter  administrativo  ó  judicial;  por  otra  parte,  el  me- 
xicano que  ejerce  dichas  profesiones  en  el  extranjero,  hon- 
ra á  su  patria,  y  seria  injusto  é  insostenible  que  se  le  hiciera 
perder  los  derechos  de  ciudadano  de  su  país,  por  ejercer  fue- 
ra de  él,  oficios  que  serian  no  solamente  científicos,  sino  al 
mismo  tiempo  humanitarios. 

Reanudando  el  estudio  de  las  fracciones  VI  y  Vil  del  art. 
2,  debo  expresar  aquí  para  terminar,  que  entre  las  excepcio- 
nes se  comprende  el  servicio  consular,  aunque  por  su  natu* 
raleza  tenga  aquel  cargo  el  carácter  de  funciones  públicas; 
sin  embargo,  se  concede  á  los  mexicanos  prestar  este  servicio, 
con  el  objeto  de  facilitar  las  relaciones  mercantiles  con  otras 
naciones;  además,  el  cargo  de  cónsul,  no  exime  en  este  caso, 
al  que  lo  ejerce,  de  sus  obligaciones  para  con  su  patria,  pu- 
diendo  el  gobierno  retirar  el  exequátur  á  la  persona  que  de- 
sempeñe el  puesto  indicado. 

Para  concluir  el  presente  estudio,  es  preciso  establecer, 
que  la  pérdida  de  la  nacionalidad  no  se  considera  como  una 
pena  propiamente  tal,  porque  aquella  es  distinta  de  la  inha- 
bilitación para  ejercer  los  derechos  de  ciudadano,  que  se  ge- 
nera en  el  caso  de  la  comisión  de  un  delito,  conforme  á  los 
artículos  152  y  1,089  del  Código  penal,  y  al  art.  38  de  la 
Constitución  federal.  En  Rusia,  en  casos  análogos  á  los  que 
se  refiere  nuestra  ley,  no  se  pierde  la  calidad  de  nacional, 
pero  sí  el  derecho  de  invocar  las  ventajas  que  de  él  se  deri- 


van.  En  Francia,  la  pérdida  de  la  nacionalidad  con  el  carác- 
ter que  le  da  el  art.  21  del  Código  civil,  es  insostenible,  por- 
que la  desnaturalización  tiene  otro  objeto  y  otros  fines  en  de- 
recho internacional,  puesto  que  no  la  determina  la  perpetra- 
ción de  un  delito,  en  el  que  deberá  intervenir  siempre  el  juicio 
que  corresponda  para  la  aplicación  de  la  pena  por  la  autori- 
dad judicial,  la  única  competente  en  México,  conforme  alart. 
22  de  nuestra  Constitución  política. 

Hasta  aquí  el  comentario  del  art.  2  de  nuestra  ley  de  ex- 
tranjería. Los  artículos  3, 4  y  5,  completan  toda  esta  materia 
que  es  de  notoria  importancia;  de  ellos  paso  á  ocuparme  en 
el  orden  establecido  en  el  articulado. 

El  art.  3^  establece  que  el  que  nace  á  bordo  de  un  buque 
nacional,  sin  distinción  alguna,  se  reputa  que  ha  nacido  den- 
tro del  territorio  de  la  República.  El  precepto  no  necesita 
comentario,  porque  no  puede  ser  más  claro  ni  más  explícito, 
en  él  no  se  hacen  las  excepciones  que  algunos  publicistas  in- 
dican, y  que  por  otra  parte,  no  tendrían  en  el  presente  estu- 
dio un  interés  práctico. 

Las  indicadas  excepciones,  se  refieren  al  caso  de  nacimien- 
to en  las  aguas  territoriales  de  otra  nación,  en  buque  que  no 
sea  de  guerra,  pero  conforme  á  nuestra  ley,  el  precepto  es  ge- 
neral; paréceme  hallar  su  precedente,  aunque  remoto  en  el 
conocido  axioma  del  jurisconsulto  Ul piano:  Mare  natura  ora- 
mimspatet,  que  es  el  único  y  verdadero  principio  relativo  á 
la  libertad  de  los  mares,  que  se  funda  en  el  derecho  natural. 

El  art.  4^  se  apoya  también  en  razones  análogas,  estable- 
ciendo, en  virtud  de  la  extraterritorialidad  de  que  gozan  los 
agentes  diplomáticos,  que  no  se  podrán  reputar  como  naci- 
dos fuera  del  país  á  los  hijos  de  los  ministros  y  empleados 
de  las  legaciones  de  la  República.  En  esta  cuestión,  la  opi- . 
nión  contraria  ha  sido  sostenida  por  publicistas  de  reco- 
nocida notoriedad  en  Francia,  expresando,  para  fundar  su 
doctrina,  que  la  extraterritorialidad  sólo  tiene  por  objeto  la 
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seguridad  de  los  embajadores  y  la  guarda  y  seguridad  délos 
archÍTos  de  las  legislacñones,  y  por  lo  tanto,  no  pueden  con- 
siderarse comprendidos  en  los  casos  en  que  el  Derecho  in- 
ternacional acepta  la  extraterritorialidad;  por  consiguiente, 
un  extranjero  nacido  en  una  casa  destinada  á  una  embajada 
extranjera,  ¿podría  invocar  el  art  9  del  Código  civil,  es  de- 
cir, reclamar  la  calidad  de  francés,  un  año  después  de  haber 
cumplido  la  mayor  edad?  Dicha  opinión  no  está  generalmen- 
te aceptada,  y  nuestra  ley  que  sigue  la  contraria,  está  en  lo 
justo. 

El  art.  5^  se  ocupa  de  la  nacionalidad  de  las  personas  ó 
entidades  morales,  que  se  regula  por  la  ley  que  autoriza  su 
formación;  en  consecuencia,  todas  las  que  se  constituyan  con- 
forme á  las  leyes  de  la  República,  serán  mexicanas,  siempre 
que  tengan  en  ella  su  domilio  legal.  Las  personas  morales 
extranjeras,  gozan  en  México  de  los  derechos  que  les  conce- 
dan las  leyes  del  país  de  su  domicilio,  si  aquellos  no  son  con- 
trarios á  las  leyes  de  la  nación. 

Como  se  observa,  en  el  precepto  indicado  se  establece  el 
principio  en  términos  generales,  el  cual  en  su  aplicación  que- 
da subordinado  á  las  prescripciones  del  Derecho  público  y 
privado  de  nuestro  país;  sin  embargo,  necesario  será  detener- 
nos en  algunas  consideraciones  que  son  de  importancia  notoria 
en  esta  materia,  comenzando  por  expresar  que  la  existencia 
de  estas  entidades  morales,  generalmente  reconocidas,  no  de- 
be permanecer  sin  personalidad  jurídica,  la  cual  se  consti- 
tuye entre  nosotros  en  los  términos  establecidos  por  la  ley. 
Como  preámbulo  al  presente  estudio,  podemos  decir  con  el 
ilustre  Savigny,  lo  siguiente: 

"El  hombre,  por  el  solo  hecho  de  su  aparición  corporal, 
proclama  su  título  á  la  capacidad  del  derecho Cuan- 
do la  capacidad  natural  del  hombre  se  extiende  á  un  ser  fic- 
ticio, falta  este  signo  visible,  y  sólo  la  voluntad  de  la  autori- 
dad suprema  puede  suplirlo,  creando  sujetos  artificiales  de 
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derecho;  abandonar  esta  facultad  á  la  voluntad  de  cada  indi- 
viduo, seria  dejar  en  grande  incertidumbre  el  estado  del  de- 
recho, sin  hablar  de  los  abusos  que  pudieran  cometerse.  A 
esta  razón  decisiva  se  agregan  otras  consideraciones  políticas 
y  económicas.  Se  reconoce  que  las  corporaciones  pueden  ofre- 
cer peligros,  y  que  la  extensión  ilimitada  en  estas  fundaciones, 
no  es  siempre  deseable  ó  indiferente.  Si  se  hiciera  una  rica 
fundación  para  la  propagación  de  libros  ó  doctrinas  peligrosas 
para  el  Estado,  ¿podía  éste  tolerarlo?  Las  fundaciones  mis- 
mas de  beneficencia  no  deben  dejarse  enteramente  abandona- 
das á  la  voluntad  de  los  individuos.  Independientemente  del 
carácter  de  la  fundación,  se  trata  de  evitar  la  acumulación 
exagerada  de  bienes  amortizados.  Tales  abusos  pueden  exis 
tir  aun  en  las  autorizadas  por  el  Estado,  y  no  habría  medio 
de  remediarlos,  si  los  particulares  pudieran  siempre  crear- 
las." 

Bajo  la  impresión  de  estas  ideas,  creemos  que  la  ley  ha  de 
ocurrir  á  consagrar  la  personalidad  jurídica  de  estas  entida- 
des morales,  porque  ellas  deben  su  origen  á  la  ma^nifestación 
de  una  de  las  facultades  más  esenciales  en  el  hombre,  la  li- 
bertad de  asociación,  que  es  un  derecho  universalmente  reco- 
nocido, puesto  que  procede  de  la  naturaleza  humana;  asi  lo 
tiene  reconocido  nuestra  ley  fundamental,  la  cual,  en  la  sec- 
ción de  los  derechos  del  hombre,  establece  en  su  art.  9^:  "Que 
á  nadie  se  le  puede  coartar  el  derecho  de  asociación  ó  de  reu- 
nirse pacíficamente  con  cualquier  objeto  lícito."  En  conse- 
cuencia, si  el  reconocimiento  de  estas  entidades  morales  pu- 
diera dar  lugar  á  duda,  bastaría  entre  nosotros  el  preceptQ 
constitucional  inserto,  para  darlas  vida,  entrando  al  concierto 
social,  con  verdadera  personalidad  jurídica;  sin  embargo, 
como  excepción,  no  podían  reconocerse  cuando  fuesen  contra- 
rias al  orden  público,  peligro  que  es  remoto,  si  las  personas 
morales  de  que  se  trata,  4^ben  constituirse  conforme  á  la  ley 
que  autoriza  su  formación. 
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El  2^  inciso  del  art.  5^,  se  refiere  á  las  personas  morales 
extranjeras,  las  cuales  gozan  en  México  de  los  derechos  que 
les  conceden  las  leyes  del  país  de  su  domicilio,  siempre  que 
aquellos  no  sean  contrarios  á  las  leyes  de  la  nación;  el  pre- 
cepto es  tan  claro,  que  no  da  lugar  á  dudas,  aunque  su  co- 
mentario se  impone  en  el  estudio,  que  por  razón  del  método, 
seguiremos  al  tratar  de  las  sociedades  de  comercio,  de  crédi- 
to y  de  industrias  extranjeras,  en  cuyo  estudio  nos  ocupare- 
mos de  la  ley  de  20  de  Noviembre  de  1897  y  su  reforma,  que 
se  imponía  por  algunos  inconvenientes. 

Para  terminar,  debemos  hacer  algunas  indicaciones  en  di- 
cha materia,  sobre  legislación  comparada. 

La  existencia  de  las  personas  morales  extranjeras,  ha  sido 
reconocida  en  Francia  por  un  acuerdo  del  Consejo  de  Estado 
de  12  de  Enero  de  1854,  y  por  lo  tanto,  está,  aceptada  en  el 
derecho  francés,  siendo  consideradas  en  sus  derechos  y  obli- 
gaciones, como  cualquier  particular  extranjero;  por  consiguien- 
te la  jurisprudencia  aplica  á  dichas  entidades  morales  en  sus 
relaciones  jurídicas,  el  art.  11  del  Código  Civil,  y  las  reglas 
establecidas  en  los  artículos  14  y  16;  finalmente,  las  personas 
m<>rales  extranjeras,  son  tratadas  en  Francia  con  igual  favor 
y  con  las  mismas  restricciones  que  las  personas  morales  de 
aquel  país. 

En  Alemania  son  igualmente  reconocidas,  así  como  en  Ita- 
lia, en  cuya  nación  el  art.  3^  de  su  Código  civil  acuerda  á  laB 
personas  morales  extranjeras,  el  goce  de  los  derechos  priva 
dos  como  á  cualquier  particular.    En  Inglaterra  y  los  Esta 
dos  Unidos  no  lo  son,  estas  entidades  morales;  sin  embargo, 
se  les  concede  el  derecho  de  comparecer  ante  los  tribunales 

Finalmente,  en  el  proyecto  de  revisión  del  Código  belga, 
el  art.  13  está  redactado  de  la  manera  siguiente:  ^*Los  Esta 
dos  extranjeros,  las  provincias  y  las  comunas  extranjeras 
asi  como  los  establecimientos  que  les  estén  subordinados 
ejercen  en  Bélgica  los  derechos  civiles  que  la  ley  extranjera 
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les  reconoce,  y  no  podrán  recibir  donaciones  6  legados  sino 
con  la  autorización  del  Q-obierno  belga."  Según  se  observa, 
la  ley  que  aún  en  nuestros  días  está  en  proyecto  en  Bélgica, 
reconociendo  los  derechos  del  doniicilio  4  las  entidades  mo- 
rales extranjeras,  estaba  vigente  en  nuestra  patria  desde  1886, 
conforme  á  nuestra  ley  de  extranjería,  es  decir,  diez  y  seis 
años  antes  de  ser  conocido  el  proyecto,  aunque  el  precepto 
constitucional  establecido  en  el  art.  9,  concedió  desde  el  año 
de  1857  como  uno  de  tantos  derechos  del  hombre,  la  libre 
asociación.  Por  otra  parte,  el  art.  4^  de  la  misma  Constitu- 
ción, garantiza  el  de  disponer  libremente  de  los  productos 
del  trabajo,  y  por  lo  tanto,  las  empresas  mercantiles  é  in- 
dustriales, tienen  vida  jurídica  entre  nosotros,  estén  consti- 
tuidas en  sociedades  ó  no,  salvas  las  limitaciones  que  la  ley 
establezca.  El  art.  4^  constitucional,  dice  así:  "Todo  hombre 
es  libre  para  abrazar  la  profesión,  industria  ó  trabajo  que 
le  acomode,  siendo  útil  y  honesto,  y  para  aprovecharse  de 
sus  productos.  Ni  uno  ni  otro  se  le  podrá  impedir,  sino  por 
sentencia  judicial,  cuando  ataque  los  derechos  de  tercero  ó 
por  resolución  gubernativa,  dictada  en  los  términos  que  mar- 
que la  ley,  cuando  ofenda  los  de  la  sociedad." 


CAPITULO  XXVIL 
De  la  expatriación. 


SUMARIO. — El  art.  11  constitucional  está  reglamentado  en  el  capítulo 
relativo  á  la  expatriación,  de  la  que  se  ocupa  la  ley  de  extranjería. 
— Conforme  á  los  principios  en  ella  establecidos,  el  hombre  puede 
romper  los  vínculos  que  le  unen  á  su  patria,  y  adquirir  una  nueva 
nacionalidad. — En  las  naciones  más  adelantadas  de  Europa,  no  pue- 
de transitarse  sin  el  requisito  de  los  pasaportes  ó  cartas  de  seguridad, 
que  en  México  fueron  abolidos  en  el  art.  11  constitucional. — Entre 
dichos  países,  podemos  citar  á  Francia,  Alemania,  Austria,  Hun- 
gría, Dinamarca,  Italia,  España,  Portugal,  Eusia,  etc.,  etc. — La  ex- 
patriación no  es  absoluta,  porque  se  le  oponen  obstáculos,  bien  sea 
por  la  nación  de  origen  del  expatriado,  ó  por  aquella  en  donde  éste 
pretenda  naturalizarse. — Sin  embargo,  estas  son  excepciones  del  prin- 
cipio, que  está  universalmente  reconocido. — Roma  nunca  prohibió  la 
expatriación. — ^Lo  prueba  la  célebre  frase  de  Cicerón  en  su  memora- 
ble oración  |>ro  Balbo. — *'Que  nadie  sea  ciudadano  contra  su  volun- 
tad."— A  la  caida  del  Imperio  romano,  todas  estas  conquistas  de  la 
civilización,  perecieron  bajo  la  acción  de  los  bárbaros.— Después, 
cuando  éstos  comenzaron  a  radicar  en  el  suelo,  j  se  significó  el  feu- 
dalismo, apareció  de  nuevo  el  jus  solí. — ^En  tal  estado  social,  no  se  per- 
mitía  la  expatriación,  sino  como  una  excepción  concedida  por  el  so- 
berano.— Solamente  así,  podía  romperse  el  vínculo  del  vasallaje. — 
El  derecho  de  expatriación,  renació  ul  formarae  las  grandes  monar- 
quías, debido  á  las  teorías  de  los  jurisconsultos. — Los  Estados  en  Ins 
que  prepondera,  aunque  atenuado,  el  principio  de  la  perpetual  alie- 
giancey  la  expatriación  no  rompe  el  vínculo  con  la  patria. — El  mismo 
sistema  se  advierte  en  algunas  Repúblicas  Sud-americanas. — Méxi- 
co declara,  que  la  expatriación  es  un  derecho  natural,  inherente  á 
todo  hombre,  y  necesario  para  el  ffoce  de  la  libertad  individual. — 
Así  lo  expresa  el  art.  6  de  nuestra  ley  de  extranjería. 

En  el  capitulo  XIV,  en  el  que  traté  de  la  condición  jurí- 
dica de  los  extranjeros  en  México,  conforme  á  nuestra  ley, 
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manifesté  que  los  preceptos  que  se  ocupan  de  la  expatriación 
reglamentan  el  art.  11  constitucional,  que  dice  asi: 

"Art.  11.  Todo  hombre  tiene  derecho  para  entrar  y  salir 
de  la  República,  viajar  por  su  territorio  y  mudar  de  residen- 
cia sin  necesidad  de  carta  de  seguridad,  pasaporte,  salvo  con- 
ducto ú  otro  requisito  semejante.  El  ejercicio  de  este  derecho 
no  perjudica  las  legitimas  facultades  de  la  autoridad  judicial 
ó  administrativa  en  los  casos  de  responsabilidad  criminal  ó 
civil." 

Conforme  á  este  precepto,  y  los  que  le  reglamentan  en  nues- 
tra adelantada  ley  de  extranjería,  el  individuo  no  está  de  tal 
manera  subordinado  al  Estado,  que  sea  el  hombre  de  la  tie- 
rra ó  un  accesorio  del  suelo,  como  en  la  época  feudal;  hoy 
puede  romper  los  vínculos  que  le  unen  á  su  patria  y  adqui- 
rir una  nueva  nacionalidad;  así,  bajo  el  influjo  de  este  prin- 
cipio, nacido  al  calor  de  nuestra  actual  civilización,  el  hom- 
bre podrá  tener  por  patria  el  mundo  entero,  tendiendo  de 
esta  manera  á  hacer  efectiva  la  unidad  y  la  confraternidad  de 
la  especie  humana. 

Los  principios  indicados,  dominan  en  nuestra  ley,  en  to- 
do lo  que  se  refiere  al  derecho  de  expatriación,  aunque 
con  las  debidas  é  indispensables  limitaciones,  porque  las 
naciones,  no  han  podido  prescindir  de  ellas  sin  abjurar  su  so- 
beranía. Reconocido  el  derecho  de  expatriación,  debe  estable- 
cerse, en  consecuencia,  que  los  subditos  de  un  Estado  pueden 
romper  el  lazo  que  los  une  á  su  nacionalidad  de  origen  y  ser 
extranjeros  con  relación  al  mismo  Estado.  Los  principios  an- 
tes enunciados,  que  han  entrado  en  calidad  de  preceptos  en  la 
mayor  parte  de  las  legislaciones,  tienen  una  aplicación  prác- 
tica cuando  ellas  se  ocupan  de  la  naturalización,  bien  sea  por 
beneficio  de  la  ley,  ó  como  resultado  de  una  concesión  expre- 
sa de  parte  de  un  gobierno,  que  puede  acordarla  ó  denegarla. 
Los  mismos  principios  presiden  las  disposiciones  de  nuestra 
ley,  al  referirse  á  la  naturalización  de  los  extranjeros  en  la 
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República,  derivándose  de  aquellos,  determinadas  reglas  que 
son  de  orden  público  internacional,  en  el  sentido  de  que,  las 
prescripciones  en  que  difieran  las  demás  legislaciones,  no  po- 
drán prevalecer  en  nuestro  territorio,  aunque  las  condiciones 
requeridas  para  la  adquisición  y  pérdida  de  la  nacionalidad, 
son  del  dominio  del  derecho  público  del  Estado. 

Por  otra  parte,  nadie  puede  dudar  que  una  de  las  conquis- 
tas más  avan^das  del  derecho  internacional  en  nuestra  épo- 
ca, es  la  que  se  relaciona  con  el  cambio  de  nacionalidad,  por- 
que no  siendo  indeleble  el  carácter  que  ella  imprime,  aparece 
en  toda  su  integridad  el  principio  de  la  libre  voluntad  del 
hombre  para  adquirir  una  nueva  nacionalidad,  cuyo  hecho 
está  considerado  en  las  teorías  modernas  como  un  contrato 
sinalagmático,  que  se  perfecciona  por  el  consentimiento  de 
las  partes. 

Sin  embargo,  en  la  adelantada  Europa,  las  cartas  de  segu- 
ridad ó  pasaportes,  son  indispensables  para  que  los  extranje- 
ros puedan  transitar  libremente  en  las  naciones  que  forman 
aquel  continente;  á  este  efecto,  vamos  á  enumerar  los  países 
en  que  dicho  requisito  es  exigible. 

Alemania. — El  extranjero  está  obligado  á  declarar  su  arri- 
bo, en  una  oficina  especial  de  policía,  indicando  su  domicilio 
y  su  profesión;  por  lo  tanto,  es  obligatoria  la  carta-pase  con- 
forme á  las  leyes  de  26  de  Junio  y  de  12  de  Octubre  de  1878. 

Baviera. — La  declaración  de  haber  arribado,  debe  hacerse 
dentro  de  los  ocho  días  siguientes. 

Austria. — El  pasaporte  es  obligatorio,  pero  el  extranjero 
no  está  obligado  á  solicitar  un  permiso  de  permanencia,  por- 
que sólo  los  hosteleros  y  los  que  alquilan  viviendas,  tienen  la 
obligación  de  declarar  el  arribo  de  extranjeros. 

Hungría. — La  declaración  de  residencia  está  sujeta  á  las 
naismas  condiciones  que  en  Francia. 

Dinamarca. — El  extranjero  tiene  la  obligación  de  justificar 
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ftu  nacionalidad  y  su  identidad  ante  el  jefe  de  la  policía  local, 
el  cual  le  libra  un  certificado  de  residencia. 

España. — Las  mismas  condiciones  que  en  Dinamarca. 

Holanda. — El  extranjero  debe  presentarse  ante  las  autori- 
dades locales,  las  cuales  le  libran  en  cambio  de  su  pasaporte, 
un  certificado  de  permanencia  por  tres  meses,  que  puede  ser 
renovado. 

Portugal. — La  declaración  debe  ser  hecha  entre  las  cua- 
renta y  ocho  horas  siguientes  al  arribo,  entregándose  al  ex- 
tranjero un  certificado  de  residencia,  el  cual  está  sujeto  á  un 
impuesto  fiscal. 

Suecia  y  Noruega. — El  extranjero  no  está  obligado  á  hacer 
la  declaración,  sino  cuando  ejerce  una  profesión,  un  comercio 
ó  una  industria. 

Gran  Ducado  de  Luxemburgo. — El  extranjero  está  obliga- 
do á  justificar  con  un  pasaporte  su  identidad,  y  que  tiene  ase- 
gurados los  medios  de  subsistencia. 

Turquía. — El  extranjero  está  obligado  á  solicitar  un  per- 
miso de  permanencia  dentro  de  los  seis  meses  de  su  arribo; 
el  pasaporte  también  se  le  exige. 

Italia. — £1  extranjero  está  sometido  á  análogas  condicio- 
nes de  las  que  establece  la  ley  francesa. 

Rusia. — Para  transitar  en  el  territorio  del  Imperio,  el  ex- 
tranjero debe  llevar  un  pasaporte,  anotado  por  las  autorida- 
des rusas,  el  cual  es  recogido  y  cambiado  por  un  permiso  de 
permanencia  renovable  cada  seis  meses. 

Inglaterra. — Grecia. — Servia. — El  extranjero  en  estas  na- 
ciones no  está  sometido  á  hacer  ninguna  declaración;  sin 
embargo,  en  Servia  se  exige  el  pasaporte,  y  los  hosteleros  es- 
tán obligados  á  declarar  á  la  policía  los  extranjeros  que  arri- 
ban á  sus  casas. 

Gran  Ducado  de  Finlandia. — La  declaración  es  obligato- 
ria sólo  para  los  extranjeros  que  ejercen  una  profesión,  un 
comercio  ó  una  industria. 
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Altona  y  Hamburgo. — La  declaración  debe  hacerse  dentro 
de  los  tres  días  siguientes  al  arribo;  además,  el  extranjero 
está  obligado  á  hacer  conocer  á  la  policía  los  cambios  de  di- 
rección ó  de  residencia. 

Finalmente,  Francia,  en  el  art.  3  de  la  ley  de  8  de  Agosto 
de  1893,  es  más  exigente,  s^ún  se  observa  en  dicho  precep- 
to, que  dice  asi: 

"Art.  3.  El  extranjero  que  no  haga  la  declaración  preve- 
nida por  la  ley  en  el  término  determinado,  ó  que  rehusare 
presentar  su  certificado  á  la  primera  requisitoria,  será  casti- 
gado con  una  multa  de  60  á  200  francos.  El  que  haya  hecho 
conscientemente  una  declaración  falsa  ó  inexacta,  será  casti- 
gado con  una  multa  de  100  á  300  francos,  y  además,  en  su 
caso,  á  la  prohibición  temporal  ó  indefinida  de  volver  al  te- 
rritorio francés.  El  extranjero  expulsado  del  mismo  territo- 
rio, que  vuelva  á  entrar  sin  permiso  del  Grobierno,  será  con- 
denado de  uno  á  seis  m^es  de  prisión,  y  al  terminar  esta  pe- 
na, será  conducido  de  nuevo  á  la  frontera.  Además,  el  'art. 
463  del  Código  penal,  es  aplicable  á  los  casos  previstos  en  la 
presente  ley." 

Reanudando  el.  estudio  comenzado,  es  indudable  que  debe- 
mos colocarnos  desde  un  doble  punto  de  vista,  que  nos  lleva- 
rá á  conocer  los  obstáculos  que  los  Estados  podrían  oponer 
á  la  libertad  individual;  unos  se  refieren  á  la  patria  abando- 
nada, y  los  otros  á  la  nuevamente  adquirida;  los  primeros, 
tuvieron  escasa  importancia  en  la  antigüedad,  por  estar  prohi- 
bida la  naturalización,  y  en  consecuencia,  la  emigración  de 
los  naturales  del  país;  en  tal  virtud,  no  era  posible  la  expa- 
triación voluntaria,  porque  ésta  se  consideraba  como  una  pe- 
na de  carácter  político  y  religioso,  que  se  equiparaba  á  la  de 
muerte;  por  lo  tanto,  la  ausencia,  el  ostracismo,  el  destierro 
y  aun  el  estado  jurídico  del  postliminiunij  ó  el  del  prisionero 
de  guerra,  rompían  los  lazos  de  la  nacionalidad. 

Boma,  sin  embargo,  con  ese  sentido  práctico  que  tanto  la 
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enaltece,  y  que  ha  sido  universalmente  reconocido  por  la  pos- 
teridad, se  mostró  á  este  respecto  profundamente  respetuosa 
de  la  libertad  del  hombre,  porque  nunca  en  sus  leyes  prohi- 
bió la  expatriación,  sobre  cuya  materia  debemos  referirnos  á 
la  célebre  frase  de  Cicerón,  que  en  síntesis  admirable  ha  es- 
tablecido los  principios,  y  asi  lo  podemos  asegurar,  en  que  se 
funda  esta  conquista  alcanzada  en  nuestros  días  por  el  Dere- 
cho internacional.  Aquel  notable  orador  de  la  época  clásica, 
se  expresa  de  esta  manera  en  su  célebre  oración  pro  Balbo: 

Ne  quis  invitus  in  dvitate  mutetur  nevé  in  civitate  maneat  in- 
vitus.  HcBC  stmt  enim  ftmdamenta  firmisñma  nostrce  libertatis 
sui  qtiemque  juris  et  retinendi  et  dimittendi  esse  dcnUnum. 

Es  decir,  "que  nadie  sea  ciudadano  contra  su  rpluntad/' 
Hé  aquí  sintetizado,  en  breve  frase,  el  incuestionable  derecho 
que  asiste  al  hombre  para  cambiar  de  nacionalidad,  que  es  la 
consecuencia  indeclinable  de  la  libertad  de  expatriación. 

¿Pero  qué  se  hizo,  qué  fué  de  este  derecho  de  expatriación, 
después  de  la  caída  del  Imperio  por  la  invasión  de  los  bár- 
baros? Fácil  es  comprenderlo,  porque  destruidas  las  provin- 
cias más  florecientes  de  aquel  vasto  territorio  por  la  devas- 
tación de  una  conquista  que  se  anegó  en  la  sangre  de  los 
vencidos,  iluminando  este  cuadro  aterrador  la  siniestra  luz 
de  las  hogueras,  en  este  caos  producido  por  violentísima  si* 
tuación,  no  era  posible  reconocer  un  estado  social  en  el  cual 
pudiera  acordarse  determinados  derechos,  porque  el  único 
en  acción,  era  el  de  la  fuerza  brutal  del  que  más  se  imponía 
sobre  los  otros;  por  esta  razón,  en  aquella  luctuosa  época  de 
la  historia  de  la  humanidad,  el  derecho  de  la  fuerza  se  so- 
brepuso siempre  á  la  fuerza  del  derecho;  en  consecuencia, 
no  existiendo  la  noción  de  la  patria,  entre  estas  triburinvaso- 
ras,  menos  podía  señalarse  aún,  el  límite  que  separaba  á  los 
unos  de  los  otros,  bajo  el  concepto  de  nacionales  y  extranje- 
ros. 

Después,  cuando  estos  bárbaros  comenzaron  á  radicar  en 
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el  suelo,  naciendo  de  esta  nueva  situación  la  época  conocida 
con  el  nombre  de  Edad  Media,  el  feudalismo  fué  el  estado 
social  preponderante,  en  el  cual  la  soberanía  se  fundaba  en 
la  posesión  de  un  territorio  determinado;  entonces,  el  jus  soli 
volvió  á  aparecer,  bajo  el  concepto  conocido  en  las  sociedades 
primitivas,  y  el  principio  se  manifestó,  con  todas  sus  conse- 
cuencias, en  las  cuestiones,  entonces  incipientes,  sobre  nacio- 
nalidad; por  lo  tanto,  la  subordinación  al  suelo  ó  á  la  sobera- 
nía territorial,  aparte  de  otros  inquebrantables  lazos,  que  era 
muy  difícil  romper  en  aquel  anómalo  estado  social,  eran  cau- 
sales bastantes,  que  no  podían  permitir  la  expatriación,  con- 
cedida únicamente  como  un  hecho  excepcional  por  el  sobera- 
no; pudiéndose  desligar  solamente  de  esta  manera  el  vinculo 
del  vasallaje. 

Cuando  el  feudalismo  sucumbió,  para  dar  lugar  á  las  gran- 
des monarquías,  el  principio  de  la  libertad  de  expatriación  co- 
menzó á  indicarse,  debido  á  las  teorías  de  los  jurisconsultos, 
establecidas  en  la  ciencia;  pero  nunca  este  principio  se  consi- 
deró, de  una  manera  absoluta,  como  amparando  en  aquel  caso, 
la  pérdida  de  la  nacionalidad,  y  en  la  duda,  siempre  se  negaba 
la  desnaturalización.  En  los  Estados  en  que  preponderaba 
aún  el  sistema  feudal,  como  en  Inglaterra,  la  nacionalidad 
adquirida  por  el  nacimiento  en  otro  país,  era  inadmisible;  en 
efecto,  en  su  common  law  ha  perdurado  \9í,  perpetual  alie" 
giance^  la  inquebrantable  sumisión  y  fidelidad  á  la  patria; 
cierto  es,  que  estos  prejuicios  heredados  del  sistema  feudal, 
se  han  atenuado  de  una  manera  expresa  en  la  ley  de  12  de 
Mayo  de  1870,  al  establecer  que  "cuando  el  padre  ó  la  ma- 
dre viuda,  de  nacionalidad  inglesa,  adquieran  otra  naciona- 
lidad extranjera,  según  la  presente  ley,  sus  hijos,  si  han  re- 
sidido durante  su  infancia  en  el  país  en  que  sus  padres  se 

han  naturalizado serán  considerados  ciudadanos  de  ese 

país  y  no  como  subditos  ingleses."  Este  es  uno  de  los  avan- 
ces alcanzados  bajo  el  influjo  del  principio  que  funda  la  na- 
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cionalidad  de  origen  en  la  filiación,  y  no  en  el  suelo  en  que 
se  nace. 

Sin  embargo,  algunos  Estados,  á  pesar  de  reconocer  el  de- 
recho de  expatriación,  mantienen  la  perpetuidad  de  la  nacio- 
nalidad, porque  si  bien  el  naturalizado  en  otro  país  pierde 
los  derechos  políticos,  conserva  aún  su  nacionalidad,  según 
la  Constitución  de  la  República  argentina.  En  Venezuela  es 
considerado  como  nacional,  aunque  se  haya  naturalizado  en 
otro  país.  En  los  Estados  Unidos  de  América,  á  pesar  de  su 
ley  de  1868,  que  permite  la  expatriación,  la  práctica  no  está 
de  acuerdo  con  el  principio,  por  más  que  en  aquel  bilí  se  ha- 
ya declarado  ^^que  la  expatriación  es  un  derecho  natural  é 
innato  en  todos  los  hombres,  que  les  permite  gozar  del  dere- 
cho á  la  vida,  á  la  libertad  y  á  procurarse  su  dicha  y  bien- 
estar." 

México,  por  el  contrario,  no  pregunta  ni  á  nacionales  ni  á 
extranjeros  de  dónde  vienen  ni  á  dónde  van,  porque  el  prin- 
cipio de  la  expatriación,  es  fundamental  en  su  Constitución 
política,  que  lo  consagra  como  uno  de  tantos  derechos  del 
hombre. 

En  efecto,  y  aquí  debo  repetirlo,  el  art.  11  lo  declara  asi, 
en  la  sección  de  los  derechos  del  hombre,  al  consagrar  como 
un  derecho  natural  inherente  á  la  naturaleza  humana,  ^^que 
todo  hombre  tiene  derecho  para  entrar  y  salir  de  la  Repú 
blica,  viajar  por  el  territorio  y  mudar  de  residencia  sin  nece- 
sidad de  carta  de  seguridad,  pasaporte,  salvo  conducto  ú  otro 
requisito  semejante;"  aunque  aquel  derecho,  no  perjudica  las 
legitimas  facultades  de  la  autoridad,  en  los  casos  de  respon- 
sabilidad civil  ó  criminal. 

Nuestra  ley  de  extranjería,  respetando  el  precepto  consti- 
tucional indicado,  establece,  en  su  art.  6,  ^^que  la  República 
mexicana,  reconoce  el  derecho  de  expatriación  como  nalural 
é  inherente  á  todo  hombre,  y  como  necesario  para  el  goce  de 
la  libertad  individual." 
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^n  el  capitulo  siguiente,  haré  el  estudio  de  las  disposicio- 
nes legales  que  se  relacionan  con  esta  materia,  que  tan  inti- 
mamente se  ligan  cpn  las  que  la  misma  ley  establece  para  la 
naturalización. 


CAPITULO  XXVIIL 
De  la  expatriación. 

(Continúa.) 

SUMARIO. — LegÍBlación  comparada  en  materia  de  expatriación. — Esta 
en  nuestra  ley,  se  funda  en  uno  de  tantos  derechos  naturales. — Es 
una  de  tantas  proyecciones  de  la  libertad  individual. — Con  este  mo- 
tivo, México  protejo  á  los  extranjeros  que  vienen  á  radicarse  al  país. 
—También  los  naturaliza  conforme  á  las  prescripciones  de  la  ley  de 
extranjería:  artículos  8  y  9. — ^Obstáculos  establecidos  contra  la  libre 
expatriación.— -Para  evitarlos,  se  han  celebrado  diversos  tratados  en- 
tre las  diversas  naciones  de  Europa  y  América. — La  naturalización 
no  exime  al  criminal,  de  la  extradición. — Ni  al  subdito  del  país  de 
origen,  de  sus  anteriores  deberes  para  con  su  patria.— Estos  precep- 
tos se  fundan  en  que  la  naturalización  no  tiene  efecto  retroactivo. — 
El  extranjero  naturalizado  en  México,  pierde  su  carácter  de  nacio- 
nal, si  residiere  dos  años  en  el  país  de  que  es  originario. — Se  excep* 
túa  el  caso  en  que  desempeñe  alguna  comisión  del  Grobierno  mexica- 
no, ó  que  la  ausencia  sea  con  permiso  del  mismo  Grobierno. — Ley 
noi-te-americana  sobre  el  derecho  de  expatriación. — Opiniones  áeste 
respecto,  de  los  renombrados  publicistas  Cioekburn  y  Calvo. — El  gé- 
nesis de  toda  esta  materia  lo  hallamos  en  la  memorable  oración  de 
Cicerón  jpro  Balho:  ne  quis  invítus  in  civitate  mutetur  nevé  in  civitate 
maneat  invitiís. — Que  nadie  sea  ciudadano  centra  su  voluntad. 

Reanudando  el  presente  estudio,  en  lo  que  se  refiere  al 
Continente  europeo,  observamos  que  en  Alemania  y  Turquía 
es  necesaria  autorización  de  sus  gobiernos  para  la  expatria- 
ción, y  en  Rusia  sólo  está  permitida  al  extranjero  naturali- 
zado. 
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Las  naciones  en  las  cuales  con  motivo  del  cambio  de  na- 
cionalidad, como  consecuencia  de  la  expatriación,  se  pierde 
la  anterior,  que  es  el  principio  más  generalmente  adoptado 
en  Europa  y  en  América,  son,  en  aquel  continente.  Bélgica, 
el  Luxemburgo,  el  principado  de  Monaco,  la  Italia,  los  Paí- 
ses Bajos,  España,  Suecia,  Noruega  é  Inglaterra  que  ha  se- 
guido finalmente,  conforme  á  su  ley  de  12  de  Mayo  de  1870, 
el  mismo  sistema  del  Código  civil  francés. 

En  lo  que  á  nuestra  patria  se  refiere,  la  libertad  de  expa- 
triación está  consagrada  en  nuestra  Constitución  política,  ar- 
tículo 11,  y  en  el  art.  6^  de  nuestra  ley  de  extranjería,  la  cual 
establece  que: 

"La  República  mexicana  reconoce  el  derecho  de  expatria- 
ción, como  natural  é  inherente  á  todo  hombre,  y  como  nece- 
sario para  el  goce  de  la  libertad  individual;"  según  acabo 
de  expresar  en  el  capitulo  anterior. 

En  nuestras  leyes,  según  se  observa,  este  derecho  se  deri- 
va de  la  naturaleza  misma  del  hombre,  porque  es  una  de  las 
manifestaciones  de  la  más  noble  facultad,  la  primera  en  el 
orden  de  estos  derechos,  la  libertad  individual.  En  conse- 
cuencia, así  como  el  precepto  permite  á  los  nacionales  la  ex- 
patriación, de  la  misma  manera  protege  á  los  extranjeros  que 
vienen  á  radicarse  en  nuestra  patria;  á  cuyo  efecto  recibe  á 
los  ciudadanos  y  subditos  de  otros  Estados  y  los  naturaliza 
conforme  á  las  prescripciones  de  la  ley,  protegiéndolos  en  su 
caso  en  el  extranjero,  por  los  medios  que  autoriza  el  Dere- 
cho internacional,  en  su  calidad  de  ciudadanos  mexicanos: 
articulos  8  y  9  de  la  ley  de  extranjería. 

En  estas  cuestiones  del  cambio  de  nacionalidad,  como  re- 
sultado de  la  libertad  de  expatriación,  hemos  manifestado 
que  los  Estados  oponen  determinados  obstáculos,  unos  al 
subdito  que  se  separa  de  la  patria  y  adquiere  una  nueva  na- 
cionalidad, y  otros  al  extranjero  que  pretende  naturalizarse; 
sin  embargo,  para  evitar  estos  inconvenientes,  las  convenció- 
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nes  y  los  tratados,  fijan  por  lo  general,  las  condiciones  necesa- 
rias para  el  cambio  de  nacionalidad,  y  asimismo  las  reglas 
que  se  refieren  á  la  emigración,  evitándose  asi  los  conflictos 
indicados.  Como  ejemplos,  podemos  citar  las  convenciones 
celebradas  entre  los  Estados  Unidos  de  América  y  la  Confe- 
deración alemana  del  Norte  de  22  de  Febrero  de  1868,  y  de 
aquella  misma  nación,  con  Austria,  Inglaterra  y  Bélgica; 
y  aun  México  celebró  un  tratado  relativo,  con  la  América  del 
Norte,  en  10  de  Julio  de  1868;  posteriormente  se  han  celebra- 
do entre  los  mismos  Estados  y  otros,  análogas  convenciones, 
lo  que  viene  á  consagrar  en  estas  leyes,  el  reconocido  é  ina- 
lienable derecho  de  expatriación,  y  la  consiguiente  naturali- 
zación en  otros  países. 

Finalmente,  nuestra  ley  de  extranjería,  establece  también, 
como  un  principio  reconocido,  qué  la  expatriación  y  la  natu- 
ralización consiguiente,  no  eximen  al  criminal  de  la  extradi- 
ción y  del  juicio  y  castigo  á  que  está  sujeto  según  los  trata- 
dos, las  prácticas  internacionales  y  las  leyes  del  país:  art.  7^ 
El  precepto  indicado  se  impone,  porque  como  la  naturaliza- 
ción no  tiene  efecto  retroactivo,  el  criminal  y  el  que  tiene  de- 
beres que  cumplir  para  con  su  patria,  no  puede  eludir,  el 
uno,  el  juicio  y  condena  consiguiente,  y  el  otro,  dichos  debe- 
res, bien  sea  con  el  país  dé  donde  es  originario,  ó  con  aquel 
en  que  se  ha  naturalizado;  por  lo  tanto,  y  como  he  manifesta- 
do antes,  todas  estas  cuestiones  podrán  evitarse  por  medio 
de  convenciones,  ajustadas  conforme  al  espíritu  que  domina 
el  Derecho  de  gentes. 

Por  último,  el  art.  10  establece,  que  el  extranjero  naturali- 
zado, pierde  su  carácter  de  mexicano,  si  residiere  dos  años  en 
el  país  de  que  es  originario,  á  menos  de  que  la  ausencia 
sea  motivada  por  el  desempeño  de  alguna  comisión  del  Go- 
bierno mexicano  ó  con  permiso  de  él.  La  razón  del  pre- 
cepto se  explica,  porque  él  está  de  acuerdo  con  los  tratados  y 
leyes  extranjeras  análogas,  -6  con  las  prácticas  seguidas  en 
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otras  naciones;  asi  se  evitarán  los  conflictos  consiguientes, 
puesto  que,  si  bien  es  cierto  que  á  nadie  puede  negársele  el 
derecho  de  entrar  y  salir  libremente  de  México,  deben  preve- 
nirse aquellos  conflictos  entre  la  patria  de  origen  y  la  adop- 
tiva; por  otra  parte,  si  los  mexicanos  por  nacimiento  pierden 
su  calidad  de  nacionales  por  ausencia  de  la  República,  no 
motivada,  según  la  frac.  III  del  art.  2  de  la  ley,  con  más  ra- 
zón debe  el  precepto  extenderse  á  los  extranjeros  naturaliza- 
dos, que  vuelven  á  su  patria,  siendo  de  presumir  que  su  au- 
sencia por  el  término  de  dos  años,  señalado  por  la  ley,  rompe 
el  vinculo  con  la  nacionalidad  adquirida  en  nuestro  país. 

Resumiendo  todo  el  estudio  que  antecede,  no  puede  negar- 
se, que  á  los  principios  consignados  en  la  ley  norte-americana, 
se  debe  la  extensión  y  el  alcance  que  se  ha  dado  al  derecho  de 
expatriación,  por  más  que  se  crea  que  fué  inspirada  dicha  ley 
en  razones  económicas,  favoreciendo  la  emigración,  para  pre- 
parar con  ella  la  grandeza  y  poderío  de  aquella  nación;  di- 
ce así: 

"Por  cuanto  que,  el  derecho  de  expatriación  es  inherente  y 
natural  de  todo  pueblo,  é  indispensable  para  el  goce  de  los  de- 
rechos á  la  vida,  á  la  libertad  y  á  la  consecución  de  la  felici- 
dad; y  por  cuanto  que,  en  observancia  de  ese  principio  este 
Gobierno  ha  recibido  libremente  emigrantes  de  todas  las  na- 
ciones, confiriéndoles  el  derecho  de  ciudadanía,  y  por  cuanto 
que,  se  pretende  que  estos  ciudadanos  americanos,  con  sus 
descendientes,  sean  subditos  de  Estados  extranjeros,  que  de- 
ben fidelidad  y  sumisión  á  sus  gobiernos,  y  por  cuanto  que 
es  necesario  para  la  conservación  de  la  paz  pública,  que  esa 
pretensión  de  fidelidad  extranjera,  sea  pronta  y  definitiva- 
mente reprobada:  por  tanto,  se  declara  inconsistente  con  los 
principios  fundamentales  de  la  República,  toda  declaración, 
instrucción,  opinión,  orden  ó  decisión  de  alguna  autoridad  de 
los  Estados  Unidos  que  niegue,  restrinja,  viole  ó  ponga  en 
duda  el  derecho  de  expatriación." 


Además,  podemos  condensar  toda  esta  materia,  con  la  au- 
torizada y  unánime  opinión  de  dos  publicistas  de  notoria  ce- 
lebridad, uno  que  pertenece  á  la  raza  anglo-sajona,  y  el  otro 
á  la  latina,  razas  que  se  dividen  en  nuestra  época  el  dominio 
del  mundo  culto;  el  primero,  Mr.  Coekburn,  se  expresa  de  la 
manera  siguiente  en  esta  cuestión,  al  tratar  de  la  regla  del 
common  lawy  en  la  cual  se  establece  el  siguiente  principio: 
Nema  potesí  exuere  patriam: 

"Es  imposible  que  esa  antigua  ley  inglesa  pueda  por  más 
tiempo  subsistir.  Es  contraría  «1  respeto  que  merece  el  bien- 
estar y  la  felicidad  del  género  humano,  el  negar  al  hombre 
el  derecho  de  establecerse  en  donde  lo  crea  más  conveniente 
para  el  ejercicio  de  su  industria,  para  la  realización  de  sus 
empresas,  ó  donde  existen  instituciones  más  conformes  con 
sus  sentimientos  ó  sus  gustos.  Independientemente  de  esta 
consideración,  el  aumento  creciente  de  la  emigración,  si  no 
con  el  consentimiento,  al  menos  con  la  tolerancia  de  los  go- 
biernos, trae  como  consecuencia,  el  derecho  de  romper  la  pri- 
mitiva relación  entre  soberano  y  subdito  y  de  adoptar  una 

nueva  nacionalidad Los  inmigrantes  deben  fidelidad 

al  país  que  los  recibe  y  los  protege,  país  que  á  su  vez  tiene 
el  derecho  de  declararlos  sus  ciudadanos  y  obligarlos  á  de- 
fender su  territorío  é  intereses.  Seria  sobre  toda  pondera- 
ción injusto,  desconocer  en  esta  clase  de  personas  el  derecho 
de  expatríación,  negándoles  el  de  romper  los  lazos  políticos 
que  los  unían  á  su  antiguo  país,  y  de  prestar  obediencia  y 
fidelidad  al  adoptivo,  y  en  el  que  han  quedado  vinculados  pa- 
ra lo  futuro,  sus  intereses  y  los  de  su  posteridad." 

El  ilustre  publicista  argentino,  Calvo,  dice  también  á  este 
respecto:  "¿Quién  osaría  sostener  que  el  individuo  que  no 
puede  proporcionarse  su  subsistencia  en  su  propio  país,  no  tie- 
ne el  derecho  de  ir  á  buscarla  en  otro?  Si  la  sociedad  no  cum- 
ple sus  obligaciones  con  uno  de  sus  miembros,  ¿cómo  éste  no 
tendrá  el  derecho  de  separarse  de  ella?   Se  puede  establecer 
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como  principio,  que  el  Derecho  de  gentes  reconoce  en  el  in- 
migrante el  derecho  de  adquirir  una  nacionalidad  nueva,  y 
el  Estado,  al  que  él  se  ha  refugiado,  el  de  conferírsela." 

Sin  embargo,  preciso  es  hacer  justicia  á  quien  la  merece; 
los  principios  en  que  se  funda  la  ley  norte-americana  y  las 
opiniones  de  los  publicistas  antes  expresados  ¿son  una  nove- 
dad en  el  Derecho  internacional?  A  esta  interrogación  con- 
testará por  nosotros,  la  célebre  frase  de  Cicerón,  pronunciada 
en  su  memorable  oración  Pro  Balbo:  Ne  quis  invitus  in  civi- 
tate  mutetur^  nevé  in  civitate  maneai  invitus;  es  decir: 

Que  nadie  sea  ciudadano  contra  su  voluntad! 

Hé  aquí  el  génesis  del  Derecho  de  expatriación,  conocido 
ya,  en  la  época  de  la  República  romana. 


CAPITULO  XXIX. 


De  la  naturalización. 


SUMARIO. — Enumeración  de  las  leyfes  que  han  regido  la  condición  jurí- 
dica de  los  extranjeros  en  México. — Comienza  con  el  Plan  de  Iguala 
y  termina  con  la  actual  ley  de  extranjería. — En  materia  de  natura- 
lización, han  sido  por  lo  general  muy  deficientes. — La  naturalización 
en  la  antigüedad,  y  principalmente  entre  los  romanos.— No  se  cono- 
cia  entre  las  razas  de  la  estirpe  germánica. — Su  concepto  en  la  épo- 
ca feudal,  y  en  la  Edad  Media,  en  la  que  apareció  el  derecho  coutu- 
mier, — En  este  derecho  el  extranjero  estaba  herído  con  numerosas 
incapacidadss,  según  se  observa  en  el  odioso  derecho  de  aubana. — La 
Revolución  francesa  lo  abolió,  dando  nacimiento  aquella  revolución 
al  deiecho  intermediarío. — En  dicha  época  se  expidieron  sucesiva- 
mente varías  leyes  que  facilitaron  en  Francia  la  naturalización  de  los 
extranjeros. — Bajo  el  Imperío  volvieron  á  establecerse  las  cartas  de 
naturalización,  conforme  al  decreto  de  17  de  Marzo  de  1809. — Este 
sistema  pasó  á  la  ley  de  29  de  Junio  de  1867,  y  después  al  Código  ci- 
vil, según  se  observa  en  la  ley  de  27  de  Junio  de  1889. — En  México 
puede  naturalizarse  todo  extranjero  cumpliendo  k>8  requisitos  de  la 
ley:  art.  11. — La  única  ley  completa  sobre  naturalización,  antes  de 
la  actual,  es  la  de  14  de  Abril  dé  1828. — Ella  trae  su  origen  del  estu- 
dio de  las  leyes  expedidas,  en  dicha  matería,  en  los  Eslados  Unidos 
de  Améríca. — Estas  leyes  son  las  de  1802  y  1824. — La  nuestra  de 
extranjería,  ha  seguido  iguales  príncipios,  modificando  sus  preceptos 
con  las  reformas  que  la  época  reclama. 

En  el  capitulo  XIII  de  esta  misma  obra,  me  ocupé  de  la 
condición  jurídica  de  los  extranjeros  en  México,  desde  su 
emancipación  política  hasta  la  promulgación  de  la  ley  actual 
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de  extranjería,  y  en  aquel  estudio,  me  referí  á  las  leyes  rela- 
tivas á  dicha  condición,  completando  ahora  aquella  reseña  le- 
gislativa en  lo  que  se  refiere  á  la  naturalización,  reseña  que 
sólo  tiene  al  presente  un  interés  histórico  ó  retrospectivo.  A 
este  efecto,  citaré  todas  las  leyes  en  que  ya  sea  directamente 
ó  de  una  manera  incidental,  se  trata  de  la  naturalización: 

El  Flan  de  Iguala,  de  dudosa  vigencia. 

Decreto  de  8  de  Abril  de  1823. 

Ley  de  14  de  Abril  de  1828. 

La  de  30  de  Enero  de  1854,  expedida  por  el  Gral.  Santa- 
Anna,  y  derogada  por  el  Gobierno  establecido  conforme  al 
Plan  de  Ayutla.  En  consecuencia,  sólo  se  ha  considerado  vi- 
gente en  esta  materia,  la  ley  de  1828. 

La  circular  de  7  de  Febrero  de  1836. 

La  circular  de  11  de  Marzo  de  1842. 

La  circular  de  23  de  Noviembre  de  1842. 

La  ley  de  10  de  Septiembre  de  1846. 

Los  artículos  del  30  al  33  de  la  Constitución  de  la  Repú- 
blica, de  5  de  Febrero  de  1857. 

La  ley  de  16  de  Marzo  de  1861. 

La  ley  de  6  de  Diciembre  de  1866;  y  por  último. 

La  de  9  de  Abril  de  1870. 

El  estudio  de  todas  estas  leyes,  nos  llevará  á  conocer  cuál 
fué  la  condición  jurídica  de  los  extranjeros  en  la  República 
y  su  naturalización  en  ella,  hasta  que  fué  expedida  la  actual 
ley  de  extranjería  de  28  de  Mayo  de  1886. 

Creo  conveniente  recordar,  que  en  los  capítulos  del  XV  al 
XIX,  en  los  que  me  detuve  con  el  fin  de  precisar  el  concep- 
to histórico  de  toda  la  materia  relativa  á  la  nacionalidad,  me 
ocupé  también  de  la  naturalización  en  el  espacio,  porque  con 
ella  se  adquiere  una  nueva  nacionalidad,  y  su  estudio,  por 
tal  razón,  se  imponía  en  aquellos  capítulos. 

En  efecto,  traté  de  la  condición  asaz  precaria  del  extran- 
jero en  la  antigüedad,  en  la  que  era  desconocida  la  natu- 
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ralización,  ó  por  lo  menos  tan  rara,  que  en  Esparta,  durante 
varios  siglos,  no  se  concedió  á  nadie,  ni  so  admitió  á  ninguna 
persona  á  la  isopolifeia^  con  excepción  de  Tisameno,  á  quien 
la  sacerdotiza  del  templo  de  Apolo  había  predicho  que  seria 
vencedor  en  cinco  batallas.  En  Atenas,  en  la  época  de  Solón 
se  concedía  la  naturalización  á  los  que  hubiesen  prestado  se- 
ñalados servicios  al  país,  en  el  que  debia  residir,  votar  dos 
veces  el  pueblo  la  admisión,  y  finalmente,  ser  aceptada  por  el 
Senado. 

En  Roma,  ya  vimos  en  los  capítulos  expresados,  y  á  los  cua- 
les me  refiero  en  este  lugar,  para  no  ser  más  difuso,  que  la  na- 
turalización se  concedía  colectivamente;  después  fué  prerroga- 
tiva acordada  por  los  emperadores,  quienes  hacían  uso  de  ella 
con  las  debidas  reservas;  y  por  último,  la  Constitución  de  Ca- 
racalla  extendió  la  burguesía  romana  á  todos  los  habitantes 
de  las  provincias  del  Imperio,  los  cuales  se  hallaban  heridos 
antes  por  innumerables  incapacidades,  si  se  tienen  en  cuenta 
las  prerrogativas  de  la  ciudadanía  romana. 

La  irrupción  de  los  bárbaros,  disgregando  el  imperio  ro- 
mano, preparó  en  el  mundo  un  nuevo  estado  social;  y  las  ra- 
zas conquistadoras  pertenecientes  ala  estirpe  germánica,  im- 
pusieron á  los  vencidos  sus  leyes  y  también  sus  costumbres. 
No  habiendo  radicado  aún  en  el  suelo,  difícil  era  á  estas  agru- 
paciones nómadas,  en  que  como  principio  fundamental  pre- 
dominaba el  individualismo,  tener  la  noción  de  la  patria, 
aunque  el  que  á  ellas  se  unía,  era  necesario  que  contara  con 
un  protector  que  respondiera  de  sus  actos,  pues  en  caso  con- 
trario, el  extranjero  llamado  warganesi  ó  gargangi,  era  con- 
siderado como  enefnigo,  se  le  reducía  á  dura  y  cruel  esclavi- 
tud, y  por  lo  tanto,  podía  ser  vendido:  peregrini  gui  pafronum 
non  habebatj  vendehant  saxones. 

Cuando  se  indicó  la  época  feudal,  en  virtud  de  haberse  con- 
fundido las  razas  germánicas  con  los  pueblos  conquitadbs,  y 
comenzaron  aquellas  á  radicar  en  determinado   territorio. 
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éí  principio  individual  y  con  él  la  personalidad  del  derecho 
empezó  á  decaer,  dando  lugar  á  un  sistema  nuevo,  el  de  la 
territorialidad  de  las  leyes,  en  que  se  fundó  el  derecho  no 
escrito  6  cautumi^^  que  pasó  á  las  nuevas  nacionalidades,  y 
entre  ellas  á  la  monarquía  Franca,  hasta  el  advenimiento  de 
la  edad  moderna,  con  la  Revolución  francesa.  Para  concretar 
todo  este  periodo,  podemos  referirnos  al  odioso  é  inhumano 
derecho  de  aubana,  que  hería  con  tan  numerosas  incapacida- 
des á  los  extranjeros,  denominados  aubains.  Sin  embargo,  no 
faltaron  en  esa  época,  excepciones  que  vinieron  á  atenuar  el 
rigor  de  la  ley,  porque  el  rey  podía  conceder  á  título  gracio- 
so, la  naturalización  por  medio  de  las  lettres  de  naturalité^  que 
es  el  mismo  carácter  que  hoy  tiene  en  Francia,  este  medio  de 
adquirir  la  nacionalidad. 

Con  el  derecho  intermediario,  nacido  con  la  Revolución 
francesa,  terminaron  todos  estos  atentados  del  derecho  de  au- 
bana;  en  efecto,  la  ley  de  2  de  Mayo  de  1790,  contiene  la 
disposición  siguiente:  "Todos  los  que  nacidos  fuera  de 
Francia  de  padres  extranjeros,  se  hayan  establecido  en  ella, 
son  reputados  franceses,  y  admitidos,  prestando  el  juramento 
cívico,  al  ejercicio  de  los  derechos  de  ciudadano  activo,  des- 
pués de  cinco  años  de  domicilio  continuo  en  el  reino,  si  han 
adquirido  inmuebles  ó  se  han  casado  con  francesa,  ó  estable- 
cido en  el  comercio,  ó  recibido  en  cualquiera  ciudad,  cartas 
de  burguesía."  Estas  reglas  pasaron  á  la  Constitución  de  14 
de  Septiembre  de  1791,  según  se  observa  en  el  art.  3^  En 
virtud  de  aquellas  disposicienes,  fueron  en  dicha  época  natu- 
ralizados en  Francia  algunos  hombres  célebres,  como  Ben- 
tham,  Anacarsis  Clootz,  Klopstock  y  otros. 

La  Constitución  de  24  de  Junio  de  1793  es  más  lata  aún, 
según  su  art.  4^,  dice  así:  "Todo  extranjero  de  veinte  y  un 
años  cumplidos,  con  un  año  de  domicilio  en  Francia,  vivien- 
do de  su  trabajo,  ó  habiendo  adquirido  una  propiedad,  ó  ca- 
sado con  una  francesa,  ó  adoptado  á  un  infante,  ó  mantenido 
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á  un  viejo,  y  finalmente,  aquel  á  quien  el  Cuerpo  legislativo 
juzgue  que  ha  merecido  bien  de  la  humanidad,  será  admiti- 
do al  ejercicio  de  los  derechos  de  ciudadano  francés."  Seme- 
jante sistema,  por  su  misma  exageración  tuvo  que  decaer, 
porque  en  algunas  condiciones  de  la  ley,  el  extranjero  podría 
merecer  el  premio  Monthyon,  pero  no  la  calidad  de  ciudada- 
no francés.  Posteriormente  la  Constitución  del  año  VIII  acor- 
dó también  la  naturalización,  pero  fijando  para  obtenerla,  dos 
años  de  p^manencia  en  Francia,  debiendo  tenerse  presente 
que  la  anterior  de  5  fructidor,  año  III,  establecía  siete  años 
de  permanencia;  ambas  leyes  prescribían,  como  es  natural, 
que  la  persona  que  pretendiera  naturalizarse,  debía  hacer  la 
consiguiente  declaración,  pues  de  esta  manera  nadie  seria 
francés  contra  su  voluntad. 

Resumiendo  toda  esta  materia  en  la  época  del  derecho  ín* 
termediario,  debe  tenerse  presente,  que  habiendo  sido  nume- 
rosas las  disposiciones  legislativas  sobre  naturalización,  suce- 
diéndose  unas  á  otras,  en  muy  corto  tiempo,  la  cualidad  de 
ciudadano  era  definitivamente  adquirida  por  aquel  que  se 
había  conformado  con  las  condiciones  de  una  ley,  aun  cuando 
una  nueva  hubiese  modificado  los  requisitos  establecidos  en 

la  otra,  porque  la  ley  posterior  no  podía  perjudicar  retroac- 

» 

tivkmente,  á  los  que  invocaban  la  naturalización  como  un 
derecho  anteriormente  adquirido. 

Finalmente,  un  decreto  imperial  de  17  de  Marzo  de  1809, 
restableció  el  antiguo  sistema  de  las  cartas  de  naturalización, 
el  que  está  .en  vigor  en  Francia  hasta  nuestros  días,  conforme 
á  la  ley  de  29  de  Junio  de  1867,  que  fué  incorporada  en  la 
parte  relativa  del  Código  civil,  según  se  observa  en  la  ley  de 
27  de  Junio  de  1889,  de  la  cual  me  ocuparé  en  lugar  oportu- 
no, comparándola  con  las  disposiciones  de  la  nuestra,  que  es 
menos  restrictiva  y  por  lo  tanto  más  liberal. 

Comienzo  el  presente  estudio,  después  de  haberme  deteni- 
do en  el  resumen  histórico  que  antecede,  fijando  los  couoep* 
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tos  del  art.  11  de  nuestra  ley  de  extranjería,  que  son  bastante 
explícitos;  dice  así  el  precepto: 

'Tuede  naturalizarse  en  la  República,  todo  extranjero  que 
cumpla  con  los  requisitos  establecidos  en  esta  ley.'' 

Antes  de  exponer  el  alcance  del  principio  indicado,  es  indis- 
pensable llenar  en  este  lugar,  las  deficiencias  que  se  advierten 
en  el  capítulo  relativo  ala  condición  jurídica  de  los  extranje- 
ros en  México  desde  su  emancipación  política,  en  la  materia  de 
naturalización,  debiendo  detenerme  en  las  leyes  q\ie  de  ella 
se  ocuparon  en  nuestro  país,  á  cuyo  efecto,  me  ayudará  en  es- 
ta tarea,  el  estudio  de  la  exposición  de  motivos  de  la  ley  que 
hoy  comento,  no  sin  expresar  ahora,  que  en  la  naturalización 
es  en  lo  que  más  deficiente  se  muestra  nuestra  legislación,  á 
partir  de  la  época  en  que  México  se  hizo  independiente,  si  con- 
sideramos que  la  más  completa,  la  de  30  de  Enero  de  1864,  se 
limita  á  prevenir  en  su  »rt.  6^,  que  *'el  extranjero  que  quiera 
naturalizarse,  deberá  acreditar  previamente  en  forma  legal, 
que  ejerce  alguna  profesión  ó  industria  útil  para  vivir  hones- 
tamente." La  anterior  de  10  de  Septiembre  de  1846,  fué  más 
amplia,  porque  en  su  art.  P  expresaba,  que  "todo  extranjero 
que  manifieste  el  deseo  de  naturalizarse  en  la  República  y 
que  acredite  tener  alguna  profesión  ó  industria  útil,  que  le 
proporcione  medios  honestos  de  adquirir  su  subsistencia,  ob- 
tendrá  la  correspondiente  carta  de  naturalización."  Se  excep- 
tuaban solamente  á  los  subditos  de  las  naciones  que  se  encon- 
traran en  guerra  con  la  República.  La  ley  anterior,  es  decir, 
la  de  14  de  Abril  de  1828,  es  la  única  que  había  establecido 
un  sistema  completo  de  procedimientos  en  materia  de  natu- 
ralización; esta  es  la  que  considero,  en  el  caos  de  nuestra  ante- 
rior legislación,  como  no  abrogada,  porque  la  de  1846  lo  fué 
por  la  de  11  de  Abril  de  1870;  por  último,  la  ley  de  1864,  ex- 
pedida por  el  Gral.  Santa-Anna,  siempre  la  he  creído  dero- 
gada, por  más  que  se  la  haya  citado  después,  en  algunas  cir- 
culares de  los  Gobiernos. 
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La  ley  de  14  de  Abril  de  1828,  á  pesar  de  haberse  expedi- 
do casi  á  raíz  de  nuestra  independencia,  es  la  única  que  es- 
tableció un  procedimiento  determinado,  como  se  observa  en 
sus  artículos  V  al  6^,  hecho  que  no  debe  extrañarse,  si  se 
atiende  á  que,  habiendo  adoptado  nuestra  patria  las  institu- 
ciones y  régimen  político  de  la  vecina  República  del  Norte, 
era  natural  que  en  los  más  importantes  ramos  de  la  admi- 
nistración pública,  procurásemos  imitarla,  siguiendo  sus  en- 
señanzas, á  cuyo  efecto,  la  ley  en  que  me  ocupo,  expedida 
para  fijar  las  reglas  relativas  á  las  cartas  de  naturalización, 
observo  que  está  inspirada  en  las  que  sobre  igual  materia 
fueron  promulgadas  en  los  Estados  Unidos  de  América,  en 
1802  y  1824;  tal  es  la  filiación  de  nuestra  ley  de  14  de  Abril 
de  1828.  En  los  requisitos  de  la  naturalización,  la  ley  actual  de 
extranjería  ha  seguido,  con  determinadas  modificaciones,  que 
en  nuestra  época  se  imponían,  el  procedimiento  de  la  expre- 
sada ley  del  año  de  1828;  esta  opinión  quedará  corroborada 
en  el  capítulo  siguiente,  con  el  estudio  que  debo  hacer  de 
nuestra  actual  ley  de  extranjería,  al  ocuparme  de  los  artícu- 
los que  organizan  el  procedimiento  previo,  por  medio  del 
cual  el  extranjero  puede  adquirir  la  calidad  de  ciudadano 
mexicano. 


CAPITULO  XXX. 
De  la  naturalización, 

(Continúa.) 

SUMARIO. — ^Comentarío  del  art.  11  de  la  ley  de  extranjería,  relativo  á 
la  nattdralisación. — Dicho  artículo  reglamenta  la  frac.  II  del  art.  30 
constitucional. — El  precepto  es  amplio  y  general,  no  exceptúa  á  nin- 
gún extranjero,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad,  sismpre  que  cum- 
pla con  determinados  requisitos. — La  naturalización  es  uno  de  los 
medios  de  adquirir  la  nacionalidad. — Se  ha  de6nido  de  un  modo 
varío;  sin  embargo,  la  definición  más  concreta  es  la  siguiente. — ''La 
naturalización  es  la  admisión  de  un  extranjero  en  el  número  de  los 
nacionales  de  un  Estado." — Es  un  contrato  sinalagmático  entre  el 
Estado  y  el  individuo  que  pretende  asociarse  á  él. — Por  consiguien- 
te, se  ñinda  en  la  libre  voluntad  de  las  partes. — A  pesar  de  este  prin- 
cipio, hay  naciones  que  imponen  la  naturalización,  en  virtud  de  la 
permanencia  en  ellas  por  más  ó  menos  tiempo. — Hoy  prepondera  en 
la  ciencia  y  en  las  legislaciones,  la  libre  voluntad  para  cambiar  de 
nacionalidad.  —  Obstáculos  que  se  oponen  á  la  naturalización;  es- 
tos no  son  iusuperables. — Legislación  comparada. — ^En  el  sistema 
francés,  se  pierde  la  nacionalidad  de  orígen  al  naturalizarse  en  otro 
país. — Es  el  sistema  generalmente  adoptado  en  México  y  en  las  Be- 

Kúblicas  de  orígen  latino,  con  excepción  de  la  Argentina  y  Yenezue- 
k. — Los  Estados  Unidos  de  Améríca,  según  el  sistema  francés,  con- 
forme al  bilí  de  1868,  el  cual  no  es  muy  explícito  en  la  matería  indi- 
cada.— Todas  estas  diferencias  dan  lugar  á  conñictos  internacionales. 
— Los  Países  Bajos,  para  evitarlos,  han  establecido  rehusar  la  natu- 
ralización al  extranjero,  ligado  á  su  patria  de  orígen  con  la  perpetual 
allegiance, — Sería  de  desearse  que  México  y  las  demás  naciones,  si- 
guieran esta  práctica,  para  evitar  aquellos  conñictos. — Autoridad 
que  debe  con(MMÍeT  la  naturalización. — Besefia  histórica  desde  la  an- 
tigüedad.^— Legislación  comparada. — Legislación  francesa. — En  Mé- 
xico concede  la  naturalización  el  Ejecutivo,  conforme  á  todas  nues- 
tras leyes  anteríores,  y  á  la  actual  de  28  de  Mayo  de  1886. 

Establecido  como  precepto  constitucional,  que  todo  ex- 
tranjero puede  naturalizarse,  cumpliendo  con  los  requisitos 
prevenidos  en  la  ley,  frac.  II  del  art.  30  de  nuestra  Constitu- 
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cíón  política^  que  se  expresa  asi:  ''Son  mexicanos 11. 

Los  extranjeros  que  se  naturalicen  conforme  á  las  leyes  de  la 
Federación,"  era  indispensable  que  nuestr«  ley  de  extranje- 
ría viniera  á  reglamentar  el  precepto,  declarando  en  su  art. 
11,  que  puede  naturalizarse  en  la  República,  todo  extranjero 
que  cumpla  con  los  requisitos  establecidos  en  la  misma  ley. 
En  esta  virtud,  todo  extranjero  puede  hacerse  mexicano  sin 
ewepción  de  nacionalidades,  puesto  que  tienen  por  base  nues- 
tras leyes,  en  dicha  materia,  el  dogma  de  la  fraternidad  uni- 
versal, como  consecuencia  de  la  unidad  de  la  especie  humana, 
sin  tener  en  cuenta  las  diferencias  etnográficas,  que  han  sido 
accidentales  en  el  espacio,  dado  el  primitivo  origen  del  hom- 
bre. Nuestra  República  abre,  por  lo  tanto,  sus  fronteras  á  to- 
dos los  extranjeros  y  les  proporciona  los  medios  de  naturali- 
zarse, debiendo  llenar  previamente  determinadas  formalida- 
des que  no  son  complicadas,  y  por  tal  motivo,  pueden  cum- 
plirse con  facilidad;  de  éstas  nos  ocuparemos  después,  por- 
que es  indispensable  entrar  antes  en  ciertas  consideraciones 
de  carácter  general. 

La  naturalización  es  uno  de  los  medios  de  adquirir  la  na- 
cionalidad, puesto  que,  hay  otros  que  de  pleno  derecho  reco- 
nocen las  legislaciones;  su  definición  no  puede  ser  más  sen- 
cilla, pues  aunque  ha  sido  varia,  siempre  explica  el  mismo 
concepto.  Unos  expresan  que  la  naturalización  es  la  conce- 
sión de  la  nacionalidad,  hecha  discrecional  mente  por  un  Es- 
tado, al  extranjero  que  la  solicita;  otros,  y  esta  es  la  defini- 
ción más  concreta,  expresan:  ''la  naturalización  es  la  admi- 
sión de  un  extranjero  en  el  número  de  los  nacionales  de  un 
Estado;"  finalmente,  Merlin,  en  la  palabra  naturalización,  di- 
ce: "es  el  acto  por  el  cual  un  extranjero  obtiene  los  mismos 
derechos  y  privilegios  como  si  hubiera  nacido  francés;"  pero 
es  indudable  que  esta  modalidad  de  la  nacionalidad,  es  una 
de  las  conquistas  más  preciadas  del  Derecho  internacional  de 
nuestra  época,  nunque  en  la  práctica  las  reglas  establecidas 
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en  las  legislaciones  seaa  diferentes  para  llegar  á  obtenerla, 
sin  embargo,  la  tendencia  general  se  dirige  á  fundarla  en  la 
libre  voluntad;  en  efecto,  siendo  una  consecuencia  del  dere* 
cho  de  expatriación,  se  impone  como  principio  fundamental 
la  libertad  de  opción.  Cicerón,  en  la  época  de  la  República 
romana,  lo  había  dicho  ya,  ''que  nadie  sea  ciudadano  contra 
su  voluntad." 

Las  reglas  prescritas,  que  conforme  hemos  indicado  antes, 
varían,  en  algunos  países  basta  la  permanencia  en  él  por  más 
ó  menos  tiempo,  para  que  el  extranjero  llegue  á  obtener  á 
su  pesar  la  naturalización;  como  ejemplo  podemos  citar  el 
Austria,  en  la  que  la  permanencia  deberá  ser  de  diez  años; 
en  la  misma  Francia,  en  la  época  del  derecho  intermediario, 
existían  análogas  prescripciones,  aunque  todos  estos  prejui- 
cios han  ido  desapareciendo  para  dar  á  esta  modalidad  de  la 
nacionalidad  su  verdadero  carácter,  el  de  un  contrato  sina- 
lagmático, y  por  lo  tanto,  voluntario  entre  el  extranjero  y  el 
Estado  al  cual  él  quiere  asociarse,  carácter  que  está  determi- 
nado en  las  teorías  modernas,  y  de  las  que  no  es  posible  pres- 
cindir, porque  ellas  requieren,  para  conceder  la  naturaliza- 
ción, dos  voluntades,  la  del  extranjero  que  la  solicita,  y  la  del 
Estado  á  cuya  nacionalidad  aspira;  en  consecuencia,  el  ex* 
tranjero  no  puede  forzar  al  Estado  á  concedérsela,  ni  éste 
obligarlo  á  admitirla.  Dichos  principios,  aunque  con  algunas 
excepciones,  dominan  toda  esta  materia,  y  son  universalmen- 
te  aceptados  en  las  legislaciones  de  nuestra  época. 
'  En  otro  lugar  me  he  ocupado  de  los  obstáculos  que,  sin 
embargo,  se  oponen  al  individuo  que  pretende  naturalizarse; 
por  una  parte  provienen  del  país  al  que  va  á  asociarse,  y  por 
la  otra  del  de  su  origen,  aunque  no  son  insuperables.  Entre 
los  primeros  se  observan  las  reglas  establecidas  para  adqui- 
rir la  nacionalidad,  y  entre  los  segundos,  las  dificultades 
opuestas  por  el  país  de  origen,  en  el  que  la  ley  dispone  que 

no  se  pierde  el  carácter  de  nacional  á  pesar  de  la  naturaliza- 
do 
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ción,  y  además,  la  necesidad  de  cumplir  con  los  deberes  con- 
traidos con  la  patria,  que  el  indiiriduo  no  puede  eludir  á  vo- 
luntad; pero  la  mayor  parte  de  los  Estados,  consideran  per- 
dida la  primitiva  nacionalidad  en  caso  de  naturalización;  por 
lo  tanto,  el  sistema  contrario  es  raro  y  excepcional,  porque 
presenta  muy  serias  dificultades  en  la  práctica;  en  esta  virtud, 
las  legislaciones  tienden  á  adoptar  el  sistema  del  Código  civil 
francés,  quien  estableció  por  primera  vez  en  una  ley,  la  pér- 
dida de  la  nacionalidad  anterior,  al  adquirirse  la  nueva,  lo 
cual  evita  las  dificultades  del  sistema  contrario,  y  además 
con  el  del  Código  citado,  se  siguen  las  teorías  actualmente 
aceptadas  por  la  ciencia. 

Entre  los  países  que  han  adoptado  el  sistema  francés,  con- 
tamos, en  Europa  á  Bélgica,  el  Luxemburgo,  el  principado 
de  Monaco,  Italia,  los  Países  Bajos,  España,  Suecia,  Norue- 
ga y  aun  la  misma  Inglaterra,  que  ha  roto,  al  expedir  la  ley 
de  1870,  con  sus  antiguos  atavismos,  y  los  prejuicios  hereda- 
dos de  su  comnion  law,  la  perpetual  allegiance.  En  cuanto  á 
Alemania,  aunque  en  su  ley  de  extranjería  de  Pde  Junio  de 
1870,  que  empezó  á  regir  en  Enero  del  año  de  1871,  no  se 
establece  determinadamente  el  sistema  del  Código  francés, 
se  presume  que  en  aquel  país  no  es  indeleble  la  nacionalidad 
de  origen,  puesto  que  con  sólo  el  transcurso  de  diez  años  de 
ausencia,  se  pierde  el  carácter  de  subdito  alemán,  art  21  de 
la  ley  expresada,  y  por  mayoría  de  razón,  la  pérdida  de  la 
nacionalidad  se  impone  cuando  se  ha  adquirido  otra. 

En  Rusia  permanece  firme  é  inviolable  el  lazo  que  une  al 
súddito  con  su  patria;  en  efecto,  aunque  la  ley  de  V  de  Ene- 
ro de  1874  establece,  que:  *todo  hombre  mayor  de  quince 
años  no  puede  dejar  de  ser  subdito  ruso,  á  menos  de  haber 
satisfecho  completamente  sus  obligaciones  militares,  ó  de  ha- 
ber sido  exceptuado;"  esta  ley  ha  quedado  escrita  en  aquel 
país,  pero  sin  aplicación  práctica,  porque  la  perpetual  alle- 
giance es  allí  el  principio  y  la  regla  que  preside  toda  esta 
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materia;  por  consiguiente,  la  naturalización,  la  aceptación  de 
servicios  públicos  en  el  extranjero,  la  emigración,  la  perma- 
nencia en  otro  país  después  de  haber  espirado  el  plazo  de  los 
pasaportes  ó  los  permisos  quinquenales  librados  en  Rusia  y 
renovados  por  los  agentes  diplomáticos  ó  consulares  del  Em- 
perador, determinan  las  penas  más  severas  contra  los  que, 
estando  en  alguno  de  los  casos  indicados,  han  faltado  á  la 
fidelidad  á  su  patria,  á  cuyo  efecto,  el  Código  penal  ruso 
condena  por  esta  violación  de  los  deberes  y  del  juramento 
de  adhesión  de  sus  subditos,  á  la  privación  de  todos  los  dere- 
chos civiles,  y  al  destierro  perpetuo  del  Imperio,  pero  si  vuel- 
ve á  él  voluntariamente,  es  deportado  á  Siberia.  La  severidad 
de  estas  penas  se  comprenderá  mejor,  si  se  tiene  en  cuenta 
que  la  pérdida  de  los  derechos  civiles,  se  equipara  en  Rusia 
á  la  muerte  civil,  tal  como  fué  conocida  esta  pena  en  Francia 
y  en  otras  naciones  conforme  al  antiguo  derecho.  Sin  embar- 
go, dicho  pais,  tiende  á  suprimir  estos  rigores,  porque  se  ha 
presentado  en  1887  un  proyecto  de  ley  al  Consejo  de  Estado 
del  Imperio,  pretendiendo  suprimirlos  todos,  pues  han  sido 
determinados  por  \di,  perpetual  állegiance^  principio  que  debe 
pasar  ya,  por  inconveniente,  al  dominio  de  la  historia. 

En  el  continente  americano,  siguen  el  sistema  francés,  Mé- 
xico, el  Brasil,  Colombia,  el  Uruguay  y  las  demás  repúblicas 
Sud-ameri canas,  con  excepción  de  la  Argentina,  según  el 
art.  4  de  su  ley  de  1^  de  Octubre  de  1869,  y  Venezuela  con- 
forme al  art.  7^  de  su  Constitución  política,  por  manera  que, 
en  estos  dos  países,  el  carácter  de  sus  nacionales  es  siempre 
indeleble. 

Los  Estados  Unidos  de  América  no  aceptan,  por  ser  con- 
trario al  derecho  natural,  el  principio  que  establece  el  lazo 
de  sujeción  perenne  á  la  patria  de  origen;  así  parece  obser- 
varse en  el  bilí  de  1868,  sobre  la  protección  á  los  americanos 
en  el  extranjero;  sin  embargo,  no  hay  en  esta,  materia  una 
ley  expresa,  á  cuyo  efecto,  aquel  Gobierno  dirigió  al  Congre- 
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SO,  el  7  de  Diciembre  de  1875,  un  mensaje  invitando  á  dicha 
Asamblea  á  ocuparse  de  determinar  las  condiciones  legales, 
por  medio  de  las  cuales  la  expatriación  puede  efectuarse,  y 
las  que  sean  necesarias  para  el  cambio  de  la  nacionalidad; 
en  consecuencia,  no  existe  ley  expresa  en  los  Estados  Unidos; 
aunque  bajo  el  influjo  de  la  doctrina  consagrada  por  los  attor- 
neys  generales,  Cushing  y  Biack,  generalmente  admitida  en 
aquel  país,  se  expidió  el  bilí  de  1868,  en  que  se  declaraba  ser 
el  derecho  de  expatriación  "un  derecho  natural  innato  en  to- 
dos los  hombres,  por  medio  del  cual  deben  gozar  del  derecho 
á  la  vida,  á  la  libertad  y  á  procurarse  su  bienestar." 

Para  terminar  toda  esta  materia  sobre  legislación  compa- 
rada, no  debo  dejar  pasar  desapercibido  un  hecho  importan- 
te que  evitarla  los  serios  conflictos  que  pueden  presentarse 
entre  las  naciones,  en  el  punto  relativo  al  lazo  perenne  de 
fidelidad  que  une  á  un  subdito  con  su  patria  de  origen,  á  pe- 
sar de  naturalizarse  en  otro  país;  este  hecho  es  la  nueva  prác- 
tica seguida  en  ios  Países  Bajos,  que  rehusan  conceder  la  na- 
turalización al  extranjero  ligado  con  su  patria  de  origen  á  la 
perpetual  allegiance.  Como  la  naturalización  es  un  contrato 
sinalagmático  que  se  celebra  entre  un  Estado  y  el  individuo 
que  pretende  asociarse  á  él,  nada  tiene  de  irregular  que  una 
de  las  partes  que  en  el  contrato  intervienen,  no  acepte  las 
condiciones  de  la  otra,  si  estas  pueden,  como  en  el  presente 
caso,  determinar  en  el  Estado,  perturbaciones  ó  conflictos  in- 
ternacionales. Si  las  naciones  que  siguen  el  sistema  del  Có- 
digo francés,  al  cual  nos  hemos  referido  antes,  adoptaran  esta 
restricción,  se  evitarían  los  inconvenientes  que  pueden  presen- 
tarse en  los  casos  indicados,  y  que  hasta  hoy  sólo  salvan  los 
tratados.  Nuestra  ley  de  extranjería,  se  encuentra  compren- 
dida entre  aquellas  naciones,  por  más  que  el  art.  15  prescriba 
que  el  naturalizado  debe  hacer  expresa  renuncia  de  toda  su- 
misión, obediencia  y  fidelidad  á  Gobierno  alguno  extranjero; 
pero  esta  renuncia,  ¿qué  efectos  surtirá,  si  la  ley  de  la  pa- 
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tria  de  origen  del  naturalizado  en  México,  le  obliga  á  la  obe- 
diencia y  fidelidad  para  con  el  país  del  que  es  nativo?  Yo 
creo  que  la  excepción  establecida  en  los  Países  Bajos,  se  im- 
pone por  las  justificadas  razones  antes  expresadas. 

¿Qué  autoridad  deberá  conceder  la  naturalización?  Esta 
facultad  ha  variado  con  los  tiempos,  pues  desde  la  antigüe- 
dad, en  Roma  la  acordaban  los  comicios,  y  más  tarde  los  em- 
peradores; entre  los  germanos  la  confería  el  voto  unánime  de 
la  asociación,  es  decir,  el  asentimiento  de  todos  los  miembros 
del  Cantón;  sin  embargo,  cuando  se  indicó  el  feudalismo,  era 
aquel  un  privilegio  concedido  al  señor,  y  luego  al  monarca, 
según  hemos  expresado  antes,  insertando  la  fórmula  estable- 
cida en  la  época  del  derecho  coutumier  en  las  lettres  de  natu- 
ralité. 

La  revolución  francesa,  que  cambió  radicalmente  el  dere- 
cho público  en  Francia,  y  por  ende  toda  su  legislación  civil 
y  penal,  inició  un  nuevo  período  en  la  vida  de  los  pueblos,  al 
que  con  justa  razón  se  ha  dado  el  nombre  de  la  moderna 
edad;  dicho  período  de  reformas  legislativas  se  ha  considera- 
do entre  los  publicistas  y  expositores  del  derecho  bajo  la  de- 
nominación de  derecho  intermediario.  Entonces,  destruida  la 
monarquía  y  radicando  el  poder  supremo  de  la  Francia  en 
la  Asamblea  nacional,  por  mandato  del  pueblo,  era  facultad 
legislativa  la  concesión  de  la  naturalización,  conforme  hemos 
visto  en  los  sucesivos  preceptos  constitucionales  que  presi- 
dieron toda  esta  materia,  hasta  el  momento  en  que  fué  redac- 
tado el  Código,  en  cuya  época,  la  Constitución  áQ22  frimaire 
año  VIH,  determinaba  la  manera  de  obtener  la  cualidad  de 
ciudadano;  y  es  indudable  que  esta  ley  fué  hasta  1848  la  base 
de  la  legislación  en  todo  lo  relativo  á  la  manera  de  adquirir 
la  naturalización,  siendo  un  requisito  indispensable  y  previo 
para  el  extranjero  el  permiso  del  Gobierno  para  establecerse 
en  Francia.  Como  se  observa,  bajo  la  acción  de  este  nuevo 
requisito,  se  dio  al  gobierno  un  poder  discrecional  en  mate- 
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ría  de  naturalización,  aunque  indirectamente,  porque  basta- 
ba que  él  rehusara  al  extranjero  el  permiso  de  establecerse 
en  Francia  para  que  se  considerara  rehusada  la  naturaliza- 
ción; por  lo  tanto,  el  poder  legislativo  comenzaba  á  declinar 
sus  facultades  en  favor  del  Gobierno,  hasta  que  el  decreto  de 
17  de  Marzo  de  1809  estableció  la  necesidad  de  la  interven- 
ción del  poder  Ejecutivo  para  acordar  la  naturalización;  en 
este  decreto  se  ordenaba,  que  á  pesar  de  haber  cumplido  con 
las  condiciones  de  la  ley,  el  extranjero  no  podía  gozar  de  la 
cualidad  de  francés  si  no  la  pedia*  al  jefe  del  Gobierno,  quien 
tenia  la  facultad  de  concederla;  á  su  solicitud  debía  acompa- 
ñar los  documentos  que  la  apoyaban,  debiendo  ser  transmi- 
tida por  el  mairej  alcalde  del  lugar  del  domicilio  elegido  en 
Francia  por  el  extranjero,  cuyo  funcionario  dirigía  la  solici- 
tud al  prefecto  del  departamento,  y  éste  con  informe  al  Mi- 
nisterio de  Justicia. 

En  resumen,  desde  el  decreto  de  17  de  Marzo  de  1809,  la 
naturalización  quedó  subordinada  en  Francia  á  la  solicitud 
y  adquisición  de  las  letras  de  naturalización  como  en  el  an- 
tiguo derecho  coutumier^  siendo  necesaria  la  autorización  del 
gobierno,  pronunciada  por  el  soberano,  para  conceder  al  ex- 
tranjero la  cualidad  de  francés.  Tal  es  el  sistema  seguido  en 
Francia  y  en  la  mayor  parte  de  las  naciones  de  Europa,  que 
confieren  al  poder  Ejecutivo  la  facultad  de  acordar  la  natu- 
ralización, sistema  consagrado  en  México  en  la  ley  de  extran- 
jería, conforme  á  los  artículos  13  y  16  déla  ley  de  28  de  Ma- 
yo de  1886,  que  es  objeto  del  presente  estudio. 

En  el  capítulo  siguiente  me  ocuparé  de  los  requisitos  esta- 
blecidos en  la  ley  mexicana  para  obtener  la  naturalización, 
extendiéndome  en  la  reseña  de  los  mismos  requisitos  en  las 
legislaciones  extranjeras,  porque  semejante  estudio  compara- 
tivo será  fructuoso  en  el  presente  estudio. 


CAPITULO  XXXI. 
De  la  naturalización. 

((Jontinúa.) 

SUMARIO. — Requisitos  para  obtener  la  naturalización  en  México. — In- 
serción de  los  artículos  12,  13,  14  j  15  de  la  ley  de  extranjería,  que 
los  establece. — Comentario  de  las  disposiciones  expresadas. — Aun- 
que es  un  hecho  que  seguimos  en  parte  el  sistema  norte-americano, 
el  de  nuestra  ley  es  un  sistema  mixto. — Interviene  la  autoridad  judi- 
cial en  el  expediente  informativo,  pero  el  Ejecutivo  de  la  Unión  es 
el  que  concede  la  naturalización. — Legislación  comparada  en  esta 
materia. — Los  requisitos  establecidos  en  la  ley  mexicana  para  la  na- 
turalización tienen  por  objeto. — 1?,  saber  si  el  solicitante  es  digno  de 
obtenerla,  y  2?,  el  de  evitar  fraudes  y  complicaciones  internaciona- 
les.— Entre  dichos  requisitos,  el  principal  es  la  libre  voluntad. — La 
mayor  edad,  que  se  fija  conforme  á  la  ley  nacional  del  que  pretende 
la  naturalización. — La  renuncia  de  toda  sumisión,  obediencia  y  fide- 
lidad á  gobiernos  extranjeros,  y  especialmente  á  aquel  de  quien  ha- 
ya sido  subdito. — La  protesta  de  obediencia,  adhesión  y  sumisión  á 
las  leyes  de  su  nueva  patria,  cuya  protesta  ha  de  ser  expresa. — Fi- 
nalmente, la  ley  quiere  que  se  renuncie  á  todo  derecho  que  los  trata- 
dos ó  la  ley  internacional,  concedan  á  todo  extranjero. — ^También  á 
toda  protección  extrafia  á  las  leyes  y  á  las  autoridades  de  la  fiepú- 
blica,  porque  el  que  se  natnraliza,  se  considera  con  este  acto,  como 
mexicano. — Los  requisitos  establecidos  en  Francia  para  la  naturali- 
zación, son  análogos  á  los  de  las  demás  naciones  de  Europa. — Se  in- 
sertan íntegros,  conforme  á  las  leyes  de  la  misma  Francia. — Del  es- 
tadio comparativo  de  estos  requisitos,  y  los  que  establece  la  ley  me- 
xicana, se  observa  que  ésta  es  más  liberal. 

Los  requisitos  establecidos  en  nuestra  ley  de  extranjería 
para  obtener  la  naturalización,  son  los  siguientes: 
Art.  12.  Por  lo  menos  seis  meses  antes  de  solicitar  la  na- 
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turalización,  deberá  presentarse  por  escrito  al  Ayuntamiento 
del  lugar  de  su  residencia,  manifestándole  el  designio  que 
tiene  de  ser  ciudadano  mexicano  y  de  renunciar  su  naciona- 
lidad extranjera.  El  Ayuntamiento  le  dará  copia  certificada 
de  esa  manifestación,  guardando  la  original  en  su  archivo. 

Art.  13.  Transcurridos  esos  seis  meses  y  cuando  el  extran- 
jero haya  cumplido  dos  años  de  residencia  en  la  República, 
podrá  pedir  al  Gobierno  federal  que  le  conceda  su  certificado 
de  naturalización.  Para  ob^nerlo  deberá  antes  presentarse 
ante  el  Juez  de  Distrito  bajo  cuya  jurisdicción  se  encuentre, 
ofreciendo  probar  los  siguientes  hechos: 

I.  Que  según  la  ley  de  su  país  goza  de  la  plenitud  de  los 
derechos  civiles,  por  ser  mayor  de  edad. 

II.  Que  ha  residido  en  la  República,  por  lo  menos  dos 
años,  observando  buena  conducta. 

III.  Que  tiene  giro,  industria,  profesión  ó  rentas  de  que 
vivir. 

Art.  14.  A  la  solicitud  que  presente  al  juez  de  Distrito  pi- 
diendo que  practique  esa  información,  agregará  la  copia  cer- 
tificada expedida  por  el  Ayuntamiento,  de  que  habla  el  art. 
12;  acompañará  además  una  renuncia  expresa  de  toda  sumi- 
sión, obediencia  y  fidelidad  á  todo  gobierno  extranjero  y  es- 
pecialmente á  aquel  de  quien  el  solicitante  haya  sido  subdi- 
to; á  toda  'protección  extraña  á  las  leyes  y  autoridades  de 
México,  y  á  todo  derecho  que  los  tratados  ó  la  ley  interna- 
cional concedan  á  los  extranjeros. 

Art.  15.  El  Juez  de  Distrito,  previa  la  ratificación  que  de 
su  solicitud  haga  el  interesado,  mandará  recibir,  con  audien- 
cia del  Promotor  fiscal,  información  de  testigos  sobre  los 
puntos  á  que  se  refiere  el  art.  13;  pudiendo  recabar,  si  lo  es- 
tima necesario,  el  informe  que  respecto  de  ellos  deberá  dar 
el  Ayuntamiento  y  de  que  habla  el  art.  12. 

£1  Juez  admitirá  igualmente  las  demás  pruebas  que,  sobre 
los  puntos  indicados  en  el  art.  13,  presentare  el  interesado,  y 
pedirá  su  dictamen  al  Promotor  fiscal. 
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Art.  16.  El  mismo  Juez,  en  el  caso  de  que  su  declaración 
sea  favorable  al  peticionario,  remitirá  el  expediente  original 
á  la  Secretaria  de  Relaciones  para  que  expida  el  certificado 
de  naturalización,  si  á  juicio  de  ella  no  hay  motivo  legal  que 
lo  impida.  Por  conducto  del  referido  Juez,  el  interesado  ele- 
vará una  solicitud  á  esa  Secretaria,  pidiéndole  el  certificado 
de  naturalización,  ratificando  su  renuncia  de  extranjería  y 
protestando  adhesión,  obediencia  y  sumisión  á  las  leyes  y  au- 
toridades de  la  República. 

Como  se  observa,  en  las  prescripciones  insertas,  se  sigue 
el  sistema  americano  como  regla  general,  aunque  bien  puede 
llamarse  el  nuestro,  un  sistema  mixto,  porque  se  da  interven- 
ción á  la  autoridad  judicial  en  los  trámites  previos  á  la  na- 
turalización, quedando  encomendada  al  Ejecutivo  la  facultad 
de  concederla  ó  no.  La  autoridad  judicial  es  la  más  á  propó- 
sito para  consignar  los  hechos  que  ha  de  probar  el  solicitante, 
debiendo  seguirse  las  prácticas  establecidas  por  la  ley  en  ma- 
teria de  probanzas,  lo  cual  dará  el  carácter  de  verdad  á  todo 
lo  actuado,  siendo  una  garantía  de  éxito  para  el  mismo  que 
solicita  su  naturalización,  aunque  el  expediente  seguido  sea 
en  mi  concepto  solamente  informativo,  pues  deberá  ser  remi- 
tido á  la  Secretaria  de  Relaciones  Exteriores,  la  cual  otor- 
ga con  el  acuerdo  del  Jefe  de  la  nación,  la  naturalización  pe- 
dida, en  caso  de  que  asi  proceda  y  sea  conveniente. 

Analizando  los  requisitos  enunciados  desde  el  art.  12,  ob- 
servamos que  en  casi  todas  las  legislaciones,  es  necesario  la 
vecindad,  por  lo  menos  en  el  transcurso  de  cinco  años,  ó  co- 
mo en  Francia  la  admisión  á  domicilio,  sin  cuyo  permiso  el 
extranjero  no  puede  ejercitar  ni  los  derechos  civiles.  En 
nuestra  patria  recibimos  á  todo  el  mundo  sin  requisito  algu- 
no, y  el  extranjero  que  pisa  nuestro  territorio,  no  sólo  goza 
de  los  derechos  del  hombre  conforme  á  la  Constitución,  sino 
también  los  derechos  civiles,  esté  domiciliado  ó  no.  Por  esta 
razón,  no  es  extraño  que  el  art.  12,  al  que  me  he  referido, 
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establezca  que  sólo  se  necesitan  seis  meses  de  vecindad  para 
pretender  la  naturalización,  lo  cual  es  indispensable,  porque 
coloca  á  los  habitantes  de  la  respectiva  municipalidad  en 
la  aptitud  apetecida  para  conocer  al  solicitHUte,  y  además 
cersiorarse  si  concurren  en  él  las  condiciones  exigidas  por  la 
ley.  El  mismo  precepto  está  adoptado  también  en  la  ley  nor- 
te-americana, aunque  la  vecindad  debe  ser  de  cinco  años 
transcurridos,  lo  cual  me  parece  excesivo,  siendo  más  liberal 
nuestra  ley,  que  en  su  art.  13  sólo  requiere  dos  años  de  resi- 
dencia, en  los  que  están  incluidos  los  seis  meses  á  que  se  re- 
fiere el  art.  12. 

El  mismo  articulo  resuelve  una  cuestión  en  la  que  no  hay 
acuerdo  en  las  legislaciones:  ¿cuál  deberá  ser  la  autoridad 
que  conceda  la  naturalización? 

En  los  Estados  Unidos  de  América,  las  Cortes  federales 
de  Distrito  ó  de  Circuito,  y  también  las  ofrecordy  son  las 
que  practican  las  diligencias  previas,  y  expiden  el  titulo  de 
ciudadanía. 

En  Inglaterra,  el  Secretario  de  Estado  eoncede  ó  niega  la 
naturalización,  quien  puede  exigir  las  probanzas  que  concep- 
túa necesarias;  pero  al  otorgarla  no  tiene  la  obligación  de 
fundar  su  resolución,  como  tampoco  la  tiene  al  negarla. 

El  procedimiento  para  obtener  la  naturalización,  según  el 
art.  7^,  es  el  siguiente: 

1^  Se  dirige  la  petición  al  Secretario  de  Estado,  probando, 
en  la  forma  que  se  le  exija,  que  de  los  ocho  últimos  años  ha 
residido  cinco  en  territorio  británico,  ó  ha  servido  á  la  coro- 
na durante  el  mismo  tiempo,  y  tiene  intención  de  continuar 
establecido  en  Inglaterra; 

2^  El  Secretario  resolverá  libremente  y  sin  apelación  lo 
que  crea  conveniente; 

3^  Después  de  comunicarle  la  resolución  afirmativa,  pres- 
tará el  solicitante  el  correspondiente  juramento  de  fidelidad; 

4^  Los  efectos  de  la  naturalización  serán  la  adquisición  de 
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todos  los  derechos  civiles  y  politícos  que  tengan  los  natura- 
les, siempre  que  el  naturalizado  pierda  la  ciudadanía  de  la 
patria  de  su  origen. 

En  Alemania,  conforme  al  art.  6^  de  la  ley  de  extranjería 
del  Imperio,  de  fecha  P  de  Junio  de  1870,  la  naturalización 
deberá  verificarse  por  un  acto  que  emane  de  la  autoridad  su 
perior  administrativa,  previos  los  requisitos  establecidos  en 
el  art.  8  de  la  misma  ley. 

En  Suiza  confiere  la  naturalización  el  Consejo  federal,  con 
las  condiciones  señaladas  en  el  art.  2  de  la  ley  de  3  de  Julio 
de  1876,  que  es  reglamentaria  del  art.  44  de  la  Constitución 
federal. 

En  los  Países  Bajos,  el  Rey  concede  la  naturalización, 
siempre  que  se  hayan  llenado  las  prevenciones  establecidas 
en  el  art.  5^  de  la  ley  de  28  de  Julio  de  1850,  reglamentaria 
del  art.  6?  de  la  Ley  fundamental. 

En  Portugal,  el  Gobierno  expide  las  cartas  de  naturaliza- 
ción, conforme  á  los  artículos  19, 20  y  21  del  Código  civil. 

En  España  también  el  Gobierno  otorga  la  naturalización 
con  audiencia  del  Consejo  Real,  conforme  al  art.  7  del  De 
creto  de  22  de  Septiembre  de  1845,  que  se  declaró  vigente  en 
la  ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art.  48. 

En  el  antiguo  derecho  francés,  la  naturalización  era  facul- 
tativa del  monarca,  quien  la  otorgaba,  á  título  gracioso,  en 
las  llamadas  lettres  de  naturalité^  que  actualmente  es  en  Fran* 
cia  el  medio  de  obtenerla;  aunque  en  el  derecho  intermedia- 
rio, desde  la  Revolución  francesa,  y  conforme  á  sus  Constitu- 
ciones sucesivas,  la  cualidad  de  francés  se  concedía  de  pleno 
derecho  en  aquellas  leyes,  mediante  ciertas  condiciones,  sin 
que  interviniera  la  voluntad  de  aquel  que  las  reunía.  Final- 
mente, un  decreto  imperial  de  17  de  Marzo  de  1809,  resta- 
bleció el  antiguo  régimen  de  las  cartas  de  naturalización,  el 
cual  está  en  vigor  hasta  hoy,  y  por  lo  tanto,  el  Gobierno  es 
el  que  expide  aquellos  documentos  en  Francia. 
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En  México,  conforme  á  nuestras  leyes,  el  Ejecutivo  de  la 
Unión  es  el  que  otorga  la  naturalización,  puesto  que  el  Poder 
legislativo  en  esta  materia,  sólo  tiene  facultad  para  dictar  le- 
yes sobre  naturalización,  colonización  y  ciudadanía,  confor- 
me á  la  frac.  XXI  del  art.  72  de  la  Constitución,  y  por  con- 
siguiente, siendo  el  Ejecutivo  el  que  conforme  á  la  frac.  I  del 
art.  85  de  la  misma,  esté  facultado  para  promulgar  y  ejecu- 
tar las  leyes  que  expida  el  Congreso  de  la  Unión,  proveyen- 
do en  la  esfera  administrativa  á  su  exacta  observancia,  es  in- 
dudable que  el  Presidente  de  la  República  por  medio  de  la 
Secretaria  de  Relaciones  Exteriores,  es  el  que  debe  otorgar 
y  expedir  los  títulos  de  nacionalidad  mexicana  á  los  extran- 
jeros. 

Ocupándome  ahora  de  los  requisitos  establecidos  para  con- 
ceder la  naturalización,  según  la  ley  de  extranjería  de  Mé- 
xico, opino  que  las  condiciones  impuestas,  tienen  por  ob- 
jeto probar  si  el  solicitante  es  digno  de  obtenerla,  y  además, 
si  aquellas  son  convenientes  para  evitar  fraudes  por  parte 
del  interesado,  y  al  mismo  tiempo  complicaciones  internacio- 
nales. Todas  estas  condiciones  son  objeto  del  expediente  in- 
formativo seguido  ante  los  jueces  federales,  conforme  á  los 
artículos  13, 14, 16  y  16  de  la  misma  ley,  que  van  insertos 
al  principio  de  este  capítulo. 

Yo  creo,  que  las  condiciones  indispensables*,  las  más  cul- 
minantes según  el  articulado,  son  la  residencia,  la  manifesta- 
ción de  la  voluntad  para  adquirir  la  naturalización,  la  ma- 
yor edad  en  el  acto  de  pretenderla,  y  la  renuncia  expresa  de 
toda  supiisión,  obediencia  y  fidelidad  á  cualquier  gobierno 
extranjero,  y  especialmente  á  aquel  de  quien  el  solicitante 
baya  sido  subdito,  á  toda  protección  extraña  á  las  autorida- 
des de  México,  y  á  todo  derecho  que  los  tratados  ó  la  ley  in* 
ternacional  conceden  á  los  extranjeros. 

Comenzando  por  el  principal  requisito,  y  teniendo  en  cuen- 
ta la  tradición  del  Derecho  romano,  por  el  cual  sabemos  ^'que 
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nadie  puede  ser  ciudadano  contra  su  voluntad:"  "Ne  quis  in- 
vitíis  in  civitaté  mutetur  nevé  in  cimtate  maneat  irmtus,  confor- 
me á  la  racional  y  filosófica  frase  de  Cicerón,  nuestra  ley  quie- 
re que  ante  todo  sea  manifiesta  en  el  extranjero,  residente  en 
México,  la  libre  voluntad  de  optar  por  la  nacionalidad  me- 
xicana, pues  de  otro  modo  no  puede  conocerse  dicha  volun- 
tad, tan  necesaria  en  el  contrato  que  debe  celebrarse  entre  el 
que  trata  de  asociarse  á  un  nuevo  Estado  y  éste  mismo,  coa- 
trato  que,  según  hemos  expresado  antes,  tiene  el  carácter 
de  sinalagmático,  y  es  de  los  que  se  perfeccionan  por  el  con- 
sentimiento de  los  contrayentes. 

La  mayor  edad,  requisito  exigible  en  todo  contrato  para 
que  él  sea  válido,  es  también  de  los  que  debe  llenar  el  que 
pretende  la  naturalización  entre  nosotros,  pero  la  mayoría, 
se  fijará  conforme  á  la  ley  del  solicitante,  pues  en  dicho  ac- 
to, se  rige  todavía  el  extranjero  por  su  estatuto  personal;  por 
este  motivo,  en  nuestro  derecho  se  establece  como  regla  ge- 
neral, que  la  mayor  edad  de  aquel,  debe  regularse  por  las 
leyes  de  su  patria. 

La  renuncia  de  toda  sumisión,  obediencia  y  fidelidad  á  go- 
biernos extranjeros,  y  especialmente  á  aquel  de  quien  haya 
sido  subdito,  y  la  protesta  de  obediencia,  adhesión  y  sumi- 
sión á  las  leyes  de  su  nueva  patria,  se  imponen  como  un  re- 
quisito indispensable  en  estos  casos,  porque  el  que  se  natu- 
raliza, contrae  irremisiblemente  estas  obligaciones  con  aque- 
lla, obligaciones  que  deben  ser  expresas;  además,  nuestra  ley 
quiere  que  se  renuncie  á  todo  derecho  que  los  tratados  ó  la 
ley  internacional  concedan  á  todo  extranjero,  y  también  á  to- 
da protección  extraña  á  las  leyes  y  autoridades  de  la  Repú- 
blica, puesto  que  al  naturalizarse,  se  considera  con  dicho 
acto  como  mexicano. 

Para  terminar  el  presente  estudio,  en  lo  que  se  refiere  á 
los  requisitos  exigidos  para  la  naturalización,  y  con  el  fin  de 
hacer  resaltar  el  sistema  amplio  y  liberal  que  adopta  nuestra 


ley  de  extranjería,  insertamos  á  continuación  los  requisitos 
y  formalidades  exigidos  en  Francia,  que  son  con  ligeras  va- 
riantes los  mismos  que  adopta  la  mayor  parte  de  las  legis- 
laciones de  Europa,  observándose  en  el  estudio  comparativo 
de  la  ley  mexicana  y  la  de  Francia,  las  excelencias  de  la  nues- 
tra. 

Las  condiciones  exigidas  en  el  art.  8^  inciso  5^  del  Código 
civil,  según  la  reforma  de  que  fué  objeto  en  la  ley  de  23  de 
Julio  de  1893,  son  las  siguientes: 

Pueden  naturalizarse  en  Francia. 

Primero.  Los  extranjeros  que  han  obtenido  la  autorización 
para  fijar  su  domicilio  en  Francia  conforme  al  art.  13,  des- 
pués de  haber  permanecido  domiciliados  tres  años  en  la  mis- 
ma Francia,  á  contar  desde  el  día  del  registro  de  su  petición 
en  el  Ministerio  de  Justicia. 

Segundo.  Los  extranjeros  que  puedan  justificar  una  resi- 
dencia no  interrumpida,  durante  diez  años.  Se  asimila  á  la 
residencia  en  Francia,  la  permanencia  en  país  extranjero  pa- 
ra el  ejercicio  de  una  función  conferida  por  el  gobierno  fran- 
cés. 

Tercero.  Los  extranjeros  admitidos  á  fijar  su  domicilio  en 
Francia,  después  de  un  año,  si  ellos  han  prestado  servicios 
importantes  á  la  misma  Francia,  si  se  han  distinguido  en 
ella  por  sus  telentos  ó  si  han  introducido  una  industria,  in- 
venciones útiles,  alguna  explotación  agrícola  ó  han  prestado 
servicios  militares  en  las  colonias  ó  en  los  protectorados  fran- 
ceses. 

Cuarto.  El  extranjero  que  se  ha  casado  con  una  francesa, 
también  después  de  haber  transcurrido  un  año  de  domicilio 
autorizado. 

Es  indispensable,  después  de  presentada  la  solicitud,  le- 
vantar la  necesaria  información,  sobre  la  moralidad  del  ex- 
tranjero que  pretende  la  naturalización. 

Los  documentos  que  deben  adjuntarse  á  la  solicitud  son 
los  siguientes: 
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Primero.  El  escrito  en  que  se  hace  la  solicitud  al  Minis- 
tro de  Justicia,  pretendiendo  la  naturalización,  conteniendo 
la  obligación  de  pagar  los  derechos  de  sello,  175  fr.  25  c. 

Segundo.  Acta  de  nacimiento  del  postulante,  original  y 
traducida;  en  defecto  del  acta  de  nacimiento,  una  acta  de  ma- 
trimonio en  que  se  indique  el  lugar  y  la  fecha  del  nacimiento. 

Tercero.  El  acta  de  nacimiento  ó  de  matrimonio  de  los  pa- 
dres del  solicitante,  original  y  traducida. 

Cuarto.  Extracto  del  casier  judicial  francés. 

Quinto.  Justificación  de  haber  prestado  sus  servicios  mili- 
tares en  el  país  de  su  origen. 

Sexto.  Justificación  de  una  residencia  no  interrumpida  en 
Francia  durante  los  diez  últimos  años.  Si  la  justificación  se 
refiere  á  un  hombre  de  menos  de  cuarenta  años,  deberá  es- 
pecificar que  él  no  se  ha  ausentado  ni  un  sólo  día  durante 
dicho  término  para  volver  á  su  país  con  el  fin  de  satisfacer 
á  sus  obligaciones  militares. 

Séptimo.  Acta  de  matrimonio  original  y  traducida. 

Octavo.  Acta  de  nacimiento  de  los  hijos  menores  si  los  tie- 
ne, original  y  traducida. 

Noveno.  La  naturalización  del  marido,  no  aprovecha  á  la 
mujer,  la  cual  deberá  presentar  una  solicitud  personal  en  ca- 
so de  que  desee  recobrar  ó  adquirir  la  cualidad  de  francesa; 
á  este  efecto,  si  es  originaria  de  Francia  ó  de  Alsacia-Lore- 
na,  deberá  presentar  una  solicitud  de  reintegración  para  la 
aplicación  del  art.  17  del  Código  civil.  Si  por  el  contrario, 
ella  es  de  origen  extranjero,  bastará  subscribir  la  solicitud  del 
marido;  en  ambos  casos  acompañará  las  actas  de  su  naci- 
miento y  de  su  matrimonio,  originales  y  traducidas;  y  final- 
mente. 

Décimo.  Indicación  de  la  fecha  de  la  declaración  que  el 
peticionario  ha  debido  subscribir  para  la  aplicación  del  decre- 
to de  2  de  Octubre  de  1888,  ó  de  la  ley  de  8  de  Agosto  de 
1893. 
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Estos  son  los  requisitos  y  condiciones  exigidas  en  Francia 
para  naturalización;  cuyo  sistema,  con  modificaciones  más  ó 
menos  sustanciales,  es  el  mismo  que  adoptan  las  legislaciones 
de  la  mayor  parte  de  las  naciones  del  Continente  europeo.  La 
ley  mexicana  es  más  amplia  y  liberal. 

En  el  capitulo  siguiente,  estudiaré  los  demás  casos  de  na- 
turalización conforme  á  nuestra  ley. 


CAPITULO  XXXII. 
De  la  naturalización. 

(Continúa.) 

SUMABIO. — Comentario  del  art.  17,  relativo  á  la  naturalizaciÓD  de  los 
extranjeros  que  sirvan  en  la  marina  mercante. — Esta  materia  se  re- 
laciona con  el  derecho  marítimo  internacional. — Principios  funda-  . 
mentales,  estudiados  bajo  los  tres  aspectos  en  que  aparecen,  confor- 
me á  los  adelantos  de  la  ciencia. — La  nacionalidad  de  los  buques 
mercantes  tiene  por  base  el  derecho  público  interno  de  cada  nación. 
— Legislación  francesa,  desde  el  acta  de  navegación  de  25  de  Sep- 
tiembre de  1793,  basta  la  ultima  de  1881. — Consideraciones  sobre  di- 
chas leyes. — Legislación  mexicuna,  desde  la  circular  de  28  de  Enero 
de  1826,  hasta  la  promulgación  de  la  actual  ley  de  extranjería  de 
1886. — El  art.  17  de  esta  ley  tiene  por  objeto  protejer  el  desarrollo 
de  nuestra  maiina  mercante. — Sin  embargo,  establece  para  la  natu- 
ralización en  dichos  casos,  los  requisitos  que  son  previos  é  indispen- 
sables.— El  precepto  indicado  no  tiene  alcance  en  lo  que  se  refiere  á 
la  marina  de  guerra,  que  se  rige  por  leyes  especiales. — El  art.  18  no 
necesita  comentario,  porque  es  claramente  preceptivo. — Lo  mismo 
puede  decirse  del  artii'ulo  19;  aunque  en  los  casos  en  que  la  natura- 
lización se  otorga  según  estos  preceptos,  es  indispensable  la  renun- 
cia y  protesta  establecidas  por  lo  general  para  la  naturalización. — 
A  pesar  de  todo,  el  Gobierno  puede  negarla,  en  estos  mismos  casos. 
— Además,  el  naturalizado  tiene  el  deber  de  responder,  salvo  el  caso 
de  prescripción,  de  los  delitos  cometidos  en  su  país  de  origen,  lo  mis- 
mo que  de  las  obligaciones  en  él  contraídas. — Hay  otra  cuestión,  ¿po- 
drá obtenerse  en  términos  generales  la  extradición  por  crímenes  co- 
metidos antes  de  la  naturalización? — Bu  la  mayoría  de  los  Estados 
y  en  México,  se  contesta  afirmativamente. — Los  Estados  Unidos  de 
América  y  la  Inglaterra  no  parecen  conformes  con  esta  solución. — 
Dichas  naciones  nan  rodeado  de  minuciosas  garantías  la  entrega  de 
malhechores  fugitivos.— México,  la  acuerda,  fundado  en  el  principio 
de  la  no  retroactividad  y  á  veces  en  la  frac.  II  del  art.  10  de  nues- 
tra ley  de  extradición,  de  19  de  Mayo  de  1897. 

El  art.  17  de  la  ley  que  ocupa  mi  atención  y  mis  estudios, 
establece  "que  los  extranjeros  que  sirvan  en  la  marina  nació- 
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na]  mercante,  pueden  naturalizarse,  bastando  un  año  de  ser- 
vicio á  bordo,  en  lugar  de  los  dos  que  requiere  el  art.  13|  etc., 
etc.,  etc." 

Como  esta  materia  de  naturalización  de  los  extranjeros  que 
sirven  en  la  marina  mercante  nacional,  tiene  á  no  dudarlo, 
puntos  de  contacto  más  ó  menos  mediatos  con  el  derecho  ma- 
rítimo internacional,  no  está  fuera  de  propósito  establecer 
en  el  presente,  algunos  principios  que  son  fundamentales  en 
la  misma  materia,  ya  que  pueden  conexionarse  con  el  dere- 
cho comercial  externo,  puesto  que  los  mares  son  la  más  ex- 
tensa y  la  más  fácil  vía  de  comunicación  abierta  por  la  natu- 
raleza al  comercio  exterior  de  las  naciones,  á  las  que  pone  en 
continua  comunión  de  ideas,  y  por  el  cambio  y  la  contrata- 
ción, estimula  los  progresos  de  la  agricultura  y  de  la  indus-  ^ 
tria,  asi  como  las  artes  que  se  difunden  en  el  mundo  por  la 
solidaridad  del  espíritu  humano. 

En  consecuencia,  el  derecho  que  se  refiere  á  tan  múltiples 
manifestaciones  del  trabajo  y  de  la  actividad  del  hombre, 
debe  estudiarse  bajo  las  fases  en  que  aparece,  según  sean,  en 
el  derecho  marítimo,  las  relaciones  que  rige;  por  lo  tanto,  en 
sus  aplicaciones,  podemos  concretarnos  á  los  tres  aspectos 
principales  que  dominan  toda  esta  materia. 

En  primer  lugar,  aquel  derecho  se  refiere  á  los  contratos 
privados  que  pueden  ser  objeto  del  comercio  marítimo,  y  co- 
mo se  observa,  esta  es  una  subdivisión  del  derecho  civil,  del 
que  se  ocupan  las  leyes  mercantiles. 

El  segundo  aspecto  se  relaciona  con  el  derecho  público  in- 
terno de  cada  nación,  el  cual  reacciona  sobre  las  estipulacio- 
nes del  derecho  privado,  en  virtud  de  las  reglas  establecidas 
sobre  el  objeto  y  forma  de  los  contratos  en  materia  comer- 
cial. En  esta  segunda  fase,  considero  incluida  la  naturaliza- 
ción de  los  extranjeros  que  sirven  en  la  marina  mercante, 
cuando  se  trata  de  su  naturalización,  cuyas  reglas  son  del  de- 
recho público  interno  de  cada  Estado. 
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El  tercero  y  último  aspecto,  es  el  que  se  refiere  al  derecho 
marítimo  internacional,  que  constituye  desde  la  tradición  ju- 
rídica romana,  uno  de  los  ramos  mfe  importantes  del  dere* 
cho  de  gentes. 

La  nacionalidad  de  los  buques  mercantes  y  la  de  su  tri- 
pulación ó  marinería,  tiene  por  base  el  derecho  público 
interno  de  cada  nación,  aunque  las  condiciones  estableci- 
das para  la  nacionalidad  varían  en  las  distintas  legislacio- 
nes. En  efecto,  en  Francia  el  acta  de  navegación  de  25  de 
Septiembre  de  1793,  no  la  admitía,  salvas  determinadas  ex- 
cepciones, sino  en  los  navios  construidos  ahí  ó  en  las  pose- 
siones francesas;  sin  embargo,  el  principio  fué  abandona- 
do, es  decir,  suprimido  por  la  ley  de  19  de  Mayo  de  1866; 
por  consiguiente,  un  buque  puede  ser  francés  sin  haber  sido 
construido  en  Francia;  pero  la  ley  de  1881,  reduce  en  estos 
casos  la  prima  concedida. 

El  acta  de  navegación  de  1793  á  que  antes  me  he  referido, 
exigía  que  la  propiedad  del  navio,  perteneciera  en  su  totali- 
dad á  franceses;  posteriormente  la  ley  de  9  de  Junio  de  1845, 
estableció  que  el  buque  seria  francés,  si  la  mitad  se  hallaba 
en  poder  de  franceses.  Las  demás  legislnciones  de  Europa 
admiten  una  propiedad  parcial  en  estos  casos;  finalmente,  en 
Francia  y  en  las  naciones  de  aquel  continente,  se  ha  estable- 
cido, que  para  determinar  la  nacionalidad  del  navio,  se  nece- 
sita que  los  oficiales  del  mismo  y  las  tres  cuartas  partes  de 
la  tripulación,  sean  nacionales,  con  excepción  de  Inglaterra, 
que  prohibe  al  extranjero  adquirir  la  propiedad  en  los  bu- 
ques. 

En  México,  conforme  á  una  circular  de  '28  de  Enero  de 
1826,  que  considero  vigente,  á  la  cual  se  refiere  la  ley  de  27 
de  Octubre  de  1853,  se  ordena,  que  en  los  buques  mercantes 
nacionales,  la  tripulación  sea  por  lo  menos  de  dos  terceras 
partes  de  mexicanos. 

Hecha  la  anterior  exposición,  que  no  huelga  en  el  presente 
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estudio,  y  ocupándonos  del  art.  17,  se  observa  en  él  que  para 
la  naturalización  de  los  extranjeros  que  se  empleen  en  la  ma- 
rina mercante,  basta  que  sirvan  un  año  á  bordo,  y  esta  limi- 
tación  del  tiempo  prescrito  en  el  art.  13  para  solicitar  en  tér- 
minos generales  la  nacionalización,  tiene  por  objeto  proteger 
el  desarrollo  de  nuestra  marina,  que  tan  escasa  ha  sido  á  pe- 
sar de  contar  nuestro  país  con  extensas  costas  y  puertos  apro- 
piados para  el  cabotaje,  y  además,  puede  llevar  á  los  mercados 
del  mundo  entero,  los  valiosos  productos  de  nuestro  extenso  y 
rico  suelo^así  como  nuestras  industrias,  que  comienzan  á  ser 
conocidas  y  apreciadas  en  el  extranjero.  Sin  embargo,  para 
la  naturalización  en  estos  casos,  es  necesario  el  procedimien- 
to informativo  á  que  se  refiere  el  art.  15,  que  deberá  incoar- 
se ante  el  juez  de  Distrito  del  puerto  al  que  toque  ó  arribe 
el  buque  en  que  sirva  el  solicitante,  debiendo,  cualquiera  de 
los  Ayuntamientos  de  dichos  puertos  recibir  la  manifesta- 
ción á  que  se  refiere  el  art.  12.  Según  se  observa,  la  ley  ha 
t]uerido  conciliar  la  protección  debida  á  nuestra  marina,  re- 
duciendo el  requisito  de  la  residencia,  pero  exige  como  indis- 
pensables, las  demás  formalidades  de  la  naturalización  ordi- 
naria, precauciones  que  demanda  la  necesidad  de  evitar  frau- 
des por  parte  del  solicitante,  y  los  abusos  que  pudieran  come- 
terse en  los  mares  al  amparo  de  nuestra  bandem. 

Finalmente,  lo  dispuesto  en  el  art.  17,  no  tiene  ninguna  re- 
lación con  la  marina  de  guerra,  que  se  rige  por  disposiciones 
especiales,  aunque  los  extranjeros  que  en  ella  sirven,  obtie- 
nen el  beneficio  de  la  naturalización  privilegiada,  conforme 
á  la  frac.  X  del  art.  1^  de  la  ley  que  ocupa  nuestra  atención, 
relativa  á  los  que  aceptan  empleos  del  Gobierno  de  México. 

El  art.  18  no  necesita  comentario,  es  claramente  precepti- 
vo, porque  exceptúa  de  los  procedimientos  requeridos  en  los 
articules  12,  13,  14,  15  y  16  á  los  extranjeros  que  se  natura- 
licen por  virtud  de  la  misma  ley,  y  á  los  que  tienen  el  dere- 
cho de  optar  por  la  nacionalidad  mexicana;  en  consecuencia. 
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el  precepto  se  refiere  á  las  personas  que  se  encuentren  com 
prendidas  en  las  fracciones  III,  IV  y  VI  del  art.  1®  y  en 
las  fracciones  II  y  IV  del  art.  2^;  por  lo  tanto,  se  tendrán  co- 
mo naturalizados  para  todos  los  efectos  legales,  con  la  condi- 
ción de  cumplir  con-los  requisitos  establecidos  en  las  dispo- 
siciones citadas,  sin  necesidad  de  llenar  ninguna  otra  forma- 
lidad. 

La  misma  ley  se  ocupa  en  el  art.  19,  de  los  casos  á  que  se 
refieren  las  fracciones  X,  XI  y  XII  del  art.  1^,  que  son  aná- 
logas á  las  anteriores;  sin  embargo,  establece  que  los  extran- 
jeros que  se  encuentren  comprendidos  en  dichos  casos,  podrán 
ocurrir  á  la  Secretaria  de  Relaciones  en  demanda  de  su  cer- 
tificado de  naturalización,  dentro  del  término  fijado  en  el 
precepto,  y  acompañando  el  documento  que  acredite  haber 
adquirido  bienes  raices  en  la  República,  ó  haber  tenido  hijos, 
ó  aceptado  algún  empleo  público;  además,  están  obligados  á 
llenar  las  formalidades  exigidas  en  los  artículos  14  y  16  de 
la  citada  ley,  en  lo  que  se  refiere  á  la  renuncia  y  protesta  re- 
queridas para  la  naturalización. 

En  toda  situación,  en  que  se  invoca  un  beneficio  que 
nuestras  leyes  conceden  al  extranjero  en  materia  de  natura- 
lización, no  era  posible  que  la  renuncia  y  protesta  indicadas 
se  omitieran,  considerándolas  tácitamente  en  el  cambio  de 
nacionalidad,  porque  aquél  es  un  requisito  indispensable  que 
la  ley  ha  establecido  con  el  fin  de  evitar  serias  complicacio- 
nes para  lo  futuro,  porque  pudiera  suceder  que  alguno,  sin 
hacer  la  protesta  y  renuncia  de  que  se  trata,  llegara  á  valerse 
de  una  doble  nacionalidad  con  el  fin  de  aprovecharse  de  ella. 

Finalmente,  no  basta,  para  obtener  la  naturalización  ex- 
presada, la  adquisición  de  bienes  ó  tener  hijos  en  México, 
porque  está  reservada  á  la  Secretaria  de  Relaciones  juzgar  y 
decidir  legalmente  si  debe  otorgarla  ó  no,  puesto  que  los  so- 
licitantes pudieran  hallarse  comprendidos  en  los  casos  á  que 
se  refieren  los  artículos  21  y  22  de  la  ley  de  extranjería,  cu- 
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ya  prevención  se  impone,  porque  no  se  comprende  cómo  pue- 
de otorgarse  la  naturalización  á  subditos  ó  ciudadanos  de 
una  nación  con  quien  nuestra  patria  se  halle  en  guerra.  Tam* 
poco  es  conveniente  ni  decoroso  concederla  á  los  criminales 
notoriamente  conocidos  ó  que  por  algún -motivo  se  sepa  que 
lo  son,  y  por  tal  motivo,  la  misma  ley  declara  nula,  de  pleno 
derecho,  la  naturalización  que  un  extranjero  obtenga  fraudu- 
lentamente, violando  los  preceptos  de  nuestras  leyes. 

Haciendo  un  estudio,  aunque  breve,  de  esta  materia,  laque 
se  refiere  á  la  prohibición  del  art.  22,  es  un  principio  gene- 
ralmente admitido  en  derecho  internacional,  que  el  naturali- 
zado, debe  responder,  salvo  el  caso  de  prescripción,  de  los 
delitos  cometidos  en  su  pais  de  origen,  lo  mismo  que  por  las 
obligaciones  en  él  contraídas,  y  por  lo  tanto,  si  el  que  se  ha 
naturalizado,  vuelve  á  su  pais,  podrá  ser  detenido,  procesa- 
do y  sentenciado,  sin  que  pueda  intervenir  en  su  favor  el  Go- 
bierno de  su  nueva  patria. 

Hay  otra  cuestión  que  se  relaciona  con  este  mismo  estudio; 
es  en  términos  generales  la  siguiente:  ¿podrá  obtenerse  la 
extradición  por  crímenes  cometidos  antes  de  la  naturaliza- 
ción? La  solución  de  la  cuestión  indicada  no  es  dudosa  en  la 
generalidad  de  los  Estados,  en  los  cuales  se  ha  establecido 
que  la  extradición  procede;  aunque  estos  casos  se  resuelven 
comunmente  por  medio  de  tratados  especiales;  sin  embargo, 
los  Estados  Unidos  de  América  y  la  Inglaterra,  no  parecen 
conformes  con  aquella  regla,  porque  es  un  hecho  que  dichas 
naciones,  han  rodeado  de  minuciosas  garantías  la  entrega  de 
malhechores  fugitivos.  A  pesar  de  estas  tendencias,  Inglate- 
rra, en  el  art.  2  del  tratado  con  Francia  de  14  de  Agosto  de 
1876,  sobre  extradición  de  criminales,  ha  convenido  la  entre- 
ga, si  el  malhechor  hubiese  obtenido  la  naturalización  en  el 
país  en  que  se  refugia,  posteriormente  á  la  perpetración  del 
crimen.  Finalmente,  yo  creo  que  en  Francia,  lo  mismo  que 
en  México,  la  entrega  se  funda  en  estos  caaos,  en  el  principio 
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de  la  no  retroactividad  establecida  en  materia  de  naturaliza- 
ción. £n  nuestra  patria,  además,  los  malhechores  compren- 
didos en  el  art.  22  de  la  ley  de  extranjería,  que  hubieren  ad- 
quirido la  nacionalidad  mexicana  fraudulentamente,  se  con- 
sidera por  este  motivo,  nula  de  pleno  derecho  su  naturaliza- 
ción, es  decir,  que  el  que  asi  procede,  no  es  mexicano.  Por 
último,  la  frac.  II  del  art.  10  de  nuestra  ley  de  extradición, 
de  19  de  Mayo  de  1897,  aunque  declara  que  "ningún  mexi- 
cano podrá  ser  entregado  á  un  Estado  extranjero,"  estable- 
ce algún  caso  de  excepción  á  juicio  del  Presidente  de  la  Re- 
pública. 

En  el  capitulo  siguiente,  terminaré  el  estudio  de  la  natu- 
ralización en  México,  al  ocuparme  del  comentario  de  los  ar- 
tículos del  23  al  29  de  nuestra  ley  de  extranjería,  cuyos  pre- 
ceptos se  hallan  insertos  en  el  capítulo  XX  de  esta  misma 
obra,  pág.  216. 


CAPITULO  XXXIIL 
De  la  naturalización. 

(Continúa.) 

SUMARIO. — Bl  expediente  informativo  para  la  naturalización,  está  li- 
bre de  todo  gasto  en  México,  así  como  la  expedición  del  certificado 
que  la  acredita. — En  Europa  se  cobran  impuestos  sobre  la  naturaliza- 
ción, como  ejemplo  Francia  que  asigna  175  frs.  25  es. — Comentario  del 
art.  24  de  nuestra  ley,  que  declara  ser  la  naturalización  un  acto  per- 
sonalísimo. — Puede  pretenderse  dando  poder  bastante,  pero  debe  re- 
sidirse  precisamente  en  nuestro  país. — Comentario  del  art.  25,  el 
cual  establece  que  la  calidad  de  nacional  ó  extranjero  es  intransmi- 
sible.— La  razón  es  que  no  siendo  objeto  de  algún  contrato,  no  pue- 
de regirse  bajo  ningún  concepto  por  las  leyes  que  los  rigen. — ^El  art. 
26  trata  de  la  no  retroactividad,  reconocida  por  regla  general  en 
nuestra  legislación  y  también  en  materia  de  naturalización.— Los 
artículos  27  y  28  se  ocupan  de  la  inmigración. — Franquicias  estable- 
cidas en  nuestras  leyes  especiales  para  fomentarla. — Es  ella  muy  ne- 
cesaria en  las  naciones  del  Continente  americano,  porque  cuentan 
con  extensos  territorios  sin  población  é  inexplctados. — En  Europa, 
por  el  contrario,  se  ponen  trabas  á  la  emigración,  porque  se  cree 
que  perturba  la  situación  económica  de  aquellos  Estados. — La  ley 
de  extranjería  sólo  se  ocupa  de  la  nacionalidad  de  los  colonos,  por- 
que en  cuanto  á  la  inmigración,  hay  una  ley  especial  que  la  organiza, 
la  de  15  de  Diciembre  de  1883. — Comentario  del  art.  29;  en  él  se  es- 
tablece la  diftírencia  que  hay  entre  la  nacionalidad  y  la  ciudadanía. 
— Incapacidades  establecidas  en  lo  que  se  refiere  á  determinados  car- 
gos públicos.— Cómo  debe  hacerse  constar  la  nacionalidad,  bajo  el 
punto  de  vista  internacional. — La  diversidad  de  sistemas  determina 
neoesariamente  muy  serios  conflictos. — Medios  que  se  han  propuesto 
para  evitarlos. — Estos  son  ios  tratados,  y  procurar  la  uniformidad  en 
las  reformas  legislativas. — Autoridad  llamada  á  estatuir  cuando  se 
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ponga  en  duda  la  cualidad  del  extranjero. — Puede  aceptarse  como 
un  medio  eficaz  para  salvar  todas  las  dificultades,  el  principio  de  re- 
ciprocidad, establecido  en  el  tratado  hispano-argentino  de  21  de  Sep- 
tiembre de  1863. — En  él  se  hace  la  debida  concesión  á  la  territoriali- 
dad de  las  leyes. — El  principio  establecido  en  dicho  tratado,  ha  he- 
cho numerosos  prosélitos.— En  prueba  de  ello,  el  Congreso  de  Ox- 
ford de  1880  se  declaró,  en  caso  de  nacionalidad  dudosa,  por  la  ley 
del  domicilio. — La  necesidad  de  fijar  la  nacionalidad,  se  impone,  por- 
que olla  afecta  directamente  el  estado  y  la  capacidad  de  las  per- 
sonas. 


Reanudando  el  estudio  pendiente  en  el  capitulo  anterior, 
paso  á  ocuparme  en  el  orden  del  articulado,  de  la  dispensa 
de  todo  impuesto  de  que  goza  el  que  se  naturaliza  en  México. 
Comenzando  por  el  expediente  de  información,  que  es  previo 
á  la  expedición  del  certificado  respectivo,  el  extranjero  que 
pretende  nuestra  nacionalidad  no  está  obligado  á  erogar  gasto 
alguno  en  aquel  procedimiento  judicial,  porque  en  nuestro 
país  la  justicia  es  gratuita  para  todos,  estando  prohibido  por 
la  Constitución  el  pago  de  costas,  como  se  observa  en  el  art. 
17,  que  dice  asi: 

''Nadie  puede  ser  preso  por  deudas  de  un  carácter  pura- 
mente civil.  Nadie  puede  ejercer  violencia  para  reclamar  su 
derecho.  Los  tribunales  estarán  siempre  expeditos  para  ad- 
ministrar justicia.  Esta  será  gratuita,  quedando,  cfn  conse- 
cuencia, abolidas  las  costas  judiciales." 

Y  nuestra  ley  de  extranjería  previene,  que  los  certificados 
de  naturalización  se  expedirán  gratuitamente,  sin  poderse 
cobrar  por  ellos,  derecho  alguno  á  titulo  de  costas,  registro, 
sello  ó  con  cualquier  nombre:  art.  23. 

En  nuestra  patria,  no  solamente  entra  y  sale  con  entera  li- 
bertad todo  extranjero  sin  que  nadie  le  pregunte  de  donde 
viene  ni  á  dónde  va,  conforme  á  la  ley  fundamental  que  en 
su  art.  11  establece,  como  una  garantía  individual,  '.U]uo  todo 
hombre  tiene  derecho  para  entrar  y  salir  de  la  República, 
viajar  por  el  territorio  y  mudar  de  residencia,  sin  necesidad 
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de  carta  de  seguridad,  pasaporte,  salvo-condncto  ú  otro  re* 
quisito  semejante;"  sino  además,  el  extranjero  tiene  la  ven- 
taja de  que  si  quiere  naturalizarse,  nada  le  costará  ni  le  será 
gravoso  hacerse  mexicano. 

En  cambio,  en  la  mayor  parte  de  las  naciones  se  cobra, 
por  lo  menos  en  Europa,  el  derecho  de  sello,  que  en  Francia 
importa,  aparte  de  otros  gastos,  175  frs.  25  es.,  según  el  art.  8 
del  Código  civil,  reformado  en  la  ley  de  22  de  Julio  de  1893. 

El  art.  24  considera  justamente,  como  personalisimo,  el  ac- 
to de  la  naturalización,  y  por  lo  tanto,  sólo  con  poder  espe- 
cial y  bastante,  que  contenga  la  renuncia  y  protesta  que  debe 
hacer  el  mismo  interesado,  personalmente,  podrá  adquirir 
la  nacionalidad  el  que  la  pretenda  por  medio  de  apoderado, 
aunque  en  ningún  caso  el  poder  podrá  suplir  la  falta  de  re- 
sidencia actual  del  extranjero  en  la  República,  porque  aque- 
lla no  puede  otorgarse,  si  él  vive  fuera  del  país,  cuya  nacio- 
nalidad desea  obtener.  Por  otra  paate,  la  necesidad  de  la 
residencia,  la  exige  también  la  ley,  no  sólo  en  la  naturaliza- 
ción ordinaria,  sino  también  en  la  extraordinaria,  como  en 
el  caso  de  la  mexicana  viuda  de  extranjero  y  en  el  de  los  hi- 
jos de  mexicano,  nacidos  en  otro  país,  frac.  VI  del  art.  2  y 
III  del  art.  P 

No  debe  extrañarse,  que  siendo  personalisimo  el  acto  de  la 
naturalización,  se  acepte  para  él  la  representación  con  poder 
especial;  derecho  que  se  ha  establecido  en  los  demás  actos 
personales,  aun  en  otras  legislaciones,  como  sucede  en  el  ma- 
trimonio; sin  embargo,  el  apoderado  debe  proceder  estricta- 
mente conforme  á  las  prescripciones  de  la  ley  de  extranje- 
ría, pues  de  otra  manera  seria  ineficaz  toda  gestión. 

El  art.  25,  establece  que  la  calidad  de  nacional  ó  extranje- 
ro es  intransmisible  á  terceras  personas,  precepto  que  no  ne- 
cesita comentario,  basta  su  sola  enunciación  para  compren- 
derlo. En  efecto,  solamente  las  cosas  que  son  objeto  del  co- 
mercio y  de  la  contratación  pueden  ser  transmisibles  y  caer 
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bajo  la  acción  de  las  leyes  que  rigen  los  contratos;  pero  una 
condición  que  la  ley  declara  y  que  además  lo  es  por  su  natu- 
raleza, personalisima^  ¿cómo  puede  ser  motivo  de  cesión,  de- 
legación ó  contrato?  Por  otra  parte,  el  que  asi  procediera, 
quedaría  en  UQa  situación  anómala  en  cuanto  á  su  nacionali- 
dad, porque  perdida  la  de  origen  y  transmitida  la  actual,  no 
podría  alegar  una,  como  base  en  sus  relaciones  jurídicas,  y 
se  daría  el  caso  de  pretender  la  existencia  de  dos  nacionali- 
dades, lo  cual  rechaza  la  mayoría  de  las  legislaciones  para 
evitar  complicaciones  internacionales.  Por  esta  razón,  ha  di- 
cho uno  de  los  más  notables  jurisconsultos  del  siglo  XIX: 
^'Gomo  no  hay  más  que  una  patria,  es  iniposible  ser  á  la  vez 
ciudadano  de  dos  Estados."  Esta  opinión,  muy  autorizada 
por  cierto,  bastaría  por  sí  sola  para  fundar  el  comentario  del 
art.  25  de  nuestra  ley  de  extranjería. 

El  art.  26,  trata  de  la  no  retroactividad  en  materia  de  na- 
turalización, principio  universalmente  reconocido  en  las  le- 
gislaciones, y  que  se  impone  como  el  más  justo  y  el  más  con- 
veniente en  dicha  materia.  En  el  capítulo  XXV,  expresé  mis 
ideas  á  este  respecto,  manifestando,  al  ocuparme  del  comen- 
tario de  la  frac.  II  del  art.  2  de  la  ley,  que  entre  nosotros  la 
cuestión  de  la  retroactividad  no  admite  discusión,  ella  está 
resuelta  en  nuestra  ley  fundamental,  que  prescribe  en  la  sec- 
ción de  los  derechos  del  hombre,  art.  14,  ^'que  no  se  podrá 
expedir  ninguna  ley  retroactiva,"  y  el  art.  6^  del  Código  ci- 
vil, reformado,  acatando  este  precepto,  establece  '^que  ningu- 
na ley  ni  disposición  gubernativa  tendrá  efecto  retroactivo." 
Tal  es  el  principio  establecido  en  nuestro  sistema;  sin  embar- 
go, aun  sin  ley  expresa,  siendo  la  retroactividad  una  anoma- 
lía en  derecho,  aplicable  muy  limitadamente  y  sólo  en  casos 
de  excepción,  no  es  posible  aceptarla  en  la  naturalización,  en 
presencia  de  textos  tan  imperativos  como  los  que  acabamos 
de  citar,  siendo  en  ella  expreso  el  precepto,  porque  dice  así: 
^'£1  cambio  de  nacionalidad  no  produce  efecto  retroactivo." 
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Por  otra  parte,  la  adquisición  y  rehabilitación  de  los  dere- 
chos de  mexicano,  no  surten  sus  efectos,  sino  desde  el  día  si- 
guiente á  aquel  en  que  se  han  cumplido  todas  las  condicio- 
nes y  formalidades  establecidas  en  esta  ley  para  obtener  la 
naturalización;"  art.  26  de  la  ley  de  extranjería.  Finalmen- 
te, el  art.  24  de  nuestro  Código  civil,  expresa  además,  de  una 
manera  terminante  y  con  antelación  al  precepto  de  la  ley  de 
extranjería,  ''que  el  cambio  de  nacionalidad  no  produce  efec- 
tos retroactivos,"  art.  24.  Entre  las  legislaciones  que  adoptan 
la  disposición  indicada,  citaremos  la  de  Francia,  la  de  Portu- 
gal, la  de  Inglaterra,  conforme  al  art.  7"^  del  bilí  de  12  de 
Mayo  de  1870,  y  el  Código  civil  italiano  en  su  art.  15.  Sin 
embargo,  cuando  en  una  legislación  no  hay  precepto  expreso, 
la  irretroactividad  es  el  principio  que  prepondera,  porque 
solamente  cuando  exista  un  texto  determinado,  podría  apli- 
carse el  principio  contrario,  y  esto  en  el  caso  en  que  favorez- 
ca, en  vez  de  perjudicar,  los  derechos  adquiridos  con  ante- 
rioridad á  la  expedición  de  ley  bajo  cuyo  imperio  nacieron 
aquellos  derechos.  Con  lo  expuesto  paréceme  haber  dicho  lo 
bastante  en  el  estudio  del  art.  26. 

El  art.  27  trata  de  la  inmigración  en  la  República,  á  la 
que  nuestros  gobiernos  han  procurado  prestarle  atención  pre- 
ferente, y  muy  especial,  la  actual  administración,  aunque  por 
desgracia,  no  han  producido  aquellas  disposiciones  los  re- 
sultados que  se  prometían,  por  causales  que  no  son  del  caso 
referir. 

La  cuestión  de  la  inmigración,  ha  sido  en  América,  cuyas 
naciones,  desligadas  de  la  conquista  europea,  entraron  al 
concierto  del  mundo  civilizado  con  autonomía  y  vida  propia, 
de  vital  importancia,  dada  la  inmensa  extensión  de  su  terri- 
torio, y  la  exuberante  riqueza  de  su  suelo  inexplotado,  apto 
para  producir  con  el  trabajo  y  la  inteligencia  del  hombre  los 
frutos  con  los  que  la  pródiga  naturaleza  ha  dotado  esta  tierra 
de  promisión  para  los  extranjeros  que  á  ella  vienen  con  el  fin 
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de  buscar  la  paz  y  el  bienestar  no  alcanzados  en  su  patria,  en 
la  que  los  problemas  económicos  y  sociales  son  el  constante 
escollo  en  que  se  estrella  de  continuo,  en  el  Continente  euro- 
peo, la  lucha  por  la  vida. 

En  Europa,  por  el  contrario,  es  una  cuestión  difícil  de  re- 
solver  esta  de  la  inmigración,  la  cual  preocupa  en  demasía 
á  sus  gobiernos,  porque  á  su  vez,  para  poner  trabas  á  la  in- 
migración extranjera,  estudian  la  solución  de  los  problemas 
económicos  y  sociales  que  entre  ellos  determinan  esas  co- 
rrientes de  población  entre  las  naciones  del  mismo  continente, 
puesto  que,  de  América,  es  imposible  que  teman  aquel  su- 
puesto peligro,  porque  ésta  ha  sido  precisamente  la  fuente  de 
prosperidad  y  de  riqueza  de  una  de  las  naciones  más  flore- 
cientes y  más  poderosas,  los  Estados  Unidos  de  América  del 
Norte,  y  también  de  otras  de  la  del  Sur,  como  la  Argentina, 
cuyas  naciones  han  recibido  este  beneficio  del  excedente  de 
población  de  la  misma  Europa. 

En  apoyo  de  lo  que  hemos  expresado  antes,  con  motivo  de 
esta  constante  preocupación  en  aquel  continente,  sefialkre- 
mos  entre  otras  naciones  á  Inglaterra,  en  la  cual  la  opi- 
nión pública  se  ocupa  seriamente  de  la  cuestión  de  la  inmi- 
gración libre,  procurando  establecer  medidas  de  protección 
en  favor  de  sus  subditos,  con  el  fin  de  hacer  menos  aceptable 
al  extranjero  su  permanencia  en  Inglaterra.  La  Francia  ha 
expedido  la  ley  de  2  de  Octubre  de  1888,  que  es  de  un  carác- 
ter administrativo,  y  con  la  cual  se  pretenden  atenuar  aque- 
llos males;  por  último,  las  naciones  que  no  pueden  alegar 
una  razón  de  orden  económico,  establecen  medidas  que  lla- 
man de  seguridad,  fundadas  en  necesidades  del  orden  públi- 
co ó  puramente  jurídicas. 

Cierto  es,  que  las  condiciones  en  que  se  hallan  las  naciones 
que  forman  el  Continente  europeo,  difieren  notablemente  del 
nuestro,  y  de  la  natural  vitalidad  de  los  países  de  la  Améri- 
ca, porque  aquellos  Estados  habiendo  tenido  una  existencia 
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secular,  casi  prehistórica,  han  pasado  por  todas  las  vicisitu- 
des inherentes  á  una  trabajosa  labor  en  la  sucesión  de  los 
tiempos,  bajo  todas  las  manifestaciones  de  la  lucha  por  la  vi- 
da. Sin  embargo,  no  creo  que  las  medidas  de  rigor  que  se 
pretenden  establecer  contra  los  extranjeros,  puedan  subsistir 
bajo  un  concepto  racional  y  justo,  porque  á  nuestro  modo  de 
ver,  si  hay  razones  etnográficas  y  aun  biológicas,  y  otras  im- 
prescindibles, para  la  existencia  de  los  Estados  como  sobera- 
nías independientes,  no  juzgo,  por  otra  parte,  que  estas  ra- 
zones amengüen  la  unidad  y  la  solidaridad  de  la  especie  hu- 
mana, y  el  derecho  que  todo  hombre  tiene  para  expatriarse  y 
buscar  en  otros  países  su  bienestar  y  la  satisfacción  de  las 
necesidades  que  son  inherentes  á  la  personalidad  humana, 
porque  el  hombre  es,  finalmente,  habitante  de  esta  tierra  que 
lo  sustenta  y  de  este  planeta  en  que  ha  visto  por  primera  vez 
la  luz. 

La  ley  mexicana  de  extranjería,  trata  en  sus  arts.  27  y  28  de 
la  inmigración,  pero  solamente  en  loque  se  refiere  á  determi- 
nar la  nacionalidad  de  los  colonos  que  lleguen  á  nuestro  país, 
aunque  en  dicha  materia,  según  las  leyes  de  18  de  Agosto 
de  1824  y  de  14  de  Abril  de  1828,  se  dejaba  á  los  Estados 
libertad  para  legislar;  sin  embargo,  como  la  Constitución 
de  1867  declara  federal  la  misma  materia,  conforme  á  la 
frac.  XI  del  art.  72  que  dice  asi:  ^'El  Congreso  tiene  facul- 
tad    Para  dictar  leyes  sobre  naturalización,  coloniza- 
ción y  ciudadanía;"  las  leyes  expresadas  quedaron  derogadas 
por  el  precepto  constitucional  enunciado,  á  cuyo  efecto,  entre 
las  dictadas  por  la  Federación,  podemos  indicar  la  de  15  de 
Diciembre  de  1883,  que  se  ocupa  extensamente  de  la  colo- 
nización en  nuestro  país,  asunto  que  es  de  notoria  y  de  vi- 
tal importancia  en  México,  que  posee  extensos  territorios 
deshabitados  é  incultos,  y  por  lo  tanto  improductivos,  los 
cuales  serán,  bajo  la  acción  del  trabajo  del  hombre,  una  fuen- 
te positiva  é  inagotable  de  futura  riqueza.   En  consecuencia. 
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nuestra  ley  de  extranjería  no  podía  entrar  en  los  detalles 
que  tan  necesarios  son  en  una  ley  sobre  inmigración,  habién- 
dose limitado  como  era  procedente  á  fijar  los  preceptos  rela- 
tivos á  la  nacionalidad  de  los  colonos  que  4  nuestro  país  vi- 
nieran con  el  loable  objeto  de  aportar  á  él  su  trabajo  honrado 
é  inteligente.  Con  este  motivo,  ha  querido  que  en  estos  ca- 
sos, reine  la  debida  claridad,  estableciendo  reglas  fijas  que 
determinen  sin  lugar  á  dudas,  la  nacionalidad  de  los  colo- 
nos, la  cual  fué  antes  tan  confusa,  que  había  dado  lugar  á  no 
escasas  controversias;  por  lo  expuesto,  y  con  sólo  la  lectura 
del  texto  de  la  ley  en  sus  artículos  27  y  28,  basta  para  con- 
vencerse que  lamente  del  legislador  ha  sido  "procurar  la  es- 
pontaneidad en  la  naturalización  del  emigrante  y  la  necesa- 
ria protección  al  naturalizado,  no  sólo  en  el  territorio  de  la 
República,  sino  también  en  el  extranjero." 

El  art.  29,  que  es  el  que  termina  la  materia  de  naturaliza- 
ción, está  claramente  explicado  en  la  "Exposición  de  Moti- 
vos" de  la  misma  ley,  exposición  que  nos  lleva  á  conocer  la 
razón  filosófica  del  texto,  al  expresar,  en  presencia  del  pre- 
cepto, que  en  el  Derecho  internacional  se  consideran  como 
sinónimas  las  palabras  nacionalidad  y  ciudadanía;  porque  los 
publicistas  y  aun  algunas  leyes  extranjeras  las  usan  indistin- 
tamente, refieriéndolas  al  carácter  nacional  de  una  persona 
con  relación  á  determinado  Estado.  En  nuestro  Derecho 
constitucional,  por  más  que  no  sea  desconocida  tal  sinonimia, 
esas  mismas  palabras  tomadas  en  su  sentido  estricto,  tienen 
una  significación  diversa,  como  se  observa  en  el  art.  34  de  la 
Constitución:  "Son  ciudadanos  de  la  República,  todos  los  que 
teniendo  la  calidad  de  mexicanos,  reúnan  además  las  siguien- 
tes: I.  Haber  cumplido  18  afios  siendo  casados,  y  veintiuno 
si  no  lo  son.  II.  Tener  un  modo  honesto  de  vivir."  Y  aun- 
que por  exigir  la  ley  estas  dos  condiciones  en  la  generalidad 
de  los  casos,  para  naturalizar  un  extranjero,  pudiera  creerse 
que  de  hecho  y  prácticamente,  el  extranjero  naturalizado  es 
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al  mismo  tiempo  ciudadano  de  la  República,  todavía  hay 
que  considerar,  para  mantener  en  principio  la  diferencia  en* 
tre  las  dos  cualidades,  que  la  ciudadanía  se  puede  suspender 
y  aun  perder,  sin  que  se  suspenda  ni  se  pierda  la  nacionali- 
dad: art.  38  de  la  Constitución.  Bastaría,  por  lo  tanto,  esta 
consideración,  que  hace  posibles  las  hipótesis  en  que  un  ex- 
tranjero puede  ser  mexicano,  sin  ser  al  mismo  tiempo  ciuda- 
dano, para  que  el  art.  29  consagrara  la  distinción  establecida 
en  el  texto  constitucional. 

Nuestras  leyes  requieren  la  nacionalidad  mexicana  de  ori- 
gen para  desempeñar  ciertos  cargos  ó  empleos  públicos;  así, 
el  art.  17  de  la  Constitución,  exige  que  el  Presidente  de  la  Re- 
pública sea  mexicano  por  nacimiento,  y  el  93  requiere  igual 
condición  en  los  magistrados  de  la  Suprema  Corte;  y  por  úl- 
timo, la  mayor  parte  de  las  Constituciones  de  los  Estados, 
previenen  que  sus  respectivos  gobernadores  sean  originarios 
de  los  mismos  Estados.  Fuera  de  éstas  y  otras  excepciones 
á  que  se  refiere  la  parte  final  del  art.  29,  el  extranjero  natu- 
ralizado que  tenga  la  calidad  de  ciudadano,  queda  del  todo 
equiparado  con  los  mexicanos  de  origen  en  todos  los  derechos, 
prerrogativas  y  deberes  que  la  Constitución  y  las  leyes  otor- 
gan á  éstos.  En  consecuencia,  la  ley  no  podía  prescindir  de 
señalar  de  un  modo  expreso  el  principal  efecto  de  la  natura- 
lización, es  decir,  la  asimilación  completa  del  nacional  con  el 
extranjero  en  el  goce  de  toda  clase  de  derechos. 

Sintetizado  el  presente  estudio,  podemos  afirmar,  que  por 
la  naturalización,  se  realiza  el  principio  teórico  por  medio  del 
cual  el  hombre  puede  cambiar  de  nacionalidad. 

Para  cerrar  los  comentarios  que  anteceden,  debo  ocuparme, 
aunque  muy  sucintamente,  de  una  materia  que  está  íntima- 
mente relacionada  con  él,  y  que  en  derecho  internacional  es  de 
importancia  notoria,  porque  la  solución  que  entraña  podrá 
evitar  los  conflictos  que  con  tanta  frecuencia  se  presentan;  nos 
referimos  á  la  manera  de  hacer  constar  la  nacionalidad  bajo 
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el  punto  de  vista  internacionaL  En  efecto,  es  tal  la  diversi- 
dad de  disposiciones  que  fijan  la  nacionalidad  conforme  á  las 
legislaciones  de  los  Estados,  que  no  ha  sido  posible  evitar  los 
conflictos  que  con  tal  motivo  se  presentan  frecuentemente. 
En  apoyo  de  estas  indicaciones,  un  publicista  de  universal 
renombre  expresa,  y  es  verdad,  que  en  las  legislaciones  se  en- 
cuentran disímbolos  preceptos  en  esta  materia  de  naciona- 
lidad; en  unas  el  nacimiento  en  el  territorio  confiere  la  cua- 
lidad de  subdito,  otras  adoptan  el  principio  de  la  filiación; 
bay  países  en  que  la  nacionalidad  se  adquiere  por  una  me- 
dida legislativa  ó  administrativa,  en  otros  la  parmanencia 
por  tiempo  determinado  la  confiere,  ó  bien  el  ejercicio  de  al- 
guna función  pública;  por  otra  parte,  cuando  el  ciudadano  se 
ausenta  por  tiempo  determinado,  se  considera  expatriado  y 
roto  el  vínculo  de  su  nacionalidad  de  origen.  Por  el  contra- 
rio en  otras  legislaciones,  á  pesar  de  una  ausencia  dilatada, 
se  considera  subsistente  el  vinculo,  el  lazo  que  le  une  á  su 
patria.  También  se  pierde  la  nacionalidad  como  resultado  de 
una  pena,  y  en  otros  países  es  un  medio  de  adquirir  la  liber- 
tad; en  fin,  la  presente  enumeración  sería  tan  extensa,  que 
basta  á  nuestro  propósito  lo  expuesto,  para  hacer  compren- 
der á  cuántas  dificultades,  y  á  cuántos  conflictos  internacio- 
nales dan  lugar  estas  modalidades  déla  nacionalidad. 

El  medio  de  evitarlos,  son  los  tratados,  y  en  su  defecto, 
procurar  la  uniformidad  ó  un  acuerdo  tácito  por  medio  de 
reformas  legislativas.  En  cuanto  á  las  convenciones,  teñe- 
mos  varios  ejemplos  de  ellas  en  los  Estados  Unidos  de  Amé- 
rica y  en  Francia;  aunque  la  regla  establecida  en  Inglaterra 
parece  atenuar  aquellos  conflictos,  se  reduce  á  negar  toda 
protección  á  un  nacional  que  es  al  mismo  tiempo  subdito  de 
otro  Estado;  esta  regla  seguida  por  varios  Estados  es  de  una 
utilidad  práctica,  si  bien,  por  lo  general,  no  salva  los  con- 
flictos. 

Es  indudable  que  las  reformas  legislativas,  serán  las  que 
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puedan  dar  la  conveniente  solución  á  estas  cuestiones,  y  cree- 
mos que  la  principal  es  la  de  negar  la  naturalización  al  que 
no  prueba  que  se  ha  desligado  de  todo  vinculo  con  su  patria, 
ó  que  perderá  su  nacionalidad  con  la  naturalización  solicita- 
da. Este  es  el  sistema  últimamente  establecido  en  los  Países 
Bajos. 

Dadas  las  dificultades' antes  enunciadas,  se  comprenderán 
más  fácilmente,  las  que  genera  bajo  el  punto  de  vista  inter- 
nacional, fijar  la  cualidad  del  extranjero  ó  la  del  nacional 
cuando  sea  puesta  en  duda,  aun  cuando  se  suponga  una  per- 
fecta coincidencia  en  las  leyes  de  los  diferentes  países;  ¿pero 
cuál  seria  la  autoridad  competente  para  resolver  el  caso  en 
cuestión?  Es  indudable  que  las  negociaciones  diplomáti- 
cas podrían  á  veces  determinar  un  acuerdo,  aunque  se  ha 
creído,  sin  embargo,  que  debería  fijarse  una  regla  común 
que  sirviera  de  base  para  la  solución  de  aquellos  conflic- 
tos; por  otra  parte,  se  pretende  que  lo  más  conveniente  es 
el  establecimiento  de  jurisdicciones  ó  cortes  arbitrales  per- 
manentes, nombradas  por  los  Estados  para  fallar  en  última 
instancia  en  estos  expedientes,  en  los  que  hasta  hoy,  el  mis- 
mo derecho  de  gentes  moderno,  no  ha  podido  pronunciar  su 
última  palabra.  Por  fortuna,  tenemos  un  precedente  que  to- 
mando por  base  una  justa  reciprosidad,  se  acerca  más  que 
ninguna  otra  teoría  á  la  debida  solución;  nos  referimos  al 
tratado  hispano-argentino,  de  21  de  Septiembre  de  1863, 
dice  así:  ^Tara  determinar  la  nacionalidad  de  los  españo- 
les y  de  los  argentinos,  se  observarán  respectivamente  en 
cada  pais  las  disposiciones  prescritas  por  la  Constitución 
y  las  leyes  del  uno  y  del  otro,  de  manera  que,  cuando  un  in- 
dividuo reclame  la  nacionalidad  argentina  ó  española,  se  re- 
suelva la  reclamación  conforme  á  la  lay  española  si  aquel  se 
encuentra  en  España,  y  conforme  á  la  ley  argentina  si  se  en- 
contrare en  la  República  argentina." 

Según  se  observa  en  este  tratado,  además  de  la  justa  reci- 
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procidad  en  que  se  funda,  se  hace  en  nuestra  época,  en  que 
tanto  prepondera  la  personalidad  del  derecho,  determinada 
concesión  á  la  territorialidad  de  la  ley,  que  en  las  cuestiones 
que  estudiamos,  constituye  un  progreso  incontestable,  porque 
se  rinde  el  debido  respeto  á  la  independencia  de  los  Estados 
en  materia  legislativa. 

El  principio  establecido  en  el  tratado  á  que  antes  nos  he- 
mos referido,  ha  tenido  en  Europa  misma  y  en  América,  nu- 
merosos prosélitos;  en  prueba  de  ello,  sometida  la  cuestión 
al  Congreso  reunido  en  Oxford  en  el  año  de  1880  por  el  Ins- 
tituto de  Derecho  internacional,  la  mayoría  aceptó  el  princi- 
pio de  la  nacionalidad  en  la  forma  siguiente:  ''El  estado  y  la 
capacidad  de  una  persona,  se  rigen  por  las  leyes  del  Estado 
al  cual  él  pertenece  por  su  nacionalidad.  Cuando  una  perso- 
na no  tiene  una  nacionalidad  conocida,  su  estado  y  su  capa- 
cidad se  rigen  por  las  leyes  de  su  domicilio." 

En  consecuencia,  el  principio  adoptado  por  el  Congreso  de 
Oxford,  es  el  obligado  corolario  de  la  regla  establecida  en  la 
convención  hispano-argentina;  por  lo  tanto,  en  vista  de  los 
extremos  á  que  han  llegado  estos  conflictos,  no  encontramos 
solución  más  conveniente  para  evitarlos,  que  la  regla  fijada 
en  la  convención  citada,  y  el  principio  establecido  en  el  refe- 
rido Congreso;  de  esta  manera  se  hará  constar  justamente 
la  nacionalidad  que  aparezca  dudosa,  y  sea  puesta  en  tela 
de  juicio;  porque  la  decisión  que  recaiga,  es  indispensable, 
para  resolver  los  litigios  que  se  suelten  sobre  el  estado  y 
la  capacidad  del  individuo  cuya  nacionalidad  sea  descono- 
cida ó  por  lo  menos  contestada,  puesto  que  el  estatuto  perso- 
nal, se  deriva  de  la  nacionalidad,  de  la  cual  es  su  más  concre- 
ta expresión. 

Al  terminar  la  presente  obra,  haremos  una  síntesis  de  las 
legislaciones  de  los  piases  de  Europa  y  América  en  mate- 
ria de  nacionalidad  y  naturalización,  é  igualmente  el  estudio  # 
que  sobre  la  misma  materia  se  impone. 
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Como  complemento  del  presente  capitalo,  insertamos  á 
continuación  los  certificados  que  en  casos  de  naturalización  y 
ciudadanía  expide  la  Secretaria  de  Relaciones  Exteriores. 


Un  sello  con  el  escudo  de  México. 

El  Presidente  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  á  todos 
los  que  la  presente  vieren,  sabed: 

Que  el  Sr.  N.  N.  se  ha  presentado  en  la  Secretaria  de  Re- 
laciones Exteriores  como  originario  de solici- 
tando naturalizarse  en  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  á  cuyo 
fin  ha  acreditado  tener  los  requisitos  legales  y  hecho  formal 
renuncia  de  su  propia  nacionalidad,  en  virtud  de  lo  cual  le 
he  concedido  la  naturalización  de  mexicano  y  le  doy  la  pre- 
sente para  que  pueda  acreditar  que  ha  adquirido  los  derechos 
y  obligaciones  que  competen  á  los  mexicanos  por  la  Gousti- 
tución  y  leyes  de  la  República. 

Dada  en  México,  firmada  de  mi  mano,  autorizada  con  el 
Sello  de  la  Nación  y  refrendada  por  el  Secretario  de  Relacio- 
nes Esteriores  á  los días  del  mes  de del  año 

mil  novecientos 

Firma  del  Presidente  de  la  República. 

Firma  del  Secretario  de  Relaciones  Exteriores. 

Carta  de  naturalización  mexicana  á  favor  del  Señor 

— Número 


Un  sello  con  el  escudo  de  México. 

El  Presidente  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  á  todos 
los  que  la  presente  vieren,  sabed: 

Que  el  Señor se  ha  presentado  en  la  Secre- 
taria de  Relaciones  Exteriores  como  originario  de. 

solicitando  que  se  le  declare  ciudadano  mexicano  con  arreglo 
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á  la  Constitución  y  especialmente  á  lo  prevenido  en  tal  dis- 
posición de  la  ley  de  extranjería  de  28  de  Mayo  de  1886,  en 
cuya  virtud  le  doy  la  presente  para  que  pueda  acreditar  su 
calidad  de  mexicano  que  adquirió  por  haber  llenado  los  re- 
quisitos de  la  citada  ley  con  todos  los  derechos  y  obligacio- 
nes que  competen  á  los  mexicanos  por  la  Constitución  y  leyes 
de  la  República. 

Dada  en  México,  firmada  de  mi  mano,  autorizada  con  el 
Sello  de  la  Nación  y  refrendada  por  el  Secretario  de  Relacio- 
nes Exteriores  á  los días  del  mes  de delafio 

mil  novecientos 

Firma  del  Presidente  de  la  República. 

Firma  del  Secretario  de  Relaciones  Exteriores. 

Declaración  de  ciudadanía  mexicana  á  favor  del  Señor 

Número 


CAPITULO  XXXIV. 
De  los  derechos  y  obligaciones  de  los  extranjeros. 


SUMASIO. — ^Incapacidades  con  que  está  herido  el  extranjero  en  la  ma- 
yor parte  de  los  Estados  europeos. — En  ellos  no  se  le  concede  el  ple- 
no goce  de  los  derechos  civiles. — ^Los  móviles  de  estas  medidas  res- 
trictivas no  corresponden  ni  á  un  orden  político,  económico,  ni  social. 
— Las  determinan  suceptibilidades  y  desconfianzas  que  no  tienen  ra- 
zón de  ser  bajo  el  punto  de  vista  de  la  solidaridad  del  derecho  y  de  la 
especie  humana. — México  concedió  á  los  extranjeros  el  pleno  goce  de 
los  derechos  civiles  desde  1828. — El  precepto  pasó  con  el  carácter  de 
fundamental  á  nuestra  Constitución,  desde  el  año  de  1857. — Es  el  mis- 
mo que  contiene  el  art.  30  de  nuestra  ley  de  extranjería. — La  citada 
Constitución  acuerda  á  los  extranjeros  las  garantías  consignadas  en 
sus  artículos  del  1?  al  29,  bajo  la  denominación  de  ^'derechos  del 
hombre.'* — Entre  estos  derechos  se  comprenden  también  como  deri- 
vaciones  de  ellos,  los  derechos  privados. — La  parte  final  del  art.  30, 
establece  una  excepción,  la  facultad  en  el  Gobierno,  de  expulsar  al 
extranjero  pernicioso. — Esta  parte  del  precepto  ha  sido  objelo  de  in- 
justificadas censuras. — Dicha  facultad  es  una  medida  precautoria  y 
de  cautela. — La  mayoría  de  las  legislaciones  de  Europa  la  estable- 
cen.— Como  ejemplo  señalamos  á  Inglaterra  y  Francia. — La  primera 
desde  la  Carta  Magna  hasta  la  época  de  la  Reina  Victoria. — En 
Francia,  antes  jde  la  Revolución,  el  poder  soberano  del  Monarca  esta- 
ba investido  de  esta  facultad. — Después  comenzaron  á  expedirse  le- 
yes sobre  esta  materia,  comenzándose  con  las  de  6  y  8  de  Abril  de 
1793,  hasta  la  de  11  de  Diciembre  de  1849. — Esta  es  la  vigente  hoy 
mismo  en  Francia. — Conforme  á  ella  pueden»  ser  expulsados  los  ex- 
tranjeros, menores  de  edad. — Las  estadísticas  oficiales  de  dicha  na- 
ción, acusan  7,163  extranjeros  expulsados  en  ocho  afios  á  fines  del 
siglo  XIX. — En  México,  en  cambio,  solamente  tres  extranjeros  han 
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sido  expulflados  en  veinte  y  cinco  años,  durante  la  administración  del 
Sr.  General  Díaz. — Las  colonias  extranjeras  establecidas  en  la  Re- 
púbJica  se  componen  de  hombres  honorables,  trabajadores  é  indus- 
triosos.— El  Gobierno  mexicano  es  muy  cauto,  y  sólo  en  caso  de  ab- 
soluta necesidad,  hace  uso  de  aquel  derecho. — Es  además  una  pre- 
rrogativa inseparable  de  la  independencia  y  soberanía  nacional. — 
Así  lo  ha  declarado  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Unión  en  sus 
ejecutorias,  porque  dicha  soberanía  no  puede  dejarse  á  merced  del 
extranjero  que  pretenda  desconocerla. 

Guando  en  los  albores  del  siglo  XX,  todo  lo  invade  y  ava- 
salla el  espíritu  científico,  pretendiendo  resolver  los  proble* 
mas  más  difíciles  de  la  vida  social,  los  que  de  continuo  han 
agitado  y  conmovido  al  mundo,  á  pesar  de  nuestra  actual 
adelantada  civilización,  en  la  que  ha  entrado  como  un  factor 
importantísimo  la  reciprocidad  internacional,  todavía  se  pre- 
gunta, en  la  mayor  parte  de  los  Estados  europeos,  si  el  ex- 
tranjero podrá  asimilarse  en  sus  derechos  privados  con  el  na- 
cional, es  decir,  si  puede  acordarse  al  hombre  el  goce  de  to* 
das  las  prerrogativas  que  le  son  necesarias  para  la  conser- 
vación de  su  existencia  física,  intelectual  y  moral;  y  en  la 
misma  culta  Europa  se  contesta  á  dicha  interrogación,  que 
ápríori  el  reconocimiento  de  aquellos  derechos  debe  conside- 
rarse como  un  axioma,  pero  se  agrega,  cuan  lejos  se  está  de 
alcanzar  aquel  ideal  de  la  confraternidad  humana. 

¿En  qué  consisten  estas  tendencias,  y  cómo  se  han  preten- 
dido justificar?  En  motivos  que  en  realidad  no  se  fundan  ni 
en  consideraciones  de  un  orden  político,  ni  económico,  ni  so- 
cial. En  efecto,  se  ha  creído  que  era  beneficioso  para  un  país, 
otorgar  al  nacional  una  condición  más  favorable  que  al  ex- 
tranjero, lo  cual  determinaba  cierta  desconfianza  hacia  éste, 
que  no  tiene  razón  de  ser  en  la  época  actual;  pretendiéndose, 
con  la  desigualdad  indicada,  proteger  bajo  otro  aspecto  á  los 
nacionales  establecidos  en  el  extranjero  contra  las  leyes  del 
país  de  su  residencia.  De  estas  estrechas  consideraciones,  se 
hace  depender  la  exclusión  de  los  extranjeros  en  el  goce  de 
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los  derechos  civiles,  aunque  atenuada  tal  situación  con  el 
principio  de  la  reciprocidad  diplomática,  como  se  observa  en 
el  art.  11  del  Código  civil  francés,  seguido  en  Alemania,  Aus- 
tria y  las  naciones  que  en  aquel  Continente  han  adoptado 
dicho  Ordenamiento.  Excepciones  son,  en  esta  materia,  Ho- 
landa, Italia  y  España,  esta  última  conforme  al  art.  27.  de  su 
Código  civil,  con  las  limitaciones  establecidas  en  el  art.  2  de 
su  Constitución  política. 

México,  siguiendo  la  filiación  de  su  ley  de  14  de  Marzo  de 
1828  que  en  su  art.  6^  disponía,  que:  "Los  extranjeros  intro- 
ducidos y  establecidos  conforme  á  las  reglas  prescritas  ó  que 
se  prescribieran  en  adelante,  están  bajo  la  protección  de  las 
leyes  y  gozan  de  los  derechos  civiles  que  ellas  conceden  á  los  me- 
xicanos  "  proclamó  los  derechos  del  hombre,  en  la  Cons- 
titución política  que  nos  rige,  expedida  el  5  de  Febrero  de 
1857,  la  cual  debemos  al  partido  liberal,  amparando  bajo 
aquellas  inalienables  y  preciosas  garantías,  al  extranjero 
igualmente;  pero  no  se  detuvo  ahí,  estableció  como  precep- 
to fundamental  la  igualdad  del  mexicano  y  del  extranjero 
en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles,  art.  33;  y  por  consi- 
guiente, nuestra  actual  ley  de  extranjería,  reglamenta  el  pre- 
cepto constitucional,  declarando  en  su  art.  30,  lo  siguiente: 

*^Los  extranjeros  gozan  en  la  República,  de  los  derechos 
civiles  que  competen  á  los  mexicanos  y  de  las  garantías  otor- 
gadas en  la  sección  I  tít.  I  de  la  Constitución,  salva  la  facul- 
tad que  el  Gobierno  tiene  para  expeler  al  extranjero  perni- 
cioso." 

En  resumen,  México,  seis  años  después  de  su  independen- 
cia, es  decir,  en  1828,  concedió  á  los  extranjeros  el  goce  de  to- 
dos los  derechos  civiles,  equiparándolos  al  nacional,  esto  es, 
veintiocho  años  antes  que  el  Código  italiano  de  1866,  hiciera  la 
misma  declaración  en  su  art.  3,  Ordenamiento  debido  al  ilus- 
tre Mancini,  que  refiriéndose  á  este  precepto,  se  expresa  asi: 
^'Separándose  profundamente  del  sentimiento  de  desconfiáis- 
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za  que  inspira  al  Código  de  Napoleón,  el  nuevo  Código  italia- 
no, no  exige  como  condición  necesaria,  ni  la  existencia  de 
tratados  diplomáticas,  ni  siquiera  el  simple  hecho  de  la  reci- 
procidad. De  esperarse  es  que  este  notable  ejemplo  de  justi- 
cia, concedido  aun  á  las  naciones  que  nada  nos  otorgan  en 
cambio,  sea  seguido  por  los  legisladores  de  todos  los  países 
civilizados." 

La  República  mexicana,  naciendo  todavía  á  la  vida  de  Es- 
tado libre  y  soberano,  había  consagrado  estos  avances  de  la 
civilización  de  nuestra  época,  desde  el  afio  de  1828,  en  cuya 
materia  tiene  reconocida  antelación  sobre  las  demás  naciones 
del  mundo,  porque  yo  no  he  hallado  en  mi  laborioso  estudio 
sobre  extranjería,  un  solo  Estado  que  se  hubiera  adelantado 
á  México  en  estas  concesiones  que  reclama  la  confraternidad 
de  la  especie  humana,  y  que  los  mexicanos  practicamos  co- 
mo un  dogma  civilizador,  que  se  impone  con  poder  incontras- 
table. 

En  concreto,  el  art.  90  de  nuestra  ley  de  extranjería,  como 
antes  lo  había  consagrado  la. Constitución,  declara  que  los 
extranjeros  tienen  derecho  á  todas  las  garantías  otorgadas  á 
los  mexicanos^  garantías  que  no  solamente  comprenden  lo£f 
derechas  civiles,  sino  otras  que  son  de  mayor  importancia, 
porque  se  refieren  á  la  libertad  de  conciencia,  de  asociación, 
del  trabajo,  de  la  libre  emisión  del  pensamiento,  á  la  igual- 
dad ante  la  ley,  al  fácil  acceso  á  los  tribunales  que  deben  es- 
tar siempre  expeditos  para  administrar  gratuitamente  la  jus- 
ticia, etc.,  etc.,  etc.;  y  en  fin,  á  todas  aquellas  prerrogativas  de 
que  el  Pacto  fundamental,  en  sus  artículos  del  1^  al  29,  ro- 
dea á  mexicanos  y  extranjeros,  sin  distinción  alguna,  por- 
que esos  derechos  derivan  y  son  inherentes  á  la  humana  per- 
sonalidad. 

En  cambio  en  Europa,  Portugal,  entre  otras  naciones,  or- 
dena que  sólo  los  ciudadanos  portugueses  pueden  disfrutar 
plenamente  de  todos  los  derechos  que  la  ley  civil  reconoce  y 
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asegura;  y  la  Francia,  la  culta  y  generosa  Francia  hiere  con 
numerosas  incapacidades  á  los  extranjeros  residentes  en  ella; 
entre  dichas  incapacidades  podemos  señalar  algunas.  El 
extranjero  no  puede  ser  tutor  ni  protutor,  miembro  de  un 
consejo  de  familia,  testigo  en  un  acto  notarial,  ni  en  un  tes- 
tamento, ni  puede  enseñar  una  profesión  ó  un  oficio  en  un 
establecimiento  público,  ni  aun  una  profesión  ó  arte  liberal, 
ni  ser  admitido  á  examen  para  ser  nombrado  capitán  de  un 
buque,  ni  ejercer  la  medicina  ni  la  abogacía,  ni  ser  procura- 
dor, ni  aun  ugier,  no  puede  comparecer  en  juicio  si  no  presta 
la  caución  judicatun  solvi;  y  por  último,  el  extranjero  enfer- 
mo é  indigente,  no  es  admitido  en  los  establecimientos  de 
beneficencia  de  aquel  país,  si  no  existe  tratado  de  asistencia  re- 
ciproca con  la  nación  de  que  es  originario;  ley  de  15  de  Julio 
de  1893. 

Basta  lo  expuesto,  para  que  del  estudio  que  en  esta  mate- 
ría  hemos  hecho,  aunque  en  boceto,  surja  nuestra  patria,  co- 
mo una  de  las  más  adelantadas,  si  no  la  primera,  en  estas 
concesiones  al  extranjero,  que  reclama  el  principio  de  la  soli- 
daridad entre  los  pueblos,  principio  que  va  consolidándose 
en  el  nuevo  Derecho  de  gentes,  y  que,  conforme  á  la  ley  cris- 
tiana, hace  hermanos  á  todos  los  hombres  que  están  forma- 
dos á  semejanza  de  Dios.  Tales  son  las- frases  que  consagra 
la  Exposición  de  motivos  del  Código  civil  italiano,  al  tratar 
del  art.  3^  en  que  concede  los  derechos  civiles  al  extranjero; 
motivos  en  que  se  ha  fundado  nuestra  legislación  patria,  con 
notable  antelación  al  Código  italiano. 

La  parte  final  del  art.  30  de  la  ley,  de  acuerdo  con  la  Cons- 
titución, hace  una  salvedad,  contiene  una  excepción,  la  facul- 
tad que  el  Grobierno  tiene  para  expeler  del  país  al  extranjero 
pernicioso;  y  en  este  punto,  no  han  faltado  en  nuestra  patria 
repetidas  censuras  contra  dicha  medida,  que  considero  de  cau- 
tela y  prevenojón  en  los  términos  establecidos  en  el  texto 
constitucional,  medida  que  por  su  mismo  carácter,  debe  pre- 
valecer. 
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di  convertimos  nuestras  miradas  á  la  legislación  extranje- 
ra y  nos  dedicamos  á  un  estudio  comparativo,  que  es  el  más 
fructuoso  en  todas  estas  cuestiones  del  derecho,  no  puede  ser 
tachado  de  riguroso  el  precepto  de  la  ley  mexicana,  ya  que 
en  otras  del  mundo  culto,  tiene  una  vida  secular,  y  es  ade- 
más de  aplicación  constante  hasta  nuestros  dias,  en  los  que, 
las  estadísticas  oficiales  de  Francia  acusan,  por  término  me- 
dio, del  ano  de  1876  á  1880,  es  decir,  en  cuatro  años,  dos  mil 
ochocientos  ochenta  y  ocho  extranjeros  expulsados  del  territo- 
rio francés,  número  que  excedió  en  el  doble  en  los  años  de 
1881  á  1885,  porque  en  igual  periodo  de  cuatro  años,  fueron 
expulsados  de  dicha  nación,  cuatro  mü  doscientos  setenta  y  cin- 
co  extranjeros. 

Concretando  nuestra  investigación  sobre  legislación  com- 
parada, á  Francia  é  Inglaterra,  como  punto  de  partida  en  el 
presente  estudio,  ya  que  las  demás  naciones  de  Europa  han 
seguido  su  ejemplo  con  ligeras  variaciones  en  lo  que  se  re- 
fiere al  procedimiento,  podemos  asegurar,  que  aquella  medi- 
da de  precaución,  es  secular,  porque  en  Inglaterra  comienza 
á  tener  vida  en  la  época  feudal  con  la  Carta  Magna,  pudien- 
do  señalarse  seis  periodos  á  esta  prerrogativa  de  la  Sobera- 
nía, y  son  los  siguientes: 

1^  Desde  la  Carta  Magna  de  1215-1216,  hasta  el  reinado 
de  Ricardo  III; 

2^  Desde  dicho  reinado,  hasta  Jacobo  I,  esto  es,  del  Rena- 
cimiento inglés,  á  la  Reforma; 

3?  Desde  Carlos  I  hasta  la  Revolución  de  1688; 

4^  Desde  la  Revolución  inglesa  hasta  la  Elevolución  fran- 
cesa; 

5^  De  1792  á  1836,  época  de  las  guerras  napoleónicas  y  de 
la  Santa  Alianza; 

6^  Época  de  la  reina  Victoria. 

En  Francia,  el  poder  soberano  del  Rey,  estaba  investido 
de  la  facultad  de  expulsar  á  los  extranjeros,  antes  de  la  Re- 
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volución,  y  solamente  después  de  ella,  comenzó  la  legislación 
á  ocuparse  de  esta  materia.  En  efecto,  podemos  registrar, 
comenzando  la  presente  enumeración  con  las  leyes  de  6  y  8 
de  Abril  de  1793,  el  decreto  de  15  de  Octubre  del  mismo  año, 
art.  6;  las  leyes  de  19  de  Septiembre  de  1794  y  11  de  Julio 
de  1795,  la  de  19  de  Octubre  de  1797,  el  art.  272  del  Código 
penal  de  1810;  la  ley  de  21  de  Abril  de  1832,  sucesivamente 
prorrogada,  y  la  ley  de  3  de  Diciembre  de  1849.  En  resu- 
men, las  leyes  en  vigor  en  Francia  en  la  actualidad,  entre  las 
que  antes  se  han  citado,  son  dos  exclusivamente:  el  art.  7  de  la 
ley  de  28  vendimiario,  año  VI,  19  de  Octubre  de  1797,  y  el 
art.  7  de  la  ley  de  11  de  Diciembre  de  1849.  Un  hecho  nota- 
ble podemos  señalar  entre  los  rigores  de  estas  leyes:  el  mismo 
art.  7  de  la  de  1849,  establece  que  un  menor  de  edad,  extran- 
jero, puede  ser  expulsado. 

La  expulsión  es  medida  que  acuerda  en  Francia  el  Minis- 
tro del  Interior,  y  en  los  Departamentos  fronterizos  los  Pre- 
fectos; en  consecuencia,  la  autoridad  judicial  no  tiene  inter- 
vención alguna  en  estos  casos. 

En  México,  se  ha  adoptado  el  principio  que  informa  la 
mayor  parte  de  las  legislaciones  de  la  época  actual,  es  decir, 
el  derecho  que  tiene  todo  país  civilizado  é  independiente  á 
expulsar  al  extranjero,  cuya  presencia  le  parezca  peligrosa; 
esta  es  una  prerrogativa  inseparable  de  la  independencia  y 
la  soberanía  nacional. 

¿Cómo  ha  ejercido  este  derecho  el  Gobierno  mexicano?  Con 
toda  cautela,  con  la  mayor  justificación,  y  por  último,  limi- 
tando tanto  el  ejercicio  de  aquella  facultad,  que  en  los  vein* 
ticinco  años  de  paz  que  disfrutamos,  merced  á  la  progre* 
sista  administración  del  Sr.  General  Díaz,  solamente  han  si- 
do expulsados  tre^  individuos  como  extranjeros  perniciosos. 
Francia  por  él  contrario,  en  ocho  años  ha  expelido  de  su  te- 
rritorio siete  mil  ciento  sesenta  y  tres  extranjeros. 

Con  lo  expuesto,  basta  para  comprender,  á  pesar  de  los 
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ataques  de  que  ha  sido  objeto,  que  el  precepto  constitucional 
y  el  que  consagra  nuestra  ley  de  extranjería  sobre  el  derecho 
que  el  Gobierno  mexicano  tiene  para  expeler  al  extranjero 
pernicioso,  se  funda  en  un  principio  reconocido  en  las  legis- 
laciones más  cultas,  y  á  diario  aplicado  por  los  gobiernos  de 
aquellos  Estados;  pudiendo  asegurarse  que  el  derecho  indi- 
cado, tal  vez  sea  letra  muerta  en  nuestras  leyes,  tanto  por- 
que las  colonias  extranjeras,  que  son  numerosas,  establecidas 
en  México  están  formadas  de  hombres  industriosos  y  traba- 
jadores que  con  su  conducta  honrada  y  conveniente  se  hacen 
estimar,  como  porque  el  Gobierno  de  la  República,  aun  en 
determinados  casos  procura  no  ejercer  aquel  derecho,  que  en 
él  es  potestitavo;  por  último,  en  qué  ley,  qué  consideraciones 
y  á  qué  orden  corresponderían  los  motivos  que  impidieran  á 
un  gobierno  castigar  á  los  criminales  y  defender  á  la  socie- 
dad de  las  maquinaciones  y  de  los  amagos  de  un  extranjero 
pernicioso? 

Nuestra  jurisprudencia  federal  ha  consagrado  constante- 
mente la  constitucionalidad  del  precepto,  porque  las  veces 
en  que  el  Gobierno  mexicano  ha  hecho  uso  del  derecho  de 
expulsión  y  se  ha  pedido  el  amparo  á  la  justicia  federal, 
por  haberse  considerado  vulneradas  las  garantías  indivi- 
duales otorgadas  al  hombre  en  la  misma  Constitución,  con 
motivo  de  la  expulsión  decretada,  la  Suprema  Corte  de  Jus- 
ticia de  la  Nación  siempre  ha  declarado,  que  en  el  caso  no  ha 
existido  violación  de  ninguna  de  las  garantías  acusadas,  por- 
que entre  otras  consideraciones,  la  medida  es  de  orden  pú- 
blico y  ella  entraña  principalmente  el  respeto  á  la  indepen- 
dencia y  á  la  soberanía  nacional,  que  no  puede  dejart>e  ¿ 
merced  del  extranjero  que  pretenda  desconocerla. 

Cierto  es  que  el  precepto,  como  algunos  otros  de  la  Consti- 
tución, necesitan  una  reglamentación  conveniente,  y  con  tan- 
ta más  razón,  cuanto  que  en  este  caso,  se  trata  de  la  aplicación 
de  una  pena,  como  es  la  de  expulsión;  y  aunque  el  procedimien- 
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to  sea  muy  sumario,  preciso  es  dar  á  la  resolución  que  se 
dicte,  una  forma  que  justifique  la  medida.  En  cambio,  cuan- 
do el  Gobierno  mexicano  se  ha  visto  en  la  necesidad  de  acor- 
darla, tres  veces,  en  veinte  y  cinco  anos,  la  opinión  pública 
es  quien  por  sus  órganos  la  ha  indicado  como  indispensable, 
y  además,  en  la  Secretaria  de  Relaciones  se  ha  seguido  siem- 
pre una  información  reservada  para  fundar  aquella  resolu- 
ción, que  garantiza  no  sólo  los  derechos  de  la  sociedad,  des- 
conocidos por  un  extranjero  pernicioso,  sino  también  para 
que  éste  comprenda  la  justificación  del  procedimiento  con  él 
empleado,  aunque  conforme  á  la  ley,  es  protestativa  dicha 
facultad  en  el  Gobierno. 

Basta  lo  expuesto,  para  terminar  el  estudio  del  art.  30  de 
nuestra  ley  de  extranjería. 


CAPITULO  XXXV. 
De  los  derechos  y  obligaciones  de  los  extranjeros. 

(Continúa.) 

SUMARIO. — Gomontano  del  art.  31. — Dicho  articulo  sigue  en  parte  las 
tradiciones  de  nuestro  antiguo  derecho. — Prohibe  á  los  naturales  de 
las  naciones  limítrofes  y  á  los  naturalizados  en  ellas,  adquirir  terre- 
nos baldíos  en  lo9  Bstados  que  con  las  mismas  colindan. — La  leyes 
de  11  de  Marzo  de  1842  y  de  1?  de  Febiero  de  1856,  prohibían  en  to- 
do caso  la  adquisición  de  bien#s  raíces  y  minas  en  la  zona  fronteriza 
y  en  las  costas. — Sin  embargo,  para  la  adquisición  de  dichos  bienes  y 
buques,  los  extranjeros  no  tendrán  necesidad  de  residir  en  la  Bepú- 
blica. — Disposiciones  en  esta  materia,  del  Código  civil  y  del  de  Co- 
mercio.— El  art.  31,  se  inspira  en  un  principio  universalmente  reco- 
nocido, el  de  que  los  bienes  son  regidos  por  la  ley  territoríal. — En 
consecuencia,  dicha  ley  ha  podido  establecer  aquellas  restricciones. 
— Doctrina  de  Wachter  y  Savigny,  en  lo  que  á  los  bienes  se  refiere. — 
Comentario  del  art.  32. — En  él  se  reconoce,  como  en  la  Constitución, 
el  derecho  que  tienen  los  extranjeros  á  gozar,  como  el  nacional,  de 
los  derotjbos  civiles.— El  articulo  establece  una  excepción  fundada  en 
la  reciprocidad  internacional. — La  limitación  indicada,  ni  bajo  este 
concepto  parece  conforme  con  el  espíritu  y  letra  de  la  Constitución. 
— La  Francia  adopta  en  esta  materia,  art.  11  del  Código  civil,  la  re- 
ciprocidad diplomática,  que  en  la  época  actual  no  satisface. — Los 
prejuicios  del  Código  de  Napoleón  han  pasado  á  la  legislación  de  la 
moderna  edad. — Ellos  proceden  de  la  época  del  derecho  coutumier, — 
Sin  embargo,  aquellos  inconvenientes  se  atenuaron  cuando  comenzó 
el  estudio  del  Derecho  romano  y  se  difundió  el  cristianismo. — Tam- 
bién influyó  en  esta  evolución  la  teoría*  estatutaria  iniciada  por  la 
escuela  de  los  post-glosadores:  Eosciate,  Bartolo  y  Baldo. — En  la  lu- 
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cha  de  los  dos  principios,  el  de  la  territorialidad  de  la  ley  y  el  de  la 
personalidad  del  derecho,  se  ha  pretendido  atenuar  los  efectos  del 
primero,  con  la  teoría  de  la  cortesía. — Esta  doctrina  no  satisface,  por- 
que entre  otros  defecton,  carece  por  completo  de  carácter  jurídico, 
puesto  que  á  nada  ni  á  nadie  obliga. — Se  citan  varios  ejemplos  para 
evidenciar  su  ineficacia* — Inglaterra  ha  ido,  sin  embargo,  más  allá 
en  esta  teoría,  dándole  un  carácter  más  positivista.— Bs  el  resultado 
de  su  conimon  law,  según  se  observa  en  la  doctrina  de  sus  jurisconsul- 
tos y  en  su  jurisprudencia. — Establecen  que  no  hay  derecho  á  criticar 
lo  que  las  naciones  independientes  y  soberanas,  jusgan  conveniente 
hacer  en  la  administración  de  la  justicia. — A  pesar  de  estas  teorías 
de  la  jurisprudencia  inglesa,  imbuida  todavía  en  los  atavismos  de  la 
feudalidad,  no  es  posible  detener  el  progreso  jurídico,  volviendo  la 
espalda  á  toda  concepción  racional  y  filosófica. 

El  art.  31  de  la  ley  mexicana  de  extranjería,  sigue  en  par- 
te las  tradiciones  de  nuestro  antiguo  derecho,  consignado  en 
la  ley  de  22  de  Julio  de  1863,  que  prohibía  á  los  naturales 
de  los  naciones  limítrofes  y  á  los  naturalizados  en  ellas  ad- 
quirir terrenos  baldíos  en  los  Estados  que  con  las  mismas 
colindan;  además,  las  leyes  de  11  de  Marzo  de  1842  y  de  1^ 
de  Febrero  de  1856,  exigían  al  extranjero  las  condiciones  de 
residencia  y  vecindad  para  ser  capaces  de  poseer  y  adquirir 
propiedades  urbanas  ó  rústicas,  y  minas,  prohibiendo  en  to- 
do caso  dicha  adquisición  en  la  zona  fronteriza  y  en  las  cos- 
tas; por  otra  parte,  diversas  leyes  previenen  que  los  dueños 
de  buques  nacionales  sean  mexicanos.  Las  leyes  expresadas, 
se  declaran  vigentes  en  el  art.  31,  aunque  los  extranjeros  no 
tendrán  necesidad  de  residir  en  la  República  para  la  adqui- 
sición de  terrenos  baldíos  y  nacionales,  de  bienes  raíces  y  bu- 
ques, siempre  que  se  hallen  sujetos,  en  dichas  operaciones, 
á  los  requisitos  establecidos  en  las  leyes  vigentes,  es  decir,  á 
las  que  antes  nos  hemos  referido. 

En  cuanto  á  la  propiedad  inmueble,  existen  precedentes 
que  abonan  la  conveniencia  y  la  justificación  del  precepto  in- 
dicado, no  sólo  en  la  legislación  mexicana,  sino  también  en 
la  de  otros  países,  como  Inglaterra,  cuya  nación  en  el  art.  P 


del  bilí  de  12  de  Mayo  de  1870,  á  pesar  de  autorizar  á  los 
extranjeros  para  adquirir  propiedades  raices,  hace  la  siguien- 
te excepción:  ^^Esta  ley  no  confiere  derecho  alguno  para  ad- 
quirir esas  propiedades  fuera  del  Reino  Unido."  Esta  medi- 
da de  precaución,  no  es  ni  puede  ser  censurable  en  un  Esta- 
do que  pone  á  cubierto  de  futuros  peligros  y  eventualidades 
la  integridad  nacional;  por  lo  tanto,  estas  mismas  razones  y 
el  conocimiento  de  la  legislación  extranjera,  nos  hacen  asen- 
tir y  aceptar  como  conveniente  y  justificado  por  ahora,  el  pre- 
cepto establecido  en  nuestra  ley  de  extranjería,  cuyas  condi- 
ciones son  expresas,  según  se  observa  en  el  art.  31. 

Entre  otras  prevenciones  de  las  leyes  citadas,  ha  quedado 
vigente,  la  prohibición  de  que  los  extranjeros  no  puedan  ad- 
quirir terrenos  situados  en  una  zona  de  veinte  leguas  desde 
la  frontera  al  interior  del  país,  por  manera  que  en  caso  de 
herencia  ó  ejecución  se  venderán  dichos  bienes  en  remate  pú- 
blico, para  que  el  extranjero  interesado  reciba  su  precio; 
finalmente,  la  disposición  relativa  al  arrendamiento  por  más 
de  dos  años,  se  encuentra  establecida  en  nuestro  derecho  co- 
mún, que  lo  equipara  á  la  venta,  tanto  en  esos  casos  como  en 
otros  análogos:  art.  2,161  del  Código  civil,  y  1,474  del  de  pro- 
cedimientos civiles;  por  último,  el  art.  1,047  del  Código  de 
Comercio  no  requiere  en  los  navieroB  la  calidad  de  mexica- 
nos, aunque  si  la  establece  para  los  capitanes  de  los  buques 
mercantes:  art.  1064. 

Lo  dispuesto  en  el  articulo  indicado,  dio  lugar  auna  nota- 
ble controversia  entre  los  eminentes  jurisconsultos,  cuyo  me- 
recido renombre  tanto  los  enaltece,  defendiendo  el  pro  el  Sr. 
Gómez  Palacio  y  en  contra  los  Sres.  Luis  Méndez  y  Emilio 
Pardo;  habiéndose  publicado  dichos  estudios  en  ''El  Nacio- 
nal" de  24  de  Julio  de  1883,  y  en  el  "Mexican  Pinancier" 
de  25  de  Agosto  del  mismo  año,  y  el  16  de  Febrero  de  1884; 
en  consecuencia,  los  estudios  indicados,  bastan  para  ilustrar 
sobradamente  esta  materia.  Nosotros  aceptamos  el  precepto, 
como  medida  precautoria. 
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Bajo  otro  orden  de  ideas,  si  es  un  principio  universalmen- 
te  reconocido,  que  los  bienes  son  regidos  por  la  ley  territo- 
rial, conforme  lo  consagra  el  Derecho  internacional  privado, 
no  es  menos  cierto  que  aquel  principio  deriva  de  la  sobera- 
nía de  los  Estados,  la  cual  se  ejerce  en  los  limites  de  su  te- 
rritorio; y  por  lo  tanto,  la  República  mexicana,  en  ejercicio 
de  aquella  soberanía,  ha  podido  establecer  las  restricciones, 
muy  limitadas  por  cierto,  contenidas  en  el  art.  31  en  que  me 
ocupo.  Por  esta  razón,  y  teniendo  en  cuenta  que  los  inmue- 
bles forman  parte  del  territorio  de  un  Estado,  la  ley  aplica- 
ble debe  ser  la  del  mismo,  porque  la  organización  de  la  pro- 
piedad, debe  considerarse  inclusa  en  el  orden  social  económi- 
co y  político  de  los  Estados,  por  cuyo  motivo,  se  consagra 
hoy  en  la  ciencia  internacional,  que  las  leyes  relativas  al  ca- 
so, son  de  orden  público  y  ellas  obligan,  tanto  á  nacionales 
como  á  extranjeros. 

Hay  más  todavía,  y  por  extensión  aun  en  los  bienes  mue- 
bles no  se  sigue  ya  la  doctrina  consagrada  en  la  antigua  ju- 
risprudencia; por  lo  general,  no  se  rigen  conforme  á  la  ley 
personal,  abandonándose  el  antiguo  principio  de  los  postglo- 
sadores y  de  los  que  adoptaron  en  el  Continente  europeo  sus 
teorías:  niobilia  personara  sequuntur^  mobilia  ossíbus  inhasrent; 
y  los  ingleses  expresan  hoy:  personal  praperty  has  no  locality. 
Waechter  y  Savigny,  son  los  fundadores  de  la  nueva  teoría, 
los  cuales  al  establecer  el  nuevo  principio,  por  medio  del  cual 
pretenden  que  debe  aplicarse  la  ley  de  la  situación,  lo  mismo 
á  los  muebles  que  á  los  inmuebles,  manifiestan  que  la  razón 
jurídica  de  la  regla  es,  que  el  legislador  no  ha  tenido  en  cuen- 
ta sino  las  cosas  que  estén  en  el  territorio,  sin  distinción  al- 
guna, y  porque  el  que  ha  adquirido  ó  pretende  ejercitar  un 
derecho  real  sobre  los  bienes,  se  somete  voluntariamente  pa- 
ra esta  relación  jurídica,  á  las  leyes  del  país  en  que  la  cosa 
se  halla,  salvas  ciertas  limitaciones  en  materia  de  bienes 
muebles,  como  por  ejemplo  el  equipaje  de  los  viajeros  ó  el 
cargamento  de  un  buque. 
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En  resumen,  y  para  no  hacer  más  difusa  esta  digresión, 
hoy  prepondera  en  la  ciencia,  en  toda  esta  materia,  el  siguien- 
te principio: 

"Los  bienes  considerados  en  si  mismos,  y  haciendo  abs- 
tracción del  propietario,  son  regidos  bajo  el  punto  de  vista 
de  los  derechos  reales  de  que  ellos  puedan  ser  objeto,  y  de 
los  modos  de  adquisición  y  enajenación  de  que  sean  suscep- 
tibles, por  la  ley  de  su  situación,  lex  rei  sita^  sin  hacer  dis- 
tinción entre  muebles  é  inmuebles." 

El  art.  32  de  la  ley  de  extranjería,  que  se  halla  inserta  in- 
tegra en  el  capitulo  XX,  pág.  215,  establece  el  principio  re- 
conocido en  nuestra  C!onstitución  política,  de  que  los  extran- 
jeros gozan  en  el  país  de  los  mismos  derechos  que  los  mexi- 
canos, aunque  independientemente  de  los  pactos,  de  los  tra- 
tados y  de  las  disposiciones  de  las  leyes  extranjeras;  sin 
embargo,  dicho  articulo,  sólo  por  excepción,  ordena  que  la  ley 
federal  podrá  restringir  aquellos  derechos,  con  el  fin  de  pro- 
teger á  los  mexicanos  residentes  fuera  de  la  nación,  contra 
las  incapacidades  decretadas  á  su  perjuicio  en  las  legislacio- 
nes extranjeras  y  con  el  objeto  de  remover  las  injustas  dife- 
rencias que  dichas  leyes  contengan,  en  contra  de  nuestros 
conciudadanos. 

Después  de  un  estudio  detenido  de  la  letra  y  del  espíritu 
mismo  de  la  Constitución,  observamos  que  la  excepción  esta- 
blecida en  el  precepto,  no  la  autoriza  la  ley  fundamental;  por- 
que, si  bien  es  cierto  que  la  de  extranjería  es  federal  y  ha 
podido  ocuparse  de  esta  materia,  no  lo  es  menos  por  otra 
parte,  que  ha  debido  hacerlo  en  los  mismos  términos  de  la 
Constitución,  quien  no  limita,  ni  en  su  texto  ni  en  su  espíri- 
tu, los  derechos  civiles  acordados  al  extranjero  en  México,  y 
por  esta  razón  indiscutible,  las  leyes  federales  no  pueden  á 
su  vez  limitar  aquellos  derechos  ni  aun  con  el  carácter  de 
reciprocidad  que  pretende  dársele,  porque  podría  argüirse 
de  inconstitucionalidad  el  precepto. 
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Sin  embargo,  debemos  expresar,  con  sólo  la  lectura  de! 
texto  indicado,  que  la  reciprocidad  á  que  él  se  refiere,  y  esto 
excepcionalmente,  es  la  más  conforme  con  el  derecho  de 
gentes  moderno,  la  internacional,  á  pesar  de  que  la  Fran- 
cia que  ha  imbuido  su  espíritu  legislativo  en  todos  los  pue- 
blos del  mundo  actual,  y  muy  particularmente  su  derecho 
civil,  adopta  en  el  art.  11  del  Código  civil,  la  reciprocidad 
diplomática,  que  no  satisface,  porque  ni  la  ciencia,  ni  la  exten- 
sión de  las  relaciones  actuales  de  nación  á  nación,  pueden 
consagrar  aquel  principio,  consignado  en  el  art.  11  del  indi- 
cado Ordenamiento;  aunque  algunos  de  sus  comentadores 
opinan,  que  dicho  precepto,  es  justo  y  conveniente  á  los  inte- 
reses de  la  Francia. 

Preciso  es  hallar  todos  estos  prejuicios,  que  la  legislación 
civil  francesa  ha  legado  á  la  codificación  del  mundo  actual, 
en  uno  de  tantos  elementos  que  entrara  á  formar  aquella  le- 
gislación, esto  es,  en  el  derecho  coutumieTj  nacido  bajo  el  in- 
flujo del  sistema  feudal,  á  partir  del  siglo  IX.  En  aquel  ele- 
mento, ha  preponderado  comunmente  la  territorialidad  de  la 
ley,  con  motivo  de  la  existencia  de  pequeños  Estados,  profun- 
damente divididos,  por  la  diversidad  de  idiomas,  de  costum- 
bres y  de  instituciones,  los  que  permanecían  aislados  del  mo- 
vimiento internacional,  poco  conocido  entonces,  y  ocupados  de 
preferencia  en  acrecentar  su  territorio  ó  en  conservar  por  lo 
menos  el  existente,  con  medidas  extremas  para  conservar 
también  su  celosa  independencia.  En  efecto,  cada  Jtmorio,  te- 
nía su  costumbre  propia,  que  era  inoperante  fuera  de  su  terri-  * 
torio,  todas  las  costumbres  son  reales^  nos  dicen  los  viejos  au- 
tores de  aquella  época;  por  este  motivo,  la  condición  de  las 
personas  fué  subordinada  á  la  soberanía  territorial,  y  por 
ende,  toda  relación  jurídica;  porque  la  ley  de  la  tierra  era  la 
que  se  imponía  á  la  persona,  puesto  que,  el  hombre  era  en- 
tonces un  accesorio  del  sucio. 

Posteriormente;  y  en  la  época  en  que  comenzó  á  renacer 
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el  derecho  romano,  bajo  la  influencia  de  los  postglosado- 
res, de  quienes  procede  la  primitiva  escuela  italiana,  y 
cuando  en  los  pueblos,  merced  al  influjo  del  cristianismo 
que  proclamó  la  fraternidad  universal,  principió  á  desapa- 
recer el  aislamiento  y  las  guerras  que  determinaba  aquel 
estado  social  nacido  bajo  el  régimen  feudal,  entonces,  es  de- 
cir, en  el  siglo  XIV,  se  indicó  la  doctrina  de  los  estatutos, 
que  pasó  también  á  Francia  y  á  las  demás  naciones  de  Eu- 
ropa, informando,  en  la  sucesión  de  los  tiempos,  hasta  la  épo- 
ca de  la  Revolución  francesa,  toda  la  materia  que  se  relacio- 
naba con  los  conflictos  de  leyes,  porque  la  personalidad  del 
derecho  comenzó  á  significarse  de  nuevo  á  pesar  de  la  pre- 
ponderancia del  régimen  feudal.  Para  no  hacer  más  difusa 
esta  exposición,  tomaremos-como  punto  de  partida,  en^  llt  na- 
ciente personalidad  del  derecho,  la  teoría  establecida  por 
Bartolo,  fundador  de  la  escuela  italiana,  primer  vagido,  si 
puedo  expresarme  asi,  de  la  doctrina  estatutaria,  que  tanto 
influyó  en  la  Edad  Media  en  las  relaciones  de  pueblo  á  pue- 
blo, y  aun  de  cierta  manera  en  algunos  preceptos  del  Código 
de  Napoleón.  El  primitivo  concepto  de  aquella  teoría,  la  con- 
densa Bartolo  de  la  manera  siguiente,  dice  así: 

**Es  necesario  examinar  dos  cosas:  primero,  si  el  estatuto 
propio  de  una  circunscripción  territorial  dada,  se  extiende  á 
las  personas  que  no  dependen  de  ella;  y  luego,  si  el  efecto 
del  estatuto  se  prolonga  más  allá  del  territorio." 

Como  se  observa,  el  estudio  de  estas  dos  cuestiones,  aun 
en  nuestra  época,  está  en  pié,  y  la  conveniente  solución  de 
ellas  nos  dará  la  de  los  conflictos  de  las  leyes,  que  es  el  prin- 
cipal objeto  del  Derecho  internacional  privado,  conforme  á 
los  adelantos  de  la  ciencia.  En  efecto,  en  todo  conflicto  de 
derecho  internacional  privado,  determinado  con  motivo  de 
los  derechos  del  extranjero,  supone  que  deben  resolverse  pre- 
viamente estas  dos  cuestiones: 

1^  ¿El  extranjero  goza  en  el  país  en  que  demanda  justicia, 
dei  derecho  que  él  pretende  ejercer  en  el  mismo?  y 
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2^  Concedido  que  él  goce  este  derecho  ¿por  qué  ley  debe 
ser  regida  aquella  relación  jurídica? 

Hecha  la  digresión  anterior,  que  sirve  de  precedente  his- 
tórico á  nuestro  comentario  sobre  los  derechos  civiles  de  que 
gozan  los  extranjeros  en  México,  y  continuando  el  estudio  del 
art.  32  de  nuestra  ley  de  extranjería,  podemos  asegurar  que 
en  su  espíritu  es  más  justo  y  más  liberal  que  la  generalidad 
de  las  legislaciones,  apartándose  de  los  inconvenientes  que 
bajo  el  punto  de  vista  internacional  se  indica  en  los  sistemas 
que  sucesivamente  han  presidido  toda  esta  materia,  en  que 
tan  restringidos  han  sido  y  lo  son  aún  en  el  siglo  XX,  los  de- 
rechos privados  del  extranjero. 

En  efecto,  si  convertimos  nuestras  miradas  á  la  lucha  que 
se  entabló  entre  los  dos  principios,  el  de  la  territorialidad  del 
derecho,  preponderante  en  la  época  feudal,  y  la  personalidad 
de  las  leyes,  observaremos  que  en  el  siglo  XVII,  se  preten- 
dieron atenuar  los  rigores  del  primero,  en  la  aplicación  de 
las  leyes  extranjeras,  con  la  teoría  de  la  cortesía  ó  utilidad 
reciproca,  ex  camitate  oh  reciprocara  utiUtatsn^  que  comenzó 
á  significarse  entre  los  partidarios  de  la  escuela  holandesa, 
de  cuya  doctrina  fué  el  fundador  Juan  Yoet.  De  dicha  teo- 
ría me  ocupé  con  alguna  extensión  en  esta  misma  obra,  y 
aquí  repito  que  ella  no  satisface,  porque  sacrifica  los  ideales 
científicos,  y  por  lo  general,  los  dictados  de  la  justicia,  á  un 
principio  que  carece  por  completo  de  carácter  jurídico,  y  por 
lo  tanto,  la  teoría  de  la  cortesía,  á  nada  ni  á  nadie  obliga. 
Para  poner  de  relieve  sus  inconvenientes,  y  al  mismo  tiempo 
la  gravedad  de  sus  resultados,  oigamos  lo  que  á  este  respecto 
nos  dice  el  ilustre  jurisconsulto  francés  Mr.  Durand:  ^K7onfe- 
samos  nuestra  sorpresa  al  ver  cómo  notables  jurisconsultos, 
convierten  en  una  cuestión  de  conveniencia  política,  la  apli- 
cación por  un  Estado,  de  las  leyes  extranjeras.  Un  individuo 
es  demandado  en  Francia  por  un  contrato  nulo  según  la  ley 
francesa,  pero  válido  según  la  ley  extranjera;  si  en  derecho 


871 

extricto  el  tribunal  francés  debe  anular  el  acto,  ¿cómo  es  po- 
sible qtie  por  cortesía  pueda  declararlo  válidof^  Según  se  ob- 
serva, la  justicia  no  es  una  en  el  mundo,  confornae  al  sistema 
indicado,  ella  debe  cambiar  con  los  accidentes  etnográficos 
en  cada  Estado,  lo  cual  nos  llevaría  á  desconocer  radicalmen- 
te uno  de  los  elementos  más  firmes  de  la  seguridad  y  el  bien 
social,  la  justicia  una  é  inmutable,  como  es  una  también  la 
especie  humana,  que  reclama  derechos  fundados  en  su  mis- 
ma naturaleza,  y  que  por  inalienables  é  imprescriptibles  y 
por  ser  además  innatos,  ningún  legislador  puede,  por  lo  tan- 
to, privar  de  ellos  al  hombre.  A  este  efecto,  y  para  terminar 
el  juicio  que  nos  sugiere  la  teoría  indicada,  debemos  expre- 
sar, que  es  un  error  trascendental  creer,  que  el  juez  sola- 
mente está  obligado  á  aplicar  la  ley  territorial,  porque  los 
litigios  no  tienen  por  objeto  crear  nuevos  derechos,  sino  re- 
conocer los  ya  existentes. 

Finalmente,  aduciendo  otros  argumentos  contra  la  teo- 
ría expresada,  podríamos  acumular  ejemplos  prácticos,  que 
bastarían  para  juzgarla  infecunda,  pero  uno  solo  será  sufi- 
ciente para  rechazarla.  ¿Qué  conducta  seguiría  un  juez  en  el 
caso  en  que  concurrieran  al  conflicto,  leyes  de  diferentes  Es- 
tados? La  cortesía  entonces  induciría  al  juez  á  emplearla  con 
todos  los  Estados,  pero  como  esto  no  podría  ser  posible,  de- 
bería aplicar  una  sola  ley,  siendo  cortés  con  uno  y  descortés 
con  los  demás.  Hay  más  todavía,  no  hace  muchos  años  que 
un  tribunal  norte-americano,  fundándose  en  la  misma  teo- 
ría, resolvió  ^'que  la  capacidad  de  un  extranjero  para  con- 
tratar, se  regiría  por  su  ley  nacional  ó  por  la  americana,  se- 
gún la  ventaja  que  de  ser  el  contrato  nulo  ó  válido  podría 
resultar  al  ciudadano  americano,  con  el  cual  lo  había  cele- 
brado." Yo  creo  que  no  debemos  insistir  en  la  exposición  de 
los  argumentos  contrarios  á  la  doctrina  indicada,  porque  bas- 
ta la  lectura  de  los  anteriores,  para  rechazarla  por  injusta  é 
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inconveniente,  dado  el  adelanto  del  derecho  de  gentes  de 
nuestra  época. 

Bajo  el  influjo  de  la  civilización,  que  entre  otros  beneficios, 
aporta  el  inestimable  bien  de  mejorar  la  condición  social  de 
los  pueblos,  han  venido  atenuándose  en  el  espacio  los  rigores 
de  las  legislaciones  en  lo  que  se  refiere  ¿  la  condición  jurídica 
del  extranjero;  sin  embargo,  todavía  en  Inglaterra,  cuyo  origen 
feudal  no  puede  desconocerse,  porque  él  se  manifiesta  en  su 
common  law  y  también  en  sus  costumbres,  en  su  literatura  y 
aun  en  sus  instituciones,  ha  ido  más  lejos  aún  que  los  funda- 
dores de  la  doctrina  de  la  cortesía,  pues  atribuye  á  ésta, 
con  el  fin  de  mantener  el  im^)erio  deh  régimen  feudal,  un  ca- 
rácter más  positivista  y  más  radical,  á  cuyo  efecto,  sus  juris- 
consultos y  su  jurisprudencia,  han  establecido:  '^que  en  Dere- 
cho internacional  privado,  hay  que  atenerse  á  las  r^las  apli* 
cadas  y  aplicables,  sin  aventurarse  en  la  eluboración  de  teo- 
rías racionales,  porque  no  hay  derecho  á  criticar  lo  que  las 
naciones  independientes  y  soberanas  juzgan  conveniente  ha- 
cer en  la  administración  de  la  justicia."  No  es  de  extrañar 
semejante  doctrina,  en  el  sistema  de  la  territorialidad  de  la 
ley,  si  recordamos  que  el  derecho  romano  radicó  muy  poco 
tiempo  entre  los  anglo-sajones,  mientras  que  el  derecho  feu- 
dal nutrió  la  vida  jurídica  y  política  de  aquella  nación;  sin 
embargo,  aunque  es  un  hecho  que  semejantes  atavismos  son  de 
difícil  atenuación,  no  es  posible  pretender,  como  se  advierte 
en  la  jurisprudencia  inglesa,  que  se  detenga  el  progreso  jurí- 
dico, volviendo  la  espalda,  por  conceptuarla  inútil,  á  toda 
concepción  racional  y  filosófica. 

En  el  siguiente  capítulo  nos  ocuparemos  de  la  reciprocidad 
en  sus  distintas  manifestaciones  en  la  vida  internacional,  por 
lo  menos  en  lo  que  se  refiere  al  estudio  que  hoy  ocupa  nues- 
tra atención.         ^ 


CAPITULO  XXXVL 
De  lo8  derechos  y  obligacioneB  de  los  extranjeros. 


STJMABIO. — ^La  reciprocidad  diplomática  bo  halla  establecida  eD  el  Có- 
digo de  Napoleón. — En  ella  se  observan  extremados  loa  inconvenien- 
tes de  la  comitas  gentium, — Entre  otros  cargos,  el  sistema  asume  un 
carácter  antijaridico  perfectamente  definido. — En  la  práctica  es  con- 
traprodacente,  porque  las  represalias  determinan  el  castigo. — Ade- 
más, entorpece  las  relaciones  internacionales. — El  precepto  está 
consignado  en  el  articulo  11  del  Código  civil  francés. — Su  filiación 
la  bailamos  en  el  antiguo  derecho  francés,  que  á  su  vez  lo  recibió  del 
derecho  romano,  en  dicha  materia. — En  este  derecho,'  se  concedían 
al  extranjero  los  que  consagrabii  el^'u^  gentium,  aunque  no  los  civiles. 
— En  efecto,  los  peregrini  carecían  de  estos  últimos,  pues  estaban  he- 
ridos con  numerosas  incapacidades. — El  Código  de  Napoleón,  ade- 
más, por  la  época  en  que  se  promulgó,  no  podía  ser  propicio  á  los  ex- 
tranjeros.— Sin  embargo,  en  el  Tribunado,  al  discutirse  la  ley,  alza- 
ron su  voz  en  defensa  de  aquellos,  los  tribunos  Boissy  d* Anglas  y 
Curée,  los  más  nobles  representantes  de  las  ideas  del  93. — La  ley  fué 
votada  con  todos  sus  prejuicios,  negándose  el  goce  completo  de  los 
derechos  civiles  á  los  extranjeros. — ^Opinión  de  algunos  comentado- 
res del  Código,  quienes  pretenden  atenuar  los  rigores  del  precepto. 
*  — Lo  cierto  es  que  la  jurisprudencia  francesa,  algo  ha  conseguido  en 
este  sentido. — Exposición  de  las  demás  teorías  establecidas  para  re- 
solver los  conflictos  do  leyes.— La  llamada  lex  loci  executionis  y  su  co- 
mentario.—La  doctrina  de  la  sentencüe  receptas,  y  »u  comentario. — 
Teorías  de  Schaeñher  y  Waechter,  sobre  la  ¿erc/ori.— Estos  publicistas 
indicaron  el  camino  que  después  siguió  el  ilustre  Savigny. — Exposi- 
ción de  la  teoría  de  este  notable  publicista.«^Consideraciones  á  que 
se  presta  aquella  teoría  por  su  profundidad.*— La  solución  de  los  con-, 
flictos,  es  la  más  racional  y  la  más  conforme  en  el  estado  actual  de 
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la  ciencia. — Bstablece  que  las  relaciones  de  derecho  son  atributo 
de  la  persona. — En  consecuencia,  consagra  con  las  debidas  limitacio- 
nes la  personalidad  del  derecho,  optando  por  el  principio  humanita- 
rio ó  cosmopolito. — Finalmente,  establece  que  para  resolver  estas  co- 
lisiones, debo  determinarle  para  cada  relación  jurídica  el  dominio  del 
derecho  que  sea  más  conforme  eon  la  naturaleza  propia  y  esencial 
de  esta  relación. — En  consecuencia,  el  juez  debe  aplicar  el  derecho 
local  8  que  pertenezca  la  relación  de  derecho  litigioso,  sin  distinguir 
si  este  derecho  es  el  de  su  país  ó  el  de  un  Estado  extranjero. — A  pe- 
sar de  que  no  han  faltado  opositores  á  las  teorías  de  Savigny,  son  las 
que  hoy  están  más  generalmente  aceptadas  por  la  ciencia,  y  nosotros 
suscríbimos  á  ellas. — Fiore,  el  ilustre  jurisconsulto  italiano,  declara 
haberse  inspirado  en  las  doctrinas  del  mismo  Savigny,  aunque  di- 
siente de  ellas  en  algunos  puntos. — Entas  disidencias  no  amenguan  el 
indiscutible  mérito  del  ilustre  jurisconsulto  alemán. 


Debemos  ocuparnos  desde  luego  de  la  reciprocidad  diplo- 
mática, debida  al  Código  de  Napoleón.  ¿Cómo  juzgaremos 
semejante  sistema,  si  en  él  observamos  extremados  los  incon- 
venientes y  la  injusticia  en  que  se  ha  inspirado  la  teoría  de 
la  cemitas  gentium?  Entre  otros  cargos,  y  es  el  más  grave, 
podemos  asegurar  que  él  asume  un  carácter  antijurídico 
perfectamente  definido;  y  por  lo  tanto,  en  esta  reciprocidad 
aparece  descarnado  el  egoísmo  y  el  interés  de  los  Estados, 
porque  con  ella  se  administra  cuantitativamente  la  justicia, 
pero  de  una  manera  injusta  y  arbitraria.  En  efecto,  si  el 
extranjero  es  capaz  para  ejercer  derechos  civiles,  ¿por  qué 
no  se  le  ha  de  conceder  el  goce  de  todos  ellos?  por  otra  par- 
te, en  la  práctica  el  sistema  indicado  puede  ser  contraprodu- 
cente, porque  el  castigo  se  impone  con  la^  represalias  jurídi- 
cas, y  además,  entorpece  las  relaciones  y  el  comercio  inter- 
nacional, puesto  que  es  diñcil  que  haya  quien  pueda  estable- 
cerse en  un  Estado  en  que  impera  el  principio  de  la  retorsión, 
porque  de  seguro  serán  desconocidos  sus  derechos  bajo  el 
imperio  de  la  arbitrariedad  ó  del  capricho. 

La  filiación  del  sistema,  la  hallamos  en  el  art.  11  del  Có- 
digo de  Napoleón,  que  desgraciadamente  ha  pasado  con  to- 


dos  sus  prejuicios  é  inconscientemente,  en  materia  de  exti^an- 
jeria,  á  las  legislaciones  de  nuestra  época;  sin  embargo,  po- 
demos ir  más  lejos  en  esta  investigación  histórica,  aunque  es 
conveniente  insertar  antes  el  texto  de  la  ley,  dice  asi: 

"Art.  11.  Los  extranjeros  gozarán  en  Francia  los  mismos 
derechos  civiles  concedidos  á  los  franceses  por  los  tratados 
de  las  naciones  á  que  [pertenecen  dichos  extranjeros." 

En  consecuencia,  dos  condiciones  se  requieren  para  que  el 
extranjero  goce  en  aquel  país  de  los  derechos  civiles;  la  reci- 
procidad, y  además  un  tratado  que  la  garantice. 

En  la  filiación  del  precepto,  y  debiendo  seguir  la  investiga- 
ción histórica  iniciada  para  hallar  el  precedente,  no  es  remo- 
to afirmar,  que  la  ley  francesa  ha  adoptado  la  división  esta- 
blecida en  el  derecho  romano,  entre  los  derechos  naturales  ó 
los  que  consagraba  el  jtís  gentium,  y  los  derechos  civiles,  tan 
restringidos  en  Boma,  que  ameritaban  un  privilegio  del  que 
no  gozaban  los  extranjeros,  heridos  á  este  respecto,  con  nu- 
merosas incapacidades.  Con  tal  motivo,  no  es  extraño  leer 
en  los  comentadores  del  art.  11,  por  lo  menos  en  la  mayoría 
de  ellos,  que  la  distinción  indicada  debía  mantenerse  en  el 
derecho  francés,  concediendo  á  los  extranjeros  los  derechos 
establecidos  en  el  jw  gentium;  pero  en  cuanto  á  los  derechos 
civiles,  dicen:  estos  son  propios  de  hs  franceses^  y  los  extranje- 
ros  no  pueden  gozarlos  sino  á  titulo  de  concesión;  agregando,  y 
esto  es  lo  más  grave,  '^que  el  legislador  ha  podido  excluir  á 
los  extranjeros  de  toda  participación  en  esta  clase  de  dere- 
chos." Parece  que  la  Francia,  conforme  á  su  legislación  ac- 
tual, en  tan  delicada  materia,  ha  venido  á  reconstituir  la  si- 
tuación jurídica  de  la  época  clásica  del  Derecho  romanoi  con- 
siderando á  los  extranjeros,  en  cuanto  al  goce  de  sus  derechos 
civiles,  como  Boma  consideraba  á  los  peregrina  á  quienes  só- 
lo concedía  el  jus  gentium^  negándoles  el  pis  ipsum^  lo  que  es 
hoy  el  jus  proprium  civium. 

Ya  lo  hemos  manifestado  otra  vez,  y  aquí  lo  repetimos  con 
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profunda  convicción,  la  época  en  que  Napoleón  promulgó  el 
Código  civil,  no  era  propicia  para  los  extranjeros,  porque  la 
Francia  republicana  sostenía  con  los  tronos  coaligados,  una 
guerra  desastrosa  que  se  prolongó  hasta  el  año  de  1815;  por 
otra  parte,  bastan  las  enérgicas  protestas  que  en  el  seno  del 
Tribunado  se  levantaron  contra  el  texto  del  articulo  11,  para 
atenuar  en  gran  manera  los  cargos  que  la  posteridad  ha 
hecho  á  la  Francia;  en  efecto,  Boissy  d' Anglas  y  Gurée,  los 
más  nobles  representantes  de  las  ideas  del  93,  combatieron 
vigorosamente  aquel  principio  en  el  seno  del  Tribunado;  di- 
jeron asi,  en  la  sesión  de  29  frimario,  año  X: 

^^Lo  que  importa  es  atraer  ¿  nuestro  seno  á  los  extranjeros, 
que  importarán  sus  capitales  é  industria.  Para  que  consien* 
tan  en  establecerse  entre  nosotros,  debe  concedérseles  el  goce 
de  los  derechos  privados,  sin  los  cuales  no  tendrían  la  liber- 
tad civil.  Siendo  ventajosa  para  Francia  la  concesión  de  de- 
rechos civiles  á  los  extranjeros,  no  es  necesario  subordinarla 
á  la  condición  de  reciprocidad.  Esta  condición  no  tiene  sen- 
tido, y  llega  hasta  á  decir  que  debemos  esperar,  para  hacer 
lo  que  es  justo  y  útil,  á  que  los  pueblos  extranjeros  hagan  lo 
mismo  por  su  parte."  ^^Si,  dijo  el  otro  tribuno,  nos  trae  venta- 
ja conceder  á  los  extranjeros  el  goce  de  los  derechos  civiles,  y 
seria  necesario  dárselos,  aun  cuando  ellos  nos  los  n^aran. 
En  cuanto  á  la  experiencia  que  se  invoca  en  favor  del  siste- 
ma de  reciprocidad,  no  es  tan  decisiva  como  se  pretende.  Si 
desde  el  89  no  ha  habido  más  que  un  tratado  para  la  abolición 
del  derecho  de  aubainey  si  las  demás  naciones  no  han  seguido 
el  ejemplo  de  la  Francia,  la  razón  es  muy  sencilla.  ¿Es  nece- 
sario recordar  la  coalición  universal  que  se  formó  contra  la 
Francia  revolucionaria?  Y  cuando  todas  las  malas  pasiones 
se  habían  desencadenado  contra  la  misma,  ¿podía  entonces 
pensarse  en  tratar  con  ella?  La  guerra  siguió  desde  la  Revo- 
lución, y  no  era  ciertamente  ese  el  momento  de  entrar  en  ne- 
gociaciones con  un  gobierno  al  que  se  quería  destruir.  "¡Eh! 
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¿qué  nos  importa  después  de  todo,  que  los  reyes  se  nieguen  á 
tratar  con  nosotros?  Hacemos  lo  que  es  justo,  lo  que  es  útiL 
Libres  son  ellos  para  obstinarse  en  sus  afiejas  preocupacio- 


nes." 


T  un  notable  comentador  del  Código  expresa:  ^^¿Quién 
tiene  razón,  la  Asamblea  constituyente  y  el  Tribunado,  ó  el 
Código  de  Napoleón?  Boissy  d' Anglas  pronunció  una  her* 
mosa  palabra  en  la  discusión  sobre  el  goce  de  los  derechos 
civiles.  Lo  que  es  justo,  dijo,  es  también  útil.  Que  sea  justo 
conceder  a  los  extranjeros  el  goce  de  los  derechos  privados 
nadie  lo  disputará.  Bélgica  y  Francia  lo  han  hecho  respecto 
del  más  considerable  de  los  derechos  civiles,  el  hereditario. 
Desde  luego,  la  lógica  exige  que  se  admita  el  mismo  princi- 
pio para  los  demás  derechos  civiles.  ¿Se  concibe  que  los  ex- 
tranjeros puedan  suceder  en  Francia,  y  que  no  pueden  cele- 
brar el  contrato  de  adopción?  La  experiencia  que  el  gobierno 
consular  invocaba  en  el  año  X,  se  declaró  en  su  contra.  Se 
ha  esperado,  se  predecía,  que  el  principio  de  reciprocidad 
traería  la  abolición  del  derecho  de  aubaine;  esta  predioción 
no  se  ha  realizado.  En  Francia  y  en  Bélgica,  el  legislador 
acabó  por  renunciar  tal  sistema;  pero  se  detuvo  en  la  mitad 
del  camino.  Lo  que  es  justo  y  útil  en  cuanto  al  derecho  here- 
ditario, lo  es  en  cuanto  á  todos  los  demás  derechos  civiles. 
JVb  debm  existir  ya  derechos  privados^  de  los  que  quede  excluido 
el  extranjero.^^ 

Sin  embargo,  á  pesar  de  esta  alteza  de  miras,  de  esta  pro- 
fundidad de  ideas,  el  art.  11  fué  votado,  y  el  gran  juriscon- 
sulto Portalis,  nos  dice  en  la  exposición  general  del  sistema 
del  Código  civil,  que  presentó  al  Cuerpo  legislativo  en  la  se- 
sión de  3  del  Mmario  año  X,  lo  siguiente:  ''Hay  ventajas 
particulares  que  cada  sociedad  debe  ásus  miembros,  las  cua- 
les no  pueden  extenderse  á  los  extraños,  sino  por  medio  de 
una  convención.  Nosotros  trataremos  á  los  extranjeros,  co- 
mo ellos  nos  traten  á  nosotros T  agregaba,  por  lo  tanto. 
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hay  derechos  de  que  no  puede  privarse  á  los  extranjeros,  es- 
tos derechos  son  los  que  pertenecen  más  bien  al  derecho  de 
gentes,  que  al  derecho  civil."  Como  se  observa,  esta  doctrina 
viene  en  linea  recta  del  antiguo  derecho,  y  por  lo  tanto,  los 
redactores  del  Código  pasaron  sobre  las  concesiones  hechas 
¿  los  extranjeros  por  la  Asamblea  Constituyente,  siendo 
dignos  sus  miembros,  del  universal  renombre  que  la  poste* 
ridad  les  acuerda;  en  cambio,  las  disposiciones  del  Código 
han  sido  objeto  de  repetidas  censuras,  que  permanecerán  en 
pie  mientras  que  la  Francia  no  siga  el  camino  de  Italia  y  de 
México,  que  conceden,  sin  condición  el  pleno  goce  de  los  de- 
rechos civiles  á  los  extranjeros. 

Los  comentadores  del  Código  de  Napoleón,  expresan,  con 
el  fin  de  atenuar  aquellas  censuras,  que  en  el  mismo  Orde- 
namiento se  encuentran  disposiciones  que  acuerdan  expresa- 
mente, determinados  derechos  á  los  extranjeros,  y  otras,  de 
una  manera  implícita;  por  ejemplo,  cuando  el  art.  3  del  Có- 
digo dice:  ^^que  los  inmuebles,  aun  aquellos  poseídos  por  ex- 
tranjeros, Pon  regidos  por  la  ley  francesa,"  se  da  asi  implíci- 
tamente á  aquellos  el  derecho  de  ser  propietarios.  El  ar- 
ticulo 170  les  da  el  derecho  de  poder  casarse,  y  en  consecuen- 
cia los  de  familia;  pero  estas  son,  á  mi  entender,  atenuaciones 
que  afirman  más  aquellas  censuras,  porque  en  cuestión  de  tan- 
ta gravedad,  conceder  á  los  extranjeros  solamente  los  dere- 
chos civiles  que  se  derivan  del  de  gentes,  es  mutilar,  en  per- 
juicio del  hombre,  el  derecho  natural,  que  no  pertenece  á  una 
nación  sola  ni  á  determinados  miembros  de  una  sociedad,  él 
es  inherente  á  la  humanidad,  y  por  lo  tanto,  creemos  que  los 
derechos  civiles,  son  obligadas  proyecciones  del  mismo  dere- 
cho natural;  por  esta  rassón,  es  más  especiosa  que  racional  y 
justa,  la  división  que  pretende  hacerse  entre  eljus  gentium  y 
el  jus  cwsile^  para  herir  el  extranjero  en  nuestra  época,  con  las 
incapacidades  que  entraña  la  reciprocidad  diplomática,  esta- 
blecida en  el  art.  11  del  Código  de  Napoleón,  adoptado  ^n  la 
culta  Europa. 
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México,  en  su  incipiente  vida  nacional,  sostuvo  con  Francia 
dos  guerras,  una  de  ellas,  la  última,  desastrosísima,  porque 
fué  una  invasión  injustificada  en  nuestro  territorio  nacional, 
pretendiendo  implantar  en  la  República,  las  instituciones  mo- 
nárquicas, con  el  Imperio,  que  costó  la  vida  al  infortunado 
principe  austríaco  Maximiliano  Hapsburgo.  Antes,  en  1847, 
el  ejército  americano  invadió  también  nuestra  patria,  y  des- 
pués de  tenaz  resistencia  por  parte  de  los  patriotas  mexicanos, 
hubo  al  fin  que  entrar  en  capitulaciones  en  que  perdimos  la 
tercera  parte  de  nuestro  territorio,  situación  debida  cierta- 
mente ¿  la  falta  de  patriotismo  de  los  gobiernos  que  se  suce- 
dieron en  aquella  época  tormentosa  de  nuestra  historia  nacio- 
nal. ¿Cuál  fué  entonces  la  condición  jurídica  de  los  extranje- 
ros en  México?  A  esta  interrogación  contestará  por  nosotros 
el  art.  6^  de  la  ley  de  12  de  Marzo  de  1828,  que  acordó  por 
primera  vez  en  la  República,  el  goce  de  los  derechos  civiles  á 
los  extranjeros,  en  los  mismos  términos  que  á  los  mexicanos; 
siguiendo  esta  filiación,  el  art.  33  de  nuestra  Constitución  po- 
lítica, les  concedió  fundamentalmente  aquellos  derechos,  in- 
cluyéndolos en  la  sección  de  los  derechos  del  hombre,  y  por 
último,  nuestra  adelantada  ley  de  extranjería,  los  consagra 
en  su  art.  30;  y  nunca,  ni  aun  sosteniendo  aquellas  guerras 
desastrosas  contra  los  invasores,  fueron  privadas  las  colonias 
extranjeras  residentes  en  el  territorio  nacional,  de  los  dere- 
chos que  la  Constitución  de  1865  y  la  de  12  de  Marzo  de  1828, 
les  acordaba,  para  gozar  plenamente  de  los  derechos  civiles, 
mientras  lo  permitía  el  estado  de  continua  agitación  determi- 
nado por  la  guerra. 

No  censuramos  á  la  Francia,  y  muy  al  contrario,  es  una  na- 
ción que  siempre  hemos  admirado,  porque  creemos,  con  firme 
convicción,  que  ella  ha  gastado  de  continuo,  sus  nobles  ener- 
gías en  bien  de  la  humanidad;  aunque  deploramos  los  prejui- 
cios que  legara  á  la  posteridad  su  legislación  civil,  promul- 
gadi^  ciertamente  ep  una  época  tormentosa  para  dicha  nación. 
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Siguiendo  la  exposición  de  las  teorías  que  se  han  sucedido 
con  el  fin  de  resolver  los  conflictos  que  se  presentan  en  esta 
misma  materia,  viene  después  de  la  reciprocidad  diplomática, 
la  llamada  déla  lexloci  executíanis,  por  medio  de  la  cual,  el  juez 
deberá  aplicar  la  ley  del  lugar  ó  Estado  en  que  el  derecho  se 
realice.  Conforme  á  esta  doctrina,  puede  entre  otras  ventajas, 
intervenir  la  voluntad  de  las  partes  para  crear  por  si  sola  la 
relación  del  derecho,  y  además,  porgue  pudiera  presentarse 
el  caso  en  que  la  ley  del  lugar  de  la  ejecución  admitiera  una 
ley  extranjera;  pero  es  indudable,  á  pesar  de  sus  inconve- 
nientes, que  tiene  cierta  apariencia  jurídica,  la  teoría  indi- 
cada. 

Foelil,  notabilísimo  jurisconsulto  de  nuestra  época,  si- 
guiendo el  principio  fundamental  en  la  Edad  Media,  de  que 
las  leyes  no  puedan  tener  un  valor  extraterritorial,  expresa: 
que  los  efectos  que  aquellas  pudieran  producir  en  el  territo- 
rio de  una  nación,  depende  exclusivamente  de  su  consenti- 
miento expreso  ó  tácito,  manifestado  en  las  leyes  6  en  los  tra- 
tados, ó  bien  en  la  jurisprudencia  establecida  por  los  tribu- 
nales; porque  si  actualmente  los  Estados  conceden  en  algunos 
casos  efectos  jurídicos  á  las  leyes  extranjeras,  esto  se  explica 
por  consideraciones  de  utilidad  ó  conveniencia  recíprocas,  ex 
comitate  ob  reciprocara  utüiiatem.  Esta  doctrina  la  indicamos 
en  el  capítulo  anterior,  y  también  sus  inconvenientes  en  el  es- 
tado actual  de  la  ciencia;  por  otra  part«,  no  es  nueva,  porque 
su  fundador  fué  Juan  Voet,  quien  publicó  sus  estudios  en  el 
siglo  XVII;  en  consecuencia,  nos  referimos  á  nuetras  ante- 
riores reflexiones. 

Hay  otro  sistema,  el  conocido  con  el  nombre  de  sentencuB 
receptoBj  que  se  funda  en  alguno  de  los  principios  que  infor- 
man el  Derecho  Internacional  privado,  es  decir,  en  el  que  se 
reconoce  un  carácter  judicial  definido;  también  en  la  ley  uni- 
forme, ó  en  su  defecto,  en  el  criterio  igualmente  uniforme  de 
la  jurisprudencia.   En  consecuencia,  según  el  expresado  sis- 
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tema,  la  ley  que  debe  aplicarse  en  el  litigio  internacional,  es 
la  resultante  de  resoluciones  ó  sentencias  anteriores,  inspira* 
das  en  principios  comunes  á  los  Estados  civilizados;  sin  em- 
bargo, aun  cuando  existen  estos  principios  en  la  vida  del  de- 
recho, lo  que  falta  en  el  caso,  es  formularlos  y  darles  la  debi- 
da autorización. 

Schaeffner  y  Waechter,  indicaron  el  camino  que  el  ilustre 
Savigny  siguió  después,  dando  aquellos,  á  sus  teorías,  una 
orientación  eminentemente  judicial,  bajo  la  denominación  de 
la  lexfori^  según  la  teoría  establecida  por  Waechter.  Sin  en- 
trar en  la  exposición  de  este  sistema,  para  no  ser  más  difusos, 
expresaremos  que  es  incuestionable  que  en  él  aparece  un  prin- 
cipio trascendental  en  el  Derecho  internacional  privado,  la 
intrínseca  acción  extraterritorial  de  algunas  leyes. 

Admirando  el  elevado  ingenio  jurídico  del  gran  juriscon- 
sulto alemán  Savigny,  no  podemos  menos  que  señalar  como 
profundamente  trascendental  la  teoría  por  él  establecida,  la 
cual  marca  una  importantísima  etapa  en  los  progresos  de 
esta  ciencia.  En  efecto,  trata  como  un  precedente  en  su  estu- 
dio, de  las  fuentes  del  Derecho,  á  las  cuales  llama  reglas  jurí- 
dicas, es  decir,  las  leyes;  luego  entra  en  consideraciones  so- 
bre la  naturaleza  general  de  las  relaciones  de  derecho  que 
estas  reglas  están  llamadas  á  regir,  esto  es,  de  los  derechos 
del  hombre  ó  de  sus  actos  jurídicos,  y  descendiendo  á  un  es- 
tudio más  concreto,  después  de  ía  anterior  investigación,  ex- 
presa que  es  necesario  señalar  el  lazo  que  existe  entre  las 
leyes  y  los  derechos  que  ellas  acuerdan;  porque  este  lazo  se 
presenta,  por  una  parte,  como  el  imperio  de  las  reglas  sobre 
las  relaciones,  y  por  la  otra,  como  la  sumisión  de  las  relacio- 
nes á  las  reglas. 

La  teoría  del  citado  jurisconsulto,  llegando  ya  al  punto 
capital  de  la  ciencia  en  esta  materia,  la  expondremos  breve- 
mente, aunque  insertaremos  textualmente,  alguna  vez,  sus 
mismas  palabras.   En  efecto,  dice  así:    '^Las  reglas  jurídicas 
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están  destinadas  á  regir  las  relaciones  de  derecho;  ¿pero  cuá- 
les son  los  límites  de  su  imperio?  ¿Qué  relaciones  jurídicas 

se  hallan  sometidas  á  tales  reglas? El  sentido  de  esta 

cuestión  está  precisado  por  la  naturaleza  del  derecho  positi- 
vo, que  no  es  el  mismo  para  toda  la  humanidad,  sino  que 

varía  según  los  pueblosy  los  Estados Esta  diversidad 

de  los  derechos  positivos,  es  la  que  hace  tan  necesaria  é  im- 
portante la  determinación  de  su  respectivo  imperio,  determi- 
nación que  es  la  única  base  para  decidir  sobre  las  colisiones 
que  pueden  presentarse  entre  varios  derechos  positivos  con 
motivo  de  una  relación  concreta  de  derecho." 

Hé  aquí  presentado  en  admirable  síntesis,  uno  de  los  con- 
ceptos del  Derecho  internacional  privado,  el  oficio  más  im- 
portante de  esta  ciencia.  Para  resolver  las  cuestiones  que  en- 
traña, continúa  descendiendo,  con  inflexible  lógica,  á  consi- 
deraciones de  tal  naturaleza,  que  ellas  mismas  imponen  la 
solución;  á  este  efecto,  agrega:  '*Todo  derecho,  aparece  desde 
luego,  como  un  poder  perteneciente  á  la  persona;  desde  este 
punto  de  vista  primitivo  y  directo,  debemos  considerar,  por 
lo  tanto,  las  relaciones  de  derecho  como  atributo  ds  la  perso- 
nal Según  se  observa,  no  ha  podido  la  ciencia  haber  ases- 
tado golpe  más  rudo  á  la  extricta  territorialidad  de  las  le- 
yes, condenándola  como  contraria  ala  vida  internacional;  así 
es  ciertamente,  si  nos  fijamos  en  la  trascendencia  de  los  prin- 
cipios que  acabamos  de  exponer  conforme  á  la  literal  expo- 
sición de  aquel  sabio  jurisconsulto;  porque  es  la  persona  quien 
lleva  en  sí,  donde  quiera  que  vaya,  la  ley  nacional,  trasladán- 
dose más  allá  de  las  fronteras  de  su  patria  ó  interviniendo 
en  un  acto  jurídico,  poniéndose  en  contacto  con  diversas  per- 
sonas, representantes  de  otras  leyes,  en  un  mismo  litigio, 
y  esta  situación  determina  incuestionablemente  uno  de  los 
factores  más  importantes  de  la  vida  internacional. 

Antes  hemos  indicado,  que  en  la  exposición  preliminar  de 
las  teorías  de  Savigny,  aparece  el  principio  de  la  territoriali- 


dad  del  derecho,  como  inaceptable  en  la  materia  que  estudia- 
mos, pero  al  mismo  tiempo  expresamos,  que  él  trata,  en  el 
párrafo  inserto,  del  principio  extricto,  al  que  hace  justísimas 
concesiones,  porque  históricamente,  es  el  eje  en  que  ha  gira- 
do la  vida  social  y  política  de  la  humanidad.  En  efecto,  indi- 
ca, para  fundamentar  nuestra  ciencia,  dos  criterios,  que  son 
los  que  han  constituido  siempre  radicalísima  antítesis;  el  de 
la  soberanía  absoluta  y  el  humanitario  ó  cosmopolita.  Al  pri- 
mero le  reconoce  determinadas  ventajas,  aunque  ellas  no  ten- 
drían, á  su  entender,  una  aplicación  justa  y  conveniente,  si 
aquel  criterio  no  fuera  completado  con  el  segundo,  el  huma- 
nitario, á^uien  con  tanta  razón  califica  de  cosmopolita;  por 
este  motivo  expresa,  que  mientras  más  numerosas  son  las 
relaciones  entre  los  diferentes  pueblos,  más  debemos  conven- 
cernos de  que  es  preciso  renunciar  al  principio  de  la  territo- 
rialidad, fundado  en  la  soberanía  absoluta,  para  adoptar  el 
contrario;  asegurando  que  por  esta  causa  se  atiende  hoy  á  la 
reciprocidad  en  la  apreciación  de  las  relaciones  jurídicas,  de- 
biendo establecerse  entre  nacionales  y  extranjeros  la  igual- 
dad ante  la  justicia,  que  reclama  el  interés  individual  y  el  de 
los  pueblos. 

Finalmente,  para  no  ser  más  difusos  en  esta  exposición,  nos 
concretaremos  á  manifestar,  que  el  ilustre  jurisconsulto,  re- 
suelve el  problema  que  se  presenta  con  estas  colisiones,  ex- 
presando que  debe  determinarse  para  cada  relación  jurídica, 
el  dominio  del  derecho  que  sea  más  conforme  con  la  natura- 
leza propia  y  esencial  de  esta  relación;  y  en  consecuencia,  el 
Juez  debe  aplicar  el  derecho  local  á  que  pertenezca  la  reía.* 
ción  de  derecho  litigioso,  sin  distinguir  si  este  derecho  es  el 
de  su  país  ó  el  de  un  Estado  extranjero.  Establece  después 
las  excepciones  de  la  regla  general,  en  las  cuales  se  impone 
de  una  manera  absoluta  la  ley  terrítoríal,  sea  cualquiera  el 
asiento  de  la  relación  jurídica  ó  su  domicilio,  y  conóluye  de 
admirable  manera,  cerrando  con  broche  de  oro  la  magistral 
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exposición  de  su  teoría:  ^^El  punto  de  vista  á  que  nos  llevan 
estas  consideraciones,  es  el  de  una  comunidad  de  derecho  en- 
tre los  diferentes  pueblos,  entre  Estados  independientes,  que 
tienda  ¿  regular  de  una  manera  uniforme  la  jeolisión  de  dife- 
rentes derechos  positivos." 

¿Y  no  es  este  el  fundamento  científico  del  Derecho  interna- 
cional privado,  que  en  nuestra  época  tiene  por  primordial  ob- 
jeto la  solución  del  conflicto  de  leyes?  por  consiguiente,  si  es- 
ta es  una  verdad,  no  podemos  menos  que  subscribir  á  esta  ade- 
lantada teoría,  que  viene  á  conciliar  dos  principios  antagonis- 
mos y  en  lucha  histórica,  el  derecho  territorial  y  el  derecho 
humano,  haciéndolos  concurrir  armonisados  á  hace»  más  am- 
plia, más  racional  y  conveniente  la  comunidad  y  la  vida  jurí- 
dica internacional. 

No  han  faltado  por  cierto,  opositores  á  la  teoría  sustenta- 
da por  el  ilustre  sabio  Savigni,  pero  nosotros,  que  somos  par- 
tidarios decididos  de  la  personalidad  de  las  ley^s  por  las  ra- 
zones que  antes  hemos  aducido,  aunque  con  determinadas  li- 
mitaciones, no  podemos  menos  que  inclinarnos  con  profun- 
da convicción  ante  la  doctrina  indicada,  porque  en  ella  se  han 
reconocidos  los  derechos  internacionales  del  hombre,  idea 
trascendental  que  nos  lleva  á  admitir  su  universal  ciudada- 
nía y  por  ende  la  unidad  de  las  leyes  civiles,  y  con  ella  la  so- 
lidaridad de  la  especie  humana. 

No  sólo  nosotros,  con  nuestra  natural  limitación,  somos  los 
únicos  que  así  opinamos;  para  concluir  insertaremos  el  juicio 
de  Fiore  el  gran  jurisconsulto  italiano,  de  universal  renom- 
bre, quien  se  expresa  así:  '^Admitimos  la  solución  dada  por 
Savigni,  y  hasta  declaramos  habernos  inspirado  en  las  páginas 
profundas  del  jurisconsulto  alemán,  para  emprender  nues- 
tras investigaciones.  También  acariciamos  la  idea  de  una  co- 
munidad de  derecho  entre  los  Estados;  también  admitimos  que 
para  decidir  en  caso  de  conflicto  cuál  es  la  ley  que  debe  ser 
preferida,  es  necesario  limitar  exactamente  el  imperio  de  cada 
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una,  mas  para  lograr  el  objeto,  no  podemos  conformarnos 
siempre  con  las  ideas  de  Savigni." 

Esta  inconformidad  no  amengua  por  manera  alguna  el  ho- 
menaje tributado  por  el  sabio  jurisconsulto  italiano  al  ilustre 
Savigni;  disidencias  son  estas  que  no  conmueven  ni  podrán 
conmover  jamás  las  teorías  asentadas  por  el  jurisconsulto  ale- 
mán, las  cuales  han  entrado  en  el  Derecho  internacional  pri- 
vado, como  verdades  científicas,  universalmente  reconocidas 
en  la  época  actual. 

En  el  capitulo  siguiente  nos  ocuparemos  del  precepto  de  la 
ley  mexicana  en  esta  delicadísima  materia. 


CAPITULO  XXXVIL 
De  loB  derechos  y  obligaciones  de  los  extranjeros. 

(Continúa ) 

SUMARIO. — El  ait.  11  del  Código  de  Napoleón,  establece  la  reciprocidad 
diplomática.— Sas  defectos  é  inconveDÍentes  están  atenuados  en  Fran- 
cia con  la  doctrina  de  los  jurisconsaltos  y  la  jurisprudencia  de  los 
Tribunales. — En  estos  estudios  no  debe  confundirse  el  objeto  del  De- 
recho internacional  privado,  con  ia  condición  jurídica  del  extranje- 
ro, cuando  se  trata  del  ejercicio  de  sus  derechos  privados. — Confor- 
me al  texto  constitucional,  México  concede  al  extranjero  el  pleno 
goce  de  los  derechos  civiles,  sin  condición  de  reciprocidad. — Nada 
pide  en  cambio  á  las  demás  naciones. — Establece,  sin  embargo,  la 
ley  de  extranjería,  una  excepción,  la  reciprocidad  internacional,  con 
el  fin  de  que  determinados  extranjeros  queden  sujetos  en  la  Bepúbli- 
ca  á  las  mismas  incapacidades  que  las  leyes  de  su  país  impongan  á 
los  mexicanos  que  residan  en  él. — La  constitucionalidad  del  precep- 
to, es  dudosa. — Así,  opinamos,  porque  el  art.  33  constitucional  es  ex- 
preso y  no  establece  limitaciones. — La  Federación  puede  legislar  en 
materia  de  extranjería. — ^Por  consiguiente,  ha  estado  en  lo  justo  al 
declarar  federales  en  dicha  materia,  las  disposiciones  de  los  Códigos 
civil  y  de  procedimientos  civiles. — Siendo  constitucional  esta  facultad, 
el  art.  32  de  la  ley  no  ataca  la  soberanía  de  los  Estados. — Finalmente, 
solamente  la  Unión  puede  representar  la  Soberanía  nacional  en  las 
relaciones  internacionales,  y  no  determinada  entidad  federativa. — 
Los  Estados  pueden,  sin  embargo,  legislar  en  uso  de  su  soberanía,  en 
lo  que  se  refiere  á  los  derechos  eivíles  de  los  que  habiten  su  territo- 
rio, pero  ajustándose  á  la  Constitución  y  á  la  ley  federal  en  materia 
áe  extranjería,  pues  así  no  habrán  complicaciones.— En  consecuen- 
cia, en  caso  de  que  las  leyes  de  los  Estados  ó  los  actos  de  sus  auto- 
ridades, se  restrinjan  los  derechos  acordados  por  la  Constitución  á 
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los  extranjeros,  procede  el  juicio  de  amparo. — Son  competentes  para 
decidir  la  oontroversia,  las  autoridades  federales  conforme  á  los  ar- 
ticulos  101  y  102  de  la  Constitución. — Los  derechos  civiles  son  obli- 
gadas proyecciones  de  los  derechos  del  hombre,  según  se  observa  en 
la  sección  primera  capitulo  primero  de  la  Constitución. — ^Por  lo  tan- 
to, vulneradas  dichas  garantías,  la  Unión  las  hace  efectivas  por  medio 
del  juicio  de  amparo. — En  estos  casos,  la  jurisprudencia  federal  ha 
sido  siempre  unánime. — ^Como  ejemplo  puede  citarse  el  caso  en  que 
á  un  italiano  se  le  recbasó  una  demanda  por  no  haber  prestado  la 
cñnc\ón  judicatum  solví, — La  Suprema  Corte  de  Justicia  le  amparó 
por  violación  de  la  garantía  constitucional,  otorgada  en  el  art.  17. — 
Por  consiguiente,  el  extranjero  hizo  valer  sus  derechos  sin  nece- 
sidad del  requisito  de  la  caución  indicada. 

En  los  dos  capítulos  anteriores,  tratamos  con  alguna  exten- 
sión, de  los  sistemas  que  han  venido  sucediéndose  en  esta 
materia,  desde  el  que  se  atribuye  á  Juan  Voet,  cuyas  teorías 
nacieron  en  el  siglo  XYII,  con  la  escuela  holandesa,  hasta  el 
que  fundamentó  el  ilustre  Savigny,  con  la  alteza  y  sublimi- 
dad de  su  gran  ingenio.  También  nos  ocupamos  de  la  reci- 
procidad diplomática,  establecida  en  el  art.  11  del  Código  de 
Napoleón,  que  si  bien  hiere  con  numerosas  incapacidades  al 
extranjero  residente  en  Francia,  también  es  un  hecho,  que 
estando  en  pugna  aquel  precepto  con  los  adelantados  princi- 
pios de  la  ciencia  y  de  la  civilización  moderna,  su  aplicación 
estricta  ha  sido  atenuada  con  la  interpretación  que  le  han 
dado  los  jurisconsultos  franceses  de  más  nota,  y  al  mismo 
tiempo  por  los  tribunales;  haciendo  desaparecer  asi,  por  lo 
general,  los  inconvenientes  que  resultan  del  texto  mismo  del 
articulo  citado.. 

Para  terminar  el  presente  estudio,  creemos  indispensable 
hacer  una  distinción  previa,  que  se  impone  cuando  se  trata 
de  la  concesión  hecha  á  los  extranjeros,  del  goce  de  los  dere- 
chos civiles;  es  decir,  que  no  debe  confundirse  el  objeto  del 
Derecho  internacional  privado  ó  sus  aplicaciones,  con  la  teo- 
ría de  la  condición  jurídica  de  los  extranjeros  bajo  el  punto 
de  vista  del  ejercicio  de  los  derechos  privados;  porque  tal 


confusión  nos  llevaría  á  un  error  lamentable.  En  efecto,  el 
conflicto  de  leyes,  nace  con  motivo  de  la  diversidad  de  las 
legislaciones,  y  por  lo  tanto,  aunque  haya  asimilación  en- 
tre nacionales  y  extranjeros  bajo  el  punto  de  vista  de  sus  de- 
rechos privados  ó  civiles,  que  en  el  tecnicismo  jurídico  es  lo 
mismo,  esta  circunstancia  no  impediría  á  las  legislaciones, 
ser  distintas  entre  si,  y  por  consiguiente,  existir  el  Derecho 
internacional  privado,  ocurriendo  á  estudiar  los  conflictos  de 
leyes  para  darles  la  conveniente  solución.  En  apoyo  de  estas 
explicaciones,  aduciremos  como  ejemplo,  el  Código  civil  de 
Italia,  el  cual,  en  su  art.  3^,  concede  á  los  extranjeros  el  ple- 
no goce  de  los  derechos  civiles,  y  sin  embargo,  porque  esto 
es  lo  racional  y  lo  conveniente,  establece  en  su  art.  6^,  los 
principios  generales  del  Derecho  internacional  privado;  por- 
que la  cuestión  de  saber  cuál  es  la  situación  de  los  extranje- 
ros bajo  el  punto  de  vista  del  goce  de  sus  derechos  civiles  en 
el  país  en  que  el  litigio  se  radica  y  en  el  que  ellos  estén  in- 
teresados, afecta  directamente  la  solución  del  conflicto  de  le- 
yes, objeto  primordial  del  Derecho  internacional  privado. 

Resumiendo  todo  este  estudio  en  lo  que  se  refiere  al  pre- 
cepto de  la  ley  mexicana  de  extranjería,  es  indudable  que  Mé- 
xico concede  á  los  extranjeros  el  pleno  goce  de  sus  derechos 
civiles,  y  esto  sin  condición  de  reciprocidad,  sin  pedir  nada 
á  los  Estados  que  hagan  ó  no  semejantes  concesiones,  porque 
ha  creído  que  esos  derechos  son  obligadas  proyecciones  de 
los  derechos  del  hombre,  que  son  ilegislables  y  se  imponen 
como  inherentes  á  la  humana  personalidad.  Cierto  es  que  el 
precepto  entraña  una  excepción,  la  de  poder  modificar  esos 
derechos,  solamente  á  título  de  reciprocidad  internacional, 
para  que  determinados  extranjeros  queden  sujetos  en  la  Re- 
pública, á  las  mismas  incapacidades  que  las  leyes  de  su  país 
impongan  á  los  mexicanos  que  residan  en  él,  medida  preven- 
tiva que  la  ley  considera  indispensable. 

£n  cuanto  á  la  constitucionalidad  del  precepto,  los  que  lo 
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aceptan  en  sus  términos,  expresan  que  no  se  encuentra  una 
sola  disposición  que  lo  prohiba  en  nuestra  ley  fundamentali 
puesto  que  él  no  coarta  ni  modifica  las  reglas  internaciona- 
les que  presiden  toda  esta  materia  en  los  Estados,  ni  menos 
limita  la  soberanía  de  la  nación,  impidiéndole  ejercer  el  de- 
recho de  retorsión  en  los  limites  que  lo  practican  los  pueblos 
cultos;  y  finalmente,  que  aquella  disposición  deja  libre  el  dere- 
cho de  defensa  nacional  que  es,  en  último  término,  el  fin  supre- 
mo de  la  C!onstitución.  Esta  opinión  es  muy  discutible,  por- 
que nosotros  creemos  que  ni  por  motivos  de  reciprocidad  in- 
ternacional, puede  limitarse  á  los  extranjeros  el  pleno  goce 
de  ios  derechos  civiles  que  les  acuerda  el  articulo  33  de  la 
Constitución,  la  cual  ni  en  su  texto  ni  en  su  espíritu,  autori- 
za aquella  limitación;  pues  según  hemos  expresado  antes, 
la  ley  fundamental  hace  dichas  concesiones  al  extranjero,  in- 
cóndicionalmente.  Por  otra  parte,  no  es  posible  desconocer, 
que  de  esta  manera  resalta  la  excelencia  de  nuestras  institu- 
ciones, bajo  cuya  liberal  egida  se  amparan  sin  distinción  al- 
guna, nacionales  y  extranjeros,  porque  aquellos  derechos,  de- 
rivan de  la  misma  naturaleza  humana,  ellos  son  los  derechos 
del  hombre,  que  no  radican  exclusivamente  en  determinada 
nacionalidad.  Sin  embargo,  y  á  pesar  de  nuestra  desautori- 
zada opinión,  protestamos  nuestros  respetos  á  la  ley  que  es 
objeto  del  presente  comentario. 

Hay  otra  cuestión  importantísima,  que  se  ha  debatido  á 
diario,  y  que  es  preciso  exponerla  para  buscar  en  su  estudio 
una  solución  conveniente,  es  ella  una  cuestión  constitucional, 
porque  afecta,  por  una  parte,  la  soberanía  de  los  Estados,  y 
por  la  otra,  la  extensión  que  debe  darse  á  las  facultades  de 
la  Federación  en  esta  materia  de  extranjería.  Conforme  al 
Pacto  federal,  art.  40,  los  Estados  son  libres  y  soberanos  en 
todo  lo  concerniente  á  su  régimen  interior,  fiero  unidos  en 
una  Federación,  establecida  según  los  principios  de  la  misma 
ley  fundamental  En  cambio,  la  fracción  XXI  del  art.  72,  fa- 
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culta  al  Congreso,  para  expedir  leyes  sobre  extranjería;  por 
lo  menos,  tal  es  su  espíritu,  es  decir,  para  dictarlas  en  lo  que 
se  refiere  á  la  condición  jurídica  del  extranjero  en  México, 
cuya  condición  se  relaciona  directamente  con  el  goce  de  los 
derechos  civiles  de  los  extranjeros. 

Dadas  estas  premisas,  ¿cómo  es  que  se  pretende  impugnar 
por  inconstitucionalidad  el  precepto  establecido  en  el  art.  32 
de  la  ley  expresada,  alegándose  que  él  vulnera  la  soberanía 
de  los  Estados?  Se  dice,  en  efecto,  que  dicha  ley  ataca  en  su 
base  constitucional,  aquella  soberanía,  porque  declara  que  los 
Estados  carecen  de  facultad  para  modificar  ó  restringir  los 
derechos  privados  de  los  extranjeros,  atribuyendo  esa  facul- 
tad á  la  Federación,  lo  cual  es  contrario  al  texto  expreso  en 
la  fracción  XXI  del  art.  72  de  la  Constitución,  que  habla  so- 
lamente de  naturalización  y  extranjería. 

La  cuestión,  planteada  de  esta  manera,  y  precisada  en  sus 
términos,  puede  resolverse  sencillamente,  fijando  la  defini- 
ción gramatical  de  la  palabra  extranjería,  que  el  Diccionario 
de  la  lengua  castellana,  última  edición,  redactado  por  la  Aca- 
demia española,  explica  de  esta  manera: 

^-Extranjería. — Calidad  y  condición  que  por  las  leyes  co- 
rresponden al  extranjero  residente  en  un  país,  mientras  no 
está  naturalizado  en  él." 

En  consecuencia,  si  el  texto  constitucional  da  facultad  á  la 
Federación  para  legislar  sobre  extranjería  por  medio  de  tra- 
tados y  convenciones,  es  indudable  que  ha  restringido  laque 
á  los  Estados  concede  el  art.  40  de  la  ley  fundamental,  en  lo 
que  se  refiere  á  los  derechos  civiles  de  los  extranjeros  resi- 
dentes en  la  República,  porque  según  se  ha  expresado  antes, 
cuando  se  habla  de  extranjería,  se  trata  precisamente  de  la 
calidad  y  condición  jurídica  de  los  extranjeros  en  el  país  en 
que  residen;  y  en  aquella  condición  entra  indefectiblemente 
el  goce  de  los  derechos  privados,  que  el  país  de  la  residencia 
puede  ó  no  concederles;  por  lo  tanto,  el  art.  32  de  la  ley  me- 


892 

xicana,  ha  podido  en  los  términos  de  la  Constitución,  de  la 
que  es  reglamentaria,  declarar,  que  las  disposiciones  de  los 
Códigos  civil  y  de  procedimientos  civiles  del  Distrito  federal, 
tienen  el  carácter  de  federales,  y  son  al  mismo  tiempo,  obli- 
gatorias en  toda  la  Unión,  en  la  materia  indicada. 

Por  otra  parte,  se  comprende  fácilmente  el  motivo  de  la 
disposición  constitucional  y  del  precepto  que  la  reglamenta, 
puesto  que  en  cualquier  incidente  de  extranjería,  pudieran 
sobrevenir  complicaciones  internacianales,  determinadas  por 
alguna  ley  especial  de  los  Estados,  y  tal  situación  compro- 
metería la  paz  de  la  Unión,  porque  los  Estados  no  tienen 
la  capacidad  legal  necesaria  para  tratar  con  las  naciones 
extranjeras  sobre  asuntos  internacionales.  En  consecuencia, 
estas  entidades  federativas,  desaparecen  ante  la  Unión,  que 
representa  á  la  República  en  su  carácter  soberano,  cuando 
se  trata  de  las  relaciones  diplomáticas,  en  que  se  interesa  el 
bien  y  el  decoro  nacional.  Además,  ya  hemos  manifestado, 
para  probar  la  constitucionalidad  del  precepto,  que  los  Esta- 
dos no  pueden  celebrar  tratados  ni  convenciones  diplomáti- 
cas con  las  naciones  extranjeras,  cuya  facultad  está  concedida 
al  Ejecutivo  de  la  Unión,  con  aprobación  del  Senado:  art.  72, 
fracción  VI,  inciso  B,  y  por  lo  tanto,  ¿cómo  podrían  l^islar 
en  materia  de  extranjería,  y  hacei  ó  no  las  necesarias  y  con- 
'  venientes  concesiones  que  son  siempre  objeto  de  los  tratados 
entre  las  naciones?  ¿En  qué  ley  podrían  fundarse  para  ejer- 
cer esta  facultad  constitucional,  que  les  está  vedada  conforme 
al  espíritu  y  al  texto  de  la  ley  fundamental? 

Sin  embargo,  las  consideraciones  que  anteceden  no  nos  lle- 
van hasta  conceptuar  que  los  Estados  de  la  Federación  no 
pueden  legislar  en  términos  generales  respecto  de  los  dere- 
chos civiles  acordados  á  sus  habitantes,  creemos  que  en  uso 
de  su  soberanía  pueden  hacerlo,  aunque  sus  leyes,  para 
obligar  al  extranjero  residente  en  dichos  Estados,  es  nece- 
sario que  sean  en  todo  conformes  con  el  texto  constitucional, 
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pues  de  otro  modo  la  Unión,  en  el  correspondiente  juicio  de 
garantías,  ocurriría  á  hacer  efectivos  en  favor  del  extranjero, 
sus  derechos  lesionados  por  la  ley  de  la  entidad  federativa 
de  que  se  trata. 

En  los  Estados  Unidos  de  América,  en  cuya  nación  nos 
hemos  inspirado  por  lo  general  en  las  prácticas  de  nuestras 
instituciones  políticas,  se  deja  á  los  Estados  toda  facultad  que 
no  está  expresamente  concedida  en  la  Constitución  á  los  po- 
deres de  la  Unión;  en  consecuencia,  siguiendo  estas  enseñan- 
zas, debemos  concluir,  que  estando  el  precepto  que  contiene 
el  art.  32  de  la  ley  de  extranjería,  de  acuerdo  con  el  espíritu 
y  los  principios  establecidos  en  la  ley  fundamental,  y  además 
con  el  texto  de  la  misma,  frac.  VI  inciso  B  y  frac.  XXI  del 
art.  72,  es  indudable  que  respecto  de  extranjería,  se  ha  res- 
tringido á  los  Estados  la  soberanía  que  les  acuerda  el  art.  40 
del  Pacto  federal;  y  por  lo  mismo,  sólo  la  Unión  puede  le- 
gislar, entre  otras  materias,  en  la  que  se  refiere  al  goce  de 
los  derechos  civiles,  concedidos  al  extranjero. 

Finalmente,  si  bien  es  cierto  que  la  disposición  final  del 
art.  32,  ha  pretendido  resolver  una  gravísima  cuestión,  cuya 
anterior  incertidumbre,  fué  siempre  deplorable,  sin  embargo 
ha  dejado  en  pie  los  inconvenientes  que  se  observan  en  algu- 
nos preceptos  de  los  Códigos  civil  y  de  procedimientos  civi- 
les que  ha  declarado  federales,  en  lo  relativo  á  extranjería,  por- 
que son,  precisamente  contrarios  al  espíritu  y  al  texto  de  la 
Constitución,  puesto  que  estableciendo  aquellas  leyes  la  reci- 
procidad de  la  legislación  francesa,  adoptada  inconscientemen- 
te por  nosotros,  restringen  los  derechos  civiles  de  los  extranje- 
ros, sancionados  en  el  art.  33  de  la  ley  fundamental,  la  cual 
equipara,  en  el  goce  de  aquellos  derechos,  al  extranjero  con  el 
nacional;  y  cuando  por  otra  parte,  y  esto  es  lo  más  grave,  aque- 
llas garantías  están  consagradas  en  la  sección  de  '4os  derechos 
del  hombre,"  como  inherentes  á  la  humana  personalidad. 

No  puede  negarse,  que  en  el  sentido  indicado,  se  ha  dado 
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un  gran  paso  en  el  sendero  constitucional;  sin  embargo,  es 
indispensable  que  la  legislación  civil  en  materia  de  extran- 
jería, sea  modificada,  inspirándose  el  legislador  en  los  princi- 
pios constitucionales  que  presiden  la  misma  materia;  asi  se 
evitará  que  la  justicia  de  la  Unión  intervenga,  como  hasta 
hoy,  en  las  controversias  que  se  susciten,  procurando  que  no 
se  vulneren  las  garantías  otorgadas  á  los  extranjeros  en  el 
art.  33,  y  asimismo  en  la  sección  de  los  derechos  del  hom- 
bre. 

Para  terminar  la  presente  exposición,  no  debe  olvidarse, 
que  la  C!onstitución  encomienda  sólo  á  los  poderes  federales, 
la  dirección  de  las  relaciones  diplomáticas  de  la  República 
con  las  potencias  extranjeras,  la  celebración  de  los  tratados, 
la  legislación  sobre  corso,  presas  de  mar  y  tierra,  embajadas, 
alianzas,  neutralidad,  retorsión,  represalias,  embargos,  y  por 
último,  el  derecho  de  paz  y  de  guerra;  además,  conforme  he- 
mos expresado  antes,  solamente  el  Congreso  puede  legislar 
sobre  naturalización,  colonización  y  ciudadanía;  por  lo  tanto, 
el  espíritu,  los  principios  y  el  texto  constitusional,  nos  llevan 
á  concluir  que  es  á  la  Federación  á  la  única  que  corresponde 
dictar  leyes  de  extranjería. 

Resuelto  este  punto  en  el  sentido  indicado,  y  bajo  los  dicta- 
dos de  la  Constitución,  presentaremos  otra  cuestión,  que  aun- 
que muy  debatida  también,  es  sin  embargo  de  fiícil  solución: 
'*En  el  caso  en  que  los  Estados  restrinjan  en  sus  leyes  parti- 
culares los  derechos  privados  de  los  extranjeros,  y  sus  tribu- 
nales las  apliquen,  siendo  contrarias  á  las  que  están  vigentes 
en  la  Federación,  ¿cuál  será  el  tribunal  llamado  á  estatuir 
en  la  controversia? 

Conforme  á  la  ley  fundamental,  los  extranjeros  tienen 
derecho  á  las  garantías  otorgadas  en  la  sección  primera  del 
título  primero,  en  la  cuál  están  inclusos  los  derechos  civiles 
que  se  conceden  indistintamente  á  nacionales  y  á  extranje- 
ros,, pág.  148  de  esta  obra,  y  como  la  Constitución  procura 


que  estas  garantían  sean  una  verdad  práctica,  establece  en 
sus  artículos  101  y  102  para  hacerlas  efectivas,  el  juicio  de 
amparo,  contra  leyes  ó  actos  de  cualquiera  autoridad  que  vio- 
len las  garantías  individuales,  es  decir,  los  derechos  del  hom- 
bre, que  así  ha  declarado,  en  la  sección  primera  del  título 
primero. 

Sentado  este  precedente  constitucional,  que  se  impone,  y 
que  además  es  ineludible,  toda  clase  de  dudas  desaparece, 
porque  en  el  caso  en  que  los  Estados  dictaran  leyes  ó  las 
existentes  restringieran  los  derechos  civiles  de  los  extranje- 
ros, se  generaría  desde  luego  el  juicio  de  garantías,  llevado 
ante  los  tribunales  federales,  únicos  competentes  para  deci- 
dir la  controversia  en  nombre  de  la  Unión.  Podría  objetarse 
que  los  derechos  civiles  no  son  los  conocidos  con  el  nombre 
de  derechos  del  hombre,  y  que  entre  unos  y  otros  hay  dife- 
rencias radicales  que  los  separan;  pero  esta  objeción  que  no 
por  especiosa  deja  de  ser  antijurídica,  se  resuelve  fácilmente 
ocurriendo  al  texto  mismo  constitucional,  y  como  ejemplo, 
podemos  citar  entre  otros,  el  art.  4^  que  dice  así:  "Todo  hom- 
bre es  libre  para  abrazar  la  profesión,  industria  ó  trabajo  que 
le  acomode,  siendo  útil  y  honesto,  y  para  aprovecharse  de  sus 
prodnctos;^^  este  precepto,  incluso  en  "los  derechos  del  hom- 
bre," ¿no  es  el  que  consagra  el  derecho  de  propiedad  en  to- 
das sus  manifestaciones,  que  es  un  derecho  que  en  el  tecni- 
cismo jurídico  entra  en  la  clasificación  de  los  derechos  pri- 
vados? 

La  libre  manifestación  de  las  ideas,  y  la  inviolabilidad  del 
derecho  de  escribir  y  publicar  escritos  sobre  cualquier  mate- 
ria en  los  naturales  límites  que  la  ley  señala;  el  derecho  de 
petición,  el  de  asociación,  la  no  retroactividad  de  las  leyes, 
la  garantía  de  no  ser  molestado  en  su  persona,  familia,  do- 
micilio, papeles  y  posesiones,  sino  en  virtud  de  mandamiento 
escrito  de  autoridad  competente  que  funde  y  motive  la  causa 
legal  del  proce^Umiento,  la  prohibición  de  poder  ser  preso 
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por  deudas  de  un  carácter  puramente  civil,  la  disposición  que 
ordena  que  los  tribunales  estarán  siempre  expeditos  para  ad- 
ministrar justicia,  la  cual  será  siempre  gratuita,  etc.,  etc.,  ¿no 
se  observa  en  todas  estas  garantías  el  respeto  y  la  consa- 
gración de  los  derechos  civiles  del  individuo  como  obligadas 
proyecciones  de  los  derechos  del  hombre,  que  todas  las  leyes 
y  todas  las  autoridades  del  país  deben  respetar  y  sostener, 
porque  asi  lo  ordena  la  C!onstitución?  En  efecto,  ella  expresa 
que  todas  las  leyes  y  todas  las  autoridades  del  país  deben 
respetar  y  sostener  las  garantías  que  otorga;  por  lo  tanto,  el 
precepto  es  ineludible,  porque  cuando  los  derechos  civiles 
que  emanan  de  los  del  hombre,  son  vulnerados,  se  genera  en 
nuestra  patria,  para  hacerlos  efectivos,  el  correspondiente 
juicio  de  amparo,  en  el  que  interviene  como  soberana  la  jus- 
ticia de  la  Unión. 

Esta  tesis,  que  no  es  nueva  ni  aventurada  y  que  está  con- 
sagrada por  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación  en 
repetidas  ejecutorias,  resuelve  á  la  luz  de  los  principios  cons- 
titucionales dicha  cuestión,  que  ha  sido  tan  debatida;  por  cuyo 
motivo,  los  extranjeros  han  hecho  uso  del  recurso  de  amparo, 
cuando  las  leyes  ó  los  tribunales  de  la  República  han  preten- 
dido restringir  el  goce  de  los  derechos  civiles  que  les  acuerda 
la  Constitución. 

Como  ejemplo  podemos  citar  el  caso  en  que  fué  amparado 
un  subdito  italiano,  porque  los  tribunales  de  Toluca,  capital 
del  Estado  de  México,  le  obligaron  á  dar  la  caución  juMcatum 
solvi  para  poder  demandar  un  juicio;  la  Suprema  Corto  con- 
sideró vulnerada  en  este  caso  la  garantía  constitucional  del 
art.  17,  que  previene  que  los  tribunales  deben  estar  siempre 
expeditos  para  administrar  justicia,  y  declaró  que  la  justicia 
de  la  Unión  amparaba  y  protegía  al  subdito  italiano  de  que 
se  trata;  y  entonces  la  resolución  de  los  tribunales  del  Estado 
de  México  quedó  anulada,  y  el  extranjero  de  que  se  trata,  hi- 
zo valer  sus  derechos  sin  prestar  caución  alguna. 


CAPITULO  XXXVIII. 
De  los  derechos  y  obligaciones  de  los  extranjeros. 

(Continúa.) 

SUMAEIO. — Comentario  del  art.  33  de  la  ley  de  extranjería,  que  trata 
del  domicilio.^Con  él  se  generan  derechos  del  orden  civil,  y  además 
los  extranjeros  pueden  domiciliarse  sin  perder  su  nacionalidad. — 
Es  una  consecuencia  del  derecho  que  tiene  el  hombre  para  ex- 
patriarse.— Sin  embargo,  el  domicilio  no  hace  perder  al  extranjero 
las  prerrogativas  que  le  acuerda  el  principio  de  la  personalidad  de 
las  leyes. — En  consecuencia,  las  relaciones  jurídicas  que  se  refieren 
á  su  estado  y  capacidad,  se  rigen  por  las  leyes  de  su  nacionalidad. — 
Esto  se  entiende  en  los  países  que,  como  México,  aceptan  aquel  prin- 
cipio; aunque  la  adquisición,  cambio  ó  pérdida  del  domicilio,  se  rige 
por  las  leyes  de  la  Eepúbíica. — Se  explica,  porque  la  jurisdicción 
del  lugar  del  domicilio  regirá  á  su  vez,  las  relaciones  jurídicas  del 
extranjero  en  sus  derechos  privados.— Definición  del  domicilio  y  su 
concepto  histórico,  conforme  á  la  ley  romana. — Diferencia  entre  aquél 
y  la  residencia. — El  domicilio  debe  ser  uno,  para  determinar  con  pre- 
cisión los  efectos  legales  que  produce. — Necesidad  de  distinguir  la 
nacionalidad,  la  residencia  y  el  domicilio. — Cada  una  de  estas  condi- 
ciones genera  derechos  que  también  deben  distinguirse. — ^Tal  división 
se  impone,  porque  las  leyes  se  dividen  en  reales  y  en  personales. — 
Sin  embargo,  á  veces  se  hallan  en  pugna,  y  entonces  el  conflicto  so 
resuelve  conforme  á  los  principios  del  Derecho  internacional  priva- 
do.— Por  último,  las  leyes  relativas  al  domicilio,  tienen  un  carácter 
territorial,  porque  ellas  fijan  la  competencia  de  las  jurisdicciones. — 
Comentario  del  art.  33  sobre  entidades  morales,  cuya  nacionalidad 
se  rige  en  México  por  la  ley  que  autoriza  su  formación. — Las  extran- 
jeras gozan  en  la  Kepública,  de  los  mismos  derechos  del  país  de  su 
domicilio. — Consideraciones  generales  sobre  dichas  entidades,  como 
personas  jurídicas. — Entre  estas  modalidades,  se  conocen  las  socieda- 
des de  personas  intuitas  personce^  y  las  sociedades  llamadas  de  capita- 
les.— Estas  están  destinadas  á  formar  la&grandes  empresas,  dirigién- 
dose al  público  para  obtener  los  recursos  necesarios. — Greneralmente 
toman  la  forma  anónima,  y  por  lo  tanto,  todos  los  asociados  se  en- 
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cuentran  en  una  situación  igual. — La  parte  que  corresponde  á  éstos 
se  llaman  acciones,  transmisibles  por  el  traspaso,  el  endoso  ó  Ja  tra- 
dición,  y  son  negociables. — La  ley  belga  de  18  de  Mayo  de  1873,  so- 
bre  dichas  sociedades. — Ellas  se  rigen  en  Francia  por  Ja  ley  de  1857. 
— La  de  México  de  29  de  Noviembre  de  1897,  ha  sido  impugnada 

?or  ineficaz,  y  con  este  motivo  fué  reformada  por  el  Congreso  de  la 
ínión  á  iniciativa  del  Ejecutivo  en  la«ley  de  4  de  Junio  del  presente 
año. — ^Texto  literal  de  la  reforma. — Notable  estudio  publicado  sobre 
esta  materia  por  el.  ilustrado  jurisconsulto  mejicano  Sr.  Lie.  Emilio 
Velasco. — Domicilio  de  las  sociedades  mercantiles  extranjeras,  con- 
forme á  la  ley  mexicana. — Excepciones  del  precepto  en  lo  que  se  re- 
fiere á  empresas  ferrocarrileras,  que  se  rigen  por  una  ley  especial. — 
Esta  es  la  de  29  de  Abril  de  1899,  que  trata  en  su  capítulo  1 V,  de  la 
nacionalidad  y  personalidad  de  dichas  empresas. — Se  inserta  el  tex- 
to de  la  ley  en  la  parte  relativa. 


Vamos  á  ocuparnos  en  este  lugar  del  art.  33  de  la  ley  de 
extranjería,  que  trata  del  domicilio,  y  cuyo  estudio  es  de  su- 
ma importancia,  porque  con  aquél  se  generan  también  dere- 
chos del  orden  civil,  y  aun  los  políticos,  cuando  se  trata  de 
los  nacionales  de  un  país;  sin  embargo,  en  lo  que  se  refiere  á 
los  extranjeros,  la  materia  indicada  se  relaciona  exclusiva- 
mente con  los  derechos  del  orden  privado. 

La  misma  ley  establece,  que  los  extranjeros,  sin  perder  su 
nacionalidad,  pueden  domiciliarse  en  la  República  para  to- 
dos los  efectos  legales;  y  en  consecuencia,  á  nuestro  modo  de 
ver,  el  precepto  no  hace  otra  cosa  que  rendir  el  debido  tribu- 
to de  respeto  á  un  principio  establecido  en  la  mayor  parte  de 
las  legislaciones  cultas  de  la  presente  edad,  es  decir,  al  dere- 
cho de  expatriación,  que  es  inherente  á  la  personalidad  hu- 
mana, por  medio  del  cual,  el  hombre  puede  desligarse  de  los 
vínculos  que  lo  unen  á  su  patria  de  origen  y  adquirir  una 
nueva  nacionalidad;  por  lo  tanto,  si  este  es  un  derecho  reco- 
nocido, no  lo  es  menos  que  pueda  el  subdito  de  una  nación 
domiciliarse  en  otro  país,  sin  perder  su  nacionalidad.  Bajo 
otro  punto  de  vista,  pues  él  nos  lleva  á  precisas  conclu- 
siones, es  indudable  que  si  el  domicilio  es  un  derecho  del  or- 
den civil,  acordado  el  goce  de  éstos  al  extranjero  en  el  art. 
33  de  nuestra  ley  fundamental,  no  era  posible  que  aquél  no 
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pudiera  hacer  uso  de  él  en  México,  sin  perder  su  nacionali- 
dad; porque  yo  creo,  como  acabo  de  expresar,  que  el  donoiici- 
lio  es  una  manifestación  del  derecho  de  expatriación,  que  es 
un  derecho  natural,  y  por  lo  tanto,  la  ley  no  ha  creado  estos 
derechos,  solamente  ha-  reglamentado  su  ejercicio,  como  se 
observa  en  las  legislaciones,  cuando  establecen  reglas  sobre 
el  domicilio  y  demás  derechos  privados,  que  también  se 
fundan  en  la  misma  naturaleza;  por  consiguiente,  el  extran- 
jero, puede  domiciliarse  en  cualquier  país,  cuyo  principio  es- 
tá reconocido  en  la  ley  mexicana,  conforme  al  art.  33  de  la 
que  nos  ocupa.  Ya  lo  hemos  dicho  otra  vez,  y  aquí  lo  re- 
petimos con  profunda  convicción:  los  derechos  civiles,  son 
obligadas  proyecciones  del  derecho  natural,  y  por  este  moti- 
vo, la  Constitución  política  de  la  República  los  concede  am- 
pliamente á  los  extranjeros  y  los  incluye  en  la  sección  ''de 
los  derechos  del  hombre." 

Por  otra  parte,  el  domicilio  no  hace  perder  al  extranjero 
las  prerrogativas  que  el  principio  de  la  personalidad  de  las 
leyes  le  acuerda  en  lo  que  á  su  estado  y  capacidad  se  refiere, 
con  el  fin  de  que  todas  estas  relaciones  se  rijan  por  las  leyes 
de  su  nacionalidad,  aunque  solamente  en  los  países  en  que  se 
consagra,  como  en  México,  aquel  principio;  por  lo  demás,  sien- 
do un  hecho  que  el  domicilio  produce  efectos  legales,  el  mismo 
precepto  establece,  que  la  adquisición,  cambio  ó  pérdida  de 
él,  se  rige  por  las  leyes  de  la  República,  porque  la  jurisdicción 
del  lugar  del  domicilio,  regirá  á  su  vez  las  relaciones  jurídicas 
en  sus  derechos  privados.  Estas  explicaciones,  aunque  limi- 
tadas, indican  claramente  la  línea  divisoria  que  existe  entre 
los  efectos  de  la  nacionalidad  y  el  domicilio.  Prescindiendo 
de  lo  vario  de  su  definición,  es  este,  el  lugar  en  que  una 
persona  se  halla  establecida,  es  decir,  donde  tiene  el  centro 
principal  de  sus  negocios,  y  generalmente  su  fortuna  y 
sus  afecciones,  pues  aunque  se  separe  alguna  vez,  no  será  si- 
no con  intención  de  volver  á  él.  Tal  es  la  definición  de  la  le- 
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gislación  romana,  L.  7.  C.  de  incolis.  En  consecuencia,  no  de- 
be confundirse  con  la  residencia,  que  sólo  es  un  hecho  tran- 
sitorio, que  no  produce  los  efectos  legales  del  domicilio,  por- 
que puede  uno  tener  varias  residencias,  pero  solamente  un 
domicilo;  por  lo  tanto,  cuando  éste  se  pierde,  debe  reempla- 
zarse con  otro,  para  determinar  con  la  debida  precisión  los 
efectos  que  él  produce;  en  resumen,  la  palabra  domicilio  ex- 
presa el  asiento  legal  y  por  lo  tanto  jurídico  de  una  persona. 
En  el  estado  actual  de  la  ciencia,  en  la  que  se  inspiran  al- 
gunas legislaciones  y  entre  ellas  la  de  México,  se  reconoce  la 
necesidad  de  distinguir  la  nacionalidad,  la  residencia  y  el  do- 
micilio, puesto  que  la  condición  de  las  personas  en  cada  uno 
de  los  casos  indicados,  genera  á  su  vez  derechos  y  obligacio- 
nes que  también  deben  distinguirse,  si  como  es  un  hecho,  las 
leyes  se  dividen  en  reales  y  en  personales,  que  al  mismo 
tiempo  tienen  un  carácter  diferente;  en  efecto,  las  personales 
siguen  al  individuo  desde  su  naciipiento  hasta  su  muerte,  en 
donde  quiera  que  él  resida,  aunque  cambie  de  un  paisa  otro, 
si  conserva  su  nacionalidad.  Las  leyes  reales,  ó  para  mejor 
expresarme,  las  territoriales,  varían  en  cada  Estado  por  la 
diversidad  de  aus  legislaciones,  y  en  cuanto  á  los  bienes,  obli- 
gan á  nacionales  y  extranjeros,  así  como  las  del  orden  públi- 
co; sin  embargo,  hay  casos,  y  son  frecuentes,  en  que  son  an- 
tagónicas las  leyes  personales  y  las  reales,  lo  que  determina 
serios  conflictos  que  la  acción  internacional  viene  á  veces  á 
resolver,  ó  la  jurisprudencia  establecida  conforme  á  los  pre- 
ceptos del  Derecho  internacional  privado.  Hechas  las  indica- 
ciones que  anteceden,  el  precepto  que  nos  ocupa,  establece, 
que  las  leyes  de  México  rigen  la  adquisición,  el  cambio  ó  la 
pérdida  del  domicilio,  quiere  decir,  que  las  declara  territoria- 
les, como  es  natural,  porque  los  accidentes  del  mismo  domicilio, 
producen  efectos  jurídicos  que  se  relacionan  íntimamente  con 
el  goce  de  los  derechos  civiles,  que  nuestras  leyes  acuerdan  al 
extranjero,  porque  entre  el  derecho  privado  y  el  domicilio 
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existe  una  relación  directa.  Esta  materia  es  independiente  de 
los  derechos  políticos,  cuyo  ejercicio  corresponde  exclusiva- 
mente al  nacional,  y  por  lo  tanto,  las  reglas  del  domicilio  son 
objeto  en  este  caso  del  Derecho  público. 

Antes  de  seguir  estudiando  estas  cuestiones,  es  preciso  ma- 
nifestar, como  un  precedente  legal,  que  es  esencia  del  domicilio 
que  sea  único,  por  más  que  en  el  derecho  romano  se  admitie- 
ra que  una  persona  podía  tener  dos;  principio  que  prevaleció 
después,  hasta  la  promulgación  del  Código  de  Napoleón,  en 
el  cual  se  establecía  aquella  unidad,  que  Malherbe  explicó, 
en  la  sesión  del  16  fructidor,  año  IX,  ante  el  Tribunado,  di- 
ciendo: '^Ningún  individuo  puede  tener  más  de  un  domicilio, 
aun  cuando  pueda  tener  varios  lugares  de  residencia.  Es 
esencial  no  dejar  duda  alguna  acerca  de  la  unidad  del  domi- 
cilio, para  prevenir  los  errores  y  los  fraudes  que  podía  pro- 
ducir el  principio  contrario,  admitido  por  la  antigua  juris- 
prudencia; esta  unidad  se  haya  establecida  positivamente  en 
la  ley."  En  efecto,  no  se  puede  adquirir  un  nuevo  domicilio 
sin  perder  el  anterior,  porque  es  esencial  en  él  que  sea  único, 
pues  de  otro  modo,  serían  frecuentes  los  errores  y  los  frau- 
des, que  la  ley  ha  querido  evitar  con  tan  justa  previsión;  por 
lo  tanto,  la  sucesión  se  abre  en  un  domicilio  único,  las  ac- 
ciones personales  se  intentan  ante  la  jurisdicción  del  domici- 
lio conocido,  y  ante  el  juez  de  la  residencia  si  aquél  no  lo  es; 
dichas  indicaciones,  nos  llevan  á  concluir  que  él  debe  ser  único, 
es  esta  una  necesidad  que  se  impone  por  la  naturaleza  mis- 
ma de  los  derechos  que  rige  su  reglamentación. 

En  toda  esta  materia  es  preciso  no  olvidar,  que  el  domicilio 
determina  la  competencia  de  los  tribunales  ante  quienes  pue- 
da ser  demandado  el  extranjero,  según  la  regla  del  derecho 
romano,  actor  seguitor  reiforum.  En  cuanto  á  la  residencia, 
ya  se  sabe  que  existiendo  marcada  diferencia  entre  ella  y  el 
domicilio,  no  produce  efectos  jurídicos,  aunque  hay  limitados 
casos  de  excepción;  finalmente,  si  el  domicilio  no  es  conocí- 
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do,  la  residencia  lo  suple  subsidiariamente;  por  consiguiente, 
cuando  el  extranjero  no  tiene  uno  determinado,  la  residencia 
surtirá  los  efectos  del  domicilio.  Como  el  art.  33  expresa  que 
la  adquisición,  cambio  ó  pérdida  del  domicilio,  se  rigen  por 
las  leyes  de  México,  y  estos  derechos  los  trata  nuestra  codifi- 
cación civil,  ala  cual  nos  remitimos,  puesto  que  es  obligatoria 
en  aquellos  casos,  seria  por  demás  entrar  en  el  comentario 
de  los  preceptos  relativos,  porque  haríamos  más  difuso  el 
presente  estudio.  Cierto  es  que  algunas  disposiciones  de  nues- 
tros Códigos  han  sido  muy  censuradas  en  cuanto  á  las  reglas 
que  presiden  las  relaciones  jurídicas  nacidas  con  el  domicilio, 
y  como  ejemplo  señalamos  el  art.  267  del  Código  de  procedi- 
mientos civiles,  pero  es  inoportuno  entrar  en  estas  discusiones 
que  aquí  huelgan,  puesto  que  debemos  atenernos  á  dichas 
leyes  en  todo  lo  que  se  refiera  al  extranjero,  á  quienes  obligan, 
conforme  al  art.  33,  aunque  con  ciertas  limitaciones,  pues  ya 
hemos  expresado  que  las  leyes  personales  que  rigen  su  esta- 
do y  capacidad  siguen  á  aquel  donde  quiera  que  vaya,  y  por 
lo  tanto,  el  domicilio  determina  el  derecho  territorial  espe- 
cial á  que  está  sujeto,  en  todo  lo  que  se  refiere  á  las  relacio- 
nes del  derecho  privado;  y  en  cuestiones  de  competencia,  por- 
que las  leyes  son  siempre  territoriales,  el  domicilio  fija  la  ju- 
risdicción. 

Consideraríamos  incompleto  el  comentario  del  art.  33,  si 
no  tratásemos,  aunque  sea  muy  brevemente,  de  las  entidades 
morales,  cuya  nacionalidad  se  rige  en  México  por  la  ley  que 
autoriza  su  formación;  pero  aquellas  que  se  constituyan  con- 
forme á  las  leyes  de  la  República,  serán  mexicanas  si  en  ella 
tienen  su  domicilio.  En  cuanto  á  las  personas  morales  ex- 
tranjeras, gozan  en  nuestro  país,  de  los  mismos  derechos  del 
país  de  su  domicilio,  siempre  que  aquéllos  no  sean  contrarios 
á  nuestras  leyes. 

Dichos  preceptos  se  imponen,  porque  al  mismo  tiempo  que 
el  individuo,  existen  las  personas  jurídicas,  ó  entidades  mo- 
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rales  que  tíenen  su  razón  de  ser  en  la  necesidad  de  satisfacer 
igualmente  determinados  fines  humanos,  que  para  realizarse, 
no  basta  el  sólo  esfuerzo  individual;  y  por  lo  tanto,  como  per- 
sonas jurídicas,  tienen  también  vida  propia  y  una  nacionali- 
dad dada;  por  consiguiente,  hay  sociedades  nacionales  y  so- 
ciedades extranjeras,  porque  siendo  su  esfera  de  acción  más 
amplia  y  más  dilatada,  á  veces,  para  obtener  el  cumplimiento 
de  sus  fines,  trasladan  su  domicilio  al  extranjero,  en  donde 
están  obligadas  á  regirse  por  las  leyes  del  país  en  que  resi- 
den; en  resumen,  en  toda  está  materia,  se  han  establecido  co- 
mo regla  común  las  siguientes  condiciones:  1^,  que  dichas 
entidades  sean  reconocidas  por  la  ley;  2^,  que  estén  domici- 
liadas en  el  país  en  que  se  constituyan,  y  3^,  que  tengan  el 
concepto  de  personas  jurídicas  conforme  á  la  ley.  Sin  embar- 
go, las  sociedades  extranjeras  ^ozan  en  México  de  los  dere- 
chos que  les  conceden  las  leyes  del  país  de  su  domicilio,  siem- 
pre que  éstas  no  sean  contrarias  á  las  nuestras. 

En  consecuencia,  entre  nosotros  se  sigue  la  práctica  gene- 
ralmente admitida  en  la  mayor  parte  de  las  demás  legisla- 
ciones, á  cuyo  efecto,  para  fijar  los  respectivos  derechos  en 
estas  modalidades  del  comercio  y  la  contratación,  dividen  la 
constitución  de  aquellas  entidades  morales  en  dos  categorías; 
en  la  primera,  entran  las  conocidas  con  el  nombre  de  socie- 
dades de  personas,  intuitas  personoBj  como  las  colectivas  y  en- 
comanditas;  y  en  la  segunda,  las  llamadas  sociedades  de  ca- 
pitales, destinadas  á  formar  las  grandes  empresas,  que  son 
las  que  se  dirigen  al  público  para  procurarse  los  recursos  que 
son  necesarios  á  su  objeto.  Gomo  generalmente  toman  la  for- 
ma anónima,  todos  los  asociados  se  encuentran  en  una  situa- 
ción igual,  y  la  parte  que  les  corresponde  se  llama  acciones, 
que  se  transmiten  fácilmente  por  el  traspaso  ó  endoso  y  por 
la  tradición,  y  son  negociables. 

Conforme  al  espíritu  de  nuestra  legislación,  y  á  nuestros 
textos  legales,  en  Méxi(x>  reconocemos  el  principio  estableci- 

61 


404 

do  generalmente,  de  que  las  personas  morales  creadas  regu- 
larmente conforme  á  las  leyes  de  su  país,  tienen  una  existen- 
cía  jurídica  que  debe  ser  reconocida  en  todas  partes,  como  la 
tienen  igualmente  las  personas  físicas,  porque  en  ambos  ca- 
sos existe  aquella,  teniendo  su  fundamento  en  la  ley,  aunque 
no  puede  negarse  al  legislador,  como  excepción,  por  razones 
de  seguridad  y  de  orden  público,  limitar  en  virtud  de  un  tex- 
to expreso,  algunos  de  sus  derechos  á  determinadas  entidades 
morales,  instituidas  con  carácter  social  mercantil.  Estos  son 
los  principios  que  preponderan  en  las  legislaciones  de  Euro- 
pa, á  cuyo  efecto  insertaremos  en  comprobación,  los  artículos 
relativos  de  la  ley  belga  de  18  de  Mayo  de  1873,  no  sin  ex- 
presar antes,  que  este  acuerdo  ha  sido  expreso  en  los  tratados 
franco-inglés  y  anglo-belga,  en  los  que  se  ha  concedido  la 
facultad  de  ejercer  todos  sus  derechos  á  las  sociedades  respec- 
tivamente procedentes  de  los  Estados  contratantes.  La  ley 
belga  de  18  de  Mayo  de  1873,  dice  así: 

Art.  128.  Las  sociedades  anónimas  y  las  demás  sociedades 
comerciales,  industriales  ó  financieras,  constituidas  y  estable- 
cidas en  país  extranjero,  podrán  practicar  sus  operaciones  y 
comparecer  en  juicio  en  Bélgica. 

Art.  129.  Toda  sociedad  cuyo  principal  establecimiento  es- 
té eñ  Bélgica,  está  sometida  á  la  ley  belga,  aun  cuando  el  ac- 
to constitutivo  se  haya  realizado  en  país  extranjero. 

Art.  130.  Los  artículos  relativos  á  la  publicación  de  los 
actos  y  balances  y  el  art.  66,  son  aplicables  á  las  sociedades 
extranjeras  que  funden  en  Bélgica  una  sucursal  ó  un  centro 
cualquiera  de  operaciones. 

Las  personas  encargadas  de  la  gestión  del  establecimiento 
belga  están  sometidas,  respecto  á  terceros,  á  igual  responsa- 
bilidad que  si  administraran  una  sociedad  belga. 

En  Francia,  las  sociedades  extranjeras  no  autorizadas,  cu- 
yo país  no  goce  del  beneficio  de  un  decreto  dictado  en  virtud 
de  la  ley  de  1857,  no  tienen  existencia  legal,  no  pueden  ejer- 


406 

cer  alli  derechos,  ni  practicar  operaciones,  ni  acudir  á  los  tri- 
bunales; pero  no  podrían  prevalerse  de  la  falta  de  autoriza- 
ción para  eludir  las  obligaciones  contraídas. 

Toda  esta  materia  tiene  relación  con  las  legislaciones  de 
los  países  que  suministran  los  capitales  á  nuestras  grandes 
empresas,  aunque  son  aquellas  leyes  tan  disímbolas  de  las 
nuestras,  que  se  ha  hecho  necesaria  la  reforma  del  art.  18  de 
la  ley  de  29  de  Noviembre  de  1897  sobre  emisión  de  obliga- 
ciones, facilitándose  así  en  la  República,  la  ejecución  y  el 
cumplimiento  de  los  contratos  celebrados  en  el  extranjero, 
para  dar  toda  clase  de  garantías  á  los  capitales  invertidos  en 
nuestro  país.  Las  reformas  expresadas,  vienen  á  atenuar  los 
inconvenientes  de  la  ley  indicada,  reformas  que  fueron  pro- 
mulgadas en  el  decreto  de  4  de  Junio  del  presente  año,  en  la 
forma  siguiente: 

''PORFIRIO  DÍAZ,  Presidente  Constitucional  de  los  Estados 
Unidos  Mexicaiiosy  á  sus  habitantes^  sabed: 

^*Que  el  Congreso  de  la  Unión  se  ha  servido  dirigirme  el 
decreto  siguiente: 

*^E1  Congreso  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  decreta: 

-^Artículo  único.  Se  reforma  el  artículo  18  de  la  ley  de  29 
de  Noviembre  de  1897,  en  los  términos  siguientes: 

'^Artículo  18.  Las  obligaciones  emitidas  en  el  extranjero 
por  sociedades  ó  empresas  establecidas  en  la  República,  pro- 
ducirán en  ésta  sus  efectos,  si  reúnen  los  siguientes  requi- 
sitos: 

I.  Que,  en  cuanto  á  la  forma  ó  solemnidades  externas  del 
contrato  que  hubiere  autorizado  la  amisión,  hayan  sido  ob- 
servadas las  leyes  del  país  del  otorgamiento. 

II.  Que  la  emisión  haya  sido  hecha  con  arreglo  á  las  leyes 
del  país  en  que  ella  hubiere  ocurrido. 

III.  Que  las  dos  anteriores  circunstancias  sean  comproba- 
das con  un  certificado  de  haber  sido  otorgado  el  contrato  y 
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hecha  la  emisión,  coa  arreglo  á  las  leyes  del  país  respectivo 
expedido  por  el  Ministro  que  en  él  tenga  acreditado  la  Re- 
pública, ó  en  defecto  del  representante  diplomático,  por  el 
Cónsul  Mexicano. 

IV.  Que  el  contrato  que  autorice  la  emisión  sea  protocoli- 
zado en  la  República  é  inscrito  en  el  Registro  Público  de  Co- 
mercio, según  lo  ordena  el  párrafo  XIY  del  articulo  21  del 
Código  de  Comercio. 

V.  Que  si  las  obligaciones  estuvieren  garantizadas  con  hi- 
poteca, ésta  sea  inscrita  con  arreglo  á  las  Jeyes  vigentes  en  el 
Estado,  Distrito  Federal  ó  Territorio  de  la  ubicación  de  los 
bienes. 

^'Articulo  19.  Las  obligaciones  y  los  derechos  que  nazcan 
del  contrato,  se  regirán  por  las  leyes  del  lugar  del  otorga- 
miento, siempre  que  no  sean  contrarias  á  las  leyes  mexicanas 
prohibitivas  ó  de  orden  público,  aunque  el  contrato  deba  ser 
ejecutado,  total  ó  parcialmente  en  la  República  Mexicana,  á 
no  ser  que  de  un  modo  expreso  se  estipule  en  el  contrato  que 
él  se  regirá  por  la  ley  mexicana. 

Las  obligaciones  aseguradas  con  hipoteca  de  inmuebles 
ubicados  en  la  República,  se  regirán  por  las  leyes  mexicanas, 
en  todo  lo  concerniente  á  la  garantía  hipotecaria. 

''Articulo  20.  Los  tribunales  mexicanos  serán  en  todo  ca- 
so, competentes  para  conocer  de  las  contiendas  que  se  susci- 
ten con  motivo  de  las  obligaciones  contraidas  con  arreglo  á 
esta  ley. 

^^M.  Sánchez  Mármol^  diputado  presidente. — Ignacio  Pom- 
bo^  senador  presidente. — Constancio  Peña  Idiáquez^  diputado 
secretario. — A,  Castañares^  senador  secretario. 

'Tor  lo  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  circule  y  se  le 
dé  el  debido  cumplimiento. 

"Dado  en  el  Palacio  del  Poder  Ejecutivo  de  la  Unión,  en 
México,  á  cuatro  de  Junio  de  mil  novecientos  dos. — Porfirio 
Díaz. — ^Al  C.  Lie.  Justino  Fernández,  Secretaria  de  Estado 
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y  del  Despacho  de  Justicia  é  Instrucción  Pública. — Presen- 
te." 

Y  lo  comunico  á  vd.  para  su  inteligencia  y  demás  fines. 

Libertad  y  Constitución.  México,  Junio  4  de  1902. — Jus- 
tino  Fernández. — Al  C 

En  el  importante  estudio  que  ha  hecho  el  notable  juriscon- 
sulto mexicano,  Sr.  Lie.  Emilio  Velasco,  sobre  las  deficien- 
cias de  la  ley  enunciada  antes  de  su  reforma,  se  indican  los 
vacíos  de  la  misma,  probándose  que  ella  no  está  apropiada  á 
las  condiciones  del  naedio  financiero  en  que  hoy  se  vive  en  Mé- 
xico. Dicho  estudio  se  publicó  en  los  **Comentarios  de  legis- 
lación patria"  que  varios  abogados  dedicamos  al  Señor  Pre- 
sidente de  la  República  el  1^  de  Diciembre  de  1900. 

Finalmente,  concluiremos  el  presente  estudio,  refiriéndonos 
al  domicilio  de  las  sociedades  comerciales,  las  que  si  son  ex- 
tranjeras lo  tendrán  en  el  país  en  el  que  estén  constituidas; 
sin  embargo,  en  caso  de  establecer  sucursales  en  México,  el 
domicilio  de  éstas  será  el  del  lugar  de  la  República  en  que 
se  hallen  situadas  dichas  sucursales.  Este  principio  que  es 
general,  admite  excepciones  en  lo  que  se  refiere  á  empresas  fe- 
rrocarrileras, que  se  rigen  por  ley  especial,  la  de  ferrocarriles 
expedida  el  29  de  Abril  de  1899,  cuya  ley  trata  en  su  capitulo 
IV,  desde  el  articulo  48,  la  materia  de  nacionalidad  y  per- 
sonalidad de  las  empresas.  Con  el  fin  de  hacer  conocer  esta 
importante  materia,  insertamos  á  continuación  para  termi- 
nar, los  preceptos  relativos  de  la  ley  enunciada. 

Artículo  48.  Las  compañías  cuyo  objeto  sea  construir  ó 
explotar,  ó  construir  y  explotar  un  ferrocarril,  podrán  orga- 
nizarse en  la  República  Mexicana  ó  en  el  extranjero. 

Articulo  49.  La  Empresa  será  siempre  mexicana,  aun 
cuando  la  compañía  haya  sido  organizada  en  el  extranjero, 
ó  aun  cuando  todos  ó  algunos  de  sus  miembros  sean  extran- 
jeros. Estará  sujeta  á.los  tribunales  de  la  Repilblica,  sean 
federales  ó  locales,  en  todos  los  negocios  en  que  aquellos  ten- 
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gan  jurisdicción  conforme  á  las  leyes.  Ella  y  todos  los  extran- 
jeros  y  los  sucesores  de  éstos  que  tomaren  parte  en  los  nego- 
cios de  la  misma,  ya  sea  como  accionistas,  empleados  ó  con 
cualquier  otro  carácter,  serán  considerados  como  mexicanos 
en  todo  cuanto  á  ella  se  refiera.  Nunca  podrán  alegar  res- 
pecto de  los  títulos  y  negocios  relacionados  con  la  Empresa, 
derecho  alguno  de  extranjería  bajo  cualquier  pretexto  que 
sea,  y  sólo  tendrán  los  derechos  y  medios  de  hacerlos  valer, 
que  las  leyes  de  la  República  conceden  á  los  mexicanos,  no 
pudiendo,  por  consiguiente,  tener  ingeri^ncia  alguna  los  agen- 
tes diplomáticos  extranjeros. 

Artículo  50.  La  Empresa  establecerá  en  la  capital  déla 
República,  uno  ó  más  apoderados  amplia  y  suficientemente 
autorizados  é  instruidos,  para  entenderse  con  el  Gobierno 
Federal  y  demás  autoridades  de  la  misma,  en  todos  los  ne- 
gocios referentes  á  las  obligaciones  que  le  imponga  la  conce- 
sión. 

Articulo  51.  La  Empresa  establecerá  su  domicilio  princi- 
pal en  la  ciudad  de  la  República  que  fije  la  concesión,  sin 
perjuicio  de  las  agencias  que  convenga  á  sus  intereses  tener 
en  los  diversos  lugares  del  país  ó  del  exterior. 

Articulo  52.  Las  compañías  de  ferrocarril,  en  caso  de  que 
su  Junta  Directiva  ó  Consejo  de  Administración  resida  en  el 
extranjero,  tendrán  en  la  República,  en  el  lugar  de  su  domi- 
cilio, ó  en  otro  lugar  que  designe  la  concesión,  una  Junta  lo- 
cal compuesta  de  Directores  ó  Consejeros  nombrados  confor- 
me á  sus  Estatutos  y  que  formarán  parte  de  su  Junta  Direc- 
tiva ó  Consejo. 

Articulo  53.  Los  Estatutos  determinarán  las  facultades  de 
la  Junta  local,  pero  en  todo  caso,  la  parte  de  la  Junta  Direc- 
tiva ó  Consejo  de  Administración  residente  en  el  extranjero, 
y  el  Comité  Ejecutivo,  si  lo  hubiere,  tendrán  obligación  de 
mandarle  copia  íntegra  y  certificada  de  las  actas  de  sus  se- 
siones y  de  las  resoluciones  que  tomaren;  también  se  les  re- 
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mitirá  copia  de  las  actas  de  las  asambleas  generales  de  ac- 
cionistas, y  se  le  dará  conocimiento  de  todos  los  contratos 
sobre  trai^^portes,  y  de  todas  las  operaciones  financieras  que 
tuvieren  lugar. 

Articulo  64.  Los  Estatutos  de  la  compañía,  los  reglamen- 
tos de  sus  relaciones  con  el  público,  para  todo  lo  que  no  esté 
prevenido  por  esta  ley  y  por  la  concesión,  y  las  modificacio- 
nes que  con  posterioridad  se  hagan  á  unos  y  otros,  se  some- 
terán á  la  aprobación  del  Ejecutivo  de  la  Unión.  Sin  este 
requisito,  no  tendrán  carácter  legal  ni  podrán  surtir  efecto 
alguno. 

Artículo  65.  El  ferrocarril  y  telégrafo  ó  teléfono,  los  terre- 
nos, edificios,  almacenes,  estaciones,  maquinaria,  útiles,  ma- 
teriales y  todos  los  demás  bienes  que  constituyan  el  ferroca- 
rril y  telégrafo  ó  teléfono,  son,  durante  el  término  de  la  con- 
cesión, propiedad  de  la  compañía,  con  las  limitaciones  que 
fija  esta  ley  y  que  establezca  la  concesión,  y  sujeta,  en  cuan- 
to á  su  construcción  y  explotación,  á  las  leyes  y  reglamentos 
sobre  ferrocarriles. 

Artículo  66.  Todos  los  bienes  expresados  al  principio  del 
artículo  anterior,  desde  el  momento  en  que  estén  incorpora- 
dos al  ferrocarril  y  telégrafo  ó  teléfono,  y  entre  tanto  formen 
parte  de  eUos  ó  les  estén  anexos,  se  rigen  por  el  Código  Civil 
del  Distrito  Federal,  en  cuanto  no  esté  determinado  por  le- 
yes especiales. 

Artículo  67.  Los  terrenos  incorporados  al.  ferrocarril,  no 
están  sujetos  á  las  servidumbres  legales,  en  cuanto  esas  ser- 
vidumbres sean  incompatibles  con  el  uso  á  que  dichos  terre- 
nos están  destinados.  Podrán  ser  arrendados,  previa  la  apro 
bación  de  la  Secretaria  de  Comunicaciones  y  Obras  Públicas, 
entre  tanto  se  les  emplea  en  ese  uso,  pero  durante  el  arren- 
damiento, el  terreno  arrendado  estará  sujeto  al  pago  de  im- 
puestos. 

Articulo  68.  Con  las  ressricciones  que .  establecen  los  ar- 
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ticulos  38  y  60  en  lo  concerniente  á  créditos  hipotecarios,  la 
Empresa  está  autorizada  para  celebrar  en  la  Repúbiica  Me- 
xicana ó  en  el  extranjero  todos  los  contratos  que  exijan  los 
objetos  de  la  concesión;  y  puede  emitir  toda  clase  de  acciones 
y  obligaciones,  y  disponer  de  ellas,  asi  como  hipotecar  á  in- 
dividuos ó  asociaciones  particulares,  las  vías  y  sus  dependen- 
cias. En  la  hipoteca  se  podrá  pactar,  previa  autorización  del 
Ejecutivo,  la  transmisión,  en  todo  ó  en  parte,  del  derecho  de 
explotar  la  vía. 

Articulo  59.  Ninguna  empresa  de  ferrocarril  podrá  direc- 
ta ó  indirectamente,  comprar  ó  arrendar,  ni  celebrar  contrato 
alguno  como  consecuencia  del  cual  adquiera  ó  tenga  prepon- 
derancia en  la  propiedad,  el  manejo,  administración  ó  inspec- 
ción de  otra  linea  construida  ó  en  vía  de  construcción,  ó  de 
la  concesión  de  una  línea,  que  hagan  concurrencia  á  alguna 
ó  algunas  líneas  construidas  ó  en  vía  de  construcción,  ó  con- 
cedidas á  dicha  empresa. 

Artículo  60.  Para  la  emisión  de  acciones  y  obligaciones,  se 
observarán  las  reglas  siguientes: 

I.  Levantados  los  planos  y  perfiles,  se  formarán  los  presu- 
puestos de  toda  la  obra. 

II.  Sobre  la  base  de  estos  presupuestos  y  de  los  derechos 
que  el  concesionario  se  haya  reservado,  se  fijará,  éon  aproba- 
ción del  Grobierno,  el  capital  en  acciones  y  obligaciones. 

III.  Lo  establecido  en  los  párrafos  anteriores,  no  impide 
que,  entre  tanto  se  formen  los  presupuestos,  se  emitan  accio- 
nes ú  obligaciones  ó  por  otros  medios  se  obtengan  los  fondos 
que  requiera  la  construcción. 

IV.  El  monto  de  capital  en  acciones  ú  obligaciones,  podrá 
aumentarse,  aun  después  de  formados  los  presupuestos  y  de 
fijado  aquél,  siempre  que  lo  exijan  las  necesidades  de  la  cons- 
trucción ó  la  explotación. 

y.  El  derecho  de  emitir  acciones  ú  obligaciones,  no  impli- 
ca que  sólo  por  esos  medios  puede  obtener  fondos  la  Empre- 
sa; podrá  usar,  para  este  fin,  todos  los  medios  legales. 
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VI.  La  Empresa  estará  obligada  á  poner  en  conocimiento 
de  ]a  Secretaria  de  Comunicaciones  y  Obras  Públicas,  todos 
los  actos  y  contratos  que  ejecutare,  en  ejercicio  de  los  dere- 
chos que  le  da  este  articulo. 

Artículo  61.  Todos  los  contratos  celebrados  en  el  extran- 
*  i^^Oy  ya  produzcan  obligaciones  personales  ó  reales,  que  ten- 
gan por  objeto  el  ferrocarril  ó  alguna  propiedad  inmueble 
incorporada  al  ferrocarril,  ó  telégrafo,  ó  teléfono,  se  rigen  por 
el  Código  Civil  del  Distrito  Federal,  en  los  términos  preve- 
nidos en  el  artículo  56.  Respecto  á  los  demás  contratos,  si 
sólo  producen  obligación  personal,  se  observará  lo  dispuesto 
en  el  párrafo  II  del  artículo  63. 

Artículo  62.  Las  hipotecas  constituidas  sobre  el  ferrocarril 
y  las  obligaciones  que  ellas  garantizan,  se  rigen,  si  el  contra- 
to ha  sido  otorgado  en  la  República,  por  el  Código  Civil  del 
Distrito  Federal,  en  lo  que  no  esté  determinado  por  esta  ley 
ó  por  leyes  especiales. 

Artículo  63.  Sí  el  contrato  ha  sido  otorgado  en  el  extran- 
jero, se  observarán  las  reglas  siguientes: 

I.  Respecto  de  las  formas  ó  solemnidades  externas,  regi- 
rán las  leyes  del  país  del  otorgamiento. 

II.  Las  obligaciones  y  derechos  que  nazcan  del  contrato, 
excepto  en  lo  concerniente  á  la  hipoteca,  se  rigen  también 
por  las  leyes  del  lugar  del  otorgamiento,  aunque  el  contrato 
deba  ejecutarse  en  todo  ó  en  parte  en  la  República  Mexica- 
na, á  no  ser  que  expresamente  se  declare  en  el  contrato  que 
éste  se  regirá  por  la  ley  mexicana,  en  cuyo  caso  será  regido 

^   por  el  Código  Civil  antes  mencionado. 

III.  La  hipoteca  se  regirá  por  el  Código  Civil  del  Distrito 
Federal,  en  loque  no  esté  determinado  poresla  ley.. 

Artículo  64.  La  hipoteca  podrá  constituirse  sobre  todas  las 
líneas  que  forman  el  sistema  de  la  Empresa  ó  sobre  una  sola 
línea  que  sea  parte  de  aste  sistema,  por  todo  el  término  que 
dure  la  concesión.  Ella  comprende,  salvo  pacto  en  contrario: 

52 


412 

I.  La  concesión  con  la  subvención,  franquicias,  exencio- 
nes, derechos  y  obliganes  en  ella  contenidos. 

II.  La  vía  con  todos  los  terrenos,  estaciones,  depósitos,  al- 
macenes y  talleres,  todos  los  edificios  anexos  al  ferrocarril  y 
telégrafo  ó  teléfono,  y  en  general  todo  lo  que  le  pertenece. 

III.  Todo  el  material  fijo  y  móvil  empleado  en  la  construc- 
ción, explotación,  reparación,  renovación  y  conservación  de 
la  vía  y  sus  dependencias. 

IV.  Los  capitales  enterados  por  la  Empresa  para  la  ex- 
plotación y  administración  del  camino  de  fierro,  el  dinero  en 
caja  de  la  explotación  corriente,  los  créditos  nacidos  directa- 
mente de  la  explotación,  y  los  derechos  otorgados  á  la  Em- 
presa por  terceros. 


CAPITULO  XXXIX. 
De  los  derechos  y  obligaciones  de  los  extranjeros. 

(Continúa.) 

SUMARIO. — La  ley  del  domicilio  se  relaciona  con  los  antagonÍBmoB  del 
principio  de  la  territorialidad  y  el  de  la  personalidad  del  derecho, 
conforme  á  la  época  en  que  ha  preponderado  uno  ú  otro  principio. — 
En  Europa  está  casi  universalmente  reconocida  la  personalidad  de 
las  leyes,  y  todavía  lucha  la  territorialidad  de  las  mismas. — Esta  lu- 
cha es  hi»«tórica,  porque  siempre  ha  estado  el  individuo  y  la  sociedad 
uno  en  presencia  de  la  otra. — Por  fin,  el  hombre  reconociendo  en  sí 
sus  derechos  en  el  estado  de  naturaleza,  reacciona  contra  el  pasado 
y  los  hace  reconocer. — Se  debe  á  la  dirección  abstnicta  que  dio  A 
estas  cuestiones  la  filosofía  del  siglo  XVIII,  condensadas  en  la  Revo- 
lución francesa,  en  la  célebre  declaración  de  los  derechos  del  hombre. 
— Estas  ideas  pasaron  al  <!?ódigo  de  Napoleón,  en  el  que  se  consagró 
la  personalidad  del  derecho. — Sin  embargo,  el  principio  extricto  no 
debe  aplicarse. — Si  el  hombre  puede  expatriarse  y  cambiar  de  nacio- 
nalidad, bien  puede  adoptar  la  ley  extranjera  en  el  país  en  que  resi- 
de, con  el  fin  de  regir  sus  relaciones  jurídicas,  nacidas  de  sus  dere 
choB  privados. — El  fundamento  es,  que  todas  estas  situaciones  las 
resuelve  la  libre  Voluntad. — Cierto  es  que  las  jurídicas  tienen  la  li- 
mitación de  no  perjudicar  ni  el  orden  público  ni  el  diTecho  de  un  ter- 
cero.— Por  último,  la  obligada  sumisión  á  la  ley  nacional,  ausente  de 
la  patria,  conculca  en  el  hombre  el  derecho  natural,  es  decir,  su  prin- 
cipal proyección,  la  libertad. — G(>ncepto  hisfóríco  del  principio  de  la 
personalidad  de  las  leyes. — Motivos  imprescindibles  que  hacen  nece- 
sario el  principio,  en  la  mayor  parte  de  las  naciones  del  Continente 
europeo. — En  América  es  distinta  la  situación  de  los  pueblos. — Sus 
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))ráctica8  j  bus  libérrimas  instituciones,  hacen  de  sn  suelo  la  patria 
de  todos. — Las  leyes  sobre  inmigración,  han  atraído  á  esto  continen- 
te la  plétora  y  el  excedente  de  la  población  europea. — Las  colonias 
extranjeras  han  hallado  en  él  su  bienestar  y  su  fortuna. — En  Euro- 
pa, por  el  contrarío,  se  debaten  en  la  solución  de  dificilísimos  proble- 
mas económicos,  qu  de  continuo  agitan  á  los  pueblos.— México,  ne- 
cesita también  acrecentar  la  corriente  do  inmigración  en  hu  suelo, 
y  por  lo  tanto,  debe  procurar  la  asimilación  del  extranjero. — Esto 
80  consigue,  adoptando  la  ley  del  domicilio  para  regir  los  derechos 
del  extranjerp. — Por  excepción,  en  este  caso,  y  por  el  bien  de  nues- 
tra patria,  nos  declaramos  partidarios  de  la  ley  territorial,  con  el  do- 
micilio. 

Toda  esta  materia  del  domicilio,  en  la  cual  no9  hemos  de- 
tenido lo  bastante,  por  lo  menos  en  lo  que  permite  la  índole 
de  esta  obra,  está  intimamente  relacionada  con  los  antagonis- 
mos que  hemos  tenido  ocasión  de  señalar  en  el  curso  de  nues- 
tros estudios,  y  que  s^  refieren  á  la  pugna  entre  los  dos  prin- 
cipios que  han  venido  disputándose  la  supremacía  según  la 
época  histórica,  y  el  estado  social  en  que  la  humanidad  ha 
marcado  su  paso  y  sus  etapas  por  la  extensión  del  plane- 
ta, es  decir,  el  principio  de  la  territorialidad  de  las  leyes 
y  el  de  la  personalidad  del  derecho^  cuyos  antagonismos, 
han  determinado  una  fisonomía  peculiar  á  las  relaciones  ju- 
rídicas, cuando  ha  preponderado  uno  ú  otro  sistema.  La  evo- 
lución de  ambos,  en  el  espacio,  la  señalamos  con  alguna  de- 
tención en  los  primeros  capítulos  de  esta  misma  obra,  hasta  el 
momento  en  que  la  escuela  italiana,  y  el  Código  de  Napoleón 
también,  consagraron  la  personalidad  de  las  leyes,  como  una 
institución  llamada  á  ser  en  el  porvenir  el  desiderátum  que 
debía  resolver  esta  cuestión  histórica  bajo  los  dictados  del 
predominio  que  la  personalidad  humana  ha  alcanzado  con  la 
civilización  actual,  que  da  al  hombre  por  patria  el  planeta,  y 
por  ley  la  consagración  de  los  derechos  que  le  son  inherentes, 
los  que  hoy  le  han  sido  uniVersalmente  reconocidos,  porque 
se  imponen  como  poderes  del  hombre  en  el  estado  de  natura- 
leza. Sin  embargo,  el  principio  de  la  territorialidad  de  las  le- 
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yes,  preponderante  en  la  época  feudal,  no  se  considera  venci- 
do, y  la  lucha,  aunque  amenguada,  todavía  está  en  pie  entre 
ambos  principios,  lucha  que  se  observa  en  la  sucesión  de  la 
historia,  en  la  que  el  hombrey  el  Estado,  uno  en  presencia  del 
otro,  intentan  hacer  valer  sus  derechos,  el  primero  con  su 
individualismo  innato,  el  Estado  pretendiendo  invadirlo  y 
avasallarlo  todo  para  alcanzar  sus  fines,  y  con  ellos  su  con- 
jservación  y  su  existencia. 

En  efecto,  la  historia  misma  nos  relata,  que  el  individuo 
fué  absorbido  primeramente  por  el  Estado  antiguo  y  subyu- 
gado después  por  la  potestad  imperial,  más  tarde  por  la  mo- 
narquía absoluta,  de  cuyo  último  periodo  no  creemos  conve- 
niente ocuparnos,  porque  no  hay  quien  no  recuerde  que  se 
afirmó  en  la  Edad  Media  á  expensas  del  feudalismo,  alcan- 
zando con  Luis  XIV,  su  mayor  grado  de  esplendor  y  de  po- 
der; pero  llega  un  momento  en  que  el  individuo,  como  acabo 
de  expresar,  observa  en  este  largo  periodo  de  la  historia,  la 
completa  negación  de  su  personalidad,  porque  se  halla  solo, 
encontrando  en  torno  de  si  inmenso  vacío;  y  por  medio  de  la 
abstracción,  reacciona  contra  aquella  situación,  y  se  afirma 
como  principio  y  fin  del  mundo  moral,  sintiendo  en  si  mis- 
mo derechos  innatos,  cuyo  reconocimiento  se  imponía  como 
poderes  del  hombre  en  el  estado  de  naturaleza.  De  este  prin- 
cipio, desarrollado  por  la  filosofía  del  siglo  XVIII,  bajo  el- 
concepto  de  la  bondad  nativa  del  individuo,  de  su  origina- 
ria libertad  hereditaria  y  de  su  derecho  natural  primitivo, 
emana  toda  esta  dirección  abstracta,  cuyo  punto  de  partida 
se  observa  en  la  Revolución  francesa,  y  que  se  condensó  lue- 
go en  el  preámbulo  de  la  Constitución  de  1791,  en  la  célebre 
''Declaración  de  derechos;"  revolución  fué  ésta,  que  determinó 
la  caída  del  mundo  antiguo. con  todos  sus  errores,  con  toda 
su  barbarie,  con  todas  las  vejaciones  de  que  habían  sido  víc- 
tima los  pueblos  y  por  ende  el  individuo,  absorbido  como 
medio,  para  los  fines  del  Estado. 
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En  consecuencia,  y  bajo  la  dirección  que  la  Revolución 
francesa  dio  á  todas  estas  cuestiones,  que  tanto  habían  agi- 
tado el  interés  del  individuo  y  los  de  la  sociedad,  no  era 
extraño  que  el  Código  de  Napoleón,  inspirado  en  las  mismas 
ideas,  las  concretara  en  la  ley,  declarándose  por  la  personali- 
dad del  derecho,  porque  las  naciones  que  siguen  este  prin- 
cipio, comprenden,  entre  otras  rasones,  que  la 'humanidad 
tiecesita  para  completarse  y  robustecerse  entrar  en  la  vida 
internacional,  que  es  un  elemento  eminentemente  civilizador, 
lo  cual  no  seria  posible  si  los  Estados  impusieran  sus  leyes 
territoriales  al  extranjero,  en  lo  que  se  refiere  á  su  estado  y 
capacidad  jurídica. 

La  escuela  italiana,  de  la  cual  procede  en  linea  recta  desde 
la  época  de  los  post-glosadores,  esta  dirección  que  ha  entra- 
do ya  como  precepto  en  la  codificación  de  nuestra  edad,  fun- 
dó el  principio,  á  su  vez,  en  un  criterio  justo  y  racional,  por- 
que establece  un  limite  al  poder  social,  con  la  libertad  indi- 
vidual del  ciudadano,  quien,  sin  ofender  á  nadie,  hace  uso  de 
su  derecho  privado,  que  debe  ser  universalmente  reconocido, 
puesto  que  pertenece  al  hombre  como  una  de  tantas  mani- 
festaciones'del  derecho  natural,  en  el  que  se  señala  como  la 
más  preciosa  garantía  la  libertad  personal,  por  la  cual  él 
puede  elegir  una  nacionalidad,  y  al  mismo  tiempo  la  legis- 
lación civil  que  sea  la  más  conveniente  y  la  más  conforme  á 
sus  legitimas  aspiraciones. 

Sin  embargo,  creemos  que  el  sistema,  tal  como  lo  practican 
las  naciones  en  que  prepondera,  es  decir,  en  su  sentido  es- 
tricto, falsea  el  principio  fundamental  en  que  se  inspira,  por- 
que las  ventajas  humanitarias  que  debía  producir,  se  redu- 
cen á  los  estrechos  limites  en  que  sólo  se  encuentra  la  satis- 
facción del  orgullo  político  y  científico  nacionales,  extendiendo 
el  Estado,  adonde  quiera  que  vayan  sus  subditos,  el  imperio 
de  sus  leyes,  para  mantener  su  autoridad,  aun  fuera  de  su  so- 
beranía territorial;  es  decir,  el  ciudadano  ausente  no  puede, 
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en  materia  de  derechos  privados,  romper  el  lazo  que  le  liga 
con  su  patria,  deseonociéndose  de  esta  manera,  que  cuando  el 
extranjero,  busca  franca  y  honradamente  una  existencia  me- 
jor, y  se  liga  á  un  precepto  del  orden  civil  que  no  es  el  de 
su  país,  no  falta  al  cumplimiento  de  su  propia  ley,  f>ino  por 
el  contrario,  aspira  á  la  satisfacción  del  derecho  humano,  que 
por  ser  universal,  debe  ser  impartido  donde  quiera  que  el 
hombre  tenga  necesidad  de  su  asistencia,  porque  hoy  es  en 
el  mundo,  sujeto  del  derecho,  y  no  como  en  la  antigüedad, 
objeto  del  derecho. 

Por  otra  parte,  siendo  en  el  individuo,  primordial  facul- 
tad, la  libertad,  la  cual  usa  al  expatriarse,  y  también  en  el 
cambid  voluntario  de  nacionalidad,  y  reconocidos  además  sus 
derechos  privados,  como  proyecciones  obligadas  del  derecho 
natural,  si  se  le  priva  de  elegir  la  ley  territorial  que  sea  más 
conforme  con  el  ejercicio  de  aquellos  derechos,  se  vulneraria 
el  mismo  derecho  natural,  que  está  sobre  cualquier  otro  de- 
recho, por  más  que  se  trate  del  nacional,  que  no  puede,  por 
razones  de  soberanía,  conculcar  los  que  se  imponen  como  po- 
deres del  hombre  en  el  estado  de  naturaleza;  por  consiguien- 
te, resumiendo  todo  este  estudio,  de  él  resulta  que  el  princi- 
pio de  la  personalidad  de  las  leyes,  debe  fundarse  en  la  libre 
voluntad  del  individuo,  siguiéndole  adonde  quiera  que  vaya, 
pero  con  la  condición  de  que  en  la  nación  en  donde  se  esta- 
blezca, pueda  elegir  la  ley  civil  del  mismo  Estado  en  sus  re- 
laciones jurídicas,  siempre  que  no  perjudique  los  derechos  de 
un  tercero,  en  el  orden  civil  del  país  de  donde  proceda,  ni  en 
aquel  en  que  reside.  f!n  efecto,  si  la  libre  expatriación  y  la 
naturalización  que  generalmente  es  su  consecuencia,  rompen 
los  vínculos  con  la  patria  de  origen,  ¿por  qué  no  conceder  al 
extranjero  ausente,  el  derecho  de  regir  sus  relaciones  jurídi- 
cas en  el  orden  privado,  por  la  ley  territorial  del  país  en  que 
se  ha  establecido,  sin  romper  los  mismos  vínculos  de  su  na- 
cionalidad? 
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Estas  consideraciones  nos  llevan  á  aceptar  el  principio  te- 
rritorial del  domicilio,  para  regir  las  relaciones  jurídicas  del 
extranjero,  en  el  caso  de  excepción  indicado,  por  más  que 
seamos  partidarios,  en  principio,  de  la  personalidad  de  las  le- 
yes, porque  segi\n  hemos  manifestado  en  el  curso  de  estos 
estudios,  creemos  que  la  patria  se  proyecta  con  el  hombre 
donde  quiera  que  él  asiente  su  planta  sobre  el  planeta,  pero 
también  contesamos  que  el  individuo  lleva  en  si  por  el  mun- 
do su  derecho,  y  el  más  preciado  que  le  acuerda  la  naturale- 
za, es  su  libertad,  de  la  cual  puede  hacer  uso  ampliamente, 
con  la  sola  limitación  de  respetar  los  derechos  de  sus  seme- 
jantes. 

Bajo  el  mismo  orden  de  ideas,  insistimos  en  afirmar  que 
el  principio  de  la  nacionalidad  de  las  leyes,  es  el  más  confor- 
me con  las  aspiraciones  del  individuo,  que  lleva  asi  sus  de- 
rechos al  país  en  que  reside,  es  decir,  los  adquiridos  en  su 
patria,  rigiendo  en  el  extranjero,  su  estado  y  capacidad,  su 
propia  ley;  porque  no  sería  justo  aplicar,  entre  otros  casos 
análogos,  en  relaciones  jurídicas  de  familia,  la  ley  territorial 
al  extranjero  domiciliado  en  un  Estado,  pues  la  diferencia 
de  las  legislaciones  perturbaría  hondamente  el  goce  de  aque- 
llos derechos,  nacidos  con  el  hombre  en  su  misma  patria. 
Sin  embargo,  el  principio,  para  ser  fructuoso,  debe  fundarse 
en  la  libertad  de  optar  por  la  ley  nacional  6  la  territorial, 
pues  en  todos  los  casos  en  que  se  manifiesta  el  derecho  de 
expatriación,  su  consecuencia  inmediata  es  la  libre  voluntad 
para  vivir,  eligiendo  el  medio  más  apropiado  al  individuo,  con 
el  objeto  de  alcanzar  sus  fines  en  la  humana  conveniencia,  por 
medio  del  desarrollo  de  sus  facultades  ñsicas,  intelectuales  y 
morales;  por  consiguiente,  desde  él  momento  en  que  una 
legislación,  pusiera  trabas  al  ejercicio  legitimo  de  aque- 
llas facultades,  se  conculcaría  uno  de  los  derechos  más  pre- 
ciados en  el  hombre,  su  libertad,  que  como  un  derecho  natu- 
ral, no  puede  ser  desconocido  por  las  legislc^ciones,  cuyo 
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principal  fin,  es  reglamentar  los  que  proceden  de  la  naturale- 
za humana,  no  debiendo  olvidar  la  ley,  que  aquellos  derechos 
son  originarios,  como  nos  lo  enseña  su  concepto  histórico, 
con  la  filosofía  estoica,  principio  que  después  fué  consignado 
en  la  Instituta,  que  completó  aquel  concepto,  dándole  el 
carácter  d^  principio  imperativo:  Jure  enim  naturali  omnes 
Aomine  ab  initio  liberi  nascebantur,  Quod  adjusnaturale  attinet 
omnes  hondnes  cequalü  sunt;  y  aquel  Cuerpo  del  Derecho,  se 
refiere  á  la  libertad  y  á  la  igualdad,  facultades  inherentes  á 
la  humana  personalidad. 

En  resumen,  cuando  un  Estado  obliga  á  sus  nacionales 
ausentes  á  seguir  contra  su  voluntad  sus  leyes  patrias,  con- 
culca el  principio  de  la  personalidad  del  derecho,  que  sólo 
puede  ser  aceptable  cuando  es  voluntario,  puesto  que  siendo 
una  teoría  desautorizada  por  el  derecho  de  gentes,  que  no 
puede  romperse  el  vinculo  con  la  patria  para  obtener  una 
nueva  nacionalidad,  seria  aún  más  injusto  pretender  que  el 
subdito  ausente,  no  pudiera  hacer  uso  de  una  libertad  inofen- 
siva, por  cierto,  y  al  mismo  tiempo  legitima,  consagrada  en  el 
libre  ejercicio  de  sus  derechos  privados. 

En  la  historia,  que  con  tanta  verdad  nos  demuestra  la  evo- 
lución de  las  instituciones  humanas,  desde  que  comenzó  á  in- 
dicarse un  estado  social  incipiente,  hallamos  á  no  dudarlo  el 
origen  de  estas  tendencias  de  la  personalidad  del  derecho;  en 
efecto,  el  principio  comenzó  á  indicarse  desde  el  siglo  XIV 
en  la  misma  Italia  con  la  teoría  de  los  estatutos,  la  cual,  al 
desarrollarse  en  el  espacio,  ha  llegado  á  nuestra  época  reac- 
cionando contra  el  principio  de  la  territorialidad  de  las  leyes, 
preponderante  en  el  régimen  feudal.  Por  otra  parte,  es  un 
hecho  indudable,  que  cada  Estado,  á  pesar  de  la  acción  in- 
ternacional, de  suyo  civilizadora,  explica  y  aplica  sus  siste- 
mas según  su  propia  conveniencia,  en  uso  de  su  soberanía;  y 
no  es  de  extrañar  que  aún  hoy  mismo,  en  que  el  derecho  de 
gentes  moderno  va  indicando  una  dirección  más  humanitaria 
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á  las  relaciones  internacionales,  el  principio  de  la  soberanía 
é  independencia  de  los  Estados,  á  que  antes  nos  hemos  referi- 
do, venga  á  amenguar  las  inapreciables  conquistas  alcanza- 
das en  la  humana  conveniencia. 

Bajo  otro  orden  de  ideas,  pero  que  ellas  convergen  al  mis- 
mo fin,  no  podemos  desconocer  que  en  Europa,  cuyas  nacio- 
nes cuentan  una  vida  secular,  bien  sea  por  razones  etnográ- 
ficas y  biológicas  también,  se  han  visto  separadas  por  diferen- 
cias radicales,  que  aun  las  han  llevado  á  sostener  desastrosas 
guerras  para  poder  conservar  su  propia  existencia,  ó  por  lo 
menos  la  integridad  de  su  territorio;  semejante  situación^ 
sucediéndose  en  la  historia  hasta  la  época  actual,  ha  deter- 
minado, á  pesar  de  los  avances  de  la  civilización  adelantadí- 
sima de  la  presente  edad,  ciertas  desconfianzas,  que  hacen 
impracticables  las  conquistas  alcanzadas  en  la  ciencia  y 
en  algunas  legislaciones,  en  lo  que  al  extranjero  se  refie- 
re; por  tal  motivo,  como  uno  de  tantos  resultados  -de  aquel 
estado  de  cosas,  se  procura  en  Europa  que  el  subdito  ausen- 
te, no  rompa  por  completo  el  vínculo,  con  la  patria,  obligán- 
dole á  la  obediencia  de  sus  leyes  aun  en  el  país  en  que  resi- 
da; tales  son,  á  nuestro  modo  de  ver,  las  causales  en  que  se 
funda  la  personalidad  del  derecho  en  el  Continente  europeo,  y 
al  mismo  tiempo  las  razones  históricas  que  han  dado  vida  al 
principio,  que  ha  entrado  como  precepto  obligatorio  en  aque- 
llas legislaciones,  aunque  con  los  graves  inconvenientes  que 
en  el  presente  estudio  hemos  señalado. 

Afortunadamente,  en  el  Continente  americano,  estamos 
muy  lejos  de  hallarnos  en  esta  situación.  Las  naciones 
que  lo  forman,  apenas  han  entrado  á  la  vida  de  Estados  in- 
dependientes, y  no  hay  entre  ellos  diferencias  que  los  separen; 
todos  de  consuno  procuran  su  bienestar,  y  afianzar  por  medio 
de  la  paz  las  libérrimas  instituciones  que  los  rigen,  porque 
la  América  es  el  país  de  la  libertad,  y  también  puede  decirse 
sin  hipérbole,  la  patria  de  todos;  en  ella  no  hay  exclusivismo 
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de  nacionalidades  ni  de  razas,  todo  el  que  pisa  su  territorio,  tie- 
ne los  mismos  derechos  que  el  nacional,  siéndole  fácil  con  el 
concurso  de  su  trabajo  honrado,  formarse  una  fortuna  y  la. 
brar  su  bienestar  y  el  de  su  posteridad.  Como  ejemplo,  po- 
demos citar  la  asombrosa  prosperidad  de  los  Estados  Unidos 
de  América,  que  abriendo  sus  fronteras  á  todas  las  naciones, 
y  dando  positivas  garantías  al  extranjero,  ha  palpado  los  re- 
sultados de  sus  prácticas,  y  su  sistema,  en  los  que  han  entra- 
do como  principal  elemento  sus  leyes  sobre  in migración ^  por 
medio  de  la  cual  ha  recibido  y  extendido  en  su  vastísimo 
territorio,  el  excedente,  la  plétora  de  población  que  en  Euro- 
pa ha  luchado  y  lucha  hasta  ahora  por  la  vida,  determinando 
en  el  viejo  continente  esta  situación,  problemas  económicos  y 
sociales  que  aun  hoy  mismo  no  han  alcanzado  una  solución 
conveniente  y  en  la  cual  se  debaten  aquellas  naciones. 

La  República  Argentina  también  debe  á  la  inpiigración  su 
actual  prosperidad,  y  á  México  llegan  los  capitales  extranje- 
ros y  se  aumentan  las  colonias  de  los  mismos,  notándose  un 
movimiento  inusitado  ^n  la  explotación  de  la  riqueza  de  nues- 
tro suelo,  que  abarca  todas  las  zonas  y  produce  todos  los  ele- 
mentos úe  vida  con  que  la  naturaleza,  pródiga  en  sus  dones, 
ha  dotado  á  nuestra  patria;  cierto  es  que  estos  progresos,  es- 
te bienestar,  lo  debemos  á  la  paz  y  á  una  administración  sa- 
biamente regulada  por  la  mano  del  Sr.  General  Díaz,  á  quien 
ha  secundado  patrióticamente  su  actual  Gabinete. 

Sin  embargo,  á  nuestro  modo  de  ver,  aún  falta  algo  que 
hacer  en  materia  de  extranjería.  Creemos  que  se  necesita 
procurar;  que  desde  el  momento  en  que  el  extranjero  pise  • 
nuestro  territorio  y  en  él  se  establezca,  se  asimile  al  elemen- 
to nacional,  4>orque  si  bien  se  concede  á  aquél  el  pleno  goce 
de  sus  derechos  privados,  lo  mismo  que  al  mexicano,  ¿qué 
motivo  hay  para  que  por  excepción  en  México  el  extranjero  si- 
ga la  ley  de  su  patria  y  no  se  rijan  sus  relaciones  jurídicas  por 
la  ley  de  su  domicilio?  Recordamos  que  conforme  al  princi- 
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pió  de  la  personalidad  del  derecho,  del  cual  somos  partida- 
rios, con  las  limitaciones  que  antes  hemos  indicado,  el  extran- 
jero, en  lo  que  se  refiere  á  su  estado  y  capacidad,  se  rige  por 
la  ley  de  su  país  de  origen;  con  este  motivo,  desde  que  nace 
hasta  que  muere  sabe,  y  también  sus  hijos,  que  las  leyes  me- 
xicanas, no  les  obligan,  y  esta  situación  jurídica  establece  un 
valladar  que  se  opone  de  continuo  á  la  asimilación  del  extran- 
jero, tan  deseada  y  tan  necesaria  en  México,  para  su  futura 
prosperidad,  ya  que  hemos  entrado  en  tan  anhelei^da  senda. 
En  los  Estados  Unidos  de  América,  y  en  la  República  Ar- 
gentina, obliga  á  todos  la  ley  del  domicilio,  que  ha  sido  el 
elemento  más  favorable  para  la  asimilación  del  extranjero 
con  el  nacional,  dando  por  resultado,  que  la  unidad  de  la 
ley,  aplicable  á  las  relaciones  jurídicas,  ha  producido  la  uni- 
dad en  las  aspiraciones  de  todos  para  obtener  el  bien  proco- 
.munal,  y  por  ende,  la  asombrosa  prosperidad  de  aquellas  na- 
ciones; y  aquí  repetimos,  para  concluir,  que  «con  respecto  á 
México,  por  las  condiciones  excepcionales  en  que  se  encuen- 
tra, y  necesitando  el  elemento  extranjero  para  consolidar  su 
naciente  prosperidad,  deben  nuestras  leyes  abandonar  por 
ahora,  el  principio  de  la  nacionalidad  del  derecho,  y  optar  por 
la  ley  del  domicilio. 

Con  las  explicaciones  que  anteceden,  creemos  que  no  se  nos 
tachará  xle  inconsecuentes,  porque  al  tratar  en  nuestra  obra  de 
los  dos  principios  que  con  este  motivo  se  han  venido  dispu- 
tando en  el  espacio  la  supremacía,  nos  declaramos  hoy  por  la 
ley  del  domicilio,  aunque  excepcionalmente. 


CAPITULO  XL. 
De  los  derechos  y  obligaciones  de  los  extranjeros. 

(Continúa.) 

SUMARIO. — Comentario  del  art.  34,  que  contiene  el  mismo  precepto  es- 
tablecido en  el  art.  29  de  la  .Constitución,  aunque  aquella  ley  se  re- 
fiere  á  los  extranjeros. — Comentario  del  art.  35,  que  transcribe  la  par- 
te final  de  la  Constitución. — Trata  de  la  obligación  que  tienen  los 
extranjeros  de  contribuir  á  los  gastos  públicos. — Deben  también  res- 
petar las  instituciones  y  obedecer  las  leyes  y  á  las  autoridades  del 
país. — ^La  parte  final  del  artículo,  establece  el  caso  en  que  los  extran- 
jeros, pueden  apelar  á  la  vía  diplomática  por  retardo  voluntario  ó  de- 
negación de  justicia. — Sin  embargo,  no  pueden  intentar  más  recursos 
que  los  que  las  leyes  conceden  á  los  mexicanos. — Opinión  de  Wattei 
en  esta  cuestión,  fa  cual  está  generalmente  aceptada. — Comentario 
del  art.  36,  que  prohibe  á  los  extranjeros  el  ejercicio  de  los  derechos 
políticos.  —  Son  los  únicos  de  que  no  gozan  en  nuestro  país. — 
A  pesar  de  esto,  pueden  emitir  libremente  sus  ideas  en  los  asuntos 
políticos  de  la  República. — De  lo  contrario,  se  vulnerarían  las  garan- 
tías constitucionales  consignadas  en  los  ariiculos  6  y  7,  couk)  dere- 
chos del  hombre. — En  ejercicio  de  éstos,  las  colonias  extranjeras  tie- 
nen órganos  periódicos  en  el  país,  en  los  que  emiten  libremente  sus 
ideas  sin  previa  censura  ni  fianza  alguna. — La  única  limitación  con- 
forme al  texto  constitucional,  es  el  respeto  á  la  vida  privada,  á  la' 
moral  y  á  la  paz  pública.— Sin  embargo,  los  extranjeros  pueden  ejer- 
cer funciones  públicas  por  nombramiento  del  Gobierno,  pero  on  este 
caso  se  colisideran  naturalizados. — El  art.  36  de  la  ley,  es  consecuen- 
cia del  art.  32  constitucional. — Comentario  del  art.  37,  que  trata  de 
la  excepción  del  servicio  militar  respecto  de  los  extranjerot. — Bn 
cambio,  sólo  los  domiciliados  están  obligados  á  hacer  el  de  policía  en 
casos  determinados. — Nuestra  legislación  no  ha  sido  uniforme  en  di- 
os casos. — La  ley  actual  ha  adoptado  las  disposiciones  de  la  de  1? 
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de  Febrero  de  1856,  que  es  la  más  equitativa. — Nuestros  tratados 
vigentes  en  lo  que  al  servicio  militar  se  refieren. — Podemos  señalar 
el  de  5  de  Abril  de  1831,  celebrado  con  los  Estados  Unidos  de  Amé- 
rica.— El  de  14  de  Diciembre  de  1870  con  Italia. — El  de  5  de  Diciem- 
bre de  1882  con  el  Imperio  alemán. — En  todas  estas  convenciones) 
quedan  exceptuados  del  servicio  militar  los  residentes  extranjeros  de 
los  respectivos  países. — Legislación  coniparada,  tomando  como  base 
Alemania  y  Francia. — El  principio  establecido  universalmente  en 
Derecho  internacional,  consagra  la  excepción  del  servicio  militar  en 
los  extranjeros. — Sin  embargo,  los  domiciliados  tienen  la  obligación 
de  hacer  determinados  servicios  de  policía  para  la  seguridad  de  las 
propiedades  y  la  conservación  del  orden  en  el  lugar  de  su  domi- 
cilio. 

En  el  orden  del  articulado,  sigue  el  estudio  del  art.  34  de 
la  ley,  que  dice  asi:  ^'Declarada  la  suspensión  de  las  garan- 
tías individuales  en  los  términos  que  lo  permite  el  art  29  de 
la  Constitución,  los  extranjeros  quedan,  como  los  mexicanos, 
sujetos  á  las  prevenciones  de  la  ley  que  decreta  la  suspensión, 
salvas  las  estipulaciones  de  los  tratados,''  y  el  art.  29  de  la 
ley  fundamental  previene:  "En  los  casos  de  invasión,  pertur- 
bación grave  de  la  paz  pública  ó  cualesquiera  otros  que  pon- 
gan á  la  sociedad  en  grande  peligro  ó  conflicto,  solamente  el 
Presidente  de  la  República,  de  acuerdo  cotí  el  Consejo  de  mi- 
nistros y  con  aprobación  del  Congreso  de  la  Unión,  y  en  los 
recesos  de  éste,  de  la  Diputación  permanente,  puede  suspen- 
der las  garantías  otorgadas  en  esta  Constitución,  con  excep- 
ción de  las  que  aseguran  la  vida  del  hombre;  pero  deberá 
hacerlo  por  un  tiempo  limitado,  por  medio  de  prevenciones 
generales  ^  sin  que  la  suspensión  pueda  contraerse  á  deter- 
minado individuo. 

Si  la  suspensión  tuviere  lugar  hallándose  el  Congreso  reu- 
nido, éste  concederá  las  autorizaciones  que  estima  necesarias 
para  que  el  Ejecutivo  haga  frente  á  la  situación.  Si  la  sus- 
pensión se  verificare  en  tiempo  de  receso,  la  Diputación  per- 
manente convocará  sin  demora  al  Congreso  para  que  las 
acuerde." 
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En  tesis  general,  el  extranjero  que  pisa  el  territorio  de  un 
Estado  ó  el  que  en  él  se  establece,  tiene  la  obligación  de  obe- 
decer sus  leyes,  como  las  obedecen  los  nacionales,  porque  uno 
de  los  caracteres  esenciales  de  ellas,  es  que  sean  generales,  pa- 
ra que  sus  preceptos  obliguen  á  todos;  por  este  motivo,  la 
misma  Constitución  acuerda,  como  una  garantía  individual, 
que  nadie  puede  ser  juzgado  por  leyes  privativas  ni  por  tri- 
bunales especiales,  art.  13,  y  por  lo  tanto,  el  precepto  conte- 
nido en  el  art.  34  de  nuestra  ley  de  extranjería,  que  deriva 
del  29  constitucional,  por  más  que  ambos  se  presten  á  censu- 
ras y  demanden  una  reforma  conveniente,  es  indudable  que 
nacionales  y  extranjeros  estamos  obligados  á  obedecerlo,  aun- 
que deseamos,  por  otra  parte,  ver  realizada  la  enmienda  que 
se  impone,  porque  en  el  evento  de  que  la  suspensión  de  aque- 
llas garantías  llegara  á  efectuarse,  daría  lugar  á  serias  per- 
turbaciones en  el  goce  de  determinados  derechos  que  con  el 
carácter  de  naturales,  no  podrían  suspenderse  con  ningún 
motivo,  aunque  se  diga  que  la  soberanía  del  Estado  y  la  con- 
servación de  su  existencia  es  la  suprema  ley.  Sin  embargo, 
la  cuestión  indicada,  tiene  hoy  un  carácter  puramente  cientí- 
fico, porque  afianzada  la  paz  en  la  República  por  más  de 
veinticinco  años,  diñcil  seria  que  complicaciones  internacio- 
nales, por  la  cordialidad  de  nuestras  relaciones  con  los  Es- 
tados extranjeros,  ni  perturbaciones  en  el  interior,  porque  las 
rechaza  hoy  el  patriotismo  de  los  mexicanos,  obligaran  á 
nuestro  Gobierno  á  dictar  la  ley  de  suspensión,  autorizada  en 
el  art.  29  de  la  Cionstitución  y  en  el  art,  34  expresado. 

El  art.  35  es  la  transcripción  del  art.  33  de  la  Constitución 
en  su  parte  final,  la  cual  dice  asi,  hablando  de  los  extranje- 
ros: ^'Tienep  obligación  de  contribuir  para  los  gastos  públi- 
cos de  la  manera  que  dispongan  las  lieyes,  y  de  obedecer  y 
respetar  las  instituciones,  leyes  y  autoridades  del  país,  suje- 
tándose á  los  fallos  y  sentencias  de  los  tribunales  sin  poder 
intentar  otros  recursos  que  los  que  las  leyes  conceden  á  los 
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mexicanos."  Como  se  observa,  el  art.  36  de  la  ley  de  extran- 
jería, es  el  mismo  que  acabamos  de  insertar,  tomado  de  la 
Constitución,  y  es  tan  claro  y  tan  justificado  el  precepto,  que 
huelga  el  comentario,  porque  como  hemos  expresado  antes, 
las  leyes,  para  asumir  su  verdadero  carácter,  es  indispensable 
que  sean  obligatorias  para  todos,  y  por  lo  tanto,  las  constitu- 
cionales, las  que  rigen  las  relaciones  del  derecho,  las  fiscales, 
las  de  policía  y  las  de  orden  público,  se  promulgan  para  su 
cumplimiento  en  el  territorio  de  un  Estado,  sin  distinguir  á 
nacionales  ó  extranjeros,  á  todos  obligan,  con  las  limitacio- 
nes que  ellas  mismas  establecen  respecto  de  la  condición  del 
extranjero  que  en  nuestra  patria,  sólo  por  excepción,  no  go- 
za de  los  derechos  políticos.  Por  otra  parte,  el  que  vive  en 
un  país,  debe  contribuir  á  los  gastos  de  la  administración, 
porque  en  cambio,  aquel  le  garantiza  con  medidas  de  or- 
den y  seguridad,  su  vida,  su  honra,  sus  bienes  y  su  liber- 
tad, que  son  beneficios  inapreciables,  sin  los  cuales  seria 
imposible  vivir  en  sociedad.  Finalmente,  la  obediencia  á 
las  leyes  del  país  en  que  reside  el  extranjero,  está  consagra- 
da unánimemente  en  la  doctrina  de  los  publicistas  de  más 
nota. 

La  parte  final  del  art.  35,  establece  que  los  extranjeros  só- 
lo pueden  apelar  á  la  vía  diplomática  en  el  caso  de  denega- 
ción de  justicia  ó  retardo  voluntario  en  su  administración, 
después  de  agotar  inútilmente  los  recursos  comunes  creados 
por  las  leyes,  y  esto,  de  la  manera  que  lo  determina  el  Derecho 
internacional;  pero  antes,  expresa  el  precepto,  que  los  extran- 
jeros no  pueden  intentar  más  recursos  que  los  que  las  leyes 
conceden  á  los  mexicanos;  en  consecuencia,  la  parte  final  es 
una  excepción  que.se  impone  en  estos  casos,  porque  nuestras 
leyes  no  podían  prohil^jir  las  reclamaciones  diplomáticas  por 
denegación  ó  retardo  en  la  administración  de  la  justicia,  cu- 
yo recurso  lo  regula  la  ley  internacional,  con  la  necesaria  in- 
dependencia, abstracción  hecha  de  lo  que  dispongan  las  leyes 
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interiores  de  cada  Estado;  asi  lo  comprendieron  nuestros  cons- 
tituyentes según  se  observa  en  el  texto  de  la  ley  fundamental, 
en  la  que  no  trataron  puntos  del  Derecho  internacional,  que 
hubieran  sido  ajenos  á  la  índole  de  la  Constitución  política 
de  un  pueblo.  Con  tal  motivo,  el  mejor  comentario  del  articu- 
lo citado,  lo  haremps  con  las  mismas  frases  de  uno  de  nuestros 
constituyentes,  el  Sr.  Zarco,  al  discutirse  el  precepto  en  el  Con- 
greso constituyente;  dijo  asi:  ^'mientras  más  avanza  el  deba- 
te, más  me  persuado  de  que  la  cuestión  que  se  ventila  nada 
tiene  de  constitucional  y  es  toda  de  derecho  internacional,  y 
por  lo  niismo,  no  está  sujeta  á  la  resolución  del  Congreso. 
Aunque  el  Sr.  Arriaga  diga  que  el  artículo  no  se  refiere  á 
los  extranjeros  como  particulares,  el  articulo  así  los  conside- 
ra, y  si  se  acepta  la  interpretación  que  dicho  señor  da  al  sen- 
tido de  las  palabras,  se  verá  que  la  Constitución  quiere  mez- 
clarse en  un  punto  que  no  le  corresponde.  No  tenemos  dere- 
cho para  fijar  el  caso  en  que  un  extranjero  puede  ocurrir  á 
su  ministro.  Ocurrirá  cada  vez  que  quiera,  con  razón  ó  sin 
ella;  el  ministro  verá  si  son  fundadas  sus  quejas,  reclamará 
ó  no,  y  cuando  el  Gobierno  reciba  la  reclamación,  resolverá 
si  se  apoya  en  justicia,  la  tomará  en  consideración,  la  dese- 
chará, mandará  practicar  averiguaciones,  ó  someterá  el  asun- 
to á  los  tribunales.  Todo  esto,  que  es  de  práctica  en  la  direc- 
ción de  los  negocios  extranjeros,  no  puede  determinarse  por 
medio  de  la  Constitución,  y  corresponde  simplemente  á  los 
gobiernos  que  califican  la  denegación  de  justicia  conforme  al 
derecho  de  gentes." 

Y  el  Congreso  constituyente,  inspirado  en  el  elevado  crite- 
rio del  Sr.  Zarco,  desechó  en  el  debate  el  árt.  39  del  proyec- 
to de  la  Constitución,  que  intentaba  definir  los  casos  en  que 
las  leyes  extranjeras  podían  aplicarse  en  el  psds.  El  artículo 
desechado  decía  así:  ^^Las  leyes  de  la  Federación  determina- 
rán los  casos  del  derecho  internacional  privado  en  que  debe 
ser  admisible  la  aplicación  de  leyes  extranjeras,  no  por  un 
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deber  estricto,  sino  conforme  á  las  consideraciones  de  utili- 
dad y  conveniencia  reciproca  entre  naciones  amigas.  Entre 
tanto  se  fija  la  legislación  sobre  este  punto,  los  tribunales  se 
estarán  á  los  principios  reconocidos  por  los  autores  más  acre- 
ditados, quedando  intacto  en  todo  caso  el  ejercicio  de  la  ple- 
na soberanía  nacional." 

Para  no  hacer  más  difuso  el  comentario  que  nos  ocupa,  y 
adoptando  la  autorizada  opinión  de  Wattel,  establecemos  co- 
mo principio  universalmente  reconocido  en  el  derecho  inter- 
nacional, que  el  soberano  no  puede  intervenir  en  las  causas 
de  subditos  que  residan  en  el  extranjero  y  dispensarles  su 
protección,  sino  en  los  casos  de  denegacián  de  justicia^  6  dein- 
justicia  evidente  y  palpable^  ó  de  una  violación  manifiesta  en 
las  formas  ó  en  el  procedimiento;  ó  en  fin,  de  una  distinción 
odiosa  hecha  en  perjuicio  de  sus  subditos  ó  de  los  extranjeros 
en  general;  sin  que  á  pretexto  de  injusticia  evidente  sea  licito 
siempre  al  soberano  examinar  la  justicia  de  las  sentencias 
definitivas  extranjeras;  por  consiguiente,  nuestras  leyes  no 
han  podido  eludir  estos  principios,  que  informan  hoy  el  de- 
recho internncional  en  la  materia  que  nos  ocupa,  si  es  un  he- 
cho que  México  tiene  igualmente  el  derecho,  como  todas  ias 
naciones,  de  proteger  á  sus  subditos  en  el  extranjero  en  los 
términos  establecidos  por  la  ley  internacional,  art.  9  de  la  ley 
de  extranjería;  y  por  lo  tanto,  no  podría  negar  ese  supremo 
derecho  á  los  otros  pueblos.  Tal  es  el  principio,  que  bien  pue- 
de ser  modificado  en  determinado  sentido  en  los  tratados  y 
convenciones,  que  son  la  suprema  ley  de  los  Estados,  en  to- 
do lo  que  se  refiere  á  esta  materia  de  extranjería. 

El  art.  36  de  la  ley,  consagrando  los  preceptos  de  la  Cons- 
titución, establece  que  los  extranjeros  no  gozan  en  el  país,  de 
los  derechos  políticos  que  competen  á  los  ciudadanos  mexica- 
nos, y  aquí  es  oportuno  indicar,  que  esta  es  la  única  limita- 
ción que  establecen  nuestras  leyes,  las  cuales  son  tan  amplias 
y  tan  liberales,  que  equiparan  al  nacional  con  el  extranjero, 
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conforme  hemos  tenido  ocasión  de  repetir  en  la  serie  de  núes- 
tros  estudios,  y  cuyo  concepto  no  es  aventurado;  él  se  funda 
en  el  texto  mismo  de  la  Constitución,  art.  33,  y  demás  con- 
cordantes. A  pesar  de  la  limitación  indicada,  los  extranjeros 
pueden,  sin  faltar  á  la  ley,  emitir  por  la  prensa  sus  opiniones 
en  los  asuntos  políticos  del  país,  porque  también  están  inte- 
resados en  ellos,  pero  ajustándose  alas  mismas  leyes;  de  otro 
modo,  prohibir  la  manifestación  de  las  ideas  por  medio  de  la 
prensa,  seria  vulnerar  en  la  persona  del  extranjero  las  garan- 
tías que  les  otorgan  los  artículos  6  y  7  de  la  Constitución,  co- 
mo derechos  del  hombre.  En  ejercicio  de  estos  inalienables 
derechos,  las  colonias  extrajeras  residentes  en  México,  han 
establecido  publicaciones  periódicas,  en  las  que  tratan,  con  la 
debida  cordura,  de  los  asuntos  políticos  del  país,  sin  que  las 
autoridades  hayan  pretendido  coartar  á  sus  redactores  el  in- 
discutible  derecho  que  asiste  á  todo  hombre  en  México  para 
emitir  libremente  sus  ideas  sin  previa  censura,  ni  exigir  á  na- 
die fianzaa  alguna,  porque  esta  garantía  no  tiene  más  límite 
que  el  respeto  á  la  vida  privada,  á  la  moral  y  á  la  paz  pú- 
blica. 

Los  derechos  políticos  están  enumerados  en  la  misma  ley, 
porque  expresa  que  los  extranjeros  no  pueden  votar  ni  ser 
votados  para  cargo  alguno  de  elección  popular,  ni  nombra- 
dos para  cualquier  otro  empleo  ó  comisión  propios  de  las  ca- 
rreras del  Estado;  ni  pertenecer  al  ejército,  marina  ó  guardia 
nacional,  ni  asociarse  con  el  objeto  de  tratar  de  los  asuntos 
políticos  del  país;  ni  ejercer  el  derecho  de  petición  en  esta 
clase  de  negocios. 

Estas  limitaciones  se  entienden  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  los  artículos  1^  fracción  XII  y  19  de  la  misma  ley,  por- 
que ella  no  prohibe  al  extranjero  servir  oficialmente  al  Go- 
bierno mexicano,  ni  aceptar  de  él  títulos  ó  funciones  públi- 
cas; pero  en  estos  casos,  se  le  considera  naturalizado,  por 
disposición  de  la  ley,  debiendo  ocurrir  á  la  Secretaría  de  Re- 
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laciones  con  el  fin  de  proveerse  del  respectivo  certificado, 
otorgando  también  la  protesta  y  la  renuncia  que  para  la  na- 
turalización ordinaria  exigen  los  artículos  14  y  16  de  la  ley 
de  extranjería. 

El  art.  36,  es  consecuencia  del  precepto  expreso  en  el  art. 
32  de  la  Constitución,  que  autoriza  al  Gobierno  para  aceptar 
los  servicios  de  los  extranjeros  en  empleos,  cargos  ó  comisio- 
nes, aunque  en  igualdad  de  circunstancias  deben  ser  preferi- 
dos los  mexicanos.  Por  último,  en  casi  todos  los  países  se 
prohibe  al  extranjero  el  ejercicio  de  los  derechos  políticos. 

El  art.  37  de  la  ley,  se  ocupa  del  servicio  militar,  del  cual 
están  exceptuados  los  extranjeros;  sólo  los  domiciliados  tie- 
nen obligación  de  hacer  el  de  policía,  cuando  se  trate  de  la 
seguridad  de  las  propiedades  y  de  la  conservación  del  or- 
1len  de  la  misma  población  en  que  estén  radicados.  En  esta 
materia,  no  ha  sido  uniforme  hasta  el  presente  nuestra  legis- 
lación; en  efecto,  la  ley  de  30  de  Enero  de  1864  imponía  di- 
cha obligación  á  los  domiciliados,  ^'en  caso  de  guerra  exteridr 
que  no  fuera  con  sus  respectivos  Gobiernos,"  salvando  siem- 
pre las  estipulaciones  de  los  tratados.  La  circular  de  16  de 
Junio  de  1856  resolvió  que  el  servicio  de  policía  les  era  obli- 
gatorio, y  particularmente  el  de  rondas,  cuando  no  hubiere 
fuerza  pública  en  las  poblaciones,  resolución  que  reiteró  la 
circular  de  28  de  Octubre  de  1871.  La  ley  actual  ha  adopta- 
do en  lo  sustancial,  la  disposición  del  art.  7^  de  la  ley  de  V 
de  Febrero  de  1866,  juzgándola  aún  más  equitativa,  pues  es- 
tá consagrada  por  el  Derecho  de  gentes. 

Nuestros  tratados  vigentes,  contienen  también  varias  esti- 
pulaciones sobre  esta  materia.  El  celebrado  con  los  Estados 
Unidos  de  América,  el  día  6  de  Abril  de  1831,  dispone:  ''que 
los  ciudadanos  de  ambos  países  respectivamente,  estarán 
exentos  de  todo  servicio  forzoso  en  el  ejército  ó  armada,"  art. 
9.  El  ajustado  con  Italia  en  14  de  Diciembre  de  1870,  pre- 
viene, ''que  en  cada  uno  de  los  Estados  contratantes  los  ciu- 
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dadanos  del  otro  estarán  exentos  de  la  obligación  del  servicio 
militar  forzoso  en  el  ejército  ó  la  marina  y  en  la  milicia  ó 
guardia  nacional,  sin  estar  obligados  á  pagar  cualquiera  con- 
tribución en  dinero  ó  efectos,  impuesta  en  compensación  del 
servicio  personal,"  art.  14;  y  el  convenido  con  el  Imperio 
alemán  en  6  de  Diciembre  de  1882  expresa,  que  ''los  ciudada- 
nos ó  subditos  de  cada  una  de  las  partes  contratantes,  esta- 
rán exentos  de  todo  servicio  personal  en  el  ejército,  en  la  ma- 
rina y  en  la  milicia  ó  guardia  nacional;  de  toda  contribución, 
sea  en  metálico  ó  en  efectos,  destinada  á  sustituir  ese  servi- 
cio de  cargas,  requisiciones  y  contribuciones  de  guerra,  á  me- 
nos que  éstas  sean  impuestas  sobre  la  propiedad  inmueble 
del  país.  No  podrán  ser  tomados  ni  detenidos  para  alguna 
expedición  militar  sus  buques,  tripulaciones,  mercancías  y 
demás  bienes  y  efectos,  sin  previa  indemnización  sobre  bases 
justas  y  equitativas,"  art.  14. 

Es  indudable,  que  estos  tratados  deben  cumplirse  exacta- 
mente y  en  sus  términos,  lo  mismo  que  los  demás  que  nues- 
tro Gobierno  celebre  con  las  potencias  extranjeras.  La  mis- 
ma ley,  respetando  el  Derecho  internacional  convencional, 
que  establezca  la  República,  impone  una  obligación  á  los  ex- 
tranjeros domiciliados,  fundándose  en  que  aquellos,  según 
la  opinión  de  un  notable  publicista,  Wattel,  ''deben  defen- 
der la  localidad  en  que  habiten,  contra  los  ataques  de  ios 
bandidos,  contra  los  estragos  de  una  inundación  ó  de  un  in- 
cendio, puesto  que  no  podrían  vivir  bajo  la  protección  de  un 
Estado,  y  permanecer  tranquilos  espectadores  de  esos  peli- 
gros." 

En  Alemania  y  en  Francia,  no  sólo  los  extranjeros,  sino 
aun  los  ciudadanos  naturalizadas,  están  exentos  del  servicio 
militar.  Los  publicistas  franceses  censuran  esa  excepción  que 
califican  de  ilógica,  y  que  explican  atribuyéndola  á  olvido  en 
la  ley  de  reclutamiento.  Entre  nosotros,  y  á  la  luz  de  nues- 
tro Derecho  público,  que  equipara  al  extranjero  naturalizado 
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con  el  mexicano  por  nacimiento,  esa  excepción  seria  insoste- 
nible, y  por  lo  tanto  no  existe  en  la  ley. 

En  resumen,  el  precepto  que  nos  ocupa  es  esplícito,  por  él 
saben  los  extranjeros  que  no  puede  obligárseles  en  ninguna 
circunstancia  á  prestar  en  la  República  el  servicio  militar; 
en  efecto,  qué  motivo  habría  para  obligarlos  á  suministrar  el 
contingente  de  su  sangre,  cuando  están  obligados  á  ello  en 
su  patria  de  origen.  Tal  situación  seria  insostenible;  sin  em- 
bargo, no  se  les  exceptúa,  conforme  al  art.  26  constitucio- 
nal, de  la  obligación  que  todos  tienen,  en  caso  de  gue- 
rra, de  prestar  alojamiento,  bagaje  ú  otro  servicio  real,  en 
los  términos  establecidos  por  la  ley.  En  cuanto  á  los  extran- 
jeros domiciliados,  la  ley  es  explícita  también,  tienen  la  obli- 
gación de  hacer  el  servicio  de  policía,  cuando  se  trate  de  la 
seguridad  de  las  propiedades  y  de  la  conservación  del  orden 
en  la  misma  población  en  que  estén  radicados. 

Basta  lo  expuesto  para  dar  una  idea,  aunque  breve  pero 
precisa,  del  precepto  indicado. 


CAPITULO  XLL 
De  los  Derechos  y  obligaciones  de  los  extranjeros. 

[Continúa.) 

SÜMABIO. — Comentario  del  art.  38  de  la  ley  de  extranjería,  que  impone 
penaB  á  los  extranjeros  que  toman  parte  en  las  distinciones  políticas 
del  país.-Quedan  además,  sujetos  al  castigo  por  los  demás  delitos  que 
cometen  conforme  á  nuestra  codificación  penal. — También  los  dere- 
chos y  obligaciones  de  los  extranjeros  se  regulan  por  los  tratados,  y 
en  su  defecto  por  el  Derecho  internacional. — Los  perjuicios  ó  dafios 
ocasionados  á  ellos  por  el  estado  de  guerra  civil,  no  pueden  ser  impu- 
tados á  la  nación. — Bste  es  el  principio  universalmente  reconocido 
entre  los  publicistas  y  adoptado  en  todas  las  naciones. — Sin  embar- 
go, fué  olvidado  dicho  principio  por  los  Bstados  europeos  que  traje- 
ron á  México  la  intervención  extranjera. — Comentario  del  art.  39  so- 
bre la  insubsistencia  del  requisito  de  la  matricula  exigida  por  nues- 
tras leyes  anteriores,  á  los  extranjeros. — Siempre  fué  ineficaz  en  nues- 
tro país,  y  hoy  no  se  aviene  bien  con  nuestras  libérrimas  institucio- 
nes.— Además,  no  puede  considerarse  aquél  requisito  como  prueba  de 
la  nacionalidad,  porque  él  se  presta  á  fraudes  que  son  de  carácter 
grave. — La  Comisión  mixta  de  Washington  establecida  para  fallar 
las  reclamaciones  mutuas  de  aquella  nación  y  México,  les  dio  entra- 
da, aun  faltando  en  algunos  casos  el  certi^cadode  matrícula. — Bn  Bu- 
ropa,  en  que  tanto  se  significa  la  desconfianza  al  extranjero,  es  requi- 
sito indispensable  la  matrícula,  el  pasaporte  y  las  cartas  de  seguri- 
dad.— Como  prueba,  se  inserta  parte  de  la  ley  de  1893  expedida  en 
Francia  sobre  la  matrícula  de  extranjeros. — Sin  embargo,  en  la  mis- 
ma Francia  tiene  impugnadores  aquel  requisito. — Bntre  nosotros,  co- 
mo en  dicha  nación,  la  nacionalidad  se  comprueba  ante  las  autorida- 
des del  orden  judicial. — Bste  precepto  se  impone,  porque  aquella  es  la 
base  en  que  descansa  el  estatuto  personal,  que  se  relaciona  con  los 
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dereohoB  privados  del  extranjero. — Comentario  del  art.  40  de  nuestra 
ley  de  extranjería. — Disposiciones  transitorias  de  la  misma  ley. — No 
tienen  un  oarácter  permanente,  aunque  facultan  al  Ejecutivo  de  la 
Unión  para  reglamentar  sus  preceptos. — Término  de  nuestra  laborio- 
sa tarea  en  la  presente  obra. — Síntesis  de  las  materias  tratadas  en 
ella. — Nuestro  juicio  sobre  la  ley  mexicana  de  extranjería,  es  el  resul- 
tado del  estudio  comparativo  de  las  legislaciones  de  la  época  actual. 
— De  él  concluimos  que  dicha  ley  está  inspirada  en  un  espíritu  libe- 
ral y  progresista,  aunque  en  olla  se  advierten  inconvenientes  que  no 
son  de  gravedad. — Dicho  estudio  nos  convence,  por  otra  parte,  que 
para  los  mexicanos  no  hay  extranjeros. — Bn  efecto,  los  que  vienen  á 
nosotros  son  nuestros  hermanos,  porque  practicamos  el  dogma  de  la 
confraternidad  humana,  debido  al  influjo  de  la  idea  cristiana. 

Si  por  tesis  general,  todo  aquel  que  pretenda  perturbar  la 
paz  y  el  orden  públicos  debe  .caer  bajo  la  acción  de  la  justi- 
cia social,  ¿cómo  podrían  substraerse  del  castigo,  los  extranje- 
ros que  intervinieran  en  las  disenciones  internas  del  país, 
pretendiendo  conmover  ó  destruir  con  perniciosas  maquina- 
ciones el  orden  constituido?  Bajo  la  impresión  de  estas  consi- 
deraciones, nuestra  ley  ha  establecido  con  toda  justicia,  en 
su  artículo  38,  que  los  extranjeros  que  tomen  parte  en  las  di- 
senciones civiles  del  país,  podrán  ser  expulsados  de  su  terri- 
torio, como  perniciosos,  quedando  además  sujetos  á  las  leyes 
de  la  República,  por  los  delitos  que  contra  ella  cometan,  aun- 
que sus  derechos  y  obligaciones  durante  el  estado  de  guerra, 
deberán  regularse  por  la  ley  internacional  y  los  tratados. 

En  cuanto  á  la  primera  parte  del  artículo,  ella  no  se  pres- 
ta á  comentario  alguno,  porque  para  fundar  su  justificación, 
no  es  necesario  ni  el  estudio  ni  la  reflexión,  es  esta  una  cues- 
tión de  sentimiento,  el  cual  rechaza  como  indigna  la  conduc- 
ta del  que,  recibiendo  los  beneficios  que  con  sus  libérrimas 
instituciones  le  proporcionan  las  leyes  y  las  autoridades  de 
nuestra  patria,  corresponde  á  tan  franca  hospitalidad,  consti- 
tuyéndose en  conspirador  y  sedicioso,  para  hacer  precisamen- 
te ineficaces  aquellos  beneficios  en  perjuicio  del  país  que  se  los 
ha  proporcionado  con  tan  pródiga  mano;  por  lo  tanto,  la  ex- 
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pulsión  del  extranjero,  se  genera  en  estos  casos  como  un  acto 
de  justicia  indiscutible,  ya  que  entre  las  demás  consideracio- 
nes indicadas,  nuestras  leyes  al  privarlos  solamente  de  los  de- 
rechos políticos,  les  impone  la  obligación  de  abstenerse  de 
intervenir  en  nuestras  disensiones  civiles,  que  afortunada- 
mente han  entrado  como  un  recuerdo  doloroso  en  el  dominio' 
de  la  historia  de  nuestros  pasados  desaciertos. 

Por  otra  parte,  si  el  extranjero  castigado  con  la  expulsión, 
pena  por  cierto,  bastante  leve,  si  se  la  compara  con  el  hecho 
que  la  motiva,  cometiere  otros  delitos,  quedará  por  ellos 
sujeto  á  las  que  las  leyes  establecen,  sufriendo  el  t;astigo 
que  por  sus  crímenes  merezca.  En  consecuencia,  el  Código 
penal  de  México  castiga  á  los  extranjeros  residentes  en  la  Re- 
pública y  aun  á  los  que  estén  fuera  del  país,  si  son  aprehen- 
didos ó  se  obtuviera  la  extradición,  porque  no  podrá  dejar  im- 
punes aquellos  delitos:  artículos  1092,  1093, 1094  y  184  del 
Código  expresado.  La  ciencia  internacional  consagra  también, 
la  conveniencia  y  la  justificación  de  estos  preceptos,  porque 
los  publicistas  de  más  nota,  afirman  que  los  extranjeros,  lo 
mismo  que  los  nacionales,  se  encuentran  bajo  la  protección 
de  las  leyes  del  país;  pero  al  mismo  tiempo  tienen  la  obliga- 
ción de  respetarlas.  El  Poder  del  Estado,  conserva  el  más 
perfecto  derecho  para  reprimir  la  violación  de  sus  leyes, 
bajo  la  pena,  en  caso  contrario,  de  cesar  de  ser  soberano. 
Estos  principios,  profesados  por  los  autores  que  han  escrito 
sobre  Derecho  de  gentes  y  sobre  Derecho  criminal,  han  sido 
sancionados  en  el  texto  terminante  de  casi  todas  las  legisla- 
ciones modernas. 

La  última  parte  del  precepto,  establece,  que  los  derechos  y 
obligaciones  de  los  extranjeros,  se  regulan,  durante  el  estado 
de  guerra,  por  la  ley  internacional  y  por  los  tratados.  Queda 
en  consecuencia,  de  esta  manera,  perfectamente  definida  la 
condición  de  los  extranjeros  en  la  materia  que  nos  ocupa,  lo 
cual  no  pudo  olvidar  nuestra  ley.   Por  lo  demás,  y  en  tér* 
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minos  generales,  la  misma  cuestión  podría  presentarse,  abs- 
tracción hecha  de  la  salvedad  del  precepto  en  su  parte  final; 
pero  esta  es  cuestión,  planteada  en  concreto,  se  reduce  á  in- 
quirir si  es  responsable  un  gobierno  legitimo,  de  los  daños, 
de  los  perjuicios  ocasionados  á  los  extranjeros  por  la  guerra 
civil;  sin  embargo,  la  solucióa  ni  es  nueva  ni  aventurada,  por- 
que en  el  Continente  europeo  ha  sido  resuelta  unánimemente 
en  sentido  negativo,  aunque  algunas  naciones  del  mismo,  ha- 
yan pretendido  darla  una  contraria,  cuando  se  ha  trata- 
do de  las  Repúblicas  de  la  raza  latina  de  América,  es  decir, 
que  en* Europa  han  tenido  dos  pesas  y  dos  medidas,  preten- 
diendo poner  fuera  de  la  comunión  de  los  puebles  cultos  á  las 
naciones  hispano-americanas;  y  aunque  por  más  que  en  otros 
tiempos  esas  hayan  sido  sus  pretensiones,  los  Estados  de 
América  han  sabido  defender  sus  derechos  en  estas  cuestiones, 
en  que  haestado  siempre  de  su  parte  la  ley  internacional,  desco- 
nocida para  obtener  fabulosas  indemnizaciones,  alegando  de- 
rechos desconocidos,  las  mismas  naciones  que  han  preten- 
dido hacerlos  valer. 

Con  este  motivo,  necesario  es  indicar,  que  Wattel,  Pradier 
Foderé,  Calvo  y  Bluntschli  afirman:  "Que  el  Estado  no  tiene 
la  obligación  de  indemnizar  los  daños  que  los  facciosos  causen 
á  los  extranjeros  ó  cualquiera  otros  perjuicios  necesariamente 
anexos  á  un  estado  de  guerra  civil." 

En  efecto,  ¿por  qué  hacer  esta  injustificada  distinción  entre 
extranjeros  y  nacionales,  si  todos  unánimemente  recienten  los 
inconvenientes  de  aquella  anómala  situación?  ¿Seria  justo  que 
el  extranjero  estuviera  en  mejor  condición  que  el  nacional?  La 
reapuesta  es  decisiva,  y  ella  se  impone  hoy,  conforme  á  los  prin- 
cipios reconocidos  en  el  mundo  entero,  bajo  la  acción  de  la  ley 
internacional,  es  decir,  que  en  estos  casos  los  gobiernos  nun- 
ca son  responsables.  Y  aquí  es  lugar  oportuno  para  rendir  el 
justo  y  debido  tributo  de  gratitud  que  nos  merece  la  memo- 
ria del  distinguido  publicista  sud-americano  Torres  Caicedo, 
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quien  en'un  notable  estudio  publicado  en  1860,  hizo  una  hri^ 
llantisima  defensa  de  México,  evidenciando  la  inconsecuencia 
de  algunos  gabinetes  europeos,  que,  siguiendo  una  política 
contradictoria  en  estas  cuestiones,  resueltas  ya  en  aquel  con- 
tinente, trajeron  á  México  la  injustificada  intervención  ex- 
tranjera, que  tan  funesta  fué  para  el  ioaperio  napoleónico,  por- 
que el  fracaso  sufrido  en  nuestro  país,  determinó  la  caída 
de  aquel  Imperio,  en  el  que  no  faltaron  nobles  defensores,  que 
como  Julio  Fdbre,  levantaran  su  elocuente  voz  en  pro  de  la 
causa  de  los  mexicanos;  por  esta  razón  nosotros  siempre  he- 
mos creído  que  la  intervención  francesa  fué  obra  exclusiva 
del  gobierno  imperial  y  no  de  la  Francia. 

El  articulo  39  de  nuestra  ley  de  extranjería,  suprime  el  re- 
quisito de  la  matricula,  que  conforme  á  nuestra  legislación  an- 
terior, era  obligatorio.  En  efecto,  la  ley  de  12  de  Marzo  de 
1828  y  su  reglamento  sobre  pasaportes,  de  P  de  Mayo  siguien- 
te, requerían  con  tal  rigor  la  carta  de  seguridad,  que  sin  ella 
el  extranjero  no  estaba  bajo  la  protección  de  las  leyes  ni  go- 
zaba de  derechos  civiles;  no  podía  transitar  por  la  Repúbli- 
ca ni  permanecer  en  ella,  y  podía  ser  expulsado  de  su  te- 
rritorio. Lia  circular  de  23  de  Noviembre  de  1842,  fundada 
en  estas  disposiciones,  declaró  que  sin  la  carta  expresada,  los 
extranjeros  no  podían  presentarse  en  juicio  ni  otorgar  escri- 
turas; y  aunque  dichas  disposiciones  patentizan  los  persisten- 
tes esfuerzos  de  nuestros  legisladores,  por  consolidar  esa  ins- 
titución, las  otras  circulares  de  13  de  Diciembre  de  1843,  de 
16  de  Septiembre  y  la  de  4  de  Diciembre  de  1849,  las  de  15 
de  Diciembre  de  1862  y  22  de  Septiembre  de  1863,  aun  en 
medio  de  la  severidad  que  ostentaban,  tuvieron  que  confesar 
al  fin,  que  era  estéril  su  empeño,  porque  las  cartas  de  seguri- 
dad que  se  habían  expedido,  no  llegaban  con  mucho  al  núme- 
ro de  extranjeros  que  se  tenía  noticia  residían  en  la  República. 
La  ley  de  30  de  Enero  de  1854,  continuó  con  estas  mismas  ri- 
gurosas exigencias,  aunque  tampoco  pudo  alcanzar  ningún 
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éxito,  puesto  que,  la  circular  de  21  de  Febrero  de  1S57,  vol- 
vió á  revelar  que  ''eran  muy  pocos  los  extranjeros  que  hablan 
cumplido  con  dicha  obligación,  la  de  proveerse  de  cartas  de 
seguridad,  que  les  imponían  las  leyes  vigentes." 

Después  se  expidió  la  ley  de  16  de  Marzo  de  1861,  que  modi- 
ficó la  legislación  anterior  en  varios  puntos,  pero  mantuvo  la 
subsistencia  de  la  carta  de  seguridad  llamándola  certificado  de 
matricula;  además,  imponía  multas  á  los  extranjeros  que  no  se 
matricularan,  cerró  los  tribunales  y  las  oficinas  públicas  á  los 
que  no  presentaran  su  respectivo  certificado,  y  prohibió  á  las 
autoridades  reconocer  como  extranjeros,áquienes  no  Fa  presen- 
taran. Muy  arraigadas  debieron  estar  las  antiguas  preocupa- 
ciones sobre  esta  materia,  cuando  los  eminentes  estadistas,  au- 
tores de  dicha  ley,  no  se  apercibieron  que  ella  no  podía  sub- 
sistir, después  de  la  revolución  liberal  que  se  había  operado 
en  México,  sobre  todo,  cuando  ni  en  épocas  anteriores,  el  es- 
tablecimiento de  la  matrícula  había  sido  posible.  Por  último, 
la  ley  de  6  de  Diciembre  de  1866,  haciendo  justicia  á  exigen- 
cias inspiradas  en  múltiples  motivos,  derogó  todas  las  res* 
tricciones  impuestas  á  los  extranjeros  en  el  goce  de  los  dere- 
chos civiles,  declarando  expresamente  que  aunque  ellos  no  se 
hubiesen  inscrito  en  el  registro  de  matrícula,  ni  tuvieran  el  cer- 
tificado respectivo,  podían  hacer  valer  sus  derechos  en  juicio 
ó  fuera  de  él,  otorgar  escrituras  ú  otros  instrumentos  públi- 
cos y  ocurrir  ante  cualesquiera  autoridades  ú  oficinas,  disfru- 
tando de  los  mismos  derechos  de  los  demás  habitantes  de  la 
República,  conforme  á  las  leyes  de  la  misma.  Después  de  es- 
ta ley,  las  disposiciones  de  la  de  1861  no  han  continuado  vi- 
gentes sino  sobre  un  solo  punto  punto,  es  decir,  que  los  ex* 
tranjeros  que  quisieran  gozar  de  los  derechos  de  extranjería 
que  pudieran  corresponderás,  deberían  inscribirse  en  el  re- 
gistro de  matricula  y  obtener  el  certificado  respectivo. 

La  subsistencia  del  certificado  de  matrícula,  es  insostenible 
dadas  nuestras  instituciones,  y  también  porque  aquel  requi- 
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sito  es  y  ha  sido  siempre  ineficaz  en  México  para  los  propó* 
sitos  ó  los  nnotivos  que  tuviera  el  legislador  al  exigirlo;  por 
nianera  que,  extenderse  en  mayores  consideraciones  con  el  fin 
de  fundar  el  precepto  establecido  en  el  articulo  39,  sería  ha- 
cer más  difuso  el  presente  estudio  que  ya  toca  á  su  término; 
sin  embargo,  aunque  se  ha  dicho  que  la  matrícula  tiene  por 
objeto  probar  de  una  manera  segura  y  fehaciente  la  na- 
cionalidad del  extranjero  y  evitar  abusos  que  frecuentemen- 
te causan  graves  consecuencias,  no  creemos  que  bajo  este  pun- 
to de  vista  ni  el  de  otros  análogos,  deba  subsistir  en  nuestra 
ley  el  requisito  indicado,  porque  abstracción  hecha,  de  que 
conforme  á  nuestra  Constitución,  articulo  11,  se  han  abolido 
las  cartas  de  seguridad,  pasaportes,  salvo  conductos,  etc.,  etc., 
con  el  fin  de  que,  todo  el  mundo  pueda  entrar  y  salir  libre- 
mente en  la  República  sin  que  nadie  le  pregunte  de  donde 
viene  ni  adonde  va,  no  creemos,  que  la  matricula,  confor- 
me á  las  leyes  que  la  exigen,  tuvieran  el  carácter  de  pa« 
saporte  ó  el  de  los  demás  requisitos  abolidos  en  el  articulo  11, 
y  por  lo  tanto,  si  subsistiera,  no  pugnaría  con  el  precepto  cons- 
titucional; en  consecuencia,  la  supresión  se  impone  por  inefi- 
caz. En  efecto,  basta  considerar  que  la  falta  de  matrícula  no 
será  un  motivo  para  que  el  extranjero  pierda  su  calidad  de 
tal,  pudiendo  él  mismo  y  su  Grobierno  en  casos  dados  hacer 
valer  el  uno  sus  derechos  y  el  otro  intervenir  conforme  á  la 
ley  internacional  para  que  aquellos,  los  de  sus  subditos,  ten- 
gan cumplida  satisfacción;  por  consiguiente,  nadie  podrá  ase- 
gurar, si  es  que  se  pone  en  duda  la  cualidad  del  extranjero 
enjuicio,  que  la  matrícula  fuese  considerada  ante  los  tribuna- 
les, como  la  cosa  juzgada,  porque  tal  requisito  se  presta  á 
fraudes  que  son  con  frecuencia  de  un  carácter  grave. 

Finalmente,  podíamos  aducir  para  fundar  nuestra  opinión, 
los  casos  que  se  presentaron  en  la  Comisión  mixta  de  Wash- 
ington, en  que  aun  faltando  la  matrícula,  las  reclamaciones 
fueron  examinadas,  y  se  fijó  la  nacionalidad  de  los  recia- 
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mantés  por  otros  medios  de  comprobación;  sentándose  en 
consecuencia,  la  siguiente  conclusión,  que  á  no  dudarlo,  bas- 
ta para  cerrar  el  presente  estudio,  porque  ella  hiere  definiti- 
vamente, y  de  muerte,  la  subsistencia  de  un  requisito  que  no 
tiene  razón  de  ser  en  México.  "La  matricula  puede  conside- 
rarse como  una  regla  para  las  autoridades  locales,  pero  nada 
supone  respecto  del  soberano  extranjero.  Si  éste  recibe  la  re- 
clamación de  su  subdito  y  celebra  una  nueva  convención,  en 
el  Tribunal  que  al  efecto  se  establezca,  no  seria  un  obstáculo 
para  el  examen  de  la  reclamación," 

En  el  Continente  europeo,  que  tan  distantes  están  sus  leyes 
de  las  libérrimas  instituciones  que  en  México  nos  rigen,  y  en 
el  que  la  secular  desconfianza  que  persigue  á  los  extranjeros 
hace  que  las  autoridades  tengan  fijas  siempre  las  miradas  sobre 
ellos,  natural  es  que  se  les  exijan  los  pasaportes,  cartas  de  se- 
guridad y  la  matricula,  hasta  el  grado  de  imponer  severas  pe- 
nas, y  también  la  de  expulsión  de  su  territorio,  á  los  extranje- 
ros que  dejen  de  cumplir  con  aquellos  imprescindibles  requi- 
sitos; en  efecto,  contH)  ejemplo  de  la  severidad  de  estas  medi- 
das, nos  bastará  citar  á  la  Francia,  que  aun  á  fines  del  siglo 
XIX,  se  ha  mostrado  todavía  inflexible  en  esto  materia,  en 
la  ley  de  1893,  expedida  ''con  motivo  de  la  permanencia  de 
los  extranjeros  en  Francia  y  con  el  fin  de  protejer  el  trabajo 
nacional;"  como  se  observa,  ella  tiene  un  fin  determinada- 
mente restrictivo  para  el  extranjero  que  pretenda  domiciliar- 
se en  dicha  nación.  La  ley  expresada,  en  la  que  se  establece 
la  matricula  y  las  penas  á  que  se  hace  acreedor  el  que  omite 
la  inscripción,  dice  asi: 

"Art.  P  Todo  extranjero  no  admitido  á  domicilio  que  lle- 
gue á  una  comuna  para  ejercer  allí  una  profesión,  un  comer- 
cio 6  una  industria,  deberá  hacer  una  declaración  de  residen- 
cia, justificando  su  identidad  en  los  ocho  dias  siguientes  á  su 
arribo.  A  este  efecto,  se  establece  un  registro  de  matricula  de 
extranjeros  según  el  modelo  determinado  por  una  disposición 
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ministerial,  ün  extracto  de  este  registro  será  entregado  al 
declarante  en  la  forma  de  las  actas  del  estado  civil,  mediante 
los  mismos  derechos.  En  caso  de  cambio  de  comuna,  el  ex- 
tranjero hará  visar  su  certificado  de  matricula  en  los  dos  días 
siguientes  á  su  arribo,  por  el  alcalde  de  su  nueva  residencia. 

"Art.  2^  Toda  persona  que  emplee  conscientemente  á  un 
extranjero  que  no  halla  obtenido  su  certificado  de  matricula, 
será  castigado  con  penas  de  simple  policía. 

**Art.  3^  El  extranjero  que  no  haga  la  declaración  impues- 
ta por  la  ley  en  el  tiempo  determinado  ó  que  rehusare  exhi- 
bir su  certificado  á  la  primera  requisición,  será  castigado  con 
una  multa  de  50  á  200  francos.  El  que  conscientemente  haga 
una  declaración  falsa  ó  inexacta,  será  castigado  con  una  mul- 
ta de  100  á  300  francos,  y  si  es  necesario,  á  la  expulsión  tem- 
poral ó  indefinida  del  territorio  francés.  El  extranjero  expul- 
sado del  territorio  francés,  que  vuelva  á  entrar  á  él  sin  la 
autorización  del  gobierno,  será  condenado  á  prisión  de  uno  á 
seis  meses,  y  al  espirar  esta  pena,  vuelto  á  conducir  á  la  fron- 
tera. El  art.  463  del  Código  penal,  es  aplicable  á  los  casos  pre- 
vistos por  esta  ley." 

Dicha  ley  no  necesita  comentario,  porque  su  sola  lectura 
basta  para  comprender  cuan  distantes  están  en  Europa  de 
acordar  á  los  extranjeros  las  libertades  y  franquicias  que  les 
concedemos  en  América,  y  muy  particularmente  en  nuestro 
país;  y  digo  en  Europa,  porque  en  las  naciones  en  que  el  pa- 
saporte ó  carta  de  seguridad  es  un  requisito  indispensable 
para  transitar,  también  establecen  la  obligación  de  la  matri- 
cula, que  en  México  está  abolida  couforme  al  art.  39  de  la 
ley  de  extranjería  por  ser  ineficaz,  á  pesar  de  los  motivos  que 
determinaron  á  nuestros  legisladores  de  otras  épocas  para  es- 
tablecerla. 

Por  último,  en  la  misma  Francia,  tiene  impugnadores  de 
tan  reconocido  saber  como  Mr.  Ciogordan,  la  subsistencia  de 
la  matricula,  como  un  medio  de  prueba  para  hacer  constar  la 
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nacionalidad  del  extranjero;  en  efecto,  aquel  notable  publi- 
cista expresa,  que  confinando  la  nacionalidad  por  una  parte 
con  el  Derecho  civil,  y  por  otra  con  el  Derecho  público,  pue- 
de preguntarse  ¿quién  es  la  autoridad  competente  que  deba 
decidir  las  controversias  que  ella  suscita  para  hacerla  constar 
legalmente?  En  Francia  la  respuesta  es  fácil,  porque  al  po- 
der judicial  compete  aplicar  las  leyes  sobre  el  estatuto  per- 
sonal y  velar  por  su  cumplimiento.  El  poder  administrativo 
tiene,  es  cierto,  determinadas  atribuciones  en  materia  de  na- 
turalización, pero  no  puede  resolver  una  cuestión  sobre  el 
estatuto  personal  de  un  individuo.  La  administración  debe, 
en  ciertos  casos,  determinar  si  tal  persona  es  francesa  ó  ex- 
tranjera, y  frecuentemente  expide  documentos  que  parecen 
constituir  la  prueba  de  la  nacionalidad;  el  pasaporte,  por 
ejemplo,  y  la  matricula  en  los  consulados  en  el  extranjero, 
pero  nada  de  esto  prejuzga  la  condición  de  las  personas.  Las 
decisiones  de  la  administración,  los  documentos  que  libra, 
no  son  la  prueba,  sino  la  presunción  de  la  calidad  de  francés; 
ellas  pueden  ser  siempre  combatidas  ante  los  tribunales,  cu- 
ya apreciación  es  la  única  definitiva  en  la  materia.  Por  lo 
demás,  nada  es  tan  justo  como  confiar  á  la  magistratura  so- 
lamente el  conocimiento  de  negocios  tan  delicados  é  impor- 
tantes. Las  garantías  que  dan  los  tribunales,  en  vano  se  bus- 
carian  en  las  oficinas  de  la  administración. 

En  nuestro  país,  en  el  que  la  división  de  poderes  es  la  ba- 
se de  su  organización  política,  es  indudable  que  las  autori- 
dades del  orden  judicial,  son  las  únicas  competentes  para  de- 
cidir todas  las  cuestiones  en  las  que  se  ponga  en  duda  ó  se 
pretenda  hacer  valer  un  derecho  de  la  misma  índole  de  los 
que  señala  el  notable  publicista  francés,  porque  los  funciona- 
rios del  orden  administrativo  tienen  perfectamente  definidas 
sus  atribuciones,  entre  las  cuales  no  se  hallan  las  que  la  ley 
encomienda  exclusivamente  al  poder  judicial;  por  último,  la 
parte  final  del  art.  39  establece,  que  la  comprobación  definí- 
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tíva  de  determinada  nacionalidad  se  hace  ante  los  tribunales 
competentes,  y  por  los  medios  que  establezcan  las  leyes. 

El  art.  40  declara,  finalmente,  que  la  ley  no  concede  á  los 
extranjeros  los  derechos  que  les  niega  la  ley  internacional,  los 
tratados  ó  la  legislación  vigente  de  la  República.  Estas  pre- 
venciones no  necesitan  comentario,  su  sola  enunciación  basta 
para  comprenderlas;  en  efecto,  seria  inconcebible,  que  pudie- 
ra una  ley,  en  la  materia  que  nos  ocupa,  conceder  derechos 
ilusorios,  modificar  los  tratados,  derogar  la  legislación  vigen- 
te en  la  República  ó  alterar  las  reglas  internacionales,  porque 
ningún  país  podría  hacerlo,  puesto  que,  el  Derecho  interna- 
cional, por  más  compleja  que  aparezca  la  noción  que  lo  expli- 
ca, es  el  derecho  de  gentes  actual,  no  en  el  sentido  del  primiti- 
vo de  los  romanos,  sino  el  jus  inter  gens^  que  es  el  que  rige 
hoy  las  relaciones  de  los  Estados  entre  si;  y  de  él  derivan  las 
reglas  internacionales  establecidas  en  el  concierto  de  los  pue- 
blos. 

Muy  poco  tendremos  que  decir  para  comentar  las  disposi- 
ciones transitorias  de  nuestra  ley  de  extranjería,  porque  co- 
mo ellas  mismas  expresan,  no  tienen  carácter  permanente, 
su  objeto  es  hacer  efectivas  determinadas  prevenciones,  entre 
ellas,  la  de  procurar  definir  la  nacionalidad  de  los  extranje- 
ros en  casos  dudosos,  ya  porque  asi  conviene  á  sus  propios 
derechos,  como  para  extirpar  los  abusos  que  en  otras  épocas 
han  sido  tan  funestos  para  nuestro  país.  Finalmente,  el  art. 
3  de  las  disposiciones  transitorias,  da  la  facultad  al  Ejecutivo, 
de  reglamentar  los  artículos  de  la  ley  de  extranjería,  que  la 
necesiten,  encomendándole  el  cuidado  de  hacer  cumplir  las 
disposiciones  que  dicte  con  aquel  fin;  es  indudable  que  la  ley 
no  podía  omitir  esta  prevención,  si  como  es  un  hecho,  es  obli- 
gación del  poder  Ejecutivo,  conforme  á  la  Constitución,  pro- 
mulgar y  ejecutar  las  leyes  que  expida  el  Congreso  de  la 
unión,  proveyendo,  en  la  esfera  administrativa,  á  su  exacta 

observancia.  En  consecuencia,  existiendo  en  aquella  ley,  pre- 
se 
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cef^tos  cuya  reglamentación  se  impone,  como  se  observa  en 
los  artículos  17,  37,  el  39  y  las  fracciones  VIII,  X,  XI  y  XII 
del  art.  V  y  las  fracciones  II  y  IV  del  art,  2*?,  no  era  posible 
que  omitiera  la  disposición  que  establece  el  art.  3^  de  la  par- 
te transitoria. 


Al  fin  llegamos  al  término  de  nuestro  improbo  trabajo; 
¿habremos  dado  cima  á  nuestros  propósitos?  difícil  es  aven- 
turar una  afirmación,  porque  han  sido  tan  graves,  tan  com- 
plejos los  problemas  que  se  han  presentado  á  nuestra  inves- 
tigación, que  la  solución  dada  por  nosotros,  tal  vez  caiezca 
de  la  profundidad  de  estudio  que  con  ellos  se  impone;  sin 
embargo,  hemos  procurado  plantearlos  y  resolverlos,  pene- 
trando en  toda  esta  materia,  el  concepto  histórico  de  cada 
institución,  siguiendo  luego  su  evolución  en  el  espacio,  con 
la  evolución  también  de  la  ciencia,  arribando  por  último  á 
nuestra  época,  en  que  la  humanidad  ha  recibido  todo  el  acer- 
bo de  la  historia,  la  cual  ha  determinado  con  sus  enseñanzas 
la  adelantada  civilización  de  la  edad  moderna. 

En  efecto,  nos  hemos  detenido  en  la  exposición  de  la  con- 
dición jurídica  del  extranjero  en  la  antigüedad,  y  principal- 
mente en  Roma,  y  cuando  el  gran  imperio  romano  cayó  al 
rudo  embate  de  los  bárbaros,  estudiamos  también  la  misma 
condición  entre  las  razas  de  la  estirpe  germánica,  que  consu- 
maron la  conquista;  luego,  al  radicar  estas  razas  en  el  suelo, 
cuando  principió  á  indicarse  el  feudalismo,  que  sucumbió  al 
fin  para  dar  paso  á  los  grandes  Estados  que  se  fundaron  ba- 
}o  la  acción  del  principio  monárquico,  en  cuya  edad,  comen- 
zó á  ser  más  claramente  definida  la  condición  del  extranjero, 
aunque  herido  con  las  incapacidades  establecidas  en  el  inhu- 
mano derecho  de  aubanay  en  el  de  detracción.  Después  arri- 
bamos á  la  época  de  la  Revolución  francesa,  que  conmovió, 
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destruyendo,  el  viejo  edificio  social,  determinando  la  calda  del 
mundo  antiguo  con  toda  su  barbarie,  con  todos  sus  errores, 
con  todas  sus  vejaciones  de  que  habían  sido  victima  los  pue- 
blos y  por  ende  el  individuo  absorbido  como  medio  para  los 
fines  del  Estado.  Entonces  fué  derogado  el  derecho  de  auba- 
na  y  el  de  detracción,  significándose  la  idea  de  la  patria;  y 
con  la  declaración  de  **los  derechos  del  hombre,"  se  recono- 
ció la  personalidad  de  éste,  como  sujeto  del  derecho,  pues  has- 
ta entonces  el  hombre  había  sido  objeto  del  derecho,  porque 
su  individualidad  fué  considerada  como  un  medio,  y  sacrifi- 
cada á  los  fines  del  Estado. 

Cambiadas  radicalmente  las  instituciones,  y  dada  nueva 
orientación  en  Francia  á  las  instituciones  sociales,  se  facilitó 
grandemente  la  naturalización  del  extranjero,  conforme  se  ob- 
serva en  las  sucesivas  constituciones  que  se  expidieron  en 
aquella  época  del  derecho  intermediario;  aunque  luego  vino 
la  reacción  en  las  leyes  promulgadas  bajo  el  Consulado,  y  des- 
pués más  severas  con  el  Imperio.  El  Código  civil  de  Napoleón, 
que  se  expidió  cuando  la  Francia  se  hallaba  en  abierta  gue- 
rra con  la  Europa  coaligada,  no  debía  ser  propicio  á  los  ex- 
tranjeros, como  en  efecto  no  lo  fué,  pasando  aquel  Ordena- 
miento con  todos  estos  prejuicios  á  la  legislación  de  los  pue- 
blos más  cultos  de  nuestra  edad,  en  la  que  se  impone,  por  el 
adelanto  de  la  civilización  y  los  principios  que  informan  el 
derecho  de  gentes  moderno,  la  reforma  de  aquellas  leyes,  que 
no  se  avienen  bien  con  el  dogma  de  la  confraternidad  huma 
na,  porque  no  es  la  nacionalidad  del  hombre,  determinado 
país,  su  patria  es  el  mundo,  pues  asi  lo  consagra  la  solidari- 
dad de  la  especie  humana. 

Como  se  observa,  hemos  recorrido  en  la  presente  obra  el 
vasto  campo  de  la  historia  en  materia  de  extranjería,  llegan- 
do á  nuestra  época  con  el  Código  de  Napoleón,  que  nos  ha 
servido  de  base,  así  como  las  demás  legislaciones  para  pre- 
sentar el  comentario  de  nuestra  ley  de  extranjería.    Sin  em- 
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bargo,  pudiera  ser  que  se  nos  tachara  de  apologistas  de  la  cita- 
da ley,  porque  hemos  procurado  poner  de  relieve  sus  ventajas 
sobre  las  demás  leyes;  semejante  cargo,  seria  en  todo  caso 
injustificado,  si  se  atiende  á  que  el  estudio  de  legislación  com- 
parada, es  el  que  ha  determinado  nuestro  juicio  en  favor  de 
la  ley  mexicana,  que  ciertamente  tiene  algunos  inconvenien- 
tes, aunque  no  son  de  tal  importancia  que  puedan  amenguar 
el  espirita  liberal  que  ha  presidido  su  estudio  y  su  promul- 
gación en  México,  en  cuyo  país,  se  puede  decir  son  hipérbo- 
le, porque  esta  es  la  verdad,  que  no  hay  extranjeros,  pues  el 
que  transpone  nuestras  fronteras  y  viene  á  nosotros,  encuen- 
tra á  sus  hermanos;  en  efecto,  los  mexicanos  profesamos  de 
corazón,  el  dogma  déla  confraternidad  humana,  dogma  con- 
solador nacido  en  el  mundo  al  influjo  de  la  idea  cristiana. 


CAPITULO  XLIL 


Breve  reseña  de  la  legislación  extranjera  en  materia 
de  naturalización. 


SUMARIO. — Naciones  pei-tenecientes  al  Continente  europeo. — Francia. 
— Alemania.  —  Inglaterra.  —  AuBtria-Hungría. — Hungría. — Bélgica. 
— Di namarca. — España. — Grecia. — Italia. — Noniegu. — Países  Bajos. 
— Portugal. — Busia. — Suecia.  — Suiza. — América.— Estados  Unidos 
de  América. — ftepúblicas  latinas  de  América. 

En  el  capitulo  relativo,  en  el  que  terminamos  nuestro  es- 
tudio sobre  la  naturalización  en  México,  ofrecimos  ocuparnos 
en  este  lugar  de  las  principales  legislaciones  extranjeras  en 
esta  materia,  porque  con  el  estudio  comparativo  de  ellas  se 
completa  el  comentario  de  nuestra  ley,  observándose  sus  ex- 
celencias ó  las  limitadas  deficiencias  y  los  errores  en  que  ha- 
ya incurrido,  para  procurar  en  su  oportunidad,  y  después  de 
una  práctica  conveniente,  salvar  en  una  nueva  ley,  si  es  ne- 
cesario, aquellas  dificultades  y  llenar  los  vacíos  que  hayan  po- 
dido notarse  en  ella.  En  consecuencia,  comenzaremos  esta  re- 
seña, que  deberá  ser  muy  breve,  con  ^la  legislación  francesa, 
siguiendo  con  las  demás,  pero  solamente  en  los  puntos  de 
mayor  importancia  para  no  hacer  más  cansada  y  difusa  esta 
exposición. 
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Francia. 

Las  condiciones  exigidas  en  el  art.  8^  inciso  6^  del  Código 
civil,  según  la  reforma  de  que  fué  objeto  en  la  ley  de  23  de 
Julio  de  1893,  son  las  siguientes: 

Pueden  naturalizarse  en  Francia. 

Primero.  Los  extranjeros  que  han  obtenido  la  autorización 
para  fijar  su  domicilio  en  Francia  conforme  al  art.  13,  des- 
pués de  haber  permanecido  domiciliados  tres  años  en  la  mis- 
ma Francia,  á  contar  desde  el  día  del  registro  de  su  petición 
en  el  Ministerio  de  Justicia. 

Segundo.  Los  extranjeros  que  puedan  justificar  una  resi- 
dencia no  interrumpida,  durante  diez  años.  Se  asimila  á  la 
residencia  en  Francia,  la  permanencia  en  país  extranjero  en 
el  ejercicio  de  una  función  conferida  por  el  gobierno  francés. 

Tercero.  Los  extranjeros  admitidos  4  fijar  su  domicilio  en 
Francia,  después  de  un  año,  si  ellos  han  prestado  servicios 
importantes  á  la  misma  Francia,  si  se  han  distinguido  en 
ella  por  sus  talentos  ó  si  han  introducido  una  industria,  in- 
venciones útiles,  alguna  explotación  agrícola  ó  han  prestado 
servicios  militares  en  las  colonias  ó  en  los  protectorados  fran- 
ceses, jf 

Cuarto.  El  extranjero  que  se  ha  casado  con  una  francesa, 
también  después  de  haber  transcurrido  un  año  de  domicilio 
autorizado. 

Es  indispensable,  después  de  presentada  la  solicitud,  le- 
vantar la  necesaria  información  sobre  la  moralidad  del  ex- 
tranjero que  pretende  4a  naturalización. 

Los  documentos  que  deben  adjuntarse  4  la  solicitud,  son 
los  siguientes: 

Primero.  El  escrito  dirigido  al  Ministro  de  Justicia,  pre- 
tendiendo la  naturalización,  conteniendo  la  obligación  de  pa- 
gar los  derechos  de  sello,  175  fr.  25  c.  * 
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Segundo.  Acta  de  nacimiento  del  postulante,  original  y 
traducid»;  en  defecto  del  acta  de  nacimiento,  una  acta  de  ma- 
trimonio en  que  se  indique  el  lugar  y  la  fecha  del  nacimiento. 

Tercero.  El  acta  de  nacimiento  ó  de  matrimonio  de  los  pa- 
dres del  solicitante,  original  y  traducida. 

Cuarto.  Extracto  del  ca»'^  judicial  francés. 

Quinto.  Justificación  de  haber  prestado  sus  servicios  mili- 
tares en  el  país  de  su  origen. 

Sexto.  Justificación  de  una  residencia  no  interrumpida  en 
Francia  durante  los  últimos  diez  años.  Si  la  justificación  se 
refiere  á  un  hombre  de  menos  de  cuarenta  años,  deberá  es- 
pecificar que  él  no  se  ha  ausentado  ni  un  sólo  dia,  durante 
dicho  término,  para  volver  ¿  su  país  con  el  fin  de  satisfacer 
á  sus  obligaciones  militares. 

Séptimo.  Acta  de  matrimonio  original  y  traducida. 

Octavo.  Acta  de  nacimiento  de  los  hijos  menores  si  los  tie- 
ne, original  y  traducida. 

Noveno.  La  naturalización  del  marido,  no  aprovecha  á  la 
mujer,  la  cual  deberá  presentar  una  solicitud  personal  en  ca 
ISO  de  que  desee  recobrar  ó  adquirir  la  cualidad  de  francesa; 
á  este  efecto,  si  es  originaria  de  Francia  ó  de  Alsacia-Lore- 
na,  deberá  presentar  una  solicitud  de  reintegración  para  la 
aplicación  del  art.  17  del  Código  civil.  Si  por  el  contrario, 
ella  es  de  origen  extranjero,  bastará  subscribir  la  solicitud 
del  marido;  en  ambos  casos  acompañará  las  actas  de  su  na- 
cimiento y  de  su  matrimonio  originales  y  traducidas;  y  final- 
mente. 

Décimo.  Indicación  de  la  fecha  de  la  declaración  que  el 
peticionario  ha  debido  subscribir  para  la  aplicación  del  de- 
creto de  2  de  Octubre  de  1888,  ó  de  la  ley  de  8  de  Agosto 
de  1893. 

Estos  son  los  requisitos  y  condiciones  exigidos  en  Francia 
para  naturalización;  cuyo  sistema,  con  modificaciones  más  ó 
menos  sustanciales,  es  el  mismo  que  adoptan  las  legislacio- 
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nes  de  la  mayor  parte  de  Ihs  naciones  del  Continente  europeo. 
La  ley  mexicana  es  más  amplia  y  liberal. 

Alemania. 

La  naturalización  está  reglamentada  en  Alemania  en  la 
ley  de  1^  de  Junio  de  1870,  expedida  para  la  Confederación 
de  la  Alemania  del  Norte,  después  fué  obligatoria  en  el  Impe- 
rio alemán  por  un  decreto  del  mes  de  Abril  de  1871,  y  luego 
en  la  Alsacia-Lorena  el  8  de  Enero  de  1873.  No  nos  ocupa- 
remos aquí  de  las  leyes  en  vigor  en  esta  materia  en  los  dife- 
rentes países  federales;  sin  embargo,  expresaremos  que  la 
naturalización  en  cada  uno  de  ellos,  la  concede  la  autoridad 
administrativa  superior,  y  el  peticionario  en  caso  de  obtener- 
la será  al  mismo  tiempo  subdito  del  Imperio  y  del  Estado 
que  la  concedió,  porque  estas  dos  cualidades  son  inseparables. 
Por  lo  tanto,  la  nacionalidad  en  Alemania,  es  un  asunto  de 
orden  federal,  aunque  las  autoridades  de  los  Estados  del  Im- 
perio sean  competentes  para  aplicar  las  reglas  establecidas 
por  la  ley  general. 

Ninguna  condición  de  permanencia  se  exige  al  extranjero 
que  solicita  la  nacionalidad  alemana;  en  cambio  debe  probar 
previamente: 

F  Que  es  capaz,  según  las  leyes  de  su  país  de  origen,  ó 
que  está  debidamente  autorizado  por  su  padre  ó  su  tutor.  Es 
de  notar  que  esta  última  disposición,  no  se  aplica  jamás  á  un 
francés,  porque  es  necesario  que  sea  capaz  por  si  mismo  para 
cambiar  de  nacionalidad,  sin  que  jamás  ninguna  autorización 
pueda  suplir  la  incapacidad  que  resulta  de  su  edad. 

2^  Que  tiene  antecedentes  honorables. 

3^  Que  está  domiciliado  en  Alemania,  bien  sea  en  domici- 
lio propio  ó  que  viva  entre  personas  que  ahí  están  domicilia- 
das. 

4^  Que  él  tiene  los  necesarios  recursos  para  vivir. 
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Sin  embargo,  aun  probadas  estas  cuatro  condiciones,  el  ex- 
tranjero no  está  seguro  de  obtener  su  naturalización,  porque 
es  potestativo  de  la  autoridad  superior  administrativa,  conce- 
derla ó  no. 

Las  funciones  administrativas,  escolares,  eclesiásticas  ó  co- 
munales, entrañan  para  el  que  las  acepta,  la  cualidad  de  ciu- 
dadano del  Estado  alemán,  en  donde  él  las  presta. 

La  ley  alemana  reconoce,  por  otra  parte,  la  legitimación  por 
un  padre  alemán  como  causado  naturalización  en  favor  de  un 
hijo  natural,  nacido  de  una  madre  extranjera. 


Inglaterra. 

En  Inglaterra  se  reconocen  dos  clases  de  naturalización: 
la  naturalización  propiamente  dicha  y  la  denizatión;  la  pri- 
mera era  acordada  muy  raramente  y  sólo  como  medida  le- 
gislativa hasta  el  año  de  1870,  en  que  el  bilí  del  12  de  Mayo 
estableció  importantes  innovaciones  de  un  carácter  más  libe- 
ral; en  dicha  ley  se  permite  la  naturalización  al  extranjero 
domiciliado  durante  cinco  años  en  las  Islas  Británicas,  ó  te- 
niendo algún  empleo  por  el  ínismo  tiempo  al  servicio  de  In- 
glaterra en  el  extranjero;  en  ambos  c»sos  puede  pedirse  la 
naturalización.  El  secretario  de  Estado  es  el  único  compe- 
tente para  resolver  sobre  la  solicitud,  pero  en  caso  de  dene- 
garla, no  procede  ningún  recurso  en  contra;  en  cambio,  si  es 
favorable,  la  única  formalidad  que  debe  llenarse,  es  el  jura- 
mento de  ñdelidad,  y  asi  quedará  asimilado  el  extranjero  á 
un  inglés  de  nacimiento. 

La  denizatión  es  una  especie  de  seminaturalización;  era 
útil  antes  de  las  facilidades  acordadas  á  la  verdadera  natu- 
ralización por  la  ley  de  12  de  Mayo  de  1870,  y  al  presente 
no  es  de  uso  frecuente,  aunque  ella  tiene  la  ventaja  de  per- 
mitir al  extranjero  el  goce  de  determinados  derechos. 

67 
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Conforme  á  la  ley  citada  de  1870,  se  pierde  la  cualidad  de 
subdito  inglés: 

1^  Por  adquirir  otra  nacionalidad  por  medio  de  la  natura- 
lización; 

2^  Los  hijos  que  los  ciudadanos  ingleses  hayan  tenido  en 
el  extranjero,  ó  los  que  los  extranjeros  hayan  tenido  en  In- 
glaterra, pueden  hacer,  al  llegar  á  su  mayor  edad,  la  declara- 
ción de  que  quieren  ser  extranjeros,  siendo  el  declarante  ^7 
juris; 

3^  Los  naturalizados  en  Inglaterra,  por  una  simple  decla- 
ración de  querer  recobrar  la  ciudadanía  de  origen,  art.  3^ 

4^  La  mujer  inglesa,  por  casarse  con  un  extranjero  ó  por 
perder  su  marido  la  nacionalidad  inglesa,  y  lo  mismo  los  hi- 
jos menores  de  edad  que  residen  en  el  extratíjero. 

AüSTRÍA-HüNGRfA. 

Desde  que  en  1867  se  estableció  la  dualidad  nacional  en 
dicho  Imperio,  la  nacionalidad  austríaca  pertenece  á  las  ju- 
risdicciones de  los  reinos  y  países  representados  en  el  Reichs- 
rath  en  Yiena,  y  la  nacionalidad  húngara  corresponde  á  los 
subditos  de  la  corona  de  Hungría,  cuya  distinción  procede 
del  art.  1^  de  la  Constitución  de  aquel  Imperio,  de  21  de  Di- 
ciembre de  1867.. 

En  Austria,  conforme  al  decreto  de  1^  de  Marzo  de  1833, 
la  naturalización  se  adquiere  por  una  permanencia  no  inte- 
rrumpida de  diez  años,  siempre  que  el  extranjero  pruebe  es- 
ta circunstancia  ante  las  autoridades  de  su  último  domicilio 
y  preste  el  juramento  de  fidelidad;  con  estos  requisitos  obtie- 
ne la  naturalización,  y  aun  antes  de  espirar  el  término  de  los 
diez  afios,  porque  el  art.  3*^  del  Código  civil,  permite  al  ex- 
tranjero, sin  esperar  el  transcurso  del  tiempo  señalado  en  la 
ley  de  1^  de  Marzo  de  1833,  la  naturalización  siempre  que 
ejerza  una  industria  ó  un  oficio,  aunque  es  necesaria  la  prue- 
ba de  moralidad  del  solicitante. 
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En  los  otroB  casos,  por  regla  general,  el  extranjero  que 
quiere  naturalizarse  austríaco,  debe  probar,  además  de  su 
residencia  en  aquel  pais,  lo  siguiente: 

1^  Que  él  ha  llevado  una  vida  honorable. 

2^  Que  tiene  los  recursos  necesarios  para  vivir  sin  que  se 
le  pueda  exigir  que  esté  en  posesión  de  una  fortuna,  según  el 
decreto  de  12  de  Abril  de  1816,  y 

3^  Que  está  agregado  á  una  comuna  en  Austria;  este  re- 
quisito es  la  consecuencia  del  principio  admitido  en  aquel 
país,  de  que  todo  austríaco  debe  pertenecer  á  una  comuna  de- 
terminada: ley  de  5  de  Marzo  de  1862. 

Guando  todas  estas  condiciones  resultan  probadas,  la  na- 
turalización no  es  sin  embargo  un  derecho,  porque  es  un  fa- 
vor que  el  gobierno  acuerda  ó  rehusa  á  los  extranjeros  que 
la  solicilan,  según  lo  juzgue  ó  no  conveniente. 

La  naturalización  concedida  al  extranjero,  se  extiende  á  su 
mujer  y  á  sns  hijos  menores. 

Hungría. 

A  diferencia  del  Austria,  en  que  las  cuestiones  de  naciona- 
lidad se  rigen  por  leyes  diversas,  en  Hungría,  dicha  materia 
ha  sido  concretada  en  una  ley,  la  de  24  de  Diciembre  de  1879. 
Conforme  á  ella,  la  naturalización  no  puede  concederse  sino 
alas  personas  que  reúnan  los  requisitos  siguientes: 

1^  Capacidad  jurídica,  ó  consentimiento  de  los  represen- 
tantes legales. 

2r  Admisión  en  alguna  de  las  jurisdicciones  de  las  comu- 
nas húngaras,  ó  por  lo  menos  que  haya  promesa  de  admisión 
ulterior; 

3^  Residencia  en  Hungría  por  espacio  de  cinco  años,  sin 
interrupción; 

4^  Antecedentes  irreprochables; 

5^  Bienes  de  fortuna  ó  profesión  que  produzca  lo  necesa- 
rio para  vivir,  y 


6^  Inscripción  durante  cinco  años  en  la  lista  de  contribu- 
yentes. 

Si  conforme  á  la  información,  debe  otorgarse  al  extranjero 
la  naturalización,  se  le  llama  á  prestar  el  juramento  y  recibe 
el  titulo  oficial  de  ciudadano  húngaro.  Por  otra  parte,  el  rey 
puede  acordar  á  los  extranjeros  la'  naturalización  extraordi- 
naria, sin  exigir  la  permanencia  ni  los  demás  requisitos,  siem- 
pre que  hayan  prestado  servicios  importantes  al  Estado,  pu- 
diendo  tomar  asiento  en  el  parlamento,  mientras  que  los  otros 
naturalizados  no  podrán  hacerlo  sino  después  de  transcurrir 
diez  años. 

BÉLGICA. 

En  este  país,  existen  dos  clases  de  naturalización,  la  peque- 
ña naturalización  que  concede  los  derechos  civiles,  y  la  gran 
naturalización  que  asimila  al  que  la  obtiene,  4  los  ciudadanos 
de  nacimiento  y  les  otorga  los  derechos  electorales  y  de  ele- 
gibilidad políticos.  Tanto  una  como  otra,  se  conceden  en  una 
ley  expedida  por  las  Cámaras  y  sancionada  por  el  rey.  An- 
teriormente toda  esta  materia  estaba  reglamentada  por  la 
ley  de  27  de  Septiembre  de  1836,  que  ha  sido  substituida  por 
la  de  6  de  Agosto  de  1881.  Los  requisitos  necesarios  para 
obtener  la  naturalización,  se  reducen  4  justificar  cinco  años 
de  residencia  en  el  reino  y  haber  cumplido  veinticinco  años 
de  edad. 

La  ley  vigente,  ha  introducido  algunas  reformas  en  lo  que 
SiB^refiere  4  la  gran  naturalización,  pues  ésta  no  podía  ser 
acordada  sino  por  servicios  eminentes  prestados  al  país,  pe- 
ro el  precepto  ha  sido  m4s  liberal  en  la  nueva  ley,  porque 
se  ha  observado  que  desde  el  año  de  1835  4  1881  solamente 
once  extranjeros  han  obtenido  la  gran  naturalización.  Am- 
bas, es  decir,  la  grande  y  la  pequeña,  son  personales,  y  los 
hijos  menores  del  naturalizado  pueden  reclamar  el  beneficio 
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de  la  naturalización,  un  año  des[més  de  su  mayor  edad,  ha- 
ciendo la  respectiva  declaración. 

Dinamarca. 

En  esta  nación,  se  habia  seguido  el  sistema  de  considerar 
á  todos  los  habitantes  como  subditos  de  la  misma;  con  este 
motivo,  el  extranjero  que  establecía  su  domicilio  en  el  reino, 
estaba  sometido  á  las  leyes  locales  y  gozaba  de  los  derechos 
del  nacional;  por  lo  tanto,  debía  prestar  el  juramento  de  fide- 
lidad, hasta  que  en'el  segundo  tercio  del  siglo  XVII I  fué  su- 
primido aquel  requisito.  Existia  también  una  división  entre 
el  subdito  y  el  indígena;  la  primera  cualidad  la  confiere  el  ani- 
mus  commorandiy  y  después  de  dos  años  no  podrá  ser  expulsa- 
do el  subdito,  teniendo  derecho  á  la  asistencia  pública.  Los 
domiciliados  en  Dinamarca  pueden  reclamar,  en  calidad  de 
subditos,  la  aplicación  de  las  leyesjocales  y  obtener  cartas  de 
burguesía  en  las  ciudades  del  reino,  lo  cual  les  da  el  derecho 
de  ejercer  el  comercio  y  los  derechos  de  electores  municipales; 
en  consecuencia,  están  sometidos  á  las  leyes  locales  en  loque 
se  refiere  al  estatuto  personal  y  á  las  obligaciones  militares; 
finalmente,  las  funciones  públicas,  los  derechos  de  electí)rado 
y  de  elegibilidad  política,  los  de  gozar  de  grados  universita- 
rios y  los  recursos  que  se  conceden  á  los  estudiantes,  perte- 
necen exclusivamente  á  los  indígenas;  en  consecuencia,  para 
que  un  extranjero  obtenga  el  derecho  de  indigenato,  conforme 
al  art.  54  de  la  Constitución  de  5  de  Junio  de  1849,  es  nece- 
saria una  ley  especial  votada  por  las  dos  Cámaras  del  Rigs- 
dag. 

España. 

Se  pierde  la  calidad  de  español,  según  el  art.  P  de  la  Cons- 
titución de  1876,  por  adquirir  naturaleza  en  país  extranjero, 
y  por  admitir  empleo  de  otro  Gobierno  sin  licencia  del  rey. 
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Con  arreglo  al  Código  civil,  la  calidad  de  español  se  pier- 
de por  naturalizarse  en  país  extranjero,  ó  por  admitir  empleo 
de  otro  Gobierno,  ó  entrar  al  servicio  de  las  armas  de  unn 
potencia  extranjera  sin  licencia  del  rey:  art.  20. 

El  español  que  pierda  esta  calidad,  por  adquirir  la  naturali- 
zación en  país  extranjero,  podrá  recobrarla  volviendo  al  reino, 
declarandoque  tal  es  su  voluntad,  ante  el  encargado  del  Regis- 
tro civil  del  domicilio  que  elija,  para  que  haga  la  inscripción 
correspondiente,  renunciando  4  la  protección  del  pabellón 
de  aquel  país:  art.  21  del  Código  civil  y  106  y  107  de  la  ley 
de  Registro  civil  de  1870. 

El  español  que  pierda  esta  calidad,  por  admitir  empleo  de 
otro  Gobierno,  ó  entrar  al  servicio  de  las  armas  de  una  po- 
tencia extranjera  sin  licencia  del  rey,  no  podrá  recobrar  la 
nacionalidad  española  sin  obtener  previamente  la  Real  habi- 
litación: art.  23. 

La  mujer  casada  sigue^  la  condición  y  nacionalidad  de  su 
marido.  La  española  que  casare  con  extranjero,  podrá,  di- 
suelto el  matrimonio,  recobrar  la  nacionalidad  española,  lle- 
nando los  requisitos  expresados:  art.  22. 

Las  cuestiones  relativas  al  estado  civil  y  nacional  de  las 
personas,  según  la  Real  orden  de  30  de  Abril  de  1884,  no 
pueden  llevarse  á  la  vía  contencioso-administrativa. 

En  España,  la  concesión  de  las  naturalizaciones,  no  produ- 
ce efecto  hasta  tanto  que  el  interesado  preste  juramento  de 
fidelidad  á  la  Constitución  del  Estado  y  obediencia  á  las  le- 
yes, con  renuncia  de  toda  protección  extranjera,  é  inscripción 
de  la  carta  de  naturaleza  en  el  Registro  civil,  según  las  dis- 
posiciones de  la  ley  del  Registro  civil  de  17  de  Junio  de  187Ü. 

Con  arreglo  á  la  circular  de  29  de  Enero  de  1875,  sólo 
por  residir  en  país  extranjero  no  pierde  un  subdito  español 
su  calidad  de  tal,  pues  para  esto  es  preciso  que  adquiera  car- 
ta de  vecindad  ó  naturaleza  en  aquel  país,  único  caso  en  que 
quedará  sujeto  á  sus  leyes. 
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Grecia. 


Conforme  al  Código  civil  de  esta  nación,  de  1857,  debe  dis- 
tinguirse si  el  extranjero  es  ó  no  de  raza  helénica;  en  el  pri- 
mer caso,  basta  para  la  naturalización  una  permanencia  de 
dos  años;  en  el  segundo,  debe  residir  tres  años  en  el  terri- . 
torio  del  reino  para  que  pueda  solicitar  la  naturalización, 
l>revios  los  requisitos  de  moralidad  y  prestar  el  juramento 
de  fidelidad  ante  el  monarca.  Según  la  ley  de  3  de  Marzo  de 
1881,  el  rey  puede,  en  ciertos  casos  excepcionales,  conceder  la 
naturalización  por  un  simple  decreto  y  sin  atender  al  tiempo 
de  la  permanencia  en  el  reino. 

Italia. 

El  novísimo  Código  civil  italiano,  no  requiere  determinado 
tiempo  de  residencia  para  obtener  la  nacionalidad;  en  di- 
cha nación,  como  en  Bélgica,  existe  la  grande  y  la  pequeña 
nacionalidad;  pero  la  primera  sólo  puede  conferirse  por  una 
ley,  la  segunda  por  mandato  real.  La  pequeña  confiere  el  de- 
recho de  no  poder  ser  expulsado,  y  somete  al  que  la  ha  obte- 
nido á  la  ley  italiana  en  lo  que  se  refiere  á  su  estado  y  capa- 
cidad; en  cuanto  á  los  derechos  civiles,  el  nacionalizado  los 
conserva,  puesto  que  pertenecen  tanto  al  extranjero  como  al 
nacional,  conforme  al  art.  3^  del  Código  civil. 

La  gran  naturalización  sólo  confiere  los  derechos  políticos, 
aunque  la  ley  de  17  de  Diciembre  de  1860,  concedió  el  goce 
de  estos  jierechos  por  la  simple  naturalización,  por  decreto, 
á  las  personas  nacidas  en  el  territorio  de  la  península  que  en 
aquella  época  no  formaban  el  reino  de  Italia. 


Noruega. 

Conforme  ¿  la  legislación  vigente  hasta  1888,  el  extranje- 
ro llegaba  á  ser  subdito  de  dicha  nación,  probando  solamen- 
te haber  establecido  su  domicilio  en  el  reino,  con  la  intención 
de  permanecer  en  él.  La  ley  de  21  de  Abril  de  1888,  que  es 
la  vigente,  da  al  extranjero  la  cualidad  de  nacional,  si  acepta 
funciones  públicas  ó  solicita  la  naturalización,  que  puede  ser 
conferida,  previos  los  siguientes  requisitos: 

1^  Que  el  interesado  haya  permanecido  tres  años  en  No- 
ruega. 

2^  Que  ha  adquirido  en  un  distrito  el  derecho  á  los  soco- 
rros públicos  y  que  tiene  recursos  necesarios  para  vivir,  has- 
ta el  momento  en  que  se  naturalice. 

3^  Que  es  mayor  de  edad. 

4^  Que  no  ha  incurrido  en  determinadas  condenaciones  in- 
famantes, ni  en  la  pérdida  de  ciertos  derechos  relativos  á  su 
capacidad. 

Finalmente,  el  solicitante  debe  renunciar  á^u  anterior  na- 
cionalidad. 

Países  Bajo». 

El  art.  5°  de  la  ley  de  29  de  Julio  de  1860,  dispone  que  la 
naturalización  deberé  ser  acordada  como  medida  legislativa, 
á  los  extranjeros  mayores  de  21  años,  que  hayan  estado  do- 
miciliados seis  años  consecutivos  en  el  reino  y  manifiesten  su 
intención  de  residir  en  él;  por  último,  debe  prestarla  protes- 
ta de  fidelidad  á  su  nueva  patria. 

Hay  casos  en  que  no  se  exigen  los  seis  años  de  domicilio, 
esto  es,  cuando  se  recompensa  al  extranjero  con  la  naturali- 
zación, por  haber  prestado  servicios  excepcionales. 
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Portugal. 

El  art.  19  del  Código  civil,  establece  que  se  puede  otorgar 
al  extranjero  la  naturalización  mediante  los  requisitos  si- 
guientes: 

V  Que  el  solicitante  sea  mayor  de  edad  conforme  á  su  ley 
personal  y  á  la  de  Portugal. 

2r  Que  tenga  medios  de  subsistencia  ó  que  sea  capaz  de 
subvenir  á  sus  necesidades  por  su  trabajo. 

3^  Que  h^ya  residido  por  lo  menos  un  año  en  territorio 
portugués. 

El  Gobierno  puede  dispensar  en  todo  ó  en  parte  el  requi- 
sito de  la  permanencia,  si  el  e.\tranjero  desciende  de  padres 
portugueses,  6  al  que  se  ha  casado  con  una  mujer  portugue- 
sa ó  ha  prestado  al  país  algún  servicio  importante. 

Rusia. 

En  esta  nación,  está  reglamentada  la  naturalización  en  un 
ukase  de  6  de  Marzo  de  1864,  pero  es  necesario  que  el  que  la 
pretende,  haya  sido  autorizado  como  en  Francia,  á  establecer 
su  domicilio  en  el  Imperio;  para  lo  cual,  deberá  el  solicitante 
dirigirse  al  Gobierno  de  la  provincia  en  que  resida,  y  cinco 
años  más  tarde  al  Ministerio  del  Interior  pidiendo  la  natu- 
ralización, quien  podrá  otorgarla  ó  rehusarla.  El  tiempo  pres- 
crito para  el  domicilio  puede  ser  menor  si  el  pretendiente 
aporta  capitales,  alguna  industria  ó  talento  distinguido,  y 
ñnalmente  si  ha  aceptado  funciones  públicas  en  el  Imperio; 
por  último,  el  solicitante,  una  vez  concedida  la  naturalización, 
deberá  prestar  juramento  de  ñdelidad  al  Tsar. 

SUECIA. 

Pasados  tres  años  de  permanencia  en  este  pais,  se  pue 
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de  pedir  la  naturalización,  que  es  acordada  después  que  el 
solicitante  haya  probado  que  ha  abandonado  su  nacionalidad 
de  origen;  y  si  en  ella  está  obligado  á  perpetua  fidelidad,  la 
renunciará,  protestando  no  hacerla  valer.  El  extranjero  natu- 
ralizado no  podrá,  conforme  á  la  Constitución,  ser  nombrado 
consejero  de  Estado,  es  decir.  Ministro  del  reino. 

Suiza. 

No  es  posible  ser  ciudadano  de  este  país,  sin  pertenecer  á 
uno  de  los  cantones  confederados  y  á  una  de  las  comunas  de 
dicho  Cantón;  en  consecuencia,  la  burguesía  en  una  comuna, 
el  indigenato  en  un  Cantón  y  el  derecho  de  ciudad  federal, 
son  los  tres  elementos  indispensables  de  la  nacionalidad  sui- 
za; pero  la  Constitución  de  1848  que  ha  establecido  un  go- 
bierno central,  fijo  y  permanente,  sustituyendo  el  sistema  an- 
terior de  los  cantones,  en  esta  materia,  aunque  ha  respetado 
el  antiguo  régimen,  establece  una  restricción  importante,  la 
de  no  naturalizar  á  un  extrrnjero  sin  que  previamente  se  haya 
desligado  de  la  fidelidad  debida  á  su  patria. 

Posteriormente  la  Constitución  federal  de  1874,  vino  á  sub- 
sanar los  defectos  de  las  leyes  anteriores,  á  cuyo  efecto,  en 
una  de  tantas  disposiciones  ordena  lo  siguiente:  ''La  legisla- 
ción federal  determinará  las  condiciones  que  sean  necesarias 
para  que  los  extranjeros  puedan  ser  naturalizados,  y  asimis- 
mo las  que  se  requieran  con  el  fin  de  que  un  suizo  pueda  re- 
nunciar á  su  nacionalidad  y  obtener  la  naturalización  en  un 
país  extranjero." 

Reglamentando  este  precepto,  el  Consejo  federal  presentó 
un  proyecto  de  ley  al  Parlamento  sobre  la  adquisición  y  la 
pérdida  de  la  nacionalidad  suiza,  que  fué  votado  el  3  de  Ju- 
lio de  1876,  y  cuyo  artículo  primero  dice  así:  "El  extranjero 
que  desee  obtener  la  nacionalidad  suiza,  debe  solicitar  al  Con- 
sejo federal  la  autorización  para  ser  aceptado  oomo  ciudada- 
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no  de  un  Cantón."  Según  se  observa,  conforme  á  la  Consti- 
tución de  1874,  la  materia  de  naturalización  y  nacionalidad 
corresponde  al  poder  federal,  habiéndose  restringido  las  fa- 
cultades que  el  antiguo  régimen  concedía  á  los  cantones,  lo 
cual  se  explica,  porque  en  cuestiones  internacionales  sólo  los 
poderes  federales  pueden  intervenir,  puesto  que,  ellos  son  los 
que  representan  la  soberanía  nacional. 

Los  requisitos  para  la  admisión  son  limitados;  el  primero 
previene  que  el  extranjero  haya  estado  domiciliado  dos  años 
en  Suiza,  y  el  segundo,  que  la  admisión  á  la  nacionalidad 
suiza  no  determine  para  la  Confederación  ningún  perjuicio 
con  motivo  de  las  relaciones  existentes  con  el  Estado  al  cual 
pertenece  el  solicitante. 

Finalmente,  concedida  la  autorización  á  que  se  refiere  el 
art.  1^  de  la  ley  de  3  de  Julio  de  1876,  reglamentaria  del  pre- 
cepto constitucional,  el  extranjero  puede  naturalizarse  con- 
forme A  las  leyes  del  respectivo  Cantón,  en  las  cuales  la  bur- 
guesía comunal  y  el  derecho  de  ciudad  cantonal  son  insepa- 
rables. Generalmente,  los  requisitos  exigidos  son,  la  |>erma- 
nen<!Ía  por  más  ó  menos  tiempo  en  el  territorio  cantonal,  la 
prueba  de  tener  medios  suficientes  para  subsistir,  y  el  pago 
del  derecho  de  sello.  Por  último,  en  algunos  cantones,  la  na- 
turalización se  concede  como  medida  legislativa,  y  eu  otros 
es  el  Consejo  el  competente  para  otorgarla. 

La  exposición  que  antecede,  nos  da  una  breve  idea  de  toda 
esta  materia  de  naturalización  en  las  principales  naciones 
del  Continente  europeo,  en  el  que  tan  diversas  son  las  legis- 
laciones en  las  cuestiones  que  se  suscitan  sobre  extranjería. 

América. 

Estados  Unidos  de  América. 

En  esta  República,  el  domicilio  es  el  que  determina  á  qué 
Estado  pertenece  un  ciudadano  de  dicha  nación;  por  consi- 
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guíente,  el  lazo  de  fidelidad  se  rompe  por  el  establecimiento 
en  un  nuevo  domicilio,  y  cada.  Estado  tiene  sus  leyes  espe- 
ciales, que  fijan  las  reglas  concernientes  al  voto  de  I09  extran- 
jeros naturalizados  en  cuanto  al  derecho  electoral. 

Deseando  ser  muy  breves  en  esta  exposición,  nos  limitare- 
mos á  indicar  las  condiciones  que  se  requieren  para  adquirir 
la  cualidad  de  ciudadano  de  la  Unión;  á  cuyo  efecto,  se  nece- 
sita  justificar  haber  permanecido  cinco  años  en  el  territorio 
de  alguno  de  los  Estados  confederados;  y  dos  años  antes  de 
solicitarla^  el  extranjero  debe  hacer  ante  la  autoridad  judi- 
cial la  declaración  de  pretender  dicha  ciudadanía  y  que  re- 
nuncia á  su  anterior  nacionalidad;  después,  vencido  el  perio- 
do de  cinco  años  de  permanencia,  probará  que  se  comporta 
como  un  hombre  de  buen  carácter  moral,  of  a  good  ckaracter 
moralj  protestará  ligarse  á  los  principios  consignados  en  la 
Constitución  de  los  Estados  Unidos,  y  que  está  dispuesto  á 
mantener  el  buen  orden  y  el  bienestar  del  país;  finalmente, 
el  juramento  de  fidelidad  es  la  última  formalidad  que  com- 
pleta la  asimilación  del  extranjero  con  el  nacional.  Transcu- 
rridos siete  años  de  naturalizado,  podrá  entrar  á  la  representa- 
ción del  país,  quedando  privado  solamente  del  ejercicio  de  la 
Primera  Magistratura  de  la  nación,  cargo  que  exclusivamen- 
te obtienen  los  originarios  del  país. 

Por  último,  los  tres  primeros  años  de  permanencia,  pueden 
ser  contados,  aun  cuando  el  extranjero  tenga  menos  de  vein- 
tiuno, que  es  la  mayor  edad  conforme  á  la  ley  del  país;  tam- 
bien  se  reducen  á  dos,  los  cinco  de  permanencia,  en  el  caso  de 
haber  prestado  el  extranjero  servicios  en  el  ejército. 

Las  facilidades  que  la  naturalización  ofrece  en  los  Estados 
Unidos,  excepto  á  los  chinos,  ha  dado  lugar  á  repetidos  abu- 
sos, confesados  por  el  Presidente  Cleveland  en  su  mensaje  de 
4  de  Diciembre  de  1888,  en  el  que  expresaba,  que  los  privile- 
gi«>s  de  la  nacionalidad  americana  eran  tan  importantes  y  sus 
deberes  tan  graves,  que  debía  insistirse  en  que  el  que  preten- 
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diera  la  naturalización  debería  tener  conocimiento  perfecto 
de  las  instituciones,  y  que  se  conocieran  igualmente  las  cir- 
cunstancias del  que  la  solicitara. 

Repúblicas  latinas  de  América. 

En  la  mayor  parte  de  estas  Repúblicas,  han  prevalecido 
las  tradiciones  del  derecho  intermediario  francés  en  materia 
de  naturalización,  es  decir,  que  ésta  se  adquiere  involuntaria- 
mente, mediante  ciertos  hechos  del  extranjero  residente,  cuyo 
sistema  ha  sido  abandonado  en  la  misma  Francia  como  con- 
trario al  derecho  de  gentes,  que  quiere  que  en  la  naturaliza- 
ción entre  como  principal  factor  la  libre  voluntad.  En  la  Ar- 
gentina, el  extranjero  que  ha  residido  en  el  país  cinco  añf^só 
ha  servido  en  el  ejército,  se  considera  de  pleno  derecho  natu- 
ralizado; además,  como  en  casi  todas  las  Repúblicas  del  Sur, 
el  que  nace  en  su  territorio,  es  nacional.  Hay  que  considerar 
por  atra  parte,  que  con  excepción  del  Brasil,  dichas  Repú- 
blicas, al  hacerse  independientes,  siguieron  las  tradiciones  da 
la  madre  patria,  es  decir,  el  derecho  español,  en  el  que  la 
Novísima  Recopilación  Ley  P,  lib.  P,  tit.  XIV,  daba  el  de- 
recho de  ciudadanía  á  los  residentes  extranjeros  que  hubie- 
ran alcanzado  el  de  vecindad,  el  cual,  por  otra  parte,  acor- 
daba la  misma  ley,  con  las  mayores  facilidades. 

En  realidad  estas  naciones,  separadas  déla  antigua  metró- 
poli española,  han  adoptado,  como  todos  los  países,  los  siste- 
mas que  han  creído  más  convenientes  á  su  desarrollo  y  pros- 
peridad, en  lo  cual  han  estado  en  sumas  perfecto  derecho;  por 
lo  tanto,  no  es  de  extrañar  que  los  Estados  mencionados,  que 
han  entrado  á  la  vida  independiente,  con  escasa  población  y 
con  extensos  territorios  inhabitados,  propendan,  no  sólo  á  ha- 
cer fácil  la  naturalización  del  extranjero  atrayendo  la  necesa- 
ria corriente  de  inmigración,  sino  que  en  sus  leyes  sobre  na- 
cionalidad, prepondere  la  naturalización  involuntaria,  que 
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como  hemos  expresado  antes,  no  se  aviene  bien  con  los  prin- 
cipios del  Derecho  de  gentes  moderno,  aunque  al  proceder 
así,  debemos  reconocer  que  siendo  entidades  soberanas  é  in- 
dependientes, son  libres  para  legislar  en  esta  materia,  en  los 
términos  que  sean  más  convenientes  á  su  interés  nacional, 
el  cual  no  puede  dudarse  que  ha  sido  siempre  y  es  hoy,  la 
suprema  ley  de  los  Estados,  aunque  atenuada  por  los  princi- 
pios que  informan  hoy  el  Derecho  internacicmal. 


Con  la  sinceridad  propia  del  hombre  honrado,  debo  mani- 
festar, al  concluir  mi  trabajosa  labor,  que  en  las  notables 
obras  de  los  renombrados  publicistas  á  quienes  voy  á  refe- 
rirme, se  ha  inspirado  el  presente  estudio,  aunque  en  él  he 
emitido  de  continuo  mi  juicio  personal,  con  toda  imparciali- 
dad; sirviéndome  aquellas  obras  para  indicarme  los  ásperos 
senderos  de  la  ciencia,  la  cual  ha  iluminado  mi  camino  cou 
la  luz  indeficiente  que  ella  proyecta  siempre  sobre  el  espíritu 
humano,  luz  que  es  pálido  reflejo  de  la  sabiduría  increada. 

Los  autores  expresados,  entre  otros  que  no  recuerdo  de 
momento,  son  los  siguientes:  Story,  Boceo,  Burge,  Mailher 
de  Chassat,  Waechter,  Schaeffner  y  Savigny,  que  escribieron 
á  mediados  del  siglo  XIX,  y  posteriormente,  Laurence,  War- 
ton  y  Field  en  los  Estados  Unidos  de  América,  y  en  Europa, 
Bar,  Phillimore,  Westlake,  Mancini,  Fiore,  Brochen  Lau- 
rent,  Haus,  Asser,  Torres  Campos,  Conde  Luque,  Barde, 
Pradiér,  FoedéréSurville,  Lainé  y  Cogordan.  Entre  nuestros 
más  notables  publicistas  el  Sr.  Lie.  Manuel  Aspiroz,  Emba- 
jador de  la  República  mexicana  en  los  Estados  Unidos  de 
América. 


NOTICIAS 


CUADROS  ESTADÍSTICOS 

QUE  RRVELAN  EL  PROGRESO  DE  MÉXICO 
EN    MATERIA   DE    EXTRANJERÍA,    EN    LA    ADMINISTRACIÓN    DEL    SEÍ^OR 

GENERAL    PORFIRIO    DÍAZ. 


SECBETABIA  DE  RELACIONES  EXTERIORES. 


NoHcia  de  los  Troiados  y  Convenciones  celebrados  con  las  Potencias  Ex- 
tranjeras en  la  Adminisiracián  del  Sr .   General  Porfirio  JXaz, 

Guatemala,  7  de  Diciembre  de  1877. — Convención  preliminar  sobre 
limites. 

Guatemala,  3  de  Marzo  de  1879.— Convención  ampliando  los  plazos 
fijados  en  los  artículos  6  y  8  de  la  Convención  preliminar  sobre  limites." 

Bélgica,  12  de  Mayo  de  1881. — Tratado  de  extradición. 

España,  17  de  Noviembre  de  1881. — Tratado  de  extradición. 

Estados  Unidos  de  América,  29  de  Julio  de  1882. — Convención  para 
rpponer  los  monumentos  que  marcan  la  linea  divisoria. 

Guatemala,  27  de  Septiembre  de  1882. — Tratado  para  fijar  la  linea 
divisoria. 

España,  16  de  Noviembre  de  1882. — Convención  prorrogando  el  pla- 
zo para  el  canje  del  tratado  de  extradición. 

Alemania,  5  de  Diciembr«  de  1882. — ^Tratado  de  amistad,  comercio  y 
navegación. 

Estados  Unidos  de  América,  Enero  de  1883. — Convención  comercial. 

Gran  Bretaña,  6  de  Agosto  de  1884. — Arreglo  preliminar  pata  la  rea- 
nudación de  relaciones. 

Estados  Unidos  de  América,  12  de  Noviembre  de  1884. — Coüvención 
fijando  las  reglas  para  determinar  la  linea  divisoria  en  los  rios  Bravo  y 
Colorado. 

Estados  Unidos  de  América,  25  de  Febrero  de  1885. — Articulo  adicio- 
nal á  la  Convención  comercial  de  1883. 
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Suecia  y  Noruega,  15  de  Diciembre  de  1886. — ^Tratado  de  amistad, 
comercio  y  navegación. 

Estaflos  Unidos  de  América,  14  de  Mayo  de  1886. — Articulo  suple- 
mentario á  la  CfOnvención  comercial  de  1883. 

Guatemala,  16  de  Octubre  de  1886. — Cíonvención  ampliando  el  plazo 
para  la  conclusión  de  los  trabajos  de  las  Comisiones  encargadas  de  tra- 
zar la  linea  divisoria. 

Guatemala,  5  de  Febrero  de  1887. — Convención  telegráfica. 

Estados  Unidos  de  América,  4  de  Abril  de  1887. — Convención  pos- 
tal. 

Estados  Unidos  de  América,  6  de  Diciembre  de  1885. — Articulo  adi- 
cional á  la  Convención  de  29  de  Julio  de  1882,  sobre  establecimiento 
de  una  Comisión  internacional  de  limites. 

Varías,  1?  de  Junio  de  1878.— Convención  de  la  Unión  postal  univer- 
sal, firmada  en  París,  su  reglamento  y  protocolo  final. 

Varias,  5  de  Enero  de  1879.— Convención  de  la  Unión  postal  Univer- 
sal (Ejemplar  canjeado  por  el  Plenipotenciario  Mexicano). 

Varias,  5  de  Marzo  de  1886. — Acta  adicional  á  la  Convención  postal 
Universal  de  1?  de  Junio  de  1878:  concluida  y  firmada  en  Lisboa. 

Eistados  Unidos  de  América,  Convención  de  paquetes  postales. 

Francia,  27  de  Noviembre  de  1886.— Tratado  de  amistad,  comercio  y 
navegación. 

Japón,  30  de  Noviembre  de  1888. — Tratado  de  amistad,  comercio  y 
navegación. 

Japón,  30  de  Noviembre  de  1888. — Articulo  secreto  al  anterior  Tra- 
tado. 

Estados  Unidos  de  América,  18  de  Febrero  de  1889. — Convención 
para  renovar  las  estipulaciones  de  la  celebrada  en  29' de  Julio  de  1882, 
para  reconocer  y  demarcar  de  nuevo  la  linea  divisoria. 

Guatemala,  15  de  Febrero  de  1889. — Convención  d»  reclamaciones 
mutuas. 

Guatemala,  10  de  Abril  de  1889. — Convención  prorrogando  el  plazo 
para  trazar  la  linea  divisoria. 

Gran  Bretaña,  7  de  Septiembre  de  1886. — Tratado  sobre  extradición 
de  criminales. 

Gran  Bretaña,  27  de  Noviembre  de  1888. — ^Tratado  de  amistad,  co- 
mercio y  navegación. 

Ecuador,  10  de  Julio  de  1888. — ^Tratado  de  amistad,  comercio  y  na- 
vegación. 
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Varias,  5  de  Julio  de  1890. — GonTeneión  internacional  de  tarifas  adua- 
nales, formada  en  Bruselas. 

Estados  Unidos  de  América,  1?  de  Marzo  de  1889.— Tratado  de  li- 
mites. 

Italia,  16  de  Abril  de  1890.— Tratado  de  amistad,  comercio  y  nave- 
gación. 

República  Dominicana,  29  de  Marzo  de  1890.— Tratado  de  amistad, 
comercio  y  navegación. 

Francia,  10  de  Diciembre  de  1891. — Convención  postal. 

Guatemala,  16  de  Abril  de  1889. — Convención  prorrogando  el  plazo 
para  fijar  los  limites. 

Guatemala,  9  de  Julio  de  1892. — Convención  de  reclamaciones. 

Italia,  20  de  Agosto,  de  1892. — Convención  sobre  nacionalidad. 

Salvador,  24  de  Abril  de  1893.— Tratado  de  amistad,  comercio  y  na- 
vegación. 

Estados  Unidos  de  América,  24  de  Agosto  de  1894.— Reconocimien- 
to de  la  frontera  internacional  y  nueva  demarcación  de  la  linea  divi- 
soria. 

Guatemala,  16  de  Mayo  de  1895. — Convención  ratificando  el  conve- 
i)io  de  1?  de  Abril  de  1896,  sobre  el  arreglo  de  diferencias  entre  las  dos 
naciones,  y  acta  de  canje. 

Guatemala,  7  de  Mayo  de  1895. — Convención  renovando  el  plazo  pa- 
ra terminar  el  trazo  de  la  linea  divisoria. 

España,  10  de  Junio  de  1895. — ^Tratado  de  propiedad  científica,  lite- 
raria y  artística. 

Guatemala,  19  de  Mayo  de  1894.— Tratado  sobre  extradición  de  cri- 
minales. 

Estados  Unidos  de  América,  1?  de  Octubre  de  1896. — Convención 
prorrogando  el  plazo  estipulado  en  la  de  1?  de  Marzo  de  1889,  sobre  li- 
mites fluviales. 

Bélgica,  7  de  Junio  de  1895. — Tratado  de  amistad,  comercio  y  nave- 
gación. 

Guatemala,  16  de  Marzo  de  1896. — Convención  prorrogando  por  diez 
y  ocho  meses  el  plazo  para  concluir  el  trazo  de  la  linea  divisoria. 

Estados  Unidos  de  América,  6  de  Noviembre  de  1896. — Convención 
prorrogando  la  de  1?  de  Marzo  de  1889. 

Gran  Bretaña,  6  de  Mayo  de  1897. — ^Tratado  de  limites  entre  la  Re- 
pública y  la  Colonia  de  Honduras  Británica. 
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Estados  Unidos  de  América,  20  de  Diciembre  de  1897. — ConFención 
ampliando  el  plazo  concedido  á  la  Comisión  internacional  de  limites. 

Guatemala,  15  de  Abril  de  1898. — Convención  renovando  el  plazo  pa- 
ra concluir  el  trazo  de  la  linea  divisoria. 

Salvador,  12^  de  Mayo  de  1896. — Convención  sobre  canje  de  publi- 
caciones oficiales. 

Estados  Unidos  de  América,  12  de  Diciembre  de  1898. — Convención 
prorrogando  por  un  año  la  de  29  de  Octubre  de  1897. 

E->tados  Unidos  de  América,  22  de  Febrero  de  1899.~Tratado  de  ex- 
tradición y  el  acta  de  canje. 

Varias. — Convención  de  la  Unión  Postal  Universal  firmada  en  Wash- 
ington el  16  de  Junio  de  1897. 

Variap. — Convención  relativa  á  la  introducción  del  Servicio  de  Libre- 
tas de  Identidad,  Adicional  á  la  Convención  postal  Universal. 

Guatemala,  8  de  Mayo  de  1899.— Convención  prorrogando  el  plazo 
estipulado  para  el  trdzo  de  la  linea  divisoria. 

Países  Bhjos,  10  de  Mayo  de  1899. — Ratificación  del  Tratado  de  amis- 
tad y  comercio  celebrado  el  22  de  Septiembre  de  1897. 

Italia,  Julio  9  de  1899. — Ratificación  del  Tratado  para  la  extradición 
de  criminales  celebrado  el  22  de  Mayo  de  1899. 

Estados  Unidos  de  América,  Diciembre  22  de  1899. — Convención  de 
prórroga  sobre  limites. 

China,  Diciembre  14  de  1899. — ^Tratado  de  amistad,  comercio  y  na- 
vegación. 

Francia,  Abril  10  de  1899. — Protección  recíproca  de  la  propiedad  in- 
dustrial. 

Estados  Unidos  de  América,  Noviembre  21  de  1900. — Convención 
sobre  limites. 

Desde  1877  á  1902,  se  han  celebrado  en  la  Administración  del  Sr. 
General  Diaz  sesenta  y  cuatro  Tratados  y  Convenciones  con  las  Naciones 
extranjeras,  debiendo  advertirse  que  en  sus  Convenciones  concurrieron 
á  tratar  con  la  República  Mexicana  varios  países  de  Europa,  América, 
Asia  y  África. 


Servicio  Postal  Mexicano. 


Dirección  General  de  Correos.— Sección  de  Estadística  y  Reza- 
gos.— Departamento  de  Estadística. — México. 

Datos  estadísticos  del  ramo  de  Correos^  coiTespondientes 
á  25  años:  1877-78  d  1901-902. 

Núm.  de  oficinas 

qoe  íünoionaron  Productos  del  ramo 

Afiofl  fiscales.  en  el  país.  de  Correos. 

1877-78     866  $   biZ^bTM 

1878-79     820  562.490.95 

1879-80     836  576,072.26 

1880-81     826  641,067.05 

1881-82     836  730,363.93 

1882-83     892  826,202.67 

1883-84     937  654,402.06 

1884-85     975  664.010.74 

1885-86     999  681,050.57 

1886-87     1.002  757,636  57 

1887-88     1,044  809.192.12 

1888-89     1,178  900,965.88 

1889-90      1,276  1.009,897.38 

1890-91     1,298  1.098,143.03 

1891-92     1,336  1.142,181.83 

1892-93 1,398  1.170,715.01 

1893-94    1,447  1.232,365.38 

1894-95     1.466  1.358,326,55 

1895-96     1,579  1.105,980.68 
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Nüm.  de  ofloloas 

que  rUDclonaron  Productofi  del  ramo 

Afi<>8  fiscales.  en  el  país.  de  (;orreoe. 

1896^97     MI?     1.247,144.22 

1897-98     1,659     1.407,178.05 

1898-99     1,866     1.596,477.10 

1899-900  1,972     1.871,098.44 

1900-901  2,082     2.135,520.66 

1901-902  2.207     $2.894,159.31 

Según  86  observa,  al  ocupar  la  Primera  Magistratura  de  la  Nación 
el  Sf.  General  Díaz  en  1877,  existían  866  oficinas  de  Correos,  produ- 
ciendo al  año  1548,157.01.  En  1902,  bajo  su  miaroa  administración, 
llegaron  al  número  de  2,207  oficinas,  que  producen  $2.894,159.81. 
Haj  que  advertir  que  en  1877  el  porte  de  una  carta  sencilla  tenta  un 
valor  de  25  es.  y  hoy  es  de  5  es.  solamente. 

Legislación. 

De  1870  á  81  de  Diciembre  de  1888,  el  servicio  de  Correos  estuvo 
regido  por  las  antiguas  Ordenanzas  españolas. 

Del  1?  de  Enero  de  1884  á  81  de  Diciembre  de  1895,  rigió  el  Có- 
digo Postal  Mexicano  expedido  el  1?  de  Oclfubre  de  1888  y  el  Regla- 
mento respectivo. 

Desde  el  1?  de  Enero  de  1895  se  puso  en  vigor  el  nuevo  Código, 
fecha  28  de  Octubre  de  1894,  que  reformó  y  adicionó  el  anterior, 
subsistiendo  vigente  hasta  la  fecha,  asi  como  el  Reglamento  de  1?  de 
Agosto  de  1895. 

Las  reformas  y  adiciones  esenciales  que  se  han  hecho  al  nuevo  Có- 
digo, son  las  contenidas  en  la  ley  vigente  de  26  de  Enero  de  1899,  y 
los  decretos  de  29  de  Marzo  de  1902  y  de  26  de  Abril  del  mismo  año. 

La  extensión  actual  de  las  rutas  postales  es  la  siguiente  en  la  Re- 
pública Mexicana: 

KIlómetitM. 

En  ferrocarril 11,753  recorriéndose  al  año:  10.629,274 

En  tranvía 192            „              „  829,149 

En  vapores 17,289            „              „  1.889,126 

Enbotes 18            „              „  13,860 

En  velocípedo 95            „          •    „  29,640 

Al  frente 29,847  12.891,049 
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KildmeiroB. 

Del  frente 29,347 

En  carruaje 9,526 

A  caballo 27,828 

A  pie 26,687 

Suma 88,888 

Sobre  vias  férreas 12,040 

Sobre  vias  flaviales  y  mari- 

timae 17,807 

Sobre  vias  terrestres  ordina- 
rias   59,486 

88,833 


12.891,049 

»» 

M 

3.071,214 

»> 

»» 

6.869,234 

tJ 

»9 

5.800,280 

« 

28.181,777 

yy 

10.988,068 

tf 

5» 

1.402,985 

9> 

»» 

15.740,723 

yy 

28.131,777 

Legislación  intenaoional. 

Unión  Postal  Internacional. 

Los  Estados  unidos  Mexicanos  ingresaron  á  la  unión  Postal  Uni- 
versal, el  1?  de  Abril  de  1879;  y  con  fecha  4  de  Julio  de  1891,  se  adhi- 
rieron al  convenio  referente  á  la  introducción  de  Libretas  de  Iden- 
tidad en  el  tráfico  Postal  internacionaU 

Estados  unidos  de  América. 

Convención  celebrada  el  dia  4  de  Abril  de  1887,  para  el  cambio 
directo  de  toda  clase  de  correspondencia. 

Convención  celebrada  el  dia  28  de  Abril  de  1888,  para  el  cambio 
de  bultos  postales  con  mercancías  sin  valor  declarado.  • 

Convención  celebrada  el  dia  20  de  Septiembre  de  1899,  para  el 
cambio  de  giros  postales  internacionales. 

Reino  Unido  de  la  Oran  Bretaña  é  Irlanda. 

Convención  celebrada  el  dia  15  de  Febrero  de  1889,  para  el  cam- 
bio de  bultos  postales  con  mercancías  sin  valor  declarado. 


474 

República  Francesa. 

ConveDción  y  Reglamento  celebrados  el  día  10  de  Diciembre  de 
1891,  para  el  cambio  de  baltoe  postales  con  mercancías  sin  valor  de- 
clarado. 

Imperio  de  Alemania. 

Convención  celebrada  el  dia  24  de  Mayo  de  1892,  para  el  carabio* 
de  bultos  postales  con  mercancías  sin  valor  declarado. 


Finalmente,  la  República  Mexicana  quedó  unida,  conforme  á  la 
Convención  Postal  Universal,  celebrada  en  Washington  el  15  de  Ju- 
nio de  1897  alas  siguientes  naciones: 

Alemania  y  los  Protectorados  alemanes,  la  República  Mayor  de 
Centro  América,  los  Estados  Unidos  de  América,  la  República  Ar- 
gentina, Austria-Hungría,  Bélgica,  Solivia,  Bosnia-Herzegovina, 
Brasil,  Bulgaria,  Chile,  el  Imperio  de  China,  la  República  de  Colom- 
bia, el  Estado  Independiente  del  Congo,  el  Reino  de  Corea,  la  Repú- 
blica de  Costa  Rica,  Dinamarca  y  las  Colonias  danesas,  la  República 
Dominicana,  Egipto,  el  Ecuador,  España  y  las  Colonias  españolas, 
Francia,  las  Colonias  francesas,  la  Gran  Bretaña  y  diversas  Colonias 
británicas,  la  India  Británica,  las. Colonias  británicas  de  Australasia, 
el  Canadá,  las  Colonias  británicas  del  África  del  Sur,  Grecia,  Guate- 
mala, la  República  de  Haity,  la  República  de  Hawaii,  Italia,  el  Ja- 
pón, la  República  de  Liberia,  Luxemburgo,  Montenegro,  Noruega, 
Estado  Libre  de  Orange,  Paraguay  y  los  Países  Bajos,  las  Colonias 
neerlandesas.  El  Perú,  Persia,  Portugal  y  las  Colonias  portuguesas, 
,  Rumania,  Rusia,  Serbia,  el  Reino  de  Siam,  la  República  Sud-Afri- 
cana,  Suecia,  Suiza,  la  Regencia  de  Túnez,  Turquía,  Uruguay,  y  loe 
Estados  Unidos  de  Venezuela. 

Dicha  Convención  fué  aprobada  por  el  Senado  de  los  Estados  Uni- 
dos Mexicanos  con  fecha  20  de  Mayo  de  1898,  y  sancionada  por  el 
Ejecutivo  de  la  Unión  el  24  de  Octubre  del  mismo  año. 
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Movimiento  de  Capitales  en  el  Distrito  Federal,  desde  que 
se  estableció  el  Registro  público  de  comercio  en  1886, 
en  la  Administración  del  8r.  Oral.  Porfirio  Diaz,  hasta 
1902. 
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$774.705,853  92 


México,  Junio  de  1902. — £1  Director,  J.  Eguia  Lis. 


Debe  advertirse  que  el  movimiento  de  capitales,  que  ha  subido  en 
15  años  6  meses  á  la  suma  de  774.705,853  pesos  92  centavos,  se  refie- 
re exclusivamente  á  transacciones  mercantiles  celebradas  en  la  Capi- 
tal de  la  República. 

De  los  Exilados  de  la  Federación  no  se  tiene  una  noticia  completa, 
pero  puede  calcularse  cuál  será  el  valor  de  dichas  operaciones  si  se 
tiene  en  cuenta  que  aquellos  Estados  son  27  y  sus  progresos  de  noto> 
ría  evidencia,  bnjo  la  acción  administrativa  del  Sr.  Gral.  Diaz,  Supre- 
píio  Magistrado  de  la  Nación, 


BELACIOlf  de  las  Sociedades  Anónimas  inscritas  en  el  ^*£e- 
g^istro  de  Comercio"  desde  que  se  estableció  en  1886,  con 
especificación  del  capital  respectivo. 

La  noticia  de  las  sociedades  extranjeras  llevan  una  E  al  margen;  en 
algunas  de  las  demás,  ha  entrado  también  parte  del  capital  extranjero. 

1886  Compañía  Manufacturera  de  los  Cerritos, 

S.  A I         500,000  00 

Sociedad  Limitada  para  la  explotación  y 

venta  de  pulques,  S.  A $  30,000  00 

Compañía  de  Navegación  del  Lago  de  Pátz- 

cuaro,  S,A $  30,000  00 

1887  Compañía  Anónima  del  Alumbrado  eléctri- 

co de  Puebla $  100,000  00 

Compañía  del  Camino  de  Fierro  Nacional 

Mexicano $  33.350,000  00    E 

1888  Droguería  Universal  S.  A Fs  2.500,000  00    E 

^'La  Mexicana,"  Compañía  Nacional  de  Se- 
guros sobre  la  vida,  S.  A $  200,000  00    E 

'^La  Mexicana/^  Compañía  Europea  de  Mi- 
nas y  terrenos  en  México £        325,000  00    E 

1889  Ferrocarril  de  Méxko  a  Ixtacalco  y  Mexi- 

calcingo I  30,000  00 

Ferrocarril  vecinal  de  los  Llanos  de  Apam.$  21,000  00 

Compañía  del  Ferrocarril  de  Monterrey  al 

Golfo  Mexicano $  100,000  00    E 

Empresa  Teatral  Mexicana |  40,000  00 
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Compañía  de  Construcción,  Préstamos  y 

Caja  de  Ahorros,  S.  A $         200,000  00 

Compañía  Industrial  de  Orizaba,  S.  A t      2.560,000  00 

Compañía  Agrícola  é  Industrial  de  Ramié, 
S.A .^ $         300,000  00 

Compañía  del  Ferrocarril  del  Valle  de  Mé- 
xico, S.  A $      1.000,000  00 

"La  Domiciliaria,''  S.  A $  20,000  00 

1890  Compañía  Explotadora  del  Elspecífico  Al  va 

contra  la  impureza  de  la  sangre $         150,000  00 

La  Compañía  de  la  Revista  Financiera  Me- 
xicana Limitada $  15,000  00 

Compañía  de  Mármoles  Mexicanos,  S.  A...$         200,000  00 

Compañía  de  Pavimentos  de-  Adoquines  de 

Asfalto,  S.  A $  164,500  00 

Ferrocarril  de  la  Sierra  de  Puebla,  S.  A $         370,000  00 

Compañía  de  Minerales  y  Melales,  S.  A $  125,000  00 

*'La  Mutua,"  Compañía  de  Seguros  sobre  la 
vida,  de  Nueva  York Sin  capital.    E 

The  Mexican  Land  and  Colonization  Com- 

pany  Limited £      2.000,000  00    E 

Pesquerías  de  la  Baja  California,  S.  A $  20,000  00 

Bankers  and  Montrants  Mutual  Life  Asso- 

ciation  of  theUniled  States Sin  capital.    E 

Compañía  Cervecera  Toluca  y  México,  S.A..$         500,000  00 

The  Mexican  Short  Melhod  Smelting  and 

refining  C? $         500,000  00    E 

Sociedad  Anónima  de  Guano  Artificial $         200,000  00 

Compañía  Mexicana  de  Fibras,  S.  A $         600,000  00 

ElFinanciero  Mexicano,  S.A $         250,WK)  00 

Compañía  Mutua  de  Seguros  de  vida  '^£1 

Pacífico  de  California" ,. $  100,000  00    E 

La  Hamburgo  Bremesa,  Compañía  de  se- 
guros contra  incendio M     6.000,000  00    E 

La  Trasatlántica,  Compañía  de  seguros  con- 
tra incendio M     6.000,000  00    E 

La  Compañía  de  Seguros  del  Norte  The 
Northern  Assurance  Company £      5.000,000  00    E 
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Goropafiia  de  Seguros  contra  incendios 
"Norte  Germánica" M     7.500,000  00    E 

La  Compañía  Comercial  de  seguros,  Unión.£      5.000,000  00    E 

Circulo  Francés  de  México 25,000  00 

The  London  Lancashire  Fire  Insurance 
Company £      1.000,000  00    E 

Compañía  Real  de  Seguros,  Tlie  Royal  In- 
surance Company ;...£      2,000,000  00    E 

"Sun  Fire  Office."  Ei  capital  de  esta  Socie- 
dad se  forma  de  4,800  acciones  de  un 
valor  ilimitado E 

HamburgMagdeburger  Feuerversi  clierungs 
Gesellschaft,  La  Hambuiigo  Magdebur- 
guesa M     2.500,0<K)  00    E 

"La  Confianza,"  Sociedad  Anónima  de  se- 
guros contra  incendio,  contra  la  explo- 
sión de  gas,  hi  explosión  del  rayo  y  de 
cualquiera  máquina  de  vapor Fs  10.000,000  00    E 

Compañía  Mercantil  de  Seguros  y  del  Nor- 
te de  la  Bretaña £      3.000,000  00    E 

Compañía  Anseática  de  Seguros  contra  in- 
cendio  M     3.000,000  00    E 

Sociedad  de  la  Unión,  "Union  Society" £         450,000  00    E 

La  Compañía  de  Seguros  de  Liverpool,  Lon- 
dres y  el  Globo £      2.000,000  00    E 

La  Compañía  de  Seguros  contra  incendio 

de  la  Ciudad  de  Londres  Limiti«da £      1.000,000  (X)    E 

1891  The  Trust  Loan  and  Agency  Company  of 

México  Limited .-r £        500,000  00    E 

"La  Helvetia,"  Compañía  Suiza  de  Seguros 

contra  incendio Fs  10.000,000  00    E 

The  Travelers  Insurance  Company,  Com- 
pañía de  seguros  para  viajeros  de  Hart- 
ford, E.  de  Connecticut $       1.000,000  00    E 

St.  Louis  and  Zacatecas  ore  Company %  10,000  00    £ 

Compañía  Ganadera  del  Norte %  20,000  00 

Compañía  Carbonífera  de  Piedras  Negras, 

S.  A , %       1.000,000  00 
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The  Anglo  American  Publishing  Company, 
S.  A $  20,000  00 

The  Standard  Life  Assusance  Company E 

El  Monitor  del  Pueblo,  S.  A $  2,000  00 

Compañía  de  Sí-guros  "La  Nacional,'^  pru- 
siana  M     9.000,000  00    E 

"El  Universal,"  S-  A $         150,000  00 

"El  Phoenix,"  Compañía  de  seguros  contra 
incendio  de  Londres,  Inglaterra £        431,700  00    E 

Empresa  privilegiada  contra  la  humedad  y 
el  salitre,  S.  A $  4,000  00 

"La  Fraternal,"  Sociedad  Nacional  Mexica- 
na de  Seguros  sobre  la  vida.  Compañía 
anónima  límifada %         107,500  00 

Compañía  Mexicana  de  Cemento  de  Por- 

tland  Limitada.   "The  Mexican  Portland 

Cementen  Ltd J,  20,000  00    E 

Woodrow,  Hooper  y  Compañía £  40,000  00    E 

Compañía  Proveedora  Cooperativa  de  Mé- 
xico, limitada,  S.  A %  25,000  00 

Sociedad  Mexicana  Cooperativa  de  consu- 
mo  $  590  00 

The  Mutual  BeneñtLife  Association  of  Ame- 
rica   Sin  capital.    E 

Compañía  Concesionaria  de  las  Colonias  de 
Peralvillo  y  la  PenitenHaría $         150,000  00 

The  Great  National  Mexican  Smelting  Com- 
pany  $       1.000,000  00    E 

El  Buen  Gusto,  S.  A...^. %  80,000  00 

Compañía  de  terrenos  Central,  Sociedad 
Cooperativa 

Banco  de  Londres  y  México,  S.  A %      1.500,000  00 

Compañía  Anónima  Explotadora  del  Con- 
ductor Aéreo. %  3,500  00 

Compañía  Agrícola  de  Tulapilla,  S.  A $  80,000  00 

The  London  Assurance £      2.000,000  00    E 

1892  Compañía    Telefónica    Mexicana.    Capital 

destinado  para  México %         300,000  00    E 
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La  Cumbre  Mining  Company  of  Toronto...^  70,000  00    E 

Empresa  de  Fierro  Galvanizado,  S.  A $  50,000  00 

Compafifa  Manufacturera  Mexicana,  S.  A...$         450,000  00 
Gompañia  Nacional  de  Luz  Eléctrica,  S.  A..$         200,000  00 

Read,  Campbell  y  Compañía  Limitada £        150,000  00    E 

Fundición  Artística  Mexicana,  S.  A $         100,000  00 

Gompafiía  Universal  de  Comisiones,  S.  A...$  10,000  00 

Massachsetts  Benefit  Association Sin  capital.    E 

The  Mexican  Company  of  London  Limited.£     1.00P,000  00    E 

El  Cambio  Pan-Americano %  50,000  00 

The  Sun^^surance  Company  of  Canadá...  $      2.000,000  00    E 
Compañía  de  Luz  y  Fuerza  Motriz  Eléctrica.^         100,000  00 
Compañía  Industrial  de  Hilados,  Tejidos  y 

Estampados %      1.000,000  00 

Sociedad  de  Seguros  contra  incendios,  **La 

Unión  Norwich" £      1.100,000  00    E 

Compañía  para  la  limpia  de  la  vegetación 
y  azolves  de  los  lagos  de  Chalco  y  Xochi- 

milco,  S.  A $         240,000  00 

Fábrica  Nacional  de  Bujías  Esteáricas %  80,000  00 

El  Oro  Mining  Company  of  New  York $    10.000,000  00   E 

The  Equitable  Life  Assurance  Society  of  the 
U.  S. — La  Equitativa  de  los  E.  U.,  Socie- 
dad de  seguros  sobre  la  vida $         100,000  00    E 

"The  Two  Republics,"  S.  A %         100,000  00 

Compañía  de  Indicadores  y  Guías  Automá- 
ticas para  la  Exposición  Colombina  de 

Chicago %  30,000  00 

Compañía  del  F.  C.  de  México,  Cuernava- 

ca  y  el  Pacífico %      2.000,000  00    E 

Compañía  Constructora  de  México,  Guer- 

navaca  y  el  Pacífico $         100,000  00   E 

Compañía  Industrial  de  Orizaba,  S.  A. — 

Aumenta  su  capital  en $         460,000  00 

Compañía  Empresaria  de  Colorado  y  Méxi- 
co.—The  Colorado  and  México  Invest- 

mentand  Company $         100,000  00    E 

The  New  York  Life  Insurance  Company...^        300,000  00   E 
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1893  Compañía  Cartonera  Mexicana,  S.  A $  50,000  00 

The  Hidalgo  Smelling  Company $  6.000,000  00    E 

The  Mexican  Asphalt  Company $  100,000  00    E 

Compañía  Mexicana  de  Pólvora $  2.500,000  00    E 

Mayales  de  Teulila,  S.  A $  24,000  00 

The  Pitisburg  Michoacan  Mining  and  Milling 

Company f      2500,000  00    E 

The  Mexican  Association  Limited £        500,000  00    E 

Compañía  Manufacturera  Eduardo  Butts...$         200,000  00    E 

The  México  City  of  Property  Sepidicate  Li- 
mited  £       ♦  85,000  00    E 

Compañía  Destiladora,  S.  A $         150,000  00 

Compañía  Limitada  del  Ferrocarril  de  Gua* 
najuato  á  San  Luis  de  la  Paz,  S.  A $         300,000  00 

Sociedad  de  Caballos  de  raza  Americo-Me- 
xicana. — The  Ameríco-Mexican  Blood 
Horse  Association $         300,000  00    E 

Compañía  Manufacturera  de  cigarros  sin  pe- 
gamento "El  Buen  Tono,  S.  A." $      1.000^000  00 

The  Santa  Gertrudis  Yute  Mili  Company 

Limited £         100,000  00    E 

1894  Imprenta  de  Francisco  Díaz  de  León  Sucs., 

S.  A $  80,000  00 

The  Mexican  National  Iron  and  Steel  Com- 
pany  $      3.000,000  00   E 

The  Turnes  and  Lewis  Company.  Hoy  the 

Lewis  Company $         100,000  00    E* 

Sociedad  Cooperativa  Limitada  de  Luz  Eléc- 
trica  $  70,000  00 

Compañía  Industrial  Doméstica,  S.  A $  5,000  00 

Compañía  Limitada  de  Mensigeria,  comu- 
nicaciones, cobros  y  pagos %         160,000  00 

Compañía  de  garantías  Mutuas,  S.  A $  1,000  00 

Compañía  Explotadora  del  combustible  Me- 
xicano de  Patente,  S.  A $         200,000  00 

The  Gurney  Mining  and  Milling  Company..^       1.000,000  00    E 

Compañía  Industrial  de  Orizaba,  S.  A. — Au- 
mento de  capital  en %        500,000  00 
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The  Brilsh  and  Foreign  Marine  Insurance 
Company  Ltd. — Capital  destinado  para 
México... £  60,000  00    E 

Compañía  de  las  Fábricas  de  Papel  de  San 
Rafael  y  anexas,  S.  A $      1.000,000  00 

Compañía  Frutera  de  la  costa  de  Sotaven- 
to de  Veracruz,  S.  A $  10,000  00 

Mexican  Land  and  Railway  Company $         175,000  00    E 

Compañía  Industrial  de  Fósforos  y  Ceri* 
líos,  S.  A $         240,000  00 

The  iEtua  Powder  Company $  5,000  00    E 

Compañía  Mercantil  del  Golfo  Mexicano.. .$      1.000,000  00    E 

Sociedad  Anónima  de  Concursos  en  Coyoa- 
can $  12,500  00   • 

Compañía  de  Transmisión  Eléctrica  de  Po- 
tencia del  Estado  de  Hidalgo,  S.  A $         380,000  00 

Sociedad  Anónima  Belga  de  Ferrocarriles 
en  México. — (No  expresa  capital) 

Compañía  Nacional  de  Asistencia  Médica, 

S.  A I  10,000  00 

1895  Compañía  de  terrenos  de  la  Huasteca  Po- 

tosina,  S.  A $  10,000  00 

Colt's  Patent  Fire  Arms  Manufacturing 
Company |         120,000  00   E 

Compañía  Agrícola  Industrial  y  Colonizado- 
ra Limitada  del  Tlahualilo,  S.  A $      2.600,000  00 

Caja  de  Ahorros  y  Préstamos  de  los  em- 
pleados federales  del  ramo  de  Hacienda, 
Soc.  Cooperativa $  3,260  00 

Compañía  de  Empresas  Mexicanas.  The 
Mexican  Investment  C9  Ltd $  2,000  00 

Compañía  de  Robert  C.  Pate,  S.  A $  9,000  00 

Consolídate  Kansas  City  Smelting  and  Refi- 
ningC? $      2.000,000  00   E 

El  Bolsín,  S.  A $  21,000  00 

The  Pauly  Jail  Building  and  Manufacturing 

Company $  160,000  00    E 

The  Gplf  Land  ^nd  Trading  Company $  76,000  00   E 

61 
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The  Mexican  Fuel  Company. — Compañía 
Mexicana  del  Combustible $  26,000  00   E 

American  Surely  Company  of  New  York.,$      2.000,000  00    E 

Compañía.Hipotecaria  Minera,  Agrícola,  In- 
dustrial y  Mercantil,  S.  A $         140,000  00 

Compañía  Editorial  Mexicana,  S«  A $         160,000  00 

Refugio  Mining  Company  Ltd $  60,000  00    E 

La  Bolsa  de  México,  S.  A $  40,000  00 

.  Monte  de  Piedad  de  Monterrey,.  S.  A |  70,000  00 

Compañía  Explotadora  del  molino  ''El  Az- 
teca,  S.  A" , I  20,000  00 

Metlaltoyuca  Colonization |         100,000  00    E 

The  Metlaltoyuca  Coffee  Grovers  Associa- 
tion I  40,000  00    E 

Compañía  del  Ferrocarril  Internacional  Me- 
xicano.— The  Mexican  International  R. 
R.  Company |     10.000,000  00    E 

Bolsa  de  México ; $  60,000  00 

Mexican  Industrial  Development  Company. 
— Compañía  para  el  desarrollo  de  la  In- 
dustria Mexicana I         100,000  00    E 

Compañía  Mexicana  de  Ferrocarriles  Indus- 
triales.— The  Mexican  Industrial  Rail- 
ways  Company $         100,000  00    E 

Compañía  Explotadora  del  Aparato  Meade 
y  Arriaga,  S.  A |  10,000  00 

Compañía  Anónima  del  Apáralo  Arriaga  en 
el  Distrito  Federal $  20,000  00 

Compañía  Constructora  de  México  y  Aca- 
pulco. — ^The  México  and  Acapulco  Cons- 
truction  Company $         100,000  00    E 

Compañía  Explotadora  de  Cabalgatas  vo- 
lantes movidas  por  vapor,  S.  A $  14,000  00 

Compañía  Magdeburguesa  de  seguros  contra 
incendios.— Magderburguer  Feuerversi- 

cherungs  Gersellschafl Ms    6.000,000  00    E 

1896  Compañía  Explotadora  del  Rancho  de  Mi- 

raflores $  30,000  00 
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Compañía  de  Mejoras  de  los  terrenos  de 
Chapultepec ..$         381,000  00    E 

Fábrica  Mexicana  de  velas  esteáricas  refina- 
das, S.  A $  36,000  00 

Sociedad  Anónima  de  los  antiguos  estable- 

c¡miento&  "Cail" Fs  20.000,000  00    E 

The  Mexican  Cofie  Trading  and  Pianting 
C?  de  Nueva  York $         400,000  00    E 

Compañía  Industrial  de  la  Virgen,  S.  A $         250,000  00 

Sociedad  Colonia  Española,  S.  A $  96,000  00 

Compañía  Mexicana  de  Propiedad  inmue- 
ble.— The  Real  Eslate  Company  of  Méxi- 
co  $         100,000  00    E 

La  Hidráulica  Mexicana,  S.  A |         100,000  00 

Compañía  Agrícola  de  Vista  Hermosa,  S.  A..$  62,000  00 

Compañía  Industrial  de  Orízaba,  S.  A.  Au- 
menta su  capital  en $      3.000,000  00 

San  Ildefonso.  Fábrica  de  tejidos  de  lana, 

S.  A $       1.600,000  00 

Compañía  de  taladros  de  roca,  S.  A $  70,000  00 

La  Popular,  S.  A $  15,000  00 

Compañía  del  Fronlón  Fiesta  Alegre |  70,000  00 

The  Manchester  Fire  Assurance  Company..£      2.000,000  00    E 

Prensa  Unida  de  México,  S.  A (  200  00 

Compañía  Internacional  de  terrenos  y  Co- 
lonización.....'  $         100,000  00 

Compañía  Cafetera  y  Azucarera  de  San  Car- 
los.— San  Carlos  Cofiee  and  Sugar  Com- 
pany  $  25,000  00    E 

Compañía  de  Ferrocarriles  del  Distrito  Fe- 
deral de  México,  S.  A $      2.000,000  00 

La  Caja  de  Ahorros  con  inversiones  garan- 
tizadas  I  100,000  00 

Compañía  de  Mejoras  del  Paseo. — The  Pa- 
seo Improvemenl  C? $  6,000  00    E 

Compañía  Editora  de  "El  Mundo,"  S.  A....$  10,000  00 

Compañía  Cervecera  de  "La  Cruz  Blanca," 
S.  A $         200,000  00 


Compañía  Balneliria  de  Ixtapan  de  la  Sal  y 
Explotadora  de  las  Gruías  de  Cacahua- 
milpa,  S.  A $  20,000  00 

Sierra  Madre  Conslructíon  G9 $  20,000  00    E 

Compañía  Industrial  de  Hilados,  Tejidos  y 
Estampados,  S.  Antonio  Abad  y  anexas, 
Barron  y  La  Colmena,  S.  A. — Aumento 
de  capital  en $         700,000  00 

Compañía  del  Frontón  Fiesta  Alegre. — Au- 
mento de  capital  en |  30,000  00 

La  Iberia,  Compañía  Industrial  Destiladora, 
S.  A $         260,000  00 

Cafetal  Santiago,  S.  A |  35,000  00 

Compañía  Proveedora  de  Material  Eléctri- 
co, S.  A I  20,000  00 

Sociedad  Nacional  Cooperativa  de  Ahorros 

y  Construcción  de  Casas $  90,000  00 

Compañía  Agrícola  Cafefal  Faro,  S.  A |  72,000  00 

Compañía  Industrial  de  cemento  privilegia- 
do, S.  A '. $         125,000  00 

Compañía  Mexicana  Refinadora  de  Petró- 
leo, S.  A $         200,000  00 

San  Luis  Potosí.  Electrical  C9 |         100,000  00    E 

1897  Compañía  de  Préstamos  y  construcciones 
en  México.  Sociedad  cooperativa  de  res- 
ponsabilidad limitada $  20,000  00 

Compañía  General  Eléctrica  Mexicana,  S.A. 
— Mexican  General  Electric  Company...$  50,000  00    E 

Louísiana  Bond  Company,  Ltd |  50,000  00    E 

Express  de  Carnes  de  México,  S.  A $  60,000  00 

Louisiana  Bond  Company  y  Compañía  de 
Garantías  Mutuas  de  México,  S.  A.,  fu- 
sión   I  51,000  00 

Compañía  de  Aguas  gaseosas,  S.  A $         200,00(7  00 

Sociedad  Industrial  Veracruzana $      1.200,000  00 

Frontón  Nacional,  S.  A $  80,000  00 

Sociedad  Cooperativa  de  Ahorros  y  Présta- 
mos de  Tacubaya $  17,500  00 
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The  Mezcalapa  Land  Company,  S.  A .-..$  75,000  00 

Compañfa  Mercantil  de  Tablajeros,  S.  A...$  10,600  00 

Compañía  de. Cultivo  de  Santa  Rosa,  S.  A..Frs  1.000,000  00    E 

Compañia  Hípica  Mexicana,  S.  A $  10,000  00 

Compañía  Cafetera  Cuauhtemoc,  S.  A. $  45,000  00 

Compañía  d(*l  Ferrocarril  Sud-Oriental  de 
México,  S.A i    10.000,000  00    E 

Compañía  Industrial  del  Salvador,  S.  A |         300,000  00 

Compañía  Mexicana  de  terrenos,  Navega- 
ción y  Ferrocarriles,  S.  A |      1.000,000  00 

Cafetal  Clemencia,  S.  A $  60,900  00 

La  Fraternidad,  S.  A |  15,000  00 

The  Mexican  Gold  and  Silver  Recovery  C? 

Lid £         200,000  00    E 

The  General  Gold  Extracting  Company  Li- 
mited  £         100,000  00    E 

Compañía  Agrícola  Veracruzana  ^'El  Porve- 
nir," S.  A $         220,000  00 

"La  Corina,"  Fábrica  de  ladrillos,  S.  A $  66,000  00 

Casa  General  de  remales,  S.  A $  60,000  00 

Compañía  General  Anglo  Mexicana  de  Se- 
'  *  guros,S.  A $         100,000  00 

Compañía  de  transmisión  eléctrica  de  po 
tencia. — Aumento  de  capital  en $         200,000  00 

Compañía  Colonizadora  de  la  Costa  Orien- 
tal de  Yucatán,  S.  A $      2.000,000  00 

Compañía  Agrícola  del  Golfo  Mexicano. — 

Mexican  Gulf  Agricultural  Company $  50,000  00    E 

Compañía  Francesa  de  Porcelanas,  S.  A...|         366,000  00 

The  Alian  Mexican  Sindicate  limited.— Sin- 
dicato Mexicano  de  Alian £  10.000  00    E 

Compañía  Agrícola  Colonizadora  Mexicana, 

S.  A $         360,000  00 

The  Río  Grande,  Sierra  Madre  and  Pacific 
Rail-road  Company.— Compañía  del  Fe- 
rrocarril de  de  Río  Grande,  Sierra  Ma- 
dre y  Pacífico $       3.120,000  00    E 

Compañía  del  Ferrocarril  de  Jalapa  á  Teo- 
celo,  S.  A $         160,000  00 
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The  Royal  Ezchánge  Assurance £         689,219  17.11  E 

The  Evenlng  Telegram,  S.  A $  16,000  00 

Sociedad  Induslrial  Veracruzana,  S.  A. —    • 
Aumenlo  de  capital  en $      1.000,000  00 

Compañía  Industrial  de  F<^foros  y  cerri- 
llos, S.  A.— Aumento  de  capital  en $  60,000  00 

Compañía  Eléctrica  é  Irrigadora  en  el  Esta- 
do de  Hidalgo,  S.  A |         600,000  00 

The  Mexican  Zacatón  Company  limited...$  4,000  00 

Cristalerías  de  San  Antonio  Calpulálpam, 
S.  A I         200,000  00 

Compañía  Mexicana  Explotadora $  10,000  00 

Compañía  Mexicana  Manufacturera  de  ar- 
tefactos de  barro,  S.  A $  500  00    E 

Gran  Lavandería  del  Comercio  movida  por 

vapor,  S.  A $  60,000  00 

American  Surety  Bánck $  2,500  00    E 

1898  The  Mexican  Tropical  Agricultura!  Com- 
pany  $  26,000  00    E 

^^La  Mexicana,"  Fábrica  de  aguas  gaseosas, 

S.  A $  10,000  00 

''La  Iberia,'^  Compañía  Industrial  destilado- 
ra, S.  A.^ — Aumenlo  de  capital  en $  50,000  00 

Compañía  Industrial  de  Hilados,  Tejidos  y 
Estampados,  S.  Antonio  Abad  y  anexas, 
Barrón,  La  Colmena  y  Miraflores,  S,  A. 
—Aumento  de  capital  en $      1,800,000  00 

Compañía  de  las  Fábricas  de  Papel  de  San 
Rafael  y  anexas,  S.  A.— Aumento  de  ca- 
pital en I      2.500,000  00 

Compañía  Cafetera  "La  Unión" $  34,000  00 

Compañía  Anónima  Agrícola  Industrtal  Au* 
rora  de  Oaxaca,  S.  A $         200,000  00 

Compañía  Cervecera  Toluca  y  México,  S.  A. 
—Aumento  de  capital  en |         800,000  00 

Compañía  Curtidora  Inglesa,  S.  A $  6,000  00 

Port  Arthur  and  Mexican  Steamship  Com- 
pany  I         100,000  00    E 
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Compañía  Mexicana  de  Electricidad,  S.  A. 

—The  Mexican  Electric  Works  l¡m¡ted..£         320,000  00    E 

Centro  Editorial,  S.  A $  30,000  00 

El  Palacio  de  Hierro,  S.  A $      4.000,000  00 

Compañía  de  Seguros  contra  incendio  ''I^a 
Palaüna" £      1  500,000  00    E 

The  Iron  and  Steel  National  Manufacluríng 
Company. — Compañía  Nacional  Manu- 
facturera de  Hierro  y  Acero,  S.  A $  60,000  00 

Negociación  Agrícola  de  Xico  y  anexas, 
S.  A $      3.000,000  00 

The  Mexican  Concentrating  Company,  S.  A.$  5,000  00 

''La  Prosperidad,^^  Compañía  Nacional  de 
Ahorros  y  Beneficios  Mutuos,  S.  A $         100,000  00 

''La  Fortuna,'^  Compañía  Manufacturera  de 
tabacos  y  cigarros,  S.  A $  5,000  00 

Babcock  y  Wilcoks  limitada £        240,000  00    E 

The  Loan  anddeposit  company  of  América. 
Compañía  de  Préstamos  y  Depósitos  de 
América $  50,000  00    E 

Compañía  Concentradora  de  metales,  S.  A..$  20,000  00 

T6e  American  Engineering  Company  of 
México *         125,000  00    E 

"La  Perfeccionada,"  Fábrica  de  Bonetería, 
S.  A I         450,000  00 

Compañía  Mexicana  de  Cal  Hidráulica,  ce- 
mento y  materiales  de  construcción,  S.A..$         500,000  00 

Mexican  Trading  and  contracting  company, 
S.  A $  2,000  00 

Sociedad  de  Necaxa  (México) Fs       400,000  00    E 

Compañía  Industrial  de  cemento  privilegia- 
do, S.  A.— Aumento  de  capital  en $  60,000  00 

Compañía  Economizadora  de  combustible, 
S.  A ♦  1,000  00 

Compañía  Cervecera  Porfirio  Díaz,  S.  A....$  75,000  00 

La  Imperial,  S.  A I  15,000  00 

México  City  Light,  Heat  and  Power  (Jom- 
pany $      5.000,000  00    E 
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"La  Unión,"  Compañía  de  seguros  contra 
el  incendio Fs  10.000,000  00    E 

Ferrocarril  de  Veracruz  al  Pacífico,  S.  A...$      2.500,000  00    E 

El  Dorado $  10,000  00 

Sociedad  Anónima  de  Mármoles,  Cal  y  Ma- 
deras de  Buenavista,  E.  de  Guerrero $         200,000  00 

L*Un¡on,  Sociedad  cooperativa  limitada $  6,000  00 

La  Compañía  Internacional  de  Cambio  y 
Comisiones. — ^The  International  Ezchan- 
ge  Commission  C9 $  5,600  00 

The  Mezican  Construction  and  Engineering 
C?  Ltd. — Compañía  Mexicana  de  cons- 
trucciones y  obras  de  Ingeniería,  S.  A...|         100,000  00 

Compañía  Explotadora  de  las  Grutas  de  Ca- 
cahuamilpa,  S.  A $  5,000  00 

Mexican  Mutual  Planters  Company. — Com- 
pañía de  Plantación  Mutua  Mexicana.... $  40,000  00    E 

Mexican  Tropical  Planters  Company $         200,000  00    E 

Compañía  Mexicana  de  carbón  de  piedra, 
S.  A $  50,000  00 

Compañía  de  Aguas  Gaseosas,  S.  A. — Au- 
mento de  capital  en $         101,100  00 

El  Progreso  Industrial,  S.  A $         600,000  00 

Sociedad  del  Panteón  Americano.-- Ameri- 
can Cementery  Association |  50,000  00 

Curtiduría  Mexicana,  S,  A $         100,000  00 

Gran  Tenería  Nacional,  S.  A t         225,000  00 

1899  Compañía  Industrial,  La  Virgen,  S.  A. — Au- 
mento de  capital  en $         750,000  00 

The  México  Mine  and  Smelter  Slipply  com- 
pany  $  50,000  00    E 

Compañía  Industrial  de  Allixco,  S.  A $      2.000,000  00 

Compañía  Nacional  de  Artefactos  de  barro 
refractario,  S.  A $  10,000  00 

La  Casa  Colorada,  Compañía  Refinadora  de 
Alcoholes,  S.  A $         600,000  00 

La  Velocitam,  Fábrica  de  cueros $         400,000  00 

Compañía  Comercial  Beneficiadora  de  Mi- 
nerales, S.  A $         100,000  00 
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The  Oaxaca  Goffee  Cultive  Company. — 
Compañía  para  el  culli vo  del  café  en  Oaxa  - 
ca i  '      125,000  00    E 

The  Murray  Land  and  coffee  company. — 

Sociedad  de  terrenos  y  café  de  Murray..$         100,000  00    E 

Banco  Central  Mexicano,  S.  A $      6.000,00o  00 

Asociación  Internacional  Mexicana  de  Caza 
(Coursing),  S.  A $  60,000  00 

The  Soledad  Coftee  C9 $  10,000  00    E 

Compañía  Manufacturera  de  cigarros  ''£1 
Buen  Tono,"  S.  A $      2.500,000  00 

Compañía  del  Ferrocarril  de  Potosí  y  Río 
Verde l(         200,000  00    E 

"El  Porvenir,"    Compañía  de  Ahorros  y 

Construcciones  de  México,  S.  A i         100,000  00 

'*E1  Centro  Mercantil,"  S.  A $         240,000  00 

The  United  Projects  Sindícate  limited £  12,050  00    E 

Acayucan  Planters  Company $  20,000  00    E 

Compañía  Litográfica  y  Tipográñca,  S.  A...|         350,000  00 

Compañía  Agrícola  Cafetal  Faro. — ^Aumen- 
to de  capital  en $  72,900  00 

Compañía  Eléctrica  é  Irrigadora  en  el  Esta- 
do de  Hidalgo,  S.  A. — Aumento  de  capí- 
pital  en $         400,000  00 

American  Furniture  Manufacturing  Compa- 
ny Ltd I  76,000  00 

Compañía  del  Ferrocarril  de  Parral  y  Du- 
rango $      1.000,000  00    E 

The  Thiel  Detective  Service  Company $         100,000  00    E 

New-York  Life  Insurance  Company Sin  c&ipilal.    E 

Compañía  Agrícola  "El  Pescado,"  S.  A $  84,000  00 

Compañía  Cigarrera  Mexicana,  S.  A $      1.750,000  00 

Compañía  de  Carbón  y  Fierro  de  Lerma. 
S.  A 9  4»,000  00 

Compañía  Bizcochera  Mexicana,  S.  A (         100,000  00    E 

Compañía  Industrial  de  Atlixco,  S.  A.-^ 
Aumento  de  capital  en....,..,...., ♦         500,000  00 
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*'EI  Maguey,"  S.  A.,  para  la  conservación 

del  pulque $  50,000  00 

Holel  de  Guardiola,  S.  A $  100,000  00 

(id  Abeja,  S.  A.  Fábrica  de  Hilados  y  Bone- 
tería  $  500,000  00 

American  Laundry  Company,  S.  A $  15,000  00 

La  Compañia  de  Seguros  Lancashire.^The 

Lancashire  Insurance  Company £  3.000,000  00    E 

Compañia  del  Ferrocarril  de  Nacozarí $  1.000,000  00    E 

García  Rabell  Trading  C? $  10,000  00    E 

Compañia  Mercantil  y  Metalúrgica  de  Du- 

rango,  S.  A $  20,000  00 

Compañía  Explotadora  de  terrenos,  S.  A...$  110,000  00 
Compañía  Mexicana  de  Fuerza  Motriz,  S  A.$  10,000,000  00 
The  Mexican  Petroleum  and  Liquid  Fuel 
Company. — Compañía  Mexicana  de  Pe- 
tróleo y  de  combustible  liquido,  S.  A £  100,500  00    E 

American  News  Agency,  S.  A .$  26,000  00 

Compañía  Industrial  Veracruzana,  S.  A. — 

Aumento  de  capital  en $  1.736,000  00 

The  United  States  Banking  Company $  100,000  00 

Nueva  Compañia  Explotadora  del  Combus- 
tible Mexicano  de  Patente,  S.  A $  300,000  00 

Los  Soldados  Ruifer  Company $  200,000  00    E 

The  Cast  Weld  and  conslruction  C?  Ltd...$  20,000  00 
The  San  Miguel  Plantation  Company. — 

Compañía  de  Plantación  de  San  Miguel.. $  40,000  00    E 

El  Cemento  Económico,  S.  A $  20,000  00 

Sociedad  Anónima  de  Construcción $  1 26,000  00 

Compañía  Banquera  Anglo-Mexicana,  S.A.$  1.000,000  00 

Cobre  Grande  Copper  Company $  500,000  00    E 

Banco  Mutualista  y  de  Ahorros,  S.  A $  150,000  00 

Tehuantepec  Mutual  Planters  Company. ..$  100,000  00    E 

Britiáh  América  Assurance  Company |  750,000  00    E 

Compañía  Explotadora  de  Loterías  por  sis- 
tema patentado,  S.  A $  90,000  00 

Compañía  de  Luz  y  Potencia  de  **EI  Porte- 
zuelo.^'— ^The  El  Portezuelo  Light  and 

Power  Company ,.$  500,000  00    E 
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Mexíran  Fiíiancc  ÜorporaUon  limiled £  80,000  00    £ 

India  Rubber  (México) £         406,000  00    E 

Texas. — Mexicari   Comniission   Coriipany, 

S.  A $  15,000  00 

Compañía  XJervecera  Toluca  y  México,  S.  A. 

—Aumento  de  capital  en $         400,000  00 

1900  San  Carlos  Copper  Company $         100,000  00    E 

''La  Perfeccionada."  Fábrica  de  Bonetería, 

S.  A.— Aumento  de  capital  en $         850,000  00 

Compañía  Maderera  Mexicana,  S.  A $         660.000  00 

The  Mexican  Lime  Company $  50,000  00    E 

Teatro  del  Renacimiento,  S.  A $         1 25,000  00 

Pacheco  Improvement  Company. — Compa- 
ñía Pacheco  de  Mejoras |         250,000  00    E 

The  California  Powder  Works $       1.500,000  00    E 

La  Maravilla,  S.  A.- Fábrica  de  géneros 

blancos  y  estampados $         200,000  00 

Compañía  del   Ferrocarril  de  Xíco  y  San 

Rafael,  S.  A $       1.800,000  00 

Compañía  de  Seguros  contra  incendio  de 

Aachen  y  Munich Ms    9.000,000  00    E 

The  American  Commission  and  Advertí- 

sing  C?,  S.  A $  10,000  00 

San  Antonio  Construction  Company,  S.  A..$         200,000  00 
Compañía  Mexicana  para  viajes  populares  á 

la  Exposición  Universal  de  París  de  1 900, 

S.  A f;  20,000  00 

Compañía  Explotadora  de  las  Fuerzas  Hi- 

dro-Eléctricas  de  San  Ildefonso $       1.000,000  00 

Compañía  Mexicana  de  Cemento  Portland, 

S.  A $  60,000  00 

Compañía  Mexicana  de  Especiácuios,  S.  A..$  20,000  00 

Compañía  Mexicana  de  Exposiciones,  S.  A.  $  13,400  00 

Compañía  Industrial  Molinera  de  Zamora, 

S.  A í  82.200  00 

Compañía  Mexicana  de  Carbón  de  Piedra 

y  Coke.— Mexican  Coa!  and  Coke  C? |      5.000,000  00    E 

Teziutlán  Copper  Company $      1.000,000  00    E 
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Guggenheim  Smelling  Company $      6.000.600  00    E 

Compañia  de  Seguros  contra  accidentes, 
La  Norte  Americana. — The  North  Ame- 
can  Accídent  Insurance  C9 $  100,000  00    E 

International  Coai  Company $       -200,000  00    E 

The  Xochimilco  Peal  Fuel  Company  limi- 
ted $         100,000  00    E 

Texas. — Mexican  Commission  Company. — 
Aumento  de  capital  en $  85,000  00 

Compañía  Nacional  de  Refacción  Agrícola, 

S.  A í  88,500  00 

Compañía  Eléctrica  é  Irrigadora  en  el  Es- 
tado de  Hidalgo,  S.  A.— -Aumento  de  ca- 
pital-feri $       1.000,000  00 

Compañía  Industrial  de  Baja  California, 

S.  A 9         100,000  00 

^^La  Perfeccionada.  Fábrica  de  Bonetería. 
S.  A.— Aumento  de  capital  en $         200,000  00 

San  Ildefonso.  Fábrica  de  tejidos  de  lana, 
S.  A.— Aumento  de  capital  en $      1 .500,000  00 

Compañía  Brunswick,  Balke  Collender $      1.500,000  00    E 

S.  Pearson  and  son  limitada £      1501,000  00    E 

Tabasco   Hacienda  Company.— oCmpañiu 

de  Hacienda  de  Tabasco $  75,000  00    E 

The  Teziutlan  Copper  Company. — Compa- 
ñía de  Cobre  de  Teziutlan. — Fusión  con 
la  Compañía  Minera  y  Beneficiadora  de 
Teziutlan.— No  expresa  capital 

El  Progreso  Industrial,  S.  A. — Aumento  de 

capital  en $         250,000  00 

Compañía  Industrial  de  Atlixco,  S.  A.— Au- 
mento de  capital  en $      1.000,000  00 

The  Mexican  Crude  Rubber  Company $         100,000  00    E 

La  Aurora.  Fábrica  de  tejidos  de  fibras  tex- 
tiles, S.  A $         500,000  00 

Compañía  Cafetera  y  de  terrenos  de  Grijal- 
va,  S.  A í         400.000  00 

International  Hardwool  Company,  S.  A $  10,000  00 
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Compañía  Explotadora  de  las  Canteras  del 

Marqués,  S.  A $  25,000  00 

Ferrocarril  de  circunvalación  del  Distrito 

Federal.  Líneas  de  Naucálpam  y  Coyoa- 

cán  á  México,  S.  A $  600,000  00 

Ferrorarril  de  Tlacotepec  á  Huajuápam  de 

León,  S.  A $  1.000,000  00 

Banco  Mexicano  del  Trabajo,  S.  A $  7,000  00 

El  Balsas $  100.000  00 

Compañía  Calera  de  El  Salto,  S.  A $  50,000  00 

Ferrocarril  de  Oaxaca  á  Ejutla,  S.  A $  500,000  00 

Compañía  Mexicana  de  Fomento $  1 .000,000  00    E 

Mexican  Gold  and  Silver  Recovery  Compa- 

ny  limited £  150,000  00    E 

Société  Fínanciére  pour  Tindustrie  au  Me- 

xique , Fs  5.000,000  00    E 

El  Oro  Mining  and  Railway  Company  Limi- 
ted  £  1.000.000  00    E 

National  Metal  Company i  500,000  00    E 

Sindicato  Carbonífero  de  Misantla $  36,000  00 

The  Law  Union  and  Crown  Fire  and  Life 

Insurance  Company £  2.000,000  00    E 

Banco  Agrícola  é  Hipotecario  de  México... $  2  000,000  00 

Mexican  Glay  Manufacturing  Company $  1  000,000  00    E 

The  Alarcon  Mining  Company $  1.200  00    E 

Mining  Stotk  Exchange $  25,000  00 

Compañía  Industrial  Molinera  de  Zamora..$  39.500  00 

Veracruz  (México)  Railways  Itd £  375,000  00    E 

The  Tabasco  Electrícal  and  Improvement 

Company $  200,p00  00    E 

The  Spanish  American  Mortgage  and  In-  '^ 

vestment  C?. — La  Hispano-Americana, 

Compañía  de  inversiones  é  hipotecas....!  300,000  00    E 
Compañía  Cristalera  Mexicana  de  Puebla, 

S.  A I  36,000  00 

México  Comercial  Company $  200,000  00    E 

Hacienda  de  las  Delicias,  S.  A $  200,000  00 

Frontones  Americanos,  S.  A $  51,000  00 
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Compañía  Técnica  Financiera  Mexicana, 

S.  A $  100,000  00 

The  White  Chief  Mining  and  Milling  Com- 

pany $  100,000  00    E 

Mexican  Sleamship  Coropany $         100,000  00    E 

Ferrocarril  de  Pachaca,  Zacualtipán  y  Tam- 

pico,  limitada £      1.000,000  00    E 


RESUMEN. 

Capital  mexicano. 

Del  año  de  1886  á  190() $       98.500,040 

En  el  año  de  1901  14.669,147 

Suma $     11.^169,187 

Capital  extranjero. 

Del  año  de  1886  hasta  1901  en  pesos  mexi- 
canos  i    251.927,200 

En  libras  esterlinas £      42.6;i5,469 

En  francos Fi-s  57.900,000 

En  marcos Mi-íí  27.500,000 

En  florines Fls      1.000,000 

Como  se  observa,  el  capital  extranjero  que  de  1886  á  1901,  ha  en- 
trado á  México  para  emplearlo  en  las  grandes  in<lustrias,  está  localiza- 
do en  su  mayor  parte  en  la  Capital  de  la  Nación,  pues  del  que  he  ha 
dirigido  á  los  Estados  de  la  República  aún  no  se  tiene  una  noticia 
exacta;  por  manera  que,  sobre  la  importantísima  suma  que  representa 
dicho  capital  en  el  lesumen  anterior,  en  millones  de  libras  esterlinas, 
de  francos,  de  marcos  y  de  florines,  si  se  calculan  dichos  valores  en 
plata  mexicana,  se  comprenderá  la  enorme  suma  á  que  asciende  el  ca- 
pital extranjero  invertido  en  el  pais  en  los  años  indicados;  debiendo 
tenerse  presente,  que  en  el  resumen  que  antecede,  solamente  se  trata 
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de  Sociedades  Anónimas,  porque  las  operaciones  mercantiles  de  otra 
índole,  son  objeto  del  dato  estadístico  que  va  inserto  en  la  página  475, 
que  asciende  á  la  respetable  suma  de  774.705,863  pesos,  92  es. 

Las  cifras  que  en  millones  en  oro  anteceden,  además  de  los  251  mi- 
llones en  plata,  capital  extranjero  en  conjunto,  bastan  por  sí  solas  pa- 
ra hacer  la  apología  más  concreta,  pero  al  mismo  tiempo  la  más  con- 
vincente de  las  eminentes  dotes  de  estadista  que  reúne  el  Sr.  Gral. 
Díaz,  á  quien  debemos  propios  y  extraños  el  bienestar  dp  que  todos 
gozamos  en  el  paisfporque  los  extranjeros  tienen  en  México  la  garan- 
tía de  su  libertad,  el  reconocimiento  de  sus  derechos  y  el  respeto  á  sus 
propiedades.  Tal  es  en  efecto,  la  condición  jurídica  de  los  extranjeros 
en  la  administración  del  Sr.  General  Díaz. 
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Los  datos  anteriores  á  1888  no  están  completos,  y  por  esta  razón  no 
se  publican;  sin  embargo,  se  observa  que  en  dicho  año  existían  cons- 
truidos veinte  y  tres  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  kilómetros,  se- 
tecientos sesenta  metros,  y  en  el  año  actual  de  1902,  hay  construidos 
y  en  explotación,  solamente  de  la  Federación,  49,258  kilómetros  982 
metros,  más  de  la  mitad  del  número  existente  en  1888. 

Además  existen 

De  propiedad  de  los  Estados 8,544^048°^ 

„  empresas  particulares 992  993 

„  la  Empresa  del  Cable 2,996  732 

„  Ferrocarriles 14,885  560 

„  la  Federación 49,258  982 

Telégrafos  en  la  República. — Su- 
ma total 76,252^815°» 


Cuerpo  Biplomátioo  extranjero»  acreditado  en  México  hasta 
el  afto  de  1902,  durante  la  administración  del  Sr.  (Sene- 
ral  Biaz. 


CATEGORÍA  Y  ANTIGÜEDAD  DE  LOS  JEFES  DE  MISIÓN. 


Embajadoil 
Estados  Unidos  de 

América S.  E.  Powell  Olaytan Enero  3  de  1899. 

Enviados  Extraordinarios  t  Ministros  Plenipotenciarios. 

Ecuador S.  E.D.  Luis  Felipe  Oarbo Junio  27  de  1896. 

Colombia S.  E.  D.  Lorenzo  Marroquin.  Agto.  3  de  1899. 

Alemania S.  E.  el  Barón  von  Heyhing.,  Mayo  29  de  1900. 

Países  Bajos S.  E.  el  Barón  Oevers Junio  2  de  1900. 

Nicaragua S.  E.  el  Dr.  D.  Luis  F.  Corea.  OcL  18  de  1900. 

Francia S.  E.  Camille  Bhndd Mar.  25  de  1901. 

Gran  BreUfia S.  E.  George  GrevüU Mar.  25  de  1901. 

Uruguay S.  E.  el  Dr.  D.  Juan  Ckedas.  Mar.  26  de  1901. 

Chile S.  E.  el  Lie.  D.  Emilio  Bello 

Codecido Agto.  10  de  1901. 

España S.  E.  el  Marqués  de  Praí  de 

NanUmilld Sept.  7  de  1901. 

Austria-Hungria...     S.  E.  el  Conde  Hohemoari  de 

Oerlachdein Sept.  9  de  1901. 
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Bolivia S.  E.  el  Dr.  D.  Femando  Oímt 

challa Oct.  8  de  1901. 

Bélgica S.  E.  e\  Vizconde  Beughem  de 

HouJOum OcL  21  de  1901. 

República  Argenti- 
na     S.  E.  el  Sr.  D.  Martín  García 

jSferou Oct.  21  de  1901. 

Costa  Rica S.  E.  el  Sr.D.  Joaquín  B.Cb/vo.    Oct.  26  de  1901. 

Perú S.  E.  el  Dr.  D.  Manuel  Aha- 

re»  Calder&n Oct.  30  de  1901. 

Paraguay S.  E.  el  Dr.  D.  Cecilio  Bae»..    Oct.  30  de  1901. 

Ministro  Residente. 

Japón S.  S.  Aimaro  Sato Dic.  14  de  1900. 

Encargados  de  Negocios  ad  interím. 

Rusia > Sr.  Théodore  £an«en Agto.  4  de  1900. 

Portugal Sr.  D.  Luis  Augusto  de  Mau- 
ra Pinto  d'Azevedo  Taveira.    Oct.  7  de  1901. 

Perú Sr.  Dr.  D.  Victor  M.  MauHua.    Feb.  3  de  1902. 

Italia S.  E.  George  OremOe,  Encar- 
gado de  los  Negocios  de  la 
Legación Feb.  13  de  1902. 

Guatemala Sr.  Théodore  JBarwen,  Encar- 
gado de  la  Legación Feb.  28  de  1902. 

Chile Sr.  D.  Marcial  A.  MartíneM...    Abril  5  de  1902. 

España Sr.  D.  Silvio  Fernández  Va- 

Um Abril  14  de  1902. 

Debe  tenerse  presente,  que  en  1877,  al  ocupar  por  primera  vez  la 
Suprema  Magistratura  de  la  República  el  Sr.  General  Diaz,  solamente 
existían  relaciones  con  los  siguientes  países:  De  Europa,  Alemania,  Es- 
paña é  Italia;  y  de  América,  los  Estados  Unidos,  Guatemala  y  el  Sal- 
vador, mientras  que  en  la  actualidad  en  virtud  del  progreso  y  el  cré- 
dito de  México,  debido  al  mismo  Sr.  General  Díaz,  nuestra  patria  está 
unida,  bajo  la  acción  internacional,  con  todos  los  pueblos  cultos  del 
mundo. 


ERRATAS  NOTABLES. 


Dtoe.  Ltose. 

ina    VII  Hnea  26 los  aurora la  aurora. 

1  línea  15 el la. 

2  Hnea    8 moral de  las  ¡deas. 

5  Hnea  12 muchedumbre agrupación. 

5  línea  21 predomina influye.- 

46  Hnea  15 después antes. 

470  línea  31 sus algunas. 
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